Digitized  by  the  Internet  Archive 
in  2014 


https://archive.org/details/tratadoprticodelOOgayd 


LEYES  MERCANTILES  DE  ESPAÑA 


VOLUMEN  III 


TRATADO  PRÁCTICO 


DB  LA 


LEGISLACION  BANCARIA 


TRATADO  PRÁCTICO 

DE  LA 

Legislación  Bancaria 

Recopilación  sistemática  de  la  legislación  relativa  al  régimen 
legal  de  los  Bancos  y  de  las  operaciones  que  efectúan 
y  comentarios  a  las  Instituciones  que  las  rigen 


R.  GAY  DE  MONTELLÁ 

Abogado  del  Ilustre  Colegio  de  Barcelona 


BARCELONA 
Librería  de  AGUSTÍN  BOSCH 
Ronda  Universidad,  5 


9 


Es  PROPIEDAD  DEL  AUTOB 


Imprenta  de  A.  Ortega  -  Aribau,  7  -  Barcelona 


AUTORIZACIONES  MINISTERIALES 


El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  me  dice  con  esta  fecha  lo  que  sigue: 

«Ilmo.Sr.:  Vista  la  instancia  de  D.Rafael  Gay  y  de  Montellá,  Abogado  del 
Colegio  de  Barcelona,  elevada  a  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros  y  re- 
mitida por  dicho  Centro  a  este  Ministerio,  solicitando  se  le  conceda  autoriza- 
ción para  publicar  la  obra  «Leyes  Mercantiles  de  España»,  redactada  por  el 
exponente,  en  la  que  comenzando  por  el  Código  de  Comercio,  anotado  con 
toda  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  contendrá  todas  las  disposiciones 
así  legislativas  como  ministeriales  de  dicho  orden  y  especialmente  toda  la  le- 
gislación dictada  por  los  diversos  Centros  de  la  Administración  que  puede  ca- 
lificarse de  « legislación  del  período  de  la  guerra»,  continuándola  a  partir  del 
Io  de  Enero  del  corriente  año,  en  sucesivos  apéndices;  Considerando  que  sien- 
do de  gran  conveniencia  el  difundir  por  medio  de  toda  clase  de  publicaciones  el 
conocimiento  de  las  resoluciones  legislativas  y  ministeriales,  así  como  de  la  doc- 
trina sentada  en  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo;  Visto  lo  dispuesto  en  el 
artículo  28  de  la  ley  de  Propiedad  intelectual  de  10  de  Enero  de  1879  y  en 
el  14  del  Reglamento  de  3  de  Septiembre  de  1880  para  la  aplicación  de  la  ci- 
tada ley:  S.  M.  el  Rey  (q.  D.  g.)  ha  tenido  a  bien  acceder  a  lo  solicitado  por 
D.  Rafael  Gay  y  de  Montellá,  Abogado  del  Ilustre  Colegio  de  Barcelona,  con- 
cediéndole la  autorización  necesaria  para  que  pueda  publicar  la  obra  «Leyes 
Mercantiles  de  España»,  redactada  por  el  ex  ponente,  en  las  condiciones  que 
menciona  en  su  instancia  de  10  de  Enero  último,  entendiendo  limitada  esta  auto- 
rización a  las  sentencias*  del  Tribunal  Supremo  que  tengan  relación  con  la  ra- 
ma del  derecho  a  que  se  refiere  el  Sr.  Gay  en  su  escrito  de  la  citada  fecha  ya 
la  legislación  y  disposiciones  que  sean  de  la  competencia  de  este  Ministerio. 

Lo  que  de  Real  orden  comunicada  por  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia 
traslado  a  V.S.  para  su  conocimiento  y  efectos  oportunos. 

Dios  guarde  a  V.  S.  muchos  años. 

Madrid,  23  de  Tebrero  de  1918. 

El  Subsecretario, 

B,  Argente. 

Sr.  D.  Rafael  Gay  y  de  Montellá.» 


El  Sr.  Ministro  de  Hacienda  con  fecha  de  hoy  dice  a  esta  Subsecretaría  lo 
siguiente: 

«limo.  Sr.:  Vista  la  instancia  que  dirigen  a  este  Ministerio  D.  Rafael  Gay 
de  Montellá  y  D.  Joaquín  Coderch  y  Niella,  abogados  del  Ilustre  Colegio  de 
Barcelona,  en  solicitud  de  que  se  les  autorice  para  publicar  la  legislación  com- 


plementaria  dictada  por  el  Ministerio  de.  Hacienda  a  las  «Leyes  Mercantiles  de 
España»,  al  cual  efecto  solicitaron  y  obtuvieron  ya  del  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia,  por  R.  O.  de  23  de  Febrero  de  1918,  la  oportuna  autorización,  y  en 
virtud  de  la  cual  han  sido  publicadas  las  obras  tituladas  «Código  de  Comercio 
español  anotado  y  «Tratado  práctico  de  Sociedades  anónimas». 

Considerando  que  una  de  las  dos  obras  ya  publicadas,  o  sea  la  titulada 
«Tratado  práctico  de  Sociedades  anónimas»,  requiere  como  complemento  la  le- 
gislación referente  al  Impuesto  de  Utilidades,  materia  ésta,  de  la  exclusiva  com- 
petencia del  Ministerio  de  Hacienda  y  al  que  le  está  reservado  por  tanto  el  de- 
recho a  otorgar  la  autorización  que  se  solicita,  conforme  al  artículo  28  de  la 
ley  de  Propiedad  intelectual  de  10  de  Enero  de  1879  y  artículo  14  del  Regla- 
mento dictado  para  su  ejecución  de  3  de  Septiembre  de  1880. 

Considerando  que  aunque  las  leyes  sancionadas  tienen  para  su  promulgación 
órgano  oficial  adecuado  en  la  Gaceta  de  Madrid,  y  que  la  ignorancia  de  las 
mismas  no  excusa  su  cumplimiento,  según  así  lo  dispone  el  artículo  1°  del  vi- 
gente Código  Civil,  no  obstante,  el  Gobierno  debe  contribuir  a  la  mayor  di- 
fusión posible  de  aquéllas,  protegiendo  a  este  fin  la  iniciativa  particular,  y  en 
tal  sentido  debe  accederse  a  la  petición  de  los  demandantes,  S.  M.  el  Rey 
(q.  D.  g.)  se  ha  servido  conceder  a  D.  Rafael  Gay  de  Montellá  y  a  D.  Joaquín 
Coderch  y  Niella  la  autorización  que  han  solicitado  para  publicar  la  legis- 
lación que  consideren  complementaria  de  las  «Leyes  mercantiles  de  España» 
y  que  haya  podido  ser  dictada  por  este  Ministerio. — De  Real  orden  lo  digo  a 
V.  1.  para  su  conocimiento  y  el  de  los  interesados.» 

Lo  que  de  la  propia  R.  O.  comunicada  por  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  digo 
a  Vds.  para  su  conocimiento  y  efectos. 

Dios  guarde  a  Vds.  muchos  años. 

Madrid,  4  de  Enero  de  1922. 

El  Subsecretario, 

R.  M.  Cavanillas. 

Sres.  D.  Rafael  Gay  de  Montellá  y  D.  Joaquín  Coderch  y  Niella,  Abogados  del 
Ilustre  Colegio  de  Barcelona. 


INTRODUCCIÓN 


Definición  de  la  Banca.  —  Motivación  de  la  presente  obra.  —  Plan  seguido  para  la  misma. 

La  definición  más  comúnmente  admitida  de  la  Banca,  es  la  de  que 
ésta  constituye  una  empresa  que  tiene  por  objeto  el  ejercicio  del  cré- 
dito W.  Hacer  la  banca,  hacer  de  banquero,  es  simplemente,  según 
otros  autores,  comprar  y  vender  dinero.  Ambas  definiciones  se  com- 
pletan, y  aun  cuando  algunos  autores,  como  Terrel  y  Lejeune  (2),  re- 
putan la  segunda  oscura,  convienen  en  que  encierra  una  gran  parte 
de  verdad.  En  ambas  vienen  indudablemente  a  reasumirse  toda  la 
serie  de  operaciones  que  forman  el  objeto  de  la  actividad  bancaria. 

La  actividad  bancaria  manifestada  en  sus  fases,  económica  natu- 
ral primero,  económica  monetaria  después  y  económica  crediticia  hoy, 
ha  dado  origen  en  la  vida  práctica  a  una  rama  especialísima  del 
comercio,  cual  es  el  negocio  bancario,  es  decir,  la  actividad  económica 
intermediaria  entre  el  capital  que  busca  colocación  y  el  trabajo  que 
lo  reclama  y  pide  medios  para  una  aplicación  productiva.  Esta  rama 
especializada  del  comercio,  ha  tenido  que  ser  modernamente  regulada 
por  el  legislador  mediante  leyes  y  disposiciones  especiales  que  mar- 
can los  límites  dentro  de  los  cuales  puede  desenvolverse  dentro  de 
un  régimen  de  libertad. 

El  primer  paso  hacia  una  legislación  especial  bancaria,  con  cuer- 
po y  relieve  propio  en  nuestras  leyes  mercantiles,  se  ha  dado  ya  en 
España,  con  la  reciente  ley  llamada  de  Ordenación  bancaria  de  29 
de  Diciembre  de  1921.  Aparte  de  este  ensayo,  que  sólo  elogios  merece 
en  su  autor  D.  Francisco  Cambó,  ministro  de  Hacienda,  que  la  re- 
frendó, existen  en  la  legislación  mercantil  española,  considerable  nú- 
merio  de  disposiciones  esparcidas  que  afectan  íntimamente  a  la  acti- 


«Trattato  di  Banca  o  di  Borsa».  Belti  y  Weber.  Milano,  1920. 
(21   «Traité  des  opérations  commerciales  de  Banque». 
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vidad  bancaria,  las  cuales  al  ser  recogidas  orgánicamente,  constitu- 
yen hoy  ya  un  cuerpo  de  doctrina  jurídica  con  elementos  bastantes 
para  ser  reunidos  en  un  tratado  especial  sobre  la  materia. 


Al  tratar  de  recoger  en  un  Tratado  especial,  la  dispersa  legislación 
bancaria  española,  se  nos  ofrecían  dos  caminos.  O  bien  estudiar  di- 
cha legislación  tomando  como  base  la  división  que  en  orden  a  las 
principales  operaciones  relacionadas  con  el  crédito,  cumplen  los  Ban- 
cos, estudiando  en  cada  uno  las  operaciones  que  los  singularizan  (3), 
o  bien  estudiarla  tomando  como  base  una  por  una  las  instituciones 
jurídicas  que  constituyen  el  conjunto  de  los  contratos  mercantiles,  a 
que  más  comúnmente  se  concreta  la  actividad  bancaria.  El  estudio 
de  la  legislación  tomando  como  base  el  primer  patrón,  adolecía  del 
defecto  de  continuas  repeticiones  en  cuanto  los  Bancos,  por  especia- 
lizada que  sea  su  actividad,  dedícanse  a  diversas  operaciones  ban- 
carias  naturalmente  de  la  esfera  de  acción  de  otros  Bancos.  Halla- 
mos preferible  el  segundo  sistema,  que  permite  el  estudio  de  la  le- 
gislación referente  a  la  actividad  bancaria,  como  un  todo  orgánico 
consultable  por  todas  y  cada  una  de  las  especialidades  bancarias. 
No  obstante,  al  concretar  este  estudio  a  nuestra  legislación,  es  for- 
zoso seguir  la  división  capital  que  de  los  Institutos  Bancarios  plan- 
tea implícitamente  la  legislación  española  al  reconocer  la  existencia 
de  los  Institutos  privilegiados,  llamados  Banco  de  España,  instituto 
bancario  que  goza  del  privilegio  de  emisión,  Banco  Hipotecario,  pri- 
vilegiado para  la  emisión  y  negociación  de  cédulas  hipotecarias,  y 


(3^  En  orden  a  las  operaciones  que  practican  los  Bancos,  so  dividen  éstos,  según  Fcrraris  («Prin- 
cipi  di  Scienza  Bancaria»),  en  Bancos  de  operaciones  pasivas,  entre  los  que  se  cuentan:  o)  los  Bancos 
de  depósito,  de  cuentas  corrientes;  b)  los  Bancos  de  emisión;  c)  los  Bancos  de  operaciones  inmobilia- 
rias, hipotecarias,  agrícolas,  etc.,  y  Bancos  de  operaciones  activas  entre  los  que  se  citan:  o/  loa 
Banco6  de  descuentos,  b)  Bancos  de  anticipos  o  créditos,  c)  Bancos  de  créditos  mobiliarios  o 
Bancos   populares,    etc.    Leroy  Beaulieu  clasifica  los  Bancos  on  cuatro  categorías: 

Los  de  la  primera  categoría  cumplen  la  misión  de  cajeros  del  comercio,  de  encaje  y  pago  con  pre- 
ferencia al  crédito.  Estos  Institutos,  según  De  Viti  y  De  Marco  («La  funzione  della  Banca»),  son  los 
Insliluto6  bancarios  que  cumplen  realmente  las  funciones  esenciales  de  la  Banca,  porque  las  premisas 
necesarias  y  suficientes  de  la  Banca  son,  el  pagador  y  el  pagado,  sin  que  deba  tenerse  al  crédito 
por  elemento   teóricamente   esencial  e  históricamente  permanente  del   fenómeno  bancario. 

La  segunda  categoría,  comprende  los  Bancos  de  crédito  ordinario,  del  tipo  de  los  Bancos  franceses 
e  ingleses,  los  cuales  reciben  depósitos  en  grande  escala  que  emplean  en  operaciones  ordinarias  de 
Banca  y  principalmente  en  el  descuento  do  efectos  comerciales. 

La  tercera  categoría,  comprende  una  esfera  de  acción  más  amplia,  en  cuanto  no  solamente  sus 
Bancos  recojen  los  efectos  de  comercio  y  de  la  industria,  sino  también  capitales  disponibles  que 
buscan  un  empleo  de  alguna  duración  para  alcanzar  mayores  beneficios.  Son  éstos  los  impropia- 
mente llamados  de  especulación,  de  los  cuales  tenemos  ejemplo  en  los  Bancos  alemanes,  algu- 
nos franceses  y  algunos  italianos. 

La  cuarta  categoría,  comprende  un  solo  modelo,  cual  es  el  Banco  de  Inglaterra,  Instituto  sui 
géneris  que  tiende  a  centralizar  las  reservas  de  todos  los  Bancos  del  Reino  Unido  y  cumple  la 
función  compensadora  más  poderosa,  no  solamente  entre  la  Banca  del  país,  sino  entre  esta  y  la 
extranjera.  Véase  para  este  estudio  con  más  detalle  la  obra  de  Agustino  Betti  y  Federico  J.  We- 
ber  «Trattato  de  Banca  e  di  Borsa»,  Milano,  1920 
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Banco  Industrial,  creado  por  ley  de  2  Marzo  1917,  que  goza  en  rela- 
ción con  las  industrias,  de  determinados  privilegios.  Los  demás  Ban- 
cos españoles,  constituyen  la  Banca  privada,  o  sea  la  Banca  someti- 
da al  régimen  común,  entre  los  cuales  es  forzoso  incluir  a  la  Banca 
extranjera,  si  bien  con  la  circunstancia  variante  de  que  en  orden  al 
régimen  tributario,  existen  algunas  disposiciones  legales  que  la  afec- 
tan especialmente. 

Viene  regulada  la  vida  y  funcionamiento  de  los  primeros  por  leyes 
especiales  (1856  y  1872),  y  vienen  los  segundos  autorizados  por  las 
disposiciones  especiales  que  con  referencia  a  las  Compañías  mercan- 
tiles y  al  ejercicio  del  comercio  por  particulares,  se  contienen  en  los 
primeros  títulos  de  los  libros  primero  y  segundo  del  Código  de  Co- 
mercio español,  de  conformidad  al  principio  general  que  sobre  la 
libertad  de  creación  de  Bancos,  estableció  la  ley  de  11-19  de  Octubre 
de  1869. 

Seguidamente  al  estudio  de  los  diversos  contratos  mercantiles  que 
informan  la  vida  de  las  operaciones  ban carias,  expondremos  el  siste- 
ma tributario  a  que  viene  sujeto  en  España  el  negocio  bancario  y  fi- 
nalmente expondremos  las  principales  cuestiones  que  en  orden  al 
mismo,  plantea  el  estado  anormal  de  suspensión  de  pagos,  dentro 
del  que  con  ocasión  de  las  recientes  crisis  bancarias,  se  han  plantea- 
do problemas  de  naturaleza  jurídica  que  abren  ancho  campo  a  con- 
flictos y  contenciones  que  interesa  a  la  Banca  evitar. 


PRIMERA  PARTE 


Bancos  Privilegiados 

Legislación  relativa  a  los  Bancos  de  Emisión,  Bancos  de  Crédito 
Territorial  y  Bancos  de  Crédito  Industrial 


CAPÍTULO  I 


Legislación  general  relativa  a  los  Bancos  de  Emisión 

(Código  de  Comercio) 

Bancos  de  emisión  y  descuento  U> 

177.  Corresponderán  principalmente  a  la  índole  de  estas  compañías 
las  operaciones  siguientes : 

Descuentos,  depósitos,  cuentas  corrientes,  cobranzas,  préstamos,  giros 
y  los.  contratos  con  el  Gobierno  oí  corporaciones  públicas. 

178.  Los  Bancos  no  podrán  hacer  operaciones  a  más  de  noventa  días. 
Tampoco  podrán  descontar  letras,  pagarés  u  otros  valores  de  comer- 
cio sin  la  garantía  de  dos  firmas  de  responsabilidad. 

179.  Los  Bancos  podrán  emitir  billetes  al  portador,  pero  su  admi- 
sión en  las  transacciones  no  será  forzosa.  Esta  libertad  de  emitir  billetes 
al  portador  continuará,  sin  embargo,  en  suspenso  mientras  subsista  el  pri- 
vilegio de  que  actualmente  disfruta  por  las  leyes  especiales  el  Banco  Na- 
cional de  España. 

180  Los  Bancos  conservarán  en  metálico  en  sus  cajas  la  cuarta  parte, 
cuando  menos,  del  importe  de  los  depósitos  y  cuentas  corrientes  a  metá- 
lico y  de  los  billetes  en  circulación. 

181.  Los  Bancos  tendrán  la  obligación  de  cambiar  a  metálico  sus  bille- 
tes en  el  acto  mismo  de  su  presentación  por  el  portador. 

La  falta  de  cumplimiento  de  esta  obligación  producirá  acción  ejecutiva 
a  favor  del  portador,  previo  un  requerimiento  al  pago,  por  medio  de  Notario. 

182.  Eí  importe  de  los  billetes  en  circulación,  unido  a  la  suma  represen- 
tada por  los  depósitos  y  las  cuentas  corrientes,  no  podrá  exceder,  en  nin- 
gyn  casq,  del  importe  de  la  reserva  metálica  y  de  los  valores  en  cartera 
realizables  en  el  plazo  máximo  de  noventa  días. 

183.  Los  Bancos  de  emisión  y  descuento  publicarán  mensualmente 
al  menos,  y  bajo;  la  responsabilidad  de  sus  administradores,  en  la  Gaceta 
y  Boletín  Oficial  dé  la  provincia,  el  estado  de  su  situación. 


(1)  Todo  lo  legislado  en  este  Código  respecto  a  emisión  de  billetes  al  portador  está  en  suspenso  per  la  disposi- 
ción del  artículo  que  anotamos,  mientras  subsista  ol  privilegio  del  Banco  do  España;  por  lo  tanto,  debe  considerarse 
vigente  la  R.  O.  de  16  do  junio  de  1881  de  Hacienda,  con  el  fin  do  impedir  que  a  la  sombra  de  otros  derechos  pudie- 
ra hacerse  una  competencia  encubierta  a  la  exclusiva  quo  disfruta  para  la  circulación  fiduciaria.  (Real  Orden  de  16 
de  enero  de  1893). 

Queda  prohibido  a  las  Sociedades  de  crédito  emitir  papel  moneda  bajo  el  nombre  de  recibos  de  depósitos,  man- 
datos de  cuenta  corriente  o  cualquiera  otro  que  evidentemente  aparezca  simulado  un  contrato  mercantil  para  prestar 
apariencias  legales  a  la  manifiesta  infracción  del  párrafo  2.9  del  art.  179  del  Código  de  Comercio.  (Real  Orden  de  10 
de  diciembre  de  1894). 

La  disolución  legal  de  los  Bancos  de  emisión  quita  a  los  billetes  el  carácter  de  moneda  fiduciaria,  salvo  el  de. 
recho  contra  la  Sociedad  por  depósito  voluntario  según  el  art.  23  de  la  ley  de  28  enero  1856.  (S.  25  abril  de  1876). 
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A.   Legislación  especial  relativa  al  Banco  de  España 

Historia  dol  mismo.  Su  actual  constitución.  Línútt-s  del  privilegio  do  omisión  do  billetes.  Compensaciones  a  favor 
del  Estado.  Marcha  dol  Banco  on  1921.  Lorislación:  a)  Régimen  del  Banco  do  España  como  Banco  de  Emisión 
(loy  do  29  diciembre  de  1921).  b)  Estatutos  riel  Banco  do  España  (R.  D.  18  de  julio  do  1922).  c)  Réirimcn  délas 
operaciones  comerciales  dol  Banco  do  España.  (RR.  DD.  de  5  enero  1901  y  10  enero  1905). 

Historia  del  mismo.  Su  actual  constitución. — Al  erigirse  el  Ban- 
co de  San  Carlos  por  Real  cédula  de  2  de  junio  de  1782,  inserta,  en 
parte  en  la  ley  6a,  tít.  39,  lib.  9Q  de  la  Novísima  Recopilación,  se  seña- 
laron tres  objetos  a  que  se  destinaba  el  Banco  de  San  Carlos :  el  pri- 
mero, al  de  constituir  caja  general  para  pagos  y  reducciones  para  sa- 
tisfacer, anticipar  y  reducir  a  dinero  efectivo  todas  las  letras  de 
cambio,  vales  de  tesorería  y  pagarés  que  voluntariamente  se  llevaran 
al  Banco ;  segundo,  a  la  admisión  o  toma  a  su  cargo  de  los  asientos 
del  Ejército  y  Marina;  y  tercero,  al  pago  de  todas  las  obligaciones 
del  giro  en  los  países  extranjeros. 

El  éxito  del  Banco  de  San  Carlos  no  correspondió  a  las  esperan- 
zas, y  por  el  art.  4Q  de  la  transacción  de  23  de  junio  de  1829,  se  acor- 
dó la  liquidación  de  todos  los  negocios  pendientes  del  Banco.  Más 
tarde,  por  Real  cédula  de  12  de  julio  de  1829,  se  estableció  el  Ban- 
co español  de  San  Fernando,  concediéndose  por  el  art.  59  del  mismoy 
la  facultad  privativa  de  emitir  billetes  pagaderos  a  la  vista  al  por- 
tador, no  pudiendo  exceder  la  cuota  de  estos  billetes  de  4.000  reales 
vellón,  ni  (reducirse  a  menos  de  500;  cuya  facultad  debía  ejercerse 
precisamente  por  la  administración  del  Banco  en  la  corte,  y  no  po- 
día transmitirse  ni  delegarse  a  las  cajas  subalternas  de  las  provincias 

Por  Real  decreto  de  25  de  enero  de  1844,  se  erigió  en  Madrid  un 
Banco  de  descuentos,  préstamos,  giros  y  depósitos,  bajo-  la  denomi- 
nación de  Banco  de  Isabel  II,  con  la  facultad  de  poder  emitir  y  po- 
ner en  circulación  cédulas  al  portador,  pagaderas  en  el  acto  de  su 
presentación  en  la  caja  de  Madrid. 

Cuando  luego  más  tarde  los  Bancos  de  San  Fernando  y  de  Isa- 
bel II  reunidos,  formaron  uno  solo  bajo  la  denominación  de  Banco  Es- 
pañol de  San  Fernando,  se  le  autorizó  exclusivamente  para  emitir  en 
Madrid  billetes  pagaderos  al  portador  y  a  la  vista  en  su  Caja;,  por 
¡tuna  cantidad  igual  a  la  de  su  capital  efectivo,  siendo  necesaria  Real 
autorización  para  emitir  una  cantidad  mayor.. 

Luego  vino  la  ley  de  4  de  mayo  de  1849  reorganizando  el  Banco 
Español  de  San  Fernando,  y  estableciendo  la  facultad  de  emitir  bi- 
lletes por  una  cantidad  igual  a  la  mitad  de  su  capital  efectivo,  sien- 
tío  precisa  una  ley  para  emitir  mayor  número  de  billetes,  los  que  de- 
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bían  ser  pagados  al  portador  y  a  la  vista  en  la  caja  de  Madrid  y  en 
la  que  se  estableciera  en  provincias. 

Por  la  ley  de  28  de  enero,  de  1850,  el  Bancoi  Español  de  San  Fer- 
nando tomó  el  nombre  de  Banco  de  España,  con  la  duración  de  vein- 
ticinco años,  a  contar  desde  la  fecha  de  dicha  ley,  y  autorizando'  a 
los  Bancos  de  Barcelona  y  Cádiz  que  continuaran  funcionando!  has- 
ta el  término  de  su  concesión  W.  El  Banco  de  España  debía  estable- 
cer, en  el  término\de  un  año,  sucursales  en  Alicante,  Bilbaoi,  Coru- 
ña,  Málaga,  Santander,  Sevilla,  Valencia,  Valladolid  y  Zaragoza,  sin 
perjuicio  de  que  sin  necesidad  de  esperar  a  la  terminación  del  año* 
pudiesen  establecerse  Bancos  particulares  en  los  puntos  que  se  han 
indicado^  y  demás,  con  los  mismos  privilegios  que  dicha  ley  conce- 
día al  de  España  (2).  Se  facultaba  para  que  en  cada  localidad  pudiese 
establecerse  un  solo  establecimiento  de  emisión,  bien  sea  Banco  par- 
ticular, bien  sucursal  del  de  España  <3l  Con  arreglo  al  art.  92  de  la 
expresada  ley,  el  Banoo  de  España^  el  de  Cádiz,  el  de  Barcelona^y 
los  que  se  constituyeron  en  la  Península  e  islas  adyacentes,  en  vir- 
tud de  dicha  ley,  quedaban  facultados  para  emitir  una  suma  de  bille- 
tes ál  portador  igual  al  triple  de  su  capital  efectivo,  teniendo  la  obli- 
gación de  conservar  en  metálico  en  sus  Cajas  la  tercera  parte,  cuan- 
do menos,  del  importe  de  los  billetes  emitidos  W.  N01  podían  emitirse 
billetes  menores  de  1 00  reíales  ni  mayores  de  4.000  (5).  Debían  mere- 
cer en  todo  caso  el  concepto'  de  acreedores  de  los  Bancos  por  depósitos 
voluntarios  los  tenedores  de  sus  billetes,  y  los  que  lo  fuesen  por  saldo 
de  cuenta  corriente  con  los  mismos  establecimientos  (6). 

Por  decreto-ley  de  marzo  de  1874,  se  estableció',  por  medio  de  un 
Banco  nacional,  la  circulación  fiduciaria  única,  en  sustitución  a  lai 
que  existe  en  varias  provincias  por  medio,  de  Bancos  de  emisión,  ai 
cuyo  fin  el  de  España,  creado  pjor  la  ley  de  28  de  enero  de  1856,  se 
reorganizó  con  el  capital  de  1 00  millones  de  pesetas,  representado  por 
200.000  acciones  transferibles,  de  a  500  pesetas  cada  una,  sin  perjui- 
cio de  elevar  aquél  hasta  1 50  millones  de  pesetas  cuando*  las  necesi- 
dades del  comercio  u  otras  lo  reclamaran,  previa  la  autorización  del 
Gobierno  y  con  duración  de  treinta  añosC).  El  Banco  debía  funcio¡- 
nar  en, la  Península  e  islas  adyacentes  como  únicoi  de  emisión  debida- 
mente autorizado  y  con  el  carácter  de  nacional.  Tiene,  con  arreglo  a 
dicha  ley,  la  facultad  de  emitir  billetes  al  portador  por  el  quíntuplo'  de 
su  capital  efectivo,  debiendo  conservar  en  sus  cajas  en  metálico  ba- 

(1)  Arts.  1.°  y  2.°  de  la  ley  do  28  de  enero  do  1856. 

(2)  Ai  t.  3.°  de  id. 
(S)   Art.  i.°  de  id. 

(4)  Art.  9.°  de  id. 

(5)  Art.  10  de  id. 

(6)  Art.  6.°  de  la  ley  de  19  de  octubre  de  1869. 

(7)  Art.  1."  del  decreto  ley  de  19  de  marzo  do  1874. 
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Éras  de  oro  o  plata,  la  cuarta  parte  cuando  menos  del  importe  de  los 
billetes  en  circulación^.  Dichos  billetes  al  portador  estaban  divididos 
en  seríes  d'e  las  cantidades  que  el  Banco  considere  oportunas  para  fa- 
cilitar las  transacciones,  pero  la  mayor  de  dichas  cantidades  no  po- 
día exceder  de  1.000  pesetas.  La  falsificación  de  los  billetes  debía 
ser  perseguida  de  oficio  con  toda  actividad  y  energía  como  delito  pú- 
blico, y  castigada  con  el  rigor  que  las  leyes  establecían  en  La  época 
en  que  se  dictó  dicho  decreto  ley  o  en  lo  sucesivo  se  establecieren  (9). 
Dtesde  luego  se  declararon  en  liquidación  todos  los  Bancos  de  emi- 
sión y  descuento  que  a  la  sazón  existían  en  la  Península  e  islas  ad- 
yacentes, y  en  el  término  de  treinta  días,  a  contar  desde  la  publica- 
ción de  dicho  decreto  ley,  debían  optar  los  Bancos  entonces  existen- 
tes en  provincias  por  su  anexión  al  de  España,  pudiendo  aportar  al 
mismo  el  todo  o  parte  de  sus  capitales  efectivos  y  fondos  de  reser- 
va en  metálico,  en  equivalencia  de  los  cuales  recibirían  acciones  del 
Banco  de  España  a  la  par,  como  compensación  'de  la  caducidad  de 
sus  respectivos  privilegios  (10). 

¡Eh  ármonía  con  la  nueva  organización  que  dió  al  Banco  de  Espa- 
ña el  decreto  de  19  de  marzo  de  1874,  se  reformaron  los  Estatutos 
por  Real  decreto  de  10  de  agosto  de  1875. 

Hoy  el  Banco  Nacional  de  España,  único  de  emisión  que  existe  en 
la  Península  y  sus  posesiones,  se  rige  por  sus  Estatutos  de  18  de  ju- 
lio de  T922,  que  insertamos  aparte.  Las  relaciones  del  mismo  con  el 
Estado  tienen  su  régimen  establecido  en  la  llamada  Ley  de  Ordena- 
ción Bancaria  de  29  diciembre  de  1901,  y  sus  operaciones  vienen  re- 
guladas por  el  R.  D.  de  5  de  enero  de  1901,  reformado  por  el  de  10 
de  enero  de  1905. 

límites  del  privilegio  de  emisión  de  billetes. — Compensación  a 
favor  del  Estado.  —  La  ley  de  1 849  que  reconoció  al  Banco  de  San 

Fernando  la  facultad  exclusiva  de  emitir  billetes,  respetó  los  dere- 
chos adquiridos  por  los  de  Cádiz  y  de  Barcelona.  Concedióse  este 
¡privilegio  al  mismo  tiempo  que  en  1856  se  concedía  al  Banco  de  Es- 
paña, a  otros  varios  de  la  Península,  hasta  que  la  ley  de  19  de  octu- 
bre de  1869  estableció  definitivamente  el  sistema  de  libertad. 

En  1874,  el  Banco  Nacional  de  España  obtuvo  el  privilegio  de 
ser  el  único  emisor  de  billetes  por  durante  treinta  años,  plazo  que  se 
prorrogó  hasta  31  diciembre  de  1921,  por  el  artículo  3Q  de  la  ley  14 
julio  de  1891.  A  su  vez  este  privilegio  ha  quedado  de  nuevo  prorro- 
gado por  la  ley  de  29  de  diciembre  de  1921,  por  otros  veinticinco  años 


(8)  Art  2.°  do  la  ley  do  19  do  marzo  de  1874. 

(9)  Art.  3.°  do  id. 

(10)  Art.  í.»  do  id. 
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que  terminarán  en  31  de  diciembre  de  1946,  con  las  condiciones  que 
son  de  verse  en  el  articulado  de  dicha  ley. 

La  circulación  de  billetes  del  Banco  de  España  debe  estar  garan- 
tizada por  metálico  en  Caja  en  la  proporción  siguiente : 

Hasta  4.000  millones,  con  el  45  por  100,  siendo  en  oro,  por  lo  me- 
nos el  40  por  100,  y  el  resto  en  plata. 

Sobre  el  exceso  de  los  4.000  millones  y  hasta  5. 000  millones,  el 
óo  por  100,  siendo  en  oro,  por  lo  menos,  el  5o  por  ioo,  y  el  resto 
en  plata. 

A  petición  del  Banco  de  España,  y  previo  informe  del  Consejo 
Superior  Bancario  en  el  sentido  de  estimarlo  indispensable  para  la 
economía  nacional,  el  Gobierno  autorizará  el  aumento  de  la  circula- 
ción hasta  la  suma  máxima  de  6.000  millones,  en  el  mismo  régimen  de 
garantía  metálica  que  se  establece  para  la  circulación  que  exceda  de 
4.000  millones  hasta  la  de  5. 000  millones  sin  que  esta  ampliación 
pueda  dar  lugar  a  otras  compensaciones  en  favor  del  Estado 

La  existencia  de  plata  que  haya  de  garantir  la  circulación  de  bi- 
lletes, será  en  moneda  de  curso  legal  es  España. 

El  oro  podrá  ser  en  moneda  española  por  su  valor  nominal:  en 
moneda  extranjera  de  oro,  por  su  valor  a  la  par  monetaria  y  en 
barras,  a  razón  de  3.444  pesetas  44  céntimos  por  kilogramo  de  oro 
fino,  que  es  el  vigente,  con  arreglo  a  la  ley  monetaria 

Hasta  el  3  por  100  de  la  reserva  metálica  en  oro  que  en  cualquier 
momento  deba  tener  el  Banco  podrá  completársele  el  oro  disponi- 
ble a  a  la  vista  que  tenga  en  poder  de  sus  Corresponsales  o  Agencias 
en  el  extranjero. 

El  Banco  no  podrá,  sin  autorización  del  Consejo  de  Ministros, 
disminuir  su  existencia  en  oro  amonedado  y  en  barras,  y  procurará 
realizar  cuantas  adquisiciones  de  este  metal  sean  convenientes,  mien- 
tras no  le  sea  notificado  acuerdo  en  contra  del  Consejo  de  Minis- 
tros. En  ningún  caso  podrá  ser  autorizado  el  Banco  para  disminuir 
su  existencia  oro  mientras  la  cifra  de  esta  no  sea  superior  a  la  que 
corresponderá  como  garantía  metálica,  para  una  circulación  de  6.000 
millones  sin  perjuicio  únicamente  de  lo  dispuesto  en  la  base  séptima 
de  la  ley  de  Ordenación  ban caria  (véase  a  continuación  inserta). 

Como  compensación  extraordinaria  a  la  prórroga  del  privilegio 
de  emisión  que  se  otorgó  al  Banco  de  España  por  la  ley  de  29  de 
Diciembre  de  192 1,  el  Estado  se  reservó  participar  en  la  distribución 
de  beneficios  de  aquel  en  él  modo  y  forma  siguiente: 

Mientras  el  dividendo  no  exceda  de  10  por  100  del  valor  nominal 
de  las  acciones,  el  Estado  no  percibirá  sino  los  impuestos  legalmente 
establecidos.  Si  el  dividendo  excede  del  10  y  hasta  el  11  por  100 
el  Estado  percibirá  un  5  por  100  del  equivalente  de  dicho  exceso. 
2 
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Sobre  el  exceso  del  u  y  hasta  el  12  por  100  percibirá  el  10  por  100. 
Sobre  el  exceso  del  12  y  hasta  el  13  por  100  percibirá  el  i5  por  100. 
Sobre  el  exceso  del  13  y  hasta  el  14  por  100  percibirá  el  20  por  100. 
Sobre  el  exceso  del  14  y  hasta  el  i5  por  100  percibirá  el  25  por  100. 
Sobre  el  exceso  del  i5  y  hasta  el  16  por  100  percibirá  el  30  por  100. 
Sobre  el  exceso  del  16  y  hasta  el  17  por  100  percibirá  el  35  por  100. 
Sobre  el  exceso  del  17  y  hasta  el  18  por  100  percibirá  el  40  por  001. 
Sobre  el  exceso  del  18  y  hasta  el  19  por  100  percibirá  el  45  por  100. 
Sobre  el  exceso  del  19  y  hasta  el  20  por  100  percibirá  el  5o  por  100. 

A  la  cuota  de  cada  grado  se  sumarán  todas  las  cuotas  de  los 
grados  inferiores. 

Del  remanente  que  resulte,  una  vez  las  acciones  hayan  percibido  un 
dividendo  del  20  por  100,  corresponderá  al  Estado  el  52  por  100 
de  dicho  remanente. 

Marcha  del  Banco  de  España. — Según  la  memoria  leída  en  la 
Junta  general  de  accionistas  del  Banco  de  España  celebrada  los 
días  7  y  12  de  Marzo  próximo  pasado,  durante  el  año  1921  alcanzó 
la  circulación  fiduciaria  la  cifra  de  4,244.080,675  pesetas  y  la  de 
4,326.249,350  en  1920.  Se  quemaron  3.163,753  billetes,  después  de 
inutilizarlos,  por  un  total  de  326.943,500  pesetas. 

Las  existencias  de  oro  propiedad  del  Banco  en  sus  cajas,  se  ele- 
vaban a  fin  de  año  a  la  suma  de  pesetas  2,448.449,097,52  figurando 
en  igual  fecha  de  1920  por  2,448.445,714,12  pesetas 

También  poseía  el  Banco,  en  31  de  Diciembre  último,  40.928,537,67 
pesetas  en  poder  de  sus  corresponsales  extranjeros. 

La  plata  existente  ascendía  a  625.041,477,58  por  573.567,210,33 
pesetas,  al  terminar  el  año  anterior. 

Las  operaciones  comerciales  a  que  se  consagró  el  Banco  de  Espa- 
ña en  este  ejercicio,  fueron  las  siguientes : 

Descuentos,  sobre  la  plaza. — En  1921  se  descontaron  229,289  efec- 
tos por  pesetas  5,557.403,839,84,  y  en  1920,  209,019  por  pesetas 
5,316.153,833.  Más  en  192 1,  20,270  efectos  por  238.250,006,64  pesetas. 

Descuentos  sobre  otras  plazas. — En  1921  se  descontaron  685,977 
efectos  por  882.132,177,45  y  en  1920  519,090  por  909.731,220,47  pe- 
setas. Más  en  1921,  166,887  Por  menos  27.599,044,02  pesetas. 

Negociaciones  sobre  pueblos. — En  1921  se  negociaron  430,044  efec- 
tos por  205,156.314,43  pesetas  y  en  1920  362,810  por  178.480,411,49 
pesetas.  Más  en  1921,  67,234  efectos  por  26.675,902,94  pesetas. 

Préstamos  sobre  valores  mobiliarios. — En  1921  se  efectuaron  8,420 
por  609.307,391,67  pesetas  y  en  1920  7,1 53  por  86.460,768,07  pese- 
tas. Más  en  192 1,  1,267  P°r  522.846,623,62  pesetas. 

Préstamos  sobre  mercancías  y  conocimientos  de  embarque. — En  192 1 
se  efectuaron  1,521,  por  12.707,817,22  pesetas  y  en  1920  1,251  por 
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16.136,215,79  pesetas.  Más  en  1921,  270  por  menos  3.428,398,57  pe- 
setas. 

Créditos  con  garantía  de  efectos  comerciales. — En  1921  se  abrieron 
19,  por  46.741,300  pesetas  y  en  1920  21  por  13.872,000  pesetas.  Me- 
nos en  1921,  2  por  más  32.869,300  pesetas. 

Créditos  con  garantía  de  valores  mobiliarios. — En  1921  se  abrie- 
ron 23,268  por  3,285.884,717,91  pesetas  y  en  1920  20,884  Por  pese- 
tas 1,985.999,771,05.  Más  en  1921,  2,384  por  1,299.884,946,86  ptas. 

Créditos  con  garantía  personal. — En  192 1  se  abrieron  2,317  por 
307.098,578,90  pesetas  y  en  1920  2,511  por  303.245,380  pesetas.  Me- 
nos en  1921,  194  por  más  3.853,198,90  pesetas. 

Créditos  sobre  mercancías. — En  1921  se  abrieron  72  por  pesetas 
71.169,415,03  y  en  1920  28  por  17.382,550  pesetas.  Más  en  1921, 
44  por  53.786,865,03  pesetas. 

Giros. — En  1921  se  expidieron  16,579  por  25.785,200,91  pesetas 
y  en  1920  15,829  por  24.432,846,50  pesetas.  Más  en  1921,  750  por  pie- 
setas  1.352,354,41. 

Cuentas  corrientes. — En  1921  tuvieron  un  movimiento,  de  pesetas 
64,488.144,458,40  y  en  1920  fué  de  76,161.834,364,68  pesetas.  Me- 
nos en  1921,  11,673.689,906,28  pesetas. 

El  saldo  de  estas  cuentas  estaba  representado  en  31  de  diciembre 
último  por  1,024.990,972,99  pesetas  y  en  1920  por  1,159.526,558,55 
pesetas  Menos  en  192 1,  134.535,585,56  pesetas. 

El  movimiento  de  las  cuentas  corrientes  en  oro  en  192 1  fué  de  pe- 
setas 73.324,277,42  y  en  1920  de  6.375,718,23  pesetas.  Más  en  1921 
66.948,559,19  pesetas. 

El  saldo  de  estas  cuentas  en  31  de  diciembre  de  1921  era  de  pese- 
tas 1.676,925,22  y  en  1920  de  2.414,028,76  pesetas.  Menos  en  192 1, 
737,io3,54  pesetas. 

Las  Sucursales  del  Banco  que  mayores  beneficios  líquidos  reali- 
zaron en  192 1,  fueron  las  de  Bilbao,  13.487,257,17  pesetas;  la  de 
Barcelona,  9.360,737,46;  la  de  Valencia,  2.659,439,65;  la  de  Zara- 
goza, 1.994,417,17;  Sevilla  1.858,950,51;  Granada,  1.400,623,95  pe- 
setas; Oviedo,  1.300,055,10;  Córdoba,  1.297,478,55;  Albacete,  pese- 
tas 1.263,104,12;  San  Sebastián,  1.225,044,92;  Tarragona,  pesetas 
1.130,172,19.  La  que  alcanzó  mayor  volumen  total  de  operaciones 
fué  la  de  Bilbao  con  1.182,897,880,64,  siguiéndola  la  de  Barcelona 
con  565.088,479,13. 

Las  300,000  acciones  del  Banco  aparecen  poseídas  en  31  de  di- 
ciembre de  192 1  por  13,426  accionistas  y  domiciliadas  en  esta  forma: 

En  Madrid,  4,360  accionistas,  142,976  acciones. 

En  provincias,  9,066  accionistas,  157,024  acciones. 
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El  dividendo  de  las  acciones  importó  en  conjunto  220  pesetas 
por  acción. 

Los  impuestos  satisfechos  por  el  Banco  durante  el  año  1921,  ascen- 
dieron a  37.644,988,71  pesetas,  o  sea  19.394,157,54  más  que  en  1920. 


a)  Régimen  del  Banco  de  España  como  Banco  de  emisión 

LEYO 

Don  Alfonso  XIII,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  Rey  de 

España ; 

A  todos  los  que  la  presente  vieren  y  entendieren,  sabed : 

Que  las  Cortes  han  decretado  y  Nos  sancionado  lo  siguiente: 

ARTÍCULO  PRIMERO 
Régimen  dal  Banco  da  emisión. 

La  facultad  exclusiva  para  emitir  billetes  al  portador,  concedida  al  Ban- 
co de  España  por  la  ley  de  14  de  Julio  de  1891,  hasta  31  de  Diciembre 
de  1921,  se  prorroga  por  otros  veinticinco  años,  que  terminarán  el  31  de 
Diciembre  de  1946,  ejerciéndola  el  Banco  como  único  de  emisión  en  el  te- 
rritorio nacional  y  en  las  posesiones  españolas. 

Esta  prórroga  se  concede  de  acuerdo  con  las  bases  siguientes : 

Primera.  El  capital  del  Banco  de  150  millones  de  pesetas,  se  aumentará 
a  177  millones  de  pesetas,  mediante  la  creación  de  54.000  acciones  idénti- 
cas a  las  actuales  y  completamente  liberadas,  que  serán  ofrecidas  a  los  te- 
nedores de  los  90.000  bonos  del  mismo  Banco,  actualmente  en  circulación, 
realizando  el  canje  a  razón  de  tres  acciones  por  cada  cinco  bonos. 

Los  portadores  de  bonos  que  no  acepten  dicho  canje,  deberán  presentar- 
los, dentro  de  los  tres  meses  de  promulgada  la  presente  ley,  para  recibir  el 
importe  de  su  reembolso,  a  la  par,  con  los  intereses  devengados  hasta  31  de 
Diciembre  de  1921. 

Las  acciones  correspondientes  a  los  bonos  reembolsados  serán  ofrecidas 
por  subasta  a  los  actuales  accionistas. 

El  beneficio  íntegro  que  se  produzca  para  el  canje  de  los  bonos  y  por 
la  prima  de  la  subasta  será  llevado  a  un  fondo  de  previsión  de  los  que 
autoriza  la  base  quinta. 

Después  de  transcurridos  cinco  años,  a  contar  desde  1Q  de  Enero  próxi- 
mo, podrá  el  Banco  solicitar  en  una  o  varias  veces  el  aumento  de  su  capi- 
tal hasta  la  cifra  máxima  de  250  millones  de  pesetas. 

El  Gobierno  podrá  autorizar  dichos  aumentos  de  capital  con  los  requisi- 
tos que  establezcan  los  Estatutos,  y  siempre  de  acuerdo  con  los  dos  si- 
guientes preceptos : 


(1)  La  segunda  parte  de  esta  ley  referente  al  régimen  do  la  Banca  privada  6e  inserta  en  la  se- 
gunda parte  de  ceta  obra. 
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A)  .  Que  se  compense  el  Estado  de  toda  merma  que  en  la  aplicación  de 
la  escala  para  la  participación  en  los  beneficios  pudiera  producirse  en  re- 
lación con  el  valor  absoluto  que  le  correspondería  al  capital  autorizado  de 
177  millones  de  pesetas,  que  en  todo  caso  servirá  de  base  para  liquidar 
la  participación  de  beneficios  entre  el  Estado  y  el  Banco. 

B)  .  Que  el  aumento  de  capital  no  implique  disminución  en  los  impues- 
tos de  carácter  general  a  que  esté  afecto  el  Banco  de  España,  en  cuanto 
estos  impuestos  tengan  carácter  progresivo. 

A  los  efectos  de  la  aplicación  de  estos  preceptos,  se  entenderá  que  los 
tipos,  así  de  participación  del  Estado  como  de  imposición  sobre  beneficios 
y  dividendos,  serán  los  que  habían  correspondido  aplicar  a  las  cifras  abso- 
lutas de  los  dichos  beneficios  y  dividendos,  supuesto  un  capital-acciones 
de  177  millones  de  pesetas. 

Segunda.  La  circulación  de  billetes  del  Banco  de  España,  deberá  estar 
garantizada  por  metálico  en  caja  en  la  proporción  siguiente : 

Hasta  4.000  millones,  con  el  45  por  100,  siendo  en  oro,  por  lo  menos, 
el  40  por  100,  y  el  resto  en  plata. 

Sobre  el  exceso  de  los  4.000  millones  y  hasta  5.000  millones,  el  60  por 
100,  siendo  en  oro,  por  lo  menos,  el  50  por  100,  y  el  resto  en  plata. 

A  petición  del  Banco  de  España,  y  previo  informe  del  Consejo  Superior 
Bancario  en  el  sentido  de  estimarlo  indispensable  para  la  economía  nacio- 
nal, el  Gobierno  autorizará  el  aumento  de  la  circulación  hasta  la  suma 
máxima  de  6.000  millones,  con  el  mismo  régimen  de  garantía  metálica  que 
se  establece  para  la  circulación  que  exceda  de  4.000  millones  hasta  la  de 
5.000  millones,  sin  que  esta  ampliación  pueda  dar  lugar  a  otras  compensa- 
ciones en  favor  del  Estado. 

La  existencia  de  plata  que  haya  de  garantir  la  circulación  de  billetes 
será  en  moneda  de  curso  legal  en  España. 

El  oro  podrá  ser  en  moneda  española  por  su  valor  nominal;  en  moneda 
extranjera  de  oro  por  su  valor  a  la  par  monetaria,  y  en  barras,  a  razón 
de  3.444  pesetas  44  céntimos  por  kilogramo  de  oro  fino,  que  es  el  vigente, 
con  arreglo  a  la  ley  monetaria. 

Hasta  el  3  por  100  de  la  reserva  metálica  en  oro  que  en  cualquier  mo- 
mento deba  tener  el  Banco  podrá  computársele  el  oro  disponible  a  la  vista 
que  tenga  en  poder  de  sus  Corresponsales  o  Agencias  en  el  extranjero. 

El  Banco  no  podrá,  sin  autorización  del  Consejo  de  Ministros,  disminuir 
su  existencia  en  oro  amonedado  y  en  barras,  y  procurará  realizar  cuantas 
adquisiciones  de  este  metal  sean  convenientes,  mientras  no  le  sea  notifi- 
cado acuerdo  en  contra  del  Consejo  de  Ministros.  En  ningún  caso  podrá 
ser  autorizado  el  Banco  para  disminuir  su  existencia  oro  mientras  la  cifra 
de  ésta  no  sea  superior  a  la  que  corresponderá,  como  garantía  metálica, 
para  una  circulación  de  6.000  millones  sin  perjuicio,  únicamente,  de  lo 
dispuesto  en  la  base  séptima. 

Tercera.  A).  Continuará  hasta  31  de  Diciembre  de  1946  el  anticipo 
sin  interés  de  150  millones  de  pesetas  que  el  Banco  de  España  hizo  al  Te- 
soro público  en  virtud  del  artículo  4a  de  la  ley  de  14  de  Julio  de  1891. 

B).  No  será  exigible  hasta  31  de  Diciembre  de  1946  el  préstamo  de  100 
millones  representado  por  pagarés  procedentes  de  Ultramar,  devengando 
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el  interés  de  2  por  100  anual  sobre  la  cantidad  no  reembolsada,  en  virtud 
de  lo  dispuesto  en  la  base  novena. 

C)  .  Continuará  el  crédito  de  Tesorería  hasta  la  cantidad  de  350  mi- 
llones de  pesetas,  en  las  condiciones  establecidas  en  los  artículos  2°  y  3° 
del  Real  decreto  de  7  Ide  Octubre  de  1920  o  sea :  mientras  el  saldo  a 
favor  del  Banco  no  exceda  de  200  millones  no  devengará  interés;  el  exceso 
sobre  dicha  suma  devengará  interés  a  razón  de  1  por  100  anual,  cuanido 
persista  sin  interrupción  más  de  seis  meses;  elevándose  al  2  por  100  anual 
cuando  dicho  plazo  exceda  de  nueve  meses.  La  determinación  del  expre- 
sado saldo  se  hará  deduciendo  del  que  arroje  a  favor  del  Banco  de  Es- 
paña la  cuenta  corriente  en  plata,  la  suma  de  los  que  resulten  en  contra 
del  mismo  en  las  diferentes  cuentas  que  se  llevan  al  Tesoro  por  los  con- 
ceptos de  oro,  reservas  de  contribuciones  y  demás  que  figurarán  en  ei 
pasivo  del  Banco.  La  deducción  por  concepto  del  oro  que  el  Tesoro  tenga 
en  el  Banco,  se  efectuará  estimando  el  oro  por  su  valor  nominal  a  los  efec- 
tos de  determinar  el  importe  del  crédito  de  Tesorería  abierto  en  favor  del 
Estado,  pero  dicho  oro  se  computará  por  su  valor  en  el  mercado  para  de- 
terminar el  momento  en  que  el  descubierto  que  tenga  el  Estado  en  su  cuen- 
ta de  Tesorería  ha  de  comenzar  a  devengar  interés.  El  crédito  de  Tesore- 
ría en  favor  del  Estado  se  aumentará  automáticamente  hasta  el  importe  del 
10  por  100  de  los  créditos  anuales  autorizados  por  el  presupuesto  de  gas- 
tos del  Estado,  desde  el  momento  en  que  dichos  créditos  rebasen  la  cifra 
de  3.500  millones  de  pesetas.  La  cuenta  de  Tesorería  estará  representada 
por  una  póliza  de  crédito  total,  renovable  de  tres  en  tres  meses,  a  cuyo 
cargo  se  librarán  por  el  Tesoro  los  saldos  de  las  cuentas  parciales. 

D)  .  El  Banco  de  España  realizará  gratuitamente  el  servicio  de  Teso- 
rería, así  en  España  como  en  el  extranjero. 

Las  operaciones  de  cualquier  clase  en  el  extranjero  devengarán  las  co- 
misiones de  Banca  que  el  Establecimiento  haya  de  abonar  por  la  situación 
y  aplicación  de  fondos  en  todas  las  plazas,  y  la  cantidad  fija  convenida 
para  el  sostenimiento  de  las  Agencias  en  varias  naciones  subsistirá  mien- 
tras el  Estado  estime  conveniente  su  conservación  para  ios  intereses  pú;- 
blicoe. 

Todos  los  demás  servicios  permanentes  u  ocasionales  que  el  Banco  pres- 
te al  Estado  serán  regulados  por  convenios  especiales  y  devengarán  la 
retribución  establecida  en  ellos. 

E)  .  Como  compensación  extraordinaria  a  la  prórroga  del  privilegio 
de  emisión  que  se  otorga  en  esta  ley,  el  Estado  participará  en  la  distribu- 
ción de  los  beneficios  del  Establecimiento,  del  modo  siguiente:  Mientras 
el  dividendo  no  exceda  del  10  por  100  del  valor  nominal  de  las  acciones, 
el  Estado  no  percibirá  sino  los  impuestos  legalmente  establecidos. 

Si  el  dividendo  excede  del  10  y  hasta  el  11  por  100,  el  Estado  perci- 
birá un  5  por  100  del  equivalente  de  dicho  exceso. 

Sobre  el  exceso  del  11  y  hasta  el  12  por  100  percibirá  el  10  por  100. 
Sobre  el  exceso  del  12  y  hasta  el  13  por  100  percibirá  el  15  por  100. 
Sobre  el  exceso  del  13  y  hasta  el  14  por  100  percibirá  el  20  por  100. 
Sobre  el  exceso  del  14  y  hasta  el  15  por  100  percibirá  el  25  por  100. 
Sobre  el  exceso  del  15  y  hasta  el  16  por  100  percibirá  el  30  por  100. 
Sobre  el  exceso  del  16  y  hasta  el  17  por  100  percibirá  el  35  por  100. 
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Sobre  el  exceso  del  17  y  hasta  el  18  por  100  percibirá  el  40  por  100. 
Sobre  el  exceso  del  18  y  hasta  el  19  por  100  percibirá  el  45  por  100. 
Sobre  el  exceso  del  19  y  hasta  el  20  por  100  percibirá  el  50  por  100. 
A  la  cuota  de  cada  grado  se  sumarán  tojdas  las  cuotas  de  los  grados 
inferiores. 

Del  remanente  que  resulte,  una  vez  las  acciones  hayan  percibido  un 
dividendo  del  20  por  100,  corresponderá  al  Estado  el  52  por  100  de  dicho 
remanente. 

El  Banco  detraerá  cada  año  de  los  beneficios  obtenidos  la  suma  de  dos 
millones  de  pesetas,  aportándola  a  la  reserva  especial  prevista  en  la  base 
séptima;  y  esta  suma  no  se  tendrá  en  cuenta  para  la  participación  del  Es- 
tado en  los  beneficios,  pero  todas  las  demás  aplicaciones  que  acuerlde  el 
Banco  al  fondo  de  reserva  permanente  o  a  los  demás  fondos  de  reserva  o 
previsión,  se  sumarán  igualmente  a  los  dividendos  realmente  distribuidos, 
para  suponer  el  dividendo  anual  conmutable  en  orden  a  la  participación 
del  Estado.  Se  detraerá,  asimismo,  antes  de  fijar  la  participación  del  Esta- 
do, el  importe  de  la  contribución  directa  del  Estado  que  grave  los  benefi- 
cios sociales. 

Para  este  computo  se  entenderá  como  dividendo  realmente  percibido 
por  los  accionistas  el  importe  de  éste,  sin  deducción  de  la  correspondiente 
imposición  directa  del  Estado  sobre  dividendos. 

Para  el  computo  de  beneficios  y  aplicación  a  los  mismos  de  la  escala  de 
participación  del  Estado,  se  tomará  por  base  el  balance  sometido  por  el 
Banco  a  la  Administración  de  Hacienda  para  la  aplicación  del  impuesto  de 
Utilidades  o  aquel  otro  con  que  el  Estado  lo  sustituya,  aceptándose  las  de- 
ducciones autorizadas  o  que  en  lo  sucesivo  se  autoricen  para  valores  en 
suspenso  y  sin  que  la  participación  del  Estado  en  los  beneficios  dé  lugar 
a  otras  fiscalizaciones  y  comprobaciones  que  las  establecidas  en  la  Ley 
y  Reglamento  del  impuesto  de  Utilidades  y  las  que  en  lo  sucesivo  se  esta- 
blezcan con  carácter  general,  bien  para  los  Bancos,  bien  para  las  Socie- 
dades sujetas  a  dicho>  impuesto  o  aquel  que  lo  sustituya. 

Cuarta.  El  Banco  de  España  no  podrá  aumentar  su  actual  cartera  de 
renta,  constituida  por  títulos  de  la  Deuda  perpétua  al  4  por  100  interior, 
acciones  de  la  Compañía  Arrendataria  de  Tabacos  y  acciones  del  Banco 
del  Estado  de  Marruecos,  y  se  le  autoriza  a  conservarla  en  su  actual  esta- 
do, mientras  el  importe  de  la  misma  no  exceda  del  25  por  100  de  la  suma 
que  alcance  su  cartera  de  Operaciones  comerciales,  representada  por  los 
descuentos,  pólizas  de  cuentas  de  crédito,  pólizas  de  crédito  con  garantía 
y  pagarés  de  préstamos  garantidos  por  valores  mobiliarios ;  no  se  computará 
a  este  efecto  la  póliza  a  que  se  refiere  el  apartado  C)  de  la  base  ter- 
cera. Si  durante  seis  meses  consecutivos  en  la  mayoría  de  los  balances  se- 
manales la  cartera  de  renta  excediera  de  25  por  100  de  la  cartera  de 
Operaciones  comerciales,  el  Gobierno  podrá  disponer  que  el  Banco,  en  el 
plazo  y  forma  que  se  concierte,  proceda  a  la  venta  de  valores  que  consti- 
tuyen la  cartera  de  Renta,  hasta  dejarla  reducida  al  límite  indicado. 

Las  acciones  del  Banco  de  Estado  de  Marruecos  nunca  podrá  venderlas 
el  Banco  sin  autorización  expresa  del  Gobierno. 

Quinta.  Aparte  del  fondo  de  reserva  que  autoriza  limitadamente  el 
artículo  12  del  decreto-ley  de  19  de  Marzo  de  1874,  e  ilimitadamente 
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la  ley  de  17  de  Mayo  de  1898,y  'de  la  reserva  forzosa  que  previene  el 
apartado  E)  de  la  base  tercera,  el  Banco,  por  acuerdo  de  su  Consejo,  podrá 
constituir  otros  fondos  de  reserva  o  previsión  para  adquisiciones  de  oro 
o  para  fines  especiales,  salvo  los  derechos  que  al  Estado  corresponden, 
según  expresa  el  apartado  E)  de  la  tercera  base  de  este  artículo. 

Sexta  El  importe  de  los  billetes  en  circulación,  unido  a  la  cantidad 
representada  por  depósitos  de  metálico  y  saldos  de  cuentas  corrientes  de 
efectivo,  no  podrá  exceder  en  ningún  caso  del  valor  de  las  existencias  en 
metálico,  pólizas  de  préstamo,  créditos  con  garantía  estatuaria,  efectos  des- 
contados realizables  en  el  plazo  máximo  de  noventa  días  y  la  cartera  do 
renta  que  el  Banco  conserve  conforme  a  esta  ley. 

Séptima.  En  el  caso  de  que  el  Gobierno,  con  arreglo  a  las  facultades 
que  las  leyes  le  conceden,  por  espontáneo  y  singular  acuerdo  o  en  virtud 
de  concierto  internacional  en  el  que  participe  España,  decida  ejercer  una 
acción  interventora  en  el  cambio  internacional  y  en  la  regularidad  del  mer- 
cado monetario,  el  Banco  de  España,  si  esta  intervención  se  efectúa  por 
su  mediación  o  con  su  intervención,  participará  en  la  misma  proporción 
que  el  Estado  en  las  operaciones  a  que  dicha  política  dé  lugar. 

El  oro  del  Banco  que  se  aplique  a  la  realización  de  dicha  acción  inter- 
ventora será  siempre  computado  íntegramente  como  reserva,  a  los  efectos 
de  la  base  segunda,  mientras  continúe  siendo  de  su  exclusiva  propiedad, 
incluso  en  el  caso  de  que  los  dichos  fondos  fuesen  situados  en  poder  de 
los  Corresponsales  del  Banco  en  el  extranjero,  sin  que  obste  para  situar- 
los con  tal  fin  la  limitación  consignada  en  el  párrafo  penúltimo  de  la  base 
segunda. 

Esta  forma  excepcional  del  computo  cesará  a  medida  que  cese  la  apli- 
cación de  los  fondos  que  motivan  la  excepción,  y  caso  de  que  las  sumas 
correspondientes  sean  reintegradas  en  el  extranjero,  desde  que  dichas  can- 
tidades hayan  podido  ser  situadas  nuevamente  en  el  Banco,  en  los  térmi- 
nos usuales  de  las  remisiones  internacionales  de  fondos. 

El  Estado,  para  la  participación  que  debe  tomar  en  la  operación,  apli- 
cará el  oro  del  Tesoro  o  el  que  se  proporcione  con  los  créditos  que  el  Pa- 
lamento  le  otorgue,  caso  de  que  aquél  sea  insuficiente. 

Las  ganancias  y  pérdidas  que  por  razón  de  esta  política  se  originen 
serán  repartidas  por  mitad  entre  el  Estado  y  el  Banco;  pero  la  parte  que 
(a  éste  corresponda  de  la  pérdida  nunca  podrá  rebasar  el  saldo  de  la  reser- 
va de  dos  millones  de  pesetas  anuales  que,  con  el  carácter  de  forzosa  y 
exenta  para  el  computo  de  la  participación  en  los  beneficios,  establece  la 
base  tercera. 

En  caso  de  que  la  acción  interventora  en  el  cambio  internacional  y  en 
la  regularidad  del  mercado  monetario  se  confíe  a  un  organismo  distinto  del 
Banco  de  España  y  sin  su  intervención,  el  Gobierno  concertará  con  éste 
la  participación  que  al  Banco  corresponda  por  el  concurso  que  preste  al 
desarrollo  de  dicha  acción  interventora.  En  este  caso,  si  el  Estado  acor- 
dara ulteriormente  la  cesación  de  la  acción  interventora  o  el  auxilio  en 
ella  del  Banco,  habrá  de  devolverse  en  oro  las  cantidades  que  ¿n  este  me- 
tal hubiere  aportado  el  Banco  paar  realizarla.  El  plazo  de  la  devolución  no 
podrá  exceder  de  seis  meses,  a  contar  de  la  fecha  en  que  cesara  la  acción 
interventora  o  la  participación  del  Banco  en  la  misma. 
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Octava.  El  Banco  de  España  concederá  una  bonificación  en  el  interés 
que  tenga  establecido  para  los  descuentos  en  cuanto  estas  operaciones  las 
realice  a  través  y  por  medio  del  redescuento  de  los  Bancos,  banqueros  y 
Sociedades  de  crédito  adscritos  al  régimen  que  se  establece  en  el  artículo 
2a  de  esta  ley.  Esta  bonificación  será  del  1  por  100  cuando  el  interés  que 
aplique  el  Banco  a  las  respectivas  operaciones  sea  el  de  5  por  100o  tipo 
superior,  y  se  reducirá  en  caso  de  ser  inferior  al  5  por  100  en  la  propor- 
ción necesaria,  para  que  equivalga  a  una  quinta  parte  del  tipo  de  interés 
que  aplique  el  Banco  para  sus  operaciones  directas. 

Igual  régimen  de  bonificación,  pero  limitada  a  un  tipo  invariable  del 
i/2  por  100,  se  concederá  para  las  operaciones  con  garantías  de  valores  a 
que  los  Bancos,  banqueros  y  Sociedades  antes  indicados  presten  su  aval, 
con  (excepción  de  las  que  se  refieren  a  títulos  del  Estado,  o  del  Tesoro, 
y  a  valores  industriales  de  Empresas  que  exploten  un  monopolio  del  Es- 
tado y  aquellos  títulos  o  valores  cuyos  servicios  de  interés,  amortización 
— en  caso  de  ser  amortizables — esté  garantizado  directamente  por  el  Es- 
tado. Las  operaciones  sobre  estos  títulos  o  valores  podrán  dar  lugar  a  un 
régimen  de  bonificación  concertado  entre  el  Banco  de  España  y  el  Con- 
sejo Superior  de  la  Banca  privada,  con  la  aprobación  del  Ministro  de 
Hacienda. 

El  régimen  de  bonificación  sobre  los  descuentos  será  aplicado  por  el 
Banco  de  España  a  las  Cajas  rurales  y  Sindicatos  agrícolas  constituidos 
o  que  en  lo  sucesivo  se  constituyan  al  amparo  de  la  ley  de  1906,  y  a  los 
demás  organismos  para  el  desenvolvimiento  del  crédito  agrícola  creados 
por  leyes  especiales  que  les  otorguen  este  beneficio,  siempre  que  los  be- 
neficiario? se  sometan  a  las  normas  que  se  establezcan  para  su  constitu- 
ción, funcionamiento  y  régimen  de  sus  operaciones. 

Se  aplicará  asimismo  a  las  operaciones  de  descuento  que  se  efectúen  a 
los  agricultores,  cuyo  importe  se  destine  precisamente  a  intensificar  la 
producción,  mediante  que  los  efectos  sean  descontados  con  la  firma  del 
propietario  de  la  tierra  y  de  un  Sindicato  agrícola  de  la  comarca,  de  un 
banquero  local  o  de  otra  firma  aceptada  por  el  Banco.  En  todo  caso,  el 
Banco  estimará  libremente  la  garantía  que  le  merezcan  dichas  firmas. 

Se  establecerá  en  los  Estatutos  el  régimen  a  que  han  de  obedecer  las 
operaciones  a  que  se  refieren  los  dos  párrafos  anteriores. 

Las  cantidades  prestadas  por  el  Banco  con  garantía  de  mercaderías,  por 
mediación  de  las  entidades  comprendidas  en  este  régimen  de  bonificación, 
podrá  alcanzar  mayor  cuantía  proporcional  en  relación  con  su  valor  que  la 
que  tenga  el  Banco  establecida  con  carácter  general. 

Novena  Los  descuentos  para  los  cuales  se  establece  el  régimen  de 
bonificación  forzosa  en  la  base  anterior,  en  cuanto  los  efectúe  el  Banco 
de  España  con  particulares,  Sociedades  o  Corporaciones  que  no  disfruten 
del  régimen  de  bonificación,  darán  lugar  a  una  percepción  en  favor  del 
Estado. 

El  tipo  de  esta  percepción  será  de  dos  terceras  partes  de  las  bonifica- 
ciones que  rijan  según  lo  establecido  en  la  base  anterior.  Este  tipo  podrá 
ser  disminuido,  pero  no  aumentado,  siempre  que  así  lo  acuerde  el  Gobier- 
no a  petición  del  Banco  de  España  o  del  Consejo  Superior  Bancario,  y 
previa  la  conformidad  de  ambos  organismos. 
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La  percepción  del  Estado  se  liquidará  trimestralmente  y  se  aplicará  en 
una  mitad  el  reembolso  de  los  pagarés  de  Ultramar  y  en  la  otra  mitajd  a 
constituir  en  el  Banco  de  España  un  fondo  de  garantía  para  cubrir  hasta 
donde  alcance  este  fondo  los  quebrantos  que  pueda  sufrir  el  Banco  de 
España  en  las  operaciones  que  realice  dentro  del  régimen  de  bonificación 
forzosa.  El  saldo  de  este  fondo  de  garantía  devengará  en  favor  del  Esta- 
do intereses  a  razón  del  2  por  100  anual.  El  establecimiento  del  régimen 
de  percepción  que  se  instituye  emplica  la  supresión  del  impuesto  del  1  por 
100  sobre  los  billetes,  establecido  en  la  ley  de  5  de  Agosto  de  1918,  y  ca- 
ducará en  caso  de  que  en  cualquier  momento  se  establezca  un  impuesto 
sobre  los  billetes  no  cubiertos  con  garantía  metálica. 

Décima.  El  Consejo  del  Banco  de  España  se  ampliará  con  tres  Conse- 
jeros nombrados  por  los  Bancos  y  banqueros  sujetos  al  régimen  de  inter- 
vención, designados  con  arreglo  a  las  normas  que  se  establecerán  por  el 
Ministro  de  Hacienda;  un  Consejero  nombrado  por  la  Junta  Consultiva  de 
las  Cámaras  de  Industria  y  Comercio,  y  otro  designado  por  las  Corpora- 
ciones oficiales  agrícolas,  en  la  forma  que  determine  el  Ministro  de  Fo- 
mento. 

Los  expresados  Consejeros,  cuyas  funciones  y  facultades  determinarán 
los  Estatutos,  tendrán  que  afianzar  se  gestión  con  un  número  de  acciones 
del  Banco  de  España  igual  al  que  tengan  depositado  en  tal  concepto  los 
demás  Consejeros  de  dicho  Banco. 

Undécima.  El  Banco  de  España  entregará  al  Tesoro  público  el  im- 
porte de  los  billetes  al  portador  emitidos  con  posterioridad  al  decreto-ley 
de  19  de  Marzo  de  1874,  correspondientes  a  series  retiradas  o  que  se  reti- 
ren de  la  circulación  y  no  hayan  sido  presentados  o  no  se  presenten  al 
cobro  dentro  de  los  siete  años  siguientes  al  acuerdo  de  su  retirada  de  la 
circulación. 

El  importe  de  dichos  billetes  dejará  de  figurar  en  el  pasivo  del  Banco, 
pero  éste  abonará  por  cuenta  del  Tesoro  los  que  ulteriormente  se  presen- 
ten al  cobro. 

Duodécima.  El  interés  de  las  operaciones  con  garantía  de  Deudas  del 
Estado  se  fijará  por  el  Banco-  con  aprobación  del  Ministro  de  Hacientda, 
siendo  potestativo  de  ambos  promover  su  alteración. 

Décimotercera.  Quedan  derogadas  las  leyes  de  4  de  Mayo  de  1849, 
de  15  de  Diciembre  de  1851,  de  28  de  Enero  de  1856  y  de  13  Mayo 
de  1902;  decreto-ley  de  19  de  Marzo  de  1874;  el  Real  decreto  de  9  de 
Agosto  de  1898,  y  los  Convenios  de  2  de  Agosto  de  1899  y  17  de  Ju- 
lio de  1902,  así  como  los  Reales  decretos  de  10  de  Diciembre  de  1900  y 
de  5  de  Enero  de  1901. 

Los  Estatutos  y  el  Reglamento  seguirán  rigiendo  interinamente  en  cuan- 
to no  se  opongan  a  la  presente  ley,  y  serán  sustituidos  por  los  Estautos  y 
Reglamento  general  que  proponga  el  Banco,  y  sean  aprobados  por  Real 
decreto  de  S.  M.,  siguiendo  siempre  los  mismos  trámites  su  futura  mo- 
dificación. 


b)   Estatutos  del  Banco  de  España 

aprobados  por  R.  D  de  18  de  Julio  de  1922 


Propuesta  por  el  Banco  de  España,  en  virtud  de  acuerdo  de  su  Junta  ge- 
neral de  Accionistas,  la  reforma  de  sus  Estatutos,  de  acuerdo  con  el  Consejo 
de  Ministros,  de  conformidad  con  el  dictamen  de  la  mayoría  del  Consejo  de 
Estado  en  pleno, 

Vengo  en  disponer  que  dicho  Banco  se  rija  en  lo  sucesivo  por  los  siguien- 
tes Estatutos : 

CAPÍTULO  PRIMERO 
Sobre  el  capital,  legislación  y  acciones  del  Banco  de  España 

Capital. 

Artículo  la  El  Banco  de  España,  existente  con  diferentes  títulos  desde 
1829,  e  instituido  como  único  nacional  de  emisión  por  el  decreto-ley  de  19 
de  Marzo  de  1874,  por  la  ley  de  14  de  Julio  de  1891  y  por  la  de  29  de  Di- 
ciembre de  1921,  subsistirá  con  un  capital  de  177  millones  de  pesetas  efec- 
tivas, representado  por  354.000  acciones  nominativas  de  500  pesetas  cada 
una  y  completamente  liberadas. 

Si  después  de  la  de  Enero  de  1927  el  Consejo  del  Banco  entendiese  que 
procede  en  cualquier  ocasión  al  aumento  del  capital ;  cuantas  veces  lo  esti- 
me conveniente  someterá  sus  propuestas  a  las  Juntas  generales  extraordi- 
narias, especialmente  convocadas  a  este  efecto  con  Real  autorización,  y 
obtenido  el  voto  favorable  de  las  dos  terceras  partes  de  los  Accionistas  con- 
currentes, podrá  el  Gobierno  autorizar  dichos  aumentos  hasta  la  cifra  má- 
xima de  250  millones  de  pesetas,  previa  determinación  de  la  forma  en  que 
habrán  de  cumplirse  los  preceptos  A  y  B  ordenados  en  la  base  Ia  del  ar- 
tículo la  de  la  última  ley  citada. 

Legislación. 

Art.  2a  Rigiéndose  el  Banco  por  su  legislación  orgánica,  con  arreglo 
al  artículo  159  del  Código -de  Comercio,  continuará  en  la  observancia  de 
sus  Estatutos  y  Reglamentos  por  todo  el  tiempo  de  su  duración,  que  será 
indefinida,  sin  que  le  sea  aplicable  el  título  1Q,  libro  2a  de  dicho>  Código. 
Mientras  corresponda  al  Establecimiento  la  facultad  exclusiva  de  emitir 
billetes  al  portador,  no  podrán  sus  Juntas  generales  adoptar  acuerdos  que 
impliquen  la  reducción  del  capital,  ni  la  disolución  de  la  Sociedad. 

Las  operaciones  del  Banco  se  regirán  por  sus  leyes  orgánicas,  Estatutos 
y  Reglamentos ;  en  su  defecto,  por  el  Código  de  Comercio ;  en  lo  que  éste 
no  prevea,  por  los  usos  del  comercio  generalmente  observados ;  y  a  falta  de 
ellos,  por  las  reglas  del  derecho  común. 
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Acciones  W. 

Art.  3°  Las  acciones  del  Banco  consisten  en  participaciones  indivisibles 
de  su  capital,  reconocidas  por  el  mismo  Banco  mediante  inscripciones  en 
sus  libros  a  favor  de  los  Accionistas. 

Los  extractos  de  inscripción  son  el  título  de  dichas  participaciones,  y  no 
se  expedirán  sino  en  representación  de  una  o  varias  acciones  completas, 
pudiendo  ser  expedidos  a  favor  de  uno  o  varios  titulares. 

Las  acciones  del  Banco  se  podrán  domiciliar  en  las  Sucursales  y  trasla- 
darse de  unas  a  otras,  y  de  éstas  a  Madrid,  para  su  transferencia  y  cobro  de 
los  dividendos;  pero  el  título  de  su  propiedad  solamente  se  expedirá  por 
la  Administración  central  del  Banco. 

El  Banco  anotará  para  su  cumplimiento  el  embargo  o  retención  de  las 
acciones  o  de  sus  dividendos  que  se  le  comunique  por  autoridad  com- 
petente. 

No  mediando  traba  respecto  de  los  dividendos,  podrá  pagarlos  al  presen- 
tador del  extracto  o  abonarlos  en  la  cuenta  corriente  que  el  mismo  desig- 
ne, o  en  otra  forma  que  pueda  acordarse. 

Contratación  de  las  acciones. 

Art.  4o-  El  dominio  pleno,  o  menos  pleno,  de  las  acciones,  disponible  en 
derecho,  podrá  enajenarse  por  transferencia  reglamentaria,  escritura  pú- 
blica u  otro  título  traslativo  bastante,  o  resolución  firme  de  autoridad 
competente. 

Fl  Banco  no  contrae  responsabilidad  alguna  por  efecto  de  cualquier  trans- 
misión no  formalizada  en  sus  registros. 

La  transferencia  reglamentaria  consiste  en  una  declaración  que  ante  la 
representación  del  Banco  suscribe  el  Accionista  por  sí  mismo  o  por  quien 
le  represente  debidamente,  y  con  intervención  de  Agente  dé  Cambio  y  Bol- 
sa, o  de  Corredor  colegiado  de  Comercio,  que  firma  a  los  efectos  de  los  ar- 
tículos 93  y  párrafo  lo  del  95  del  Código  de  Comercio. 

CAPÍTULO  II 
De  las  operaciones 

Emisión . 

Art.  5o  Corresponde  al  Banco  de  España  la  facultad  exclusiva  para 
emitir  billetes  al  portador  hasta  el  31  de  Diciembre  de  1946,  ejerciéndola 


(1)  Los  dividendos  e  intereses  de  las  acciones  y  residuos  del  Banco  de  San  Carlos  no  percibi- 
dos por  los  dueños  de  esos  valores,  se  confundieron  con  el  capital  del  Banco  de  España,  y  no  queda- 
ron, por  !o  tanto,  en  depósito  en  este  Establecimiento  que  por  la  prescripción  extintiva,  autorizada 
por  ¡os  Códigos  civil  y  mercantil,  sólo  tiene  obligación  de  pagar  los  correspondientes  a  los  cinco 
últimos  años  y  no  los  anteriores.  (Sent.  20  enero  1:115). 

Las  acciones  del  Banco  de  España,  como  títulos  nominativos  que  son,  son  reivindicables,  y 
por  consiguiente  las  enajenadas  por  qu  en  no  era  dueño  de  las  mismas,  deben  ser  restituidas  a  su 
legitimo  propielario  aun  cuando  la  venia  se  hubiese  efectuado  en  Bolsa  y  con  la  intervención  de 
agente  oficial,  pues  no  les  es  aplicable  el  privilegio  del  art.  545  del  Código  de  Comercio,  clara- 
mente establecido  para  los  lílu.os  al  portador,  cuyo  sentido  no  cabe  ampliarlo,  ni  permite  ser  apli- 
cado a  cosas  distintas  de  las  que  señala,  porque  esto  s  ría  no  interpretación  o  aclaración,  6Íno  una 
patente  modificación  y  enmienda  de  la  voluntad  de!  legislador,  que  quiso  y  ordena  no  estén  su- 
jetos a  reivindicación  los  efectos  al  portador  si  hubieren  sido  negociados  en  Bolsa  en  la  forma 
que  indica,  siendo  evidente  que  los  controvertidos  en  el  pleito  son  acciones  nominativas  que  no 
pueden   comprenderse   en   el  articulo  citado.  (Sent.  21  mayo  1U19). 
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el  Banco  como  único  de  emisión  en  el  territorio  nacional  y  en  las  posesiones 
españolas,  dentro  de  los  límites,  con  las  garantías  metálicas  y  en  la  pro- 
porción con  los  demás  conceptos  de  su  activo  y  de  su  pasivo  que  establece 
la  ley. 

Atenderá  el  Consejo  a  las  necesidades  de  la  circulación,  ordenando,  con 
la  debida  publicidad,  la  emisión  de  cada  serie  en  la  cantidad  que  convenga 
y  con  las  mayores  garantías  posibles  para  impedir  su  falsificación,  instan- 
do la  persecución  y  castigo  de  este  delito  y  disponiendo  en  su  caso  la  re- 
tirada y  sustitución  de  las  series  legítimas  circulantes  si  las  circunstancias 
lo  aconsejan. 

Los  billetes  emitidos  por  el  Banco  de  España  se  pagarán  al  portador  en 
todas  sus  Cajas  habilitadas  a  este  fin  y  en  los  días  y  horas  públicamente 
señalados. 

Depósitos. 

Art.  6°  Las  Cajas  del  Banco  autorizadas  para  ello  podrán  recibir  en 
depósito : 

Monedas  de  curso  legal  en  la  Nación  o  billetes  del  mismo  Banco. 

Valores  mobiliarios  nacionales  y  los  extranjeros  cuya  admisión  se  halle 
legalmente  autorizada. 

Alhajas,  metales  preciosos  u  objetos  de  especial  estimación  en  cajas 
precintadas. 

Los  depósitos  voluntarios  podrán  ser  constituidos  en  forma  transmisi- 
ble o  intransmisible,  según  que  sus  resguardos  hayan  de  ser  o  no  endosa- 
bles.  Los  depósitos  necesarios,  judiciales  y  de  fianzas  se  consignarán  me- 
diante resguardos  diferentes  entre  sí  y  adecuados  a  su  respectiva  na- 
turaleza. 

Responsabilidad. 

Art.  7»    La  responsabilidad  del  Banco  como  depositario  consistirá: 

En  devolver  la  misma  cantidad  en  numerario  nacional  en  equivalencia 
de  los  depósitos  en  metálico. 

En  devolver  los  mismos  valores  mobiliarios  que  hubiese  recibido  o  los 
que  les  sustituyan  por  amortización,  conversión  o  canje  que  haya  reali- 
zado la  entidad  emisora. 

En  devolver,  con  los  precintos  intactos,  las  cajas  de  los  depósitos  de 
alhajas,  sin  consideración  alguna  a  su  contenido,  y  sin  que  el  Banco  res- 
ponda de  los  casos  fortuitos,  ni  contraiga  responsabilidad  alguna  en  ra- 
zón del  valor  que  le  asignara  el  depositante  o  al  desmérito  que  pudiera 
haber  sufrido. 

Devolución  de  depósitos. 

Art.  '82  La  devolución  de  los  depósitos  se  hará,  previa  la  presentación 
de  los  resguardos  que  el  Banco  hubiese  expedido  y  el  recibo  en  ellos, 
suscrito  por  la  persona  con  derecho  a  retirar  lo  depositado. 

El  Banco  podrá  exigir  la  justificación  documental  de  este  derecho  cuan- 
do proceda;  y  siempre  que  lo  tenga  a  bien,  garantías  o  conocimientos 
satisfactorios,  a  su  juicio,  de  las  firmas. 
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Cuentas  corrientes. 

Art.  9Q  El  Banco  podrá  abrir  y  llevar  cuentas  corrientes  de  metálico 
o  de  valores  mobiliarios  a  las  personas  naturales  o  jurídicas  y  a  las  cor- 
poraciones o  entidades  debidamente  representadas,  cuya  solicitud  no  ofrez- 
ca inconveniente  en  opinión  reservada  del  Establecimiento. 

Las  cuentas  corrientes  en  moneda  de  oro  no  recibirán  ingresos  de 
otra  clase. 

Las  cuentas  ordinarias  de  efectivo  podrán  recibir  metálico  de  curso  le- 
gal; talones  y  demás  documentos  a  cargo  de  otras  cuentas  corriente;  efec- 
tos de  comercio  sobre  la  misma  plaza  a  cargo  de  terceros,  ya  aceptados  si 
son  a  días  vista;  dividendos  de  acciones  del  Banco  o  intereses  de  depósi- 
tos de  valores  constituidos  en  el  mismo  y  pertenecientes  aquéllas  y  éstos, 
bien  al  titular  de  la  cuenta  corriente,  bien  a  terceros;  el  producto  de  ope- 
raciones de  descuento  o  negociación  y  las  entregas  que  en  otras  cajas  del 
Banco  se  realicen  con  abono  a  dicha  cuenta. 

Para  cada  clase  de  cuenta  corriente,  el  Banco  proveerá  de  los  cuadernos 
de  talones  que  el  titular  necesite,  y  mediante  los  talones,  debidamente 
autorizados,  pagará  las  cantidades  y  devolverá  los  títulos  a  cargo  de  los 
saldos  respectivos.  Contra  las  cuentas  corrientes  de  metálico  serán  tam- 
bién admisibles  los  cheques  al  portador,  nominativos  y  cruzados,  las  le- 
tras de  cambio  y  las  órdenes  de  entrega  de  todo  género,  cuya  autenticidad 
no  ofrezca  reparo,  habiendo  saldo  suficiente  disponible  a  la  fecha  de  la 
presentación  del  documento  de  data. 

Descuentos. 

Art.  10.  El  Banco  podrá  descontar  efectos  cuyo  vencimiento  no  ex- 
ceda de  noventa  días,  siempre  que  se  hallen  expedidos  con  las  formalida- 
des prescriptas  por  las  leyes  y  contengan  dos  firmas,  por  lo  menos,  da 
personas  o  entidades  de  reconocida  solvencia,  a  juicio  reservado  del  Ban- 
co, según  los  datos  que  adquiera. 

Si  los  efectos,  aparte  de  ostentar  dos  o  más  firmas  solventes,  son  presen- 
tados al  descuento  por  Bancos,  banqueros  o  Sociedades  de  crédito,  ads- 
criptos  al  régimen  establecido  en  el  art.  2®  de  la  ley  de  29  de  Diciembre 
de  1921,  el  Banco  de  España  concederá  a  los  cedentes  una  bonificación 
de  1  por  100  anual  sobre  el  capital  en  el  interés  que  tenga  establecido 
para  los  descuentos.  Cuando  el  interés  sea  inferior  a  5  por  100,  se  redu- 
cirá dicha  bonificación  en  la  proporción  necesaria  para  que  equivalga  a 
una  quinta  parte  del  tipo  de  interés  señalado  por  el  Banco. 

De  igual  bonificación  sobre  los  descuentos  disfrutarán  las  Cajas  rura- 
les y  Sindicatos  agrícolas  constituidos  legalmente  y  los  demás  organismos 
para  el  desenvolvimiento  del  crédito  agrícola  creados  por  leyes  especia- 
les y  que  sean  objeto  de  los  beneficios  concedidos  a  los  Sindicatos. 

Asimismo  se  aplicará  el  régimen  de  bonificación  en  las  operaciones  de 
descuento  que  verifiquen  los  agricultores  con  objeto  de  arbitrar  fondos 
destinados  precisamente  a  intensificar  la  producción,  siempre  que  los  efec- 
tos sean  descontados  con  la  firma  del  propietario  de  la  tierra  y  de  un 
Sindicato  agrícola  de  la  comarca  o  de  un  banquero  local,  o  de  otra  for- 
ma, todas  ellas  a  satisfacción  del  Banco. 
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Las  operaciones  a  que  se  refieren  los  dos  párrafos  anteriores  se  reali- 
zarán por  medio  de  efectos  descontados  y  también  en  forma  de  cuentas 
de  crédito  con  garantía  de  letras,  siempre  que  su  vencimiento-  no  exceda 
de  un  año  y  se  hallen  giradas  a  cargo  de  personas  adscriptas  a  un  Sindi- 
cato o  de  propietarios  que  traten  de  intensificar  la  producción. 

Cuando  en  los  descuentos  no  exista  el  régimen  de  bonificación  por 
efectuarlos  con  personas  que  no  tengan  derecho  a  disfrutarlo,  el  Tesoro 
devengará  las  dos  terceras  partes  de  las  bonificaciones  a  que  se  refiere 
este  artículo,  liquidándose  trimestralmente  y  aplicando  su  importe  en  una 
mitad  al  reembolso  de  los  pagarés  de  Ultramar,  y  en  la  otra  mitad  a 
constituir  en  el  mismo  Banco  un  fondo  para  cubrir  los  quebrantos  que 
pueda  sufrir  en  las  operaciones  que  realice  dentro  del  régimsn  de  bonifi- 
cación forzosa. 

Los  socios  colectivos  de  una  Compañía  mercantil  sólo  pueden  computar- 
se como  una  sola  firma  para  los  efectos  del  descuento1. 

También  podrán  descontarse  cupones  y  títulos  amortizados  de  Deudas 
del  Estado  o  del  Tesoro  y  de  valores  industriales  o  mercantiles,  sin  que 
en  esta  operación  se  conceda  la  bonificación  a  que  se  hace  referencia  en 
este  artículo. 

La  administración  del  Banco  es  árbitra  de  admitir  o  rehusar  el  descuen- 
to, sin  motivar  su  determinación. 

Préstamos. 

Art.  11.  El  Banco  hará  préstamos  por  plazos  que  no  excedan  de  no- 
venta días,  con  garantía  de  pastas  o  monedas  de  oro  o  plata  o-  en  títulos 
de  la  Deuda  del  Estado  o  del  Tesoro  o  en  otra  clase  de  efectos  o  valores 
que  precisamente  haya  designado  el  Consejo,  atendiendo  a  su  estimación 
en  el  mercado.  Las  pastas  o  monedas  de  oro  o  plata  podrán  admitirse 
hasta  por  el  90  por  100  de  su  valor  intrínseco;  los  efectos  del  Estado 
hasta  poir  el  80  por  100  de  su  valor  efectivo;  los  del  Tesoro  al  mismo 
tipo  o  al  que  se  convenga .  entre  el  Ministerio  de  Hacienda  y  el  Banco,  y 
los  demás  valores' o>  efectos  en  las  condiciones  que  para  cada  caso  deter- 
mine el  Banco. 

Se  concederá  una  bonificación,  limitada  a  un  tipo  variable  de  i/2  por 
100,  a  los  Bancos,  banqueros  y  Sociedades  indicadas  en  el  artículo  ante- 
rior que  presten  su  aval  en  los  préstamos  con  garantía  de  valores,  con 
excepción  de  los  que  se  refieran  a  títulos  del  Estado  o  del  Tesoro,  a  va- 
lores industriales  de  Empresas  que  exploten  un  monopolio  del  Estado  y 
a  títulos  o  valores  cuyo  servicio  de  interés  o  amortización  se  halle  garan- 
tizado directamente  por  el  Estado. 

Las  operaciones  sobre  estos  títulos  o  valores  podrán  dar  lugar  a  un 
régimen  de  bonificación  concertado  entre  el  Banco  de  España  y  el  Con- 
sejo Superior  de  la  Banca  privada,  con  la  aprobación  del  Ministerio  de 
Hacienda. 

Préstamos  especiales. 

Art.  12.  También  podrá  prestar  el  Banco  sobre  conocimientos  de  em- 
barque y  sobre  mercancías  aseguradas,  siempre  que  los  resguardos  de 
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depósito  de  éstas  se  hallen  expedidos  por  Compañías  de  depósito  legalmen- 
te constituidas  o  por  personas  o  entidades  que  ofrezcan  garantías  suficien- 
tes a  juicio  del  Banco.  Sobre  los  conocimientos  de  embarque  podrá  pres- 
tarse hasta  el  50  por  100  y  sobre  los  resguardos  de  depósito  hasta  el  70 
por  100  del  precio  corriente  en  plaza  de  las  mercancías  pignoradas,  siendo 
árbitro  el  Banco  de  reducir  estos  tipos  en  todo  momento.  Podrán,  en  cam- 
bio, elevarse  en  un  10  por  100  cuando  los  préstamos  se  hagan  a  nombre  de 
Bancos,  banqueros  y  Sociedades  de  crédito  adscritas  al  régimen  establecido 
en  el  artículo  2o  de  la  ley. 

Ventas  de  garantías. 

Art.  13.  El  Banco  podrá  disponer  las  ventas  de  las  garantías  al  ter- 
cer día  o  cualquier  otro  posterior  de  haber  requerido  por  simple  aviso 
escrito  a  los  prestatarios  para  que  mejoren  dichas  garantías,  si  no  lo  hu- 
bieren verificado,  y  después  del  vencimiento  de  la  obligación  si  no  hubie- 
ra sido  satisfecha. 

A  estas  ventas  se  procederá  sin  necesidad  de  procedimiento  judicial, 
con  intervención  de  Agente  colegiado  de  Cambio  y  Bolsa  o  Corredor  de 
Comercio,  según  proceda,  o  por  otro  medio  oficial  o  extraoficial  que  se 
hallare  establecido  por  el  uso  en  las  respectivas  localidades. 

Para  que  no  haya  obstáculo  en  las  enajenaciones  y  pueda  siempre  rea- 
lizarlas el  Banco  sin  intervención  del  deudor,  los  efectos  que  constituyan 
las  garantías  se  considerarán  transferidos  al  mismo  establecimiento,  sin 
otra  formalidad,  por  el  mero  hecho  de  habérsele  dado  en  aquel  concepto, 
y  desde  el  día  en  que  se  hubieren  entregado.  Las  inscripciones  y  los  valo- 
res nominativos  habrán  de  transmitirse  en  debida  forma,  dándose,  no  obs- 
tante, por  la  Administración  a  los  interesados  un  resguardo  en  que  se  ex- 
prese este  único  y  exclusivo  objeto  de  la  transferencia. 

Si  el  producto  de  la  garantía  no  alcanzase  a  cubrir  íntegramente  el  ca- 
pital del  préstamo  y  sus  intereses  y  gastos,  el  Banco  procederá,  por  la 
diferencia,  contra  el  deudor,  a  quien,  por  el  contrario,  será  entregado  el 
exceso,  si  lo  hubiere. 

Ventas  de  garantías  especiales. 

Art.  14.  En  los  préstamos  sobre  conocimientos  de  embarque,  la  repo- 
sición de  la  garantía  se  hará  en  los  términos  expresados  en  el  artículo  an- 
terior. Si  no  se  repone  y  asimismo  si  al  vencimiento  de  la  obligación  no 
fuese  pagada,  haya  o  no  llegado  el  buque  que  conduzca  las  mercancías, 
el  Banco  podrá,  o  demandar  desde  luego  al  deudor,  o  esperar  el  arribo 
del  buque  para  la  venta  de  dichas  mercancías,  supuesto  que  aun  intentan- 
do lo  primero,  no  por  ello  pierde  el  Banco  su  derecho  de  liquidar  la  ga- 
rantía, bien  enajenando  por  precio  a  tercero  el  conocimiento,  bien  rea- 
lizando la  venta  de  las  mercancías  cuando  lleguen  a  puerto. 

Créditos  con  garantía. 

Art.  15.  Las  operaciones  de  préstamo  en  los  casos  y  con  los  requisi- 
tos que  establezca  el  reglamento,  podrán  tener  la  forma  de  cuentas  co- 
rrientes de  crédito  con  garantías  pignoraticias,  siendo  aplicable  a  éstas 
cuanto  se  declara  y  prescribe  antes  sobre  garantías  de  los  préstamos. 
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Créditos  personales. 

Art.  16.  Mediante  Pólizas  adecuadas  para  que  sea  posible  respecto  de 
ellas  el  cotejo  con  los  registros  del  Agente  mediador,  a  los  efectos  del  pá- 
rrafo sexto,  artículo  1.429  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  puede  el  Ban- 
co conceder  cuentas  corrientes  de  crédito  personal  con  garantía  de  dos 
firmas,  a  lo  menos,  que,  a  su  juicio  reservado,  gocen  de  completa  sol- 
vencia. 

Estas  operaciones  podrán  realizarse  al  plazo  máximo  inicial  de  noventa 
días,  y  renovarse  potestativa  y  tácitamente,  por  plazos  iguales,  mientras 
dure  la  validez  legal  de  la  Póliza  por  razón  del  timbre. 

Los  firmantes  en  cualquier  concepto  se  reconocerán  obligados  entre 
sí  solidariamente  y  renunciarán  a  los  beneficios  de  excusión  y  división, 
de  suerte  que  el  Banco  podrá  ejercitar  su  acción  contra  cualquiera  de 
ellos  indistinta,  simultánea  y  sucesivamente. 

Cajas  de  alquiler. 

Art.  17.  En  las  dependencias  donde  el  Banco  instale  Cajas  de  seguri- 
dad, podrá  conceder  su  uso  a  las  personas  o  entidades  que  se  obliguen 
a  cumplir  las  condiciones  reglamentariamente  fijadas.  La  obligación  del 
Banco  sólo  consiste  en  conservar  íntegra  la  clausura  de  la  Caja  alquilada 
y  permitir  su  uso*  regular,  sin  que  el  Banco  responda  de  los  casos  fortui- 
tos ni  contraiga  responsabilidad  alguna  en  razón  del  valor  que  pueda  te- 
ner o  demérito  que  sufra  el  contenido  de  la  Caja. 

Otras  operaciones. 

Art.  18.  Además  de  las  operaciones  reguladas  en  los  precedentes  ar- 
tículos puede  el  Banco  realizar,  ajustándose  siempre  a  las  Leyes  y  Re- 
glamentos, todas  las  operaciones  habituales  de  la  Banca,  compra  y  ven- 
ta de  metales  preciosos,  giro  en  todas  sus  formas,  traslado  de  fondos  y 
valores  de  unas  a  otras  Cajas,  servicio  de  cobros  y  pagos  por  cuenta  aje- 
na, y  en  general,  el  de  comisión  mercantil  en  asuntos  bancarios.  No  po- 
drá especular  mediante  la  compra-venta  por  cuenta  propia  de  valores 
mobiliarios,  ni  prestar  con  garantía  de  sus  propias  acciones,  ni  aceptar 
hipotecas  sino  como  superposición  de  garantía  respecto  de  operaciones, 
hechas  en  condiciones  reglamentarias  y  cuya  futura  solvencia  ofrezca  tal 
vez  dificultad. 

Si  en  pago  de  créditos  vencidos  el  Banco  recibe  acciones  u  obligaciones 
de  otras  sociedades  o  bienes  inmuebles  que  no  haya  de  utilizar  para  sus 
dependencias,  procederá  lo  antes  posible  a  su  enajenación. 

Tanto  respecto  de  las  operaciones  más  importantes  que  describen  los 
precedentes  artículos,  como  a  las  demás  establecidas  o  que  se  establezcan, 
el  Reglamento  general  y  los  particulares  y  los  acuerdos  del  Consejo,  fija- 
rás Jas  normas  prácticas  que  convengan. 

Los  premios  de  los  descuentos,  giros,  préstamos  y  créditos  y  la  remu- 
neración de  los  demás  servicios,  se  fijarán  por  el  Consejo  del  Banco  para 
Madrid  y  para  cada  una  de  sus  dependencias,  pudiendo  ser  diversos  en. 
la  Oficina  central  y  en  cada  Sucursal,  según  los  plazos  y  la  índole  y  cir- 
cunstancias de  las  operaciones. 

3 


—  34  — 


El  interés  de  las  realizables  con  garantía  de  Deudas  del  Estado,  se  fija- 
rá por  el  Banco  con  aprobación  del  Ministro  de  Hacienda,  siendo  potes- 
tativo de  ambos  promover  su  alteración. 

Servicios  al  Estado. 

Art.  19.  El  Banco  de  España  realizará  gratuitamente  el  servicio  de 
Tesorería  del  Estado  así  en  España  como  en  el  extranjero.  Las  opera- 
ciones de  cualquier  clase  en  el  extranjero  devengarán  las  comisiones  de 
banca  que  el  Establecimiento  haya  de  abonar  por  la  situación  y  aplica- 
ción de  fondos  de  todas  las  plazas,  y  la  cantidad  fija  convenida  para  eí 
sostenimiento  de  las  Agencias  en  varias  naciones  subsistirá  mientras  el 
Estado  estime  conveniente  su  conservación  para  los  intereses  públicos. 

Todos  los  demás  servicios  permanentes  u  ocasionales  que  el  Banco 
preste  al  Estado  serán  regulados  por  convenios  especiales  y  devengarán 
la  retribución  establecida  en  ellos. 

También  serán  objeto  de  convenios  especiales  las  operaciones  de  cré- 
dito que  el  Banco  realice  con  el  Gobierno,  pudiendo  sus  condiciones  ser 
diferentes  de  las  establecidas  para  las  demás  operaciones. 

En  virtud  de  Real  decreto  de  5  de  Julio  de  1906,  el  Banco,  como  am- 
pliación de  sus  operaciones,  tiene  parte  en  el  capital  del  Banco  de  Estado 
de  Marruecos,  conforme  a  lo  convenido  en  la  Conferencia  de  Algeciras. 

Secreto  de  las  operaciones. 

Art.  20.  Se  prohibe  al  Banco  facilitar  noticia  alguna  de  los  fondos 
que  tenga  en  cuenta  corriente,  depósito  o  en  cualquier  otro  concepto,  per- 
tenecientes a  persona  determinada,  a  no  ser  al  propio  interesado,  a  su 
representación  legal  o  en  virtud  de  providencia  judicial. 

La  intervención  de  los  accionistas  en  las  operaciones  tendrá  lugar  por 
medio  de  Juntas,  Consejos  de  administración  o  Comisiones  de  descuento, 
según  determinen  los  Reglamentos  y  acuerdos  del  Consejo  del  Banco, 
atendiendo  a  la  importancia  y  carácter  de  lo.s  negocios  en  que  se  haya 
de  ocupar  cada  una  de  aquellas  dependencias. 

Balances. 

Art.  21.  En  fin  de  Junio  y  de  Diciembre  de  cada  año  se  formará 
balance  general  de  activo  y  pasivo  del  Banco,  y,  en  su  vista,  el  Consejo 
acordará  las  aplicaciones  que  a  su  juicio  procedan  de  los  beneficios  ob- 
tenidos, las  bonificaciones  a  las  cuentas  que  convenga  sanar,  los  abonos 
a  los  diversos  fondos  de  reserva  y  de  previsión  y  en  especial  al  precep- 
tuado en  las  bases  3a  y  7a  de  la  ley,  así  como  los  dividendos  que  corres- 
pondan a  los  accionistas. 

Al  término  del  ejercicio  el  Banco  facilitará  a  las  Oficinas  públicas  los 
datos  conducentes  a  la  liquidación  complementaria  de  la  contribución  de 
utilidades  y  sin  demora  se  procederá  al  consiguiente  cómputo  e  ingreso 
en  Tesorería  de  la  participación  en  la  distribución  de  los  beneficios  del 
Establecimiento  que  al  Estado  corresponda  con  arreglo  al  apartado  E, 
base  3a,  artículo  1^  en  la  ley  de  29  de  Diciembre  de  1921. 
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'Fondos  de  reserva  y  previsión. 

Art.  22.  Corresponde  al  Consejo  del  Banco  el  ejercicio  de  las  facul- 
tades que  para  la  constitución  y  aplicación  de  los  fondos  de  reserva  y 
previsión  se  derivan  de  la  base  5a  artículo  1^  de  la  expresada  ley.  El  fon- 
do de  reserva  permanente  constituido  hasta  el  31  de  Diciembre  de  1921, 
no  podrá  ser  reducido,  sino  por  acuerdo  de  la  mayoría  absoluta  del  Con- 
sejo, para  completar  a  cargo  de  dicho  fondo  un  dividendo  del  15  por  100 
anual  en  el  caso  de  que  los  beneficios  del  Establecimiento  y  la  aplica- 
ción de  los  fondos  de  previsión  disponibles  no  permitieran  en  cualquier 
ejercicio  distribuir  íntegramente  dicho  dividendo. 

Salvo  lo  dispuesto  en  las  bases  3a  y  7a  de  la  Ley  en  cuanto  a  la  reser- 
va especial,  todos  los  acuerdos  del  Consejo,  relativos  a  la  creación  y  a 
los  aumentos  de  los  fondos  de  reserva  y  previsión,  tendrán  carácter  pro- 
visional, Ínterin  son  o  no  aprobados  por  la  Junta  general  ordinaria  in- 
mediata. 

CAPÍTULO  III 
Del  Gobierno,  Consejo  y  Administración 

Consejo. 

Art.  23.  El  gobierno  del  Banco  de  España  está  a  cargo  del  Gobernado!, 
de  dos  Subgobernadores  y  de  veinte  Consejeros,  que  forman  el  Consejo 
del  Establecimiento,  correspondiendo  a  los  tres  primeros  la  administración 
superior  del  Banco. 

Directores  de  servicios. 

Art.  24.    De  nombramiento  del  Consejo  aprobado  de  Real  orden,  habrá 
los  jefes  titulados : 
Secretario  general. 

Director  Jefe  de  Sucursales.  N 

Interventor  Jefe  de  la  Contabilidad. 

Cajero  de  metálico. 

Cajero  de  valores. 

Jefe  de  operaciones, 
y  los  demás  directores  de  servicios  que  establezcan  los  Reglamentos,  así 
como  los  de  las  Sucursales  y  dependencias  del  Banco  dentro  y  fuera  del 
territorio  nacional. 

Gobernador. 

Art.  25.  El  Gobernador',  nombrado  por  el  Gobierno,  reúne  el  doble 
carácter  de  representante  del  Estado-  y  de  Jefe  superior  de  la  Adminis- 
tración del  Banco. 

Sus  atribuciones  son : 

Ia  Cuidar  de  que  las  operaciones  todas  sean  conforme  a  las  Leyes,  Es- 
tatutos y  Reglamentos,  y  velar  constantemente  por  que  las  existencias 
metálicas  y  valores  de  Cartera  guarden  la  proporción  legal  establecida 
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con  los  billetes,  cuentas  corrientes  y  depósitos,  y  las  primeras  con  los 
billetes  emitidos. 

2a  Suspender  la  ejecución  de  los  acuerdos  que  pudiera  adoptar  el  Con- 
sejo o  Comisión  de  él,  cuando  no  estuviesen  ajustados  a  las  leyes,  Esta- 
tutos o  Reglamentos,  observándolo  al  mismo  Consejo,  y  si  éste  insistiere 
en  su  resolución,  dando  cuenta  inmediatamente  al  Ministro  de  Hacienda. 

3a  Presidir  la  Junta  general  de  accionistas,  el  Consejo  y,  cuando  lo 
tenga  por  conveniente,  las  Comisiones  ordinarias  o  extraordinarias. 

4a  Llevar  la  firma  del  Banco  y  su  correspondencia,  autorizar  los  contra- 
tos que  a  nombre  de  éste  se  celebren  y  ejercer  en  su  representación  todas 
las  acciones  judiciales  y  extrajudiciales  que  le  competan. 

5a  Dirigir  el  servicio  de  la  Administración,  conforme  a  los  Estatutos, 
Reglamentos  y  acuerdos  del  Consejo,  y  convocar  a  éste  para  la  celebración 
de  sus  sesiones. 

6a  Nombrar,  con  sujeción  a  los  mismos  Estatutos  y  Reglamentos  y  a 
los  acuerdos  del  Consejo,  todos  los  empleados,  excepto  los  Jefes  y  Direc- 
tores mencionados  en  el  artículo  24,  y  separarlos  en  la  propia  forma  cuan- 
do incurran  en  faltas  que  hagan  necesaria  esta  determinación,  dando  en 
uno  y  otro  caso  cuenta  al  Consejo  en  su  sesión  más  próxima. 

7»  Proponer  al  Consejo,  de  acuerdo  con  la  Comisión  respectiva  y  fun- 
dando la  propuesta,  personas  idóneas  para  los  cargos  de  Jefes  de  oficinas 
y  Directores  antedichos  y  suspenderlos  también  en  el  ejercicio  de  sus  des- 
tinos, dando  inmediatamente  cuenta  de  esta  providencia  y  de  sus  moti- 
vos al  mismo  Consejo. 

El  Gobernador  podrá  delegar  en  los  Subgobernadores  la  parte  que  esti- 
me conveniente  de  las  atribuciones  4a  y  5a,  sin  perjuicio  de  la  sustitución 
a  que  se  refiere  el  artículo  30. 

•Art.  26.  El  Gobernador  y  los  Subgobernadores  tendrán  voz  y  voto  en 
el  Consejo  y  Comisiones.  En  los  casos  de  empate,  en  el  Consejo,  podrá 
diferirse  el  asunto,  si  no  es  urgente,  para  la  sesión  inmediata,  y  si  en  ella 
persiste  el  empate,  decidirá  el  voto  del  Presidente. 

Art.  27.  No  podrá  el  Gobernador  disponer  giro,  descuento,  préstamo 
ni  pago  de  ninguna  especie,  ni  contraer  compromisos  que  obliguen  al  Ban- 
co, sin  que  proceda  autorización  del  Consejo  o  de  la  Comisión  a  que  co- 
rresponda su  acuerdo. 

Art.  28.  Tampoco  podrán  el  Gobernador  ni  los  Subgobernadores  pre- 
sentar a  descuento  en  el  Banco  efecto  alguno  con  sus  firmas,  tomar  de  él 
dinero  u  otros  valores  a  préstamo,  ni  dar  en  éstos  su  garantía  personal. 

Art.  29.  El  Gobernador  dispondrá  que  el  Consejo  sea  enterado  opor- 
tunamente de  todas  las  incidencias  que  ocurran  y  merezcan  serle  co- 
nocidas. 

Subgobernadores. 

Art.  30.  Los  Subgobernadores  serán  nombrados  por  Real  decreto,  a 
propuesta  del  Consejo,  con  los  títulos  de  primero  y  segundo,  y  por  su  or- 
den sustituirán  al  Gobernador  cuando  éste  no  concurra  a  los  actos  en  que 
deba  ejercer  sus  atribuciones.  El  Gobernador  señalará  las  que  haya  de 
desempeñar  ordinariamente  cada  uno  de  los  Subgobernadores,  distribuyendo 
entre  ellos  los  servicios  que  no  tenga  por  conveniente  reservarse. 
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Para  separar  de  sus  destinos  a  los  Subgobernadores  será  necesaria  pro- 
puesta del  Consejo  del  Banoo,  o  bien  se  formará  en  el  Ministerio  de  Ha- 
cienda el  oportuno  expediente  instructivo,  en  que  se  oirá  a  dicho  Conse- 
jo y  al  de  Estado.  En  ambos  casos  se  oirá  también  al  interesado. 

Art.  31.  Los  Subgobernadores,  para  entrar  en  posesión  de  sus  cargos, 
deberán  haber  depositado  en  la  Caja  del  Banco  50  acciones  del  mismo, 
inscriptas  a  su  nombre  en  plena  propiedad,  que  no'  les  serán  devueltas  has- 
ta que,  habiendo*  cesado  en  el  desempeño  de  sus  destinos,  hayan  sido  apro- 
bados en  Junta  general  de  accionistas  los  actos  en  que  hubieren  intervenido. 

Art.  32.  Los  Subgobernadores  ejercerán  las  atribuciones  que  el  Gober- 
nador les  haya  delegado,  y  con  respecto  a  los  servicios  que  a  cada  uno  se 
le  encomiende,  serán  los  directamente  encargados : 

lo    De  las  ponencias  en  las  Comisiones. 

2q  Del  servicio'  de  las  oficinas,  vigilancia  de  las  Cajas  y  la  Cartera, 
buen  orden  y  método  de  la  contabilidad  e  inspección  de  todos  los  libros 
y  registros  que  se  lleven  para  las  operaciones  propias  del  Banco. 

3Q  De  la  ejecución  y  cumplimiento  de  los  acuerdos  y  disposiciones  del 
Consejo  o  de  las  Comisiones. 

Art.  33.  El  Gobernador  y  los  Subgobernadores  asistirán  al  Banco  dia- 
riaemnte,  y  no  podrán  ausentarse  de  Madrid :  el  primero,  sin  Real  licen- 
cia, y  los  segundos,  sin  la  del  Consejo. 

La  remuneración  del  cargo  de  Gobernador  se  fija  en  55.000  pesetas 
anuales. 

Consejeros. 

Art.  34.  Pueden  pertenecer  al  Consejo  del  Banco  como  Consejeros  los 
accionistas  españoles  varones  con  plena  capacidad  civil,  que  no  estén  en 
descubierto  con  el  Establecimiento  por  ninguna  obligación  vencida;  que 
no  hayan  instado  nunca  el  beneficio  de  quita  y  espera,  ni  la  suspensión 
de  pagos ;  que  no  hayan  sido  declarados  en  quiebra  ni  en  concurso  de 
acreedores,  ni  sufrido  nunca  la  imposición  de  pena  aflictiva  ni  correccional. 

Incompatibilidades. 

Art.  35.  No  podrán  pertenecer  a  un  mismo  tiempo  al  Consejo  los  que 
sean  parientes  entre  sí  dentro  del  cuarto  grado  civil  de  consanguinidad  o 
segundo  de  afinidad. 

Elección  de  Consejeros. 

Art.  36.  Los  Consejeros  del  Banco  de  España  serán  20,  y  cada  uno 
de  ellos  deberá  antes  de  tomar  posesión  del  cargo  obtener  la  confirmación 
de  Real  orden  y  depositar  en  fianza  los  extractos  de  100  acciones  inscrip- 
tas a  su  nombre,  en  plena  propiedad,  y  que  se  conservarán  a  disposición 
del  Consejo  hasta  que,  habiendo  cesado  en  su  cargo  el  afianzado,  la  Jun- 
ta general  de  accionistas  apruebe  los  actos  en  que  aquél  haya  tomado 
parte. 

De  los  20  Consejeros  serán  elegidos  15  entre  los  accionistas  que  a, 
Jo  menos  desde  tres  meses  antes  tengan  inscriptas,  sin  interrupción  a 
su  nombre,  en  plena  propiedad,  50  o  más  acciones. 
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Tres  Consejeros  serán  elegidos  por  los  Bancos  y  Banqueros  sujetos  al 
régimen  de  intervención,  designados  con  arreglo  a  las  normas  estableci- 
das por  el  Ministro  de  Hacienda. 

Un  Consejero  será  nombrado  por  la  Junta  consultiva  de  las  Cámaras  de 
Industria  y  Comercio;  y 

Otro  será  designado  por  las  Corporaciones  oficiales  agrícolas,  en  la 
forma  que  determine  el  Ministerio  de  Fomento. 

Asociados. 

Art.  37.  El  Consejo  del  Banco,  sin  asistencia  de  los  cinco  Vocales  de- 
signados por  Corporaciones,  pero  asociado  de  un  número  de  accionistas 
igual  al  de  sus  Vocales  concurrentes  y  designados  por  sorteos,  hará  la 
propuesta  a  la  Junta  general  de  los  que  hayan  de  ocupar  las  plazas  que  se 
cubran  por  elección  de  los  accionistas. 

Para  estos  sorteos  se  dividirán  en  tres  grupos  los  accionistas  con  de- 
recho de  asistencia  a  la  Junta  general :  primero,  de  los  que  posean  por 
recho  propio  y  por  representación  legal  de  50  a  100  acciones;  segundo, 
de  los  que  posean  en  los  mismos  conceptos  más  de  150  y  hasta  300 
acciones,  y  tercero,  de  los  poseedores  de  más  de  300  acciones  propias  y 
por  representación  legal. 

De  cada  grupo  se  sortearán  seis  asociados  para  constituir  los  diez  y 
ocho  que  se  han  de  reunir  con  el  Consejo  para  desempeñar  su  misión. 

Para  suplir  las  vacantes  que  entre  los  asociados  puedan  ocurrir,  se  de- 
signarán por  el  mismo  procedimiento  seis  suplentes  de  cada  grupo. 

Estos  sorteos  se  verificarán  anualmente  ante  la  Junta  general  ordina- 
ria, en  la  primera  reunión  que  celebre  y  por  los  datos  que  arroje  la  lista 
de  Accionistas  con  derecho  de  asistir  a  ella  y  hayan  obtenido  la  pape- 
leta para  la  asistencia,  siendo  excluidos  de  tales  sorteos  los  individuos  del 
Consejo. 

Vacantes. 

Art.  38.  El  cargo  de  Consejero  elegido  por  los  Accionistas  durará  cin- 
co años,  pudiendo  ser  reelegidos  los  que  lo  obtengan.  La  renovación  se 
hará  por  quintas  partes. 

Las  vacantes  que  ocurran  se  cubrirán  por  el  Consejo  en  unión  con  los 
Accionistas  asociados  a  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  dando  cuenta 
a  la  primera  Junta  general  ordinaria,  la  cual  podrá  confirmar  los  nom- 
bramientos o  elegir  otros  Consejeros. 

Los  nombrados  para  ocupar  las  vacantes  desempeñarán  el  cargo  por  el 
tiempo  que  falte  a  los  sustituidos  para  cumplir  la  duración  de  su  mandato. 

Remuneración. 

Art.  39.  Los  Consejeros  recibirán  anualmente  la  asignación  perso- 
nal de  12.000  pesetas;  el  Gobernador,  los  Subgobernadores  y  los  Conse- 
jeros devengarán,  además,  por  su  individual  asistencia  a  cada  sesión  del 
Consejo,  dietas  de  100  pesetas. 

Los  Consejeros  que  tengan  necesidad  de  ausentarse  lo  avisarán  previa- 
mente al  Gobernador,  el  cual  cuidará  de  que  siempre  haya  número  sufi- 
ciente de  asistentes  a  las  sesiones. 
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Atribuciones. 

Art.  40.    Son  atribuciones  del  Consejo : 

la  Determinar  el  orden  y  la  forma  con  que  lían  de  llevarse  los  regis- 
tros de  las  acciones  y  de  sus  transferencias  y  los  libros  de  cuentas  de 
todos  los  negocios  del  Banco,  en  partida  doble. 

2a  Fijar,  con  arreglo  a  las  leyes,  la  suma  y  número  de  billetes  que 
deban  emitirse,  su  tipo  y  sus  circunstancias,  y  disponer  en  su  caso  la  re- 
tirada y  sustitución  de  las  series  legítimas  circulantes  si  las  circunstancias 
io  aconsejan. 

3a  Señalar,  a  propuesta  de  las  Comisiones,  los  valores  que  se  han  de 
admitir  en  garantía  y  el  tipo  de  su  admisión. 

4a  Disponer  el  premio  de  los  descuentos,  préstamos,  giros  y  créditos 
en  Madrid  y  en  cada  una  de  las  sucursales,  y  remuneración  que  haya  de 
percibir  el  Banco  por  los  demás  servicios  que  preste. 

5a  Acordar  el  establecimiento  de  Sucursales,  Cajas  subalternas  u  otras 
dependencias  en  los  puntos,  dentro  o  fuera  de  la  Nación,  en  que  conven- 
ga al  interés  público  y  al  del  Banco;  determinar  el  número,  retribución 
y  calidades  de  los  individuos  que  han  de  componer  sus  administraciones; 
nombrarlos  y  elegir  los  comisionados  y  corresponsales  en  las  localidades 
de  España  o  del  extranjero  donde  se  estime  conveniente  tenerlos. 

6a  Estar  al  corriente  de  las  operaciones  de  la  administración,  del  mo- 
vimiento de  fondos  y  de  la  situación  del  Banco  en  todas  sus  dependencias. 

7a  Examinar  el  balance  que  cada  seis  meses  debe  formarse  de  las 
cuentas  del  Banco  y  acordar  la  aplicación  de  los  beneficios  realizados,  se- 
gún corresponda,  mediante  bonificaciones  a  las  cuentas  que  convenga  sa- 
near, abonos  a  los  fondos  de  reserva  y  de  previsión,  pago  de  impuestos 
y  distribución  de  dividendos. 

8a  Fijar  el  número,  las  clases  y  los  sueldos  de  los  empleados  y  de- 
pendientes del  Banco;  nombrar  los  Jefes  principales  de  las  Oficinas  cen- 
trales y  Directores  y  Jefes  de  las  sucursales,  Cajas  subalternas  y  demás 
dependencias  locales  del  Banco  y  proponer  al  Gobierno  para  los  cargos 
de  Sub  gobernadores. 

9a  Acordar  la  convocatoria  de  la  Junta  general  de  accionistas  para 
sesiones  ordinarias  y  extraordinarias  en  los  casos  previstos  por  estos 
Estatutos. 

10.  Aprobar  la  Memoria  que  formará  la  Administración  y  la  cuenta 
general  de  las  operaciones  que  ha  de  presentarse  anualmente  a  la  refe- 
rida Junta  general  ordinaria. 

11.  Presentar  a  la  misma  Junta  las  proposiciones  que  juzgue  conve- 
nientes, examinar  las  que  hagan  sus  individuos  y  someter  su  dictamen 
acerca  de  ellas. 

12.  Redactar  el  Reglamento  general  para  la  ejecución  de  los  Estatu- 
tos y  las  modificaciones  y  reformas  que  convenga  hacer  en  él,  elevándolas 
a  la  aprobación  del  Gobierno,  y  dictar  los  demás  Reglamentos  de  or- 
den interior  del  Banco. 
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Facultades. 

Art.  41.  Los  Consejeros  podrán  ejercer  su  iniciativa  para  proponer 
al  Consejo  los  acuerdos  y  resoluciones  que  estimen  convenientes  a  los 
intereses  del  Banco. 

Sesiones. 

Art.  42.  El  Consejo  celebrará  sesiones  ordinarias  dos  veces  por  sema- 
na en  los  días  que  el  mismo  señale,  a  no  ser  que  por  falta  de  asuntos  ur- 
gentes se  determine  en  algún  caso  celebrar  una  sola,  y  además,  las  extraor- 
dinarias que  exija  el  despacho  de  asuntos  graves  o  urgentes.  Estas  últi- 
mas serán  acordadas  por  el  mismo  Consejo,  o  convocadas  por  el  Gober- 
nador, por  sí  o  a  petición  de  cinco  Consejeros.  El  Gobernador  podrá  con- 
vocar, cuando  lo  crea  procedente,  a  los  Consejeros  elegidos  con  arreglo  al 
artículo  37,  para  la  celebración  de  sesiones  especiales. 

Comisiones. 

Art.  43.    El  Consejo  se  dividirá  en  cinco  Comisiones  permanentes,  que 
se  denominarán : 
De  Emisión. 
De  Operaciones. 
De  Administración. 
De  Intervención. 
De  Sucursales. 

El  número  de  Comisiones  permanentes  podrá  aumentarse  si  así  lo  es- 
tima necesario  el  Consejo  y  es  aprobado  por  las  dos  terceras  partes  de 
votos  del  mismo. 

Art.  44.  Las  Comisiones  se  nombrarán  por  el  Consejo  y  se  compondrán 
de  un  Subgobernador  y  de  tres  Consejeros,  de  los  quince  elegidos  por  los 
accionistas  y  designados  después  de  la  Junta  general  ordinaria.  El  Gober- 
nador podrá  asistir  a  las  Comisiones  que  estime  conveniente. 

Emisión. 

Art.  45.  La  Comisión  de  Emisión  cuidará  de  la  preparación  de  los  bi- 
lletes que  el  Banco  haya  de  emitir,  adquisición  de  papel,  su  estampación 
y  condiciones  que  hayan  de  tener,  su  división  en  series,  forma  en  que  se  hu- 
bieren de  recoger  y  amortizar  y  demás  incidencias  de  la  circulación  fi- 
duciaria. 

Operaciones. 

Art.  46.  La  Comisión  de  Operaciones  conocerá  de  todas  las  que  se  rea- 
licen en  Madrid,  y  autorizará,  dentro  de  los  límites  que  señale  el  Consejo, 
la  ejecución  de  aquéllas. 

También  corresponde  en  este  concepto  proponer  al  Consejo  las  altera- 
ciones que  convenga  hacer  oon  respecto  a  las  mismas  operaciones  en  el 
tipo  del  descuento,  interés  de  los  préstamos  y  créditos,  remuneración  de 
los  demás  servicios  que  el  Banco  preste,  valores  que  se  hayan  de  recibir  en 
garantía  y  tipos  de  su  admisión,  y  las  reformas  que  juzgue  necesarias  en  las 
condiciones  que  deban  regir  para  todas  estas  operaciones. 
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La  misma  Comisión  entenderá  en  la  adquisición  de  metales  preciosos  y 
en  los  convenios  que  se  concierten  con  el  Gobierno  y  su  ejecución,  así 
como  en  todo  lo  relativo  a  las  Agencias  en  el  extranjero. 

Administración. 

Art.  47.  La  Comisión  de  Administración  entenderá  en  el  régimen,  per- 
sonal, servicio  y  gastos  de  las  oficinas  centrales  y  en  los  asuntos  conten- 
ciosos, sean  del  Centro  o  de  las  Sucursales. 

Igualmente  formará,  de  acuerdo  con  el  Gobernador,  las  propuestas  razo- 
nadas al  Consejo  para  el  nombramiento  de  los  Jefes  de  las  oficinas  centrales. 

Intervención. 

Art.  48.  La  Comisión  de  Intervención  tendrá  a  su  cargo  todos  los 
asuntos  de  contabilidad  y  Caja,  ejerciendo  su  vigilancia  sobre  el  orden  y 
puntualidad  en  las  cuentas  y  la  custodia  de  los  fondos  y  valores  que  en 
el  Banco  existan;  examinará  los  balances  y  propondrá  al  Consejo  la  dis- 
tribución de  los  beneficios  obtenidos. 

Sucursales. 

Art.  49.  La  Comisión  de  Sucursales  entenderá  en  cuanto  se  refiera  a 
éstas,  su  organización,  administración,  inspección  y  vigilancia,  personal  y 
operaciones  que  realicen,  proponiendo  al  Consejo  las  reformas  que  esti- 
me oportunas  para  el  mejor  régimen  de  dichas  oficinas,  el  tipo  de  descuen- 
to, interés  de  los  préstamos  y  remuneración  de  los  demás  servicios  en 
cada  una  de  las  Sucursales,  los  valores  que  se  hayan  de  recibir  en  garan- 
tía y  tipos  de  su  admisión. 

Será  también  de  su  competencia  la  propuestas  al  Consejo  de  la  crea- 
ción, organismo,  composición  de  las  Administraciones,  nombramientos  de 
los  individuos  de  éstas  y  formas  de  proceder  en  las  mismas  Sucursales  y 
demás  dependencias  del  Banco»  en  territorio  nacional,  y  de  acuerdo  con 
el  Gobernador  la  propuesta  para  el  nombramiento  del  Director  Jefe  en  las 
Oficinas  centrales  y  de  los  Directores  y  Jefes  de  las  referidas  Sucursales 
y  dependencias. 

Comisiones  especiales. 

Art.  50.  El  Consejo  podrá  acordar  además  la  formación  de  Comisiones 
especiales  para  entender  en  los  negocios  que  a  su  juicio  lo  requieran,  cesan- 
do aquéllas  una  vez  terminado  el  objeto  de  su  formación. 

Dictámenes. 

Art.  51.  Las  Comisiones  serán  oídas  precisamente  en  todos  los  asun- 
tos sobre  que  haya  de  deliberar  el  Consejo,  excepto  en  los  que  éste  cali- 
fique de  urgentes,  siendo  ponente  en  todas  ellas  la  Administración.  Tam- 
bién deberán  dar  su  dictamen  sobre  las.  proposiciones  o  los  negocios  que 
el  Gobernador  someta  a  su  examen,  y  podrán  además  tomar  la  iniciativa 
en  la  propuesta  de  las  disposiciones  que  convenga  adoptar  en  los  ramos 
de  que  respectivamente  están  encargadas. 
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El  Consejo  podrá  delegar  en  cada  una  de  las  Comisiones  la  resolución 
de  los  asuntos  que  estime  convenientes  y  dentro  de  los  límites  que  señale. 

Comisiones  generales. 

Art.  52.  Los  Consejeros  elegidos  por  Corporaciones,  con  arreglo  a  la 
base  10  de  la  ley,  podrán  formar  parte  de  las  Comisiones  que  para  el  es- 
tudio de  asuntos  propios  de  su  respectiva  competencia  el  Consejo  estime 
conveniente  promover. 

CAPITULO  IV 
De  la  Junta  general 

Junta  general. 

Art.  53  La  Junta  general  se  compondrá  de  los  Accionistas  que  concu- 
rran a  ella  y  posean  en  plena  propiedad  o  en  usufructo  50  o  más  accio- 
nes inscriptas  a  su  nombre  tres  meses  antes  de  la  celebración  de  aquélla. 

Art.  54.  El  derecho  de  asistencia  a  la  Junta  de  accionistas  es  uni- 
personal y  no  puede  delegarse.  Los  poseedores  proindiviso  de  un  grupo 
de  50  o  más  acciones  sólo  podrán  designar  a  uno  de  ellos  para  que  asis- 
ta en  nombre  de  todos.  Las  Corporaciones  no  conferirán  su  representación 
sino  á  uno  de  sus  miembros  que,  según  sus  Estatutos,  pueda  ostentarla. 
Las  Compañías  estarán  representadas  precisamente  por  uno  sólo  de  sus 
Gerentes. 

A  las  mujeres  casadas  no  divorciadas  por  sentencia  firme  las  repre- 
sentarán sus  maridos;  a  toda  persona  constituida  en  tutela,  solamente 
su  tutor;  a  las  sucesiones,  concursos  y  quiebras,  uno  de  sus  representan- 
tes legales. 

Art.  55.  La  Administración  del  Banco  formará  y  expondrá  en  el  lo- 
cal destinado  a  la  Junta  una  lista  de  los  accionistas  que  hayan  de  cons- 
tituirla. Para  la  formación  de  esta  lista,  los  accionistas  con  derecho  de 
asistencia  habrán  de  obtener,  hasta  dos  días  antes  de  celebrarse  la  pri- 
mera reunión,  una  papeleta  que  les  autorice  para  concurrir  a  la.  Junta. 

Art.  56.  Durante  los  ocho  días  anteriores  a  la  celebración  de  la  Junta 
general  ordinaria,  los  accionistas  con  derecho  de  asistir  a  ella  podrán  exa- 
minar el  Balance  y  las  cuentas  del  ejercicio  actual. 

Art.  57.  Cada  individuo  de  la  Junta  general  sólo  tendrá  un  voto,  cual- 
quiera que  sea  el  número  de  las  acciones  que  posea  y  represente,  si  ept» 
número  no  pasa  de  150;  dos  votos  si  pasa  de  150  y  no  excede  de  300, 
y  tres  votos  si  posee  y  representa  más  de  300  acciones. 

Art.  58.  La  Junta  general  se  reunirá  en  el  mes  de  Marzo  de  cada  año, 
debiendo  anunciarse  antes  del  lo  de  Febrero  en  la  Gaceta  de  Madrid,  el 
día  señalado  para  su  reunión.  Entre  la  primera  sesión,  en  que  se  dará 
lectura  de  la  Memoria  anual,  y  la  sesión  inmediata,  mediará  a  lo  menos 
una  semana.  Las  sesiones  no  podrán  durar  más  de  cuatro  días,  sin  Real 
autorización. 

Art.  59.  Al  examen  y  a  la  aprobación  de  la  Junta  general  se  someterán 
las  operaciones  del  Banco  y  la  cuenta  de  sus  gastos,  según  resulten  del 
Balance  y  libros  de  contabilidad. 
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A!  continuación,  la  Junta  confirmará  o  rectificará  los  nombramientos  de 
Consejeros  hechos  para  cubrir  las  vacantes  ocurridas  durante  el  año;  e 
inmediatamente  después,  leído  el  dictamen  del  Consejo  y  asociados  sobre 
provisión  de  las  plazas  electivas  en  turno,  resolverá  lo  que  estime  proce- 
dente, bien  por  aclamación,  bien  en  votación  secreta,  si  la  piden  diez  o  más 
asistentes. 

La  votación  por  papeletas  se  hará  depositando  cada  accionista  la  suya  en 
la  urna  que  le  corresponda,  habiendo  tres  para  los  tres  grupos  de  accionis- 
tas de  que  hablan  los  artículos  37  y  57 ;  computándose  por  dos  y  por  tres 
votos  cada  uno  de  los  que  respectivamente  se  depositen  en  las  urnas  se- 
gunda y  tercera. 

Finalmente,  la  Junta  resolverá  sobre  las  proposiciones  que  el  mismo 
Consejo  o  los  accionistas  presenten,  relativas  al  mejor  servicio  de  los  in- 
tereses nacionales  y  conducentes  a  la  prosperidad  del  Establecimiento. 

El  orden  de  las  deliberaciones,  la  procedencia  de  los  discursos,  la  limi- 
tación del  tiempo*  que  pueda  concederse  a  la  discusión  y  la  oportunidad 
de  las  votaciones,  en  cuanto  no  se  determina  en  el  Reglamento  general,  sa 
regularán  en  absoluto  por  la  plena  y  discreta  autoridad  del  Presidente. 

Art.  60.  Se  convocará  a  Junta  general  extraordinaria,  con  Real  au- 
torización, cuando  el  Consejo  lo  estime  necesario. 

Si  cien  o  más  accionistas,  que  representen,  cuando  menos,  el  15  por 
100  del  capital  social  y  que  lo  sean  con  tres  meses  de  anticipación,  soli- 
citasen del  Consejo,  por  medio  de  comunicación  escrita  motivada  la  reu- 
nión de  una  Junta  general  extraordinaria,  el  mismo  Consejo  elevará  con  su 
informe  la  petición  al  Gobierno  para  que  resuelva  lo  que  juzgue  conve- 
niente. 

Art.  61.  Autorizada  que  sea  por  el  Gobierno  la  celebración  de  Junta 
general  extraordinaria,  se  convocará  con  ocho  días  de  anticipación,  por  lo 
menos,  expresando  en  la  convocatoria  los  asuntos  en  que  se  haya  de 
ocupar. 

Son  aplicables  a  estas  Juntas  los  artículos  que  preceden  en  cuanto  no  se 
refieren  a  Balances  anuales  o  elecciones. 

Las  deliberaciones  de  la  Junta  general  extraordinaria  se  limitarán  al 
objeto  para  que  hubiese  sido  convocada,  y  sus  resoluciones  se  adoptarán 
por  las  dos  terceras  partes  de  los  votos  de  los  concurrentes,  haciéndose  el 
cómputo  con  arreglo  al  artículo  57. 

CAPÍTULO  V 
De  las  Sucursales  y  otras  dependencias 

Sucursales  y  otras  dependencias. 

Art.  62.  Las  Sucursales,  Cajas  subalternas  y  demás  dependencias,  den- 
tro o  fuera  de  la  Nación,  forman  parte  del  Banco,  respondiendo  el  capi- 
tal de  éste  a  las  obligaciones  que  contraigan  aquéllas.  La  creación  de  otros 
organismos  se  realizará  de  acuerdo  con  el  Gobierno  de  S.  M. 

Art.  63.  La  organización  y  las  funciones  de  cada  una  de  las  Sucursales, 
Cajas  y  dependencias,  y  sus  relaciones  entre  sí,  se  acomodarán  a  las  ope- 
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raciones  propias  del  Banco  para  que  se  les  autorice,  conforme  a  las  Leyes 
y  Estatutos  y  a  lo  que  dispongan  los  Reglamentos  y  los  acuerdos  del 
Consejo. 

CAPITULO  VI 
Disposiciones  generales 

Responsabilidad 

Art.  64.  El  Gobernador,  los  Subgobernadores  y  los  Consejeros  del 
Banco,  los  Directores  y  Administradores  de  las  Sucursales  y  demás  de- 
pendencias y  los  Jefes  de  las  respectivas  oficinas,  serán  responsables,  cada 
uno  según  las  atribuciones  de  su  cargo,  de  las  operaciones  que  ejecuten  o 
autoricen  fuera  de  las  permitidas  por  las  Leyes,  Estatutos  y  acuerdos 
reglamentarios  del  Banco. 

Empicados. 

Art.  65.  Para  el  servicio  de  las  diversas  oficinas  y  dependencias  del 
Banco,  habrá  los  empleados  necesarios,  cuyas  clases,  categorías,  sueldos  y 
condiciones  se  fijarán  en  los  Reglamentos  y  por  acuerdos  del  Consejo. 

El  Consejo,  en  vista  de  los  resultados  del  Balance  anual,  podrá  pro- 
poner a  la  Junta  general  cuando  lo  crea  conveniente  la  remuneración  da 
servicios  especiales  de  los  empleados,  distribuyendo  entre  ellos,  según 
sus  merecimientos,  la  gratificación  que  se  acuerde. 

Caja  de  pens'ones. 

Art.  66.  La  Caja  de  pensiones  existente  en  favor  de  los  empleados 
del  Banco  y  de  sus  familias,  se  rige  por  Reglamentos  especiales  que  auto- 
riza el  Consejo,  y  será  susceptible  de  las  mejoras  que  en  el  orden  de  la 
previsión  social  convenga'  promover. 

El  Consejo,  como  hasta  ahora,  y  con  singular  interés,  cuidará  siem- 
pre de  que  las  obligaciones  actuales  y  futuras  de  la  Caja  estén  garanti- 
zadas y  atendidas,  no'  sólo  con  un  descuento  en  los  sueldos  de  los  emplea- 
dos de  cualquier  clase,  sino  principalmente  con  los  capitales  y  rentas  ya 
creados  y  los  que  en  lo  porvenir  se  estimen  necesarios  y  se  creen  median- 
te subvenciones  del  Banco,  donativos  de  otras  procedencias  o  constitución 
de  reservas  a  tenor  del  Real  decreto  de  4  de  Julio  de  1921. 

En  su  virtud,  dichos  capitales,  hasta  la  liquidación  de  la  Caja,  no  po- 
drán afectarse  a  otras  obligaciones  que  al  pago  de  las  pensiones  regla- 
mentarias, hasta  que,  extinguidas  todas,  revierta  el  remanente  al  propio 
Banco. 

Estatutos. 

Art.  67.  No  podrá  procederse  a  la  formación  de  nuevos  Estatutos  o 
a  la  reforma  de  los  existentes,  sin  que  la  Junta  general  de  accionistas,  por 
las  dos  terceras  partes  de  votos  al  menos,  de  los  individuos  que  a  ella  con- 
curran, lo  acuerde  así. 
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En  la  convocatoria  de  la  Junta  para  estos  casos  se  expresará  si  se 
ha  de  tratar  de  una  reforma  general  o  parcial,  y  si  fuese  parcial  se 
enumerarán  los  artículos  que  se  hayan  de  reformar,  suprimir  o  añadir. 

El  procedimiento  para  la  reforma  general  consistirá  en  el  nombramien- 
to por  la  Junta  de  una  Comisión  delegada  que,  en  unión  del  Consejo,  lleve 
a  efecto  la  reforma  y  la  someta  a  la  aprobación  del  Gobierno.  Si  la 
reforma  hubiera  de  ser  parcial,  el  Consejo  la  propondrá  directamente  a 
la  Junta  general  de  accionistas. 

En  todo  caso,  la  aprobación  definitiva  de  los  Estatutos  o  de  su  refor- 
ma se  publicará  mediante  Real  decreto,  oído  previamente  el  Consejo  de 
Estado. 

Disposiciones  transitorias. 

la  El  Consejo,  lo  antes  posible,  someterá  a  la  aprobación  del  Ministe- 
rio de  Hacienda  el  proyecto  de  Reglamento  general. 

2a  Los  presentes  Estatutos  comenzarán  a  regir  al  día  siguiente  de 
su  publicación  en  la  Gaceta  de  Madrid. 

Dado  en  Palacio  a  diez  y  ocho  de  Julio  de  mil  novecientos  veintidós. 

ALFONSO. 

El  Ministro  de  Hacienda, 

Francisco  BergamIn  y  García. 

c)   Régimen  de  las  operaciones  comerciales 
del  Banco  de  España 

(R.  D.  de  5  de  Enero  de  1901  aprobando  con  carácter  provisional  el  Reglamento 
general  del  Banco  de  España,  con  las  reformas  establecidas  por  el  R.  D.  de  10 
de  Enero  de  1905.) 

TITULO  II  -  De  las  operaciones  del  Banco 

CAPITULO  PRIMERO 
Disposiciones  generales 

Artículo  28.  Los  artículos  del  anterior  título  de  este  Reglamento  rela- 
tivos a  transmisión  de  acciones  por  escritura  pública,  sentencia  judicial 
o  sucesión :  embargo  de  acciones  o  de  sus  dividendos :  extravío  o  destruc- 
ción de  extracto  de  acciones  libres,  renovación,  presentación  o  anulación 
de  dichos  títulos  y  pago  usual  de  dividendos  por  medio  de  las  cuentas  co- 
rrientes, serán  aplicables  a  los  valores  y  resguardos  o  pólizas  de  depósitos, 
garantías  de  descuentos,  préstamos  y  créditos; 

Art.  29.  En  caso  de  litigio  o  reclamación  de  tercero  sobre  valores  exis- 
tentes en  el  Banco,  éste  podrá  trasladar  a  la  Caja  general  de  Depósitos 
del  Estado  los  efectos  a  que  la  contienda  se  refiera,  cancelando  desde  lue- 
go el  depósito  y  custodiando  celosamente  el  resguardo  del  nuevo  Depósito 
constituido  en  la  Caja  general  de  estos,  sin  hacer  por  su  parte  gestión  algu- 
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na  con  respecto  al  cobro  de  intereses  o  amortizaciones,  en  su  casa,  y  cesan- 
do en  sus  deberes  como  tal  depositario. 

Terminada  que  sea  la  contienda,  el  Banco  entregará  el  resguardo  del 
deposito  a  quien  disponga  la  sentencia  ejecutoria,  o  convinieren  los  con- 
tendientes de  común  acuerdo. 

CAPÍTULO  II 
De  los  billetes 

Art.  30.  La  fabricación  de  los  billetes  del  Banco  será  autorizada  por  el 
Consejo  de  Gobierno  que  fijará  las  reglas  a  que  haya  de  sujetarse. 

Art.  31.  Los  billetes  estarán  distribuidos  por  series  con  numeración 
correlativa  en  cada  una. 

El  Consejo  de  Gobierno  determinará  el  valor  de  los  billetes  de  cada 
serie,  dentro  del  límite  establecido  en  las  leyes  orgánicas  del  Banco. 

Art.  32.  Los  billetes  que  el  Banco  emita  llevarán  grabadas  las  firmas 
del  Gobernador  y  del  interventor  y  la  del  cajero  de  efectivo  en  estampilla. 

El  Consejo  de  Gobierno  acordará  el  importe  de  cada  emisión,  que  se 
irá  habilitando  con  la  firma  del  Cajero  de  efectivo  para  ponerse  en  circula- 
ción, según  lo  exijan  las  necesidades  de  las  Cajas. 

Art.  33.  Los  billetes  confeccionados  y  no  habilitados  se  depositarán  en 
la  Caja  destinada  a  dicho  efecto,  de  la  cual  tendrán  una  llave  el  Goberna- 
dor, otra  el  Vicesecretario  y  otra  el  interventor  del  Banco. 

El  Gobernador  podrá  confiar  la  llave  al  Subgobernador  en  quien  delegue, 
y  tanto  éste  como  el  Vicesecretario  e  interventor,  podrán  también  con- 
fiarlas bajo  su  responsabilidad,  a  empleados  del  Banco  que  les  sustituyan 
en  este  servicio. 

Art.  34.  Los  billetes  ya  firmados,  se  guardarán  en  la  Caja  reservada  de 
efectivo  hasta  que  se  pongan  en  circulación. 

Por  la  misma  Caja  de  efectivo,  previa  orden  del  Gobernador,  o  Sub- 
gobernador que  haga  las  veces,  se  proveerá  a  las  Sucursales,  Cajas  o  de- 
más dependencias  habilitadas,  de  los  billetes  que  necesiten  para  ponerlos 
en  circulación. 

Art.  35.  Los  billetes  que  no  sean  necesarios  para  el  servicio  corriente, 
volverán  a  la  Caja  reservada. 

Art.  36.  El  Banco  recogerá  en  la  Caja  de  efectivo,  en  las  Sucursales  y 
dependencias  habilitadas  para  el  cambio  de  billetes,  e  inutilizará  tala- 
drándolos, salvando  su  número  de  orden,  todos  los  billetes  que  se  deterio- 
ren en  la  circulación  y  los  que  hayan  de  retirarse  de  ella  por  cualquier 
causa. 

Los  billetes  taladrados  se  entregarán  al  Negociado  de  Amortización  que 
cuidará  de  anotarlos  en  los  Registros  y  custodiarlos  en  armarios  con  tres 
llaves,  que  tendrán  los  mismos  llaveros  de  que  habla  el  art.  33,  hasta  que 
a  propuesta  de  la  Administración,  se  fije  por  el  Consejo  el  día  de  la  quema, 
para  la  cual  deberán  presentarse  facturados. 

Art.  37.  Las  Cajas  destinadas  al  cambio  de  billetes,  estarán  abiertas 
para  el  público  todos  los  días  no  festivos,  a  las  horas  fijadas  por  el  Con- 
sejo de  Gobierno  que  previamente  se  anunciarán,  no  excediendo  ordinaria- 
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mente  de  cuatro :  y  si  por  causas  extraordinarias  conviniese,  aumentarlas, 
se  anunciará  igualmente  con  la  oportuna  anticipación. 

Art.  38.  Los  billetes  que  se  presenten  al  cambio  deteriorados  o  incom- 
pletos en  términos  de  que  ofrezcan  duda,  no  serán  satisfechos  sin  someter- 
los previamente  a  reconocimiento  por  persona  perita,  en  el  Banco  de 
España  W. 

CAPÍTULO  III 
De  los  depósitos 

Art.  39.  El  Banco  admitirá  en  sus  Cajas  depósitos  en  efectivo,  de  va- 
lores mobiliarios  y  de  alhajas. 

Según  las  condiciones  de  la  constitución  se  dividirán  en  voluntarios  y 
necesarios,  judiciales  y  de  fianza  y  podrán  hacerse  a  nombre  de  una  o 
varias  personas  juntas  o  indistintamente. 

Art.  40.  Los  depósitos  voluntarios  se  constituirán  en  concepto  de  trans- 
misibles o  de  intransmisibles,  a  voluntad  de  los  interesados  o  de  terceras 
personas,  siendo  transferible  su  propiedad  por  todos  los  medios  que  reco- 
noce el  derecho  común.  Para  los  efectos  legales  el  Banco  reconocerá  como 
dueño  de  los  valores  depositados  a  la  persona  o  personas  a  cuyo  favor  esté 
expedido  el  resguardo,  o  al  endosatario  de  los  depósitos  transmisibles  si 
se  hubiere  tomado  razón  del  endoso  en  el  Establecimiento. 

Art.  41.  Al  verificarse  el  recibo  de  los  depósitos,  se  expedirán  res- 
guardos provisionales,  que  se  canjearán  al  día  siguiente  por  los  definitivos. 
Estos  serán  firmados  por  el  Cajero  correspondiente,  el  Interventor  y  el 
Gobernador  o  Subgobernador  que  le  sustituya,  o  el  Jefe  respectivo  en  las 
Sucursales,  y  demás  dependencias  habilitadas  para  recibir  depósitos. 

Art.  42.  Los  depósitos,  así  transmisibles  como  intransmisibles,  podrán 
ser  retirados  por  medio  de  apoderado,  y  en  tal  caso  con  el  resguardo  ori-> 
ginal,  se  presentará  el  poder  bastante  en  que  se  autorice  a  la  persona  que 
haya  de  recibirlos. 

Art.  43.  Los  resguardos  de  los  depósitos  necesarios  de  fianzas  y  judi- 
ciales se  conceptuarán  anulados,  cuando  así  lo  acuerde  la  autoridad,  Tri- 
bunal, Corporación  o  persona  a  cuya  disposición  estén  aquellos  constituidos 
siendo  por  tanto  cancelados  y  devueltos  los  depósitos  a  la  persona  auto- 


(1)  Los  billetes  del  Banco  de  España,  están  asimilados  a  la  moneda  metálica  según  expresa 
declaración  del  R.  D  S.  de  20  junio  1881. 

Para  el  pago  de  un  suministro  cuyo  importe  había  de  satisfacerse  en  oro  sellado  con  exclu- 
sión de  todo  papel  moneda,  expidió  la  Administración  letras  de  cambio,  de  las  cuales  unas  fueron 
protestadas  y  otras  no,  y  por  fin  satisfizo  el  valor  de  todas  en  billetes  del  Banco.  El  Consejo  de 
Estado  reconoció  que  este  pago  estuvo  bien  hecho: 

«Considerando,  que  en  cuanto  a  las  letras  no  protestadas,  es  improcedente  e  inadmisible  to- 
lda reclamación,  y  que  cualquiera  que  haya  hecho  por  la  vía  gubernativa  es  ineficaz  para  confe- 
»rir  derechos  que  únicamente  emanan  de  la  protestación  en  forma.» 

«Considerando,  que  cobrado  por  el  demandante  en  billetes- del  Banco  de  España  el  importe  de 
»las  letras  protestadas,  lo  mismo  que  el  de  las  que  no  lo  fueron,  según  se  deduce  de  sus  manifesta- 
» cienes,  no  ha  detallado  ni  menos  comprobado  perjuicios  de  ningún  género,  que  no  podían  existir 
» tratándose  de  un  pago  admitido  en  billetes  que  tienen  el  concepto  de  moneda  legal  corriente,  que 
»el  Estado  recibe  en  toda  clase  de  ingresos  establecidos  o  que  se  establezcan  y  que  la  Caja  Cen- 
»tral  y  Sucursales  del  Banco  cambian  por  todo  su  valor  nominal.» 


—  48  — 


rizada  para  recibirlos,  sin  necesidad  de  que  se  presente  el  resguardo,  cuan- 
do así  también  lo  acuerde  quien  haya  decretado  la  anulación. 

Art  44.  El  Consejo  de  Gobierno  del  Banco  podrá  autorizar  y  en  su 
caso  determinará  las  condiciones  con  que  hayan  de  ser  trasladados  los  de- 
pósitos de  unas  a  otras  Cajas  del  Banco,  cuando  los  interesados  lo  soliciten. 

Art.  45.  La  devolución  de  los  depósitos  bajo  resguardos  transmisibles 
se  verificarán  a  la  presentación  de  estos  documentos  en  las  Cajas  respec- 
tivas, después  de  comprobar  la  legitimidad,  así  como  la  regularidad  de  los 
endosos,  si  los  tuvieren,  y  mediante  el  Recibí  inscripto  por  la  persona  que 
tenga  derecho  a  retirarlos. 

Todo  aquel  que  retire  un  depósito  estará  obligado  a  acreditar  la  identi- 
dad de  su  persona  por  todos  los  medios  que  el  Banco  estime  necesarios  para 
ello  W. 


(2)  Responsabilidad  o  irresponsabilidad  del  Banco  por  la  devolución  de  depósitos  a  personas 
distintas  de  los  respectivos  dueños. 

La  observancia  de  los  trámites  establecidos  para  la  devolución  de  los  depósitos  en  los  artícu- 
los del  Reglamento  del  Banco  de  España,  no  eximo  al  mismo  Banco  de  la  responsabilidad  en  que 
incurre  todo  depositario  que  sin  justa  causa  entrega  las  cosas  depositadas  a  una  tercera  perso- 
na distinta  del  depositante,  porque  esa  observancia  por  sí  sola  no  implica  de  un  modo  necesario  el 
hecho  de  que  los  empleados  a  cuyo  cargo  corre  el  servicio  de  las  devoluciones  obrasen  con  la  debida 
diligencia  en  defensa  del  depósito  al  llenar  cada  uno  de  los  trámites  y  señaladamente  al  recono- 
cer en  el  tercero  personalidad  bastante  para  obtener  la  devolución  en  perjuicio  del  depositante,  má- 
xime cuando  en  el  cumplimiento  de  las  obligaciones,  que  consisten  en  la  entrega  de  la  cosa  determi- 
nada, se  presume  que  la  pérdida  de  lo  debido  sobreviene  por  negligencia  del  deudor,  salvo  prueba  en 
contrario.  (Sent.  T.  S.  Sala  1»  27  febrero  1897). 

La  responsabilidad  del  Banco  es  mayor  si  cabe  respecto  del  dueño  de  un  depósito,  por  la  en- 
trega o  reintegro  del  mismo  a  tercera  persona,  cuando  consta  que  no  fué  su  dueño  quien  firmó  la 
factura  de  depósito  por  el  hecho  de  no  saber  firmar,  con  lo  cual  resulta  notoriamente  desatendido 
el  sentido,  espíritu  y  letra  de  los  artículos  de  los  Reglamentos  y  Estatuto,  en  relación  con  el 
1.104  del  Código  civil,  porque  dados  los  antecedentes  referidos,  se  imponía  en  la  previsión  racio- 
na! de  lodo  buen  padre  de  familia  la  necesidad  de  extremar  más  que  lo  hizo  el  Banco  de  España 
la  diligencia  para  hacer  constar  la  autenticidad  de  la  firma  de  la  dueña  del  depósito.  (Sent.  T.  S. 
Sala  1»  27  abril  1906). 

La  responsabilidad  del  Banco  es  notoria  en  el  caso  de  haberse  entregado  un  depósito  con  un 
recibí  falso  de  la  verdadera  dueña  y  confiados  los  empleados  únicamente  por  el  conocimiento  puesto 
-al  pie  do  la  firma  por  un  agente  de  Bolsa  encargado  del  cobro  de  los  cupones,  puesto  que  esta  in- 
tervención no  tiene  el  valor  de  fé  pública.  (Sent.  1.  S.  Sala  1»  24  diciembre  1906). 

La  irresponsabilidad  del  Banco  por  devolución  de  depósito  a  persona  ilegítima,  queda  reco- 
nocida en  el  caso  de  presentarse  un  tercero  solicitando  la  devolución  del  depósilo  mediante  la  pre- 
sentación del  correspondiente  resguardo  justificativo  del  mismo,  oon  el  recibí  firmado  por  el  dueño, 
aun  cuando  la  palabra  recibí  fuese  puesta  por  distinta  mano,  de  la  del  dueño  de  los  valores,  de 
cuyo  fallecimiento  el  Banco  estaba  en  la  ignorancia.  Se  reconoce  que  el  Banco  no  sólo  no  incurrió 
en  il  descuido  o  negligencia,  con  arreglo  a  la  ley  3»,  tít.  III,  partida  5*,  sino  que  no  viene  obli- 
gado a  responder  de  [o  que  se  le  había  confiado  a  su  guarda  y  salió  de  ella  sin  culpa  6uya  por 
resallado  de  un  hecho  que  reviste  caracteres  de  delito.  (Sent.  T.  S.  Sala  1»  20  marzo  1890). 

.  Es  irresponsable  el  Banco  de  la  devolución  de  un  depósito,  efectuada  a  nn  albaeea  que  burlan- 
do a  los  herederos  se  apropia  de  aquél,  después  de  retirarlo  en  su  concepto  de  mandatario  del  testa- 
dor y  en  ocasión  en  que  efectuada  la  parición  de  bienes,  habrá  expirado  el  albaceazgo,  de  cuyo  he- 
cho sin  embargo  los  herederos  habían  dejado  al  Banco  en  completa  ignorancia.  (Sent.  T.  S.  Sa- 
la 1»  28  noviembre  1898). 

Es  irresponsable  el  Banco  de  la  devolución  de  un  depósito  que  se  hallaba  constituido  a  favor 
del  guardador  de  unos  menores,  y  que  fué  retirado  por  éste  previas  las  formalidades  exigibles,  cuan- 
do sus  supuestos  representados  eran  mayores  de  edad.  (Sent.  T.  S.  Sala  1*  13  noviembre  1901). 

Mantiene  el  Tribunal  Supremo  la  declaración  de  responsabilidad  del  Banco  de  España  por  el 
reintegro  a  persona  distinta  del  titular,  de  cantidades  o  valores  depositados  en  aquel  Estableci- 
miento, por  no  haber  agotado  el  Banco  todos  los  medios  de  investigación  que  pódían  conducirle  a 
comprobar  la  falsedad  de  la  firma  de  los  titulares  del  depósilo,  puesta  en  el  resguardo  de  éste,  me- 
diante haber  bastado  para  la  operación,  la  garantía  de  la  firma  de  conocimiento  que  aparecía  en 
dicho  resguardo.  (Sent.  24  junio  19141. 
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Art.  46.  Los  depósitos  bajo  resguardos  intransmisibles,  serán  devuel- 
tos mediante  el  Recibí  suscrito  por  las  personas  a  cuyo  nombre  se  hayan 
constituido  o  por  sus  legítimos  causahabientes,  después  de  presentados 
aquellos  documentos  originales  en  las  Cajas  respectivas  y  que  se  haya 
comprobado  su  legitimidad.  El  Banco  podrá  exigir  la  identidad  de  la  per- 
sona en  iguales  términos  que  los  establecidos  en  el  art.  45  para  los  depósi- 
sitos  transmisibles. 

\ 

Depósitos  de  efectivo. 

Art.  47.  Los  depósitos  de  efectivo  se  constituirán  por  la  persona  que 
haya  de  disponer  de  ellos  o  por  un  tercero,  y  consistirán  en  monedas  de 
oro  o  plata  o  en  billetes  del  Banco  de  España.  Los  que  sean  voluntarios 
no  podrán  ser  menores  de  200  pesetas. 

Art.  48.  El  Banco  de  España  no  cobrará  derecho  alguno  de  custodia  por 
los  depósitos  de  efectivo  que  se  constituyan  en  sus  Cajas. 

Depósitos  de  valores  mobiliarios. 

Art.  49.  El  Banco  podrá  admitir  en  depósito  títulos  definitivos  o  pro- 
visionales de  las  Deudas  del  Estado  y  del  Tesoro,  de  la  Deuda  pública 
de  países  extranjeros,  acciones  u  obligaciones  de  Sociedades,  Compañías 
o  Corporaciones  públicas  o  privadas  nacionales  o  extranjeras,  y  valores 
mobiliarios  de  cualquiera  clase. 

Los  efectos  de  la  Deuda  del  Estado  y  del  Tesoro  público  que  se  entre- 
guen en  depósito  serán  presentados  en  las  oficinas  que  los  hayan  emitido 
para  comprobar  su  legitimidad  por  los  medios  que  las  mismas  tengan  esta- 
blecidos :  igual  precaución  se  tomará  respecto  de  los  demás  efectos  en  pa- 
pel si  las  oficinas  que  los  han  emitido  residen  en  la  plaza  y  tienen  mediosi 


Tratándose  de  bienes  hereditarios  depositados  a  nombre  del  causante  en  el  Banco  de  España, 
de  los  cuales  unos  aparecen  adjudicados  a  su  viuda  y  otros  poseídos  en  común  por  ésta  y  sus  hijos 
menores,  precisa,  de  conformidad  a  lo  dispuesto  en  los  Reglamentos  del  Banco  de  España,  para 
que  la  viuda  pueda  retirar  sus  bienes,  la  cancelación  total  del  depósito,  debiendo  el  tutor  de  los  me- 
nores cooperar  a  dicha  cancelación,  que  sólo  es  'posible  concurriendo  todos  los  herederos.  No  ha- 
biendo accedido  el  Consejo  de  familia  a  dar  la  correspondiente  autorización  al  tutor,  y  recurrido 
el  acuerdo  en  alzada  de  conformidad  a  lo  que  dispone  el  art.  310  del  Código  civil,  la  Audiencia  re- 
vocó el  acuerdo  y  condenó  a  los  Vocales  a  otorgar  la  autorización  correspondiente  al  tutor  para  la 
cancelación  del  depósito  y  para  que  la  viuda  pudiese  adquirir  la  posesión  efectiva  de  los  bienes  que 
se  le  adjudicaran  en  la  partición  de  la  herencia  de  su  marido.  (Sent.  19  febrero  1918). 

Declara  el  Tribunal  Supremo  responsable  al  Banco  de  España  para  con  el  titular  del  depósito 
de  Deuda  pública^por  valor  de  450.000  pesetas,  formalizado  bajo  póliza  en  la  que  se  consignaba 
que  su  restitución  "Había  de  hacerse  a  la  misma  interesada,  o  a  quien  ostentase  su  representación 
por  medio  de  poder  en  forma,  si  resulta  que  fueron  entregados  a  quien  presentó  el  resguardo  con  la 
firma  falsa  del  titular  y  conocimiento  verdadero  del  Banco  Español  del  Río  de  la  Plata,  puesto  que 
es  doctrina  consignada  ©n  varias  sentencias,  entre  ellas  en  4a  de  2  de  julio-  de  1915,  dictada  en 
caso  análogo,  que  los  resguardos  de  depósito  no  son  documentos  al  portador  y  únicamente  pueden 
hacerse  efectivos  por  el  legítimo  poseedor  de  los  mismos:  y  que  las  garantías  que  haya  establecido 
el  Banco  de  España  a  fin  de  asegurarse  de  esa  legitimidad  le  darán  derecho  contra  quien  las  haya 
ofrecido,  mas  no  le  liberan  de  responsabilidad  para  con  el  verdadero  dueño  si  procede  con  negligen- 
cia al  entregar  indebidamente  la  cosa  depositada.  (Sent.  18  mayo  1919). 

La  madre  de  unos  menores  puede  en  el  ejercicio  de  la  patria  potestad,  retirar  los  valores  depo- 
sitados a  nombre  de  los  mismos,  y  el  acreedor  de  dicha  señora,  al  cual  había  sido  adjudicado  un 
crédito  de  la  misma  contra  la  testamentaria  de  que  aquellos  títulos  proceden,  carece  de  acción  para 
reclamar  al  Banco  resarcimiento  alguno,  porque  dicho  acreedor  es  ajeno  al  contrato  de  depósito  y 
no  puede  invocar  derechos  derivados  de  su  celebración.  (Sent.  10  Junio  1919). 
4 
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de  llenar  este  requisito,  el  cual  se  consignará  en  una  de  las  facturas  de  pre- 
sentación. 

Cuando  no  pueda  comprobarse  la  legitimidad  de  los  valores,  se  expresa- 
rá esta  circunstancia  en  los  resguardos  que  se  expidan  no  respondiendo  en 
tal  caso  el  Banco  ni  sus  Sucursales  de  la  autenticidad  de  los  títulos.  Los 
dueños  de  estos  podrán  poner  en  cada  uno  de  ellos  la  señal  que  estimen  con- 
veniente, para  que  al  devolvérselos  puedan  comprobar  si  son  los  mismos 
que  constituyeron  en  depósito. 

Art.  50.  El  Banco  responde  de  la  devolución  de  los  mismos  títulos  que 
le  confien  en  depósito,  o  sus  equivalentes  o  sustitutos  en  los  casos  de  con- 
versión o  canje. 

En  los  resguardos  de  depósito'  se  consignará  el  importe  nominal  de  los 
efectos  y  su  serie  y  numeración. 

Art.  51.  El  Banco  se  encargará  de  cobrar  los  intereses  o  dividendos 
de  los  efectos  depositados  que  se  paguen  en  la  misma  plaza  en  que  esté 
constituido  el  depósito  y  que  venzan  con  posterioridad  a  la  constitución 
del  mismo.  Respecto  de  los  demás,  el  Consejo  de  Gobierno  adoptará  las 
disposiciones  que  estime  convenientes. 

Art.  52.  Los  depósitos  de  valores  podrán  devengar  los  derechos  de  cus- 
todia que  designe  el  Consejo  de  Gobierno,  anunciándose  al  público  previa- 
mente las  tarifas  que  se  acuerden,  así  como  las  alteraciones  que  en  ellas 
se  introduzcan. 

Los  depósitos  de  efectos  que  constituya  el  Tesoro  en  el  Banco  no  de- 
vengarán derechos  de  custodia  si  son  retirados  por  el  mismo  Tesoro. 


Art.  53.  Se  admitirán  en  depósito  como  alhajas,  los  metales  preciosos 
en  barras,  las  monedas  extranjeras  sin  curso  legal  en  la  nación,  las  joyas 
de  oro,  plata  o  pedrería,  u  otros  objetos  de  especial  estimación. 

Estos  depósitos  se  admitirán  en,  la  Caja  Central,  y  en  las  Sucursales 
cuando  lo  permitan  las  condiciones  del  local. 

Art.  54.  Los  depósitos  de  alhajas  se  presentarán  en  cajas  o  envases 
cerrado;,  precintados  y  sellados,  teniendo  el  Banco  el  derecho  de  examinar 
su,  contenido  antes  de  admitirlos. 

Las  facturas  de  presentación  expresarán  en  globo  la  índole  de  los  obje- 
tos y  el  valor  que  se  les  asigne. 

Art.  55.  El  Banco  y  sus  Sucursales  sólo  quedan  obligados  a  devolver 
íntegros  los  depósitos  de  monedas,  barras  y  alhajas,  sin  responsabilidad) 
alguna  respecto  al  valor  que  se  les  hubiere  dado,  limitándose  éste  a  ta 
devolución  de  los  bultos  con  el  precinto  intacto. 

Art.  56.  Los  depósitos  de  alhajas  devengarán  los  derechos  de  custodia 
que  acuerde  el  Consejo  de  Gobierno,  anunciándolo  al  público  préviamente. 

Art.  57.  El  Banco  de  España  alquilará  las  cajas  especiales  que  tiene 
destinadas  al  efecto,  bajo  las  condiciones  que  señale  el  Consejo  de  Gobier- 
no, figurando  entre  ellas  las  siguientes : 

Ia  El  Banco  podrá  reconocer,  si  lo  estima  conveniente,  la  clase  de  ob- 
jetos que  se  guarden  en  las  Cajas. 

2*    Si  el  interesado  no  renueva  en  tiempo  oportuno  su  abono  ni  devuel- 
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ve  las  llaves  de  la  Caja  al  Banco,  se  le  exigirá  el  pago  del  alquiler  pjor 
igual  tiempo  al  del  abono  Vencido. 

Además  se  procederá  a  la  apertura  de  la  caja,  levantando  acta  notarial 
en  que  se  exprese  su  contenido  y  que  se  conservará  cerrado,  lacrado  y  se- 
llado, y  aplicándose  las  disposiciones  legales  relativas  a  la  prescripción 
del  dominio  y  de  acciones.  Los  gastos  que  se  ocasionen  por  el  acta  notarial 
o  por  cualquier  otro  concepto,  serán  de  cuenta  del  interesado. 

3a  El  extravío  de  las  llaves  dará  lugar  a  que  se  repongan  a  costa  del 
abonado. 

4a  El  Banco  sólo  responde  de  la  seguridad  de  la  Caja,  y  de  que  per- 
manecerá cerrada  'en  la  forma  que  el  abonado  la  haya  dejado. 

CAPITULO  IV 
De  las  cuentas  corrientes 

Art.  58.  El  Banco  de  España  podrá  abrir  cuenta  corriente  de  efectivo 
o  de  valores  a  las  personas  naturales  o  jurídicas  que  lo  soliciten  y  reúnan 
las  condiciones  que  señale  el  Consejo  de  Gobierno.  Las  peticiones  de  aper- 
tura de  cuenta  corriente  se  harán  por  comunicación  dirigida  al  Gobernador 
del  Banco,  director  de  la  Sucursal,  o  jefe  de  la  dependencia  en  que  se  soli- 
cite la  'cuenta,  expresando  sus  nombres,  apellidos  y  domicilio.  Si  fuese  So- 
ciedad Mercantil,  su  razón  social  y  nombres  de  sus  gerentes,  y  si  fuese 
Corporación,  los  de  las  personas  que  deban  representarla,  acreditándose 
estas  circunstancias,  si  el  Bancoi  lo  exigiese,  oon  testimonio  de  las  escritu- 
ras sociales,  copias  de  estatutos  y  certificados  de  acuerdos.  En  las  que  se 
soliciten  por  títulos  del  Reino  o  extranjeros,  se  consignará  el  nombre  y 
los  dos  apellidos  del  que  disfrute  la  merced,  abriéndose  la  cuenta  en  lal 
forma  que  lo  pidan. 

Concedida  la  apertura  de  la  cuenta  corriente,  pondrán  su  firma  en  los 
registros  del  Banco,  o  en  documento  indubitable  que  pueda  unirse  a  ellos, 
la  persona  o  personas  que  hayan  de  estar  autorizadas  para  librar  contra  la 
misma.  También  se  podrá  abrir  cuenta  corriente'  a  los  interesados  que 
habitual  ó  accidentalmente  residan  fuera  de  la  población  en  que  el  Banco 
tenga  'establecidas  sus  oficinas  siempre  que  antes  se  llenen  los  requisitos 
exigidos  por  'el  presente  reglamento  y  los  que  a  este  efecto  acuerde  el 
Consejo  de  Gobierno. 

Art.  59.  El  Banco  puede  estimar  o  desestimar  cualquiera  petición  de 
apertura  de  'cuenta  corriente,  y  cancelar  las  abiertas  cuando  lo'  crea  con- 
veniente, dejandoi  el  saldo  a  disposición  de  su  dueño,  sin  necesidad  de  ex- 
plicar los  motivos  de  su  determinación- 

'Art.  '60.  El  Banco*  de  España  entregará  a  los  tenedores  de  cuenta  co- 
rriente, cuadernos  talonarios  para  el  uso  de  la  misma,  y  al  recibirlos  e$ 
tenedor  de  la  misma,  suscribirá  su  conformidad  con  las  condiciones  regla- 
mentarias por  que  se  rigen  esta  clase  de  operaciones. 

Art.  61.  El  Banco  no  responde  de  los  perjuicios  que  puedan  resultar  de 
la  pérdida  o  sustracción  de  los  talones  al  portador  (3). 


(3)  Véanse  las  sentencias  al  pie  del  art.  63. 
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Art.  62.  El  Banco  suspenderá  el  pago  de  un  talón,  si  antes  de  realizado 
es  prevenido  por  el  librador,  hasta  que  se  decida,  por  quien  corresponda, 
la  'persona  que  deba  percibir  su  importe,  el  cual  se  conservará  entre  tanto 
en  calidad  de  depósito. 

Art.  63.  Podrá  ser  detenida,  dando  inmediatamente  cuenta  al  Gober- 
nador, director  de  la  Sucursal  o  dependencia,  la  persona  que  presente  al 
cobro  un  talón  que  después  de  reconocido  y  comprobado,  resulte  ser  ile- 
gítimo (*). 

Art.  64.  Los  particulares  y  representantes  de  Sociedades  y  Corpora- 
ciones, facultados  para  ello,  podrán  autorizar  a  otra  u  otras  personas  para 
la  firma,  y  al  efecto  suscribirán  la  oportuna  declaración  en  el  Registro  que 
con  este  objeto  se  llevará  en  el  Banco  y  sus  Sucursales  o  dependencias, 
dando  á  conocer  la  firma,  que  pondrá  allí  la  persona  autorizada,  o  acredi- 
tará por  medio  de  documento  indubitable. 

Cuentas  corrientes  de  efectivo. 

Art.  65.  Las  cuentas  corrientes  de  efectivo  no  devengarán  interés  al- 
guno, á  menos  que,  por  circunstancias  muy  atendibles,  considere  el  Con- 
sejo de  Gobierno  de  conveniencia  para  el  Establecimiento  el  abono  de  al- 


(4)  Responsabilidad  o  irresponsabilidad  del  Banco  por  el  pago  de  talones  con  la  firma  falsifica- 
da del  cuenta  correntista. 

Demandado  el  Banco  de  España  para  que  abonara  el  importe  de  un  talón  en  el  que  aparecía 
falsificada  la  firma  del  cuenta  correntista,  que  aparecía  ordenando  el  pago,  el  T.  S.  alegando  que 
el  fallo  recurrido  se  fundaba  para  estimar  la  demanda,  no  sólo  en  el  hecho  probado  de  la  falsedad  de 
la  firma  del  talón,  sí  que  también  en  la  inobservancia  por  parte  del  Banco  de  los  artículos  del 
Reglamento,  que  determinan  la  forma  y  modo  en  que  deben  ser  reconocidos  los  talones  que  6e  pre- 
senten al  cobro  antes  de  proceder  a  su  pago,  proceder  que  no  puede  estar  comprendido  en  los  per- 
juicios de  que  no  responde  el  Banco  por  la  pérdida  o  sustracción  de  talones  al  portador  de  que  ha- 
bla el  art.  230  (concordante  hoy  con  el  61  del  Reglamento  vigente),  porque  el  perjuicio  de  que 
se  trata  nace  de  actos  propios  del  Banco  do  que  no  puede  menos  de  ser  responsable,  declaró  no  haber 
lugar  al  recurso.  (Sent.  T.  S.  Sala  1»  5  junio  1886). 

Consistiendo  la  obligación  contraída  por  el  Banco  de  España  con  sus  acreedores  por  cuenta  co- 
rriente, según  lo  reconoce  su  Reglamento  en  su  art.  226  (concordante  con  los  63  y  69  del  vigíente^ 
en  satisfacer  con  cargo  a  los  fondos  que  tengan  en  dicha  cuenta  los  talones  al  portador  y  mandatos 
de  transferencia  que  expidan  legítimamente,  o  sean  autorizados  con  su  firma,  es  manifiesto  que  el  pa- 
go hecho  sobre  cualquiera  de  estos  documentos  autorizados  con  firma  falsificada  no  libra  al  Ban- 
co de  su  deuda  para  con  el  verdadero  acreedor,  porque  el  pago  se  hizo  a  quien  no  estaba  autori- 
zado para  recibirlo.  (Sent.  T.  S.  28  febrero  1896). 

Aun  cuando  en  algún  caso  concreto  pudiera  ser  mas  o  menos  discutible  la  responsabilidad  del 
Banco  de  España  cuando  resultara  que  al  pago  indebido  liabía  precedido  el  más  exquisito  cotejo 
de  la  firma  y  rúbrica  que  lo  autorizaba  con  la  indubitada  del  interesado,  si  aquélla  aparecía  tan 
perfecta  que  no  era  posible  racionalmente  comprobar  la  falsificación  sin  un  examen  pericial  espe- 
cialmente inteligente,  no  siendo  todo  esto  lo  que  aparece  de  los  términos  de  la  sentencia  recurri- 
da ni  de  la  prueba  pericial,  es  manifiesta  la  responsabilidad  del  Banco  al  hacer  el  pago  indebido  de 
que  se  trata,  primero,  porque  según  los  términos  dol  contrato  de  cuenta  corriente  de  que  se  trata,  al 
Banco  incumbía  la  obligación  de  cerciorarse  de  la  legitimidad  del  talón  presentado;  segundo,  por  no 
haberse  justificado  que  D  cometiera  acto  alguno  de  omisión  o  negligencia  que  haya  facilitado  el 
fraude;  tercero,  porque  no  basta  que  el  Banco  se  confiara  en  la  persona  que  hizo  la  presentación 
del  talón  falso  no  teniendo  como  no  tenía  la  representación  de  D...;  cuarto,  porque  la  interpretación 
que  el  recurrente  da  al  art.  66  de  los  Estatutos,  es  contradictoria  de  la  obligación  esencial  que  le 
incumbe,  de  no  hacer  pago  sino  al  verdadero  acreedor  representado  por  la  legitimidad  del  talón,  y 
quinto,  porque  careciendo  de  esta  circunstancia  el  talón  pagado  en  los  términos  que  quedan  expuestos, 
no  se  puede  atribuirle  el  carácter  de  suceso  imprevisto  e  inevitable  ni  afirmarse  con  razón  que  el  con- 
trato deja  de  cumplirse  de  buena  fe  al  exigir  la  responsabilidad  del  Banco.  (Sent.  T.  S.  Sala  1»  4 
diciembre  1906).  Véase  además  la  Jurisprudencia  anotada  al  pie  del  art.  45. 
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gún  interés,  en  cuyo  caso  lo  señalará,  dando  a  su  acuerdo  la  publicidad 
necesaria. 

Art.  66.  El  Consejo  de  Gobierno  determinará  cual  ha  de  ser  el  impor- 
te 'mínimo  de  la  primera  entrega  que  se  haga  para  abrir  una  cuenta  co- 
rriente, ya  en  Madrid  o  en  las  dependencias  del  Banco,  así  como  el  im- 
porte mínimo  también  de  las  entregas  sucesivas.  Estas  podrán  hacerse  en 
cualquier  Caja  del  Establecimiento  o  sus  dependencias,  con  abono  a  cuen- 
ta abierta  en  la  misma  o  en  otra  oficina. 

Art.  67.  Se  recibirán  en  cuenta  corriente  billetes  del  Banco  de  España, 
monedas  de  oro  y  plata  de  curso  legal  y  efectos  realizables  en  la  plaza  en 
que  esté  abierta  la  cuenta,  o  en  cualquier  otra  que  el  Consejo  de  Gobierno 
determine.  El  mismo  Consejo  señalará  los  términos  y  condiciones  con  que 
han  de  ser  admitidos  los  expresados  efectos. 

Art.  68.  Sólo  se  considerará  como  saldo  disponible  en  cuenta  corrien- 
te el  importe  de  los  fondos  entregados  en  metálico  y  los  procedentes  de  va- 
lores realizados. 

Art.  69.  Las  órdenes  de  pago  contra  cuenta  corriente  se  expedirán  en 
los  talones  al  portador,  mandatos  de  transferencia  o  cheques  que  el  Ban- 
co haya  entregado  previamente  a  los  interesados. 

Ningún  talón,  mandato,  cheque  o  cualquiera  otra  orden  de  pago  se  ex- 
pedirá por  cantidad  menor  de  100  pesetas,  a  no  ser  como  saldo  de  cuenta, 
pudiendo  el  Banco  exigir  que  se  repita  en  letra,  antes  de  la  firma,  la  can- 
tidad que  aquellos  representan. 

Art.  70.  Mediante  la  conformidad  previa  del  Banco,  los  tenedores  de 
cuenta  corriente  de  efectivo  podrán  librar  sobre  estas,  por  medio  de  letras 
de  cambio  u  otros  documentos  mercantiles,  dando  el  oportuno  aviso  por 
carta  la  oficina  del  Banco  donde  se  halla  la  cuenta. 

También  podrán  los  que  tengan  cuenta  corriente  aceptar  sus  letras  al 
domicilio  del  Banco'  de  España,  en  la  plaza  que  aquella  radique,  para  su 
pago,  con  fondos  de  la  misma,  previo  aviso  por  carta  a  la  oficina  corres- 
pondiente. 

Art.  71.  Con  la  conveniente  anticipación  circulará  el  Banco  en  fin  de 
cada  semestre,  a  los  que  tengan  cuenta  corriente,  dos  formularios  de  carta 
dirigida  al  Gobernador,  o  jefe  de  dependencia  para  que  fijen  los  interesados 
el  saldo  resultante  el  último  día  de  aquel,  y  en  ellos  se  consignará  tam- 
bién la  conformidad  del  Establecimiento.  El  Banco  guardará  un  ejem- 
plar de  la  carta  y  devolverá  el  otro'  al  interesado. 

La  omisión  de  esta  comprobación,  y  la  del  aviso  en  los  casos  de  pérdida 
o  sustracción  de  talones  y  demás  órdenes  de  pago,  podrán  motivar  el 
cierre  de  la  cuenta. 

Art.  72.  Se  cerrarán  también  las  cuentas  corrientes  de  efectivo  cuan- 
do en  las  liquidaciones  de  fin  de  año  resulte  que  los  interesados  han  de- 
jado 'transcurrir  seis  meses  sin  hacer  provisión  de  fondos,  con  un  saldo 
menor  de  100  pesetas. 

Cuentas  corrientes  de  valores,. 

Art.  73.  Abierta  una  cuenta  corriente  de  valores,  se  presentarán  estos 
bajo  factura  suscrita  por  la  persona  que  haya  de  disponer  de  aquellos,  o 
por  un  tercero,  en  la  misma  forma  establecida  para  los  depósitos  de  valores. 
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Art.  74.    Cada  cuenta  corriente  comprenderá  una  sola  clase  de  valores. 

Art.  75.  Los  titulares  de  estas  cuentas  dispondrán  de  los  valores  por 
medio  de  los  talones  que  les  facilitará  el  Banco,  debiendo  expresar  en  ellos 
las  series  y  numeración  de  los  títulos  que  deseen  retirar,  y  siendo  aplica- 
ble á  la  pérdida  o  sustracción  de  dichos  documentos  lo  prevenido  en  los 
artículos  61  y  71. 

Art.  76.  El  Banco  de  España  percibirá  por  las  cuentas  corrientes  de 
Valores  la  remuneración  que  acuerde  el  Consejo  de  Gobierno  y  que  se  pu- 
blicará oportunamente. 

CAPÍTULO  V 
De  los  descuentos 

Art.  77.  El  Banco  de  España  podrá  admitir  a  descuento,  en  las  con- 
diciones que  señala  el  artículo  16  de  sus  estatutos  y  dentro  de  los  lími- 
tes que  determine  el  Consejo  de  Gobierno,  letras,  cheques  y  otros  efectos 
girados  sobre  Madrid  y  demás  plazas  del  Reino  y  que  están  expedidos  con 
las  formalidades  prescrita  por  las  leyes. 

En  el  caso  de  que,  conforme  al  art.  16  citado,  una  de  las  firmas  se 
reemplace  por  un  depósito  de  valores  de  los  que  el  Banco  admita  para  ga- 
rantía de  préstamos  o  créditos,  el  resguardo  de  dicho  depósito,  constituido 
o  endosado  a  favor  del  Banco,  quedará  en  su  Cartera,  afecto  a  la  opera- 
ción que  garantice,  hasta  su  completo  pago,  después  del  cual  podrá  reti- 
rar los  valores  el  interesado. 

El  plazo  de  las  letras  o  efectos  que  se  presenten  a  descuento,  no  podrá 
exceder  de  noventa  días. 

Se  admitirán  también  a  descuento  los  cupones  y  títulos  amortizados 
de  Deudas  del  Estado,  del  Tesoro  o  de  valores  que  el  Banco  admita  como 
garantía  de  préstamos. 

Art.  78.  El  tipo  de  descuento  y  el  mínimo  de  percepción  lo  fijará  y 
anunciará  el  Consejo  de  Gobierno,  y  los  efectos  se  liquidarán  a  dicho  tipo 
por  los  días  que  falten  para  su  vencimiento  o  cobro.  Mediante  acuerdo  del 
Consejo  de  Gobierno,  podrá  el  Banco  abonar  una  comisión  a  los  sindicatos, 
gremios  o  asociaciones  comerciales,  industriales  o  agrícolas,  que  garanticen 
la  realización  de  los  efectos  que  presenten  a  descuento  los  agremiados. 

Art.  79.  El  Banco  adquirirá  cuantos  antecedentes  y  datos  reservados 
juzgue  necesarios  de  los  particulares,  comerciantes,  industriales,  sociedades, 
sindicatos,  gremios  o  asociaciones  comerciales,  industriales  o  agrícolas  y 
demás  entidades,  cuyas  firmas  puedan  ser  admitidas  en  sus  operaciones, 
para  poder  apreciar  en  todo  momento  la  solvencia  de  las  mismas. 

Art.  80.  Para  la  concesión  de  los  descuentos  se  tendrá  presente  el  cré- 
dito que  pueda  reconocerse  a  los  firmantes  de  los  efectos,  apreciando  las 
cantidades  que  hayan  recibido'  y  la  estimación  de  que  gocen  sus  firmas. 

Art.  81.  Las  personas  que  deseen  descontar  sus  efectos  de  comercio 
en  el  Banco  de  España,  podrán  solicitarlo  por  medio  de  carta  en  que  se 
consigne  su  nombre,  domicilio,  negocios  en  que  se  ocupase,  bienes  que 
posean  y  referencias  que  puedan  presentar. 

Las  Sociedades  acompañarán,  además,  un  testimonio  de  sus  escrituras 
de  constitución,  en  que  conste  la  razón  social,  el  nombre  de  los  socios,  el 
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capital  aportado,  los  negocios  a  que  se  dediquen  aquellas  y  las  firmas  que 
deben  autorizar  sus  operaciones.  Los  particulares  y  las  sociedades  presenta- 
rán también  si  el  Banco  lo  exige,  una  certificación  de  dos  personas  de  no- 
torio crédito  que  atestigüen  la  identidad  de  la  persona,  firma,  solvencia  y 
exacto  cumplimiento  de  sus  compromisos. 

Art.  82.  Los  socios  colectivos  de  una  Compañía  mercantil  se  computa- 
rán juntos,  como  una  sola  firma,  para  los  efectos  del  descuento. 

Art.  83.  En  las  operaciones  de  descuento  y  negociación  se  podrá  exi- 
gir la  intervención  de  Agente  de  Bolsa  o  Corredor  de  Comercio  y  en  las 
plazas  en  que  no  existan  agentes  ni  corredores,  podrán  ser  reemplazados 
por  Notarios  públicos. 

Art.  84.  El  aval  que  supla  la  falta  de  una  firma  en  los  valores  presenta- 
dos a  descuento,  ha.  de  ser  prestado  por  persona  de  responsabilidad,  a  jui- 
cio del  Banco. 

Art.  85.  En  las  letras  admitidas  a  descuento'  que  no  fueren  aceptadas 
deberá  exigirse  el  afianzamiento  de  su  valor,  con  arreglo  al  art.  481  del 
Código  de  Comercio. 

Art.  86.  La  Administración  del  Banco  es  árbitra  de  admitir  o  rechazar 
el  descuento  de  efectos,  sin  que  en  ningún  caso  esté  obligada  a  motivar 
su  determinación. 

Art.  87.  El  producto  líquido  de  las  negociaciones  y  descuentos  verifi- 
cados en  el  Banco,  se  acreditará  en  las  cuentas  corrientes  de  los  interesados 
o  en  las  que  designen  estos  en  las  facturas  de  presentación  de  los  efectos. 

CAPÍTULO  VI 
De  los  préstamos  con  garantía  de  valores 

Art.  88.  De  conformidad  con  los  arts.  17  y  18  de  los  Estatutos,  el 
Banco  podrá  hacer  préstamos  con  garantía  de  los  valores  o  efectos  que  se 
determinen  en  dichos  artículos,  siempre  con  las  condiciones  legales  y  pol- 
los plazos  que  no  excedan  de  90  días  (5). 

Los  préstamos  no  serán  menores  de  500  pesetas  en  Madrid,  y  250  en 
las  Sucursales  y  demás  dependencias. 

Art.  89.  Vencido  el  préstamo  con  garantía  y  no  pidiendo  el  interesado 
la,  cancelación,  se  entenderá  prorrogado  tácitamente,  si  al  Banco  conviniere, 
por  noventa  días :  y  así  sucesivamente  en  los  futuros  vencimientos,  mien- 
tras la  ley  conserve  su  duración  legal  a  la  póliza. 

En  todo  caso'  el  prestatario  deberá  satisfacer  al  Banco  el  importe  de  los 
intereses  devengados  en  cada  uno  de  los  vencimientos,  sin  lo  cual  no  po- 
drá tenerse  por  ef  ectuada  la  prórroga  de  la  operación. 

Art.  90.  Para  valorar  la  garantía  de  los  préstamos  sobre  efectos  públi- 
cos o  valores  comerciales,  se  tendrá  presente  no  sólo  la  cotización  oficial 
de  aquellos  valores  donde  la  haya,  sino  la  verdadera  estimación  que  en  sí 
tengan:  y  los  de  las  correspondientes  a  mercancías  se  obtendrán  por  los 
medios  oficiales  o  extraoficiales  que  se  consideren  más  convenientes. 


(5)  E6toe  préstamos  gozan  de  exención  del  impuesto  de  derechos  reales.  (Reglamento  20  abril 
1911,  art.  6»,  n«  21). 
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!Art.  91.  Las  pastas  de  oro  y  las  de  plata  que  se  den  en  garantía  de 
préstamos,  serán  valoradas  a  costa  de  sus  dueños,  por  ensayadores  compe- 
tentes a  juicio  del  Banco,  y  a  presencia  de  un  empleado  del  mismo  que  las 
acompañará  en  su  traslación  a  éste. 

Las  monedas  extranjeras  se  estimarán  por  su  valor  intrínseco. 

Art.  92.  Toda  operación  de  préstamo  ha  de  ser  intervenida  por  Agente 
tíe  Bolsa,  Corredor  de  Comercio,  o  Notario  público,  suscribiéndose  por 
aquellos  la  póliza  correspondiente  y  levantando  acta  notarial,  cuando  la 
operación  se  intervenga  por  Notario,  donde  conste  la  clase  y  numeración 
de  los  valores  que  la  garanticen. 

Art.  93.  Para  formalizar  los  préstamos,  los  interesados  acompañarán 
los  valores  que  ofrezcan  en  garantía  o  los  resguardos  de  depósito  en  el 
Banco  de  los  mismos,  suscribiendo  además  las  pólizas  cuyos  impresos  tim- 
brados se  les  facilitarán. 

Art.  9L  El  Banco  de  España  podrá  hacer  reconocer  la  legitimidad  de 
las  garantías  por  los  medios  que  estime  más  eficaces. 

Las  Sucursales  y  demás  dependencias,  tendrán  la  facultad  cuando  lo 
juzguen  conveniente,  de  no  dar  por  recibidos  los  títulos  sino  después  de 
que  por  su  conducto,  hayan  sido  reconocidos  en  Madrid,  en  la  Dirección 
general  de  la  Deuda  pública,  o  en  los  puntos  en  que  pueda  practicarse  este 
reconocimiento,  si  se  trata  de  valores  industriales  o  mercantiles,  a  fin  de 
asegurarse  de  la  legitimidad. 

La  falta  de  reconocimiento  por  cualquiera  causa,  puede  suplirse  con  la 
firma  de  la  persona  de  crédito  que  salga  garante  de  la  legitimidad  de  los 
valores. 

Art.  95.  En  los  préstamos  sobre  reconocimientos  de  embarque  y  mercan- 
cías, además  de  los  documentos  que  señalan  los  Estatutos  (6)  acompañarán 
los  interesados  un  pagaré  ajustado  a  los  preceptos  del  Código  de  Comercio. 

Art.  96.  Los  efectos  que  se  den  en  garantía  de  préstamos,  sólo  se  admi- 
tirán por  un  valor  que  no  exceda  de  las  cuatro  quintas  partes  del  precio 
corriente. 

Los  metales  preciosos  se  admitirán  por  el  90  por  ciento  de  su  valor  in- 
trínseco'. 

Los  conocimientos  de  embarque  y  resguardos  de  depósito  de  mercan- 
cías se  tomarán  en  garantía  por  el  50  por  ciento,  como  máximum  del  pre- 
cio corriente  que  alcancen  en  la  plaza  los  efectos  que  representen. 

Los  interesados  están  obligados  a  mejorar  la  garantía  si  el  precio  baja 
la  décima  'parte  del  tipo  de  admisión  (7). 

Art.  97.  El  Banco  de  España  procederá  respecto  a  ventas  de  garantías, 
cualquiera  que  sea  su  clase,  con  arreglo  a  lo  que  disponen  los  arts.  23  y 
24  de  los  Estatutos  W. 


(6)  También  podrá  prestar  el  Banco  sobre  conocimientos  de  embarque,  acompañados  de  facturas 
y  pólizas  de  seguro  y  sobre  mercancías  aseguradas,  por  medio  de  los  resguardos  emitidos  por  las 
Compañías  de  depósito  legalmente  constituidas.  (Arts.  12-13  y  14  de  los  actuales  Estatutos). 

(7)  Véanse  los  arts-  12-13  y  14  de  los  Estatutos  vigentes  inserios  anteriormente- 

(8)  El  Banco  potlri  disponer  las  venias  de  las  garantías  al  tercer  día  o  cualquier  otro  poste- 
rior de  haber  requerido  por  simple  aviso  a  los  tomadores  de  los  préstamos  para  que  mejoren  dichas 
garantías,  si  no  lo  hubiesen  verificado,  y  después  del  vencimiento  do  la  obligación  si  ésta  no  hu- 
biere sido  satisfecha. 
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Art.  98.  Los  intereses  correspondientes  a  cada  préstamo  se  cobrarán 
por  el  Banco  a  su  vencimiento,  o  antes,  si  se  liquidase  aquel,  con  el  número 
de  días  de  percepción  de  intereses  que  fije  el  Consejo  de  Gobierno. 

Art.  99.  La  oficina  correspondiente  llamará  la  atención  de  los  jefes  y 
estos  en  su  caso  de  la  Comisión  respectiva,  sobre  las  alteraciones  que  ocu- 
rran en  el  precio  de  los  valores  que  constituyan  la  garantía  de  los  prés- 
tamos. 

CAPÍTULO  VII 
De  los  créditos  con  garantía 

Art.  100.  El  Banco  de  España  podrá  abrir  cuentas  corrientes  de  cré- 
dito con  garantía  de  los  efectos  y  valores  a  que  se  refiere  el  art.  17  de 
los  Estatutos,  en  las  condiciones  y  por  las  cantidades  que  tenga  a  bien 
acordar. 

El  tipo  máximo  a  que  se  admitirán  estos  valores  será  el  mismo  desig- 
nado para  los  préstamos. 

Art.  101.  Toda  operación  de  crédito  con  la  garantía  de  los  efectos  o 
valores  a  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  se  formalizará  mediante  pó- 
liza que  facilitará  el  Banco. 

Art.  102.  La  admisión,  reposición  y  venta  de  las  garantías  y  prórroga 
de  la  operación  a  su  vencimiento,  se  regularán  por  lo  que  disponen  los 
Estatutos  y  este  reglamento  respecto  a  los  préstamos. 

El  Consejo  de  Gobierno  determinará  los  intereses  que  hayan  de  abonarse 
en  esta  clase  de  operaciones  y  la  comisión  si  lo  estima  oportuno. 

Art.  103.  Conforme  al  art.  21  de  los  Estatutos  (9),  el  Banco  podrá  abrir 
cuentas  de  créditOi  con  garantía  de  letras  aceptadas  o  endosadas  por  tercero 
o  de  pagarés  con  dos  firmas.  En  todo  caso,  el  vencimiento  de  estos  efectos 
no  excederá  de  un  año. 

A  medida  que  se  verifique  el  cobro,  se  abonarán  en  la  cuenta  de  crédito 
que  garanticen,  rebajando  el  importe  de  dicho  crédito  en  la  parte  propor- 
cional que  corresponda.  Los  efectos  que  no  sean  realizados  a  su  vencimien- 
to, se  devolverán  en  tiempo  hábil  al  interesado  exigiendo  el  reembolso  o 
reduciendo  el  crédito,  según  proceda.  Si  en  este  no  hubiere  saldo  disponi- 
ble el  interesado  deberá  entregar  su  importe  o  sustituir  con  otros  los  efec- 
tos devueltos. 


A  estas  ventas  se  procederá  sin  necesidad  'de  providencia  judicial,  con  intervención  de  agente  de 
cambios  o  corredor  de  número  o  por  otro  medio  oficial  o  extra-oficial  que  se  hallare  establecido  por 
el  uso  en  las  respectivas  localidades. 

Para  que  no  haya  obstáculo  en  las  enajenaciones  y  pueda  siempre  realizarlas  el  Banco  sin  inter- 
vención del  deudor,  los  efectos  que  constituyan  las  garantías  se  considerarán  transferidos  al  mismo 
establecimiento  sin  otra  formalidad,  por  el  mero  hecho  de  habérsele  dado  en  aquel  concepto  y  des- 
de «1  día  en  que  se  hubiesen  entregado.  Las  inscripciones  y  los  valores  nominativos  habrán  de  trans- 
mitirse en  debida  forma,  dándose  no  obstante  por  la  Administración  a  los  interesados  un  resguar- 
do en  que  se  expone  este  único  y  exclusivo  objeto  de  la  transferencia. 

Si  el  producto  de  la  garantía  no  alcanzase  a  cubrir  íntegramente  el  capital  del  préstamo,  sus 
intereses  y  gastos,  e¡  Banco  procederá  por  la  diferencia  contra  el  deudor,  a  quien  por  el  contra- 
rio será   entregado  el  exceso,  si  lo  hubiere-  (Art.   13  de  los  Estatutos  del  Banco  de  España). 

(9)  Hoy  art.  15. 
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Art.  104.  El  plazo  de  estos  créditos  no  excederá  de  90  días,  formalizán- 
dose en  los  documentos  que  al  efecto  facilitará  el  Banco,  y  en  los  cuales, 
irán  detalladas  las  condiciones  de  la  operación. 

Art.  105.  El  Consejo  de  Gobierno  determinará  la  proporción  que  haya 
de  guardar  la  garantía  de  estos  créditos  con  el  importe  por  que  se  con- 
cedan. 

Art.  106.  También  podrán  abrirse  créditos  con  garantía  personal,  me- 
diante documento  en  que  se  obliguen  solidariamente,  dos  o  más  personas 
de  reconocida  solvencia,  al  pago  de  las  cantidades  que  disponga  el  acre- 
ditado. 

Estos  créditos  se  abrirán  por  el  plazo  máximo  de  noventa  días  formali- 
zándose en  iguales  términos  que  los  expresados  en  el  art.  103,  para  los  cré- 
ditos con  garantía  de  efeoos  comerciales. 

Art.  107.  El  concesionario  de  una  cuenta  de  crédito  con  garantía  po- 
drá disponer  de  su  importe  por  medio  de  talones  de  cuenta  corriente  que 
le  entregará  el  Banco,  o  por  otro  que  éste  acuerde. 

Art.  108.  Las  cuentas  corrientes  de  crédito  se  regirán  por  el  mismo 
tipo  de  interés  fijado  para  los  préstamos. 

Si  el  interesado  tiene  a  su  favor  un  saldo  en  su  cuenta  superior  al  cré- 
dito concedido,  no  devengará  intereses  el  exceso. 

Las  entregas  que  se  hagan  para  estas  cuentas,  se  conceptuarán  como  va- 
lor al  siguiente  día  de  efectuadas. 

CAPÍTULO  VIII 
De  los  giros  y  negociaciones 

Art.  109.  El  Banco  de  España  hará  las  operaciones  de  giro  que  aconse- 
jen sus  relaciones  con  el  comercio  y  la  banca  para  llenar  los  fines  de  su 
instituto. 

Las  letras  que  al  efecto  se  expidan,  irán  firmadas  en  Madrid  por  el  jefe 
de  operaciones  y  en  sustitución  de  éste  por  el  Jefe  del  Negociado  de  giros : 
en  las  Sucursales  y  demás  dependencias,  por  el  Director,  Jefe  de  éstas  o 
el  Jefe  del  Negociado  encargado  de  este  servicio,  y  en  todo  caso  llevarán 
la  toma  de  razón  de  la  Intervención. 

Las  Sucursales  y  demás  dependencias  solamente  harán  las  operaciones 
de  giro  o  negociación  con  arreglo  a  las  instrucciones  que  hayanse  recibido 
de  la  Administración  central. 

Art.  110.  Conforme  al  art.  19  de  los  Estatutos,  el  Banco  de  España  po- 
drá ceder  y  tomar  en  negociación  los  efectos  sobre  el  extranjero  que  reú- 
nan las  condiciones  legales,  y  teniendo  en  cuenta  la  solvencia  de  las  firmas 
que  los  autoricen. 

Art.  111.  También  podrá  el  Banco  facilitar  cartas  de  crédito  sobre 
plazas  del  Reino  y  del  extranjero,  en  las  condiciones  que  el  Consejo  de 
Gobierno  determine. 
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>-  CAPÍTULO  IX 

De  los  cobros  y  pagos  por  cuenta  ajena 

Art.  112.  El  Banco  de  España  se  encargará  del  servicio  de  cobros  y 
pagos  por  cuenta  ajena  a  los  que  tengan  cuenta  corriente  abierta  o  de- 
pósito constituido  en  el  Banco  o  sus  dependencias,  en  las  condiciones  que 
estipule  con  los  que  lo  soliciten  y  con  arreglo  a  las  disposiciones  del  Có- 
digo de  Comercio  sobre  el  contrato  de  comisión  mercantil. 

En  el  caso  de  no  realizarse  el  servicio  solicitado,  los  gastos  que  hayan 
podido  ocasionarse  serán  satisfechos  por  el  interesado. 


CAPÍTULO  II 


Legislación  general  relativa  a  las  Compañías  o  Bancos 
de  Crédito  Territorial 

(Código  de  Comercio) 

Artículo  199.  Corresponderán  principalmente  a  la  índole  de  estas  com- 
pañías, las  operaciones  siguientes : 

la    Prestar  a  plazos  sobre  inmuebles. 

2a    Emitir  obligaciones  y  cédulas  hipotecarias. 

Art.  200.  Los  préstamos  se  harán  sobre  hipotecas  de  bienes  inmuebles 
cuya  propiedad  esté  inscrita  en  el  Registro  a  nombre  del  que  constituya 
aquélla,  y  serán  reembolsables  por  anualidades. 

Art.  201.  Estas  compañías  no  podrán  emitir  obligaciones  ni  cédulas 
al  portador  mientras  subsista  el  privilegio  de  que  actualmente  disfruta  por 
las  leyes  especiales  el  Banco  Hipotecario  de  España  W. 

Art.  202.  Exceptúanse  de  la  hipoteca  exigida  por  el  art.  200,  los  prés- 
tamos a  las  provincias  y  a  los  pueblos,  cuando  estén  autorizados  legalmente 
para  contratar  empréstitos,  dentro  del  límite  de  dicha  autorización,  y  siem- 
pre que  el  reembolso  del  capital  prestado,  sus  intereses  y  gastos,  estén 
asegurados  con  rentas,  derechos  y  capitales  o  recargos  o  impuestos  es- 
peciales. 

Exceptúanse,  asimismo,  los  préstamos  al  Estado,  los  cuales  podrán  hacer- 
se, además,  sobre  pagarés  de  compradores  de  bienes  nacionales. 

Los  préstamos  al  Estado,  a  las  provincias  y  a  los  pueblos  podrán  ser, 
reembolsables  a  un  plazo  menor  que  el  de  cinco  años. 

Art.  203.  En  ningún  caso-  podrán  los  préstamos  exceder  de  la  mitad 
del  valor  de  los  inmuebles  en  que  se  hubiere  de  constituir  la  hipoteca. 

Las  bases  y  formas  de  la  valuación  de  los  inmuebles,  se  determinarán 
precisamente  en  los  estatutos  o  reglamentos. 

Art.  204.  El  importe  del  cupón  y  el  tanto  de  amortización  de  las  cédu- 
las hipotecarias  que  se  emitan  por  razón  de  préstamo,  no  será  nunca  mayor 
que  el  importe  de  la  renta  líquida  anual  que  por  término  medio  produz- 
can en  un  quinquenio  los  inmuebles  ofrecidos  y  tomados  en  hipoteca  como 
garantía  del  mismo  préstamo.  El  cómputo  se  hará  siempre  relacionando 
entre  sí  el  préstamo,  el  rendimiento  del  inmueble  hipotecado  y  la  anua- 
lidad de  las  cédulas,  que  con  ocasión  de  aquél  se  emitan.  Esta  anualidad  po- 
drá ser,  en  cualquier  tiempo^  inferior  a  la  renta  líquida  anual  de  los  res- 


(1)  El  privilegio  a  que  alude  este  articulo  está  consignado  en  el  Real  decreto  de  24  de  julio 
de  1875. 
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pectivos  inmuebles  hipotecados  como  garantía  de  préstamo  y  para  la  emi- 
sión de  las  cédulas  (2). 

Art.  205.  Cuando  los  inmuebles  hipotecados  disminuyan  de  valor  en 
un  40  por  100,  el  Banco  podrá  pedir  el  aumento  de  la  hipoteca  hasta  cu- 
brir la  depreciación,  o  la  rescisión  del  contrato,  y  entre  estos  dos  extremos 
optará  el  deudor. 

Art.  206.  Los  Bancos;  de  crédito  territorial  podrán  emitir  cédulas  hipo- 
tecarias por  una  suma  igual  al  importe  total  dé  los  préstamos  sobre  in- 
muebles. 

Podrán,  además,  emitir  obligaciones  especiales  por  el  importe  de  los 
préstamos  al  Estado,  a  las  provincias  y  a  los  pueblos. 

Art.  207.  Las  cédulas  hipotecarias  y  obligaciones  especiales  de  que  tra- 
ta el  artículo  anterior,  serán  nominativas  o  al  portador,  con  amortización 
o  sin  ella5  a  corto  o  a  largo  plazo,  con  prima  o  sin  prima. 

Estas  cédulas  y  obligaciones,  sus  cupones  y  las  primas,  si  las  tuvieren, 
producirán  acción  ejecutiva  en  los  términos  prevenidos  en  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil  (3). 

Art.  208.  Las  cédulas  hipotecarias  y  obligaciones  especiales,  lo  mismo 
que  sus  intereses  o  cupones  y  las  primas  que  les  estén  asignadas,  tendrán 
por  garantía,  con  preferencia  sobre  todo  otro  acreedor  u  obligación,  los 
créditos  y  préstamos  a  favor  del  Banco  o  compañía  que  las  haya  emitido 
y  en  cuya  representación  estuvieren  creadas,  quedando^  en  consecuencia, 
afectos  especial  y  singularmente  a  su  pago  esos  mismos  préstamos  y  cré- 
ditos. 

Sin  perjuicio  de  esta  garantía  especial,  gozarán  la  general  del  capital  de 
la  compañía,  con  preferencia  también,  en  cuanto  a  éste,  sobre  los  créditos 
resultantes  de  las  demás  operaciones. 

Art.  209.  Los  Bancos  de  crédito-  territorial  podrán  hacer  también  prés- 
tamos con  hipoteca,  reembolsables  en  un  período  menor  de  cinco  años. 

Estos  préstamos  a  corto  tiempo  serán  sin  amortización  y  no  autorizarán 
la  emisión  de  obligaciones  o  cédulas  hipotecarias,  debiendo  hacerse  con 
los  capitales  procedentes  de  la  realización  del  fondo  social  y  de  sus  bene- 
ficios (*). 

Art.  210.    Los  Bancos  de  crédito  territorial  podrán  recibir,  con  interés  o 


(2)  Este  Código,  al  regular  los  Bancos  de  crédito  territorial,  plantea  estas  instituciones  con  arre- 
glo al  sistema,  según  el  cual  dichos  Bancos  son  meros  intermediarios  entre  propietarios  y  capitalis- 
tas, demostrándolo  así  las  disposiciones  de  la  sección  11»,  tit.  í,  libro  II  del  mismo  y  especialmente 
las  de  este  artículo  y  las  de  los  206  y  208.  (Resolución  15  enero  1898). 

(3)  Acerca  del  procedimiento  para  hacer  efectivo  el  importe  de  las  cédulas  hipotecarias,  obliga- 
ciones, etc.,  véanse  los  arts.  1429  a  1453  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

(4)  Las  prescripciones  de  este  artículo  y  las  del  206,  se  hallan  en  suspenso,  como  consecuencia 
del  privilegio  establecido  en  el  art.  201. 

El  tenedor  de  cada  grupo  de  cédulas  y  obligaciones,  será  satisfecho  con  el  importe  de  los  créditos 
o  préstamos  a  favor  del  Banco  que  respectivamente  representan,  con  exclusión  de  los  tenedores  de 
otras  cédulas  y  obligaciones,  aun  cuando  fuesen  de  fecha  anterior.  Corrobora  este  artículo  el  carácter 
de  intermediarios  que  tienen  los  Bancos  de  crédito  territorial,  pues  al  autorizar  a  éstos  para  hacer 
préstamos  hipotecarios,  reembolsables  a  corto  plazo,  no  les  faculta  para  emitir  cédulas  hipotecarias, 
debiendo  hacerlo  con  los  capitales  procedentes  de  la  realización  del  fondo  social  y  de  sus  beneficios, 
con  lo  que  estableoe  la  distinción  entre  préstamos  hechos  por  cuenta  y  con  capitales  propios  del  Banco 
y  préstamos  representados  por  cédulas  hipotecarias,  cuyos  tenedores  son  los  verdaderos  prestamistas- 
(Resol.  15  enero  1898). 
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sin  él,  capitales  en  depósito,  y  emplear  la  mitad  de  los  mismos  en  hacer 
anticipos  por  un  plazo  que  no  exceda  de  noventa  días,  así  sobre  sus  obliga- 
ciones y  cédulas  hipotecarias,  como  sobre  cualesquiera  otros  títulos  de 
los  que  reciben  en  garantía  los  Bancos  de  emisión  y  descuento. 

A  falta  de  pago  por  parte  del  mutuario,  el  Banco  podrá  pedir,  con  arre- 
glo a  lo  dispuesto  en  el  art.  323,  las  ventas  de  las  cédulas  o  títulos  pig- 
norados (6). 

Art.  211.  Todas  las  combinaciones  de  crédito  territorial,  inclusas  las 
asociaciones  mutuas  de  propietarios,  estarán  sujetas,  en  cuanto  a  la  emi- 
sión de  obligaciones  y  cédulas  hipotecarias,  a  las  reglas  contenidas  en  esta 
sección. 


B.   Legislación  especial  relativa  al  Banco  Hipotecario 

Historia  del  mismo.  —  Su  actual  Constitución.  —  Marcha  del  Banco  Hipotecario  en  1921. 

Historia  del  mismo.  Su  actual  constitución.  —  El  Banco  Hipo- 
tecario de  España  fué  creado  por  la  ley  de  2  de  Diciembre  de 
1872  que  autorizó  su  constitución  con  un  capital  de  50  millones 
de  pesetas  dividido  en  100,000  acciones  de  a  500  pesetas  una.  Su 
privilegio  de  negociar  las  cédulas  hipotecarias  que  emita  con  arre- 
glo al  artículo  23  de  la  expresada  ley  de  su  creación  y  la  de  com- 
prar y  vender  las  mismas  cédulas  y  obligaciones,  arranca  del  Real 
Decreto  de  24  de  Julioi  de  1875,  que  dejó  sin  efecto  el  artículo 
adicional  de  la  ley  de  1872. 

El  Banco  Hipotecario  puede  destinar  sus  fondos  no  solamente 
a  las  operaciones  señaladas  en  el  artículo  23  de  la  ley  de  creación, 
sino  también  a  las  señaladas  en  los  artículo  24  y  25  de  la  misma, 
en  el  7.2  de  sus  Estatutos  y  en  préstamos  sobre  efectos  de  garantías 
sólidas  a  juicio  del  Consejo  de  Administración. 

El  Banco  Hipotecario  es  dirigido  por  un  Gobernador  y  dos  sub- 
gobernadores  nombrados  por  el  Gobierno  a  propuesta  del  Consejó 
de  Administración,  que  es  elegido  por  los  accionistas  y  se  compone 
de  12  a  24  individuos. 


(5)  Al  autorizar  este  artículo  a  los  Bancos  do  crédito  territorial  para  hacer  anticipos  de  capita- 
les, por  un  plazo  que  no  exceda  de  nóvenla  días,  con  la  garantía  de  sus  obligaciones  y  cédulas  hipo- 
tecarias, esto  es,  de  las  emitidas  por  los  mismos  en  representación  de  los  préstamos  hipotecarios  a 
largo  plazo,  se  deduce  también  que  no  son  dueños  de  las  hipotecas  representadas  por  dichas  cédu- 
las, como  lo  son  de  las  constituidas  en  garantía  do  los  préstamos  a  que  se  refiere  el  art  209,  las  cua- 
les por  esta  consideración  no  pueden  servir  de  garantía  en  las  operaciones  de  crédito  a  que  alude  el 
que  ampliamos. 

No  siendo  loe  créditos  representados  por  las  cédulas  hipotecarias  propiedad  del  Banco  que  las 
emite,  es  evidente  que  no  pueden  ser  aquéllos  subhipotecados  por  éste,  quien,  al  constituir  la  sub- 
hipoleca  a  favor  de  los  tenedores  de  las  cédulas,  verifica  un  acto  nulo,  no  solamente  por  la  conside- 
ración expuesta,  6Íno  también  porque  constituye  una  garantía,  consistente  en  lo  que  es  propiedad  de 
las  personas  a  cuyo  favor  la  otorga-  (R.  15  de  enero  de  1898). 
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Para  entrar  en  posesión  de  sus  cargos  deberán  depositar  previa- 
mente en  la  Caja  del  Banco:  el  Gobernador  100  acciones  y  los  sub- 
gobernadores  y  cada  uno  de  los  Consejeros  50.  Dichas  acciones 
deberán  estar  inscritas  a  nombre  de  la  persona  de  cuyos  actos  respon- 
den :  son  inalienables  mientras  duren  sus  funciones  y  no  se  devuelven 
hasta  que  su  dueño  cesa  en  el  desempeño  de  aquellas :  y  si  se  trata 
del  Gobernador  o  los  sub-gobernadores,  hasta  que  son  aprobados 
sus  actos  por  la  Junta  General,  luego  de  haber  dejado  sus  destinos. 

Marcha  del  Banco  Hipotecario  de  España.  —  La  Memoria  presen- 
tada por  su  Gobernador  en  la  Junta  general  de  accionistas  del  día 
6  de  Mayo  de  1921,  nos  entera  del  desarrollo  conseguido  en  el 
ejercicio  pasado. 

La  cifra  de  114.207,950  pesetas  a  que  ascendieron  en  él  los  prés- 
tamos de  todas  clases  realizados  por  el  Banco  —  32.178,234  pesetas 
más  que  en  el  año  anterior  —  es  a  juicio  de  aquella  Memoria  no  sólo 
la  manifestación  de  un  desenvolvimiento  normal  sino  trasunto  dé  la; 
crisis  que  perturbó  la  economía  nacional,  la  cual  limitando  el  uso 
del  crédito  suscitó  la  movilización  de  la  propiedad  urbana. 

Los  datos  estadísticos  que  acompañan  aquella  Memoria  prueban1 
sin  embargo  que,  comparados  los  resultados  obtenidos  en  1021  con 
los  realizados,  poco  antes,  en  191 8,  el  aumento  logrado  en  Cataluña, 
en  los  préstamos  a  largo  y  corto  plazo  ha  sido  de  140  o/0  (35.962,500 
pesetas  en  vez  de  14.975,500)  pero  que  ha  ascendido,  a  178  % 
(78.245,450  pesetas  contra  28.148,450)  en  el  resto  de  las  provincias 
lo  que  muestra  que  la  crisis  finaciera  de  Barcelona  no  contribuyo: 
por  sí  sola  a  aquel  resultado. 

El  Banco  ha  realizado  desde  su  fundación  los  siguientes  présta- 
mos hipotecarios  a  largo  plazo  : 

Hasta  últimos  de  1921,  17,851  préstamos  por      770.367,445 '04  ptas. 

De  esta  suma  quedaron  amortizadas.  ,  ,  .   .    334.083, 597^4  » 

Así  en  31  de  Diciembre  importaban  los  présta- 
mos hipotecarios  a  largo  plazo.  .  .  .  .  .  .    436.283,847*20  » 

Además,  el  saldo  de  préstamos  a  corto  plazo 
para  construcción  de  edificios  era  de.   .  .  503,667*39  » 

Resulta  pues,  un  saldo  de  préstamos  por.  .  .     455-3Ó9,764'59  » 

Las  utilidades  generales  de  los  préstamos  hipotecarios  han  sido 
en  192 1  de  3426,256'59  pesetas  contra  2.9i7,522'82  ptas.  en  1920. 

El  capital  nominal  de  las  cédulas  en  circulación  en  21  de  Di- 
ciembre último  era  el  de  431. 580,073*99  pesetas. 


Régimen  del  Banco  Hipotecario  de  España  "> 


Ley  de  2  de  Diciembre  de  1872 

Art.  23.    Las  operaciones  del  Banco  Hipotecario  serán: 

1«  Prestar  con  primera  hipoteca  de  bienes  inmuebles,  cuya  propiedad 
esté  inscrita  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  suma  equivalente  a  la  mitad 
a  lo  más  de  su  valor  en  tasación,  reembolsable  a  largo  plazo  por  anuali- 
dades o  semestres,  o  a  corto  plazo  con  amortización  o  sin  ella.  Se  conside- 
rará también  como  primera  hipoteca  la  que  garantice  un  préstamo  por 
cuyo  medio  queden  reembolsados  y  extinguidos  los  créditos  anteriores  ins- 
critos que  graven  la  finca  hipotecada. 

2°  Adquirir  créditos  asegurados  con  hipoteca  ya  existente,  que  tengan 
las  condiciones  expresadas  en  el  número  anterior. 

3Q  Prestar  a  las  Diputaciones  provinciales  y  Ayuntamientos,  legalmen- 
te autorizados  para  contratar  empréstitos,  las  sumas  que  permita  su  respec- 
tiva autorización,  aunque  sea  sin  hipoteca,  siempre  que  esté  asegurado  su 
reembolso  y  el  pago  de  los  intereses  con  un  recargo  o  impuesto  especial  o 
recurso  permanente  que  figure  en  el  respectivo  presupuesto. 

4°  Adquirir  o  descontar  créditos  contra  provincias  o  pueblos,  siempre 
que  reúnan  todas  las  condiciones  expresadas  en  el  número  anterior. 

5e    Hacer  préstamos  al  Tesoro. 

62  Emitir,  en  virtud  de  las  operaciones  ya  enumeradas  y  hasta  el  im- 
porte de  las  cantidades  prestadas,  cédulas  hipotecarias  u  otras  obligaciones 
reembolsables  en  épocas  fijas  o  por  vía  de  sorteo.  Pedrán  concederse  a 
estos  títulos  primas  o  premios  pagaderos  en  el  momento  del  reembolso. 

7°  Negociar  las  mencionadas  cédulas  hipotecarias  u  obligaciones  y  pres- 
tar sobre  estos  títulos. 

El  capital  social  se  destinará  preferentemente  a  las  operaciones  ya  in- 
dicadas. 

Art.  24.    El  Banco  queda  igualmente  autorizado : 

ls  A  recibir  en  depósito  toda  clase  de  valores  en  papel  y  metálico :  y 
llevar  cuentas  corrientes  por  el  importe  total  de  aquellos,  consignados  en 
libretas  talonarias  destinadas  a  este  uso. 

2e  A  emplear  los  fondos  que  se  consignen  en  cuenta  corriente,  en  prés- 
tamos, bien  sobre  sus  propias  cédulas  hipotecarias  u  obligaciones,  o  bien 
sobre  títulos  del  Estado  y  en  el  descuento  de  letras  de  cambio. 

3a  A  encargarse  por  cuenta  del  Estado  de  la  recaudación  de  las  con- 
tribuciones directas  y  del  movimiento  de  fondos  que  reclame  este  servicio. 

4«    A  tomar  en  arrendamiento  o  administración  propiedades  o  estable- 


es) El  privilegio  del  Banco  Hipotecario  creado  a  6U  favor  por  el  R-  D.  de  24  julio  de  1875,  dejan- 
do sin  efecto  el  artículo  adicional  de  la  ley  de  2  diciembre  de  1872,  ha  sido  reconocido  por  el  art.  201 
del  vigente  Código  de  Comercio.  En  el  mismo  R.  D.  se  reconoce  al  Banco  no  solamente  la  facultad  de 
negociar  las  cédulas  hipotecarias  que  emita  con  arreglo  al  art-  23  de  la  expresada  ley  de  2  diciem- 
bre de  1872,  sino  también  la  de  comprar  y  vender  las  mismas  cédulas  y  obligaciones,  autorizándosele 
para  destinar  sus  fondos  no  solamente  a  las  operaciones  señaladas  en  el  art.  23,  6ino  también  en  las 
reseñadas  en  los  arts.  24  y  25  de  dicha  ley  y  en  el  7»  de  sus  Estatutos,  y  en  préstamos  sobre  efectos 
de  garantías  sólidas  a  juicio  del  Consejo  de  Administración. 
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cimientos  pertenecientes  al  Estado,  provincias,  pueblos,  corporaciones  o  par- 
ticulares. 

Art.  25.  El  Banco  podrá  finalmente  hacer  todas  las  operaciones  comer- 
ciales que  tengan  por  objeto  el  fomento  de  la  Agricultura  o  de  la  Industria 
minera :  o  la  construcción  de  edificios,  abriendo  para  ello  crédito  a  las 
sociedades  autorizadas  por  el  Gobierno  para  cualquiera  de  estos  objetos, 
o  a  las  Corporaciones  o  Sindicatos  legalmente  autorizados,  pero  siempre 
sobre  hipoteca,  prendas  pretorias  o  cualquiera  otra  garantía  de  segura  rea- 
lización. 

La  forma  y  condiciones  de  la  intervención  del  Banco  en  estas  operacio- 
nes, se  determinarán  ulteriormente  por  el  Consejo  de  Administración. 

Art.  26.  La  suma  total  de  cédulas  hipotecarias  en  circulación  no  exce- 
derá del  importe  de  los  préstamos  hipotecarios :  el  de  las  obligaciones  es- 
peciales no  excederá  tampoco  del  de  aquellos  préstamos  por  cuya  razón  se 
emitan. 

Art.  27.    El  Banco  Hipotecario  percibirá  anualmente  de  sus  deudores: 

le  Por  intereses,  un  tanto  por  ciento  igual  al  que  abone  por  los  de  las 
obligaciones  o  cédulas  que  emita  en  razón  de  cada  préstamo. 

22  Por  comisión  y  gastos  una  cantidad  que  no  exceda  de  60  céntimos 
por  100  al  año.  El  Gobierno  podrá  aumentar  esta  cantidad  a  petición  del 
Banco  y  oyendo  al  Consejo  de  Estado'  cuando  hubiere  justa  causa. 

3°  Por  amortización,  la  cantidad  que  corresponda  según  el  número  de 
años  en  que  haya  de  verificarse. 

Art.  28.  Los  deudores  al  Banco  Hipotecario  podrán  reembolsar  en  cual- 
quier tiempo  el  capital  que  deban,  o  alguna  parte  de  él,  siempre  que  la 
suma  que  reembolsen  sea  un  múltiplo  exacto  de  250  pesetas  y  con  las 
demás  condiciones  que  establezcan  los  Estatutos. 

Estos  reembolsos  se  harán  entregando  su  importe  en  metálico  o  en  obli- 
gaciones o  cédulas  hipotecarias  contadas  por  todo  su  valor  nominal  y  que 
pertenezcan  a  la  misma  serie  y  año<  que  las  admitidas  por  razón  de  présta- 
mo reembolsado.  Los  deudores  pagarán  además  en  este  caso  la  indemniza- 
ción que  fije  el  Consejo  de  Administración,  la  cual  no  podrá  exceder  nun- 
ca del  3  por  100  del  capital  que  por  anticipación  se  reembolse. 

Art.  29.  El  Banco'  Hipotecario  empleará  todos  los  años  en  amortizar 
sus  obligaciones  y  cédulas  hipotecarias,  las  sumas  que  reciba  de  sus  deu- 
dores por  amortización  de  los  capitales  que  adeuden. 

Art.  30.  El  capital,  los  intereses  y  en  su  caso  las  primas  O'  premios  de 
las  cédulas  hipotecarias,  tienen  por  hipoteca  especial,  sin  necesidad  de 
inscripción,  todas  las  que  en  cualquier  tiempo  se  constituyan  a  favor  del 
Banco  sobre  bienes  inmuebles. 

El  capital,  los  intereses  y  en  su  caso  las  primas  o-  premios  de  las  obli- 
gaciones, tienen  por  hipoteca  las  que  resulten  a  favor  del  Banco  sobre  los 
derechos  cedidos  a  cambio  de  estas  obligaciones. 

Art.  31.  Las  obligaciones  y  cédulas  hipotecarias,  ya  sean  nominativas 
o  ya  al  portador,  tendrán  fuerza  de  escritura  pública,  sobre  la  cual  haya 
recaído  sentencia  firme  de  remate,  para  el  efecto  de  reclamar  del  Banco 
por  la  vía  de  apremio  el  pago  del  capital  y  de  los  intereses  después  de  sü 
vencimiento. 

Art.  32.    El  Banco  Hipotecario,  si  tuviera  en  su  poder  efectos  públicos  o 
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valores  mercantiles  como  garantía  de  alguna  deuda  no  pagada  a  su  venci- 
miento, podrá  hacerlos  vender  en  la  forma  que  determinan  las  leyes. 

Art.  33.  Vencido  y  no  pagado  un  préstamo  hipotecario,  o  cualquiera 
fracción  de  él  o  sus  intereses,  requerirá  el  Banco  por  escrito  al  deudor  para 
que  satisfaga  su  débito. 

Si  el  deudor  no  pagase  en  los  dos  días  siguientes  al  del  requerimiento, 
el  Banco  podrá  pedir  al  Juez  de  primera  instancia  competente  el  secuestro 
y  la  posesión  interina  de  la  finca.  Cerciorado  el  Juez  con  la  presentación 
del  título  de  la  legitimidad  del  crédito  y  de  la  falta  de  pago,  dictará  provi- 
dencia accediendo  a  la  demanda,  y  ordenando  la  entrega  interina  de  la 
finca  al  Banco,  sino  se  verificase  el  pago  dentro  de  quince  días,  contados 
desde  la  presentación  de  la  misma  demanda.  De  esta  providencia  se  to- 
mará anotación  preventiva  en  el  Registro  de  la  Propiedad  en  el  mismo 
día  de  su  notificación  ('). 

El  Banco  percibirá  las  rentas  vencidas  y  no  satisfechas  del  inmueble, 
aplicándolas  al  pago  de  su  crédito  y  recogerá  asimismo  los  frutos  y  ren- 
tas posteriores,  cubriendo  con  ellos,  primero  los  gastos  de  conservación  y 
explotación  que  la  misma  finca  exija  y  después  su  piropio  crédito. 

Podrá  asimismo  el  Banco,  de  acuerdo  con  el  deudor,  continuar  cobrando 
su  crédito  con  el  producto  del  inmueble  secuestrado,  o  promover  en  cual- 
quier tiempo,  aunque  sea  sin  dicho  acuerdo,  su  enajenación  y  la  rescición 
del  préstamo  en  la  forma  establecida  en  el  artículo  siguiente. 

Cuando  el  Banco  tenga  en  su  poder  valores  o  efectos  del  deudor,  podrá 
aplicarlos  al  pago  de  sus  créditos  y  entablar  su  reclamación  por  la  diferencia. 

Art.  34.  Si  la  marcha  regular  de  las  operaciones  del  Banco  exigiere  el 
reintegro  inmediato  del  préstamo,  a  juicio  de  su  Consejo  de  Administración 
vencido  que  sea  el  plazo  en  que  cualquier  deudor  hipotecario  deba  abonar 
capital  o  intereses  sin  verificarlo,  el  Banco  podrá,  previo  el  requerimiento 
que  dispone  el  art.  33,  pedir  desde  luego  al  Juez  competente  la  venta  en 
subasta  pública  de  la  finca  hipotecada  y  la  rescisión  del  préstamo.  En  este 
caso,  cerciorado  el  Juez  con  la  presentación  del  título  de  la  legitimidad  del 
crédito,  mandará  anunciar  la  subasta  en  la  Gaceta,  Boletín  Oficial  y  en 
alguno  de  los  periódicos  de  la  provincia  por  término  de  quince  días  y  ve- 
rificarla con  citación  del  deudor  ante  uno  de  los  Escribanos  del  Juzgado 
o  del  pueblo  cabeza  de  partido  en  que  radique  la  finca,  en  la  forma  en  que 
se  'celebran  las  subastas  voluntarias,  pero  con  sujeción  a  lo  que  disponen 
las  leyes,  respecto  a  la  subasta  judicial,  en  cuanto  al  precio  en  que  podrá 


(7)  Según  el  art-  91  de  los  Estatuios,  el  secuestro  y  posesión  interina,  llevan  consigo  a  favor  del 
Banco  los  importantes  efectos  de  que  en  su  virtud  la  finca  pasa  a  su  poder  y  percibe  las  rentas 
vencidas  y  no  satisfechas,  y  recoge  las  rentas  y  frutos  posteriores,  estado  de  derecho  que  excluye  la 
posibilidad,  por  parte  del  deudor,  de  todo  acto  traslativo  de  dominio,  a  menos  que  para  ello  cuente 
con  la  aquiescencia  del  Banco:  de  todo  lo  cual  se  infiere  que  mientras  subsista  la  anotación  preventiva 
de  secuestro  y  de  posesión  interina,  no  es  licito  inscribir  una  escritura  como  la  del  recurso  de  enaje- 
nación y  arrendamiento  otorgada  por  el  dueño  del  inmueble  sin  et  concurso  y  conocimiento  del  Ban- 
co (Resolución  Dir.  Gen,  Registros  24  febrero  1893). 

Esta  posesión  es  de  Indole  civil,  y  no  puede  entenderse  interrumpida  por  el  nombramiento  de  ad- 
ministrador judicial  en  incidente  de  torcerla  atravesada  en  los  autos  ejecutivos  seguidos  por  el  Banco 
contra  el  deudor:  y  en  su  virtud,  la  sentencia  que  declara  subsistente  el  contrato  de  arrendamiento 
de  las  fincas,  celebrado  por  el  Banco  en  su  concepto  de  poseedor,  hasta  que  cesara  en  esta  situación 
legal,  no  infringe  los  artículos  1281,  432  y  445  del  Código  civil  (Sent.  del  T.  S.,  Sala  1»,  de  30  diciem- 
bre 1897). 
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verificarse  la  enajenación.  A  voluntad  de  las  partes,  se  tomará  por  tipo 
para  la  subasta  la  tasación  hecha  al  tiempo  de  constituirse  el  préstamo,  o 
la  que  Verifiquen  de  nuevo,  peritos  nombrados  al  efecto  W. 

Si  el  deudor  verificase  el  pago  antes  de  la  celebración  del  remate,  se 
suspenderán  los  procedimientos :  si  no  se  verificase  en  dicho  término,  el 
Juez  dictará  providencia  aprobando  la  subasta  y  declarando  rescindido  el 
préstamo. 

Con  el  precio  del  remate  se  pagarán  en  primer  lugar  el  capital  y  los¡ 
réditos  devengados  por  el  Banco  hasta  el  día  del  pago,  los  gastos  de  la  su- 
basta y  enajenación  y  un  3  por  100  del  capital  que  con  anticipación  reci- 
be el  mismo  Banco  a  consecuencia  de  la  rescisión  del  préstamo. 

Art.  35.  El  secuestro',  y  en  su  caso  la  enajenación  de  las  fincas  hipo- 
tecadas, según  lo  dispuesto  en  los  dos  artículos  anteriores,  no  se  suspenderá 
por  demanda  que  no  se  funde  en  algún  título  anteriormente  inscrito  ni  porl 
la  muerte  del  deudor,  rti  por  la  declaración  en  quiebra  O'  concurso  del  mis- 
mo o  del  dueño  de  la  finca  hipotecada. 

Vendida  la  finca,  el  acreedor  pagará  al  Banco  dentro  de  ocho  días  todo 
lo  que  se  le  deba  por  razón  de  su  préstamo  y  el  sobrante  que  resulte  del 
precio  quedará  a  disposición  de  los  Tribunales  para  que  lo  distribuyan  con 
arreglo  a  derecho.  Este  pago'  al  Banco  se  entenderá  sin  perjuicio  de  la 
acción  que  pueda  corresponder  al  deudor  o  al  tercero  perjudicado,  si  lo 
hubiere,  lo  cual  podrá  ejercitarse  en  el  juicio  correspondiente. 

Art.  36.  Cuando  la  finca  hipotecada  cambie  de  dueño  quedará  de  de- 
recho subrogado  el  adquirente  en  todas  las  obligaciones  que  por  razón 
de  ella,  hubiere  contraído  su  causante  con  el  Banco.  El  adquirente  dará 
conocimiento  al  Banco  de  su  adquisición  dentro  de  los  quince  días  al  en 
que  se  consume,  y  si  no  lo  hiciere  le  perjudicarán  los  procedimientos  que 
aquel  dirija  contra  su  causante  para  el  cobro  de  sus  créditos. 


Estatutos  de  la  Sociedad  Banco  Hipotecario  de  España 

aprobados  por  R.  D.  de  12  de  Octubre  de  1875 

TITULO  IV  -  De  los  préstamos  Hipotecarios 

Artículo  70.  El  Banco  Hipotecario  de  España  hará  préstamos  a  los 
propietarios  de  bienes  inmuebles,  con  hipoteca  sobre  los  mismos  a  largo  o 
corto  plazo  y  su  reembolso  se  efectuará  en  uno  o  en  varios  plazos  o  por 
anualidades,  según  k>  prescrito  en  la  ley  de  2  de  Diciembre  de  1872. 


(8\  AI  denegar  el  auto  recurrido  la  medición  y  tasación  pericial  de  la  finca  litigiosa,  señalando 
en  su  lugar  para  su  venta  el  tipo  establecido  en  la  escritura  de  préstamo  hipotecario,  no  infringe  el 
art.  34  de  la  ley  de  2  diciembre  1872...  ni  la  ley  del  contrato  ...  porque  el  consentimiento  prestado  en 
la...  escritura  por  el  prestatario...  a  que  en  el  caso  de  la  venta  de  la  finca  sirviera  de  tipo  para  la 
subasta  la  suma  de  248.900  pesetas,  constituye  un  pacto  lícito  conciliable  mediante  la  voluntad  de 
las  partes,  con  las  disposiciones  generales  del  citado  artículo  34,  y  es  parte  integrante,  por  lo  tanto, 
de  la  verdadera  ley  del  contrato,  tal  como  la  Sala  sentenciadora  lo  ha  comprendido  y  respetado; 
cuyo  contrato  como  bilateral,  produjo  reciprocidad  de  derechos  y  obligaciones,  no  pudiendo  el  presta- 
tario desligarse  de  la  que  le  afecta  con  relación  al  tipo  de  la  subasta,  sin  el  consentimiento  del  mu- 
tuante (Sent.  25  junio  1888). 


—  68  — 


Art.  71.  Los  préstamos  se  harán  según  se  convenga,  en  metálico  o  en 
cédulas  hipotecarias. 

Art.  72.  El  Consejo  de  Administración,  fijará  a  propuesta  del  Gober- 
nador,, la  suma  de  estos  prestamos. 

Art.  73.  Sólo  podrá  realizarse  un  préstamo  cuando  el  Banco  se  halle 
completamente  garantizado  con  hipoteca  de  bienes  inmuebles  cuyo  valor 
sea  doble  cuando  menos  del  importe  del  préstamo. 

Si  existieran  otros  créditos  anteriores  inscritos  que  gravasen  la  finca 
hipotecada,  no  podrá  hacerse  el  préstamo  sino  conservando  el  Banco  en  su 
poder  la  cantidad  suficiente  para  responder  del  capital  y  rédito  de  los  ex- 
presados créditos  cuando  vencieren. 

Podrá  hacerse  el  préstamo  aunque  pesen  sobre  la  finca  censos  u  otras 
cargas  perpétuas,  pero  no  podrá  el  Banco  prestar  más  que  una  suma  equi- 
valente a  la  mitad  del  valor  líquido  que  resultase  rebajado  el  capital  de 
dichas  cargas  perpétuas. 

También  podrá  hacerse  el  préstamo  aunque  existan  otros  acreedores 
inscritos,  siempre  que  estos  renunciaren  en  forma  legal  y  por  escritura  pú- 
blica a  favor  del  Banco  su  derecho  de  prioridad. 

Art.  74.  La  anualidad  que  el  préstamo  deba  satisfacer  nunca  podrá  ex- 
ceder de  la  renta  líquida  que  produzca  la  finca  hipotecada. 

Art.  75.  Las  casas  y  construcciones  de  labor,  ya  sean  solas,  ya  sean 
dependencia  de  un  inmueble  más  considerable,  no  podrán  aceptarse  como 
hipoteca,  sino  a  condición  de  hallarse  aseguradas  por  una  o  varias  com- 
pañías de  seguros  contra  incendios. 

Art.  76.  Los  préstamos,  sobre  viñas,  bosques  y  demás  propiedades  cuya 
renta  deba  su  origen  a  plantaciones,  sólo  se  otorgarán  por  la  tercera  parte 
cuando  más  del  valor  de  los  bienes  que  se  hipotequen. 

Los  pinares  no  podrán  hipotecarse  sino  por  la  mitad  del  valor  que  ten- 
dría el  terreno  si  dichas  plantaciones  llegasen  a  desaparecer. 

Los  edificios  destinados  a  cualquiera  clase  de  fabricación  o  industria 
no  serán  admitidos  sino  por  el  valor  que  tengan  independientemente  del 
objeto  a  que  se  hallen  destinados,  o  sea  por  el  que  tendrían  en  el  supuesto 
de  que  dejaran  de  servir  para  la  misma  industria  o  fabricación. 

Art.  77.    No  serán  admitidas  : 

Las  minas  y  canteras. 

Las  propiedades  que  estuvieren  pro  indiviso,  a  menos  que  consientan  la 
hipoteca  todos  los  condueños. 

Las  fincas  en  que  estuviese  separada  la  propiedad  del  usufructo,  a  me- 
nos que  los  dueños  de  una  y  otro  consientan  la  hipoteca. 

Los  bienes  que  conforme  a  la  ley  no  pueden  ser  hipotecados :  los  sujetos 
a  condiciones  resolutorias  pendientes. 

Los  sujetos  a  hipotecas  tácitas,  a  no  ser  que  se  hayan  legalmente  con- 
vertido en  expresas,  o  se  haya  dictado  sentencia  de  überación  en  expediente 
instruido  al  efecto1. 

Art.  78.  La  Sociedad  no  acepta  en  garantía  más  que  las  propiedades 
cuyos  productos  sean  ciertos  y  duraderos. 

Art.  79.  El  Banco  tiene  siempre  el  derecho  de  hacer  constar  el  valor 
del  inmueble  hipotecado  por  medio  de  tasación  pericial  practicada  por  sus 
agentes.  Esta  operación  se  hará  con  el  consentimiento  de  la  persona  que 
solicite  el  préstamo,  siendo  de  su  cuenta  los  gastos  que  se  originen. 
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Además  de  estos  gastos,  la  Sociedad  podrá  exigir  por  la  reducción  y  los 
trabajos  ocasionados  por  el  préstamo  una  comisión  que  no  excederá  del  1  °/o. 

Art.  80.  Cuando  el  Banco  Hipotecario  adquiera  un  crédito  ya  inscrito 
sobre  un  inmueble,  se  hará  constar  que  este  crédito  se  halla  en  las  condi- 
ciones exigidas  por  los  estatutos  para  la  concesión  de  los  préstamos. 

Si  estuviesen  en  igual  caso'  otros  acreedores  subsiguientes,  deberán  reco- 
nocer la  prioridad  del  crédito  adquirido. 

Todos  estos  requisitos  constarán  en  escrituras  públicas  revestidos  de 
todas  las  formalidades  legales. 

Art.  81.  Los  acuerdos  contrarios  a  la  admisión  de  una  o  varias  solicitu- 
des de  'préstamos  se  comunicarán  a  los  interesados  sin  manifestarles  la 
causa  de  la  negativa. 

Art.  82.  Podrá  el  Consejo  de  Administración  acordar  que  si  los  solici- 
tantes dejan  pasar  un  plazo  determinado  sin  reclamar  el  préstamo  que  se 
les  haya  concedido,  se  les  considere  como  habiendo  desistido  de  sus  pre- 
tensiones, por  más  que  hagan  ulteriormente  nuevas  proposiciones,  o  mani- 
fiesten el  propósito  de  conformarse  con  lo  que  haya  acordado  el  Consejo. 

Art.  83.  Cuando  se  otorgue  un  préstamo  con  la  condición  de  hacer  va- 
lorar los  bienes  hipotecados,  por  los  agentes  del  Banco  se  dará  al  solicitante 
aviso  inmediato  del  gasto  total  que  haya  de  originarse  por  la  valoración, 
señalándole  el  término  en  el  cual  deberá  depositar  la  cantidad  necesaria  en 
las  Cajas  del  Banco. 

Pasado  el  término  fijado'  sin  que  se  haya  realizado  este  depósito  que- 
dará nula  la  concesión. 

Art.  84.  Los  deudores  podrán  en  cualquier  época  reembolsar  total  o 
parcialmente  el  capital  de  sus  préstamos  siempre  que  la  cantidad  que  reem- 
bolsen sea  divisible  por  100  sin  ninguna  especie  de  fracción:  será  necesa- 
rio asimismo  en  este  caso  que  den  parte  al  Banco  de  su  determinación 
de  anticipar  el  reembolso  cuando  menos  con  un  mes  de  antelación. 

Los  intereses  que  correspondan  al  tiempo  transcurrido  desde  la  notifi- 
cación hasta  el  pagoi  efectivo  se  abonarán  al  mismo  tiempo  que  los  del 
préstamo. 

Los  reembolsos  anticipados  devengarán  en  favor  del  Banco  en  concepto 
de  indemnización,  una  cantidad  que  se  fijará  por  el  Consejo  de  Adminis- 
tración, pero  esta  en  ningún  caso  podrá  exceder  del  3  por  100  del  capital 
reembolsado. 

Si  al  expirar  el  término  de  un  mes  no  efectúa  el  deudor  el  pago  del 
capital  o  de  los  vencimientos  cuyo  reembolso  hubiere  anunciado,  se  le 
considerará  como  si  hubiese  dejado  pasar  sin  pago  el  vencimiento  marca- 
do en  la  escritura  del  préstamo,  y  sujeto,  por  lo  tanto,  a  las  consecuencias 
de  su  morosidad. 

Los  reembolsos  anticipados  podrán  efectuarse  en  cuanto  al  capital,  en 
cédulas  hipotecarias  del  Banco,  pertenecientes  a  la  emisión  indicada  en 
la  escritura  del  préstamo,  y  se  recibirán  a  la  par:  y  en  cuanto  a  los  inte- 
reses, en  metálico,  o  en  cupones  vencidos  de  cédulas  hipotecarias  del 
Banco. 

Art.  85.  Las  fincas  susceptibles  de  ser  destruidas  por  el  fuego  han  de 
estar  aseguradas  a  expensas  del  deudor,  a  no  ser  que  tenga  la  Sociedad  en 
garantía  de  su  crédito,  a  la  par  que  los  objetos  susceptibles  de  incendio, 


I 
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otras  fincas  representando  el  duplo  de  la  cantidad  prestada  y  no  suscepti- 
bles de  destruirse  por  siniestros  de  esta  naturaleza. 

La  escritura  de  préstamo  deberá  contener  la  cesión  de  indemnización 
en  caso  de  siniestro. 

El  seguro  deberá  subsistir  mientras  dure  el  préstamo. 

La  Sociedad  puede  pedir  que  se  haga  el  seguro  a  su  nombre  y  que  el 
pago  de  la  prima  anual  sea  satisfecho  por  ella  misma. 

En  este  caso  al  importe  de  las  anualidades  se  aumentará  una  cantidad 
igual  a  la  de  la  prima. 

Art.  86.  Cuando  por  efecto  de  un  siniestro  o  por  otra  causa  cualquie- 
ra la  finca  hipotecada  haya  disminuido  de  valor,  si  el  seguro  se  hubiese 
hecho  a  nombre  del  Banco  con  condición  de  percibir  la  suma  garantida  de 
la  Compañía  aseguradora,  quedará  obligado  el  deudor  a  restablecer  la  fin- 
ca en  su  primitivo  estado,  en  el  término  de  un  año,  cuyo  término  podrá 
prorrogar  el  Consejo  de  Administración.  Si  falta  el  deudor  a  esta  condi- 
ción, podrá  el  Banco  reintegrarse  de  su  crédito,  aplicando  el  importe  de  la 
indemnización  que  haya  percibido  de  la  Sociedad  aseguradora  hasta  cubrir 
la  suma  que  se  le  esté  debiendo  por  aquel. 

En  este  caso  no  pagará  el  deudor  la  indemnización  establecida  para  los 
reembolsos  anticipados. 

Si  se  restablece  la  finca  en  su  estado  primitivo,  el  Banco  entregará  al 
deudor  el  importe  de  la  indemnización  que  hubiese  recibido  de  la  Compañía 
de  Seguros,  deduciendo  la  parte  correspondiente  al  plazo  o  plazos  que  hu- 
biesen vencido  antes  de  este  tiempo. 

La  entrega  se  efectuará  de  una  sola  vez  después  de  terminarse  la  cons- 
trucción, o  a  medida  que  se  adelanten  las  obras  por  medio  de  plazos  parcia- 
les en  'proporción  a  la  garantía  que  ofrezca  la  parte  construida  nuevamente. 

Art.  87.  El  Banco  Hipotecario  percibirá  anualmente  en  metálico  de 
sus  deudores  hipotecarios  una  cantidad  compuesta  de  los  intereses,  la 
comisión  y  la  amortización,  en  la  forma  que  sigue : 

1<>  Por  intereses,  una  cantidad  equivalente,  a  la  que  por  intereses,  pri- 
mas, lotes  u  otra  razón  paga  por  sus  cédulas  hipotecarias  u  obligaciones 
que  pone  en  circulación  para  atender  a  sus  operaciones  de  préstamos. 

2q  Por  comisión  y  gastos,  una  cantidad  que  no  excederá  de  0'60  por  100 
mientras  dure  el  préstamo.  El  Gobierno  podrá  aumentar  esta  retribución 
a  petición  del  Banco,  después  de  oído  el  Consejo  de  Estado. 

3°  Por  amortización,  una  cantdiad  que  esté  en  relación  con  la  duración 
del  préstamo. 

Art.  88.  Las  anualidades  se  pagarán  por  semestres  y  en  las  fechas  que 
determine  el  Consejo  de  Administración. 

En  el  acto  mismo  del  préstamo,  el  Banco  retiene  sobre  el  capital  el  in- 
terés y  la  comisión  de  la  cantidad  que  corresponda  al  tiempo  que  haya  de 
transcurrir  hasta  el  primer  vencimiento  semestral,  de  manera  que  el  pla- 
zo de  la  duración  de  los  préstamos  no  empiece  a  contarse  sino  desde  la 
fecha  que  el  Consejo  tenga  establecida  para  el  pago  de  los  semestres  de 
las  anualidades. 

Art.  89.  Todo  semestre  no  pagado  a  su  vencimiento  produce  interés  de 
demora  al  tipo  de  6  por  100  anual  a  favor  de  la  Sociedad,  sin  necesidad 
de  requerimiento  alguno. 
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Igualmente  producirán  el  mismo  interés  las  costas  liquidadas  o  tasadas 
de  procedimientos  incoados  por  la  Sociedad  para  conseguir  el  cobro  de  sus 
créditos  desde  el  día  en  que  la  Sociedad  las  haya  satisfecho. 

Art.  90.  La  falta  de  pago  de  un  semestre,  hace  también  exigible  la  to- 
talidad de  la  deuda  un  mes  después  del  requerimiento  de  pago. 

Art.  91.  (Concuerda  puntualmente  con  el  33  de  la  ley  de  2  diciem- 
bre 1872). 

Art.  92.    (Es  el  34  de  la  ley  de  1872). 

Art.  93.    (Es  reproducción  del  párrafo  lo  art.  35  ley  de  1872). 

Art.  94.    (Concuerda  con  el  párrafo  2a  del  art.  35  de  la  ley  1872). 

Art.  95.  'Cuando  la  finca  hipotecada  cambie  de  dueño,  quedará  de  de- 
recho subrogado  el  adquirente  en  todas  las  obligaciones  que  por  razón  de 
ella  hubiera  contraído  su  causante  oon  el  Banco.  El  adquirente  dará  co- 
nocimiento al  Banco  de  su  adquisición  dentro  de  los  quince  días  posteriores 
al  en  que  se  consume :  y  si  no  lo  hiciere  le  perjudicarán  los  procedimientos 
que  aquel  dirija  contra  su  causante  para  el  cobro  de  sus  créd'iito.si  W.  Pre- 
sentará asimismo  en  la  Secretaría  del  Banco  certificación  en  forma  del 
Registro  de  la  propiedad  dentro  del  término  de  tres  meses  que  acredite  que 
la  finca  hipotecada  está  inscrita  a  su  nombre. 

Si  no  cumpliera,  cuanto  queda  prevenido  en  este  artículo,  en  los  pla- 
zos que  en  él  se  señalan,  podrá  exigir  el  Banco'  el  reembolso  íntegro  del 
préstamo  y  el  pago  de  la  indemnización  del  3  por  100  del  capital  reembol- 
sado. El  deudor  primitivo  con  quien  contrató  el  Banco,  o  el  que  antes  se 
hubiese  subrogado  en  su  lugar,  dará  igualmente  cuenta  a  aquel  de  la 
enajenación  total  o  parcial  de  la  finca  hipotecada  dentro  del  término  de 
un  mes,  aunque  esté  al  corriente  en  el  pago  de  sus  anualidades.  Si  no*  lo 
hiciere,  podrá  el  Banco  exigirle  por  acción  personal  contra  todos  sus  bie- 
nes, el  reembolso  íntegro  del  préstamo,  y  el  pago  de  la  indemnización  del 
3  por  100  del  capital  reembolsado,  o  por  acción  real  y  personal  si  la  ena- 
jenación de  la  finca  hipotecada  hubiese  sido  parcial. 

Los  deudores  del  Banco,  deberán  finalmente  poner  en  su  conocimiento, 
dentro  del  mismo  plazo  plazo  de  un  mes,  los  menoscabos  que  sufra  por  cual- 
quier causa  el  inmueble  hipotecado,  o  cuanto  le  haga  desmerecer  de  va- 
lor, o  ponga  en  duda  o  prive  al  deudor  de  su  derecho  de  propiedad.  Si 
faltase  a  esta  obligación,  podrá  el  Banco  pedir  el  reembolso  anticipado  y 
la  indemnización  del  3  por  100. 


(9)  Según  el  art.  91  de  los  Estatutos  del  Banco  Hipotecario,  el  secuestro  y  posesión  interina  lle- 
van consigo  a  favor  del  Banco  los  importantes  efectos  de  que  en  su  virtud  La  finca  pasa  a  su  poder 
y  percibe  las  remas  vencidas  y  no  satisfechas,  y  recoge  las  rentas  y  frutos  posteriores,  estado  de  de- 
recho que  excluye  la  posibilidad,  por  parte  del  deudor,  de  todo  acto  traslativo  de  dominio,  a  menos 
que  para  ello  cuente  con  la  aquiescencia  del  Banco:  de  todo  lo  cual  se  infiere  que  mientras  subsista 
la  anotación  preventiva  de  secuestro  y  posesión  interina,  no  es  lícito  inscribir  una  escritura  como  la 
del  recurso,  de  enajenación  y  arrendamiento  otorgada  por  el  dueño  del  inmueble,  6¡n  el  concurso  y 
conocimiento  del  Banco. 

Y  que  por  esta  razón  son  fundados  el  4«  y  5»  reparos  opuestos  en  la  calificación  recurrida,  ma3 
ellos  constituyen  un  defecto  subsanable  que  desaparecerá  si  consiente  el  Banco  en  la  cancelación  de 
aquel  asiento  por  estar  satisfechos  todos  los  intereses  vencidos  (Resolución  Dir-  Gen.  Registros  de 
24  diciembre  1892). 


CAPITULO  III 


C.    Legislación  especial 

RELATIVA  AL  BANCO  DE  CRÉDITO  INDUSTRIAL 

Origen  de  este  Banco.  —  Legislación  que  reguló  su  creación. 

Origen  de  este  Banco-  Legislación  que  reguló  su  creación.  —  En 

la  base  quinta  de  la  ley  llamada  de  Protección  y  Fomento  de  la  In- 
dustria Nacional  de  2  de  Marzo-  de  191 7,  se  previene  que  los  auxilios 
o  préstamos  en  efectivo  podría  efectuarlos  el  Estado  por  medio  del 
Banco  de  España  o  de  cualquier  otro  Banco  o  institución  bancaria 
a  quien  previo  concurso  público  entre  entidades  españolas,  por  acuer- 
de del  Consejo  de  Ministros,  a  propuesta  del  de  Hacienda  se  encargase 
especialmente  este  servicio. 

En  este  caso  debía  ser  el  Banco  quien  efectuaría  el  anticipo 
a  las  Sociedades  o,  industriales  acogidos  a  la  ley,  por  su  cuenta, 
fijando  las  condiciones  y  garantías  a  que  deba  sujetarse,  y  el  Mi- 
nistro de  Hacienda,  previo  informe  de  la  Comisión  protectora,  re- 
lativo a  si  la  operación  respondía  a  la  finalidad,  a  que,  según  dicha 
ley,  debían  aplicarse  los  auxilios  o  préstamos  en  efectivo  que  otor- 
gase el  Estado,  podría  acordar  la  entrega  al  Banco  de  una  cantidad 
de  los  bonos  que  se  creaban  en  la  base  6a  que  alcanzase  hasta  el  80 
por  100  del  préstamo  o  auxilio  acordado  por  el  Banco,  con  los  cuales 
respondería  en  igual  proporción  de  los  riesgos  de  la  operación. 

Por  Real  Decreto  de  5  de  Noviembre  de  191 8,  se  abrió  público 
concurso  entre  Bancos,  banqueros  e  industriales  españoles  para  que 
ofreciesen  la  constitución  de  una  Sociedad  anónima,  que  se  llama- 
ría Banco  de  Crédito  Industrial,  a  la  cual  el  Estado  confiaría,  en 
las  condiciones  legales  establecidas  en  los  cuatro  últimos  párrafos 
de  la  base  5a  de  la  ley  de  2  Marzo  de  191 7,  el  servicio  de  préstamos 
o  anticipos  a  que  la  misma  se  refiere. 

Las  condiciones  que  fijaba  el  Real  Decreto  eran  las  siguientes : 
A)  Un  capital  mínimo  de  30  millones  de  pesetas,  representado 
por  acciones  nominales,  cuya  propiedad  debe  quedar  siempre  en  po- 
der de  ciudadano  o¡  de  Sociedades  españolas.  Las  suscripciones  de 
Bancos  y  banqueros  deberán  representar  por  lo  menos,  el  60  por 
100  del  capital  total,  y  deberá  garantizarse  que  en  las  futuras  amplia- 
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ciones  de  capital,  no  sufrirá  disminución  la'  participación  global  de 
Bancos  y  banqueros. 

B)  El  desembolso  al  constituirse  la  Sociedad,  por  lo  menos  de  un 
25  por  100,  de  su  capital,  haciéndose  los  sucesivos  desembolsos  ai 
medida  que  las  necesidades  del  negocio!  lo  exijan. 

C)  El  objeto  de  la  Sociedad  debía  ser  estrictamente  el  de  hacer 
prestamos  en  efectivo,  para  la  creación  o  ampliación  de  negocios  o 
industrias  incluidos  en  la  relación  de  la  base  Ia  de  la  ley  de  2  de 
Marzo  de  191 7,  y  aquellas  otras  operaciones  de  crédito  industrial 
que  el  Gobierno  le  encargase  o  para  las  cuales  expresamente  fuera 
autorizado. 

La  Real  Orden  de  22  de  Mayo  de  1920,  declaró  ajustada  a  las  re- 
glas del  concurso  convocado  por  dicho  decreto  y  admisible  por 
tanto  la  única  proposición  presentada,  suscrita  por  Don  José  Luis  de 
Ussia  y  otros  en  representación  de  116  Bancos,  banqueros  e  indus- 
triales españoles,  para  la  constitución  de  una  Sociedad  Anónima  que 
se  llamaría  Banco  de  Crédito  Industrial,  que  tendría  por  objeto  rea- 
lizar el  servicio  de  préstamos  o  anticipos  en  efectivo  a  las  industrias 
en  las  condiciones  que  la  ley  de  2  de  Marzo  de  19 17,  y  el  Real 
Decreto  de  191 8  determinan;  aprobó  en  principio  los  Estatutos  de  la 
expresada  Sociedad  Bancaria  y  adjudicó-  provisionalmente  el  con- 
curso de  que  se  trataba,  a  los  firmantes  de  la  proposición. 

El  Real  Decreto  de  5  Julio  del  mismo  año,  adjudicó  definitivamente 
el  aludido  concurso  a  los  proponentes  y  después  que  los  Estatutos 
fueron  aprobados  definitivamente  en  su  día  por  el  Ministerio  de 
Hacienda. 

La  Real  Orden  de  4  de  Agosto  del  mismo  año,  aprobó  con  el  ca- 
rácter de  definitivos  los  Estatutos  del  Banco  de  Crédito  Industrial, 
disponiendo  que  el  plazo  determinado  en  el  artículo  32  del  Real 
Decreto  de  5  Noviembre  de  191 8,  para  la  constitución  de  la  So- 
ciedad y  desembolso  de  capital,  se  empiece  a  contar  desde  lai  pu- 
blicación de  los  Estatutos  aprobados  en  la  «Gaceta  de  Madrid», 
que  lo  fueron  en  el  número  del  día  17  de  agosto  de  1920. 

El  Real  Decreto  de  5  abril  de  1921,  autorizó  a  la  Dirección 
General  del  Tesoro  público  para  emitir  « Bonos  para  el  Fomento 
de  la  industria  nacional»,  al  plazo-  de  Veinte  años  con  interés  de  5 
por  100  anual  por  un  valor  nominal  de  150  millones  de  pesetas, 
exentos  de  toda  contribución  o  impuesto  con  la  consideración  de 
efectos  públicos  y  recogidos  a  su  vencimiento  a  la  par. 
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Estatutos  del  Banco  de  Crédito  Industrial 

(Gaceta  de  Madrid,  17  de  Agosto  de  1920) 

CAPITULO  I 
Denominación,  duración,  domicilio  y  objeto  social 

Artículo  la  Con  sujeción  al  vigente  Código  de  Comercio  y  a  los  pre- 
sentes Estatutos  y  para  dar  cumplimiento  a  lo  dispuesto  en  los  Rs.  Ds. 
de  5  de  noviembre  de  1918  y  5  de  julio  de  1920,  se  constituye  por  plazo 
indefinido,  al  que  pondrá  término  el  acuerdo  a  que  se  refiere  el  art.  33 
de  estos  Estatutos,  una  Sociedad  Anónima  que  se  denominará  «  Banco  de 
Crédito  Industrial ». 

Art.  2e  La  Sociedad  tiene  su  domicilio  legal  en  Madrid  y  el  Consejo  de 
Administración  queda  facultado'  para  establecer  en  España,  sucursales,  de- 
legaciones, representaciones  o  agencias,  utilizando  exclusiva  o  preferente- 
mente las  de  los  Bancos  y  banqueros  nacionales  accionistas,  y  siempre  que 
sea  posible,  de  acuerdo  con  los  demás  Bancos  o  banqueros  españoles  exis- 
tentes en  los  puntos  que  aquellas  radiquen. 

Art.  32  El  objeto  de  la  Sociedad  es  estrictamente  el  de  hacer  présta- 
mos en  efectivo  para  la  creación  o  ampliación  de  negocios  o  industrias  in- 
cluidos en  la  relación  de  la  base  primera  de  la  ley  de  2  de  marzo  de  1917, 
y  aquellas  otras  operaciones  de  crédito  industrial  que  el  Gobierno  le  en- 
cargue o  para  las  que  expresamente  le  autorice. 

CAPITULO  II 
Capital  social.  Acciones 

Art.  4f  El  capital  social  se  fija  en  37.500.000  pesetas,  representado 
por  75.000  acciones  de  500  pesetas  una,  cuya  propiedad  deberá  quedar 
siempre  en  poder  de  ciudadanos  o  Sociedades  españolas.  Al  constituirse  la 
Sociedad  se  desembolsará  el  25  por  100  de  las  acciones.  Los  sucesivos  des- 
embolsos se  harán  a  medida  que  las  necesidades  del  negocio  lo  exijan,  a 
juicio  y  por  acuerdo  del  Consejo  de  Administración. 

Podrá  aumentarse  o  reducirse  este  capital  por  acuerdo  de  la  Junta  Ge- 
neral de  Accionistas  con  arreglo  a  los  preceptos  de  estos  Estatutos  y  a 
los  legales  vigentes  en  la  materia  cuando  el  acuerdo  se  adopte. 

No  podrá  realizarse  el  aumento  de  capital  ni  su  reducción  a  menos  de 
37.500.000  sin  la  aprobación  del  Estado,  durante  el  plazo  establecido  por 
la  ley  de  2  de  marzo  de  1917  para  los  auxilios  o  préstamos  a  las  industrias. 

Suscrito,  a  la  constitución  de  la  Sociedad,  por  Bancos  y  banqueros  na- 
cionales más  del  60  por  100  del  capital  mencionado,  y  el  resto  por  indus- 
triales, también  nacionales,  en  las  futuras  ampliaciones  de  capital  ten- 
drán derecho  de  preferencia  para  la  suscripción  de  lias  nuevas  acciones  los 
tenedores  de  las  que  estén  entonces  en  circulación.  En  esas  ampliaciones 
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la  participación  global  de  los  Bancos  y  banqueros  no  podrá  ser  inferior  al 
10  por  100.  El  resto  corresponderá  a  los  industriales,  en  su  defecto,  a  loa 
banqueros,  y  el  sobrante,  si  lo  hubiere  a  los  particulares  

CAPÍTULO  VI 
Régimen  de  los  préstamos 

Art.  27.  El  Banco  realizará  los  anticipos  o  préstamos  a  las  industrias 
previstas  en  la  ley  de  2  de  marro  de  1917,  fijando  libremente  la  cuantía, 
el  tipo  e  interés  y  las  condiciones  y  garantías  a  que  deban  sujetarse. 

El  tipo  de  interés  lo  determinará  periódicamente  el  Consejo  según  las 
condiciones  del  mercado,  atendiendo  al  fin  que  persigue  la  ley,  y  dando  co- 
nocimiento al  Gobierno  por  mediación  de  su  representante,  a  los  efectos 
del  art.  4q  del  R.  D.  5  noviembre  de  1918. 

Art.  28.  Los  industriales  a  quienes  se  haya  otorgado  anticipo  o  présta- 
mo, estarán  obligados  a  justificar  a  satisfacción  del  Banco  su  empleo  ex- 
clusivamente en  los  fines  para  que  fueron  concedidos,  y  habrán  de  so- 
meterse a  todas  las  comprobaciones  que  el  Banco  requiera. 

Art.  29.  Cuando  por  cualquier  motivo  se  sustituya  por  otra  la  persona 
o  entidad  a  quien  se  otorgase  el  préstamo,  el  Banco  podrá  acordar  que  se 
proceda  a  la  liquidación  o  reducción  de  dicho  préstamo  si  entendiese  que, 
por  virtud  de  tal  sustitución,  han  desaparecido  o  disminuido  las  condicio- 
nes de  garantía  en  que  aquel  se  hizo. 

Art.  30.  La  suspensión  de  pagos  de  particulares  o  Compañías  que  hayan 
recibido  préstamos  con  arreglo  a  la  ley  no  afectará  al  derecho  del  Esta- 
do para  exigir  el  reintegro  del  capital  e  intereses  en  la  forma  y  plazos  es- 
tablecidos al  hacerse  la  correspondiente  concesión. 

En  caso  de  quiebra,  tendrá  el  Banco  preferente  derecho  al  reintegro  del 
capital  prestado  y  sus  intereses,  respecto  a  los  demás  acreedores,  con  ex- 
cepción de  aquellos  anteriores  a  la  concesión  del  préstamo,  a  cuyo  favor 
reconoce  la  legalidad  vigente  preferencia  especial  sobre  determinados  bie- 
nes:  y  designará  un  liquidador  que  intervenga  todas  las  operaciones  y 
reserve  del  activo  la  parte  necesaria  para  dicho  reintegro. 

Para  que  el  Banco  goce  de  esta  preferencia  será  necesario  que  con 
expresión  de  la  misma,  se  publique  en  la  Gaceta  la  concesión  del  crédito 
con  sus  intereses,  plazos  y  garantía,  debiendo  asimismo,  inscribirse  en  el 
Registro  Mercantil  respectivo  y  en  el  de  la  propiedad  en  el  que  la  Empre- 
sa peticionaria  manifieste  que  tiene  inscritos  sus  bienes  
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Régimen  de  la  Banca  Privada  y  de  sus  operaciones 

Legislación  general  relativa  a  Bancos  y  Banqueros  Nacionales 

y  Extranjeros 


CAPÍTULO  I 


Legislación  general  relativa  a  Bancos  y  Banqueros 
Nacionales  y  Extranjeros 

A)  Legislación  general  relativa  a  las  Compañías  de  Crédito.  (Código  de  Comercio).  —  B)  Legislación  es- 
pecial relativa  a  los  Bancos  y  banqueros  inscritos  en  las  Asociaciones  bancadas  oficiales.  (Ley  de  orde- 
nación bancana  de  27  de  Diciembre  de  1921.  Reglamento  de  13  de  Junio  de  1922.  R.  O.  de  creación  de  las 
zonas  bancarias  de  13  de  Febrero  de  1922.  R.  O.  sobre  Balances  de  Bancos  y  banqueros  de  31  de  Sep- 
tiembre de  1922.) 

A)   De  las  reglas  especiales  de  las  Compañías  de  Crédito 

(Código  de  Comercio) 

Art.  175.  Corresponderán  principalmente  a  la  índole  de  estas  compa- 
ñías las  operaciones  siguientes  : 

la  Suscribir  o  contratar  empréstitos  con  el  Gobierno,  corporaciones 
provinciales  o  municipales. 

2a  Adquirir  fondos  públicos  y  acciones  u  obligaciones  de  toda  clase 
de  empresas  industriales  o  de  compañías  de  crédito. 

3a  Crear  empresas  de  caminos  de  hierro,  canales,  fábricas,  minas,  dár- 
senas, almacenes  generales  de  depósito,  alumbrado,  desmontes  y  roturacio- 
nes, riegos,  desagües  y  cualesquiera  otras  industrias  o  de  utilidad  pública. 

4a  Practicar  la  fusión  o  transformación  de  toda  clase  de  sociedades 
mercantiles,  y  encargarse  de  la  emisión  de  acciones  u  obligaciones  de 
las  mismas. 

5a  Administrar  y  arrendar  toda  clase  de  contribuciones  y  servicios  pú- 
blicos, y  ejecutar  por  su  cuenta,  o  ceder,  con  la  aprobación  del  Gobierno, 
los  contratos  suscritos  al  efecto. 

6a  Vender  o  dar  en  garantía  todas  las  acciones,  obligaciones  y  valo- 
res adquiridos  por  la  sociedad,  y  cambiarlos  cuando  lo  juzgaren  conveniente. 

7a  Prestar  sobre  efectos  públicos,  acciones  u  obligaciones,  géneros,  fru- 
tos, cosechas,  fincas,  fábricas,  buques,  y  sus  cargamentos,  y  otros  valo- 
res, y  abrir  créditos  en  cuenta  corriente,  recibiendo  en  garantía  efectos 
de  igual  clase. 

8a  Efectuar  por  cuenta  de  otras  sociedades  o  personas  toda  clase  die 
oobros  o  de  pagos,  y  ejecutar  cualesquiera  otra  operación  por  cuenta  ajena. 

9a  Recibir  en  depósito  tjoda  clase  de  valores  en  papel  y  metálico,  y 
llevar  cuentas  corrientes  con  cualesquiera  corporaciones,  sociedades  o  per- 
sonas. 


—  so- 
lo Girar  y  descontar  letras  u  otros  documentos  de  cambio  W. 
Art.  176.  Las  compañías  de  crédito  podrán  emitir  obligaciones  por 
una  cantidad  igual  a  la  que  haya  empleado  y  exista  representada  por  va- 
lores en  cartera,  sometiéndose  a  lo  prescrito  en  el  título  sobre  Registro 
mercantil.  Estas  obligaciones  serán  nominativas  o  al  portador  y  a  plazo 
fijo,  que  no  baje  en  ningún  caso  de  treinta  días,  con  la  amortización  si  la 
hubiere,  e  intereses  que  se  determinen  (2). 


(1)  Las  compañías  de  crédito  que  se  establezcan  después  de  la  promulgación  de  la  Ley  do 
Hipoteca  naval,  llevada  a  cabo  en  21  de  Agosto  de  1893,  y  que  se  propongan,  sea  con  objeto  espe- 
cial y  exclusivo,  sea  como  una  de  sus  operaciones,  la  de  prestar  con  garantía  de  naves,  podrán  emi- 
tir cédulas  u  obligaciones  de  crédito  naval. 

Las  compañías  de  crédito  existentes  al  tiempo  de  empezar  a  regir  esta  ley,  que  tengan  seña- 
lada enlr e  las  operaciones  a  que  puedan  dedicarse,  la  de  prestar  sobre  buques,  conforme  a  lo  ordenado 
en  este  articulo  que  ampliamos,  no  podrán  efectuar  emisión  alguna  do  obligaciones  o  cédulas  de 
crédito  naval  sin  modificar  al  efecto  sus  Estatutos,  previos  los  procedimientos  y  requisilos  estableci- 
dos en  los  mismos,  y  la  escritura  de  constitución  de  la  sociedad,  y  sin  que  proceda  inscripción  del 
nuevo  pacto  en  el  Registro  mercantil  con  arreglo  a  lo  que  ordena  este  Código  en  su  art.  25. 

Las  obligaciones  o  cédulas  de  crédito  navai  que  emitan  las  compañías  autorizadas  para  ello,  se- 
rán nominativas  o  al  portador,  con  autorización  o  sin  ella,  y  con  lotes  reembohables  en  épocas  fijas  o 
por  vía  de  sorteo,  con  o  sin  premio. 

El  capital  nominal  de  estas  obligación'  s  y  el  importe  de  los  premios,  si  los  hubiere,  que  estén 
en  circulación,  no  excederá  del  importe  del  capital  de  los  préstamos  contralados. 

Cuando  en  virlud  de  la  amortización,  o  por  cualquier  otra  causa,  los  acreedores  hipotecarios 
se  reembolsasen  de  todo  o  parte  de  sus  préstamos,  se  amortizará  una  suma  igual  de  obligaciones 
que  estén  en  circulación,  a  no  ser  que  en  el  intermedio  se  hubieren  celebrado  otros  contratos  de 
préstamo  por  una  suma  igual  o  mayor-  (Ley  do  21  de  agosto  de  1893). 

(2)  Por  Real  orden  de  16  de  enero  de  1893,  se  dispuso  que  las  obligaciones  que  en  virtud  de  lo 
establecido  en  el  articulo  que  ampliamos,  emitan  y  pongan  en  circulación  en  lo  sucesivo  las  so- 
ciedades de  crédito  que  legalmente  puedan  emitir  esa  clase  de  valores,  tengan,  por  lo  menos,  25  cen- 
tímetros de  longitud  y  20  de  ancho  sin  los  cupones  que  llevarán  necesariamente  adheridos  a  sus  bor- 
des, declarando,  sin  embargo,  exentas  dei  cumplimiento  de  estos  requisitos  las  obligaciones  legalmen- 
te emitidas  que  estén  ya  en  circulación,  siempre  que  resulten  ajustadas  a  lo  que  dispone  la  Real  or- 
den de  16  de  julio  de  1881. 
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B)   Legislación  especial  relativa  a  la  Banga  privada 
Nacional  y  Extranjera 

Ley  de  Ordenación  Bancaria  de  29  de  Diciembre  de  1921  (artículo  segundo  y  disposición  transitoria).  Regla- 
mento para  cumplimiento  del  artículo  2.°  de  la  anterior  ley,  13  de  Junio  de  1922.  Real  Orden  de  crea- 
ción de  las  zonas  bancarias,  Febrero  de  1922. 

Ley  de  Ordenación  Bancaria  de  29  de  Diciembre  de  1921 

ARTICULO  SEGUNDO 
Régimen,  de  la  Banca  privada 

En  relación  con  la  Banca  privada,  se  establece  el  régimen  que  se 
detalla  en  las  bases  siguientes : 

Primera.  Se  establecerá  en  el  Ministerio  de  Hacienda  una  Cof- 
misaría  de  Ordenación  de  la  Banca  privada,  constituida  por  un  Co- 
misario regio  nombrado  por  el  Gobierno  por  acuerdo  del  Consejoi 
de  Ministros,  a  propuesta  del  de  Hacienda^  y  un  Consejo  que  se 
denominará  Consejo  Superior  Bancario. 

El  Comisario  regio  percibirá  la  gratificación  de  30.000  pesetas 
anuales,  y  tendrá  además,  derecho  a  la  percepción  de  las  dietas, 
que  se  establezcan  en  el  Reglamente  a  cargo  de  los  recursos  espe- 
ciales con  que  contará  el  Consejo  Superior  Bancario. 

El  Reglamento  determinará  las  condiciones  que  han  de  concurrir 
en  las  personas  que  se  designen  para  integrar  el  Consejo:  Supe- 
rior Bancario. 

Segunda.  El  Comisario  regio  tendrá  la  Presidencia  del  Consejo 
Superior  Bancario,  con  facutad  de  suspender  sus  acuerdos,  some- 
tiéndolos en  este  caso¡  a  la  resolución  del  Ministro,  y  autorizará  con 
su  firma  los  acuerdos  del  Consejo  Superior  Bancario. 

Tercera.  El  Consejo,  estará  integrado  por  un  Vocal,  nombrado 
por  el  Banco  de  España,  con  el  carácter  de  Vicepresidente,  quien 
desempeñará  las  funciones  de  Presidente  en  defectoi  de  éste;  pon 
dos  Vocales,  nombrados  por  cada  una  de  las  zonas  bancarias,  y 
uno,  nombrado  por  la  Junta  consultiva  de  las  Cámaras  de  Comercio, 
Industria  y  Navegación. 

El  funcionamiento  del  Consejo  será  determinado  en  el  Reglamento. 

Cuarta.   Corresponderá  al  Consejo  Superior  Bancario: 

A)  Formar  la  estadística  bancaria  española  y  extranjera  estableci- 
da en  España,  con  todos  los  elementos  que  puedan  inducir  al  cioh 
nocimiento  general  de  la  situación  bancaria. 

B)  Proponer  al  Gobierno  la  forma  en  que  deben  establecerse 
y  publicarse  los  balances  de  todos  los  Bancos  y,  banqueros  españp- 
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les  y  Sucursales  y  Delegaciones  de  Bancos  extranjeros  establecidos 
o  que  se  establezcan  en  España;  publicación  de  batanees,  que  habrá 
de  hacerse  dentro  de  los  treinta  días  siguientes  al  de  su  fecha. 

C)  Fijar  las  normas  a  que  deberá  atemperarse  en  su  actuación  la 
Banca  inscripta  en  la  Comisaría.  En  tal  virtud,  le  corresponde  a  ésta: 

iQ  Determinar  por  razón  de  su  importancia  mercantil  las  plazas 
cuyos  Bancos  y  banqueros  puedan  tener  derecho  a  inscribirse  en 
la  Comisaría. 

2Q  Fijar  el  capital  mínimo  con  que  ha  de  contar  cada  Banco  o 
banquero  en  relación  con  la  plaza  o  plazas  donde  opere,  para  tener 
el  referido  derecho. 

39  Establecer  la  relación  mínima  que  debe  existir  entre  dicho 
capital,  más  los  fondos  de  reserva  y  el  volumen  de  las  cuentas  co- 
rrientes acreedoras  de  cada  Banco  o  banquero,  teniendo  en  cuenta 
la  naturaleza  del  Banco  y  la  índole  especial  de  sus  operaciones. 

4Q  Señalar  el  tiepo  máximo  de  interés  abonable  a  las  cuentas 
corrientes,  imposiciones,  bonos  y  demás  conceptos  similares. 

52  Determinar  la  proporcionalidad  que  debe  haber  entre  el  activo 
realizable  y  las  obligaciones  exigibles. 

6e  Dictar  aquellas  disposiciones  de  carácter  general  que,  sin  me- 
noscabo de  la  agilidad  bancaria  y  de  la  peculiar  manera  de  traba- 
jar de  cada  uno  de  los  Bancos  y  banqueros  inscritos,  se  estimen  ne- 
cesarias o  convenientes  para  el  interés  público. 

Las  normas  que  el  Consejo  acuerde  y  el  Comisario  regio  sancione, 
serán,  mientras  no  sean  derogadas  o  modificadas,  de  observancia 
obligatoria  para  toda  la!  Banca  inscrita,  y  su  infracción  podrá  dar 
lugar,  además  de  a  las  sanciones  que  en  el  Reglamento  se  esta- 
blezcan, a  la  eliminación  del  infractor  de  la  inscripción  en  la  Co- 
misería,  con  pérdida  de  todos  los  derechos  y  ventajas  que  se  enume- 
meran  en  la  base  sexta. 

Toda  inspección  que  tenga  que  efectuarse  en  algún  Banco  o  ban- 
quero inscrito  para  comprobar  la  inobservancia  de  alguna  de  las 
normas  establecidas,  se  confiará  precisamente  al  Banco  de  España. 

D)  Informar  al  Ministro-  de  Hacienda  en  los  recursos  de  alzada 
sobre  admisión  de  valores  a  la  cotización. 

E)  Proponer  al  Gobierno  medidas  circunstanciales  que  proceda 
adoptar  en  cuanto-  se  relacione  con  la  política  monetaria  y  con  la 
actuación  de  Sociedades  de  crédito,  Bancos  y  banqueros  que  fun- 
cionen en  España. 

F)  Evacuar  los  informes  que  a  su  consulta  someta  el  Ministro, 
y  de  un  modo  especial  los  previstos  en  las  bases  segunda  y  novena 
del  artículo  1  .s  de  esta  ley. 

G)  Designar  los  tres  Consejeros  para  el  Banco  de  España,  de 
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acuerdo  con  lo  prevenido  en  la  base  décima  del  artículo  ie  de 
esta  ley. 

Quinta,  a)  Se  procederá  a  la  división  de  zonas  bancarias  consti- 
tuidas por  k»s  Bancos  y  banqueros  domiciliados  dentro  de  cada 
una  con  arreglo,  a  las  normas  que  establecerá  el  Consejo. 

En  la  capitalidad  de  cada  zona  podrá  establecerse  una  Caja  de 
compensación  entre  los  Bancos  y  banqueros  inscritos. 

b)  Cada  zona  bancaria  nombrará  dos  Vocales  para  el  Consejo, 
pudiendo  designar  dos  suplentes  que  los  sustituyan  en  sus  funciones 
eventualmente. 

Sexta.  Los  inscripción  en  la  Comisaría  será  voluntaria,  y  sólo 
podrán  pertenecer  a  la  misma  lo|s  Bancos  y  banqueros  españoles. 

Quedarán  reservados  a  los  Bancos  y  banqueros  inscritos  los  si- 
guientes beneficios : 

a)  Régimen  de  bonificación  en  las  operaciones  que  realicen  con 
el  Banco  de  España,  de  acuerdo  con  lo  previsto  en  la  base  octava; 
del  artículo  iQ  de  esta  ley. 

b)  Facultad  para  concretar  coin  el  Estado;  un  régimen  especial 
para  el  establecimiento  del  cheque  cruzado  y  del  cheque  de  viaje 
y  para  obtener  un  concierto  para  el  impuesto  de  Timbre  sobre  che- 
ques y  talones. 

A  los  efectos  del  establecimiento  de  los  servicios  que  completen 
a  la  organización  dé  la  Banca  privadla,  a  tenor  de  lo  dispuesto 
en  esta  base,  se  autoriza  al  Gobierno  : 

iQ  Para  eximir  del  Timbre  del  Estado  los  cheques  y  demás 
mandatos  de  pagoi  a  que  se  refiere  el  artículo!  541  del  Código  de 
Comercio,  cuando  fueren  cruzados  en  forma  prescrita  en  el  párrafo 
primero  de  dicho  artículo;  y 

2Q  Para  exceptuar  del  Tambre  del  Estado  el  acto  en  cuya  virtud, 
en  la  aceptación  de  las  letras  de  cambio,  se  indique  algún  Banooí  o| 
banquero  inscrito  en  la  Comisaría  a  que  se  refiere  esta  base,  como 
pagador  del  documento,  siempre  que  el  pago  se  realice  mediante 
compensación,  con  sujeción  estricta  a  las  formas  que  para  ella  se 
establezcan.  La  institución  compensadora  estará  obligada  a  conser- 
var, a  disposición  de  los  funcionarios  inspectores  del  impuesto,  por 
el  tiempo  que  reglamentariamente  se  determine  relación  autorizada 
de  las  letras  compensadas  a  que  se  refiere  este  número!. 

En  los  cheques  pagados  por  compensación  realizada  en  algunas 
de  las  instituciones  establecidas  a  este  fin  por  el  Consejo  Superior 
Bancario,  el  signo  y  la  fórmula  que  expresan  haberse  efectuado 
aquella  con  las  formalidades  prescritas  para  el  régimen  de  la  ins- 
titución sustituirá  legalmente  al  «Recibí»  y  a  la  firma  prescritas  en 
el  párrafo  segundo  del  artículo  339  del  Código  de  Comercio. 
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Séptima.  Para  atender  a.  jtodos  los  gastos  que  implique  el  fun- 
cionamiento del  Consejo  Superior  Bancario  se  establece  un  arbitrio 
anual,  que  fijará  el  propio  Consejo,  y  que  no  podrá  exceder  de  un 
1/4  por  1.000  sobre  el  capital  desembolsado  y  reservas  de  los  Ban- 
cos, y  de  1/2  por  1.000  sobre  el  capital  que  los  banqueros  tengan 
computado  como  afecto  a  un  negocio  bancario,  en  relación  con  la 
determinado  en  el  númeroi  3  de  la  letra  G  de  la  base  cuarta  del  ar- 
tículo 2Q  de  esta  ley. 

Este  arbitrio  será  satisfecho  por  anualidades  anticipadas  por  los 
Bancos  y  banqueros  que  se  inscriban  en  la  Comisaría,  y  será  admi- 
nistrado libremenete  por  el  Consejo  Superior  Bancario. 

DISPOSICIÓN  TRANSITORIA 

El  primer  Consejo  que  se  elija  lo  será,  en  cuanto  a  la  representación 
bancaria,  por  las  Asociaciones  actualmente  existentes,  y  su  misión 
se  limitará  a  proponer  las  normas  generales  par  la  constitución  de  las 
zonas,  régimen  electoral,  etc.  precediéndose,  después  de  aprobadas 
por  el  Ministro,  a  la  elección  definitiva  del  Consejo,  el  cual  pro- 
pondrá al  Ministro  de  Hacienda  la  aprobación  del  Reglamento,  ins- 
pirado en  los  principios  de  esta  ley,  y  en  el  cual  se  consagrará  el  de- 
recho de  todos  los  Bancos  y  banqueros  actualmente  adscritos  a  las 
Asociaciones  bancarias  del  Centro,  del  Norte  y  de  Barcelona,  para 
inscribirse  en  la  Comisaría;  sometiéndose  a  las  normas  que  establez- 
ca el  Consejo  Superior  Bancario. 

Reglamento  para  cumplimiento  del  artículo  segundo  de  la  ley  de 
Ordenación  Bancaria  de  28  de  Diciembre  de  1921 

SECCIÓN  PRIMERA 
De  la  Banca  privada  en  general 

Artículo  iQ  La  Banca  privada  de  España  está  integrada  por  to- 
dos los  Bancos  y  banqueros  no  oficiales,  cualesquiera  que  sea  la  for- 
ma de  su  constitución  jurídica  y  la  nacionalidad  de  las  leyes  de  su 
creación,  que  se  dediquen  en  territorio  español  a  efectuar  las  ope- 
raciones bancarias.  No  forman  parte  de  la  Banca  española  las  Ca- 
jas de  Ahorro  sometidas  al  protectorado  del  Gobierno. 

Artículo  2Q   Son  Bancos  y  banqueros  pirrados  españoles: 
iQ   Los  constituidos  con  arreglo  a  la  legislación  española,  domicilia- 
dos en  España,  que  desde  la  fecha  de  la  ley  de  Ordenación  Bancaria 
estuvieren  adscritos  a  una  de  las  tres  Asociaciones  bancarias,  del 
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Norte,  de  Barcelona  y  centro  de  España,  todos  los  cuales  figuran 
en  la  relación  anexa  a  este  decreto. 

22  Lo  son  asimismo  los  Bancos  y  banqueros  españoles  que  estén 
regidos  exclusivamente  poor  las  leyes  de  España. 

A  este  fin  serán  consideradas  españolas  las  Sociedades  bancarias : 

a )  Tratándose  de  Sociedades  regulares  colectivas,  cuando  posean 
dicha  nacionalidad  la  mayoría  de  los  socios  y  corresponda  exclusiva- 
mente a  quienes  se  hallen  en  ese  caso  la  gestión  de  los  negocios 
españoles. 

b)  Tratándose  de  Sociedades  comanditarias  simples  o  comandita- 
rias por  acciones,  cuando  concurran  respecto  a  los  socios  colec- 
tivos y  a  la  gerencia  las  circunstancias  exigidas  en  el  apartado'  ante- 
rior y  las  participaciones  en  comandita,  representadas  o  no  por  ac- 
ciones, pertenezcan  a  españoles  en  su  mayor  parte. 

c)  Tratándose  de  Sociedades  anónimas  cuando  figuren  inscritas 
a  nombre  de  españoles  las  dos  terceras  partes,  por  lo  menos,  de  sus 
acciones,  y  sean  españoles  el  Presidente  y  las  dos  terceras  partes  dé' 
los  individuos  del  Consejo  de  Administración. 

Tratándose  de  acciones  al  portador,  la  Sociedad  deberá  justificar 
que  las  dos  terceras  partes  de  las  mismas  son  propiedad  de  españo- 
les y  ofrecer  los  medios  de  comprobación  necesarios  para  conocer 
las  trasmisiones  que  puedan  afectar  a  la  propiedad  de  estas  acciones. 
Corresponde  al  Consejo  Superior  Bancario  la  facultad  de  exigir  esta 
justificación  y  a  los  Bancos  la  obligación  de  prestarla  en  los  casos 
particulares  que,  a  juicio  del  Consejo  Superior  Bancario,  lo  requieran. 

Artículo  32  Serán  considerados  como  Bancos  extranjeros  aque- 
llos que  aun  estando,  domiciliados  en  España  y  creados  oon  arreglo 
a  las  leyes  españolas  se  hallen  ya,  01  desde  que  se  hallaren,  en  unoi 
de  estos  casos :  a )  que  todols,  o  la  mayoría  de  los  puestos  directivos, 
estén  desempeñados  por  ciudadanos  extranjeros;  b)  celebren  sus. 
juntas  fuera  de  España,  ye)  sin  encontrarse  taxativamente  en  alguno 
de  los  casos  anteriores,  estén  en  relación  notoria  de  dependencia! 
directa  respecto  a  un  Banco  o  Empresa  extranjera. 

Artículo  42  Corresponde  al  Consejo  Superior  Bancario1  resolver 
cuantas  dudas  puedan  ocurrir  acerca  de  la  condición  española  o 
extranjera  de  las  Bancos  y  banqueros  que  realicen  en  España  ope- 
raciones bancarias. 

Artículo  52  El  Consejo  Superior  Bancario  procederá  desde  luego 
a  clasificar  toda  la  Banca  operante  en  España  con  arreglo  a  su  nacio- 
nalidad. Podrá  adoptar  además  otras  normas  de  clasificación,  tales1 
como  la  forma  He  su  constitución  jurídica,  la  naturaleza  predomi- 
nante de  sus  operaciones,  la  localización  geográfica,  etc.,  ateniéndose 
para  hacer  la  clasificación  no  sólo  a  lo  que  resulte  de  los  respectivos 
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Estatutos  e  inscripciones  en  el  Registro  mercantil,  sino  también  a 
lo  que  conste  respecto  a  la  dirección  práctica  y  cierta  que  cada 
Banco  o  banquero  imprima  a  sus  operaciones. 

SECCIÓN  SEGUNDA 
Del  régimen  de  la  Banca  privada 

Artículo  6°  Toda  la  Banca  privada  nacional  o  extranjera  operante 
en  España  está  sometida  a  la  publicación  obligatoria  de  sus  balances 
y  del  extracto  de  su  cuenta  de  Pérdidas  y  Ganancias. 

Los  balances  se  elevarán  trimestralmente  a  la  Comisaría  con  arreglo 
al  modelo  que  apruebe  el  Gobierno  a  propuesta  del  Consejo  Superior 
Bancario;  el  extracto  de  la  cuenta  de  Pérdidas  y  Ganancias  se  re- 
mitirá anualmente. 

Los  balances  y  el  extracto  de  la  cuenta  de  Pérdidas  y  Ganancias 
de  los  Bancos  y  banqueros  extranjeros  se  contraerán  respectivamente 
a  la  situación  y  a  los  resultados  de  sus  negocios  en  España;  los  de 
los  Banco|s  y  banqueros  españoles  reflejarán  la  situación  y  el  resultado 
de  sus  operaciones. 

Artículo  7.2  Dictará  el  Gobierno,  a  propuesta  del  Ministro  de 
Hacienda,  las  medidas  previstas  por  la  ley  de  Ordenación  Bancaria 
para  la  Banca  no  inscrita  en  la  Comisaría.  Al  Consejo  Superior 
Bancario  incumbe  en  este  respecto  una  labor  de  información  y 
consejo. 

Artículo  8s  La  Banca  inscrita  en  la  Comisaría  tendrá  además  de 
los  deberes  de  toda  la  Banca,  los  siguientes: 

1.2  Cumplir  lealmente  las  normas  dictadas,  dentro  de  sus  atribu- 
ciones, por  el  Consejo  Superior  Bancario  y  atender  con  el  mejor 
espíritu  sus  indicaciones. 

22  Aceptar  y  someterse  a  las  sanciones  que  acuerde  el  Consejo 
Superior  Bancario  y  apruebe  el  Comisario  en  caso  de  incumplimiento 
de  las  normas  establecidas. 

3.2  Someterse  a  la  inspección  del  Banco  de  España  a  que  se 
refiere  la  Sección  décima  de  este  Reglamento. 

42  Evacuar  las  consultas  que  el  Consejo  Superior  Bancario  pueda 
someter  a  su  estudio. 

52  Atender  a  los  gastos  que  implique  el  funcionamiento  ordinario 
del  Consejo  Superior  Bancario  mediante  el  pago  de  un  arbitrio 
anual  fijado  por  el  propio  Consejo;  sin  exceder  un  cuarto  por  mil 
sobre  el  capital,  más  reservas  de  cada  Banco  y  un  medio  por  mil 
sobre  el  capital  que  cada  banquero  tenga  acumulado  como  afecto  a 
su  negocio  bancario,  en  relación  con  la  base  séptima  del  artícu- 
lo 29  de  la  ley. 


El  arbitrio  será  satisfecho;  por  anualidades  anticipadas. 

Artículo  99  La  Banca  inscrita  disfrutará  de  los  derechos  y  be- 
neficios siguientes : 

iq  Derechos  de  sufragio  activo  y  pasivo  para  la  constitución, 
de  Consejo  Superior  Bancario  en  la  forma  y  con  los  requisitos  que 
se  establezcan  con  arrego  al  apartado  2Q  del  artículo  19  de  este  Re- 
glamento. 

22  Participar  en  el  régimen  de  bonificación  que  el  Bancoi  de  Es- 
paañ  concede  a  tenor  de  la  base  octava  del  artículo  12  de  la  ley  de 
Ordenación  y  según  se  detalla  en  la  Sección  décima  de  este  Regla- 
mento. 

32  Participación  en  las  facilidades  y  beneficios  que  se  conten- 
gan en  el  concierto  con  el  Estado  para  el  establecimiento  del  cheque 
cruzado  y  de  viaje. 

42  Participación  en  las  facilidades  y  beneficios  del  concierto  con 
el  Estado  del  impuesto!  del  timbre  sobre  cheques,  talones  y  entregas. 

Los  conciertos  a  que  se  refieren  los  apartados  3.2  y  4.a  se  incorpo- 
rarán, cuando  se  celebren,  a  este  Reglamento  como  partes  integran- 
tes del  mismo  y  constituirán  su  Sección  duodécima. 

52  Formar  parte  de  la  Caja  de  compensación.  Cada  Banco  o 
Banquero  podrá  ser  miembro  de  la,  Caja  establecida  en  la  Zona 
bancaria  de  su  residencia  y  podrá  presentar  en  ella  directamente  los 
cheques,  letras  y  otros  documentos  compensables  de  los  que  sea 
pagador  o  cobrador,  con  los  derechos  y  obligaciones  que  se  contengan 
en  los  Estatutos  o  Reglamento  de  la  misma. 

62  Participación  en  el  disfrute  de  los  servicios  que  organice  el 
Consejo  Superior  Bancario,  tales  como  Asesoría,  Informes  comercia- 
les, publicaciones  y  Bibliotecas. 

Artículo  10.  A  los  efectos  de  la  base  cuarta  de  la  ley  de  Ordena- 
ción, se  entenderán  definidos  de  la  siguiente  manera  los  términos 
bancarios  que  en  equella  se  emplean. 

Se  considera  capital: 

a )  Respecto  de  las  Sociedades  anónimas : 

12  El  capital  desenbolsadoi  y  el  importe  de  sus  reservas,  cual- 
quiera que  sea  la  denominación  con  que  figuren  en  los  balances. 
El  importe  de  estos  dos  factores  se  computará  por  todo  su  valor. 

22  El  capital  suscrito  y  no.  desembolsado  respecto  a  acciones 
que  no  hayan  perdidoi  o  pierdan  su  condición  de  nominativas  y  hasta 
el  límite  máximo  de  una  cantidad  igual  a  la  desembolsada  a  cuenta 
de  dicho  capital  por  cada  acción,  Este  capital  así  determinado  se 
computará  por  la  mitad  de  su  importe. 

b)  Respecto  a  las  Sociedades  colectivas  o  comanditarias  y  ban- 
queros : 


13  El  capital  social  aportado  al  negocio  y  el  importe  de  sus  re- 
servas, cualquiera  que  sea  la  denominación  con  que  figuren  en  sus 
balances.  El  importe  de  estos  dos  factores  se  computará  por  todo 
su  valor. 

2.2  El  capital  que  expresa  y  voluntariamente  declare  eí  socio 
o  socios  colectivos  en  bienes  cuya  propiedad  justifiquen  y  hasta  el 
límite  máximo  de  una  cantidad  igual  a  la  que  el  mismo  o  los  mis- 
mos socios  hubieren  aportado  oficialmente.  Este  capital,  así  determi- 
nado, se  computará  por  la  mitad  de  su  importe. 

La  fijación  de  los  capitales  correspondientes  a  cada  Banco  o  ban- 
quero inscrito'  se  hará  por  la  Comisaría  al  terminar  cada  año  con  re- 
ferencia al  último  balance. 

La  fijación  del  interés  máximo  en  las  cuentas  corrientes  acreedoras 
se  hará  por  el  Consejo  Superior  Balneario,  distinguiendo  los  casos 
de  cuentas  corrientes  a  la  vista  y  a  diversos  plazos  y  señalando  el 
interés  en  relación  con  el  plazo. 

Cuando  las  operaciones  de  cuenta  corriente  practicadas  por  los 
Bancos  se  diferencien  entre  sí  por  la  duración  del  período  de  liqui- 
dación y  acumulación  de  intereses  o  por  estar  asociadas  a  ventajas 
y  facilidades  particulares,  el  Consejo  Superior  Bancario  en  cada 
caso  estimará  las  consecuencias  de  los  diversos  períodos  de  acumula- 
ción y  de  las  ventajas  o  facilidades  otorgadas  y  las  expresará  en 
términos  de  interés. 

Por  activo  realizable  se  entenderá  la  existencia  en  Caja,  el  saldo 
a  la  vista  en  el  Banco  de  España  o  en  otros  establecimientos  de  cré- 
dito, los  créditos  disponibles  a  la  vista,  los  valores  realizables  o 
pignorables  y  efectos  de  comercio  a  plazo  no  menor  de  noventa  días 
y  los  créditos  transferidles  cuyo  plazo  de  vencimiento  no  exceda  dé 
noventa  días. 

Por  pasivo  exigible  se  entenderán  los  saldos  de  las  cuentas  corrientes 
acreedoras,  imposiciones,  bonos  y  demás  conceptos  similares. 

En  la  determinación  de  las  normas  de  observancia  obligatoria 
para  la  Banca  inscrita  en  la  Comisaría,  el  Consejo  Superior  Bancario 
procederá  gradual  y  continuamente,  aceptando  provisionalmente  como 
bueno  el  stata  qno  de  cada  Banco  o  banquero,  solicitando  su  modi- 
ficación en  vista  de  la,  observación  a  que  debe  tenerle  sometido  y 
debiendo  quedar  dentro  de  dichas  normas  el  plazo  que  se  fije  por 
el  Consejo  Superior  Bancario,  que  no  podrá  exceder  de  tres  años. 
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SECCIÓN  TERCERA 
De  la  comunidad  bancaria  española  y  de  su  representación 

Artículo  ii.  El  Consejo  Superior  Bancario  es  el  órgano  de  regu- 
larización  y  de  representación  de  todos  los  Bancos  y  banqueros  ins- 
critos en  la  Comisaría.  Lo  será  también  de  toda  la  Banca  privada  en 
el  desempeño  de  las  tareas  que,  sienda  propias  del  Gobierno,  reciba 
de  éste  en  delegación.  El  Consejo  Superior  Bancario,  como  persona 
jurídica  creada  por  la  ley,  tiene  capacidad  para  la  realización  de 
todos  los  actos  y  la  persecución  de  todos  los  fines  explícitos  o  implí- 
citos en  el  régimen  de  ordenación  dé  la  Banca  privada  española!. 
La  duración  de  la  vida  de  esta  persona  depende  de  la  ley.  Si  la  comu- 
nidad bancaria  representada  por  el  Consejo  Superior  Bancario  po- 
seyera en  el  momento  de  su  disolución  legal  bienes  o  valores,  se 
aplicarían  éstos  a  los  Bancos  o  banqueros  inscritos  en  la  proporción 
de  las  cuotas  que  para  sostenimiento  de  la  Comisaría  hubiesen  venido 
pagando  en  los  dos  últimos  años. 

Artículo  12.  El  ingreso  de  un  Banco  o  bancos  españoles  en  esta 
comunidad  bancaria  se  realiza  jxxr  la  inscripción  en  la  Comisaría^ 
y  es  libre  y  voluntario.  Los  Bancos  y  banqueros  inscritos  habrán 
de  reunir  las-  condiciones  exigidas  al  efecto  por  la  ley  dé  Ordenación 
y  por  el  Reglamento.  La  inscripción  se  solicitará  por  escrito  del 
Comisario,  quien  presentará  la  solicitud  a  la  decisión  del  Consejo 
Superior  Bancario. 

Artículo  13.  La  separación  de  la  comunidad  después  de  haber 
participado  de  régimen  de  derechos  y  deberes  de  la  Banca  inscrita, 
puede  ser  voluntaria  y  forzosa,  y  estará  sometida  a  las  condiciones! 
siguientes : 

El  socio  que  voluntariamente  se  separe  de  la  comunidad  queda  obli- 
gado a  garantir,  a  satisfacción  del  Consejo  Superior  Bancario,  el  cum- 
plimiento de  las  obligaciones  que  pudiera  tener  pendientes  respecto 
a  la  misma;  la  separación  voluntaria  no  podrá  ser  motivo  para 
eludir  una  inspección  ya  acordada  Oí  que  se  hallare  en  tramitación  o 
que  estuviese  sometida  a  la  deliberación  del  Consejo.  Si  los  Ban- 
cos que  se  separen  tuvieran  un  vocal  en  el  Consejo  Superior  Banca- 
rio,  cesará  éste  ipso  fado,  en  su  función  de  consejero.  No  será  de- 
vuelta al  Banco  que  se  separe  parte  alguna  de  las  cuotas  que  hubiese 
satisfecho  al  Consejo  Superior  Bancario. 

Artículo  14.  La  separación  forzosa  será  fundada  y  habrá  de  acor- 
darse por  el  Consejo  Superior  Bancario  como  consecuencia  de  la  in- 
fracción de  alguna  de  las  normas  por  él  establecidas  en  circunstancias 
que,  en  opinión  del  Consejo  Superior  Bancario  revistan  al  hecho'  de 
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una  notoria  gravedad.  El  Comisario  suspenderá  la  publicación  del 
acuerdo  de  separación  forzosa  hasta  que  el  Ministro  de  Hacienda 
le  haya  prestado  su  conformidad. 

Artículo  15.  Las  normas  que  dicte  el  Consejo  Superior  Bancario 
tendrán  carácter  de  generalidad,  salvo  en  casos  excepcionales  de 
evidente  justificación  a  juicio  del  propio  Consejo  Superior  Bancario. 
Todo  Banco  o  banquero  puede  pedir  la  revisión  ante  el  Consejo  Su- 
perior Bancario  de  un  acuerdo  que  se  base  en  error  de  hecho,  com- 
pareciendo personalmente  a  explicarlo  y  demostrarlo. 

Artículo  16.  El  Consejo  Superior  Bancario  podrá  aplicar  las  si- 
guientes sanciones  a  los  Bancos  y  banqueros  inscritos  en  la  Co- 
misaría : 

Ia  Apercibimiento. 

2a  Privación  temporal  del  derecho  de  sufragio  activo  y  pasivo 
ya  en  la  constitución  del  Consejo,  ya  en  la  de  las  Cajas  de  com- 
pensación. 

3a  Recargo  de  la  cuota  anual  hasta  el  duplo. 
4a   Separación  de  la  comunidad  bancada. 

Artículo  17.  Cuando  a  juicio  del  Consejo  Superior  Bancario  haya 
motivo  bastante  para  suponer  que  un  asociado  ha  infringido  alguna 
de  las  normas  por  él  establecidas,  podrá  pedir  al  Banco  de  España 
gire  una  visita  de  inspección  con  el  fin  de  comprobarla. 

SECCIÓN  CUARTA 
Atribuciones  del  Consejo  Superior  Bancario 

Artículo  18.  En  el  ejercicio  de  sus  funciones  respecto  a  toda 
la  Banca  privada,  el  Consejo  Superior  Bancario  posee  las  atribuciones 

siguientes : 

Ia  Proponer  al  Gobierno  en  cualquier  tiempo  la  forma  y  modelo 
para  la  publicación  de  los  balances  y  del  extracto*  de  la  cuenta  de 
Pérdidas  y  Ganancias  de  todos  los  Bancos  operantes  en  España. 

2a  Proponer  al  Gobierno  medidas  circunstanciales  que  proceda 
adoptar  en  cuanto  se  relacione  con  la  política  monetaria  y  con  la 
actuación  de  las  Sociedades  de  Crédito,  Bancos  y  banqueros  que 
funcionan  en  España. 

3a  Recoger  las  costumbres  y  usos  mercantiles  por  localidades 
o  plazas  a  los  efectos  del  artículo  2.Q  del  Código  de  Comercio. 

4a  Proponer  al  Gobierno,  por  conducto  del  Ministro  de  Hacienda, 
los  preceptos  que  estime  convenientes  sobre  operaciones  mercantiles 
no  incluidas  expresamente  en  el  Código  de  Comercio. 

5a  Informar  al  Ministro  de  Hacienda  en  los  recursos  de  alzada 
sobre  admisión  de  valores  en  Bolsa. 
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6a  E vacunar  los  informes  que  a  su  consulta  someta  el  Ministro 
de  Hacienda  arregladamente  a  la  Sección  novena  de  este  Reglamento. 

7a  Llevar  el  Registro  de  toda  la  Banca  operante  en  España. 

El  Consejo  Superior  Bancario  será  el  órgano  encargado  de  la 
elaboración  y  publicación  de  la  estadística  bancaria  española. 

Artículo  19.  En  el  ejercicio  de  sus  funciones  respecto  a  la  Ban- 
ca inscrita  en  la  Comisaría  compete  al  Consejo  Superior  Bancario: 

i.s  Practicar  o  revisar  la  división  en  zonas  bancadas  del  territo- 
rio español. 

22  Establecer  o  revisar  las  normas  para  el  procedimiento  electoral. 

39  Designar  a  los  tres  Vocales  banqueros  que  habrán  de  repre- 
sentar al  Consejo  Superior  Bancario  en  el  Consejo  del  Banco  de  Es- 
paña, habiendo  de  recaer  los  nombramientos  en  personas  que  pertene- 
ciendo o  no  al  Consejo  Superior  Bancario  tengan  la  cualifieaciióin 
que  más  adelante  se  exige  como  tales  a  los  Vocales  del  Consejó 
Superior  Bancario. 

4Q  Determinar  la  capitalidad  de  cada  zona  bancaria. 

59  Acordar  la  creación  de  Cajas  de  compensación. 

6Q  Organizar  servicios  de  estadísticas,  oficinas  de  estudios,  bi- 
bliotecas y  otros  que  le  permitan  sus  recursos. 

7Q  Señalar  el  tipo  máximo  de  interés  abonable,  a  las  cuales  corrien- 
tes, imposiciones,  bonos  y  demás  conceptos  similares. 

8S  Concertar  con  el  Estado  un  régimen  especial  para  el  estable- 
cimiento del  cheque  cruzado  y  del  cheque  de  viaje  y  para  el  impuesto 
de  Timbre  sobre  los  cheques  tales  y  entregas  en  cuentas  corrientes. 

9.2  Formación  y  aprobación  de  los  presupuestos  anuales  y  de  sus 
cuentas. 

10.  Recaudar  sus  ingresos  y  realizar  sus  gastos. 

1 1 .  Señalar  a  cada  Banco  o  banquero:  la  cuantía  de  su  cuota 
anual  para  atender  a  los  gastos  ordinarios  del  Consejo. 

12.  Administrar  libremente  sus  fondos. 

13.  Convertir  en  acuerdos  las  medidas  que  repute  convenientes 
para  fortalecer  la  concentración  y  distribución  bancaria;  fortalecer 
la  inmunidad  de  sus  asociados  contra  las  perturbaciones  extraordina- 
rias en  los  negocios  y  afirmar  la  coherencia  en  el  movimiento  econó- 
mico bancario  entre  la  Banca  privada  y  el  Banco  de  emisión. 

14.  Cualquiera  otras  atribuciones  que  sean  conferidas  al  Consejo 
por  otros  preceptos  de  este  Reglamento. 

Artículo  20.  Se  exigirá  la  concurrencia  de  las  dos  terceras  partes 
de  los  Consejeros  y  la  mayoría  de  los  votos  efectivos  para  la  validez 
de  los  siguientes  acuerdos  del  Consejo  Superior  Bancario. 

a)   Proponer  al  Gobierno  en  cualquier  tiempo  la  forma  y  modelo 
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para  la  publicación  de  los  balances  y  del  extracto  de  la  cuenta  de 
Pérdidas  y  Ganancias  de  todos  los  Bancos  operantes  en  España. 

b)  Proponer  al  Gobiernos  medidas  circunstanciales  que  proceda 
adoptar  en  cuanto  se  relacionen  con  la  política  monetaria  y  con  la 
actuación  de  Sociedades  de  crédito,  Bancos  y  banqueros  que  fun- 
cionen en  España. 

c)  Recoger  las  costumbres  y  usos  mercantiles  por  localidades  o 
plazas  a  los  efectos  del  artículo  2°  del  Código  de  Comercio. 

d )  Practicar  o  revisar  la  división  en  zonas  bancarias  del  territorio 
español. 

e)  Establecer  o  revisar  las  normas  para  el  procedimiento  electoral. 

f)  Designar  a  los  tres  Vocales  banqueros  que  habrán  de  represen- 
tar al  Consejo  Superior  Bancario  en  el  Consejo  del  Banco  de  España. 

g)  Señalar  el  tipo  máximo  de  interés  abonable  a  las  cuentas  co- 
rrientes, imposiciones,  bonos  y  demás  conceptos  similares. 

SECCIÓN  QUINTA 

De  la  composición  del  Consejo  Superior  Bancario 
y  de  las  condiciones  de  los  cargos 

Artículo  21.  Con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  2Q  de  la 
ley,  en  sus  bases  segunda  y  tercera,  el  Consejo  estará  presidido* 
por  el  Comisario  regio  de  la  Banca  privada,  nombrado  por  el  Go- 
bierno, y  será  integrado  por  un  Vocal  nombrado  por  el  Banco  de  Es- 
paña con  carácter  de  Vicepresidente,  que  desempeñará  las  funciones 
de  Presidente  en  defecto  de  éste;  por  dos  Vocales  nombrados  por 
el  Consejo  Superior  de  Cámaras  de  Comercio.  Formarán  asimismo 
parte  del  Consejo  Superior  Bancario  los  Vocales  adjuntos  que,  en 
proporción  de  dos  por  cada  zona,  serán  nombrados  por  éstas,  los 
cuales,  para  mejor  acierto  y  garantía  de  los  acuerdos  que  adopte  el 
Consejo,  tendrán  todos  los  derechos  de  los  Vocales  en  propiedad, 
menos  el  del  voto.  El  Consejo  podrá  conferir  la  condición  de  Conse- 
jero, a  título  puramente  honorífico,  a  personas  que  hubiesen  presta- 
do a  la  Banca  española  servicios  eminentes. 

El  Consejero  que  cese  en  el  cargo  en  consideración  al  cual  fué 
nombrado  Vocal  del  Consejo  Superior  Bancario,  cesará  también 
en  su  puesto  del  Consejo  Superior  Bancario.  Los  Consejeros  adjuntos 
suplirán  a  los  Consejeros  en  propiedad;  la  suplencia  de  los  Vocales 
en  propiedad  de  una  zona  corresponderá  a  los  adjuntos  de  la  misma 
zona,  y  en  el  acta  de  cada  sesión  constará  a  cual  Vocal  en  propiedad 
ausente  suple  cada  Vocal  adjunto ;  todos  los  Vocales  serán  españoles 
y  mayores  de  edad.  Los  Vocales  adjuntos  tendrán  voto  cuando  actúen 
supliendo  a  un  Vocal  en  propiedad. 
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Artículo  22.  El  Vocal  nombrado  por  el  Consejo  Superior  de  Cá- 
maras de  Come*  cié  cerá  persona  caracterizada  por  su  conocimiento 
de  los  negocias  españoles;  percibirá  las  dietas  por  sesión  que  marca 
la  Sección  undécima  y  el  cargo  tendrá  la  duración  de  tres  años, 
siendo  reelegible. 

Artículo  23.  El  Vocal  nombrado  por  el  Banco  de  España  será 
Subgobemador  o  Consejero  de  mismo,  y  el  nombramiento  se  hará 
por  el  Banco,  y  para  la  duración  de  tres  años,  siendo  reelegible. 

Los  Vocales  que  representen  al  Consejo  Superior  Bancario  en 
el  Banco  de  España  serán  nombrados  por  tres  años. 

Los  Vocales  que  representen  por  zonas  a  la  Banca  inscrita  ha- 
brán de  desempeñar  puestos  en  la  alta  dirección  01  en  el  Consejo  de 
Administración  de  alguno  de  los  Bancos  o  banqueros  afiliados.  Su 
nombramiento  se  acomodará  a  lo  que  se  disponga  por  el  Consejoi 
Superior  Bancarioi  en  virtud  del  apartado'  segundo  del  artículo  19;  re- 
cibirán comoi  dietas  por  sesión  y  como  gastos  de  viaje  las  cantidades 
que  se  determinen.  Los  cargos  durarán  tres  años  y  podrán  ser  reele- 
gibles.  Un  mismo  Vocal  no  podrá  tener  en  el  Consejo  más  de  una  re- 
presentación ni  más  de  un  votoj.  Cada  tres  años  cesarán  los  Vocales 
efectivos,  pasando  a  ocupar  sus  puestos  los  adjuntos,  procediéndose 
a  elegir  nuevos  Vocales  suplentes,  continuando'  en  esta  forma,  de 
suerte  que  el  ingreso  en  el  Consejo  será  como  Vocales  suplentes. 

Las  vacantes  producidas  durante  el  período  trienal  serán  provistas 
cuando  se  trate  de  la  Vicepresidencia  o  de  la  representación  del 
Consejo;  Superior  de  Cámaras  por  designación  que  el  Banco  de  Es- 
paña y  el  citado  Consejo  Superior  harán  respectivamente  de  las  per- 
sonas llamadas  a  ocuparlas.  Cuando  la  vacante  sea  la  dé  un  repre- 
sentante de  los  cuatro  que  cada  zona  tiene  en  el  Consejo,  se  proce- 
derá por  la  zona  a  elegir  un  Vocal  que  entre  en  el  Consejo  Superior 
Bancario  ocupando  el  lugar  del  Vocal  segundo  adjunto. 

Artículo  24.  El  Consejo  Superior  Bancario  tendrá  un  Secretario 
general  que  será  nombrado  por  el  mismo. 

SECCIÓN  SEXTA 

De  los  derechos  y  deberes  de  quienes  desempeñen  cargos 
en.  el  Consejo  Superior  Bancario 

Artículo  25.   Corresponden  al  Comisario: 

ie  Presidir  el  Consejo  Superior  Bancario  y  sus  sesiones,  convo- 
cándolas y  dirigiendo  las  discusiones  y  las  votaciones. 

22  Representar  al  Gobierno  en  el  Consejo  Superior  Bancario. 
3S  Representar  al  Consejo  Superior  Bancario  ante  el  Gobierno. 
42   Llevar  la  representación  del  Consejo  Superior  Bancario  o  del 
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Gobierno  en  los  actos  jurídicos  de  todas  clases,  judiciales  y  extraju- 
diciales  que  se  sigan  de  la  aplicación  de  la  ley  y  de  este  Reglamento. 

52  Sancionar  los  acuerdos  del  Consejo  Superior  Bancario  o  in- 
terponer su  veto  suspensivo. 

60  Ejecutar  los  acuerdos  del  Consejo  Superior  Bancario,  que  no 
hayan  tenido  su  veto. 

7Q  Recabar  la  aprobación  del  Gobierno  para  los  acuerdos  del 
Consejo  Superior  Bancario  que  lo  necesiten. 

8Q   Ordenar  los  pagos. 

9Q  Firmar  las  actas  y  poner  su  visto  bueno  a  los  certificados 
que  por  orden  suya  expida  el  Secretario. 

Artículo  26.  Corresponde  al  Vicepresidente  suplir  al  Comisario 
en  el  ejercicio  de  todos  sus  derechos  y  deberes,  salvo  la  percepción 
de  la  gratificación,  en  caso  de  ausencia,  enfermedad  o  vacante. 
El  Vicepresidente  lo  será  el  Vocal  nombrado  por  el  Banco  de  Es- 
paña. En  el  caso  de  ser  necesario  suplir  al  Vicepresidente  y  al  Pre- 
sidente, corresponderá  la  Vicepresidencia  al  Vocal  nombrado  por 
La¿  Cámaras,  y  en  defecto  de  éste  al  de  más  edad  de  los  restantes. 

Artículo  27.  Corresponde  a  los  Vocales  efectivos  participar  en  la 
iniciativa,  deliberación,  discusión  y  votación  de  todos  los  asuntos 
del  Consejo,  así  como  formar  parte  de  las  Comisiones  que  éste  or- 
ganice y  realizar  las  gestiones  que  se  les  confíen ;  iguales  atribuciones 
tendrán  los  Vocales  suplentes,  a  excepción  del  voto,  el  cual  ejer- 
citarán cuando  actúen  supliendo  a  un  Vocal  efectivo. 

Artículo  28.   Corresponde  al  Secretario  general: 

12   Llevar  el  libro  de  Actas. 

22   Llevar  la  correspondencia. 

Dirigir  todo  el  trabajo  de  oficina  con  facultad  de  suspender  el 
personal  a  sus  órdenes,  dando  cuenta  al  Comisario,  y  dirigir  las 
publicaciones  que  implante  el  Consejo. 

42   Cumplir  las  tareas  que  el  Consejo  le  encomiende. 

5S  Expedir  los  certificados  de  acuerdos  cuando  los  autorice  el 
Comisario. 

Artículo  29.  Todos  los  miembros  del  Consejo  Superior  Bancario 
tienen  el  deber  estricto  de  guardar  secretoi  sobre  los  asuntos  tra- 
tados, y  ninguno  será  publicado  sin  autorización  del  Comisario. 

Artículo  30.   La  asistencia  a  las  sesiones  es  obligatoria. 

Artículo  31.  El  Consejo  Superior  Bancario  se  reunirá  siempre 
que  lo  convoque  el  Comisario,  ya  espontáneamente,  ya  por  ordenar- 
lo el  Ministro  de  Hacienda. 

Para  deliberar  es  precisa  la  presencia  de  seis  Vocales,  y  para 
tomar  acuerdos  el  voto  de  la  mkad  más  uno  de  los  presentes.  El  Co- 
misario decide  en  caso  de  empate. 
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SECCION  SÉPTIMA 
Del  ejercicio  del  veto 

Artículo  32.  El  Comisario  sancionará  o  interpondrá  su  veto  en 
los  acuerdos  del  Consejo  Superior  Bancario',  sin  que  pueda  abs- 
tenerse de  votar  en  ningún  casoi.  El  voto  favorable  del  Comisario 
equivale,  en  los  acuerdos  que  se  hayan  tomado  reglamentariamente, 
a  su  sanción. 

La  no  interposición  del  veto  en  el  plazo  fijado  por  el  artículo;  si- 
guiente equivale  también  a  la  sanción  de  los  acuerdos,  aunque  el 
Comisarioi  hubiera  votado  en  contra. 

Artículo  33.  Para  interponer  el  veto  tiene  el  Comisario  un  plazo 
de  ocho,  días  a  contar  desde  el  del  acuerdo ;  el  veto  constará  en  acta 
por  diligencia  que  extenderá  el  Secretario:  y  firmará  con  el  Comisario-; 
será  razonado  y  producirá  el  efecto  de  suspender  el  cumplimiento 
de  acuerdo  durante  un  plazo  de  ocho  días,  en  los  cuales  el  Ministro, 
en  vista  de  los  antecedentes  que  le  serán  enviados  sin  demora,  con- 
firmará la  suspensión  o  autorizará  el  cumplimiento  del  acuerdo  de 
que  se  trate.  Transcurrido  este  plazo-,  se  considerará  anulado  el  veto. 
Sobre  el  asunto  que  haya  merecido  el  veto,  si  además  ha  obtenido] 
éste  la  sanción  del  Ministro,  no  podrá  volverse  a  tratar  en  sesión 
por  el  Consejo  Superior  Bancario  en  un  plazo!  de  tres  meses. 

SECCIÓN  OCTAVA 
De  las  relaciones  con  el  Gobierno 

Artículo  34.  El  Consejo  Superior  Bancario  será  oído  por  el  Go- 
bierno en  los  casos  a  que  se  refieren  las  bases  segunda  y  novena 
del  artículo  iQ  de  la  ley.  También  podrá  serlo  en  cuanto  se  rélacio- 
.  na  con  el  cambio  internacional  o  la  regularización  del  mercado  mone- 
tario y  en  los  asuntos  que  afecten  a  la  economía  del  país  en  sus  re- 
laciones con  la  Banca  privada  española. 

Artículo  35.  El  informe  que  el  Consejo  Superior  Bancario-  dé 
acerca  del  aumento  de  circulación  de  billetes  será  objeto  de  un  estu- 
dio especial  en  sesión  expresamente  convocada  al  efecto. 

Artículo  36.  Cuando,  el  Gobierno  lo  solicite,  y  siempre  que  el 
Consejo  Superior  Bancario  lo  repute  conveniente  para  el  interés 
nacional,  se  dirigirá  al  Ministro  de  Hacienda  proponiendo  las  nor- 
mas que  en  su  opinión  proceda  adoptar  en  ralación  con  la  política 
monetaria. 
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SECCION  NOVENA 
De  las  relaciones  con  el  Banco  de  España 

Artículo  37.  Los  Bañóos,  banqueros  y  Sociedades  inscritas  en 
la  Comisaría  tendrán  en  sus  relaciones  con  el  Banco  de  España  los 
beneficios  que  se  determinan  en  la  base  octava  del  artículo  1°  de 
la  ley  de  Ordenación  Bancaria. 

Artículo  38.  El  Consejo  Superior  Bancario  estará  obligado  a  expe- 
dir a  todo  Banco  o  banquero  inscrito  certificado  de  su  condición 
de  miembro  de  la  comunidad  bancaria  con  referencia  al  Registro 
de  la  Comisaría. 

SECCIÓN  DÉCIMA 
De  la  inspección  bancaria 

Artículo  39.  La  inspección  de  un  Banco  o  banquero  será  practi- 
cada por  el  Bancoi  de  España  a  petición  del  Consejo  Superior  Ban- 
cario, y  de  su  resultado;  se  dará  cuenta  por  el  Banco  de  España  al 
Consejo-  Superior  Bancario. 

Los  gastos  que  cause  la  inspección  serán  sorportados  por  el  Con- 
sejo Superior  Bancario. 

SECCIÓN  UNDÉCIMA 
Del  régimen  económico 

Artículo  40.  El  Consejo  Superior  Bancario  formará  y  aprobará 
anualmente  su  presupuesto.  En  el  presupuesto  se  consignará  la  do- 
tación para  atender  a  los  gastos  de  representación  del  Comisario 
Presidente  y  del  Vicepresidente ;  las  dietas  de  todos  los  Vocales  por 
su  asistencia  a  las  sesiones  y  las  compensaciones  de  los  gastos  "de 
viaje  realizados  por  los  Vocales  del  Consejo  para  asistir  a  süs  juntas. 

Artículo  41.  El  Consejo  Superior  Bancario  fijará  anualmente  el 
importe  del  arbitrio  anual,  a  cuyo  pago  están  obligados  por  la  ley  los 
Bancos  y  banqueros  inscritos  en  la  Comisaría,  y  podrá  acordar  de- 
rramas extraordinarias  para  atender  a  gastos  que,  no  estando  incluí- 
dos  en  el  presupuesto  ordinario,  hayan  obtenido  la  aprobación  del 
Consejo  Superior  Bancario,  siempre  dentro  del  límite  establecido 
en  la  base  séptima  del  artículo  2«  de  la  ley  de  Ordenación  Bancaria. 

Madrid,  13  de  Junio  de  1922.  —  Aprobado  por  S.  M.  —  El  Minis- 
tro de  Hacienda,  Francisco  Bergantín. 


Normas  generales  para  la  constitución  de  las  zonas  banca 
rias  relativas  a  la  ordenación  de  la  Banca  privada 


«Excmo.  señor:  Vista  la  copia  certificada  de  las  actas  de  las 
sesiones  celebradas  por  el  Consejo  provincial  superior  bancario  los 
días  30  y  31  de  enero  último,  su  constitución  y  propaganda  y  de 
Las  normas  generales  para  la  constitución  de  zonas  bancarias,  ré- 
gimen -electoral,  etc.,  en  cumplimiento:  de  la  disposición  transitoria 
de  la  ley  de  29  de  diciembre  último. 

S.  ,M.  el  Rey  (q.  D.  g.)  se  ha  servido  aprobar,  como  normas 
generales  para  la  constitución  de  las  zonas  y  régimen  electoral', 
las  siguientes : 

Primera. — Que  se  establezcan  tres  zonas  bancarias,  que  son  las 
asignadas  a  las  Asociaciones  del  Centro,  del  Norte  y  Barcelona, 
con  los  límites  que  cada  una,  respectivamente,  tienen. 

La  capitalidad  de  estas  zonas  queda  fijada,  respectivamente,  en 
Madrid,  Bilbao  y  Barcelona. 

Segunda. — Podrán  formarse  nuevas  zonas  bancarias  por  disgre- 
gación de  las  actuales,  necesitándose  para  ello: 

Primero. — Que  soliciten  la  segregación  todos  los  asociados  de 
una  región  geográfica,  sin  solución  de  continuidad. 

Segundo.— -Que  los  solicitantes  representen  al  menos  el  50  por 
100  del  capital  de  la  zona  de  la  que  se  pretenda  la  disgregación. 

Tercero. — Que  la  nueva  zona  a  formar  no  represente,  en  con- 
junto, capital  menor  a  100  millones  de  pesetas. 

Tercera. — El  nombramiento'  de  los  vocales  y  suplentes  que  han 
de  formar  parte  del  Consejo  Superior  Bancario,  según  lo  que  de- 
termina el  apartado  letra  B)  de  la  base  quinta  del  artículo  segundo 
de  la  citada  ley,  se  hará  por  libre  elección,  celebrada  independien-' 
temente  en  cada  una  de  las  zonas  bancarias,  interviniendo!  en  ellas 
los  Bancos  o  banqueros  inscritos  actualmente  en  las  asociaciones 
y  en  su  día  en  la  Comisaría,  cada  cual  ¡con,  los  votos  que  le  co- 
rrespondan, según  las  bases  siguientes: 

Primera. — Tiene  derecho  a  un  voto  cada  Banco  o  banquero  por 
el  solo  hecho  de  estar  inscrito  actualmente  en  las  asociaciones  y 
en  su  día  en  la  Comisaría  y  asignado;  a  la  zona  en  que  se  verifi- 
que la  elección.  Este  voto  corresponderá  también,  en  conjunto,  a 
la  representación  de  las  sucursales,  cualquiera  que  sea  su  número, 
que  tuviese  en  una  zona  bancada  un  Bancoi  cuya  matriz  radicase 
en  otra. 
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Segunda. — Además,  cada  Banco  o  banquero,  cuyo  capital  sea  su- 
perior a  un  millón  de  pesetas,  tendrá  derecho  a  un  voto  por  cada 
millón  de  pesetas  de  exceso,  despreciándose  las  fracciones. 

Se  considera  capital  a  estos  efectos : 

a)   Respecto  a  las  sociedades  anónimas. 

Primero. — El  capital  desembolsado  y  el  importe  de  su  reserva 
cualquiera  que  sea  su  denominación  con  que  figure  en  los  balances. 
El  importe  de  estos  dos  factores  se  computará  por  todo  su  valor. 

Segundo. — El  capital  que  expresa  y  voluntariamente  declara  el 
socio  o  socios  colectivos  en  bienes  cuya  propiedad  justifique  o  hasta 
el  límite  máximo  de  una  cantidad  igual  a  la  que  el  mismo  o  los 
mismos  socios  hubieran  aportado  oficialmente.  Este  capital  así  de- 
terminado se  computará  por  la  mitad  de  su  importe. 

Cuarta. — La  fijación  de  los  capitales  y,  por  tanto,  de  los  votos 
correspondientes  a  cada  Banco  o  banquero  inscrito,  según  las  re- 
glas anteriormente  establecidas,  se  propondrá  en  esta  ocasión  por 
las  asociaciones  y,  en  su  día,  al  terminar  cada  año,  por  la  Cornisa^ 
ría,  con  referencia  al  último  balance  anterior  al  mismo. 

Quinta. — La  preparación  del  censo  para  la  elección  del  primer 
Consejo  definitivo  correspondiente  a  las  respectivas  asociaciones, 
las  cuales  se  dirigirán  a  cada  uno  de  los  asociados  recabando  dé 
los  mismos,  en  un  plazo  perentorio,  los  datos  precisos  para  la  forma- 
ción de  dicho  censo.  Una  vez  obtenidos  tales  datos,  los  enviarán 
con  sus  informes  a  la  Comisaría  regia,  antes  del  día  25  de  los 
corrientes,  quien  establecerá,  en  vista  de  ellos,  el  referido  censo 
con  carácter  definitivo,  y  convocará  a  elección,  fijando  la  fecha 
en  que  habrá  de  realizarse.  Simultáneamente  enviará  a  cada  asocia- 
do, por  conducto  de  las  asociaciones  respectivas,  un  ejemplar  co- 
rrespondiente a  la  misma. 

Cada  asociado  dirigirá  su  voto,  bajo  su  firma,  en  carta  certifi- 
cada o  entregado  a  la  mano,  bajo  recibo,  al  presidente  de  la  Aso- 
ciación, de  suerte  que  llegue  a  manos  del  mismo,  lo  más  tarde, 
en  el  día  señalado  para  la  elección  y  antes  de  la  hora  fijada  para; 
el  escrutinio,  no  teniéndose  en  cuenta  los  votos  que  lleguen  con 
posteridad. 

El  presidente  de  la  Asociación,  o  quien  reglamentariamente  le 
substituya,  y  dos  vocales  designados  por  la  junta  directiva  de 
aquélla,  constituirán  la  mesa  electoral  y  a  la  hora  fijada,  ante  to- 
dos los  asociados  que  deseen  presenciar  el  acto,  procederá  al  escru- 
tinio de  todos  los  votos  recibidos,  levantándose  acta  del  resultado, 
que  suscribirán  los  tres,  y  en  unión  de  las  cartas  originales  en  que 
consten  los  votos  emitidos  remitirá,  bajo  pliego  certificado  y  por 
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el  primer  correo,  al  comisario  regio,  o  entregada  a  su  mano,  bajo 
recibo,  en  la  Comisaría. 

El  comisario,  regio,  en  vista  de  estos  antecedentes,  hará  la  procla- 
mación de  los  elegidos,  enviándoles  el  oportuno  nombramiento  por 
conducto  de  la  respectiva  Asociación. 

Las  dudas  que  puedan  ocurrir  serán  resueltas  por  el  comisario1 
regio  con  carácter  inapelable. 

De  real  orden  lo  digo  a  V.  E.  para  su  conocimiento  y  efectos 
consiguientes. 

Dios  guarde  a  V.  E.  muchos  años. 

¡Madrid,  3  Febrero  1922. 

Señor  comisario  regio  de  ordenación  dé  la  Banca  privada.» 

Modelo  de  balance  a  que  deben  sujetarse  los  Bancos  y  Banque- 
ros españoles  y  Sucursales  y  Delegaciones  de  Bancos  ex- 
tranjeros establecidos  o  que  se  establezcan  en  España,  for- 
mulado por  el  Consejo  Superior  Bancario. 

ACTIVO 

I— CAJA  Y  BANCOS: 

Caja  y  Banco  de  España. 

Monedas  y  billetes  extranjeros  (valor  efectivo) 

Bancos  y  Banqueros. 

II.— CARTERA : 

Efectos  de  comercio  hasta  noventa  días. 
Efectos  de  comercio  a  mayor  plazo. 
Títulos : 

Fondos  públicos. 

Otros  valores. 

ni— créditos: 

Deudores  con  garantía  prendaria. 
Deudores  varios  a  la  vista. 
Deudores  a  plazo. 

Deudores  en  moneda  extranjera  (valor  efectivo). 

IV. — INMUEBLES. 

V— MOBILIARIO  E  INSTALACION. 
VI.— ACCIONISTAS. 
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VIH. — Los  demás  epígrafes  que  cada  Banco  o  Banquero  tenga  por 
conveniente  añadir. 

Total. 
PASIVO 

I.— CAPITAL. 

II— FONDOS  DE  RESERVA. 

III.  — ACREEDORES: 

Acreedores  a  la  vista. 

Acreedores  hasta  el  plazoi  de  un  mes. 

Acreedores  a  mayores  plazos. 

Acreedores  en  moneda  extranjera  (valor  efectivo). 

IV.  — EFECTOS   Y  DEMÁS   OBLIGACIONES   A  PAGAR. 

V.  — ACEPTACIONES. 

vi. — Los  demás  epígrafes  que  cada  Banco  o  Banquero  tenga  por 
conveniente  añadir. 

Total 

Madrid,  21  de  Septiembre  de  1922. — Aprobado:  por  S.  M. — El 
Ministro  de  Hacienda,  Francisco  Bergantín. 


CAPÍTULO  II 


Generalidades  sobre  el  régimen  legal  de  la 
Banca  privada 

Funciones  económicas  u  objetivo  de  la  Banca  privada.  —  Caracteres  y  requisitos  legales  para  el  ejer- 
cicio del  comercio  de  Banca.  —  Quiénes  pueden  en  España  ejercer  el  negocio  de  Banca-  —  Bancos 
y  banqueros  prúados  españoles — Clasificación  de  tales.  —  Bancos  extranjeros.  —  Natura' eza  legal 
de  la  Sucursal. — Régimen  del  establecimiento  de  las  Sucursales  de  Bancos  Extranjeros.  —  Recono- 
miento  de  la  personalidad  jurídica  de  las  Sucursales.  —  De  la  responsabilidad  que  incumbe  alas  So- 
ciedades matrices  por  razón  de  las  operaciones  de  las  Sucursales  establecidas  en  España.  —  Clasi- 
ficación de  las  diversas  operaciones  bancarias  desde  el  punto  de  vista  legal. 

Funciones  económicas  u  objetivo  de  la  Banca  privada. — Como 
hemos  dicho  más  arriba,  las  dos  grandes  funciones  clásicas  en  el 
funcionamiento  de  los  Bancos  son  la  concentración  y  distribución, 
mediante  préstamos  activos  o  pasivos,  de  los  signos  representativos 
del  capital  social  de  explotación  ya  existente  (dinero-capital)  y  la 
creación  de  los  medios  específicos  para  la  circulación  (dinero-circu- 
lación, cheques,  letras). 

Al  lado  de  estas  funciones,  la  Banca  moderna  dedica  su  actividad 
a  otras  varias,  que  podemos  clasificar  en  tres  grupos,  a  saber: 

a)  Colocaciones,  participaciones,  financiaciones,  negocios  comer- 

ciales. 

b)  Comercio  por  cuenta  propia  y  riesgo',  ya  de  la  riqueza  social 

(oro,  metales)  ya  de  los  títulos  que  representan  una  pro- 
ducción en  su  nacimiento  (emisiones  y  suscripciones),  ya 
de  operaciones  irregulares  de  Banca  (seguro,  transporte,  ex- 
pediciones) ;  y 

c)  La  práctica  de  servicios  en  comisión  o  por  cuenta  de  tercero, 

generalmente  cliente,  en  operaciones  hoy  habituales  banca- 
rias (sobre  todo  la  llamada  por  los  alemanes  conducción 
de  caja,  pagos  y  cobros  por  cuenta  del  cliente). 
Los  Bancos  operan,  pues,  con  los  signos  representativos  de  una 
riqueza  disponible,  con  la  riqueza  misma  y  con  signos  nuevamente 
circulatorios,  los  que,  a  su  vez,  se  dividen  en  signos  que  tienen 
fuerza  legal  de  pago  (metálicof  y  papel),  y  los  que  circulan  dentro 
de  las  comunidades  de  pago,  representadas  por  las  clientelas  de  los 
Bancos,  y  que  sin  tener  fuerza  legal  en  pagos  se  aceptan  porque 
se  tiene  confianza  en  el  Banco  que  los  emite  ioi  en  el  que  paga. 
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Caracteres  y  requisitos  legales  para  el  ejercicio  del  Comercio  de 
Banca.  —  Estudiado  el  régimen  de  los  Bancos  que  en  España  gozan 
por  un  motivo  determinado  de  un  privilegio  en  las  operaciones  banca- 
das, reconocido  legalmente,  corresponde  ahora  estudiar  el  régimen 
a  que  viene  sometido  este  comercio  en  su  aspecto  de  libertad,  esto  es 
asequible  a  nacionales  y  extranjeros  que  se  propongan  su  ejercicio 
con  arreglo  a  las  leyes. 

Siendo  como  son  las  operaciones  de  banca  desde  el  punto  de  vista 
jurídico,  actos  de  comercio,  ocurre  preguntar  en  primer  término,, 
qué  requisitos  exige  la  ley  española  para  dedicarse  a  esta  clase  de 
comercio.  Y  como  quiera  que  no  pueden  ser  los  mismos  los  que  se  exi- 
gen a  un  particular  que  quiera  dedicarse  a  tal  negocio,  como  los  que 
se  exigen  a  una  Sociedad,  ni  tampoco  los  que  se  requieren  a  un  par- 
ticular o  Sociedad  nacional  que  a  un  extranjero  o  Sociedad  extranjera, 
de  aquí  que  antes  de  entrar  en  el  estudio  de  la  legislación  española 
aplicable  a  las  operaciones  bancarias,  debamos  estudiar  detenidamen- 
te las  circunstancias  que  la  ley  exige  a  la  persona  física  o  social,  para 
el  ejercicio  de  la  profesión  de  banquero. 

Quienes  pueden  en  España  ejercer  el  negocio  de  banca. — Todos 

los  que  tengan  capacidad  legal  para  el  ejercicio  del  comercio  pueden 
dedicarse  al  negocio  de  banca.  Por  consiguiente  pueden  ejercerlo  las 
personas  físicas  que  reúnan  las  condiciones  que  exige  el  artículo  4Q 
del  Código  de  Comercio  y  las  Compañías  mercantiles  o  industriales 
que  se  constituyeren  con  arreglo  a  dicho  Código.  También  ^pueden 
dedicarse  al  negocio  de  banca  a  tenor  de  lo  previsto  en  el  artículo  15 
del  Código  de  Comercio  los  extranjeros  y  las  Compañías  constituidas 
en  el  Extranjero,  con  sujeción  a  las  leyes  de  su  país,  en  lo  que  se  re- 
fiera a  su  capacidad  para  contratar  y  a  las  disposiciones  del  Código 
de  Comercio  español  en  todo  cuanto  concierna  a  la  creación  de  sus 
establecimientos  dentro  del  territorio^  español,  a  sus  operaciones  y  a 
la  jurisdicción  de  los  Tribunales  de  la  nación. 

En  cuanto  hace  referencia  a  los  menores  de  veinte  y  un  años  y  a 
la  mujer  casada  deben  tenerse  presente  las  circunstancias  que  exige 
el  Código  de  Comercio  en  sus  artículos  5  al  12,  para  que  aquellas  per- 
sonas puedan  ejercer  el  comercio. 

En  cuanto  a  las  Compañías  mercantiles  debe  tenerse  también  pre- 
sente que  basta  para  el  ejercicio  del  comercio  de  banca  en  general, 
que  la  Compañía  se  constituya  en  escritura  pública  y  que  se  presente 
la  primera  copia  para  su  inscripción  en  el  Registro  Mercantil,  de 
conformidad  a  lo  previsto  en  los  artículos  17  y  119  del  Código  de 
Comercio!  y  en  el  107,  108  y  siguientes  del  vigente  Reglamento  del  Re- 
gistro Mercantil  de  20  septiembre  de  1919. 
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Las  Compañías  mercantiles  que  quieran  dedicarse  al  negocio  de 
banca,  deberán  constituirse  en  la  forma  antes  dicha  (sin  lo  cual  sus 
actos  no  producirán  efecto-  contra  terceros)  y  adoptando  alguna  de  las 
formas  siguientes :  regular  colectiva,  comanditaria,  anónima  y  limitada 
(artículo  122  del  Código  de  Comercio  y  108  del  Reglamento  del 
Registro  Mercantil). 

El  Código  de  Comercio  no  establece  una  especial  reglamentación 
para  el  ejercicio  del  comercio  de  banca,  más  que  en  relación  a  de- 
terminadas Compañías  como  son  las  de  crédito  (artículos  175  y  si- 
guientes), los  bancos  de  comisión  y  descuento  (artículos  177  y  siguien- 
tes), las  Compañías  o  Bancos  de  crédito  territorial  (artículos  199  y  si- 
guientes) y  los  Bancos  y  sociedades  agrícolas  (artículos  212  y  siguien- 
tes). No  obstante  interesa  más  que  este  estudio  a  base  de  una  clasifi- 
cación de  los  sujetos  o  entidades  bancarias  como  hace  el  Código,  el 
estudio  de  las  operaciones  bancarias  a.  que  se  dedica  ordinariamente 
la  banca,  desde  el  punto  de  vista  legal  y  contributivo. 

Bancos  7  banqueros  privados  españoles.  Calificación  de  tales.. — 

Aparte  de  las  condiciones  generales  señaladas  por  el  Código  de  Co- 
mercio y  por  el  Reglamento  del  Registro  Mercantil,  para  el  ejercicio 
del  comercio  en  general,  a  las  cuales  deben  sujetarse  cuantos  quieran 
ejercer  el  negocio  bancario,  el  Reglamento  de  13  junio:  de  1922  para 
cumplimiento  del  art.  22  de  la  ley  de  ordenación  bancaria,  señala  lasi 
condiciones  que  distinguen  a  los  Bancos  y  banqueros  para  tener  la 
condición  de  españoles  y  poder  disfrutar  de  los  beneficios  de  la  ley, 
de  Ordenación  bancaria. 

Son  Bancos  y  banqueros  privados  españoles: 

12  Los  constituidos  con  arreglo  a  la  legislación  española,  domi- 
ciliados en  España,  que  desde  la  fecha  de  la  ley  de  Ordenación  ban- 
caria estuvieren  adscritos  a  una  de  las  tres  Asociaciones  bancarias  del 
Norte,  de  Barcelona  y  Centro  de  España,  que  figuran  en  la  relación 
anexa  de  dicho  decreto. 

22  Lo  son  asimismo  los  Bancos  y  banqueros  españoles  que  estén 
regidos  exclusivamente  por  las  leyes  dé  España. 

A  este  fin  serán  consideradas  españolas  las  Sociedades  bancarias : 

a)  Tratándose  de  sociedades  regulares  colectivas,  cuando  posean 
dicha  nacionalidad  la  mayoría  de  los  socios  y  corresponda  exclusiva- 
mente a  quienes  se  hallen  en  ese  caso  la  gestión  de  los  negocios  es- 
pañoles. 

b)  Tratándose  de  Sociedades  comanditarias  simples  O'  cotnandita- 
rias  por  acciones,  cuando  concurran  respecto  a  los  socios  colectivos 
y  a  la  gerencia  las  circunstancias  exigidas  en  el  apartado  anterior  y 
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las  participaciones  en  comandita,  representadas  o  no  por  acciones, 
pertenezcan  a  españoles  en  su  mayor  parte. 

c)  Tratándose  de  Sociedades  anónimas,  cuando  figuren  inscritas 
a  nombre  de  españoles  las  dos  terceras  partes  por  lo  menos  de  sus  ac- 
ciones y  sean  españoles  el  Presidente  y  las  dos  terceras  partes  de  los 
individuos  del  Consejo  de  Administración. 

Tratándose  de  acciones  al  portador,  la  Sociedad  deberá  justificar 
que  las  dos  terceras  partes  de  las  mismas  son  propiedad  de  españo- 
les y  ofrecer  los  medios  de  comprobación  necesarios  para  conocer 
las  transmisiones  que  puedan  afectar  a  la  propiedad  de  estas  acciones. 
Corresponde  al  Consejo  Superior  Bancario  la  facultad  de  exigir  esta 
justificación  y  a  los  Bancos  la  obligación  de  prestarla  en  los  casos 
particulares  que,  a  juicio  del  Consejo  Superior  Bancario,  lo  requieran. 
(Art.  2B  del  indicado  Reglamento). 

Bancos  Extranjeros.  Naturaleza  legal  de  la  Sucursal-  —  Serán 

considerados  como  Bancos  extranjeros  aquellos  que  aún  estando  do^ 
miciliadoj  en  España  y  creados  con  arreglo  a  las  leyes  españolas  se 
hallen  ya,  o  desde  que  se  hallaren,  en  uno  de  estos  casos:  a)  que  to- 
dos, o  la  mayoría  de  los  puestos  directivos,  estén  desempeñados  por 
ciudadanos  extranjeros;  b)  celebren  sus  juntas  fuera  de  España,  y 
c)  sin  encontrarse  taxativamente  en  algunos  de  los  casos  anteriores, 
estén  en  relación  notoria  de  dependencia  directa  respecto  a  un  Ban- 
co o  Empresa  Extranjera  (art.  32  del  mismo  Reglamento). 

El  problema  jurídico  queda  planteado  en  el  momento  de  establecer 
una  Empresa  bancaria  extranjera,  una  o  varias  Sucursales  en  Es- 
paña. 

Régimen  del  establecimiento  de  Sucursales  de  Bancos  extran- 
jeros.—  Es  tan  grande  la  vida  de  interelación  mercantil  moderna,  que 
cada  día  son  más  frecuentes  las  relaciones  entre  los  pueblos  personifi- 
cadas en  la  coparticipación  de  los  extranjeros  en  los  negocios  naciona- 
les. Importa  pues  estudiar,  al  tratar  de  las  entidades  bancarias,  con 
que  normas  jurídicas  debe  regularse  la  creación  y  funcionamiento 
de  las  Sucursales  de  Sociedades  bancarias  Extranjeras  en  España. 

Ante  todo  ocurre  establecer  el  siguiente  principio.  La  constitución 
de  una  Sucursal  de  Sociedad  bancaria  extranjera  en  España,  debe 
sujetarse  al  principio  fundamental  del  respeto  que  la  ley  de  su  país 
debe  a  los  principios  generales  de  nuestra  legislación.  Aún  cuando 
diga  el  Código  civil  que  el  estado,  condición  y  capacidad  legal  de 
las  personas  son  reguladas  por  la  ley  del  Estado  a  que  pertenecen 
(art.  92),  y  que  los  extranjeros  son  admitidos  al  disfrute  de  los  derechos 
civiles  atribuidos  a  los  ciudadanos  españoles  salvo  lo  dispuesto  en 
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el  art.  2Q  de  la  Constitución  (art.  27  del  Código  Civil),  esto  debe  en- 
tenderse lo  mismo  para  personas  físicas  y  morales,  en  cuanto  no 
ofenda  el  ejercicio  de  su  comercio  al  orden  públicoi  y  las  buenas  cos- 
tumbres. 

La  constitución  de  una  Sucursal  o  Sede  en  España,  viene  autori- 
zada por  el  último  apartado  del  artículo  21  del  Código  de  Comercio. 
En  él  se  dispone  que  «Las  Sociedades  extranjeras  que  quieran  esta- 
blecerse o  crear  Sucursales  en  España  »,  O'  sea  supone  el  estable- 
cimiento de  una  Sociedad  Extranjera  en  España  y  la  creación  de 
una  simple  Sucursal. 

No  es  lo  mismo  pues,  para  el  Código  de  Comercio  español,  con» 
no  lo  es  para  ninguno  de  los  Códigos  mercantiles  modernos,  que  en 
nuestro  país  quiera  establecerse  una  Sociedad  extranjera  o  que  sim- 
plemente quiera  establecerse  en  él,  una  dependencia,  una  agencia 
o  representación  jurídica,  lo  que  se  conoce  en  lenguaje  jurídico  por 
una  Sucursal  o  Sede. 

De  acuerdo  con  lo  establecido  en  el  artículo  1 5  del  mismo  Código, 
quedan  sujetas  estas  Sucursales  a  las  leyes  de  su  país  en  lo  que  se 
refiere  a  su  capacidad  para  contratar,  y  a  las  disposiciones  del  Có- 
digo de  Comercio,  en  todo  cuanto  concierna  a  la  creación  de  sus 
establecimientos  dentro  del  territorio  español,  a  sus  operaciones  mer- 
cantiles y  a  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  de  la  Nación. 

De  conformidad  a  este  precepto,  el  Código>  español,  art.  21,  párrafo 
último  conjuntamente  con  el  art.  124  del  Reglamento  del  Registro- 
Mercantil,  exigen  como  requisito  indispensable  para  la  inscripción  de 
la  constitución  de  la  Sucursal  en  España,  el  certificado  del  Cónsul 
español  de  que  la  Sociedad  que  intenta  crear  una  Sucursal  en  Espa- 
ña, está  constituida  en  el  país  de  origen,  de  conformidad  a  la  legis- 
lación del  país  respectivo. 

Aparte  de  esto,  la  regla  docus  regit  actum»,  debe  aplicarse  en  cuan- 
to, a  la  forma  del  contrato  o  diligencias  de  constitución.  Así  aún  cuan- 
do la  ley  de  origen  no  exigiere  la  escritura  pública  para  constituir 
una  Sucursal  en  el  Extranjero,  obligaría  a  adoptarla  el  art.  119  del 
Código  de  Comercio  español  que  exige  indispensablemente  que  la' 
constitución  de  una  Sociedad,  conste  por  escritura  pública. 

Reconocimiento  de  la  personalidad  jurídica  de  las  Sucursales-  — 

Del  íntimo  enlace  y  relación  entre  lo  dispuesto  en  el  párrafo  último 
del  artículo  21  y  el  contenido  del  art.  15  del  Código  de  Comercio, 
se  desprende  que  la  ley  española  reconoce  de  una  parte  la  plena  per- 
sonalidad de  la  Sucursal  para  poder  ostentar  la  representación  legai 
de  la  Sociedad  extranjera  en  España,  y  de  otra  somete  al  im- 
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perio  de  la  ley  española  el  conjunto  de  operaciones  que  desarrolla! 
en  España,  la  plena  autonomía  jurídica  en  su  funcionamiento. 

De  todo  ello  se  sigue  que  la  ley  española  (art.  21  párrafo  último  del 
Código  de  Comercio  y  artículo  107  del  Reglamento  del  Registro  Mer- 
cantil) exige  como  condición  esencial  a  la  Sucursal  de  Sociedad  ex- 
tranjera que  quiera  establecerse  en  España,  la  comprobación  de 
que  su  creación  está  autorizada  por  la  ley  del  país  de  origen  y  que  la 
Sociedad  de  la  cual  depende,  está  constituida  com  arreglo  a  las  le- 
yes del  país  respectivo.  Con,  ello  tiene  cumplimientoi  el  requisito  de  que 
la  capacidad  de  obrar  se  ajusta  a  la  ley  del  país  de  origen  de  con- 
formidad al  principio  del  artículo  15  del  Código  de  Comercio. 

A  partir  de  esta  comprobación,  la  Sucursal  de  Sociedad  extranje- 
ra debe  entrar  a  cumplir  de  lleno  los  requisitos  de  la  legislación  es- 
pañola. Deberá,  pues,  constituirse  por  medio  de  escritura  pública 
(artículo  119  del  Código  de  Comercio)  en  la  cual  se  harán  constar  su 
constitución,  pactos  y  condiciones,  y  se  inscribirá  en  el  Registro 
Mercantil  conforme  a  lo  dispuesto  en  el  art.  17  de  dicho  Código  y 
en  el  artículo  107  del  precitado  Reglamento. 

Además,  con  arreglo  a  este  (art.  124),  con  la  escritura  primera  co- 
pia, se  presentarán  en  el  Registro  los  siguientes  documentos :  estatutos 
sociales,  escritura  o  acta  de  constitución  social,  y  el  certificado  del 
Cónsul  español  de  estar  la  Sociedad  matriz  constituida  y  autorizada 
con  arreglo*  a  las  leyes  del  país  respectivo.  Los  documentos  en  lengua 
extranjera,  se  presentarán  con  su  traducción  al  castellano  hecha  por 
funcionarios  competentes  que  certificarán  de  la  fidelidad  de  la  traduc- 
ción. En  todo  caso  se  hará  constar  además  el  nombre  y  apellido  de 
las  personas  que  ejerzan  la  administración  en  España;  las  facultades 
que  se  les  hayan  conferido  y  el  capital  que  destinen  a  las  operaciones 
que  realizan  en  esta  Nación. 

De  la  responsabilidad  que  incumbe  a  las  Sociedades  matrices  por 
razón  de  las  operaciones  de  las  Sucursales  establecidas  en  España. 

El  hecho  de  haberse  instalado  en  España  diversas  Sucursales  de 
Bancos  domiciliados  en  el  Extranjero,  habiéndose' otorgado  escritu- 
ras de  constitución  en  las  cuales  se  ha  fijado  como  destinadas  a  las 
operaciones  en  España  un  capital  reducido,  ha  planteado  la  cuestión 
de  la  responsabilidad  que  incumbe  a  las  Sociedades  matrices  por  ra- 
zón de  las  operaciones  que  efectúen  las  Sucursales  establecidas  en 
España. 

Prácticamente  ha  resultado  hasta  ahora  (y  decimos  hasta  ahora 
porque  la  nueva  ley  de  Ordenación  Bancaria  pone  un  límite  al  cri- 
terio de  libertad  que  imperaba),  que  las  Sociedades  mercantiles  ban- 
carias  extranjeras  con  un  capital  declarado  reducidísimo,  gozaban  de 
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iguales  beneficios  que  las  Sociedades  mercantiles  bancarias  naciona- 
les, gracias  a  no  hallar  resistencias  ni  obstáculos  para  anunciar  en 
rótulos,  impresos  y  propagandas,  el  capital  social  de  sus  matrices, 
obteniendo  así  la  confianza  del  público.  Se  preguntaba  en  vista  de 
ello  si  la  responsabilidad  de  la  Sucursal  se  contraía  al  capital  seña- 
do en  la  escritura  de  constitución  de  la  misma  para  las  operaciones 
a  que  debía  dedicarse  en  España,  o  al  capital  consignado  en  los  róV 
rulos  y  membretes  como  capital  de  la  Sociedad  matriz  ? 

No  es  un  problema  sencillo  de  resolver  sobre  todo  con  el  régimen 
de  libertad  que  rige  en  España.  Otra  cosa  sería  con  el  régimen  de  au- 
torización previa.  Este  régimen  que  regula  el  establecimiento  de  las 
sociedades  anónimas  extranjeras  en  un  país,  solo  existe  hoy  en  Ruma- 
nía  (que  por  cierto  exige  la  autorización  hasta  a  las  nacionales),  Rusia, 
Austria,  Grecia,  Holanda  y  Turquía.  Los  demás  países,  Italia,  Alema- 
nia, Hungría,  Bélgica,  Inglaterra  y  España,  siguen  el  llamado  ré- 
gimen de  libertad. 

Para  resolver  este  problema  hay  que  tener  en  cuenta  en  primer  tér- 
mnio  que  el  capital  señalado  en  la  escritura  de  constitución  social 
afecto  a  las  operaciones  de  la  Sucursal  en  España,  no  es  capital  de 
garantía,  ni  de  reserva  efectiva,  Es  un  señalamiento  de  capital,  a  los 
efectos  de  lo  prescrito  en  los  artículos  125,  145  y  151  del  Código>  de 
Comercio  y  circunstancia  7a  de  los  artículos  120  y  122  del  Reglamen- 
to del  Registro  Mercantil,  y  por  consiguiente  sirve  sóloi  a  los  únicos 
efectos  de  la  imposición  de  la  cuota  por  Impuesto  de  derechos  reales 
y  por  razón  de  Timbre,  y  con  arreglo  al  cual  se  calculan  igualmente 
los  derechos  u  honorarios  de  los  Registradores  (núms.  32  y  8Q  del 
Arancel). 

Sin  embargo,  este  señalamiento  de  capital  a  los  efectos  contributi- 
vos no  tiene  ningún  valor  ni  efecto-.  Es  curioso  que  el  Estado,  llama- 
do a  amparar  de  posibles  fraudes  a  los  ciudadanos  que  conviven  en 
sai  territorio,  adopte  en  esta  cuestión  dos  medidas,  una  de  libertad 
omnímoda  en  el  establecimiento  de  Sucursales  extranjeras,  sin  ga- 
rantías, inspecciones,  ni  cauciones,  para  garantizar  las  operaciones 
de  préstamos  que  contraten  los  nacionales  oon  las  Sucursales  Extran- 
jeras, y  otra  de  restricción  absoluta  en  cuanto  al  régimen  contributivo. 
Así  la  nueva  ley  del  Impuesto  de  utilidades,  grava  a  las  Sociedades 
extranjeras  que  realicen  negocios  en  el  Reino  y  fuera  de  él,  con  la 
escala  de  la  tarifa  tercera  en  la  parte  relativa  al  beneficio  y  en  snjí 
caso  (es  decir  no  habiéndolo)  del  capital  correspondiente  a  la  cifra 
relativa  asignada  a  los  negocios  de  la  Empresa  en  el  Reino,  cuya) 
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determinación  compete  al  Jurado  de  Utilidades:  (Ley  de  19  octubre 
1920  reformada  por  la  de  26  de  julio  1922). 

De  manera  que  suponiendo  a  la  Sociedad  matriz  un  capital  de 
100  millones,  y  a  su  Sucursal  en  España  el  de  1  millón  declarado  en 
la  escritura  de  constitución  de  la  Sucursal,  este  señalamiento  no  se 
tiene  para  riada  en  cuenta  a  los  efectos  contributivos  pues  la  ley  del 
Impuesto  de  Utilidades  presupone  un  mayor  capital  situado  en  Espa- 
ña afecto  a  las  operaciones  de  la  Sucursal,  que  tributará  según  dis- 
ponga el  Jurado  de  Utilidades. 

Cabe  preguntar  aún.  El  capital  que  fije  el  Jurado  de  Utilidades 
como  afectos  a  la  Sucursal,  será  el  único  capital  de  garantía  en  favor  de 
los  que  contraten  con  las  Sucursales  de  Sociedades  extranjeras  esta- 
blecidas en  España?  En  otros  términos,  ¿es  divisible  a  los  efectos  de 
la  responsabilidad,  el  capital  social  de  una  Sociedad  extranjera  que 
tiene  establecida  Sucursal  en  España? 

El  capital  de  una  Sociedad  anónima  por  acciones,  (y  nos  referimos 
a  estas  por  ser  las  que  más  han  generalizado  el  establecimiento  de 
Sucursales  en  España),  no  puede  fraccionarse,  ni  dividirse,  uno  es  en 
sus  comienzos  y  uno  debe  ser  hasta  el  fin,  sin  que  deba  influir  para 
nada  la  consideracóin  de  que  opere  en  distintas  naciones,  pues  la 
Sociedad  siempre  es  la  misma.  El  principio  tributario  español,  de 
no  exigir  respecto  deleapital  tributos  ni  gabelas,  a  las  Sociedades  anó- 
nimas que  fundan  sucursales  en  España,  descansaba  en  una  ficción, 
cual  era  la  de  considerar  divisible  el  capital  dé  una  Sociedad  anóni- 
ma. Hoy  nuestra  legislación  ha  rectificado. 

Del  principio  anteriormente  expuesto,  se  deriva,  la  consecuencia 
jurídica  de  que  en  las  operaciones  de  la  Sociedad  anónima,  apesar  de 
las  declaraciones  de  limitación  de  capital  hechas  al  crear  una  sucursal 
en  un  país,  responde  por  las  mismas  y  viene  por  las  mismas  obligado, 
todo  el  capital  social  con  que  cuenta  la  Sociedad  anónima,  máxime 
cuando  el  público  que  con  ella  contrata,  ignora  por  lo  regular  e5 
capital  que  tiene  declarado  en  el  país  donde  está  establecida  la  su- 
cursal. 

Aparte  de  las  anteriores  consideraciones  de  orden  jurídico  funda- 
mental en  materia  de  sociedades  bancarias,  hay  que  tener  en  cuenta 
que  las  personas,  se  obligan  por  todos  sus  bienes,  o  sólo  por  parte  de 
los  mismos,  pero  en  este  último  caso,  hay  que  hacerlo  constar  expre- 
mente  para  conocimiento  de  la  extensión  de  la  garantía  que  ofrece  la 
entidad  contratante.  Y  esto  no  lo  practica  ninguna  Sociedad  anónima 
extranjera  con  sucursal  en  España,  porque  en  interés  de  su  negocio 
está,  el  publicar  el  capital  social  total,  cuyas  cifras  en  millones  son 
la  propaganda  de  su  crédito. 


—  109  — 


No  acaba  el  problema  con  lo  dicho,  puesto  que  algunas  Sociedades 
Extranjeras  al  fin  de  huir  de  la  exacción  de  un  exagerado  impuesto  de 
Utilidades  o  sobre  el  Capital  social  ciasoi  de  no  existir  aquellas,  han 
procedido  a  fundar  Sociedades  filiales  domiciliadas  en  el  Extranjero 
lo  mismo  que  la  Sociedad  principal,  asignándoles  un  capital  reducido 
y  constituyendo  en  España  Sucursales  de  estas  Sociedades  de  Capital 
reducido,  lo  cual  se  lleva  a  efecto  en  la  siguiente  forma.  ,Una  Sociedad 
«X»,  capital  500  millones  domiciliada  en  Londres,  constituye  con  to- 
das las  formalidades  legales  una  filial  .que  titula  «X  para  el  Extran- 
jero» capital  50  millones,  la  cual  a  su  vez,  constituye  en.  España  la¡ 
Sucursal  con  capital  1  millón.  La  Sucursal  en  España  responderá  de 
sus  operaciones  con  el  capital  de  «X  para  el  Extranjero»,  capital  50 
millones,  o  con  el  de  «X»  capital  500  millones,  en  el  caso  de  que  el  vo- 
lumen de  sus  operaciones  exceda  de  50  millones,  01  en  el  de  que  en 
caso  de  quiebra,  la  suma  de  los  volúmenes  pasivos  de  las  Sucursales 
de  «X  para  el  Extranjero»  excedan  de  su  capital  ? 

El  problema  es  de  carácter  fiscal  en  cuanto  a  La  tributación  y  de 
carácter  jurídico  en  cuanto  a  la  garantía  que  se  ofrece  en  un  momento 
dado-  a  los  terceros  que  han  contratado  con  una  Sucursal  de  Sociedad 
extranjera  en  España. 

No  sabemos  hasta  la  fecha  que  haya  ocurrido  en  una  sucursal  es- 
pañola de  Sociedad  anónima  extranjera,  una  suspensión  de  operacio- 
nes, sin  que  el  capital  social  haya  venido  en  auxilio  déla  sucursal  com- 
prometida, pagando  la  totalidad  del  descubierto.  Pero  puede  darse 
el  caso  de  pretenderse  en  una  ocasión  semejante,  limitar  al  capital 
declarado,  la  garantía  y  responsabilidad  de  las  operaciones  efectuadas 
en  España.  Y  esto  debe  preverlo  la  ley  y  provocar  una  declaración, 
terminante  en  el  sentido  de  que  la  responsabilidad  de  la  Sucursal  de 
una  Sociedad  extranjera  en  España,  sollámente  estará  limitada  al  ca- 
pital declarado  en  la  escritura  social  como  afectóla  los  negocios  en  Es- 
paña, siempre  que  así  se  declare  expresamente  y  prohibiéndose  ter- 
minantemente el  mencionar  en  rótulos,  etc,  el  capital  de  la  sociedad 
matriz,  el  cual  vendrá  afecto  a  las  obligaciones  de  la  sucursal  en  el 
caso  de  infringirse  la  prohibición. 

Si  bien  es  verdad1  que  el  régimen  proteccionista  legal,  se  opone 
al  entre  cruzamiento  de  inter  eses  y  a  las  relaciones  internacionales, 
no  es  menos  cierto  que  el  Estado  a  quien  incumbe  en  todos  momen- 
tos una  elevada  función  social,  debe  tomar  por  vías  indirectas,  aque- 
llas medidas  que  garanticen  a  los  terceros  contratantes,  nacionales 
suyos  al  fin,  contra  posibles  fraudes  originados  por  un  exceso-  de 
confianza. 

Qué  medidas  deben  ser  estas,  se  preguntará?  Deben  ser  preventi- 
vas unas,  tales  como  las  de  exigir  a  las  Sociedades  extranjeras  que 
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fundan  sucursales,  los  balances  oficiales  de  los  cinco  últimos  años, 
con  inscripción  de  sus  resultados  en  el  Registro  mercantil,  la  pu- 
blicidad de  sus  estatutos,  la  caución  proporcionada  al  capital  que 
declaren  invertir  en  sus  operaciones  en  España,  y  absoluta  pro- 
hibición de  insertar  en  proclamas,  anuncios  y  prospectos  el  capi- 
tal social,  sin  hacer  referencia  al  limitado  con  que  operan  en  Es- 
paña, y  desde  luego,  exigir  el  exacto  cumplimiento  de  la  obligación 
de  publicar  anualmente  su  balance  en  la  Gaceta  Oficial.  Y  represivas 
otras,  tales,  la  de  exigir  el  Estado  un  aumento  en  el  capital  decla- 
rado, a  las  Sociedades  que  por  sus  balances  demuestren  que  han 
practicado  operaciones  que  excedan  del  capital  declarado,  exigir 
asimismo,  como  consecuencia,  aumento  de  ^caución  para  garantir  las 
nuevas  operaciones,  inspección  gubernativa,  etcétera,  etc. 

Clasificación  de  las  diversas  operaciones  bancarias  desde  el  pun- 
to de  vista  legal.  —  Una  clasificación  de  las  operaciones  bancarias 
desde  el  punto  de  vista  estrictamente  bancario,  debe  tener  por  base 
los  dos  momentos  capitales  del  ejercicio  del  crédito,  uno,  la  provisión- 
de  capitales,  otro,  su  empleo.  En  cambio,  una  clasificación  de  las  ope- 
raciones bancarias  desde  el  punto  de  vista  legal,  debe  tener  por  base 
la  naturaleza  contractual  de  las  operaciones,  es  decir  el  fundamento 
de  obligar  de  la  operación  misma.  El  Código  de  Comercio,  cita  entre 
otros  el  contrato  de  comisión  mercantil,  el  depósito,  el  préstamo', 
el  de  compra-venta  y  permuta  y  el  de  cambio,  que  son  contratos  que 
regulan  operaciones  de  naturaleza  bancaria,  a  base  de  los  cuales  pue- 
de establecerse  un  orden  lógico  para  el  estudio  orgánico  del  disperso 
régimen  legal  de  las  operaciones  bancarias  en  España.  Incluiremos 
en  este  orden  algunos  contratos  mercantiles  tan  importantes  como 
son  el  de  cuenta  corriente  y  el  de  reporte,  respecto  de  los  cuales  nues- 
tro Código  nada  legisla,  aún  cuando  la  jurisprudencia  recogiendo  la 
experiencia  de  los  usos  y  prácticas  mercantiles,  ha  debido  dar  ya 
en  más  de  una  ocasión  beligerancia  legal  a  estas  nuevas  formas  de  la 
contratación  mercantil. 

El  conocimiento  de  los  principios  generales  que  informan  la  legis- 
lación relativa  a  cada  contrato,  permite  al  comerciante  y  Sociedad 
dedicada  al  negocio  de  banca  determinar  con  precisión  el  alcance  de 
sus  resoluciones,  evitando  litigios  y  facilitando'  la  solución  de  los 
conflictos  que  a  diario  se  ofrecen  en  la  vida  bancaria. 

Las  funciones  económicas  de  la  Banca  tal  como  las  hemos  dejado 
reasumidas,  no  serán  nuestro  objeto  más  que  por  via  de  aclaración. 
Su  estudio  compete  al  técnico,  al  contable  especializado,  al  hombre 
de  negocios.  Nos  limitaremos  a  pedir  de  prestado  sus  principios  para 
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la  mejor  inteligencia  de  la  materia  legal  a  la  cual  queda  estrictamente 
reducido  el  objeto  de  esta  obra. 

Las  operaciones  bancarias  que  dan  nacimiento  a  la  diversidad  de 
contratos  objeto  de  nuestro'  estudio,  recaen  sobre  determinados  ins- 
trumentos de  comercio  o  de  cambio1,  tales  Gomo  monedas  y  metales 
preciosos,  efectos  de  comercio,  títulos,  mercancías,  etc.,  o  bien  tienen 
por  base  el  crédito,  o  bien  se  apoyan  en  una  serie  de  contratos  espe- 
ciales que  dan  fisonomía  especial  a  las  operaciones  bancarias. 


CAPÍTULO  III 


Operaciones  bancarias  sobre  monedas  y  cambios 

Generalidades  sobre  las  operaciones  de  cambio. — Metales  preciosos.  —  Monedas  acuñadas  —  Billete  de 
Banco.  —  Disposiciones  bgisla'ivas  referentes  al  Billete  do  Banco — Monedas  do  Banca.  —  Valor 
intrínseco,  valor  de  tarifa,  y  valor  comercial  de  la  moneda.  —  Sistema  monetario  español. 

Cambio  internacional.  —  Cotización  y  par  del  cambio.  —  Lo  cierto  y  lo  incierto.  —  Gold  points.  — 
Variaciones  del  curso  del  cambio  —  Arbitrajes.  —  Especulaciones  eo!  re  cambios.  —  Disposiciones  le 
gales  prohibitivas  en  España.  —  Giros  en  moneda  extranjera.  —  R.  O.  29  octubre  1919.  —  R.  O. 
27  noviembre  1919. 

Operaciones  bancarias  sobre  monedas  y  metales  preciosos.  —  Cambio  de  monedas 

Generalidades  sobre  las  operaciones  de  cambio.  —  Las  operacio- 
nes de  cambio  tienen  por  objeto  facilitar  el  pago  de  las  deudas  co- 
merciales entre  países  de  diferente  moneda,  por  medio  del  trueque 
de  metales  preciosos,  monedas,  compra  de  créditos,  letras  de  cambio, 
cheques,  etc.  La  palabra  cambio  es  susceptible  de  distintas  aceptacio- 
nes, según  que  se  la  considere  desde  el  punto  del  simple  cambio  de 
monedas  o  metales  preciosos,  o  desde  el  punto  de  vista  del  cambio 
de  los  efectos  de  comercio,  letras,  cheques,  etc.,  o  finalmente  en  el 
sentido  restringido  de  la  operación  misma. 

Los  instrumentos  del  cambio,  son  generalmente  los  siguientes:  me- 
tales preciosos,  monedas  acuñadas,  billetes  de  Banco  y  monedas  de 
Banca,  comprendiendo  en  ellas  las  monedas  reales,  las  en  cuenta  y 
las  en  cambio.  Los  Estados  han  creado  también  en  circunstancias  di- 
fíciles para  la  marcha  de  sus  Erarios,  el  papel  moneda  o  billete  de  ban- 
co de  curso  forzoso. 

Metales  preciosos. — El  cambio  a  base  de  metales  preciosos  es 
la  forma  más  antigua  del  contrato  de  cambio.  El  cambio  de  mercan- 
cías por  lingotes  de  plata  u  oro,  se  llamaba  trueque,  un  verdadero 
cambio  en  el  sentido  vulgar  de  la  palabra.  Con  la  base  del  valor  asig- 
nado a  los  metales,  se  creó  la  moneda,  concibiéndola  divisionaria,  de 
unidades,  o  de  decenas  y  por  tanto  apropiada  para  representar  el 
valor  fijo  de  determinadas  unidades  de  mercancías. 

Monedas  acuñadas-  —  Las  monedas  no  son  más  que  piezas  de  me- 
tal estampadas  por  una  autoridad  soberana  al  objeto  de  ser  destinadas 
al  cambio.  Cada  pieza  de  moneda  tiene  un  peso  y  una  ley,  y  se  distin- 
guen entre  monedas  normales  y  monedas  divisionarias,  aceptables 
estas  sólo  dentro  de  ciertos  límites. 
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Todos  los  países  no  poseen  la  misma  moneda  normal  de  oro  y 
plata.  Inglaterra  y  Alemania  tienen  el  patrón  oro  solamente :  China  y 
la  India,  el  de  plata:  la  Unión  latina  constituida  entre  Francia,  Bél- 
gica, Grecia,  Italia  y  Suiza,  tiene  el  doble  patrón  oro  y  plata  y  Jas  mis- 
mas monedas  divisionarias  con  el  mismo  peso  y  el  mismo  título.  (Con- 
venio monetario  de  23  diciembre  1865,  renovado  en  5  noviembre  1878, 
y  en  6  noviembre  1885).  Después  de  la  guerra,  la  crisis  monetaria  ha 
motivado  la  suspensión  de  la  circulación  de  aquellas  monedas  entre 
dichos  países. 

Billetes  de  Banco —  El  billete  dé  Banco,  calificado  como  un  per- 
feccionamiento del  warrant  monetario  W,  es  un  documento  de  crédito 
que  sustituye  en  las  transacciones  económicas  con  gran  ventaja  a  laj 
moneda  metálica,  cuando  ofrece  la  garantía  de  que  sin  dificultad 
alguna  puede  convertirse  o  cambiarse  por  la  cantidad  de  dinero  que 
representa,  siendo  ésta  su  función  económica. 

Flores  Estrada  lo  define  así:  «  Los  billetes  de  Banco  de  circulación 
»son  libranzas  pagaderas  a  la  vista  por  el  Banco  mismo  que  los  ha 
«  emitido.  Mientras  el  portador  tiene  confianza  en  el  pronto  reembolso, 
»  son  voluntariamente  recibidos  en  las  transacciones  como  si  fuesen 
»  dinero,  del  mismo  modo  que  las  letras  de  cambio  aceptadas  por  una 
»  casa  de  comercio  acreditada.  Aunque  los  unos  y  las  otras,  es  decir, 
»los  billetes  y  las  letras  de  cambio,  son  promesas  escritas  cuyo  valor 
»  depende,  sino  de  la  certeza  moral  que  se  tiene,  de  poderlas  cambiar 
»  por  dinero ;  sin  embargo,  los  billetes  se  diferencian  esencialmente  de 
» las  letras  de  cambio.  Estas  son  regularmente  pagaderas  a  plazo  fijo1, 
»y  son  siempre  endosadas  á  favor  de  un  portador  determinado,  que 
»  es  el  único  que  puede  reclamar  el  pago  ;  mientras  que  todo  portador 
»de  billetes  de  Banco,  puede,  sin  endoso  y  a  cada  momento,  presen- 
tarse al  Banco  y  hacerse  reembolsar  el  valor  de  sus  billetes.» 

También  se  ha  definido  un  pagaré  al  portador  y  a  la  vista,  de  una 
cantidad  fija  de  dinero  en  la  clase  de  moneda  que  en  el  mismo  se 
expresa,  emitido  por  una  empresa  dedicada  al  comercio  de  Banca,  y 
en  cuyos  Estatutos  figura  como  uno  de  sus  fines  principales  el  de  su 
emisión  (2>. 

* 

(1)  Vide  «La  Banche»  por  Alessandro  Garelli;  Ñapóles,  1872,  págs.  120  y  siguientes  en  que  se 
ocupa  del  biglieit<¡  di  Banca. 

(2)  Benito  y  de  Endara,  «Derecho  Mercantil»,  pág.  115. 

Para  el  estudio  de  la  cuestión  monetaria,  además  de  la  obra  de  Stanley  Jovons,  «La  moneda 
y  el  mecanismo  del  cambio»,  pueden  consultarse  las  siguientes:  «Introducción  al  estudio  de  la  cuestión 
monetaria»,  porD.  Eudaldo  Viver,  con  un  prólogo  de  D.  Federico  Rahola;  Barcelona  1892,  un  tomo  de 
272  páginas  y  «Congres  monelaire  internaüonal »  tenu  a  Paris,  10,  11,  12,  13  y  14  de  septiembre  do 
1889.  «Compte  rendu  in  extenso  et  documents»;  París  1890,  un  tomo  de  473  págs.  «Dictionnaire  fiiiaii- 
cier  inlernational  theorique  ct  pratique».  por  M.  y  A.  Meliol.  1910.  «Le  probleme  monetaire  et  finan - 
ciaire»  por  P.  Ghio,  prof.  de  la  Univer  ;i  lad  de  Bruselas.  «Le  bimelalisme»  por  León  Say.  1892  y 
«Theorie  des  Chana-es  Arbitrages  et  Parités»,  por  H-  Le  Poittevin.  1922. 
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En  cuanto  a  la  emisión  de  billetes,  diremos  que  el  decreto-ley  de 
19  de  marzo  de  1874  que  reorganizó  el  Banco  de  España,  establecien- 
do la  circulación  fiduciaria  única,  concedió  al  Banco  de  España,  la 
facultad  de  emitir  billetes  al  portador  por  el  quintuplo  de  su  capital 
efectivo,  debiendo  conservar  en  sus  cajas  en  metálico)  y  barras  de  oro  o 
plata,  la  cuarta  parte  cuando  menos  del  importe  de  los  billetes  en  circu- 
lación. 

La  ley  14  de  julio  de  1891,  por  la  cual  se  prorrogaba  la  duración 
del  Banco  Nacional  de  España,  hasta  el  31  de  diciembre  de  1921,  fa- 
cultaba al  Banco  para  poder  emitir  billetes  al  portador  hasta  la  suma 
de  1.500  millones  de  pesetas,  exigiendo  para  ello  que  conservase  en 
sus  cajas  en  metálico,  barras  de  oro  o  plata,  la  tercera  parte,  cuando 
menos  del  importe  de  los  billetes  en  circulación,  y  la  mitad  de  esa  ter- 
cera parte  precisamente  en  oro. 

Esta  facultad  de  emisión  se  aumentó  por  la  ley  de  17  de  mayo  de 
1898,  a  2.500  millones  de  pesetas,  graduando  la  reserva  metálica  pro- 
porcionalmente  a  la  cantidad  de  billetes  circulantes,  exigiendo  al 
efecto  la  mitad,  si  excediesen  de  1.500  millones  sin  traspasar  el  lími- 
te de  2.000  y  las  dos  terceras  partes  si  excediese  la  emisión  'de  2.000 
millones.  En  todo  caso  la  mitad  de  las  reservas  debía  ser  en  oro.  El 
Gobierno  facultó  al  Banco  de  España  para  aumentar  la  circulación 
fiduciaria  hasta  los  2.500  millones  de  la  autorización  legal,  por  Real 
Decreto  de  9  de  agosto  de  1898,  volviendo  a  reducirse  la  facultad 
de  emisión  a  los  2.000  millones,  en  virtud  de  lo  preceptuado  en  la  ley 
de  2  de  agosto  de  1899,  Por  e^  convenio  de  la  misma  fecha  entre  el 
¡Ministro  de  Hacienda  y  el  Gobernador  del  Banco,  habiéndose  man- 
tenido dicha  facultad  hasta  que  se  dictó  la  ley  de  13  de  mayo  de  1902, 
la  cual  en  su  art.  32  disponía  que  el  importe  máximo  de  emisión  de 
billetes  del  Banco  de  España,  garantizado  por  una  reserva  metálica 
de  la  tercera  parte,  y  de  esta  suma  la  mitad  en  oro,  se  reducía  a 
1.200  millones.  Así  hubiera  seguido  el  régimen  de  autorización  legal 
a  que  estaba  sometido  si  las  vicisitudes  y  circunstancias  porque  atra- 
vesó España  durante  la  guerra  europea,  no  hubieran  desequilibrado 
el  régimen  económico  de  la  nación.  Con  objeto  de  dar  facilidades  a 
las  industrias  del  país  y  prestar  ayuda  al  comercio,  se  dictó  el  Real 
Decreto  de  5  de  agosto  de  1914,  por  el  que  se  facultaba  al  Banco  de 
España  para  aumentar  la  circulación  de  billetes,  sobre  la  cifra  de 
2.000  millones  de  pesetas,  por  una  suma  igual  a  la  existencia  metálica 
que  conservase  en  sus  Cajas  una  vez  cubierta  la  garantía  establecida 
en  el  art.  39  de  la  ley  de  13  de  mayo  de  1902  y  sin  que  pudiese  en 
ningún  caso  exceder  el  total  de  la  emisión  de  2.500  millones  de  pesetas. 

Por  Real  Decreto  de  10  de  mayo  de  191 7,  se  autorizó  nuevamente 
al  Banco  para  aumentar  la  circulación  de  billetes  sobre  la  cifra  de 
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2.500  millones  de  pesetas  autorizada  por  R.  O.  de  5  de  agosto  de 
1914,  sin  que  en  ningún  caso  pudiere  exceder  el  total  de  la  emisión 
de  3.000  millones  de  pesetas.  El  exceso  de  circulación  fiduciaria  so- 
bre 2.500  millones  de  pesetas  debía  estar  necesariamente  garantido 
por  una  cantidad  igual  de  oro,  sin  perjuicio-  de  la  garantía  estableci- 
da en  el  artículo  3Q  de  la  ley  de  13  de  mayo  de  1902  y  en  el  Real 
Decreto  antes  dicho  que  autorizaba  la  emisión  hasta  2.500  millones. 

Por  Real  Decreto  de  6  de  agosto  de  191 8,  se  amplió  la  autorización 
hasta  3.500  millones  de  pesetas  la  circulación  de  billetes  mediante  la; 
garantía  en  oro  en  Caja  de  la  propiedad  del  Banco,  de  una  cantidad 
igual  a  la  ampliación,  sin  perjuicio  de  las  garantías  establecidas  en 
la  ley  de  1902  y  Reales  Decretos  de  1914  y  191 7,  disponiéndose  en 
el  art.  42  que  el  Banco  de  España  no  podrá  adquirir  por  cuenta  de 
la  cantidad  de  circulación  que  se  autoriza  en  oro  que  no  tenga  curso 
legal,  más  de  un  15  por  100  salvo  que  circunstancias  de  carácter  in- 
ternacional aconsejaren  la  ampliación  de  la  proporción,  en  cuyo  caso 
obtendrá  previamente  la  autorización  del  Ministro  de  Hacienda. 

Por  Reales  Decretos  de  2  enero  y  27  de  diciembre  de  1919,  se 
autorizó  aún  al  Banco  de  España  para  aumentar  la  circulación  de 
billetes  en  la  cifra  de  4.000  millones  de  pesetas,  autorizada  por  R.  D. 
de  2  de  enero  y  en  la  de  4.500  millones  por  el  de  27  de  diciembre 
sin  exigencia  de  la  garantía  oro  en  la  Caja  de  la  propiedad  del  Banco 
por  un  importe  igual  a  la  ampliación,  sin  perjuicio  de  las  garantías 
establecidas  por  anteriores  Decretos,  circulación  que  por  Real  De- 
creto de  7  de  Octubre  de  1920,  se  ha  autorizado  sin  aumento  de  ga- 
rantía por  5.000  millones  de  pesetas.  Posteriormente  la  base  2a  de  la 
ley  de  Ordenación  Bancaria,  ha  facultado  al  Gobierno  para  poder 
autorizar  al  Banco  de  España  el  aumento  de  circulación  fiduciaria, 
hasta  6.000  millones  de  pesetas. 

Disposiciones  legislativas  referentes  al  billete  de  Banco-  —  Por 

Real  decreto-sentencia  del  Consejo  de  Estado,  en  pleito  contenciosor 
administrativo  de  20  de  junio  de  1881  (3),  se  declaró  que  no  podían  ale- 
garse perjuicios  por  haberse  hecho  un  pago1  en  billetes  del  Banco  a 
pesar  de  haberse  convenido  que  se  efectuaría  en  oro»,  porque  no  po- 
dían  existir  dichos  perjuicios  tratándose  de  un  pago-  admitido-  en  bi- 
lletes, que  tienen  el  concepto  de  moneda  legal  corriente,  que  él  Es- 
tado recibe  en  toda  clase  de  ingresos  establecidos  o  que  se  establez- 
can, y  que  la  Caja  central  y  sucursales  del  Banco  cambian  por  todo 
su  valor  nominal ;  y  por  otro,  Real  decreto-sentencia  W  se  declaró  que 


(3)  «Gace:a  d:  Madrid»  de  C2  de  septiembre. 

(4)  Real  decreto-sentencia  de  30  de  diciembre  de  1880;  «Gacata  de  Madrid»  de  24  de  septiem- 
bre de  1881 
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el  pago  podía  hacerse  en  metálico  o  en  billetes,  sin  tener  en  cuenta 
en  este  segundo  caso  la  depreciación  que  éstos  sufren  con  relación  al 
oro,  y  admitiéndose  por  lo  tanto,  en  todo  su  valor  nominal,  a  no  ha- 
berse pactado  lo  contrario. 

El  vigente  Código  de  Comercio  establece  que  en  la  hoja  de  inscrip- 
ción de  cada  comerciante  o  Sociedad,  se  anotarán  las  emisiones  de 
billetes  de  Banco,  expresando  su  fecha,  clases,  series,  cantidades  e 
importe  de  cada  emisión  (5),  y  la  inscripción  se  verificará,  en  cuanto 
a  los  billetes,  obligaciones  o  documentos  nominativos  y  al  portador, 
en  vista  del  certificado  del  acta  en  que  conste  el  acuerdo  de  quién  o 
quiénes  hicieren  la  emisión  y  las  condiciones,  requisitos  y  garantías 
de  la  misma  (6).  Según  dicho  Código,  los  Bancos  de  emisión  y  des- 
cuento podrán  emitir  billetes  al  portador,  pero  su  admisión  en  las 
transacciones  no  será  forzosa;  cuya  libertad  de  emitir  billetes  al  por- 
tador, continuará,  sin  embargo,  en  suspenso  mientras  subsista  el  pri- 
vilegio de  que  actualmente  disfruta  por  leyes  especiales  el  Banco 
Nacional  de  España  (7).  Los  Bancos  deberán.,  conservar  en  metáli- 
co en  sus  cajas  la  cuarta  parte,  cuando  menos,  del  importe  de  los  de- 
pósitos y  cuentas  corrientes  a  metálicos  y  de  los  billetes  en  circula- 
ción W.  Dichos  Bancos  tendrán  la  obligación  de  cambiar  a  metálico 
la  falta  de  cumplimiento  dé  esta  obligación  producirá  acción  ejecu- 
cutivo  a  favor  del  portador,  previo  un  requirimiento  al  pago  por  me- 
dio de  Notarioí9).  El  importe  de  los  billetes  en  circulación,  unido  a 
sus  billetes  en  el  acto  mismo  de  su  presentación  por  el  portador,  y 
la  suma  representada  por  los  depósitos  y  las  cuentas  corrientes,  nb 
podrán  exceder,  en  ningún  caso,  del  importe  de  la  reserva  metálica 
y  de  los  valores  en  cartera  realizables  en  el  plazo  máximo  de  noventa 
días  (10).  El  billete  de  Banco  no  puede  ser  materia  del  contrato  de  se- 
guros contra  incendios  a  menos  que  se  pactare  lo  contrario,  deter- 
minado en  la  póliza  el  valor  y  circunstancias  de  dichos  objetos  (n). 
Además  los  disposiciones  sobre  robo,  hurto  o  extravío  de  los  docu- 
mentos de  créditos  y  efectos  al  portador  contenidas  en  el  Código  de 
Comercio  (12),  no  son  aplicables  a  los  billetes  del  Banco  de  España 
ni  a  los  de  la  misma  clase  emitidos  por  establecimientos  sujetos  a 
igual  régimen,  ni  a  los  títulos  al  portador  emitidos  por  el  Estado, 


(6)  Art.  180  del  vigente  Código  de  Comercio. 

(6)  Art.  23  de  id. 

(7)  Art-  179  de  id.  Ya  hemos  dicho  que  este  privilegio  subsiste  hasta  31  de  diciembre  1946,  según 
dispuso  la  ley  de  29  Diciombro  1921,  prorrogando  el  privilegio  del  decreto  ley  de  19  marzo  1874. 

(8)  Art-  180  del  vigente  Código  de  Comercio. 

(9)  Art.  181  del  ídem. 

(10)  Art.  182  del  ídem. 

(11)  Art.  387  del  ídem. 

(12)  Arts.  547  y  sigs. 
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que  se  rigen  por  leyes,  decretos  o  reglamentos  especiales  (13).  En  caso 
de  quiebra  de  los  Bancos  de  emisión,  el  importe  de  los  billetes  en 
circulación  se  considerará  comprendido  en  el  preceptoi  del  art.  908; 
del  vigente  Código  de  Comencio  para  los  efectos  comprendidos  ert 
el  mismo 

Monedas  de  Banca. — Los  billetes  de  Banco  y  los  cheques  emiti- 
dos por  los  Bancos  de  países  extranjeros,  constituyen  lo  que  en 
lenguaje  bancario  se  llaman  monedas  de  Banca. 

Las  monedas  reales  son  las  especies  metálicas,  las  monedas  en 
cuenta  son  las  Yepresentadás  por  los  procedimientos  de  compensa- 
ción de  deudas  efectuadas  generalmente  por  los  Bancos  para  saldar 
sus  cuentas,  y  monedas  de  cambio  son  los  efectos  de  comercio,  las 
letras,  los  cheques,  etc. 

Valor  intrínseco,  valor  de  tarifa  7  valor  nominal  de  la  moneda. 

— El  valor  intrínseco  de  una  pieza  de  moneda  o>  lingote,  está  repre- 
sentado por  la  cantidad  de  metal  fino  que  contiene.  Esta  cantidad 
viene  establecida  por  la  ley  monetaria  en  vigor  en  cada  país;.  Las  le- 
yes monetarias  previenen  el  título  o  ley,  el  peso,  la  talla  y  el  pie  de 
Las  monedas. 

La  ley  resulta  dividiendo  el  peso,  del  metal  fino  por  el  peso  total 
de  la  liga. 

El  peso  de  una  pieza  de  moneda  es  lo  que  pesa,  comprendida  la  liga. 

La  talla  de  una  moneda  es  el  número  que  puede  obtenerse  de  rnOr 
nedas  con  un  peso  fijo  de  liga  a  la  ley  oficial. 

El  pié  es  la  cantidad  de  piezas  de  moneda  que  puede  obtenerse  con 
ujiia  cantidad  variable  de  liga. 

El  valor  a  tarifa  es  el  llamado  valor  en  cambio.  Difiere  del  valor 
intrínseco  en  el  aspecto  que  expresa  la  cantidad  de  metal  fino  con 
deducción  de  los  gastos  de  transporte,  amonedamientoi  y  desgaste. 


(13)  Art.  566  del  Código  do  Comercio. 

(14)  Art.  910  do  id. 

La  jurisprudencia  dol  T.  S.  sobre  falsificación  de  Billetes  de  Banco,  se  contiene  en  las  sentencias  13  mayo  1881, 
18  febrero  1886,  29  diciembre  1891,  7  mayo  y  24  junio  1897,  16  noviembre  1906,  6  diciembre  1911.  Sobre  expendi- 
ción  do  billetes  falsos  22  junio  1888,  30  noviembre  1900,  16  octubro  1902,  31  marzo  y  30  junio  1905,  26  noviembre 
1908,  26  marzo  1910,  14  junio  1913  y  sobre  expendición  de  billetes  falsos  de  Bancos  extranjeros  5  marzo  1879. 

Para  el  estudio  do  las  diversas  cuestiones  económicas  y  jurídicas  derivadas  <5^  los  billetes  de  Banco,  véase  la 
obra  de  Octavio  Noel,  «Le  billet  de  Banqne»,  1872.  Artículo  «Billet,  del  Dictionnaire  de  Droit  commercial»,  de  Gou- 
jet  et  Mcrger,  tomo  II,  edic.  de  1878,  pág.  195,  y  «Billet  au  porteur»,  pág.  228,  y  artículo  «Banque  de  France».  del 
mismo;  y  entre  los  obras  españolas,  véase  en  la  «Enciclopedia»,  de  Arrazola,  «De  los  Bancos  comerciales  e  indus- 
triales», pág.  452,  tomo  V,  y  sobre  la  teoría  de  los  billetes  de  Banco,  véase  en  dicha  «Enciclopedia»,  de  Arrazola, 
«Ideas  generales  o  teoría  sobro  el  establecimiento  y  organización  de  los  Bancos  comerciales  o  industriales»,  página 
490;  «Caracteres  y  naturaleza  del  billete  de  Banco»,  págs.  493,  columna  1.a,  hasta  la  página  501.  Marqués  do  Santa 
María,  «Cambio  de  billetes  del  Banco  de  España»  (La  Justicia,  1866);  Ucelay  E.,  «Acción  por  falta  de  pago  de  los 
billetes  de  Banco»  (La  España  jurídica,  vol.  1);  Ñongues  M.,  «Los  billetes  de  Banco  considerados  judicialmente  co- 
mo pajarés»  (La  Justicia,  1866). 
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El  valor  comercial  resulta  de  considerar  la  moneda  como  una  mer- 
cancía cualquiera.  Su  precio  varía  y  sigue  las  oscilaciones  da  la  ofer- 
ta y  de  la  demanda.  Estas  fluctuaciones  son  en  función  del  valor  en 
cambio  de  los  efectos  de  comercio,  por  existir  una  íntima  correlación 
entre  el  cambio  de  monedas  y  materias  de  plata  y  oro  con  el  cambio 
de  los  efectos  de  comercio.  Cuando  los  precios  del  oro  o  de  la  plata, 
se  establecen  comparativamente  al  mismo  tipo  sobre  dos  plazas  dife- 
rentes, se  dice  que  existe  la  paridad. 

El  trastorno  económico  creado  por  la  guerra  ha  llevado  a  la  mayor 
parte  de  países  europeos  al  régimen  del  papel  moneda  de  curso  for- 
zoso. Con  ello  está  dicho  que  no  es  posible  cambiar  esta  moneda  con- 
tra la  moneda  de  oro,  cuyo  precio  no  se  halla  hoy  determinado  por 
el  peso  del  metal  que  representaba  en  tiempo  normal.  En  tiempo  nor- 
mal el  pago  de  una  cantidad  de  oro  por  billetes  de  Banco,  la  prima 
no  podía  crecer  más  que  a  consecuencia  de  la  escasez  del  metal,  ya 
que  el  billete  de  Banco  tenía  poder  adquisitivo  por  todo  su  valor, 
tanto  que  en  períodos  de  crisis  el  billete  no  tenía  el  mismo  poder  ad- 
quisitivo, p  sea  no  poseía  la  misma  fuerza  liberatoria.  La  escasez 
del  metal  amarillo  y  la  depreciación  de  la  moneda  de  papel,  pro- 
ducen automáticamente  la  prima  sobre  el  oro. 

Después  de  la  guerra  el  oro  ha  llegado  a  valer  cuatro  veces 
su  valor  de  ante-guerra,  o  sea  que  ha  sido  cotizado  más  allá  de 
12  pesetas  el  gramo.  No  cotizándose  hoy  en  los  mercados  oficial- 
mente, solamente  a  título  de  información  se  consigna  su  valor  en 
los  Boletines  de  Cambios  que  publican  los  grandes  Bancos. 

La  producción  del  oro  ha  sufrido,  por  consecuencia  del  agota- 
miento de  varios  yacimientos  rusos,  una  disminución  importante, 
que  repercute  forzosamente  en  el  mercado.  De  96  y  medio  millones 
de  libras  esterlinas  producidas  en  191 5,  'ha  descendido  a  menos 
de  70  en  1920  y  a  60  en  192 1.  Contemporáneamente  a  la  disminu- 
ción en  su  producción,  se  verificó  el  aumento  de  su  precio,  aumento 
iniciado  cuando  la  libertad  de  venta  fué  confiada  a  los  productores 
en  el  momento  en  que  la  demanda  de  parte  del  consumo'  industrial 
era  más  sentida. 

La  absorción  de  metal  amarillo  vino  efectuada  en  larga  escala 
por  la  China  y  el  Japón,  y,  atesorado  por  los  Bancos  de  emisión 
de  los  Estados  Unidos,  Japón,  Suecia,  Dinamarca,  Suiza,  Holanda 
y  España.  Especialmente  los  Estados  Unidos  han  visto  afluir  el 
oro  en  los  últimos  años  en  creciente  aumento.  En  1920,  las  impor- 
taciones de  oro  en  los  Estados  Unidos  ascendieron  a  428  millones 
de  dólares  contra  67  y  medio  en  19 19.  En  el  año  fiscal  cerrado 
en  192 1,  la  excedencia  de  la  importación  del  oro  sobre  la  exportación 
fué  un  poco  más  de  500  millones  de  dólares. 
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Los  Estados  Unidos  poseen,  por  consiguiente,  una  parte  anormal 
del  oro  amonedado  del  mundo,  mientras  los  Estados  de  Europa 
poseen  porcentajes  notablemente  inferiores.  Los  Bancos  de  emisión 
europeos  deben,  adquiriendo  oro,  pagarlo  con  su  moneda  depre- 
ciada y,  consiguientemente,  soportan  el  premio!  y  el  agio  respectivo. 
Esto  produce  una  insuficiente  reserva  para  la  garantía  metálica 
del  billete  de  los  respectivos  Estados  europeos.  De  todo  Í,0|  cual 
se  deduce  que  para  poder  salir  ¡del  caos  monetario  que  domina 
hoy  en  los  precios  de  moneda  depreciada,  sería  preciso  que  se  pro- 
vocase un  movimiento  del  oro.  contrario  en  absoluto  al  que  se  ha 
verificado  en  estos  últimos  años. 


Sistema  monetario  español — Ajustado  a  las  bases  adoptadas  en 
el  convenio  internacional  de  23  de  Diciembre  de  1865  por  Francia, 
Italia,  Bélgica  y  Suiza,  que  formaron  la  llamada  Unión  monetaria 
latina,  se  estableció  en  España,  aunque  sin  formar  parte  de  aquélla, 
el  vigente  sistema  monetario,  por  Decreto!  de  19  de  Octubre  de  1868, 
cuya  unidad  principal  es  la  peseta,  equivalente  a  100  céntimos. 

Posteriormente,  por  Reales  decretos  de  21  de  Marzo  de  1 87 1  y 
20  de  Agosto  de  1876  y  Real  orden  de  12  de  Octubre  del  mismo 
año,  se  dispuso  la  acuñación  dé  la  moneda  de  oro  de  25  pesetas, 
y  por  ley  de  26  dé  Diciembre  de  1899  se  reformó  el  permiso'  en 
fuerte  o  feble  para  las  milésimas  de  la  ley  del  oro,  rebajando!  a 
1  el  permiso  de  2  milésimas  ^que  estaba  decretado,  quedando  el 
sistema  monetario  español  vigente  en  la  siguiente  forma: 


PESO 


LEY 


Permiso  Permiso 

en  feble  en  feble 

Clase  de  moneda.      Diámetro    Exacto      o  fuerte  Exacta            o  fuerte 

—                    en                          —  — 

Pesetas.             milímetros  Gramos     Milésimas  Milésimas  Milésimas 


De  oro 


De  plata 


De  bronce 


100 

35 

32 '25806 

50 

28 

16'12903 

¡} 

25 

24 

8'06451 

20 

21 

6l4B161 

ú 

10 

19 

3 '2280 

5 

17 

1 '61290 

3  J 

5 

37 

25 

2 

27 

10 

1 

23 

5 

i! 

0'50 

18 

2'50 

O'IO 

30 

10 

10 

0'05 

25 

5 

10 

0'02 

20 

2 

15 

O'Ol 

10 

1 

15 

>  900 


(95  °/0  cobre) 
(4  °/0  estaño) 
(l%zinc) 


2 

3 

10 

5 
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Cambio  internacional.  —  La  palabra  cambio  <i5]  se  toma  general- 
mente en  dos  acepciones:  una  en  el  sentido  del  provecho  que  re- 
porta una  operación;  otra,  como  la  operación  en  sí  misma. 

La  operación  de  cambio  no  se  aplicaba  en  un  principio  más  que 
a  la  moneda,  por  cambio  de  una  contra  otra,  tal  como  se  practica 
hoy  aún  por  los  cambistas.  Cuando'  se  imaginó  la  posibilidad  de 
cambiar  unas  monedas  contra  otras  a  distancia  por  medio  de  la 
letra  de  cambio,  el  sentido  de  la  palabra  se  extendió  entonces  a 
las  negociaciones  nacidas  del  empleo  de  la  letra  de  cambio. 

El  cambio,  hablando  en  propiedad,  es,  pues,  «una  operación  que 
consiste  no  solamente  en  cambiar  una  moneda  contra  otra,  sino 
también  en  hacer  pasar,  por  medio  de  la  letra  de  cambio,  sumas 
más  o  menos  importantes  de  un  lugar  a  otro,  evitando  así  el  trans- 
porte costoso  y  molesto  de  las  especies  metálicas». 

Entiéndese  por  «cotización  de  cambio»  las  cotizaciones  de  mone- 
das extranjeras  y  así  también  de  las  letras  de  cambio,  cheques  o 
mandatos  de  pago,  valores,  etc.,  etc.,  facilitados  sobre  el  extranjero. 

Cotización  y  par  del  cambio.— Los  efectos  pagables  sobre  una 
plaza  cualquiera  sufren  una  ligera  diferencia,  que  constituye  lo  que 
se  llama  precio  o  tipo  del  cambio.  Este  precio  está  sujeto  a  fluc- 
tuaciones, según  sea  la  cantidad  más  o  menos  grande  de  cuentas 
cobrables  a  efectuar  de  una  nación  a  otra.  El  curso  del  cambio 
no  es  más  que  el  precio  al  cual  deben  los  deudores  de  un  paás 
pagar  los  títulos  de  crédito  de  este  país  sobre  el  suyo  respectivo, 
créditos  que  vienen  representados  por  los  distintos  efectos  de  comer- 
cio, que  sirven  así  de  instrumentos  de  pago. 

En  tiempo  normal  las  variaciones  del  cambk>  del  papel  son  redu- 
cidas, en  cuanto  las  monedas  que  reemplazan  tienen  un  valor  intrín- 
seco (par),  determinado  por  su  peso  de  oro  fino.  El  cambio  de  papel 
entre  dos  países  será,  pues,  a  la  par  cuando  el  peso  de  oro  fino 
de  la  unidad  de  moneda  de  uno  de  ellos,  traducido  en  letra,  sea 
cambiable  contra  un  peso  igual  de  oro  fino  de  moneda  del  otro, 
igualmente  traducido  en  letra.  Así,  en  las  operaciones  de  cambio  en- 
tre dos  países  extranjeros,  entre  Francia  y  Suiza,  por  ejemplo,  se  dirá 
que  el  cambio  está  a  la  par  si  por  20.000  francos  de  valores  sobre 
Suiza  se  recibe,  en  París,  la  misma  suma  de  20.000  francos  sin  agio, 
es  decir,  sin  premio  de  ninguna  clase.  Los  cambios  son,  pues,  movi- 
bles, variables  como  las  cotizaciones  de  todas  las  mercancías  y  dan 


«Traite  theoriquc  et  pratique  du  chango  des  monnaies  et  des  fonds  d  Etals  Franjáis  et  etran- 
gers».  C.  de  Touzé. 

«Arbitrages  et  parités».  Ottomar  IIaupt< 

«Les  monnaies,  1  js  changes,  les  arbitrages»,  Hcrbolot  et  Franyois. 
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lugar  a  transacciones  corrientes  y  a  grandes  especulaciones.  Así,, 
pues,  cuando  se  dice  que  los  cambios  están  en  alza  o  en  baja,  se 
alude  a  las  fluctuaciones  continuas  que  se  producen  en  los  mercados 
entre  compradores  y  vendedores. 

El  objeto  esencial  del  cambio,  es  el  cambio  continuo  de  mercan- 
cías entre  plazas  extranjeras,  ya  se  trate  del  envío  de  oro>  01  plata, 
ya  de  primeras  materias,  o  de  productos  manufacturados.  A  este 
cambio  se  le  llama  «Cambio  Internacional».  Este  cambio'  de  mercan- 
cías da  nacimiento  a  deudas  que  contraen  unos  pueblos  frente  a 
a  otros  y  así  puede  decirse  que  los  movimientos  que  se  producen 
en  un  momento  dado  en  los,  cambios  extranjeros,  son  /debidos  a' 
las  desigualdades  que  existen  entre  las  deudas  reciprocas  de  dife- 
rentes países,  contribuyendo  a  agravar  aquéllas  la  especulación. 

La  cotización  del  cambio  entre  dos  países  que  cambian  anual- 
mente una  cierta  cantidad  de  productos,  sufre  grandes  fluctuacio- 
nes por  razón  de  las  cantidades  de  mercancías  cambiadas.  Cuando 
hay  igualdad  de  créditos  y  deudas  entre  dos  países,  existe  la  com- 
pensación y  el  cambio'  se  halla  a  la  par,  porque  hay  un  equilibrio 
perfecto  entre  la  oferta  y  la  demanda;  por  el  .contrario,  cuando 
hay  desigualdad -de  créditos  entre  dos  países,  las  letras  de  cambio 
sobre  uno  u  otro  país  son  más  o  menos  solicitadas  o  más  o  menos 
ofrecidas:  de  lo  cual  proviene  la  diferencia  en  los  precios  o  lo  que 
se  llama  cotización  del  cambio  (16).  Entre  dos  plazas  que  tengan 
continuas  relaciones  de  negocios  existe  en  ciertas  épocas  ocasión 
para  establecer  saldos  más  o  menos  considerables,  tanto  en  favor 
de  una  como  de  la  otra.  Pero'  hay  que  tener  presente  que  las  rela- 
ciones comerciales  no  existen  solamente  entre  dos  plazas,  sino  que 
abrazan  el  mundo  entero  (17). 


(10 j  Supongamos  que  las  plazas  de  París  y  Amsterdam  efectúen  de  conjunto  operaciones  por  2* 
millones  al  año,  o  sea  2  millones  mensuales.  Supongamos  que  a  fines  de  marzo  París  debe  a  Ams- 
terdam 4  millones  y  Amsterdam  a  París  una  cantidad  igual.  Los  reembolsos  se  efectuarían  por 
intermediación  de  banqueros  y  por  medio  de  letras  de  cambio,  en  cuyo  caso  los  banqueros  de  Pa- 
rís poseerían  4  millones  en  letras  de  cambio  sobre  Amsterdam  y  los  de  Amsterdam;  4  millones  en  igual 
íes  efectos  sobre  París,  con  lo  cual  todos  los  créditos  y  deudas  se  hallarían  compensados  de  una 
y  otra  parte  y  quedarían  extinguidos  por  entrega  recíproca  de  los  efectos.  Siendo  la  oferta  igual  a 
la  demanda,  las  dos  monedas  se  cambiarían  a  la  par,  es  decir  al  precio  determinado  por  el  del  metal 
en  lingotes  sobre  las  dos  plazas.  f 

Sin  embargo,  podemos  suponer  que  a  fines  de  marzo,  es  posible  que  las  dos  plazas  estén  en  des 
equilibrio,  que  Amsterdam  deba  a  París  ¿  millones  y  que  París  deba  a  Amsterdam  solo  1-  Habrá 
entonces  sobre  el  mercado  de  París  una  oferta  'de  S¡  millones  de  letras  y  de  1  millón  sobre  Amster- 
dam. El  valor  de  las  primeras  bajará  y  el  de  las  segundas  subirá  hasta  el  punto  en  que  haya  ven- 
taja para  la  plaza  de  Amsterdam  en  hacer  una  remesa  en  monedas  o  materias  de  valor  para  res- 
tablecer el  equilibrio. 

(17)  Al  ejemplo  de  la  nota  anterior  podemos  añadir  ahora  por  vía  de  aclaración  una  tercera 
plaza.  Puede  ocurrir  que  en  el  mismo  momento  en  que  Amsterdam  debe  2  millones  a  París,  en 
tanto  que  París  no  le  debe  más  que  1  millón,  Barcelona  deba  2  millones  a  Amsterdam  y  no  tenga 
sobre  esta  plaza  más  que  un  crédito  de  1  millón,  pero  en  cambio  tenga  un  crédito  de  2  millones  so- 
bre París,  en  tanto  que  no  le  deba  más  que  1  millón.  En  este  caso  las  cuentas  recíprocas  de  Amsler- 
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Resumiendo  lo  dicho,  las  fluctuaciones  que  se  producen  en  los 
cambios,  son  el  resultado  de  desigualdades  que  existen  entre  las 
deudas  y  los  créditos  de  diferentes  países,  desigualdades  provinentes 
del  importe  de  las  recíprocas  obligaciones  y  de  la  época  en  la  cual 
estas  obligaciones  deben  ser  cumplidas. 

Las  deudas  y  los  créditos  internacionales  deben  ser  considerados 
como  la  base  principal  de  las  fluctuaciones  de  los  cambios,  pero 
no  son  los  únicos  elementos  que  obran  en  tales  oscilaciones.  Los 
empréstitos  extranjeros  ejercen  sobre  el  precio  del  cambio  una  in- 
fluencia sensible,  los  beneficios  y  comisiones  que  percibe  una  na- 
ción en  concepto  de  transportes  marítimos,  las  emisiones  de  cartas 
de  crédito  de  uno  a  otro  país,  los  derechos  de  tránsito  de  mercan- 
cías, las  especulaciones  sobre  fondos  públicos,  el  comercio  de  me- 
tales preciosos,  los  trastornos  políticos  internacionales,  etc.,  etc.,  cons- 
tituyen causas  generales  que,  con  las  especiales  del  interés  del  dinero, 
el  grado  de  solvencia  de  las  firmas  y  la  depreciación  de  la  moneda 
corriente,  afectan  diariamente  a  la  cotización  de  los  cambios  inter- 
nacionales. 

Lo  cierto  y  lo  incierto.— El  cierto,  llamado  también  base  del  cambio, 
es  la  moneda  del  país  que  sirve  de  base  del  cambio.  Lo  incierto  es 
la  que  le  corresponde  en  el  restante  país.  El  cambio  representa, 
pues,  el  precio  variable  o  incierto  en  moneda  de  un  país,  de  una 
cantidad  fija  o  cierta  de  moneda  extranjera.  Así  Inglaterra  ofrece 
siempre  el  cierto,  o  sea  una  libra  esterlina,  para  recibir  una  canti- 
dad variable  de  pesetas,  liras  italianas,  francos,  marcos,  dólares, 
etc.  España  ofrece  lo  incierto  a  todas  las  plazas  extranjeras  para 
recibir  libras  esterlinas,  dólares,  etc.  Por  lo  regular,  casi  todas  las 
Bolsas  de  las  naciones  europeas  cotizan  lo  incierto  (París,  Roma, 
Bruselas,  Madrid).  Cotizan,  en  cambio,  el  cierto  las  plazas  del  Japón, 
Siam,  Conchmchina,  Hong-Kong,  Méjico,  Perú. 

Gold  points. — Cuando  la  cantidad  de  créditos  representados  por 
los  efectos  de  comercio,  ofertas  respecto  del  mercado,  etc.,  excede 
o  rebasa  las  necesidades  de  los  pagos  que  deben  efectuarse  en  el  ex- 
tranjero, los  portadores  de  estos  efectos  sufren  una  pérdida  en  su 
negociación,  resultando  que  las  disponibilidades  del  cambio,  son  en- 
tonces mayores  que  las  demandas.  Y,  por  el  contrario¿  si  existe  ma- 


dam  y  de  París  pueden  saMarse  y  se  saldan  en  efecto  por  medio  de  Barcelona  sin  que  la  par  del 
cambio  se  haya  allerado  sensiblemente.  Las  letras  de  cambio  sobre  Amsterdam  depreciadas  en 
París,  ganarán  una  prima  en  Barcelona:  las  de  París  con  prima  en  Amsterdam  serán  depreciadas  en 
Barcelona  y  las  de  Barcelona  ganarán  en  París  y  perderán  en  Amsterdam,  pero  las  operaciones  he- 
chas por  los  banqueros  sobro  las  diferencias,  no  tardarán  a  restablecer  el  equilibrio  en  las  cotiza- 
ciones. 
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yor  demanda  que  oferta  de  créditos,  los  compradores  vienen  obli- 
gados a  pagar  un  precio  superior  a  la  par,  y  el  cambio,  en  lugar, 
de  descender  a  la  pérdida,  se  cotiza  con  prima.  Pero  como  quiera' 
que  existe  la  posibilidad  de  efectuar  los  pagos  mediante  el  envío 
de  oro,  la  pérdida  en  el  cambio  y  la  ganancia  o¡  beneficioi  vienen 
limitados  por  los  gastos  de  transporte  y  de  amonedamiento  del  oro. 
Fuera  de  este  límite  el  deudor  no  halla  conveniencia  de  valerse  de  la 
letra  de  cambio,  y  es  por  esto  que,  alcanzado1  por  el  cambio  este  límite 
punto  del  oro  (gold  point)  conviene  mucho  más  exportar  materialmente 
el  oro  para  hacer  frente  alas  obligaciones  contraídas  en  el  extranjero. 
Si  un  país  tiene  respecto  del  otro  deudas  y  créditos  al  mismo  tiempo, 
se  hallan  frente  a  dos  puntos  del  oro,  el  punto  del  oro  superior  o>  de 
salida  (gold  point  para  la  exportación),  y  el  punto  de  oro  inferior  o  de 
entrada  (goid  point  para  la  importación)..  Estos  dos  puntos  indican  los 
límites  dentro  de  los  cuales  el  cambio  puede  oscilar,  de  donde  procede 
el  nombre  de  puntos  metálicos  (18). 

Variaciones  del  curso  del  cambio-  —  Las  cotizaciones  relativas  al 
cambio  varían  todos  los  días.  Los  efectos  de  comercio  internacionales, 
como  verdaderas  mercancías  que  son,  cuando:  son  espresados  en  mone- 
das extranjeras,  obedecen  a  las  leyes  de  la  oferta  y  de  la  demanda. 
Cuando  los  cursos  del  cambioi  en  tiempo  normal  alcanza  el  punto  de 
salida  del  oro¡  y  la  exportación  del  metal  amenaza  extenderse,  se  acude 
a  la  medida  de  la  elevación  del  descuento,  lo  cual  significa  un  auímen- 
to  en  el  alquiler  del  dinero.  La  perspectiva  de  colocación  de  capitales 
a  una  tasa  favorable  produce  como  efecto  no  solamente  retenerlo  en 
el  país,  sino  el  de  atraer  capitales  extranjeros  para  los  cuales  el  bene- 
ficio del  cambio  y  la  tasa  de  colocación,  constituyen  una  operación 
atractiva.  Repetimos  que,  todo  elloi  ocurre  en  época, horma!,  por  cuanto 
hoy  las  naciones  que  han  entrado  en  la  guerra,  tienen  adoptada  la  me- 
dida prohibitiva  de  exportación  del  oro,  cuyoi  stok  evidentemente  no 
sería  suficiente  para  pagar  las  obligaciones  contraídas  ni  para  detener 
la  marcha  alcista  de  los  cambios,  como  tampoco  sería  bastante  el 
alza  del  descuento  para  atraer  los  capitales  extranjeros  al  objeto  de 
restablecer  el  desequilibrio  de  la  balanza. 

Arbitrajes.  —  Estas  continuas  variaciones  del  cambio  hacen  posi- 
ble la  operación  que  se  realiza  bancariamente,  comprando  en  el  punto 
donde  la  cotización  es  más  baja  para  vender  en  el  punto  donde  la  coti- 
zación es  más  alta.  Estas  operaciones  se  conocen  en  el  nombre  de 
operaciones  de  arbitraje. 


(18)   Garrone.  «La  scienza  del  Commercio».  1914,  pág.  593,  vol.  I. 
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El  arbitraje  en  el  cambio  puede  tener  por  objeto  hallar  el  medio 
más  ventajoso  is  para  especular  sobre  los  cambios,  2Q  para  extinguir 
una  deuda,  39  para  realizar  un  crédito. 

El  arbitraje  de  cambio  directo  se  practica  entre  dos  plazas  en  base 
al  precio  del  cambio  de  una  de  ellas,  respecto  de  la  otra. 

El  arbitraje  de  cambio  indirecto,  se  practica  por  medio  de  una  ter- 
cera plaza  intermediaria  llamada  calculada  o  mediadora.  A  veces  la 
operación  es  más  compleja;  y  son  dois  o  más  las  plazas  intermedias. 

Especulación  sobre  cambios.  Disposiciones  legales  prohibitivas 
en  España.  ■ —  La  perspectiva  de  las  ganancias  a  base  de  especulación 
sobre  los  cambios  ha  producido  en  los  últimos  años  en  España  una  ex- 
jx>rtación  enorme  de  capitales  españoles  empleados  en  la  compra  de 
divisas  extranjeras.  Una  afluencia  considerable  de  Bancos  extranjeros, 
que  establecieron  sus  sucursales  o  filiales  en  España  ha  determinado 
un  verdadero  drenaje  del  ahorro  nacional,  perdido  para  el  país  en  su 
mayor  parte,  en  cuanto  se  han  liquidado  la  mayoría  de  las  posiciones 
con  positiva  pérdida,  debido  a  la  baja  inmaginada  de  los  cambios. 
El  Gobierno  español  tuvo  que  preocuparse  de  esta  cuestión,  habiendo 
dictado  las  disposiciones  que  a  continuación  insertamos: 

Inversión  de  capitales  españoles  en  moneda  extranjera  co- 
tizada con  quebranto.   Creación  de  las  Juntas  de  Cambios 

(R.  O.  de  29  Octubre  1919) 

I2  Con  objeto  de  regular  el  mercado  de  giros  a  satisfacer  en  moneda 
que  no  sea  nacional  y  que  se  cotice  con  quebranto,  se  crean,  tanto  en  Ma- 
drid como  en  las  demás  capitales  y  poblaciones  donde  las  necesidades  lo 
exijan,  Juntas  de  Cambio  constituidas  por  individuos  designados  por  el 
Ministerio  de  Hacienda  a  propuesta  de  las  Asociaciones  de  Banqueros  y 
Bancos  del  Centro,  de  Barcelona  y  del  Norte  de  España  (19). 

Será  misión  de  las  Juntas  recibir  las  peticiones  para  expedir  giros  a  pa- 
gar en  moneda  extranjera,  justificándolo  a  satisfacción  de  aquellas,  si 
el  giro  o  giros  se  aplican  a  las  necesidades  del  peticionario  para  pago 
de  deudas  comerciales  contraídas  en  el  extranjero  por  compra  de  materias 


(19)   (R.  0.  27  noviembre  1919.)  Se  aulonza  a  estos  organismos: 

lo  Para  alterar  los  plazos  marcados  en  dicha  Real  orden  (29  oct.  1919),  al  efecto  de  liquidar 
las  operaciones  pendientes  en  aquella  fecha  sobre  adquisiciones  de  moneda  extranjera  en  consonan- 
cia con  las  necesidades  y  situación  del  mercado,  procurando  siempre  su  sucesiva  reducción  y  dando 
cuenta  a  este  Ministerio  de  los  acuerdos  que  adopten  respecto  a  este  particular. 

2»  Para  proponer  las  ampliaciones  que  crean  de  conveniencia  nacional,  en  cuanto  a  la  adqui- 
sición de  valores  de  Sociedades  extranjeras:  y 

3o   Para  autorizar  las   compras  de  moneda  extranjera  con  destino  a  la  importación  de  oro. 
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primas  o  manufacturadas,  maquinaria  y  géneros  de  todas  clases,  quedando 
desde  esta  fecha  prohibida  toda  operación  a  plazo  con  fin  especulativo, 
sobre  moneda  que  se  cotice  con  quebranto  en  los  mercados  nacionales.  Y  ex- 
ceptuándose sólo  aquellas  que  tengan  por  objeto  asegurar  el  precio  del 
cambio  para  satisfacer  contratos  comerciales.  De  estas  autorizaciones  darán 
cuenta  las  Juntas  semanalmente  a  la  Dirección  general  del  Tesoro. 

Dichas  Juntas  extenderán  talones  de  autorización,  en  los  que  consten  la 
cantidad,  fecha,  necesidades  del  peticionario,  clase  de  moneda  y  plaza  li-_ 
torada.  El  que  reciba  la  autorización,  bien  sea  librador  o  tomador,  remitirá 
diariamente  a  la  Junta  un  estado  de  las  operaciones  con  las  autorizaciones 
que  hubiere  recibido  o  se  le.  hubiesen  presentado  respectivamente. 

Para  la  liquidación  de  las  operaciones  en  curso  sobre  moneda  extranjera 
realizadas  con  anterioridad,  y  que  vienen  renovándose,  se  concede  el  plazo 
de  un  año,  debiendo  reducirse  las  cantidades  en  cada  liquidación  y  experi- 
mentar en  los  seis  primeros  meses  una  rebaja  no  menor  del  50  por  100. 

Las  Juntas  de  Banqueros  darán  cuenta  a  la  Dirección  del  Tesoro  de  la 
marcha  que  sigan  Las  operaciones  en  curso. 

2q  Podrá  autorizarse  la  inversión  de  saldos  de  moneda  extranjera  en  va- 
lores de  Sociedades  no  españolas  que  exploten  sus  negocios  en  España,  per- 
mitiendo la  importación  de  estos  títulos,  así  como  los  representativos  de 
valores  españoles  domiciliados  en  el  extranjero. 

Al  efecto,  someterán  dichas  Juntas  en  el  plazo  más  brevte  posible  a  la 
aprobación  del  Ministro  de  Hacienda  una  lista  detallada  de  los  citados 
valores. 

3o  En  todas  las  operaciones  de  cuentas  corrientes,  depósitos  u  otras 
análogas  en  moneda  extranjera,  que  en  lo  sucesivo  se  realicen  con  Bancos, 
banqueros  o  comerciantes,  el  depositario  responderá  desde  luego,  y  sin 
limitación  respecto  del  depositante,  de  la  cantidad  abonada  en  cuenta  como 
fondos  existentes  en  su  Caja,  siendo  nula  cualquiera  cláusula  que  se  con- 
viniere entre  ambas  partes,  que  extinga  o  reduzca  la  responsabilidad  del 
depositario,  y  sujeto'  este  a  lo  determinado  en  el  art.  307  del  Código  de 
Comercio,  en  relación  con  el  306  del  mismo  Cuerpo  legal  (2°) 

Las  operaciones  a  que  se  refiere  el  párrafo  anterior,  realizadas  hasta  el 
día  de  la  publicación  de  la  presente  Real  orden,  los  Bancos,  banqueros  o 
comerciantes  deberán,  en  el  plazo  de  diez  días,  remitir  a  las  Juntas  de 
Cambios  certificación  expresa  del  número  e  importe  de  cada  una  de  las 
cuentas  corrientes  o  de  depósito  que  se  trata  en  las  cuales  no  podrá  hacer- 
se abono  alguno  por  nuevas  entregas  del  titular'  de  las  mismas. 

y  4o-  Los  contraventores  de  la  presente  Real  orden  serán  castigados, 
a  propuesta  de  la  Junta,  con  una  multa  que  podrá  llegar  al  40  por  100  del 
importe  de  la  operación. 


(20)  Por  R.  O.  de  7  de  noviembre  de  1919,  se  dispuso  que  «la  nulidad  de  cualquier  cláusula  que 
extinga  o  reduzca  la  responsabilidad  del  depositario,  se  entenderá  únicamente  y  a  tenor  de  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  307  del  Código  de  Comercio,  cuando  los  depósitos  sean  de  numerario,  con  espe- 
cificación de  las  monedas  que  los  constituyan.» 
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Operaciones  bancarias  sobre  monedas  y  metales  preciosos 

Cambio  de  monedas.  —  Los  Bancos,  al  igual  que  los  establecimien- 
tos destinados  especialmente  al  comercio  de  monedas,  Casas  de  Cam- 
bio, efectúan  las  operaciones  de  compra1  y  venta  de  monedas  extranje- 
ras en  el  país  en  que  están  establecidos.  Tanto  estas  operaciones  como 
las  de  compra  de  metales  preciosos  en  lingotes  o  barra,  se  hacen 
teniendo  en  cuenta  las  cotizaciones  diarias  sobre  monedas  extranjeras 
que  aparecen  en  los  Boletines  oficiales  de  las  principales  Bolsas  del 
mundo,  y  en  los  periódicos  especialmente  dedicados  a  los  negocios 
de  Bolsa.  Los  grandes  Bancos  que  hacen  del  cambio  materia  especial 
en  gran  escala  entre  sus  operaciones  suelen  publicar  también  un  Bo- 
letín de  Cotización  en  el  cual  indican  a  que  tipo  neto  compran  o  ven- 
den las  monedas  extranjeras  de  oro  y  plata,  y  los  Billetes  de  Bancos 
extranjeros. 

Estas  compras  y  ventas,  suelen  venir  gravadas  de  gastos  suplemen- 
tarios tales  como : 

a)  el  corretaje,  que  se  aplica  a  las  operaciones  sobre  monedas  y 
lingotes. 

b)  el  seguro,  los  gastos  de  aduana,  de  transporte  y  de  embalaje,  que 
devengan  las  cantidades  de  moneda  que  se  transportan  de  un  país 
a  otro. 

c)  \o¿  gastos  de  ensayo,  de  fundición,  etc.,  aplicables  solamente 
a  los  lingotes. 

d)  los  gastos  de  afina  je,  aplicables  a  los  lingotes  que  no  corres- 
ponden a  un  título  monetario  admitido. 

El  Banco  de  España  (2l)  a  los  efectos  del  pago  en  oro  de  los  de- 
rechos de  aduanas,  tanto  en  Madrid  como  en  sus  Sucursales,  cede  a 
los  comerciantes  importadores  oro  moneda  de  la  que  conserva  en  sus 
Cajas,  de  propiedad  del  Tesoro,  hasta  la  cantidad  máxima  de  1.000 
pesetas  diarias  a  cada  importador,  no  haciéndose  con  el  mismo  in- 
teresado más  de  quince  operaciones  en  el  término  de  un  mes. 

Estas  cesiones  de  oro  moneda  se  verifican  al  cambio  medio  de  los 
giros  a  la  vista  sobre  París,  en  la  quincena  anterior  a  aquella  en  que 
tenga  lugar  la  operación. 

Las  cantidades  que  se  cedan  al  comerciante  importador,  se  llevarán 
a  una  cuenta  especial,  determinando  en  ella  que  es  para  pago  de  de- 
rechos de  Aduanas,  no  pudiendo  exceder  el  total  de  cada  cuenta 
de  15.000  pesetas. 


(21)  Real  orden  de  4  marzo  1908,  declarada  extensiva  a  favor  de  los  agentes  de  Aduanas  por 
R.  0.  del  17  abril  siguiente. 
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El  Banco  de  España  expidje  y  entrega  al  comerciante  importador, 
contra  la  cuenta  que  el  mismo  tenga  por  el  oro  del  Tesoroi  que  haya 
adquirido,  bonos  para  el  pago  de  los  derechos  de  Aduanas  por  lai 
cantidad  que  hubiere  ingresado  en  su  cuenta  de  depósito. 

Cuando  la  cantidad  cedida  a  los  comerciantes  importadores,  exce- 
diese de  5  millones  de  pesetas,  el  Banco  de  España  suspenderá  liaj 
negociación  dando  aviso  al  Ministerio  de  Hacienda. 


CAPÍTULO  IV 
Operaciones  sobre  efectos  de  Comercio 

Legislación  sobre  efectos  de  Comercio 

(Código  de  Comercio) 

•Generalidades  relativas  a  las  operaciones  bancadas  sobre  efectos  do  comercio.  —  De  loe  efectos  do  co- 
merrio  para  encaje  o  cobro- — Del  descuento  de  los  efectos  de  comercio  — Consideraciones  que 
presiden  a  la  fijación  del  descuento-  —  Descuento  á  forfait.  —  Tasa  oficial  del  descuento  en  Es- 
paña. —  Tipos  del  descuento  oficial  en  las  principales  capitales  bancarias.  —  Del  redescuento- 

Del  contrato  y  letras  de  cambio 

SECCIÓN  PRIMERA 
De  las  formas  de  las  letras  de  cambio 

Artículo  443.  La  letra  de  cambio  se  reputará  acto  mercantil,  y  todos 
los  derechos  y  acciones  que  de  ella  se  originen,  sin  distinción  de  personas, 
se  regirán  por  las  disposiciones  de  este  Código  ('). 


(1)  Los  contratos  mercantiles,  a  cuya  clase  pertenece  la  letra  de  cambio,  en  lo  que  se  refiere  a  la 
capacidad  de  los  otorgantes,  como  a  todos  sus  demás  requisitos,  en  cuanto  no  esté  expresamente  es- 
tablecido en  el  Código  de  Comercio  o  por  leyes  especiales,  se  rigen  por  las  reglas  generales  del  derecho 
común,  según  disposición  terminante  de  los  artículos  2»  y  50  de  aquel  cuerpo  legal,  y  por  tanto,  el 
fallo  que  declara  nula  la  aceptación  de  una  letra  por  la  razón  de  la  incapacidad  derivada  de  la  me- 
nor edad  del  aceptante,  aplica  rectamente  los  artículos  1.300  y  1.263  del  Código  civil  y  2»  del  de  Co- 
mercio. (S.  8  mayo  1901). 

Cuando  se  trata  de  un  contrato  de  cambio  entre  comerciantes,  sólo  deben  tenerse  en  cuenta  las 
claras  y  terminantes  disposiciones  del  Código  de  Comercio.  (SS.  de  1"  abril  1887,  28  diciembre  1875  y 
15  junio  1897). 

El  contrato  de  letra  de  cambio  se  perfecciona  con  la  aceptación  de  la  letra  que  constituye  al  acep- 
tante en  la  obligación  de  pagarla,  siendo  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación  el  indicado  por  el 
librador  como  domicilio  del  pagador,  que  es  el  mismo  en  que  éste  debe  pagar;  y  con  estos  datos  se 
determinará  la  competencia  en  las  cuestiones  judiciales  que  se  susciten  con  motivo  de  la  letra  de  cam- 
bio, de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (S.  21  agosto  1890). 

Es  de  tal  modo  necesario  e!  empleo  del  timbre  en  los  documentos  sujetos  a  él  por  la  ley,  que  su 
omisión  produce  la  nulidad  del  documento  como  mercantil,  no  pudiendo  en  tal  caso  invocarse  las  dis- 
posiciones del  Código  de  Comercio.  (S-  b  mayo  1897). 

La  sentencia  de  15  de  junio  de  1897  reproduce  la  doctrina  de  este  articulo,  consignando  además 
la  de  que  la  falsedad  cornetilla  en  endosos  anteriores  no  vicia,  para  los  efectos  do  este  Código,  las 
transmisiones  posteriores-  Tratándose  de  reembolso  de  dos  letras  de  cambio  expedidas  con  las  condi- 
ciones legales,  sin  salvedad  alguna  y  a  las  que  no  se  ha  opuesto  tacha,  al  usar  el  tenedor  contra  el 
librador  de  los  derechos  que  respecto  a  toda  clase  de  letras  establecen  la  sección  tercera,  tí:ulo  X,  li- 
bro II  y  el  artículo  516  del  Código  de  Comercio,  y  al  declarar  la  Sala  sentenciadora  la  eficacia  de  ta- 
les derechos,  no  han  podido  infringirse  las  disposiciones  legales  citadas.  (S.  10  abril  1899). 
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Art.  444.  La  letra  de  cambio-  deberá  contener,  para  que  surta  efecto  en 
juicio : 

la  La  designación  del  lugar,  día,  mes  y  año  en  que  la  misma  se  libra. 
2o    La  época  en  que  deberá  ser  pagada. 

3S  El  nombre  y  apellido,  razón  social  o  título  de  aquel  a  cuya  orden 
se  mande  hacer  el  pago. 

49  La  cantidad  que  el  librador  manda  pagar,  expresándola  en  moneda 
efectiva  o  en  las  nominales  que  el  comercio  tuviere  adoptadas  para  el 
cambio. 

5¡>  El  concepto  en  que  el  librador  se  declara  reintegrado  por  el  toma- 
dor, bien  por  haber  recibido  su  importe  en  efectivo,  o  mercaderías  u  otros 
Calores,  lo  cual  se  expresará  con  la  frase  de  « valor  recibido »,  bien  por 
tomárselo  en  cuenta  en  las  que  tenga  pendientes,  lo  cual  se  indicará  con  la 
de  «  valor  en  cuenta  »  o  «  valor  entendido  ». 

6°  El  nombre  y  apellido,  razón  social  o  título  de  aquel  de  quien  se 
recibe  el  importe  de  la  letra,  a  cuya  cuenta  se  carga. 

7<3  El  nombre  y  apellido,  razón  social  o  título  de  la  persona  o  compa- 
ñía a  cuyo  cargo  se  libra,  así  como  también  su  domicilio. 

82  La  firma  del  librador,  de  su  propio  puño,  o  de  su  apoderado  al  efec- 
to con  poder  bastante  (2). 

Art.  445.  Las  cláusulas  de  « valor  en  cuenta »  y  « valor  entendido' », 
harán  responsable  al  tomador  de  la  letra  del  importe  de  la  misma  en  favor 
del  librador,  para  exigirlo  o  compensarlo  en  la  forma  y  tiempo  que  ambos 
hayan  convenido  al  hacer  el  contrato  de  cambio  W. 


No  concedida  al  mandatario  facultad  alguna  en  el  poder  para  contratar  un  préstamo,  no  estaba 
autorizado  para  la  expedición  de  una  letra  que  obligase  al  mandante.  (S.  5  de  noviembre  de  1901). 

La  manifiesta  falla  de  continuidad  en  las  transmisiones  de  propiedad  o  comisiones  de  cobranza 
es  lo  único  que  puede  dar  fundamento  legitimo  para  estimar  que  los  pagos  se  han  realiza  lo  fuera  de 
las  condiciones  establecidas  para  la  validez  de  los  contratos  mercantiles  de  esta  clase.  (S.  6  octubre 
1904). 

La  sentencia  que  declara  nula  la  aceptación  de  la  letra  de  cambio  por  la  incapacidad,  por  razón  de 
la  menor  edad  del  aceptante,  aplica  reciamente  los  artículos  1.300  y  1.263  del  Código  civil  y  segundo 
del  Código  de  Comercio,  y  no  infringe  los  443,  516  y  4°  del  último;  puesto  que  no  contradiciendo  di- 
chos artículos  443  y  516  las  disposiciones  de  los  2»  y  50,  ni  expresando  tampoco  nada  respecto  de  la 
edad  de  los  conlralantes  en  la  letra  de  cambio,  la  cuestión  de  la  validez  de  las  obligaciones  de  éstos 
por  razón  de  la  edad  debe  decidirse  por  las  leyes  civiles.  (S.  8  mayo  1901). 

Los  contratos  referentes  al  giro  de  las  letras  de  cambio  y  sus  endosos,  son  exclusivamente  mer- 
cantiles y  se  rigen  sólo  por  las  disposiciones  del  presente  Código,  no  permitiendo  su  naturaleza  y  cir- 
cunstancias en  que  los  endosos  se  verifican  en  las  diversas  plazas,  que  la  falsedad  que  puede  ocul- 
tarse en  algunos  de  éstos  vicie,  para  los  efectos  de  tales  contratos,  las  transmisiones  sucesivas  de  las 
letras,  como  lo  tiene  ya  declarado  el  Supremo  en  sentencia  de  15  de  julio  de  1897.  (S.  6  octubre  1904., 

(2)  El  párrafo  81  de  esle  artículo  lo  mismo  que  el  447,  re  refieren  a  giros  hechos  en  nombre  de 
oíros.  (S.  16  diciembre  1890.) 

Ni  las  c:rcunslancias  relativas  a  los  defectos  de  la  constitución  de  la  Sociedad  que  ordena  ei  pa- 
go, ni  las  personales  del  endosante  de  una  letra,  afectan  a  la  relación  jurídica  establecida  entre  el 
librador  y  el  aceplante  respecto  de  la  obligación  al  pago,  siempre  que  no  se  alegue  la  falsedad  de  la 
•aceptación;  y  menos  puede  afectar  cuando  por  endoso  posterior,  desapareció  la  personalidad  de  que 
se  hace  derivar  la  nulidad  de  las  letras.  (S-  1«  julio  1903  )  1 

En  conlrato  alguno  puede  desligarse  y  abstraerse  de  él  las  condiciones  con  que  se  lleve  a  efecto, 
según  la  naturaleza  de  cada  uno,  o  la  expresa  voluntad  de  los  contratantes. 

Pudiendo  hacerse  los  endosos  o  cesiones  de  letras  en  las  distintas  formas  que  la  ley  autoriza,  de 
conformidad  con  lo  que  previene  el  -art-  444  n°  6'  de  este  Código,  tales  formas  vienen  a  constituir  un 
todo  con  el  mismo  contrato,  para  "aplicar  a  éste,  principios  y  preceptos  distintos  de  los  que  rigen  y 
sean  aplicables,  según  el  carácler  que  aquellas  revistan.  (S.  12  diciembre  1910.) 

(3)  La  obligación  aquí  impuesta  al  tomacior  está  subordinada  a  la  forma  y  condiciones  conve- 
9 


—  130  — 


Art.  446.    El  librador  podrá  girar  la  letra  de  cambio: 
I2    A  su  propia  orden  (*). 

2o  A  cargo  de  una  persona,  para  que  haga  el  pago  en  el  domicilio  de 
un  tercero. 

3Q    A  su  propio  cargo,  en  lugar  distinto  de  su  domicilio. 

4&    A  cargo  de  otro,  en  el  mismo  punto  de  la  residencia  del  librador. 

5»  A  nombre  propio,  pero  por  orden  y  cuenta  de  un  tercero,  expresán- 
dose así  en  la  letra. 

Esta  circunstancia  no  alterará  la  responsabilidad  del  librador,  ni  el  te- 
nedor adquirirá  derecho  alguno  contra  el  tercero  por  cuya  cuenta  se  hizo 
el  giro  (5). 

Art.  447.  Todos  los  que  pusieren  firmas  a  nombre  de  otro  en  letras  de 
cambio,  como  libradores,  endosantes  o  aceptantes,  deberán  hallarse  auto- 
rizados para  ello  con  poder  de  las  personas  en  cuya  representación  obraren, 
expresándolo  así  en  la  antefirma. 

Los  tomadores  y  tenedores  de  letras  tendrán  derecho  a  exigir  a  los  fir- 
mantes la  exhibición  del  poder. 

Los  administradores  de  compañías  se  entenderán  autorizados  por  el  solo 
hecho  de  su  nombramiento  (6). 


nielas  al  celebrar  el  contrato  de  cambio,  y  por  lo  tanto  es  preciso  acreditarlo,  por  otros  medios  que  la 
letra  misma,  donde  no  está  más  que  indicado.  (S.  15  diciembre  1880.)  , 

El  tenedor  de  una  letra  expedida  con  cláusula  de  valor  en  cuenta,  queda  responsable  a  satisfacer 
su  importe  al  librador,  a  compensárselo  aunque  al  celebrar  el  contrato  de  cambio  no  hayan  pactado  cosa 
alguna  respecto  al  tiempo  y  modo  de  cumplir  esa  obligación,  porque  al  consagrarla  de  un  modo  ex- 
preso el  arliculo  que  ampliamos,  lejos  de  derivarla  de  tal  pacto  adjunto  al  contrato,  la  presupone  con- 
traída al  par  de  su  celebración,  por  lo  mismo  que,  no  mediando  en  dicho  acto  cantidad  ni  valor  decli- 
vio y  de  presente,  sino  dos  promesas  mutuas  con  cargo  a  la  cuenta  que  exista  abierta,  o  que  se  abra 
de  nuevo  entre  las  partes  interesadas,  evidente  es  que  una  vez  pagada  la  letra  queda  expedito  el  de- 
recho del  librador  a  exigir  su  importe  al  tomador,  o  bien  a  compensárselo  6egún  el  resultado  que  arro- 
je dicha  cuenta.  En  el  caso  de  haberse  convenido  el  tiempo  y  forma  de  liquidar  el  importe  de  la 
letra,  está  subordinada  la  responsabilidad  del  tomador  a  lo  que  con  el  librador  hubiere  pactado;  y  si 
bien  no  estando  más  que  indicada  en  la  letra  debe  probarse  el  pacto  por  otros  medios,  por  aquel  que  lo 
invoque  en  apoyo  de  su  derecho,  no  lo  es  menos  que,  a  falta  de  convenio  expreso  sobre  dicho  pun- 
to, ha  de  suplirse  la  voluntad  de  los  interesados  por  las  reglas  generales  relativas  al  cumplimiento 
de  las  obligaciones.  (S.  23  junio  1891.)  i 

El  endoso  de  pagarés  a  la  orden,  bajo  la  expresión  de  '<valor  entendido  o  en  cuenta»,  obliga  al  en- 
dosatario a  reintegrar  desde  luego  su  importe  al  endosante,  si  no  era  acreedor  de  éste  por  cantidad 
compensable  con  la  representada  por  el  documento,  sin  que  pueda  subordinarse  el  cumplimiento  de 
tal  obligación  ala  existencia  de  plazos  que  la  sentencia  no  reconoce.  (3.  20  febrero  1899.) 

(4)  No  es  defectuosa  la  letra  librada  a  la  orden  del  propio  librador  si  contiene  la  expresión  «valor 
retenido  en  mí  mismo»,  pues  la  ley  de  29  julio  de  1903,  al  estimarla  innecesaria,  no  declaró  que  fue- 
sen defectuosas  las  letras  que  la  contuvieran-  (S.  8  enero  1920.) 

(5)  Reformado  por  la  ley  de  29  julio  190o. 

Para  que  el  librado,  aún  después  de  aceptada  la  letra,  pueda  ser  compelido  a  su  pago,  es  preciso 
que  el  librador  le  haya  hecho  provisión  de  fondos  o  sea  su  acreedor  por  algún  concepto  conforme  a 
los  artículos  456  a  458  del  Código  de  Comercio,  pues  de  otro  modo  no  existe  posibilidad  de  atribuir 
a  la  aceptación  valor  obligatorio,  y  si  hubiera  de  dársele  c!  carácter  de  liberalidad  o  donación,  tal 
lu'cho  es  de  suyo  tan  inmoral,  que  constituiría  una  causa  notoriamente  ilícita  e  ineficaz  por  tanto 
para  producir  obligación  alguna-  (S.  12  Julio  1899.) 

(6)  Lo  consignado  en  el  apartado  primero  de  este  artículo  no  es  aplicable  al  caso  en  que,  ha- 
biendo un  factor  constituido  por  cláusulas  generales,  sea  éste  el  que  haya  de  poner  su  firma-  (S.  16 
octubre  1861.) 

No  pueden  aceptar  ni  endosar  letras  ni  pagarés  los  dependientes  de  comercio,  si  no  tienen  po- 
der especial.  (S.  27  noviembre  1881.) 

No  cabe  estimar  como  atribución  peculiar  o  inherente  al  ejercicio  de  su  cargo  los  giros  hechos 
por  el  representante  de  una  Compañía,  cuando  el  poder  que  ésta  le  confirió  al  nombrarlo  no  le  autori- 
zaba expresamente  para  girar  dichas  letras  a  nombre  de  la  misma,  y  limitada  su  representación  a 
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Art.  448.  Los  libradores  no  podrán  negar  a  los  tenedores  de  las  letras 
la  expedición  de  segundas  y  terceras  y  cuantas  necesiten  y  les  pidan  de 
un  mismo  tenor,  siempre  que  la  petición  se  hiciere  antes  del  vencimiento 
de  las  letras,  salvo*  lo  dispuesto  en  el  artículo  500,  expresando  en  todas  ellas 
que  no  se  reputarán  válidas  sino  en  el  caso  de  haberse  hecho  el  pago  en 
virtud  de  la  primera  o  de  otras  de  las  expedidas  anteriormente. 

Art.  449.  En  defecto  de  ejemplares  duplicados  de  la  letra  expedida  por 
el  librador,  podrá  cualquier  tenedor  dar  al  tomador  una  copia,  expresando 
que  la  expide  a  falta  de  original  que  se  trate  de  suplir. 

En  esta  copia  deberán  insertarse  literalmente  todos  los  endosos  que  con- 
tenga el  original. 

Art.  450.  Si  la  letra  de  cambio  adoleciere  de  algún  defecto  o  falta  de 
formalidad  legal,  se  reputará  pagaré  a  favor  del  tomador  y  a  cargo  del 
librador. 

SECCIÓN  SEGUNDA 
De  los  términos  y  vencimientos  de  las  letras 

Art.  451.    Las  letras  de  cambio  podrán  girarse  al  contado  o  a  plazo  por 
uno  de  estos  términos  : 
lo    A  !a  vista. 

2q    A  uno  o  más  días,  a  uno  o  más  meses  vista. 

3Q    A  uno  o  más  días,  a  uno  o  más  meses  fecha. 

4q    A  uno  o  más  usos. 

52    A  día  fijo  o  determinado. 

€2   A  una  feria. 


los  extremos  del  mandato,  sin  que  pueda  por  esto  sólo  ser  considerado  como  administrador.  (S.  23 
diciembre  1890). 

Según  el  verdadero  sentido  y  alcance  del  art.  477  del  Código  de  Comercio,  no  es  indispensable 
que  sea  personalmente  el  librado  quien  acepte  la  letra  de  cambio,  pudiendo  reálizarlo  cualquiera  que 
tuviera  mandato  o  autorización  de  aquél,  y  que  en  este  sentido,  habiendo  la  Sala  sentenciadora 
estimado,  en  vista  de  toda  la  prueba,  que  una  letra  girada  con  conocimiento  del  ahora  recurrente, 
fué  aceptada  por  orden  de  su  mujer,  que  estaba  al  frente  de  los  asuntos  de  su  marido  durante  su 
ausencia  y  autorizada  por  el  mismo,  el  cual,  a  mayor  abundamiento,  consintió,  aprobó  y  ratificó  la 
aceptación,  y  no  puso  tacha  de  falsedad  a  la  misma  al  tiempo  de  ser  protestada  la  letra  por  falta  de 
pago,  con  lo  que  dicho  documento  adquirió  fuerza  ejecutiva  conforme  al  artículo  1.429  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  resulta  notoria  la  improcedencia  del  recurso,  porque  se  fundan  en  supuesto 
contrario  al  formado  por  la  Sala  sobre  la  exactitud  y  certeza  de  la  aceptación,  sin  impugnarlo  pol- 
los medios  que  autoriza  la  mencionada  ley;  y  porque  el  acta  de  protesta  aparece  extendida  con  las 
condiciones  legales  necesarias  para  su  validez,  habiendo  intervenido  en  ella  el  recurrente  con  el  nom- 
bre y  apellido  con  que  era  conocido.  (S.  12  octubre  1908.) 

Al  desestimar  la  Audiencia  la  demanda  del  actor,  no  infringe  el  artículo  447  del  Código  de  Co- 
mercio, porque  sea  cualquiera  el  sentido  y  alcance  que  quiera  darse  a  la  escritura  de  poder,  y 
f=ea  cualquiera  también  la  interpretación  que  atribuya  a  la  amplitud  de  sus  cláusulas,  no  puede  des- 
conocerse que  no  resultando  de  ninguna  de  ellas  la  expresa  autorización  conferida  al  apoderado  para 
librar  letras  de  cambio  a  nombre  de  su  padre,  no  es  lícito  derivar  de  su  contexto  y  por  mera  amplia- 
ción, una  facultad  que  debió  en  su  caso,  si  tal  fuese  la  voluntad  del  mandante,  otorgar  expresa  y 
singularmente,  careciendo,  por  tanto,  de  fundamento  la  pretensión  del  actor  respecto  de  la  validez  y 
legitimidad  de  la  librada  por  su  representado  en  tal  concepto,  ya  que  sus  actos  como  mandatario  apo- 
derado para  determinados  negocios  no  obligan  al  mandante  sino  en  los  términos  preestablecidos  y 
resultantes  de  la  escritura  de  mandato.  (S.  24  marzo  1909). 

El  representante  general  en  España  de  una  Compañía  extranjera,  no  es  el  administrador  de  que 
habla  este  artículo,  y  las  letras  que  aquel  gira  sin  poder  y  sin  expresarlo  en  la  antefirma  no  obligan 
a  la  compañía.  (S.  23  diciembre  1890). 
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Art.  452.  Cada  uno  de  estos  términos  obligará  al  pago  de  las  letras, 
a  saber: 

1°    El  de  la  vista,  en  el  acto  de  su  presentación. 

2°  El  de  días  o  meses  vista,  el  día  en  que  se  cumplan  los  señalados, 
contándolos  desde  el  siguiente  al  de  la  aceptación,  o  del  protesto  por  fal- 
ta de  haberla  aceptado. 

3o  El  de  días  o  meses  fecha  y  el  de  uno  o  más  usos,  el  día  en  que  cum- 
plan los  señalados,  contándose  desde  el  inmediato  al  de  la  fecha  de  giro. 

42    Las  giradas  a  día  fijo  o  determinado,  en  el  mismo. 

5°    Las  giradas  a  una  feria,  el  último  día  de  ella. 

Art.  453.  El  uso  de  las  letras  giradas  de  plaza  a  plaza  en  lo  interior 
de  la  Península  e  islas  adyacentes,  será  el  de  sesenta  días. 

El  de  las  letras  giradas  en  el  extranjero  sobre  cualquiera  plaza  de  Es- 
paña, será : 

En  las  de  Portugal,  Francia,  Inglaterra,  Holanda  y  Alemania,  sesenta 
días. 

En  las  demás  plazas,  noventa  días. 

Art.  454.  Los  meses  para  término  de  las  letras  se  computarán  de  fecha 
a  fecha. 

Si  en  el  mes  de  vencimiento  no  hubiere  día  equivalente  al  de  la  fecha 
en  que  la  letra  se  expidió,  se  entenderá  que  vence  el  último  día  del  mes. 

Art.  455.  Todas  las  letras  deberán  satisfacerse  el  día  de  su  vencimiento, 
antes  de  la  puesta  del  sol,  sin  término  de  gracia  o  cortesía. 

Si  fuere  festivo  el  vencimiento,  se  pagará  la  letra  en  el  precedente. 

SECCIÓN  TERCERA 
De  las  obligaciones  del  librador 

Art.  456.  El  librador  estará  obligado  a  hacer  provisión  de  fondos  opor- 
tunamente a  la  persona  a  cuyo  cargo  hubiere  girado  la  letra,  a  no  ser  que 
hiciere  el  giro  por  cuenta  de  un  tercero,  en  cuyo  caso  será  de  éste  dicha 
obligación,  salva  siempre  la  responsabilidad  directa  del  librador  respecto 
al  tomador  o  tenedor  de  la  letra,  y  la  del  tercero  por  cuenta  de  quien  se 
hizo  el  giro,  respecto  al  librador  (7). 

Art.  457.  Se  considerará  hecha  la  provisión  de  fondos,  cuando  al  venci- 
miento de  la  letra,  aquel  contra  quien  se  libró,  sea  deudor  de  una  cantidad 
igual,  o  mayor,  al  importe  de  ella,  al  librador  o  al  tercero  por  cuya  cuenta 
se  hizo  el  giro  W. 


(7)  El  comerciante  que  a  leuda  en  la  cuenta  el  importe  del  giro  al  titular  de  la  misma  no  queda 
obligado  a  satisfacerlo  al  tomador,  poseedor  o  portador  de  la  letra  a  quien  el  librador  hizo  cesión  del 
documento  y  que  carece  del  de  exigir  su  abono  al  librado,  como  no  conste  la  provia  provisión  de 
fondos  en  poder  de  éste,  o  que  es  deudor  de  igutall  o  de  mayor  suma.  (5.  13  diciembre  1916.) 

(8)  El  responsable  de  un  sal  lo  deudor  se  halla  obligado  a  aceptar  y  pagar  las  letras  de  cambio 
expedidas  por  el  acreedor  para  hacerle  efectivo-  (S.  28  octubre  1914). 

No  basta  para  considerar  hecha  la  provisión  do  fondos  qu¿  el  librado  tenga  ea  su  poder  valores 
pertenecientes  al  librador  que  haya  de  realizar  con  posterioridad  al  día  designado  para  el  pago  del 
libramiento,  sino  que  es  preciso  que  el  primero  sea  en  ese  día  deudor  del  segundo  por  cantidad  equiva- 
lente a  la  que  haya  de  pagar,  pues  a  causa  de  ser  deudor  de  numerario  de  la  ley  por  hecha  la 
provisión  de  fondos-  (S-  13  octubre  1002.) 
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Art.  458.  Los  gastos  que  se  causaren  por  no  haber  sido  aceptada  o 
pagada  la  letra,  serán  a  cargo  del  librador  o  del  tercero  por  cuya  cuenta 
se  libró,  a  menos  que  pruebe  que  había  hecho  oportunamente  la  provisión 
de  fondos,  o  que  resultaba  acreedor  conforme  al  artículo  anterior,  o  que 
estaba  expresamente  autorizado  para  librar  la  cantidad  de  que  dispuso. 

En  cualquiera  de  los  tres  casos,  podrá  exigir  el  librador,  del  obligado 
a  la  aceptación  y  al  pago,  la  indemnización  de  los  gastos  que  por  esta 
causa  hubiere  reembolsado  el  tenedor  de  la  letra  (9). 

Art.  459.  El  librador  responderá  civilmente  de  las  resultas  de  su  letra 
a  todas  las  personas  que  la  vayan  sucesivamente  adquiriendo  y  cediendo  (10). 

Art.  460.  Cesará  la  responsabilidad  del  librador  cuando1  el  tenedor  de 
la  letra  no  la  hubiere  presentado  o  hubiere  omitido  protestarla  en  tiempo 
y  forma.,  siempre  que  pruebe  que,  al  vencimiento  de  la  letra,  tenía  hecha 
provisión  de  fondos  para  su  pago,  en  los  términos  prescritos  en  los  ar- 
tículos 456  y  457. 

Si  no  hiciere  esta  prueba,  reembolsará  la  letra  no  pagada  aunque  el 
protesto  se  hubiere  sacado  fuera  de  tiempo,  mientras  la  letra  no  haya  pres- 
crito. Caso  de  hacer  dicha  prueba,  pasará  la  responsabilidad  del  reembolso 
a  aquel  que  aparezca  en  descubierto  de  él,  en  tanto  que  la  letra  no  esté 
prescrita. 


El  aceptante  no  tiene  obligación  de  pagar  el  importe  de  las  letras  aceptadas  cuando  el  librador  no 
hubiera  hecho  provisión  de  fondos  a  aquel  contra  quien  se  gira,  según  los  artículos  250,  456  y  45 1  del 
Código  de  Comercio.  El  hecho  de  aceptar  las  letras  no  implica  obligación  del  aceptante  para  pagar, 
si  no  es  deudor  del  librador  por  cantidad  igual  o  mayor  o  no  le  hubiere  provisto  de  fondos-  (S.  28  de 
enero  1909). 

En  las  letras  de  cambio  existe  responsabilidao  de  los  endosantes  y  del  librador,  cuando  dejan  de 
satisfacerse,  sin  que  obste  a  ello  la  circunstancia  de  que  el  contrato  o  acuerdo  de  que  las  letras 
sean  consecuencia,  haya  tenido  por  objeto  cubrir  con  el  importe  de  las  mismas  el  débito  de  una 
persona  que  para  nada  figura  en  ellas-  (S.  4  marzo  1910). 

Aunque  el  librado  no  tenga  hecha  provisión  de  fondos  por  el  librador,  es  responsable  del  pago  de 
las  letras,  si  por  virtud  del  convenio  celebrado,  colocóse  el  librador  en  situación  de  poderle  exigir  el 
pago.  (S,  9  diciembre  1916). 

Si  la  deuda  equivalente  al  importe  de  lo  que  pide,  preexiste  al  acto  de  ser  la  letra  aceptada, 
la  Ley  da  por  hecha  la  provisión  de  fondos-  (S.  11  diciembre  1916). 

El  cesionario  de  una  letra  queda  subrogado  en  los  derechos  del  cedenle  sin  que  por  ello  se  modi- 
fique el  contrato  de  cambio.  Para  que  tenga  el  librador  acción  para  reclamar  el  reembolso  de  una 
letra  en  caso  de  falta  de  pago,  no  basta  la  aceptación,  sino  que  precisa  la  previa  provisión  de  fon- 
dos, o  que  sea  acreedor  por  cualquier  concepto  del  aceptante.  (S.  13  diciembre  1916). 

Se  entiende  hecha  la  provisión  de  fondos  en  poder  del  librado  cuando  el  giro  representa  cantidades 
adeudadas  por  un  tercero  a  cuyo  pago  se  obligó  el  aceptante  como  fiador,  o  cuando  el  mismo  acep- 
tante era  deudor  del  librador.  (S.  11  diciembrb  1916). 

(9)  El  que  acepta  una  letra  y  está  provisto  de  fondos  por  ser  deudor  de  su  importe,  está  obli- 
ga-do a  su  pago,  no  sólo  al  portador,  y  endosante,  sino  al  mismo  librador  (S.  8  abril  1896). 

Véase  en  el  art.  480  la  sentencia  de  12  julio  1899. 

La  letra  de  cambio  girada  contra  una  Sociedad  colectiva  y  aceptada  por  uno  de  sus  miembros, 
no  produce  para  el  otro  la  obligación  de  pagarla,  por  no  constar  que  se  hiciera  provisión  de  fondos 
al  efecto,  ni  que  se  refiriese  el  giro  a  negocios  sociales,  como  exigía  la  escritura  de  la  Compañía  de- 
bidamente registrada-  (S.  6  julio  1912). 

(10)  No  satisfecha  por  el  pagador  la  letra  y  entablada  la  demanda  por  el  tomador  contra  el  li- 
brador, y  emplazado  por  cédula  en  el  lugar  donde  suscribió  la  letra  y  donde  a  la  sazón  residía  acci- 
dentalmente, es  competente  el  Juez  de  este  lugar  para  conocer  de  la  demanda.  (S.  14  abril  1894). 
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SECCIÓN  CUARTA 
Del  endoso  de  las  letras 

Art.  461.  La  propiedad  de  las  letras  de  cambio  se  transferirá  por  en- 
doso (">. 

Art.  462.    El  endoso  deberá  contener: 

1°  El  nombre  y  apellido,  razón  social  o  título  de  la  persona  o  compa- 
ñía a  que  se  transmite  la  letra. 

2°  El  concepto  en  que  el  cedente  se  declare  reintegrado  por  el  tomador, 
según  se  expresa  en  el  número  5o  del  artículo  444. 

3Q  El  nombre  y  apellido,  razón  social  o  título  de  la  persona  de  quien 
se  reciba  o  a  cuenta  de  quien  se  carga,  si  no  fuere  la  misma  a  quien  se 
traspasa  la  letra. 

4a    La  fecha  en  que  se  hace. 

52  La  firma  del  endosante  o  de  la  persona  legítimamente  autorizada  que 
firme  por  él,  lo  cual  se  expresará  en  la  antefirma  (12). 

Art.  463.  Si  se  omitiera  la  expresión  de  la  fecha  en  el  endoso,  no  se 
transferirá  la  propiedad  de  la  letra  y  producirán  el  mismo  efecto  que  si  en 
ellos  se  hubiere  escrito  «  valor  recibido  » (13>. 

Art.  464.  Si  se  pusiere  en  el  endoso  una  fecha  anterior  al  día  en  que 
realmente  se  hubiere  hecho,  el  endosante  será  responsable  de  los  daños 
que  por  ello  se  sigan  a  un  tercero,  sin  perjuicio  de  la  pena  en  que  incurra 
por  el  delito  de  falsedad,  si  se  hubiera  obrado  maliciosamente. 

Art.  465.  Los  endosos  firmados  en  blanco,  y  aquellos  en  que  no  se  ex- 
prese el  valor,  transferirán  la  propiedad  de  la  letra  y  producirán  el  mismo 
efecto  que  si  en  ellos  se  hubiere  escrito  «valor  recibido » (u). 


(11)  El  librador  de  una  letra  de  cambio  es  responsable  respecto  del  endosante  que  satisfizo  su 
importe  al  tenedor  de  una.  siquiera  hubiese  confesado  que  no  lo  tenia  recibido  al  endosarla.  (S.  3 
julio  1912). 

Transfiriéndose  por  el  endoso  la  propiedad  de  la  letra  de  cambio,  deja  de  pertenecer  desde  la 
fecha  de  aquél  al  endosante,  el  cual  no  es  responsable  en  modo  alguno  de  los  perjuicios  que  puede  su- 
frir el  documento  por  culpa  del  tenedor  o  endosantes  posteriores-  (S-  4  diciembre  1897;. 

Endosadas  unas  lelras  al  Banco  sin  intervención  de  corredor  de  comercio,  y  descontadas  por  di- 
cho Establecimiento  con  intervención,  en  cuanto  a  esta  segunda  operación,  de  aquel  funcionario,  esta 
intervención  tiene  eficacia  bastante  para  dar  al  crédito  del  Banco,  en  la  quiebra  del  endosante,  el  ca- 
rácter dé  escriturario,  por  constituir  el  descuento  un  todo  con  el  mismo  contrato  y  elemento  esenria- 
lísimo  de  él  y  deber  calificarse  éste  en  su  total  integridad,  sin  que  obste  a  esta  doctrina  el  que  las 
letras  se  presentaran  como  títulos  a  la  Sindicatura  sin  acompañarlas  de  las  facturas  de  descuento. 
(S.  1»  diciembre  1909). 

En  las  letras  de  cambio  son  responsables  los  endosantes  y  el  librador  cuando  dejan  de  satisfa- 
cerse, sin  que  obste  a  dicha  responsabilidad  la  circunstancia  de  que  el  contrato  o  acuerdo  de  que 
las  letras  sean  consecuencia,  haya  tenido  por  objeto  cubrir  con  el  importe  de  las  mismas  el 
débito  de  una  persona  que  para  nada  figura  en  ellas.  (S.  4  marzo  1910). 

El  endosatario  que  antes  de  vencer  la  letra  la  devuelve  y  admite  otra  en  sustitución  de  ella,  si 
esta  otra  era  falsa  y  no  se  pudo  hacer  efectiva,  carece  de  acción  para  con  el  endosante  respecto 
al  pago  de  la  misma,  puesto  que  este  a  tenor  del  art.  1.170  de!  Código  Civil,  queda  liberado  como  ce- 
e  toda  responsabilidad.  (S.  17  enero  1918). 

(12)  Véase  la  sentencia  4  febrero  1898,  consignada  al  art.  465. 

(13)  Véase  la  jurisprudencia  anotada  en  el  art.  465. 

(14)  Los  artículos  del  Código  de  Comercio  relativos  a  los  endosos  de  letras  de  cambio  no  son 
aplicables  a  los  endosos  que  se  estampan  en  otra  clase  de  documentos-  (S.  10  julio  1878). 

De  lo  prescrito  en  este  artículo  y  en  el  462,  463  y  533,  se  deduce  que,  para  la  validez  del  endoso  en 
blanco,  según  el  tenor  de  este  precepto  y  los  usos  del  Comercio,  basta  la  firma  del  poseedor  legí- 
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Art.  466.  No  podrán  endosarse  las  letras  no  expedidas  a  la  orden,  ni 
las  vencidas  y  perjudicadas. 

Será  lícita  la  transmisión  de  su  propiedad  por  los  medios  reconocidos  en 
el  derecho  común;  y  si,  no1  obstante,  se  hiciere  el  endoso,  no  tendrá  éste 
otra  fuerza  que  la  de  una  simple  cesión. 

Art.  467.  El  endoso  producirá  en  todos  y  en  cada  uno  de  los  endosantes 
la  responsabilidad  al  afianzamiento  del  valor  de  la  letra,  en  defecto  de  ser 
aceptada,  y  a  su  reembolso,  oon  los  gastos  de  protesto  y  recambio,  si  no 
fuere  pagada  a  su  vencimiento',  con  tal  que  las  diligencias  de  presentación 
y  protesto  se  hayan  practicado  en  el  tiempo  y  forma  prescritos  en  este 
Código. 

Esta  responsabilidad  cesará  por  parte  del  endosante  que,  al  tiempo  de 
transmitir  la  letra,  haya  puesto>  la  cláusula  de  « sin  mi  responsabilidad  ». 

En  este  caso,  el  endosante  sólo  responderá  de  la  identidad  de  la  per- 
sona cedente  o  del  derecho  con  que  hace  la  cesión  o  endoso  (15). 

Art.  468.  El  comisionista  de  letras  de  cambio  o  pagarés  endosables  se 
constituye  garante  de  los  que  adquiera  o  negocie  por  cuenta  ajena,  si  en 
ellos  pusiere  su  endoso,  y  sólo  podrá  excusarse  fundadamente  de  ponerlo, 
cuando  haya  precedido  pacto  expreso  dispensándole  el  comitente  de  esta 
responsabilidad.  En  este  caso,  el  comisionista  podrá  extender  el  endoso  a 
la  orden  del  comitente,  con  la  cláusula  de  « sin  mi  responsabilidad ». 

SECCIÓN  QUINTA 
De  la  presentación  de  las  letras  y  de  su  aceptación 

Art.  469.  Las  letras  que  no  fueren  presentadas  a  la  aceptación  o  al  pago 
dentro  del  término  señalado,  quedarán  perjudicadas,  así  como  también  si 
no  se  protestaren  oportunamente. 

Art.  470.  Las  letras  giradas  en  la  Península  e  islas  Baleares  sobre  cual- 
quier punto  de  ellas,  a  la  vista  o  a  un  plazo  contado  desde  la  vista,  debe- 


timo  del  efecto,  y  ei  adquirente  o  tenedor  del  mismo,  al  extender  delante  de  aquélla  la  fórmula  de 
transmisión  para  cederlo  a  un  tercero  o  cobrarlo  el  día  del  vencimiento,  puede  omitir  la  expresión  del 
valor,  pero  no  la  fecha,  lo  cual  no  se  opone  a  que  el  endosante  en  blanco  la  consigne  y  haga  uso 
de  las  demás  precauciones  que  su  interés  le  aconseje  con  arreglo  al  párrafo  2°  del  art.  467.  (S.  i 
febrero  1898). 

Véase  en  el  art.  443  la  sentencia  de  10  abril  1899. 

(15)  Es  un  principio  de  Derecho  internacional  privado  que  la  letra  de  cambio,  cuya  propiedad  se 
ransfiere  por  el  endoso  de  los  que  sucesivamente  la  vayan  adquiriendo,  comprende  en  sí,  cuando 
este  se  verifica,  oíros  tantos  contratos  perfectos  entre  el  respectivo  endosante  y  aquel  a  quien  la 
transmite,  independientemente  del  contrato  primitivo  celebrado  entre  librador  y  tomador,  y  cada  uno 
de  estos  contratos  se  rige,  no  solamente  en  cuanto  a  la  subsanación  y  efectos  jurídicos,  sino  también 
en  cuanto  a  la  forma,  por  las  leyes  del  lugar  en  que  se  celebren  y  redacten.  (S.  18  marzo  1875). 

Para  que  el  endosante  sea  responsable  y  esté  obligado  al  reembolso  del  imoprte  de  la  letra  con 
los  gastos  de  protesto  y  de  recambio,  es  preciso  que  la  diligencia  de  protesto  se  haya  evacuado  con  el 
tiempo  y  forma  prevenido  por  las  leyes.  (S.  15  Diciembre  1880). 

El  endosante  que  pagó  el  importe  de  la  letra  con  los  aumentos  consiguientes  por  haber  sido  pro- 
testada, tiene  derecho  a  reclamar  el  correspondiente  reembolso  de  los  endosantes  que  le  hayan  pre- 
cedido, o  del  librador,  sin  sujeción  a  los  pactos  reservados  que  aquéllos  puedan  haber  hecho.  (S-  ó  fe- 
brero 1886). 

La  cuestión  sobra  la  legalidad  de  la  constitución  y  funcionamiento  de  una  Sociedad  que  figuraba 
como  endosante  de  una  letra,  no  afecta  a  la  eficacia  de  ésta  ni  a  la  necesidad  mercantil  de  pa- 
garla. (S.   I»  junio  1903).  i 
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rán  ser  presentadas  al  cobro  o  a  la  aceptación  dentro  de  los  cuarenta  días 
de  su  fecha. 

Podrá,  sin  embargo,  el  que  gire  una  letra  a  la  vista  o  a  un  plazo  contado 
desde  la  vista,  fijar  término  dentro  del  cual  debe  hacerse  la  presentación; 
y  en  este  caso,  el  tenedor  de  la  letra  estará  obligado  a  presentarla  dentro 
del  plazo  fijado  por  el  librador. 

Art.  471.  Las  letras  giradas  entre  la  Península  e  islas  Canarias  se  pre- 
sentarán, en  los  casos  que  aluden  los  dos  artículos  anteriores,  dentro  del 
término  de  tres  meses. 

Art.  472.  Las  letras  giradas  entre  la  Península  y  las  Antillas  españolas 
u  otros  «pun tos  de  Ultramar  que  estuvieren  más  acá  de  los  cabos  de  Hor- 
nos y  Buena  Esperanza,  cualquiera  que  sea  la  forma  del  plazo  designado 
en  su  giro,  se  presentarán  al  pago  o  a  la  aceptación,  cuando  más,  dentro  de 
seis  meses. 

En  cuanto  a  las  plazas  de  Ultramar  que  estén  más  allá  de  aquellos  cabos, 
el  término  será  de  un  año. 

Art.  473.  Los  que  remitieren  letras  a  Ultramar,  deberán  enviar,  por  lo 
menos,  segundos  ejemplares  en  buques  distintos  de  los  en  que  fueron  las 
primeras ;  y  si  probaren  que  los  buques  conductores  habían  experimentado 
accidente  de  mar  que  entorpeció  su  viaje,  no  entrará  en  el  cómputo  del 
plazo  legal  el  tiempo  transcurrido  hasta  la  fecha  en  que  se  supo  aquel  acci- 
dente en  la  plaza  donde  residiere  el  remitente  de  las  letras. 

El  mismo  efecto  producirá  la  pérdida  real  o  presunta  de  los  buques. 

En  los  accidentes  ocurridos  en  tierra  y  notoriamente  conocidos,  se  ob- 
servará igual  regla  en  cuanto  al  cómputo  del  plazo  legal. 

Art.  474.  Las  letras  giradas  a  la  vista  o  a  un  plazo  contado  desde  la: 
vista,  en  países  extranjeros,  sobre  plazas  del  territorio  de  España,  se  pre- 
sentarán al  cobro  o  a  la  aceptación  dentro  de  los  cuarenta  días  siguientes  a 
su  introducción  en  el  Reino;  y  las  giradas  a  fecha,  en  los  plazos  en  ellas 
contenidos  (16). 

Art.  475.  Las  letras  giradas  en  territorio  español  sobre  países  extran- 
jeros, se  presentarán  con  arreglo  a  la  legislación  vigente  en  la  plaza  donde 
hubieren  de  ser  pagadas. 

Art.  476.  Los  tenedores  de  las  letras  giradas  a  un  plazo  contado  desde 
la  fecha,  no  necesitarán  presentarlas  a  la  aceptación. 

El  tenedor  de  la  letra  podrá,  si  lo  cree  conveniente  a  sus  intereses,  pre- 
sentarla al  librado  antes  del  vencimiento;  y  en  tal  caso,  éste  la  aceptará,  o 
expresará  los  motivos  por  que  rehusa  el  hacerlo. 

Art.  477.  Presentada  una  letra  a  la  aceptación  dentro  de  los  plazos  mar- 
cados en  los  artículos  anteriores,  deberá  el  librado  aceptarla  por  medio  de 
las  palabras  acepto  o  aceptamos,  estampando  la  fecha,  o  manifestar  al  por- 
tador los  motivos  que  tuviere  para  negar  la  aceptación. 

Si  la  letra  estuviere  girada  a  la  vista  o  a  un  plazo  contado  desde  ésta,  y 
el  librado  dejare  de  poner  la  fecha  de  la  aceptación,  correrá  el  plazo  desde 
el  día  en  que  el  tenedor  pudo  presentar  la  letra  sin  atraso  del  correo;  y  si, 


(16)  Esie  precepto  se  h;illa  necesariamente  subordinado  a  la  prueba  que  se  haga  sobre  la  vigen- 
cia y  certeza  de  dicha  legislación  y  en  defecto  de  la  cual  deberá  aplicarse  la  del  territorio  nacional. 
(S.  7  noviembre  1876). 
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hecho  el  cómputo  de  este  modo,  resultare  vencido  el  plazo,  será  cobrable  la 
letra  el  día  inmediato  siguiente  al  de  la  presentación  (17). 

Art.  478.  La  aceptación  de  la  letra  habrá  de  ponerse  o  denegarse  el 
mismo  día  en  que  el  portador  la  presente  con  este  objeto,  y  la  persona  a 
quien  se  exige  la  aceptación  no  podrá  retener  la  letra  en  su  poder  bajo 
pretexto  alguno. 

Si  la  letra  presentada  a  la  aceptación  hubiere  de  ser  pagada  en  distinto 
lugar  del  de  la  residencia  del  aceptante,  deberá  expresarse  en  ella  el  domi- 
cilio en  que  hubiere  de  efectuarse  el  pago. 

El  que,  recibiendo  una  letra  para  aceptarla,  si  es  a  su  cargo,  o  para 
hacerla  aceptar,  si  es  al  de  un  tercero,  conservándola  en  su  poder  a  disposi- 
ción de  otro  ejemplar  o  copia,  avisase  por  carta,  telegrama  u  otro  medio 
escrito,  haber  sido  aceptada,  quedará  responsable  para  con  el  librador  y 
endosantes  de  ella,  en  los  mismos  términos  que  si  la  aceptación  se  hallase 
puesta  sobre  la  letra  que  motivó  el  aviso,  aun  cuando  tal  aceptación  no 
haya  tenido  lugar  o  aun  cuando  niegue  la  entrega  del  ejemplar  aceptado  a 
quien  legítimamente  lo  solicite. 

Art.  479.  No  podrán  aceptarse  las  letras  condicionalmente,  pero  sí  li- 
mitarse la  aceptación  a  menor  cantidad  de  la  que  la  letra  importa,  en  cuyo 
caso  será  protestable  por  el  resto  hasta  la  total  cantidad  del  giro. 

Art.  480.  La  aceptación  de  la  letra  constituirá  al  aceptante  en  la  obli- 
gación de  pagarla  a  su  vencimiento',  sin  que  pueda  relevarle  del  pago  la 
excepción  de  no  haberle  hecho  provisión  de  fondos  el  librador,  ni  otra  al- 
guna, salvo  la  de  falsedad  de  la  aceptación  (18). 


(17j  La  fórmula  de  aceptación  aquí  indicada  es  la  que  debe  emplear  el  librado,  pero  no  es  ne- 
cesaria en  el  caso  del  párrafo  1°  del  artículo  507.  (S.  13  junio  1894).  : 

La.  aceptación  sin  bienes  de  las  letras  y  su  negociación,  como  se  deduce  de  la  afirmación  de  no 
haberse  pagado  a  los  endosatarios,  constituye  el  delito  de  estafa,  por  haberse  aparentado  bienes,  con 
perjuicio  de  los  que  las  tomaron-  (S.  13  julio  1898). 

(18)  El  aceptante  de  una  letra  de  cambio  tiene  la  obligación  de  satisfacerla  al  endosatario  o  por- 
tador, si  es  persona  distinta  del  librador,  pero  no  a  es'lle  o  al  cesionario  del  mismo  como  no  se  haya 
provisto  de  los  fondos  necesarios,  o  como  no  sea  deudor  de  la  cantidad  representada  por  el  giro:  y 
si  al  ser  requerido  de  pago  no  opuso  ninguno  de  estos  dos  motivos  de  exención  y  sí  sólo  que  care- 
cía de  medios  de  cubrir  el  débito,  sus  manifestaciones  arguyen  el  reconocimiento  de  la  deuda,  que 
por  tanto,  debe  sadalr.  (S.  31  octubre  1912). 

Partiendo  dicho  precepto  legal  del  concepto  a  todas  luces  cierto  de  que  la  relación  de  derecho 
entre  el  librador,  como  mandante,  y  el  librado,  como  mandatario  suyo,  es  distinto  e  independiente  de 
la  que  por  virtud  del  contrato  se  crea  entre  el  ípirimer,o  y  el  tenedor  de  la  letía,  prevé  el  caso  de  que  el 
librado  tenga  o  no  fondos  del  librador,  y,  sea  acreedor  o  deudor  suyo,  acepte  el  compromiso  de  pa- 
gar la  letra  a  su  vencimiento,  para  declarar,  como  declara,  que  la  aceptación  constituye  al  aceptan- 
te en  la  obligación  de  pagar  la  letra  a  su  vencimiento,  sin  que  para  eximirse  de  cumplirla  pueda 
oponer  la  excepción  de  que  el  librador  no  le  hubiese  hecho  provisión  de  fondos;  lo  cual,  en  modo 
alguno,  implica  la  relevación  del  deber  en  que  eslá  el  librador  de  suministrar  al  librado  los  fondos  ne- 
cesarios para  cubrir  el  importe  de  la  letra,  y,  por  consiguiente,  que  el  segundo  se  constituya  sin  serlo 
en  deudor  del  primero  por  el  mero  hecho  de  aceptar  el  compromiso  de  pagarla  por  cuenta  de  su 
comitente;  pues  las  relaciones  enlre  ambos,  salvo  lo  que  expresamente  hubieran  estipulado,  han  de 
regirse  por  lo  dispuesto  en  los  artículo  456  a  458  del  Código  de  Comercio;  y  siendo  esto  así,  es 
claro  que  si  bien  el  aceptante  no  puede  oponer  al  ' portador  de  la  letra  la  excepción  de  carecer  de 
fondos  del  librador,  puede  con  plena  eficacia  oponerla  a  este  último  cuando,  fundándose  en  el  mero 
acto  de  la  aceptación,  le  exigiese  indebidamente  el  pago-  (S.  12  julio  1899). 

El  que  con  amaño  fingí  un  crédito  que  no  tiene,  y  aparentando  y  afirmando  con  engaños  tener 
fondos  en  poder  del  librador,  negocia  unas  letras  para  obtener  10.000  pesetas,  y  saldar  créditos  que 
(tesaban  sobr¿  él,  defraudando  dicha  cantidad  a  la  casa  que  tomó  las  letras,  comete  un  delito  de  es- 
tafa. (S.  12  octubre  1897). 

Si  bien  el  aceptante  no  puede  oponer  al  portador  de  la  letra  la  excepción  de  carecer  de  fondos  del 


—  138  — 


Art.  481.  En  el  caso  de  negarse  la  aceptación  de  la  letra  de  cambio,  se 
protestará,  y  en  virtud  de  protesto  tendrá  derecho  el  tenedor  a  exigir  del 
librador,  o  de  cualquiera  de  los  endosantes,  que  afiancen  a  su  satisfacción 
el  valor  de  la  letra,  o  depositen  su  importe,  o  le  reembolsen  con  los  gastos 
de  protesto  y  recambio,  descontando  el  rédito  legal  por  el  término  que  falte 
hasta  el  vencimiento. 

También  podrá  el  tenedor,  aunque  tenga  aceptada  la  letra  por  el  librado, 
si  este  hubiese  dejado  de  protestar  otras  aceptaciones,  acudir  antes  del  ven- 
cimiento a  los  indicados  en  ella,  mediante  protesto  de  mejor  seguridad. 

Art.  482.  Si  el  poseedor  de  la  letra  dejare  pasar  los  plazos  fijados,  se- 
gún los  casos,  sin  presentarla  a  la  aceptación,  o  no  hiciere  sacar  el  protesto, 
perderá  todo  derecho  a  exigir  el  afianzamiento,  depósito  o  reintegro,  sal- 
vo lo  dispuesto  en  el  artículo  525. 

Art.  483.  Si  el  poseedor  de  la  letra  no  la  presentare  al  cobro  el  día  de 
su  vencimiento,  o  en  defecto  de  pago,  no  la  hiciere  protestar  al  siguiente, 
perderá  el  derecho  a  reintegrarse  de  los  endosantes;  y  en  cuanto  al  libra- 
dor, se  observará  lo  dispuesto  en  los  artículos  458  y  460. 

El  poseedor  no  perderá  su  derecho  al  reintegro,  si  por  fuerza  mayor  no 
hubiera  sido  posible  presentar  la  letra  o  sacar  en  tiempo  el  protesto  (19). 

Art.  484.  Si  las  letras  tuvieren  indicaciones,  hechas  por  el  librador  o 
endosantes,  de  otras  personas  de  quienes  deba  exigirse  la  aceptación  en 
defecto  de  la  designada  en  primer  lugar,  deberá  el  portador,  sacado  el  pro- 
testo si  aquella  se  negare  a  aceptarla,  reclamar  la  aceptación  de  los  sujetos 
indicados 

Art.  485.  Los  que  remitieren  letras  de  una  plaza  a  otra  fuera  del  tiem- 
po necesario  para  que  puedan  ser  presentadas  o  protestadas  oportunamente, 
serán  responsables  de  las  consecuencias  que  se  originen  por  quedar  aquéllas 
perjudicadas  (20). 

SECCION  SEXTA 
Del  aval  y  sus  efectos 

Art.  486.  El  pago  de  una  letra  podrá  afianzarse  con  una  obligación  es- 
crita independientemente  de  la  que  contraen  el  aceptante  y  endosante,  co- 
nocida con  el  nombre  de  aval  (2l). 


librado,  puede  con  plena  eficacia  oponerla  a  este  último  cuando,  fundándose  en  el  mero  acto  de  la 
aceptación,  le  exigiese  in  debidamente  el  pago.  (S-  12  julio  1899). 

La  acción  de  nulidad  de  la  aceptación  de  una  letra  de  cambio,  puede  dirigirse  contra  el  tenedor 
cuando  la  aceptación  e-  su  titulo  para  figurar  en  el  concurso  del  aceptante.  (S.  8  mayo  de  1901\ 

Este  artículo  solo  regula  las  obligaciones  del  aceptante  de  una  letra  en  relación  a  los  tenedores 
o  portadores  de  la  misma.  (S.  10  julio  1905). 

(19)  El  endosante  que  remi-a  demasiado  tarde  la  letra  al  que  debía  presentarla  al  cobro,  es  respon- 
sable de  los  perjuicios  causado-!  por  su  demora,  que  equivale  a  fuerza  mayor,  sin  quo  influya  para 
nada  que  el  protesto  se  hiciera  fuera  de  tiempo.  (S.  7  noviembre  1896).  i 

Véase  también  en  el  art.  461,  la  sentencia  4  diciembre  1897 

(20)  Véase  en  el  art-  483,  la  sentencia  7  noviembre  189G. 

(21)  El  aval  tiene  por  objeto  afianzar  en  todo  o  en  parte  el  pago  de  una  letra  de  cambio,  y  aun- 
que constituye  obligación  distinta  e  independiente  de  la  contraída  por  el  aceptante  y  endosante,  es 
un  contrato  mercantil  y  accesorio  del  de  la  letra  cuyo  abono  garantiza;  y  regulándose  los  contratos 
mercantiles  por  las  disposiciones  especiales  del  Código  de  Comercio,  al  ordenar  en  términos  generales 
el  art.  950  de!  mismo  que  las  acciones  de  las  letras  de  cambio  so  extinguen  a  los  tres  años  de  sa 
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Art.  487.  Si  el  aval  estuviere  concebido  en  términos  generales  y  sin  res- 
tricción, responderá,  el  que  lo  prestare,  del  pago  de  la  letra,  en  los  mismos 
casos  y  formas  que  la  persona  por  quien  salió  garante ;  pero  si  la  garantía 
se  limitare  a  tiempo,  caso,  cantidad  o  persona  determinada,  no  producirá 
más  responsabilidad  que  la  que  nazca  de  los  términos  del  avaK22>. 

SECCION  SÉPTIMA 
Del  pago 

Art.  488.  Las  letras  de  cambio  deberán  pagarse  al  tenedor  el  día  de  su 
vencimiento,  con  arreglo  al  artículo  455  (23). 

Art.  489.  Las  letras  de  cambio  deberán  pagarse  en  la  moneda  que  en 
las  mismas  se  designe,  y  si  la  designada  no>  fuere  efectiva  en  la  equivalente, 
según  el  uso  y  costumbre  en  el  mismo  lugar  del  pago. 

Art.  490.  El  que  pague  una  letra  de  cambio  antes  de  que  haya  vencido, 
no  quedará  libre  de  satisfacer  su  importe,  si  resultare  no  haber  pagado  a 
persona  legítima  (24). 

Art.  491.  El  pago  de  una  letra  vencida  hecho  al  portador,  se  presumirá 
Válido,  a  no  haber  precedido  embargo  de  su  valor  por  auto  judicial. 

Art.  492.  El  portador  de  la  letra,  que  solicite  su  pago  está  obligado  a 
acreditar  al  pagador  la  identidad  de  su  persona,  por  medio  de  documentos 
o  con  vecinos  que  le  conozcan  o  salgan  garantes  de  su  identidad. 

La  falta  de  esta  justificación  no  impedirá  la  consignación  del  importe  de, 
la  letra  por  el  pagador,  dentroi  del  día  de  su  presentación,  en  un  estableci- 
miento o  persona  a  satisfacción  del  portador  y  del  pagador,  en  cuyo  caso 
el  establecimiento  o  persona  conservarán  en  su  poder  la  cantidad  en  de- 
pósito hasta  el  legítimo  pago. 


vencimiento,  hayanse  o  no  protestado,  están  comprendidas  en  esLa  prescripción  todas  las  acciones 
que  pudiera  deducir  el  avalista  contra  el  aceptante  que  protestó  la  letra  para  el  pago  de  lo  que  por 
el  aval  tuvo  que  satisfacer.  (S.  8  julio  1892). 

(22)  Garantizada  en  estos  términos  «por  aval  la  liquidación  de  la  póliza  el  día  de  su  venci- 
miento» una  cuenta  de  crédito  sobre  efectos  públicos,  no  se  obligó  a  garantizar  cualquiera  otra  li- 
quidación que  conforme  a  la  misma  póliza  pudiera  efectuar  el  Banco  prestamista  antes  de  aquel 
día,  quedando  extinguido  el  aval  si  la  liquidación  per  cualquier  causa  se  hizo  antes  de  ese  día- 
(S.  10  enero  1903). 

Cuando  el  afianzamiento  tiene  por  objeto  garantizar  el  pago  de  letras  de  cambio  determina- 
das, constituye  el  contraio  especial  de  aval,  definido  y  regulado  taxativamente  en  su  alcance  y  efec- 
tos por  las  disposiciones  del  Código  de  Comercio,  viniendo  el  obligado  a  satisfacer  solidariamente  el 
importe  del  giro  en  defecto  del  aceptante  sin  serle  aplicable  el  beneficio  de  excusión  que  rige  para 
las  fianzas  mercantiles  o  civiles-  (Sentencia  12  julio  1919). 

(23)  Es  tenedor  legítimo  aun  el  que  adquirió  la  letra  por  endoso  de  quien  se  hizo  dueño  de  ella 
por  medio  de  una  falsedad.  (S.  15  junio  1897). 

(24)  Se  entiende  por  persona  legitima,  para  los  efectos  de  este  artículo,  aquella  en  favor  de  quien 
se  endosa  la  letra,  siempre  que  el  endoso  reúna  las  formalidades  externas  que  la  ley  mercantil  exi- 
ge, entre  las  que  se  cuenta  la  firma  del  endosante.  (S.  27  junio  1873). 

Pagada  la  letra  sobre  un  ejemplar  legítimo  aunque  lo  fuera  antes  de  su  vencimiento  y  a  persona 
que  la  adquirió  legalmente  por  endoso,  pero  de  otro  endosante  que  cometió  falsedad,  el  pago  habría 
6ido  legítimo,  y  por  tanto  una  falsedad  cometida  en  endosos  anteriores  no  vicia  para  los  efectos  del 
Código  de  Comercio,  las  transmisiones  posteriores. 

La  responsabilidad  del  pago  anticipado  al  que  no  es  legítimo  tenedor  de  la  letra  no  se  extiende 
más  allá  del  día  del  vencimiento,  porque  esto  sería  contrario  a  las  obligaciones  del  contrato  de  cam- 
bio sancionadas  en  el  art.  488,  y  no  hay  razón  alguna  para  agravar  las  del  pagador-  (S.  15  junio  1897). 
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Los  gastos  y  riesgos  que  este  depósito  ocasione  serán  de  cuenta  del  tene- 
dor de  la  letra. 

Art.  493.  El  portador  de  una  letra  no  estará  obligado  a  percibir  su  im- 
porte antes  del  vencimiento,  pero  si  lo  aceptare,  será  válido  el  pago  a  no 
ser  en  caso  de  quiebra  del  pagador  en  los  quince  días  siguientes,  conforme 
a  lo  dispuesto  en  el  artículo  879. 

Art.  494.  Tampoco  podrá  obligarse  al  portador,  aun  después  del  venci- 
miento, a  recibir  una  parte  y  no  ej  todo  de  la  letra,  y,  solo  conviniendo  en 
ello,  podrá  pagarse  una  parte  de  su  valor  y  dejar  la  otra  en  descubierto. 

En  este  caso,  se  podrá  protestar  la  letra  por  la  cantidad  que  hubiere  de- 
jado de  pagarse,  y  el  portador  la  retendrá  en  su  poder,  anotando  en  ella  la 
cantidad  cobrada  y  'dando  recibo  separado  de  lo  percibido. 

Art.  495.  Las  letras  aceptadas  se  pagarán  precisamente  sobre  el  ejem- 
plar que  contenga  la  aceptación. 

Si  se  pagare  sobre  alguno  de  los  otros,  quedará,  el  que  lo  hubiere 
hecho,  responsable  del  valor  de  la  letra  al  tercero  que  fuere  portador  legítimo 
de  la  aceptación. 

Art.  196.  No  podrá  el  aceptante  ser  compelí  do  al  pago,  aun  cuando 
el  portador  del  ejemplar  distinto  del  de  la  aceptación  se  comprometa  a 
dar  fianza  a  satisfacción  de  aquél ;  pero  en  este  caso,  el  portador  podrá  pe- 
dir el  depósito  y  formular  el  protesto  en  los  términos  que  establece  el 
artículo  498. 

Si  el  aceptante  admitiere  voluntariamente  la  fianza  y  realizare  el  pago, 
quedará  aquella  cancelada  de  derecho'  luego  que  haya  prescrito  la  acepta- 
ción que  dió  motivo  al  otorgamiento  de  la  fianza. 

Art.  497.  Las  letras  no  aceptadas  podrán  pagarse  después  de  su  venci- 
miento, y  no  antes,  sobre  las  segundas,  terceras  o  demás  expedidas  con- 
forme al  artículo  448 ;  pero  no  sobre  las  copias  dadas  según  lo  dispuesto  en 
el  artículo  449,  sin  que  se  acompañe  a  ellas  alguno  de  los  ejemplares  ex- 
pedidos por  el  librador. 

Ait.  498.  El  que  hubiere  perdido  una  letra,  aceptada  o  no,  y  el  que 
tuviere  en  su  poder  una  prima  aceptada  a  disposición  de  la  segunda,  y  ca- 
rezca de  otro  ejemplar  para  solicitar  el  pago,  podrá  requerir  al  pagador  para 
que  deposite  el  importe  de  la  letra  en  el  establecimiento  público  designado 
a  este  objeto  o  en  persona  de  mutua  confianza,  o  designada  por  el  Juez  o 
Tribunal  en  caso  de  discordia,  y  si  el  obligado  al  pago  se  negare  al  depósi- 
to, se  hará  constar  la  resistencia  por  medio  de  protesto  igual  al  procedente 
por  falta  de  pago,  y  con  este  documento  conservará  el  reclamante  sus  dere- 
chos contra  los  que  sean  responsables  a  las  resultas  de  la  letra  (25). 

(25)  Véanse  los  artículos  480  y  622  de  este  Código,  y  los  2.128  y  siguientes  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil- 
Si  bien  es  cierto  que  con  arreglo  a  los  artículos  462  y  463  del  Código  de  Comercio  (de  1829),  la 
aceptación  de  las  letras  de  cambio  constituye  al  aceptante  en  la  obligación  de  pagarlas  a  su  venci- 
miento, a  no  probarse  su  falsedad,  debe  exceptuarse  de  esta  regla  general  el  caso  previsto  en  el 
articulo  607  (498  del  vigente),  según  el  cual,  el  que  haya  perdido  una  letra,  estuviese  o  no  aceptada, 
de  que  no  tenga  otro  ejemplar  para  solicitar  el  pago,  no  puede  hacer  con  el  pagador  otra  gestión 
que  la  do  requerirle  a  que  deposite  el  importe  de  aquélla,  y  si  el  pagador  no  consintiese  en  llevar 
a  efecto  el  depósito,  hará  constar  esta  resistencia  per  medio  de  una  protestación  practicada  con  las 
mismas  solemnidades  que  se  había  el  protesto  por  falta  de  pago,  con  cuya  diligencia  conservará 
el  reclamante  íntegramente  sus  derechos  contra  las  personas  responsables  a  las  resultas  de  la  le- 
tra. (S.  28  abril  1879). 
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Art.  499.  Si  la  letra  perdida  hubiere  sido  girada  en  el  extranjero  o  en 
Ultramar,  y  el  portador  acreditare  su  propiedad  por  sus  libros  y  por  la 
correspondencia  de  la  persona  de  quien  hubo  la  letra,  o  por  certificación 
del  corredor  que  hubiere  intervenido  en  la  negociación,  tendrá  derecho  a 
que  se  le  entregue  su  valor,  si,  además  de  esta  prueba,  prestare  fianza  bas- 
tante; cuyos  efectos  subsistirán  hasta  que  se  presente  el  ejemplar  de  la 
letra  dado  por  el  mismo  librador,  o  hasta  que  ésta  haya  prescrito. 

Art.  500.  La  reclamación  del  ejemplar  que  haya  de  sustituir  a  la  letra 
perdida,  deberá  hacerse  por  el  último  tenedor  a  su  cedente,  y  así  sucesi- 
vamente de  uno>  a  otro  endosante,  hasta  llegar  al  librador. 

Ninguno  podrá  rehusar  la  prestación  de  su  nombre  e  interposición  de 
sxis  oficios  para  que  sea  expedido  el  nuevo  ejemplar,  satisfaciendo  el  dueño 
de  la  letra  los  gastos  que  se  causen  hasta  obtenerlo. 

Art.  501.  Los  pagos  hechos  a  cuenta  del  importe  de  una  letra  por  la 
persona  a  cuyo  cargo  estuviere  girada,  disminuirán  en  otro  tanto  la  respon- 
sabilidad ~del  librador  y  de  los  endosantes  (26). 

SECCIÓN  OCTAVA 
De  los  protestos 

Art.  502.  La  falta  de  aceptación  o  de  pago  de  las  letras  de  cambio  de- 
berá acreditarse  por  medio  de  protesto,  sin  que  el  haber  sacado  el  primero 
exima  al  portador  de  sacar  el  segundo,  y  sin  que,  ni  por  fallecimiento  de 
la  persona  a  cuyo  cargo  se  gira,  ni  por  su  estado  de  quiebra,  puede  dis- 
pensarse al  portador  de  verificar  el  protesto  (27). 

Art.  503.  Todo  protesto  por  falta  de  aceptación  o  de  pago,  impone  a 
la  persona  que  hubiere  dado  legar  a  él  la  responsabilidad  de  gastos,  da- 
ños y  perjuicios  (28>. 

Art.  504.  Para  que  sea  eficaz  el  protesto  deberá  necesariamente  reunir 
las  condiciones  siguientes : 

la  Hacerse  antes  de  la  puesta  del  sol  del  día  siguiente  al  en  que  se 
hubiere  negado  la  aceptación  o  el  pago ;  y  si  aquel  fuere  feriado,  en  el  pri- 
mer día  hábil. 

2a    Otorgarse  ante  Notario  público. 

3a  Entenderse  las  diligencias  oon  el  sujeto  a  cuyo  cargo  esté  girada 
la  letra,  en  el  domicilio  donde  corresponda  evacuarlas  si  en  éste  pudiera 
ser  habido;  y,  no  encontrándose  en  él,  con  los  dependientes  si  los  tuviere; 


Ni  este  artículo  ni  los  dos  siguientes  disponen  cosa  alguna  para  suplir  las  faltas  de  las  letras 
de  cambio  cuando  hayan  de  presentarse  en  un  pleito  por  quien  no  las  tenga  en  su  poder,  lo  cual  está 
regulado  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil-  (S.  22  marzo  1897).  > 

(26)  El  convenio  celebrado  enlre  el  portadbr  y  el  aceptante  para  atender  al  pago  del  total  des- 
cubierto de  este  y  no  meramente  al  de  las  letras  que  no  satisfizo,  y  estipulando  bajo  el  concep- 
to de  que  no  entrañaba  novación,  permite  al  tenedor  emprender  y  proseguir  su  acción  contra  el  libra- 
dor de  ellos  que  no  puede  ampararse  en  él  para  esquivar  su  reembolso.  (S.  27  de  enero  1905). 

(27)  El  protesto  por  falta  de  aceptación  no  exime  al  portador  de  la  letra  del  deber  de  protestarla 
de  nuevo  si  no  se  pagase-  (S.  30  marzo  1875). 

(28)  Los  gastos  de  protesto  y  resaca  ocasionados  por  no  haber  aceptado  y  pagado  la  letra  gira- 
día  a  cargo  de  uno  por  el  importe  no  satisfecho  por  géneros  vendidos,  así  como  los  intereses  de  la 
cantidad  que  dejó  de  satisfacer  a  su  debido  tiempo,  son  de  cargo  del  pagador,  y  la  sentencia  que  lo 
absuelva  de  estas  obligaciones  infringe  las  disposiciones  de  es:te  articulo-  (S.  5  diciembre  1882). 


o,  en  defecto  de  éstos,  con  su  mujer,  hijos  o  criados,  o  con  el  vecino  de 
que  habla  el  art.  505. 

4a  Contener  copia  literal  de  la  letra,  de  la  aceptación,  si  la  tuviere,  y 
de  todos  los  endosos  e  indicaciones  comprendidos  en  la  misma. 

5a  Hacer  constar  el  requerimiento  a  la  persona  que  debe  aceptar  o  pa- 
gar la  letra;  y,  no  estando  presente,  aquella  con  quien  se  entiendan  las  di- 
ligencias. 

6a    Reproducir  asimismo  la  contestación  dada  al  requerimiento. 

7a  Expresar  en  la  misma  forma  la  comunicación  de  ser  los  gastos  y 
perjuicios  a  cargo  de  la  persona  que  hubiere  dado  lugar  a  ellos. 

8a  Estar  firmado  por  la  persona  a  quien  se  haga;  y  no  sabiendo  o  no 
pudiendo,  por  dos  testigos  presentes. 

9a    Expresar  la  fecha  y  hora  en  que  se  ha  practicado  el  protesto. 

10.  Dejar  en  el  acto  extendida  copia  del  mismo  en  papel  común  a  la 
persona  con  quien  se  hubieren  entendido  las  diligenciase29). 

Art.  505.  El  domicilio  legal  para  practicar  las  diligencias  del  protesto, 
será : 

1°    El  designado  en  la  letra. 

2®    En  defecto  de  esta  designación,  el  que  tenga  de  presente  el  pagador. 

3°    A  falta  de  ambos,  el  último  que  se  le  hubiere  conocido. 

No  constando  el  domicilio  del  librado  en  ninguno  de  los  tres  sitios 
anteriormente  señalados,  se  acudirá  a  un  vecino  con  casa  abierta,  del  lu- 
gar donde  hubiere  de  tener  efecto  la  aceptación  y  el  pago,  con  quien  se  en- 
tenderán las  diligencias  y  a  quien  se  entregará  la  copia. 

Art.  506.  Sea  cual  fuere  la  hora  a  que  se  saque  el  protesto,  los  Nota- 
rios retendrán  en  su  poder  las  letras,  sin  entregar  éstas  ni  el  testimonio 
del  protesto  al  portador  hasta  la  puesta  del  sol  del  día  en  que  se  hubiese 
hecho;  y  si  el  protesto  fuera  por  falta  de  pago,  y  el  pagador  se  presentase 
entre  tanto  a  satisfacer  el  importe  de  la  letra  y  los  gastos  del  protesto, 
admitirán  el  pago,  haciéndole  entrega  de  la  letra  con  diligencia  en  la  mis- 
ma de  haberse  pagado  y  cancelado  el  protesto. 

Art.  507.  Si  la  letra  protestada  contuviere  indicaciones,  se  hará  cons- 
tar en  el  protesto  el  requerimiento  a  las  personas  indicadas,  y  sus  con- 
testaciones y  la  aceptación  o  el  pago  si  se  hubieren  prestado  a  verificarlo. 


(29)  Lo  dispuesto  en  este  ariículo  no  BS  aplicable  cuando  la  acción  que  se  ejercita  es  la  que  na- 
ce del  art.  507  del  Código  de  Comercio.  (S.  13  junio  1894). 

Determinándose  el  acta  notarial,  con  las  solemnidades  y  condiciones  que  se  especifican,  como  la 
forma  sustancial  del  prot-sto,  so  pena  de  nulidad,  no  cabo  olra  prueba  que  la  del  acta,  por  ser  la 
única  que  hace  fe  en  derecho,  y  porque  siendo  de  derecho  público,  no  es  lícito  sustituirla  ni  alterarla 
por  los  particulares  ni  por  los  Tribunales.  (S.  2G  diciembre  1879.) 

Por  olra  sentencia  del  mismo  Tribunal,  de  14  de  febrero  de  1890,  se  estableció  que,  hecha  la 
aceptación  de  una  letra  con  fecha  20  diciembre  de  1881,  puesta  equivocadamente  en  9  de  enero  de 
1882,  y  de  seguida  tachada  y  sustituida  por  la  fecha  corriente,  esta  aceptación  es  ineficaz,  y  que  por 
la  falta  de  inserción  en  el  acta  de  protesto  de  ese  particular  no  se  infringe  el  articulo  que  amplia- 
mos, ni  otro  alguno  del  mismo  concepto  legal.  (S.  14  febrero  1890). 

El  hecho  que  imporla  acreditar  principalmente  en  el  protesto  es  el  de  que  el  tenedor  de  la  letra 
la  presentó  a  la  aceptació,n  o  al  pago  en  tiempo  oportuno  para  conservar  las  acciones  y  por  tanto 
el  Código  no  exige  que  el  Notario  que  autoriza  el  protesto  dé  fe  del  conocimiento  de  la  persona 
con  la  cual  se  entiende  la  diligencia.  (R.  O.  2  septiembre  1915). 

Como  acto  notarial,  el  protesto  no  tiene  en  España  regla  alguna  de  publicidad  y  por  punto  gene- 
ral, todos  los  protocolos  son  secretos  a  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  59  del  citado  Reg°  notarial, 
salvo  precediendo  documento  judicial  o  6i  .^e  trata  de  las  partes  interesadas  con  derecho  adquirido  sus 
herederos  o  sus  causa-habientes.  (R-  O.  comunicada  7  marzo  1914). 


En  tales  casos,  si  las  indicaciones  estuvieren  hechas  para  la  misma  pla- 
za, el  término  para  la  ultimación  y  entrega  del  protesto  se  ampliará  hasta 
las  once  de  la  mañana  del  día  siguiente  hábil. 

Si  las  indicaciones  fuesen  para  plazas  diferentes,  se  cerrará  el  protesto 
como  si  no  las  contuviere,  pudiendo  el  tenedor  de  la  letra  acudir  a  ellas 
dentro  de  un  término  que  no  exceda  del  doble  tiempo  que  el  que  emplea 
el  correo  para  llegar  al  mismo  lugar  desde  el  primeramente  señalado,  requi- 
riendo notarialmente  por  su  orden  a  las  personas  indicadas  en  cada  plaza, 
y  renovando  con  las;  mismas  el  protesto,  si  hubiere  motivo  para  éste  (30). 

Art.  508.  Todas  las  diligencias  del  protesto  de  una  letra  habrán  de 
redactarse  en  un  mismo  documento,  extendiéndose  sucesivamente  pof  el 
orden  con  que  se  practiquen. 

De  este  documento  dará  el  Notario  copia  testimonial  al  portador,  devol- 
viéndole la  letra  original. 

Art.  509.  Ningún  acto  ni  documento  podrá  suplir  la  omisión  y  falta  del 
protesto,  para  la  conservación  de  las  acciones  que  competen  al  portador 
contra  las  personas  responsables  a  las  resultas  de  la  letra. 

Art.  510.  Si  la  persona  a  cuyo  cargo  se  giró  la  letra  se  constituyere  en 
quiebra,  podrá  protestarse  por  falta  de  pago  aun  antes  del  vencimiento;  y 
protestada,  tendrá  el  portador  expedito  su  derecho  contra  los  responsables 
a  las  resultas  de  la  letra. 

SECCION  NOVENA 
De  la  intervención  en  la  aceptación  y  pago 

Art.  511.  Si  protestada  una  letra  de  cambio  por  falta  de  aceptación  o 
de  pago,  se  presentare  un  tercero  ofreciendo  aceptarla  o  pagarla  por  cuen- 
ta del  librador  o  por  la  de  cualquiera  de  los  endosantes,  aun  cuando  no 
haya  previo  mandato  para  hacerlo,  se  le  admitirá  la  intervención  para  la 
aceptación  o  el  ¡pago,  haciéndose  constar  una  u  otro  a  continuación  del  pro- 
testo, bajo  la  firma  del  que  hubiere  intervenido,  y  del  Notario,  expresán- 
dose en  la  diligencia  el  nombre  de  la  persona  por  cuya  cuenta  se  haya  ve- 
rificado la  intervención. 

Si  se  presentaren  varias  personas  a  prestar  su  intervención,  será  prefe- 
rido el  que  lo  hiciere  por  el  librador,  y  si  todos  quisieren  intervenir  por* 
endosantes,  será  'preferido  el  que  lo  haga  por  el  de  fecha  anterior. 

Art.  512.  El  que  prestare  su  intervención  en  el  protesto  de  una  letra 
de  cambio,  si  la  aceptare,  quedará  responsable  a  su  pago  como  si  hubiese 
sido  girado  a  su  cargo,  debiendo  lar  aviso  de  su  aceptación,  por  el  correo 
más  próximo,  a  la  persona  por  quien  ha  intervenido ;  y  si  la  pagare,  se  stibL 
rogará  en  los  derechos  del  portador  mediante  el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones prescritas  a  éste,  con  las  limitaciones  siguientes : 

Ia  Pagándola  por  cuenta  del  librador,  sólo  éste  le  responderá  de  la 
cantidad  desemboísada  quedando  libres  los  endosantes. 

(30)   No  es  un  mero  mandatario  civil,  el  que  indicado  en  la  letra  la  acepta. 

La  aceptación  de  una  letra  de  cambio  por  la  persona  indicada  en  defecto  del  librado,  constituye 
al  que  la  hace  en  el  deber  de  pagar  la  letra  el  día  del  vencimiento  con  arreglo  a  la  costumbre  de  la 
plaza,  y,  en  su  caso,  los  intereses  o  gastos  de  resaca  con  arreglo  a  las  prescripciones  del  Código  de 
Comercio.  (S.  13  junio  1894). 
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2*  Pagándola  a  cuenta  de  uno  de  éstos  tendrá  el  derecho  de  repetir 
contra  el  mismo  librador,  contra  el  endosante  por  cuenta  de  quien  intervino 
y  contra  los  demás  que  le  precedan  en  el  orden  de  los  endosos,  pero  no 
contra  los  que  sean  posteriores  (3l). 

Art.  513.  La  intervención  en  la  aceptación  no  privará  al  portador  de  la 
letra  protestada  del  derecho  a  exigir  del  librador  o  de  los  endosantes  el 
afianzamiento  a  las  resultas  que  ésta  tenga. 

Art.  514.  Si  el  que  no  aceptó  una  letra,  dando  lugar  al  protesto  por 
esta  falta,  se  prestare  a  pagarla  a  su  vencimiento,  le  será  admitido  el  pago 
con  preferencia  al  que  intervino  o  quiso  intervenir  para  la  aceptación  o 
el  pago ;  pero  serán  de  su  cuenta  los  gastos  causados  por  no  haber  aceptado 
la  letra  a  su  tiempo. 

Art.  515.  El  que  interviniere  en  el  pago  de  una  letra  perjudicada,  no 
tendrá  otra  acción  que  la  que  competiría  al  portador  contra  el  librador  que 
no  hubiere  hecho  a  tiempo  provisión  de  fondos,  o  contra  aquel  que  con- 
servara en  su  poder  el  valor  de  la  letra  sin  haber  hecho  su  entrega  o 
reembolso. 

SECCIÓN  DÉCIMA 
De  las  acciones  que  competen  al  portador  de  una  letra  de  cambio 

Art.  516.  En  defecto  de  pago  de  una  letra  de  cambio  presentada  y 
protestada  en  tiempo  y  forma,  el  portador  tendrá  derecho  a  exigir  del 
aceptante,  del  librador  o  de  cualquiera  de  los  endosantes,  el  reembolso  con 
los  gastos  de  protesto  y  recambio ;  pero  intentada  la  acción  contra  alguno  de 
ellos,  no  podrá  dirigirla  contra  los  demás  sino  en  caso  de  insolvencia  del 
demandado  (s2'. 


(31)  La  obligación  al  pago  de  la  letra  por  intervención  es  respecto  al  propietario  de  la  letra  y 
no  al  librador  por  y  en  honor  de  quien  interviene.  (S.  15  diciembre  1880).  i 

(32)  Este  aniculo  se  refiere  a  la  reclamación  formulada  por  el  portador  de  una  letra  y  no  a  la 
que  puede  entablar  un  endosante  que  6e  rige  por  los  arls.  520  y  527  del  Código  de  Comercio.  (S.  11 
octubre  1889). 

La  obligación  que  imponen  del  tomador  de  la  letra  las  cláusulas  ¡tvalor  en  cuenta»  y  «valor  entendi- 
do», está  subordinada  a  ta  forma  y  condiciones  convenidas  al  celebrar  el  contrato  de  cambio  y  su  pre- 
cio acreditarlo  por  otros  medios  que  la  letra  misma,  en  donde  no  esté  más  que  indicado.  (S.  15  di- 
ciembre 1880). 

Debe  conocer  de  la  demanda  ejecutiva  fundada  en  una  letra  de  cambio,  el  Juez  del  lugar  en 
donde  la  letra  fué  aceptada  y  debe  pagarse  (S.  28  febrero  1885  y  27  mayo  1891)-  La  obligación  que 
tiene  el  librador  de  una  letra  de  cambio  protestada  de  reembolsarla,  debe  cumplirse  en  el  lugar  en 
que  se  entregó  su  valor-  (S.  9  marzo  1896). 

Según  Sentencia  de  11  octubre  1889,  el  artículo  que  ampliamos,  se  refiere  a  la  reclamación  for- 
mulada por  el  portador  de  una  letra,  y  no  a  la  que  puede  entablar  un  endosante,  la  cual  se  rige  por 
los  artículos  520  y  527  de  este  Código.  El  contrato  de  letra  de  cambio  se  perfecciona  con  la  acepta- 
ción de  la  letra  que  constituye  al  aceptante  en  la  obligación  de  pagarla,  siendo  el  lugar  del  cumpli- 
miento de  la  obligación  el  indicado  por  el  librador  como  domicilio  del  pagador,  que  es  el  mismo  en 
que  éste  debe  pagar,  siendo,  por  lo  tanto,  juez  competente  para  conocer  de  las  demandas  a  que  dé 
lugar  el  protesto  el  del  lugar  en  que  éste  se  verifica.  (S.  21  agosto  1900). 

El  artículo  que  ampliamos,  que  prohibe  repetir  contra  el  librador  después  de  haberse  dirigido  con- 
tra uno  de  los  endosantes  y  antes  de  acreditarse  la  insolvencia  de  éste,  no  es  aplicable  en  tal 
concepto  a  los  casos  de  quiebra.  (S3.  31  diciembre  1888  y  2  enero  1889). 

La  acción  derivada  del  contrato  de  cambio  no  puede  utilizarse  simultáneamente  contra  varios  res- 
ponsables de  una  letra,  sino  contra  uno  de  ellos,  salvo  el  caso  de  insolvencia  del  primer  demanda- 
do- (S.  15  junio  1897). 
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Art.  517.  Si  el  portador  de  la  letra  protestada  dirigiere  su  acción  con- 
tra el  aceptante  antes  que  contra  el  librador  y  endosantes,  fiará  notificar 
a  todos  ellos  el  protesto  por  medio  de  Notario  público,  dentro  de  los  pla- 
zos señalados  en  la  sección  quinta  de  este  título  para  recoger  la  aceptación; 
y  si  se  dirigiere  contra  alguno  de  los  segundos,  hará  dentro  de  los  mismos 
plazos  igual  notificación  a  los  demás. 

Los  endosantes  a  quienes  no  se  hiciere  esta  notificación,  quedarán 
exentos  de  responsabilidad,  aun  cuando  el  demandado  resulte  insolvente,  y 
lo  mismo  se  entenderá  respecto  del  librador  que  probare  haber  hecho  opor- 
tunamente provisión  de  fondos  (93). 

Art.  518.  Si  hecha  excusión  en  los  bienes  del  deudor  ejecutado  para 
pago  o  reembolso  de  una  letra,  sólo  hubiere  podido  percibir  el  portador 
una  parte  de  su  crédito,  podrá  dirigirse  contra  los  demás  por  el  resto  de  su 
alcance  hasta  su  completo  reembolso,  en  la  forma  establecida  en  el  ar- 
tículo 516. 

Lo  mismo  se  verificará  en  el  caso  de  declararse  en  quiebra  el  ejecutado; 
y  si  todos  los  responsables  de  la  letra  se  encontraren  en  igual  caso,  tendrá 
el  reclamante  derecho  a  percibir  de  cada  masa  el  dividendo  correspondien- 
te a  su  crédito,  hasta  que  sea  extinguido  en  su  totalidad 


Igual  doctrina  a  la  de  la  anterior  establece  la  sentencia  de  7  de  novieinbre  de  1900. — Cuando  falla 
prueba  en  conlrario,  se  presumen  operaciones  de  comercio,  la  expedición  de  pagarés  a  la  orden  y  sus 
endosos.  (S.  25  enero  1898). 

Véase  en  el  artículo  443  la  sentencia  de  10  abril  de  1899. 

Aplica  la  doctrina  de  este  artículo  en  relación  con  el  876,  la  sentencia  de  21  de  noviembre  de  1900. 

Entender  que  el  mero  asiento  en  cuenta  de  las  letras  o  pagarés  entregados  o  endosados  por  un 
comerciante  a  otro,  solventa  las  obligaciones  que  contienen  o  altera  las  de  las  personas  obligadas, 
según  dichos  documentos,  es  opuesto  a  los  preceptos  consignados  en  este  Código.  (S.  13  enero  1902). 

Probado  que  un  comerciante  ha  sobreseído  de  una  manera  general  en  sus  pagos,  y  justificados 
asimismo  por  el  acreedor  su  título  de  crédito  y  su  personalidad  con  documento  fehaciente,  ya  que 
el  portador  de  una  letra  de  cambio  presentada  y  protestada  en  tiempo  y  forma  tiene,  en  defecto  de  pa- 
go, el  derecho  a  exigir  del  aceptante  el  reembolso  con  los  gastos  de  protesto  y  recambio,  según  el 
arlículo  516  del  referido  Código,  es  manifiesto  que  la  sentencia  interpreta  rectamente  el  artículo  876, 
sin  infracción  del  arlículo  1.435  de  la  ley  Procesal,  por  cuanto  para  la  declaración  de  quiebra  a 
instancia  del  acreedor  no  es  necesario  en  todo  caso  que  proceda  mandamiento  de  ejecución,  ni  la 
ley  exige  que  el  crédito  del  que  inste  aquélla  sea  en  cantidad  superior  a  la  de  250  pesetas.  (S.  10 
mayo  1905). 

Aun  cuando  en  la  demanda  ejecutiva  en  que  se  produjo  el  conflicto  el  actor  invoque  el  contra- 
to originario  de  compra-venta  de  géneros  mercantiles  para  determinar  la  competencia  de  un  Juzga>- 
do  de  primera  instancia,  es  lo  cierto  que  en  concepto  de  cesionario  del  importe  de  una  letra  de 
cambio  aceptada  y  no  pagada,  gastos  de  protesto  y  quebranto  de  giro,  ejercita  la  acción  procedente 
del  mencionado  documento,  invocando,  al  efecto,  los  artículos  516,  521  y  526  del  Código  de  Comer- 
cio, y,  por  tanto,  de  conformidad  a  la  constante  jurisprudencia  de  esta  Sata  y  a  lo  prescrito  en  la 
regla  ls  del  arlículo  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ha  de  atribuirse  el  conocimiento  de  dicha 
reclamación  al  juez  del  lugar  donde  la  letra  fué  aceptada,  y  debe,  en  su  virtud,  satisfacerse,  ya  que 
resulta  el  del  cumplimiento  de  bu  obligación.  (S.  4  enero  1907). 

El  portador  de  una  letra  de  cambio  presentada  y  protestada  en  tiempo  y  forma,  tiene  derecho 
a  exigir  del  endosante  el  reembolso  de  la  misma  cuando  el  aceptante  demandado  resultare  insol- 
vente, y  puede  dirigirse,  una  vez  hecha  excusión  en  los  bienes  del  deudor  ejecutado  contra  los  de 
aquel  por  el  resto  de  su  alcance  hasta  su  completo  reembolso.  (S.  16  diciembre  1911). 

(33)  El  acuerdo  de  satisfacer  el  importe  de  letras  de  cambio  que  no  fueran  pagadas  por  el  acep- 
tante de  el'as,  constituye  un  convenio  lícito  amparado  por  el  Código  civil,  que  no  puede  regularse 
por  las  disposiciones  del  Código  de  Comercio  relativas  al  contrato  y  letra  de  cambio,  al  aval  de  la 
misma  y  a  la  prescripción  de  las  acciones  que  de  ella  dimanan.  (S-  20  enero  1905). 

(34)  Tiene  lugar  lo  dispuesto  en  este  arlículo,  y  no  puede  oponerse  ni  lo  preceptuado  al  fin  del 
516  ni  el  524,  en  el  caso  de  que  suspendidos  los  pagos  por  las  sociedades  libradora  y  la  endosante,  re- 
sulten ambas  insolventes  en  todo  o  en  par;e,  si  ademas  en  el  convenio  celebrado  con  la  endosante  se 
reconoció  a  los  acreedores  el  derecho  a  cobrar  de  todos  sus  deudores  los  dividendos  que  se  repartan 
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Art.  519.  El  endosante  que  reembolsare  una  letra  protestada,  se  sub- 
rogará en  los  derechos  del  portador  de  la  misma,  a  saber: 

lo  Si  el  protesto  fuere  por  falta  de  aceptación,  contra  el  librador  y 
los  demás  endosantes  que  le  preceden  en  orden,  para  el  afianzamiento  del 
valor  de  la  letra,  o  el  depósito  en  defecto  de  fianza. 

2a  Si  fuere  por  falta  de  pago,  contra  el  mismo  librador,  aceptante  y 
endosantes  que  le  precedan,  para  el  reintegro  del  valor  de  la  letra  y  de 
todos  los  gastos  que  hubiere  satisfecho. 

Si  para  hacer  el  reembolso  concurrieren  el  librador  y  endosantes,  será 
preferido  el  librador;  y,  concurriendo  sólo  endosantes,  el  de  fecha  anterior. 

Art.  520.  Tanto  el  librador  corno  cualquiera  de  los  endosantes  de  una 
letra  protestada,  podrán  exigir,  luego  que  llegue  a  su  noticia  el  protesto, 
que  el  portador  reciba  el  importe  con  los  gastos  legítimos  y  les  entregue  la 
letra  con  el  protesto  y  la  cuenta  de  resaca  (3r'\ 

Art.  521.  La  acción  que  nace  de  las  letras  de  cambio  para  exigir  en  sus 
casos  respectivos  del  librador,  aceptantes  y  endosantes  el  pago  o  el  reem- 
bolso, será  ejecutiva,  debiendo  despacherse  la  ejecución,  en  vista  de  la  le- 
tra y  del  protesto,  sin  otro  requisito  que  el  reconocimiento  judicial  que 
hagan  de  su  firma  el  librador  o  endosantes  demandados.  Igual  acción  co- 
rresponderá al  librador  contra  el  aceptante,  para  compelerle  el  pago. 

El  reconocimiento  de  la  firma  no  será  necesario  para  despachar  la  eje- 
cución contra  el  aceptante,  cuando  no  se  hubiere  puesto  tacha  de  falsedad 
en  el  acto  de  protesto  por  falta  de  pago  (36'. 

«n  virtud  de  los  convenios  celebrados,  o  que  se  celebren,  por  todo  lo  cual  tienen  personalidad  los  te- 
nedores de  los  (¡lulos  de  crédito  para  considerarse  como  acreedores  del  librado  y  de  los  endosantes. 
(S.  26  febrero  1892). 

Lo  dispuesto  en  esle  arlículo  es  para  evitar  que,  amparándose  los  coobUijaJos  al  reembol-o  de 
una  lelra  en  el  precepto  general  del  516,  pretendieran  ceñir  al  portador  a  las  peripecias  y  dilaciones 
del  procdimienlo  que  primero  incoara,  aunque  ya  estuviese  demostrado  por  la  excusión  de  bienes  o 
por  la  declaración  de  quiebra  que  el  ejecutado  carecía  de  perfecta  solvencia.  (S.  7  noviembre  1900). 

El  tenedor  de  una  letra  de  cambio  no  aceptada  por  el  librado,  tiene  acción  personal  ordinaria  con- 
tra el  librador,  y  la  tienen  los  tomadores  entre  si  sucesivamente,  aun  cuando  el  documento  haya  su- 
frido extravío,  si  su  contenido  literal  se  conoce  por  haberse  reproducido  en  el  acta  del  protesto.  (S.  23 
febrero  1915). 

(35)  .  No  es  potestativo  en  el  ponador  de  una  letra  de  cambio  el  entregar  esta  con  o  sin  la  cuen- 
ta de  resaca,  al  endosante  que  quiera  satisfacerla,  ni  le  sirve  asegurar  que  no  se  causaron  gastos  al 
protestarla.  (S.  11  octubre  1889). 

(36)  No  puede  decirse  que  carece  de  personalidad  en  el  juicio  ejecutivo  el  endosante  que  se  su- 
broga en  los  derechos  del  portador,  porque  se  asegure  que  eran  dos  personas  distintas:  el  portador 
que  adquirió  la  letra  por  endoso  y  el  que  cedió  sus  derechos  al  expresado  endosante,  contra  quien, 
6i  fuera  cierta  la  existencia  de  dos  personas  distintas,  lo  que  podría  alegarse  Bería  falta  de  acción 
y  no  de  personalidad.  (S-  6  julio  1901). 

La  acción  ejecutiva  debe  entablarse,  tratándose  de  letras  de  cambio,  en  el  lugar  donde  fué  acep- 
tada, que  es  donde  debía  pagarse.  (S.  28  febrero  1885). 

Es  doctrina  legal  constante,  sentala  por  el  Tribunal  Supremo,  la  de  que  se  reputa  competente 
para  conocer  de  la  acción  ejecutiva  que  nace  do  la  letra  de  cambio,  el  Juez  del  lugar  designado  por 
el  mismo  librador,  mediante  la  aceptación  de  aquélla,  o  sea  el  del  domicilio  del  pagador-.  (8.  15  fe- 
brero 1905). 

Cuando  la  remesa  de  mercancías  adquiridas  directamente  por  persona  intermedia  se  hizo  de 
cuenta,  cargo  y  riesgo  del  comprador,  y  no  negándolo  éste,  puede  el  vendedor  girar  letras  de  cam- 
bio contra  el  deudor,  para  percibir  el  importe  de  aquéllas,  medio  este  del  giro  que  representa  una 
mayor  facilidad  concedida  al  deudor  para  el  pago-  (S.  14  julio  1909). 

Véase  la  jurisprudencia  del  art-  516. 

Son  inaplicables  los  preceptos  del  Código  de  Comercio  referentes  a  la  acción  ejecutiva  que  nace 
de  la  letra  de  cambio,  cuando  el  endosatario  como  consecuencia  del  protesto  en  que  se  adujo  false- 
dad en  la  aceptación,  ejercita  contra  el  librado  la  personal  en  juicio  ordinario.  (S-  8  enero  1920). 
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Art.  522.  La  acción  que  se  ejercite  para  conseguir  el  afianzamiento  o 
el  depósito  del  valor  de  una  letra  de  cambio  en  los  casos  en  que  proceda 
con  arreglo  a  k>  dispuesto  en  los  artículos  481,  492  y  498  de  este  Código, 
se  acomodará  a  los  trámites  prevenidos  en  el  libro  III,  parte  2a,  tít.  III  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  bastando  acompañar  a  la  demanda,  en  el  pri- 
mer caso,  el  protesto  que  acredite  la  falta  de  la  aceptación  de  la  letra  (37). 

Art.  523.  Contra  la  acción  ejecutiva  por  letras  de  cambio,  no  se  admi- 
tirán más  excepciones  que  las  consignadas  en  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil  (S8). 

Art.  524.  La  cantidad  de  que  un  acreedor  haga  remisión  o  quita  al 
deudor  contra  quien  repita  el  pago  o  reembolso  de  una  letra  de  cambio,  se 
entenderá  condonada  también  a  los  demás  que  sean  responsables  de  las 
resultas  de  la  cobranza. 

Art.  525.  No  tendrá  efecto  la  caducidad  de  la  letra  perjudicada  por  fal- 
ta de  presentación,  protesto  y  su  notificación  en  los  plazos  que  van  deter- 
minados, respecto  del  librador  o  endosante  que,  después  de  transcurridos 
dichos  plazos,  se  hubiere  saldado  del  valor  de  la  letra  en  sus  cuentas  con  el 
deudor,  o  reembolsado  con  valores  o  efectos  de  su  pertenencia. 

Art.  526.  Las  letras  de  cambk>  protestadas  por  falta  de  pago,  devenga- 
rán interés,  en  favor  de  los  portadores,  desde  la  fecha  del  protesto  (39). 

SECCIÓN  UNDÉCIMA 
Del  recambio  y  resaca 

Art.  527.  El  portador  de  una  letra  de  cambio  protestada  podrá  reem- 
bolsarse de  su  importe  y  gastos  de  protesto  y  recambio  girando  una  nueva 
letra  contra  el  librador  o  uno  de  sus  endosantes,  y  acompañando  a  este 
giro  lia  letra  original,  el  testimonio  del  protesto  y  la  cuenta  de  resaca,  que 
sólo  contendrá  las  partidas  siguientes :  la  Capital  de  la  letra  protestada. 
2a  Gastos  del  protesto.  3a  Derechos  del  sello  para  la  resaca.  4a  Comisión 
de  giro  a  uso  de  la  plaza.  5a  Corretaje  de  la  negociación.  6a  Gastos  de  la 
correspondencia.  7a  Daño  de  recambio. 

En  esta  cuenta  se  expresará  el  nombre  de  la  persona  a  cuyo  cargo  se 
gira  la  resaca. 

Art.  528.  Todas  las  partidas  de  la  resaca  se  ajustarán  al  uso  de  la  pla- 
za, y  el  recambio,  al  curso  corriente  del  día  del  giro;  lo  cual  se  justificará 
oon  la  cotización  oficial  de  la  Bolsa,  o  con  certificación  de  agente  o  corre- 
dor oficial,  si  los  hubiere,  o,  en  su  defecto,  con  la  de  dos  comerciantes 
matriculados. 

Art.  529.  No'  podrá  hacerse  más  que  una  cuenta  de  resaca  por  cada 
letra  de  cambio,  cuya  cuenta  satisfarán  los  endosantes  de  uno  en  otro>  hasta 
que  se  extinga  oon  el  reembolso  del  librador. 

Tampoco  habrá  que  abonar  más  de  un  recambio,  y  su  importe  se  gra- 

En  el  juicio  ejecutivo  sobre  leiras  de  cambio  no  son  admisibles  otros  medios  de  prueba  que  los 
señalados  en  el  artículo  1464  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil-  (S.  13  ©ñero  1920). 

(37)  Véanse  los  artículos  2.128  a  2.130  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

(38)  Véase  el  artículo  1.465  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

(39)  Los  efectos  de  la  morosidad  en  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  mercantiles  comienzan 
desde  el  momento  en  que  el  acreedor  interpela  al  deudor  judicial  o  notarialmente.  (S.  18  enero  1881). 

Véase  en  el  artículo  516  la  sentencia  de  25  de  enero  de  1898. 
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duará  aumentando  o  disminuyendo  la  parte  que  a  cada  uno  corresponda, 
según  que  el  papel  sobre  la  plaza  a  que  se  dirija  la  resaca,  se  negocie  en 
la  de  su  domicilio  con  premio  o  con  descuento,  cuya  circunstancia  se  acre- 
ditará mediante  certificación  de  agente,  corredor  o  comerciante. 

Art.  530.  El  portador  de  una  resaca  no  podrá  exigir  interés  legal  de 
su  importe,  sino  desde  el  día  en  que  requiriere  en  la  forma  del  art.  63  de 
este  Código,  a  la  persona  de  quien  tenga  derecho  de  cobrarlo. 

Generalidades  sobre  operaciones  bancarias  sobre  efectos  de  co- 
mercio. —  Las  operaciones  sobre  efectos  de  comercio,  constituyen  uno 
de  los  servicios  más  importantes  de  los  Bancos.  Cuando  un  comercian- 
te libra  un  efecto  sobre  un  cliente,  o  cuando  recibe  de  este  cliente 
un  efecto  aceptado  por  este,  puede,  si  sus  disponibilidades  son  bas- 
tantes, guardarlo  en  cartera,  enviarlo  al  cobro*  a  su  vencimiento,  o 
transmitirlo  a  otro  comerciante  en  forma  de  dejar  reglado  con  el  mis- 
mo otra  deuda  que  con  él  tenga  pendiente  a  plazo,  o  por  último,  des- 
contarla por  medio  de  su  banquero  a  fin  de  procurarse  los  fondos 
que  le  son  necesarios.  En  el  primer  y  tercer  caso  la  intervención  del 
banquero  es  inmediatamente  necesaria  y  en  el  segundo  lo  será  tam- 
bién en  cuanto  el  tenedor  del  efecto  deberá  en  un  momento  u  otro, 
presentarlo  al  cobro  o*  al  descuento. 

De  ello  se  sigue  que  son  dos  las  grandes  operaciones  que  practica 
la  Banca  respecto  los  efectos  de  comercio,  una  la  de  encaje  o  cobro,  y 
y  otra  la  de  descuento. 

De  los  efectos  de  comercio  para  encaje  o  cobro.  —  Los  tratadistas 

distinguen  entre  los  efectos  que  la  Banca  cobra  o*  encaja  por  cuenta 
propia,  de  aquellos  que  cobra  o  encaja  por  cuenta  de  otro  Banco  o 
de  clientes,  que  tienen  con  ella  relaciones  de  cuenta  corriente,  o  én 
general  de  particulares. 

Los  grandes  Bancos  de  emisión,  o  los  grandes  institutos  bancarios 
se  sirven  generalmente  de  los  Bancos  de  provincias  o  particulares 
acreditados  en  las  plazas  donde  no  tienen  sucursal  o*  agencia,  para  el 
cobro  de  sus  propios  efectos,  cuidando  de  corresponder  a  su  vez  con  el 
mismo  servicio  a  sus  corresponsales  en  las  grandes  plazas. 

El  cobro  o  encaje  se  hace  mediante  el  abono  de  una  tarifa  llamada 
bancariamente  tarifa  de  cobro  ( tari f fe  d'incasso  en  italiano,  tarif  d'in- 
cassement  en  francés). 

Esta  tarifa  varía  cuando  se  trata  de  cambiales  sobre  el  extranjero, 
ya  que  es  necesario  saber  el  importe  de  los  gastos  de  reembolso,  con- 
diciones del  cambio,  etc. 

Regularmente  los  grandes  bancos  reclaman  a  sus  corresponsales  el 
pronto  envío  de  las  sumas  cobradas,  como  créditos  líquidos,  aunque 
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algunas  veces  por  vía  de  compensación  de  sus  servicios,  consienten 
en  que  las  detengan  por  algún  tiempo.,  y  aun  en  concepto,  de  préstamo, 
en  cuyo  caso  se  suele  garantizar  con  depósitos  de  títulos  o  de  valores. 

De  ello  se  sigue  que  jurídicamente  los  corresponsales  de  los  Bancos 
que  reciben  efectos  para  su  cobro,  actúan  en  simple  calidad  de  man- 
datarios y  en  este  concepto  obran,  cuando  en  defecto  de  pago  de  las 
cambiales,  proceden  a  protestarlas  con  arregloi  a  ley,  y  por  la  misma 
razón,  siendo  el  Banco  remitente  propietario  de  la  cambial  cuyo 
cobro  ha  confiado  a  un  corresponsal,  en  caso  de  quiebra  de  este, 
tiene  derecho  a  reivindicarlas  y  deberán  ser  puestas  a  su  disposición, 
a  tenor  de  lo  dispuesto  en.  el  caso  5Q  del  art.  909  del  Código  dé  Co- 
mercio (40). 

Por  consiguiente  los  corresponsales  resultan  deudores,  solamente 
en  el  caso  de  haber  hecho  efectiva  la  letra  o  documento  de  crédito,  pa- 
sándola a  la  respectiva  cuenta  corriente  del  Banco  mandante.  Hasta 
tanto  que  el  respectivo  efecto  no  alcanza  el  vencimiento  o  no  es  hecho 
efectivo,  el  Banco  mandatario  o  cesionario  responde  del  mismo  sol- 
lámente en  cuanto  a  su  custodia  (41). 

El  encaje  o  cobro  de  efectos  mercantiles  confiado  de  Banco'  a 
Banco,  produce  entre  ellos  la  creación  de  la  cuenta  corriente  especial 
de  encaje  o  cobro  de  efectos,  resultante  por  lo  general  de  un  cambio 
de  correspondencia.  Esta  cuenta  corriente  especial  suele  sujetarse  a 
una  serie  de  condiciones  que  son  la  ley  del  contrato  entre  las  entidades 
bancaria^  y  que  generalmente  suelen  ser  las  siguientes  : 

a)  el  Banco  corresponsal  que  asume  el  encargo'  del  cobro,  puede 
ser  obligado  a  pagar  el  importe  de  los  efectos  vencidos  tan  luego  sean 
hechos  efectivos,  generalmente  a  los  dos  días  de  su  vencimiento. 

b)  el  Banco  cedente  o  sea  el  que  remite  las  letras  al  cobro,  tiene 
el  derecho  de  disponer  de  las  sumas  líquidas  a  su  crédito,  resultantes 
de  una  mayor  diferencia  sobre  el  importe  de  los  efectos  remitidos  al 
cobro,  cuando  el  mandato'  es  recíproco. 

c)  el  importe  de  los  efectos  tanto' a  débito  como  a  crédito,  deviene 
líquido  después  de  transcurridos  algunos  días  del  vencimiento. 

d)  el  cambio  varía  según  los  casos,  fijándose  ordinariamente  a  dios 
días  después  de  su  vencimiento,  tanto  para  las  cambiales  a  crédito 
como  a  débito. 


(40)  Caso  de  que  el  importe  de  eslas  letras  remitidas  al  cobro,  hubiere  sido  percibido  por  el 
quebrado  y  hubiese  en  la  masa  de  la  quiebra  metálico  bastante  para  verificar  el  reintegro,  el  Banco 
remitente  a  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  número  6o  del  mismo  articulo  909  del  Código  de  Comercio, 
tiene  derecho  a  que  se  le  considere  acreedor  de  dominio.  Véase  tesis  de  la  Sentencia  de  12  febre- 
ro 1897. 

(41)  Algunos  autores  como  Massa  Juan,  «Ragioneria  delle  aziende  prívate»,  opinan  que  aún  en  el 
caso  del  cobro  de  los  efectos,  el  corresponsal,  no  deviene  deudor,  sino  solamente  depositario  de  la 
cantidad  contante. 
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e)  si  el  Banco  corresponsal  no  satisface  La  diferencia  entre  su  cré- 
dito y  su  débito  en  relación  a  la  caución  prestada  -en  títulos  o  al  cré- 
dito abierto  concedido  por  el  Banco  remitente,  se  aplica  una  tasa  de 
interés  más  alta  de  la  convenida  para  tiempos  normales. 

f)  el  Banco  corresponsal  deberá  en  el  más  breve  plazo  posible 
avisar  al  Banco  cedente  de  haber  o  no  efectuado  el  cobro  de  los 
efectos,  devolviendo  en  el  segundo  caso  los  efectos  con  los  protestos 
y  nota.-,  de  gastos.  Ordinariamente  transcurridos  dos  o  cinco  días  del 
vencimiento,  se  consideran  los  efectos  remitidos  hechos  efectivos 
para  la  determinación  de  la  deuda  líquida  salvo  comunicación  en 
contrario.  Los  gastos  de  cualquier  clase,  comprendidos  los  postales, 
son  a  cargo  del  Banco  que  remite  los  efectos. 

g)  e¿  siempre  facultativo  de  cada  una  de  las  partes  contratantes 
el  rescindir  el  contrato,  con  un  preaviso  de  días  suficiente  para  el  cobro 
de  las  cambiales  remitidas  o  para  regulación  de  las  posiciones  pendien- 
tes con  otros  Bancos  de  la  plaza  del  Banco  corresponsal. 

h)  pueden  formar  parte  de  la  cuenta  corriente  cobro  de  efectos,  otras 
operaciones  distintas  de  las  directamente  relacionadas  con  la  exacción 
de  los  efectos,  pero  conservando  a  la  cuenta  su  especial  naturaleza  y 
contando  siempre  con  la  aquiescencia  de  Banco  remitente. 

Del  descuento  de  los  efectos  de  comercio. —  El  descuento  es  la 
operación  por  la  cual  un  banquero  anticipa  antes  del  vencimiento  el 
importe  de  un  crédito,  sustituyéndose  al  cedente  en  todos  sus  dere- 
chos respecto  del  librado  o  aceptante,  del  librador  y  de  todos  los  coó- 
bligados.  El  banquero  a  su  vez  puede  ceder  a  un  tercero  el  crédito  así 
adquirido  transformándole  en  dinero  para  hacer  frente  a  sus  obliga- 
ciones y  poder  dar  curso  a  nuevas  operaciones  que  se  le  propongan. 

Esta  operación  se  basa  principalmente  en  la  confianza  que  inspiran 
los  coobligados,  aumentando  aquella  conforme  aumenta  el  número 
de  cesiones  y  personas  que  en  virtud  de  ellas  resultan  coobligadas,  y 
especialmente  si  entre  ellas  figura  otro  banco  o  comerciante  o  indus- 
trial de  manifiesta  solvencia. 

La  operación  del  descuento  se  caracteriza  por  la  concesión  de  un 
plazo  de  vencimiento  que  va  de  un  mínimo  de  pocos  días  a  un  máximo 
de  tres  o  cuatro  meses.  El  documento  principalmente  descontable  es 
la  letra  de  cambio,  aun  cuando  se  descuentan  también  cheques,  títulos 
públicos,  cédulas^  cupones,  etc.,  de  títulos  públicos  o  privados,  no 
vencidos  aún,  warrants  de  almacenes  generales,  etc. 

El  descuento  de  la  letra  de  cambio  puede  obedecer  a  una  operación 
mercantil,  o  de  origen  comercial,  a  una  operación  de  crédito,  o  a  una 
operación  de  favor.  La  primera  supone  un  débito  del  librado  respecto 
del  librador  por  una  operación  de  compra  venta  de  mercancías  o  va- 
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lores.  La  segunda  nace  más  bien  de  préstamos  o  de  aceptaciones  por 
cuenta  de  terceros  o  también  de  aperturas  de  crédito. 

Las  letras  de  cambio  representativas  de  una  operación  de  favor,  y 
por  tanto  expresión  de  un  giro  ficticio;  esconden  casi  siempre  unaJ 
inmobilización.  Pueden  emitirse  en  forma  simplei  con  el  carácter  de 
renovables  a  su  vencimiento  y  acompañadas  de  garantías,  (hipotecas, 
pólizas  de  seguros  de  vida,  prenda,  cesión  de  créditos,  etc.),  también 
renovables  a  su  vencimiento.  Así  como  las  letras  de  cambio  comerciales 
o  de  crédito,  tienen  su  base  en  operaciones  mercantiles  de  venta  o  d¡e 
transformación  de  productos,  las  letras  de  cambio  representativas  de 
una  operación  de  favor  o  mutua,  representan  una  promesa  de  pago 
dada  a  un  Banco  por  los  ooobligados  en  la  letra,  para  procurarse 
éstos  de  aquella  los  medios  necesarios  para  las  atenciones  ordinarias 
o  de  la  industria  o  comercio),  o  para  hacer  i  rente  a  excepcionales  cir- 
cunstancias, como  son  la  extinción  de  deudas  contraídas  a  diversos 
plazos  de  vencimiento,  etc.  Generalmente  estas  cambiales  llevan  firmas 
de  personas  solventísimas  que  o  son  directamente  deudoras,  o  se  pres- 
tan por  motivos  de  parentesooi  o  de  amistad  a  garantizar  el  reembol- 
so de  la  deuda,  de  lo  cual  nace  el  nombre  de  letra  de  favor. 

Aún  cuando  la  letra  de  favor  puede  venir  garantizada  por  una  hi- 
poteca, no  ha  de  confundirse  la  naturaleza  de  estas  cambiales  de  favor, 
con  aquellas  cambiales  que  el  Banco  puede  recibir  sólo  a  título  de 
garantía  de  otras  obligaciones  principales,  como  son  las  cambiales  en 
garantía  de  aperturas  de  crédito,  o  de  otros  contratos  quirografarios, 
las  cuales  comunmente  no  entran  en  la  cartera  del  Banco. 

Las  cambiales  de  favor  se  emiten  generalmente  a  largo  plazo  de 
vencimiento,  a  seis  meses  y  aún  a  un  año.  Las  cambiales  ordinarias 
comerciales,  tienen  un  plazo  de  vencimiento  breve  que  no  suele  ex- 
ceder de  noventa  días.  Bancariamente  la  letra  de  cambio  a  breve 
plazo,  constituye  la  garantía  más  segura  y  más  fácil  de  la  disponibili- 
dad de  un  Banco,  pues  que  en  momentos  de  crisis,  aún  Jas  cambiales 
acompañadas  de  firmas  de  primer  orden,  pero  a  largoi  plazoi  de  ven- 
cimiento, encuentran  serias  dificultades  para  el  redescuento  en  los 
Bancos  de  emisión  o  por  los  demás  grandes  Institutos  bancarios. 

En  condiciones  normales  la  tasa  del  descuentoi  no  puede  ascender 
más  allá  del  tipo  ordinario  de  los  beneficios  comerciales.  En  momentos 
de  crisis  y  de  carestía  de  dinero,  la  tasa  del  descuento  se  eleva  por 
encima  del  nivel  máximo  ordinario.  Esta  tasa  o  precio  de  costo  del 
préstamo,  suele  componerse  de  elementos  directos  o  específicos  y  d|e 
elementos  generales. 

Son  específicos  aquellos  que  tienen  relación  íntima  y  directa  con 
cada  operación,  como  los  intereses  de  los  capitales  invertidos  y  el 
premio  del  seguro  por  el  riesgo  que  corre  el  Banco  de  no  recobrar  su 
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crédito,  y  aún  se  puede  añadir  los  gastos  que  la  Banca  debe  sostener 
por  la  negociación  o  cobro  de  los  efectos  sobre  plazas  determinadas. 

Son  elementos  generales  del  descuento,  el  importe  de  los  gastos  de 
administración  y  de  personal,  el  premio  del  seguro  por  el  riesgo  que 
corre  el  Banco  de  tener  que  hacer  frente  al  reembolso  de  muchos  de- 
pósitos, redescuentos,  ventas  de  títulos,  reportes,  etc.  También  como 
hace  notar  el  autor  D 'Angelo  W  en  la  fijación  de  la  tasa  del  descuento 
influyen  mucho  las  condiciones  particulares  del  Banco  y  las  del  am- 
biente de  la  plaza,  es  decir,  de  una  parte  las  disposibilidades  bancarias 
del  Instituto  y  de  otra  la  competencia  comercial  de  otros  Bancos. 

Consideraciones  que  presiden  a  la  fijación  del  descuento.  —  En 

general  la  tasa  del  descuento  practicado  por  los  Bancos  depende  de 
estos  factores : 

a)  consideración  personal  que  puede  merecer  el  cliente, 

b)  facilidad  de  poder  redescontar  los  efectos. 

c)  disponibilidad  de  caja. 

En  cuanto  hace  referencia  al  primer  factor,  influye  la  bondad  de 
la  firma,  el  crédito  de  que  disfruta  en  la  plaza,  la  importancia  de  los, 
abonos  y  entregas,  el  movimiento  de  su  cuenta,  la  naturaleza  de  las 
operaciones  que  efectúa  con  el  Banco,  etc.,  y  especialmente  el  género 
de  comercio  e  industria  por  la  mayoir  o  menor  facilidad  con  que  use 
de  las  cambiales  y  por  tanto  la  frecuencia  o  razón  de  retorno  de 
impagados. 

Con  referencia  a  la  facilidad  de  poder  redescontar,  diremos  que  los 
efectos  a  tres  meses  son  preferibles  a  letras  a  largo  plazo,  especial- 
mente para  las  de  plazo  superior  a  seis  meses,  cuyos  efectos  suscitan 
la  sospecha  de  que  no  representan  o  sólo  lo  representan  en  parte 
operaciones  comerciales  y  que  ordinariamente  son  objeto  de  renova- 
ciones parciales.  Téngase  en  cuenta  que  en  tanto  es  mejor  la  cartera 
de  un  Banco  en  cuanto  son  escasas  las  renovaciones. 

Los  Bancos  aparte  de  estas  consideraciones,  deben  tener  por  norma 
el  rechazar  de  su  cartera  las  letras  que  no  obedezcan  a  operaciones 
puramente  mercantiles,  y  por  consiguiente  las  cambiales  que  obede- 
cen a  operaciones  de  comodato,  especialmente  conocidas  en  el  comer- 
cio con  el  nombre  de  pelotas,  cuyo  origen  a  veces  no  es  fácil  descubrir. 

En  cuanto  al  factor  disponibilidad  de  caja,  es  como  se  comprende 
un  factor  que  ha  de  apreciar  absolutamente  la  administración  del 
Banco. 

Descuento  a  f orf ait.  —  Se  dice  que  una  cambial  es  descontada  a 
forfait  cuando  el  Banco  que  la  descuenta,  releva  a  su  librador  de  toda 


(42}  «Traltato  di  Técnica  Bancaria».  Roma,  1918- 
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responsabilidad  por  falta  de  pago  o  sea  que  asume  el  riego  de  in- 
solvencia del  deudor.  En  este  caso<  el  ceden  te  garantiza  únicamente 
la  autenticidad  del  crédito  y  de  la  firma. 

El  descuento  a  forfait  no  es  una  operación  corriente  de  banca  en 
virtud  del  álea  o  riesgo  que  representa,  y  se  practica  generalmente 
por  Bancos  extranjeros  que  habiendo  encontrado  negocios  en  un 
país  en  grande  escala,  quieren  reducir  O'  eliminar  el  riesgo  proveniente 
de  la  liquidación  de  aquellos. 

Tasa  oficial  del  descuento  en  España.  Tipos  del  descuento  oficial 
en  las  principales  capitales  bancarias- — -Los.  grandes  Bancos  de 
depósito  y  de  descuento,  no  dependen  hoy  tan  estrechamente  como 
ocurría  antiguamente,  de  los  Bancos  de  Emisión.  Con  las  grandes 
sumas  recogidas  en  depósito  y  en  cuenta  corriente,  han  formado  un 
mercado  propio,  con  tasas  particulares  de  descuento  (tasa  libre) 
siempre  inferiores  al  descuento  oficial  que  fijan  con  la  debida  auto- 
rización gubernativa  los  grandes  Bancos  de  Emisión. 

El  Banco  de  España  tiene  actualmente  fijada  la  tasa  al  5  V2. 

A  continuación  publicamos  los  tipos  de  desseuento  oficial  de  los 
Bancos  de  Estado  y  de  emisión. 

Tipos  del  descuento  oficial 


Sede  Tanto 
de  los  Bancos  por  100  Fecha  en  que  empezaron  a  regir 


Londres   3  Va    Desde  15  de  junio  1922. 

Bruselas   4  V2  »  8  de  mayo  1922. 

Amsterdam.  .  .  .  4  1/2  »  1  de  julio  1915. 

Nueva  York  .  .  .  4  Va  »  19  de  mayo  1922. 

Berlín   10  »  13  de  noviembre  1922. 

París   5  »  13  de  marzo  1922. 

Praga   5  »  27  de  abril  1922. 

Stokolmo   5  »  10  de  marzo  1922. 

Roma   5  V2  »  17  de  febrero  1920. 

Madrid   5  V2  »  17  de  mayo  1922. 

Cristianía   5  V2  »  16  de  mayo  1922. 

Copenhague  ...  5  V2  »  5  de  noviembre  1921. 

Bucarest   6  »  4  de  septiembre  1920. 

Sofía   6  V2  »  14  de  junio  1919. 

Atenas   6  V2  »  15  de  mayo  1920. 

Viena   7  »  19  de  septiembre  1921 

Varsovia   7  »  19  de  septiembre  1921 

Lisboa   7  »  3  de  septiembre  1920. 

Japón   8  »  8  de  noviembre  1919. 


Del  redescuento.  —  Los  institutos  de  emisión  y  los  grandes  Bancos 
libres,  constituyen  otras  tantas  fuentes  de  crédito,  fuentes  que  son 
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reservas  para  las  pequeñas  bancas  que  vienen  obligadas  a  transformar 
en  dinero  contante  una  parte  de  su  cartera  para  poder  hacer  frente 
a  muchos  reembolsos,  o  cuando  las  demandas  de  nuevas  operaciones 
activas  exceden  de  cierto  límite. 

Las  operaciones  de  redescuento  a  las  cuales  acuden  frecuentemen- 
te los  pequeños  bancos  con  capitales  modestos,  se  basan  en  la  ganancia 
del  margen  de  la  diferencia  entre  la  tasa  aplicada  al  redescuento  por 
el  instituto  mayor  y  el  abonado  por  el  descuento  por  parte  de  su  clien- 
te. Algunas  veces  el  redescuento  es  solamente  comisión  de  cobro  con- 
fiada; a  un  banco  de  importancia  por  parte  de  otro  banco  que  no  cuen- 
ta con  corresponsal  en  la  plaza  en  donde  el  efecto  ha  de  ser  pagado. 
Esta  operación  es  justificable  en  el  negocio  bancario,  en  cambio  la 
primera  es  indicio  siempre  de  escasez  de  capitales  y  de  desprestigio 
enfrente  de  la  clientela  que  aprecia  como  una  muestra  de  solvencia 
la  permanencia  de  un  efecto  en  cartera  hasta  su  vencimiento. 


CAPÍTULO  V 
Operaciones  sobre  efectos  de  Comercio 

(Continuación) 

Definición  de  la  letra  de  cambio.  —  Su  naturaleza  jurídica.  —  Requisitos  que  debe  contener  la  letra  de 
cambio  Requisitos    esenciales  Requisitos  accidentales. 

Del  endoso.  —  Endosos  propiamente  dichos.  —  Endosos  impropiamente  dichos.  —  Requisitos  que  debo 
conten;  r  el  endoso.  —  Endoso  en  blanco.  —  Efectos  de  la  omisión  y  alteración  de  fecha  en  el  en- 
doso. 

Garantías  de  pago  de  la  letra  de  cambio-  Provisión  de  fondos.  —  Aceptación. — Forma  de  la  acepta- 
ción.—  Negativa  do  la  aceptación.  —  Aval. —Pago  de  la  letra  de  cambio.  —  Usos. — Moneda  en 
que  debe  pagarse  la  cambia!.  —  Efectos  del  pago.  —  Pérdida  de  la  letra  de  cambio. 

Del  protesto.  —  Naturaleza  jurí  li  a.  —  Eficacia  del  protesto.  —  Requisitos- —  Aceptación  y  pago  por 
intervención.  —  Efectos  del  pago  por  intervención. 

Principios  fundamentales  de  la  acción  ejecutiva  cambiaría.  —  Principios  procesales  que  regulan  la 
acción  cambiaría-  —  Casos  que  se  ofrecen-  —  Acción  para  afianzamiento  o  depósito  del  valor  de 
una  letra  de  cambio. 

Recambio  y  resaca. 

Algunas  modalidades  especiales  que  presenta  la  letra  de  cambio  en  las  legislaciones  italiana,  fran- 
cesa o  inglesa. 

Derechos  de  Timbre  de  los  efectos  de  comercio.  —  Letra  de  cambio.  —  Ley  de  19  octubre  1922  y  dispo- 
sición 35  ley  de  26  julio  1922. 

Definición  de  la  letra  de  cambio.  —  La  letra  de  cambio,  es  un  es- 
crito redactado  en  forma  de  carta  abierta,  por  el  cual  el  librador  o 
suscriptor  da  orden  al  librado  de  pagar  al  tomador  beneficiario^  o 
a  la  persona  ordenada  por  éste,  una  cierta  cantidad  de  dinerp,  ya 
en  el  mismo  lugar  de  la  emisión  ya  en  lugar  distinto. 

La  letra  de  cambio,  como  expresiva  que  es  del  contrato  de  cambio, 
se  reputa  siempre  acto  mercantil  y  todos  los  derechos  y  acciones  que 
de  ella  se  originen  sin  distinción  de  personas,  se  regirán  por  las  dis- 
posiciones del  Código  de  Comercio  (art.  443  del  Código  de  Comercio). 

Su  naturaleza  jurídica.  —  La  letra  de  cambio  es  un  título  de  cré- 
dito, formal,  literal  y  a  la  orden,  que  contiene  la  promesa  y  la  orden 
de  pagar  la  suma  indicada  en  el  título  al  legítimo  poseedor  del  mismo. 

Es  título  de  crédito,  porque  la  cambial  es  símbolo  de  la  confianza 
que  el  tomador  tiene  respecto  del  librador  o  respecto  del  librado,  y 
asimismo  es  símbolo  de  la  confianza  que  le  inspiran  los  sucesivos 
poseedores  respecto  de  los  coobligados  solidarios  precedentes. 

Pero  es  sustancialmente  título  de  crédito  porque  presenta  dos  re- 
quisitos : 

iQ  El  derecho  crediticio  se  identifica,  e  incorpora  en  el  documen- 
to que  lo  representa. 
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2Q  Es  título  de  crédito  porque  cada  poseedor  asume  el  propio 
derecho  de  un  modo  autónomo  y  particular  directamente  del  título 
y  no  de  la  persona  que  se  lo  ha  transferido. 

Es  además  la  letra  de  cambio,  documento  literal  y  formal.  Vale 
por  lo  que  dice,  y  en  consecuencia  basta  que  una  escritura  auténtica 
sea  extendida  en  un  título  que  reúna  todos  los  requisitos  esenciales 
de  una  cambial  para  que  se  produzca  una  obligación  cambiaria.  Aún 
en  el  caso  de  firmar  un  aceptante  con  error,  o  en  el  ¡de  poner  la  acep- 
tación en  una  cambial  en  que  la  firma  del  librador  sea  falsa,  el  acep- 
tante viene  obligado  cambiariamente. 

La  suscripción  de  la  cambial,  debe,  no  obstante,  ser  auténtica  y  de 
puño  y  letra  del  suscriptor,  pues  de  no  ser  así  el  aceptante  puede  re- 
chazarla y  negarse  a  su  pago  por  falsedad  de  la  firma,  teniendo  a  su 
favor  la  presunción  de  certeza  de  su  aserto,  correspondiendo  la  prue- 
ba de  lo  contrario  al  que  exhibe  la  cambial.  En  cambio^  cuando  el 
aceptante  reconoce  como  suya  la  firma  pero  excepciona  alegando 
que  se  ha  producido  una  alteración,  por  ejemplo  en  la  cantidad  que 
era  de  100  y  aparece  ahora  de  i.ooo,  corresponde  al  que  opone  la 
excepción  la  prueba  de  su  afirmación,  siendo  la  consecuencia  que  en 
el  caso  de  ser  judicialmente  atendida  la  excepción,  no  tendrá  ningún 
valor  cambiario  la  aceptación. 

Requisitos  que  debe  contener  la  letra  de  cambio.  —  La  letra  de 
cambio  deberá  contener  para  que  surta  efecto  en  juicio  :  iQ  La  de- 
signación del  lugar,  día,  mes  y  año  en  que  la  misma  se  libra.  22  La 
época  en  que  deberá  ser  pagada.  32  El  nombre  y  apellido,  razón  social, 
o  título  de  aquel  a  cuya  orden  se  mande  hacer  el  pago.  42  La  cantidad 
que  el  librador  manda  pagar,  expresándola  en  moneda  efectiva  o  en 
las  nominales  que  el  comercio  tuviere  adoptadas  para  el  cambio. 
52  El  concepto  en  que  el  librador  se  declara  reintegrado  por  el  toma- 
dor, bien  por  haber  recibido  su  importe  en  efectivo,  o  mercaderías  u 
otros  valores,  lo  cual  se  expresará  con  la  frase  de  «valor  recibido», 
bien  por  tomárselo  en  cuenta  en  las  que  tenga  pendientes,  lo  cual  se 
indicará  con  la  de  «valor  en  cuenta»  o  «valor  entendido».  6Q  El  nom- 
bre y  apellido,  razón  social  o  título  de  aquel  de  quien  se  recibe  el 
importe  de  la  letra,  o  a  cuya  cuenta  se  carga.  72  El  nombre  y  apellido, 
razón  social  o  título  de  la  persona  o  compañía  a  cuyo  cargo  se  libra, 
así  como  también  su  domicilio.  8Q  La  firma  del  librador,  de  su  propio 
puño,  o  de  su  apoderado'  al  efecto  con  poder  bastante  (art.  444  del 
Código  de  Comercio). 

Requisitos  esenciales.  —  Los  requisitos  esenciales  de  la  letra  de 

cambio,  los  siguientes : 
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iQ  Los  nombres  de  las  partes.  Concurren  en  la  emisión  de  la  cam- 
bial solamente  el  librador  y  el  tomador.  El  librado  solamente  inter- 
viene posteriormente,  en  el  caso  de  aceptarla.  La  indicación  del  nom- 
bre del  librador  puede  sustituirse  por  la  de  un  mandatario,  y  puede 
ser  firmada  la  letra  por  poder.  La  prueba  de  la  falsedad  o  ineficacia) 
del  poder,  compete  en  su  caso  al  ejecutado:  como  excepción  dentro 
del  juicio  ejecutivo.  El  tomador  representa  el  beneficiario  en  con- 
cepto de  anticipante  de  fondos  al  librador,  es  decir,  quien  ha  des- 
contado el  valor  o  lo  ha  recibido  en  pago 

22  La  cláusula  a  la  orden  de...  Es  la  indicación  del  nombre  del  be- 
neficiario, a  fin  de  que  la  trasmisión  pueda  hacerse  por  vía  de  endoso. 
En  España  no  se  admite  la  cambial  al  portador  como  en  Inglaterra. 

La  cláusula  a  la  orden  es  el  carácter  distintivo  de  la  letra  de  cam- 
bio, creada  para  circular.  Cualquier  efecto  mercantil  que  no.  tenga  la 
cláusula  a  la  orden,  no  es  ninguna  letra  de  cambio.  Será  un  mandato 
de  pago,  un  simple  recibo  pero  no  una  letra  de  cambio.,  aún  cuand|d 
contenga  el  endoso  en  forma. 

La  indicación  del  tiempo,  puede  señalarse  de  ocho  distintas  mane- 
ras: ia  Fijando  que  la  letra  se  pague  a  la  vista;  2a  Que  se  pague  a 
uno  o  más  días  vista;  3a  Que  se  pague  a  uno  o  más  meses  vista; 
4a  Que  se  pague  a  uno  o  más  días  fecha;  5a  Que  se  pague  a  uno  o 
más  meses  fecha;  6a  que  se  pague  a  uno  o  más  üsos í1);  7a  que  se 
pague  a  un  día  fijo  y  8a  que  se  pague  a  una  fecha  determinada. 

3a  Cantidad  a  pagar.  La  indicación  de  la  suma  a  pagar  debe  ser 
cierta  y  determinada  y  suele  figurar  en  cifras  en  la  parte  superior 
o  inferior  y  en  letras  en  el  cuerpo  escrito  del  documento.  El  Código 
agrega  que  debe  espresarse  la  moneda  efectiva  o  la  nominal  que  el 
comercio  tuviere  adoptada  para  el  cambio1.  Cualquiera  otra  forma 
sería  absolutamente  nula.  El  Código  de  Comercio,  francés  en  su  artí- 
culo 110,  reputa  nula  la  cláusula  que  expresa  «págase  a  saldo  de  una 
cuenta»,  lo  cual  equivale  a  una  orden  de  pago.  La  promesa  de  pago,  se 
tiene  por  no  escrita.  En  Austria  la  promesa  de  pagar  los  intereses 
se  tiene  por  no  escrita.  El  Código  italiano1  en  su  art.  291,  reputa  ver- 
dadera la  cifra  menor,  en  la  disparidad  de  importe  entre  la  cifra  y  la 


(1)  En  lenguaje  comercial  se  llama  uso  a  un  cierto  número  de  días  que  la  costumbre  de  la  po- 
blación en  que  se  expide  la  letra,  ha  determinadlo  a  los  efectos  del  pago. 

En  España  el  uso  tinne  la  duración  que  marca  el  art.  453  del  Código  de  Comercio. 

En  Francia  el  uso  consiste  en  un  período  de  30  días  para  las  letras  de  comercio  del  Interior: 
de  3  meses  para  las  que  se  giran  desde  el  continente  o  islas  de  Europa  y  Argcila  pagaderas  en  las 
posesiones  francesas:  de  4  meses  para  las  giradas  desde  el  litoral  del  Mediterráneo  y  Mar  Negro 
sobre  las  posesiones  francesas  o  desde  los  Estados  de  Africa,  más  acá  del  Cabo  de  Buena  Esperanza, 
y  desde  los  Estados  de  América  más  acá  del  Cabo  de  Hornos:  y  de  12  meses  para  los  demás  países- 

En  Inglaterra  el  uso  es  de  un  mes- 

En  Alemania  sólo  admiten  el  uso  Sajonia  y  Baviera. 

En  Austria  el  uso  tiene  14  días  contados  después  de  la  fecha  de  la  aceptación. 
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cantidad  escrita  en  letra.  En  Alemania  por  el  contrario  se  reputa 
verdadera  la  cantidad  escrita  en  letras. 

42  Fecha  y  lugar  del  pago   La  indicación  del  tiempo  es  necesaria 
para  fijar  el  trascurso  del  término  de  pago  de  la  cambial  a  tanto*  tiem- 
po fecha,  para  juzgar  si  er>  la  cambial  a  la  vista  ha  transcurrido  el 
tiempo  útil  para  la  presentación  y  finalmente  para  establecer  la  capa- 
cidad de  los  obligados. 

La  indicación  del  lugar  es  necesaria  porque  el  efecto  viene  sometido 
en  primer  término  a  la  ley  del  lugar  de  creación,  sucesivamente  por 
las  operaciones  que  se  efectúan  sobre  la  misma  cambial  por  la  ley 
del  lugar  en  el  que  la  operación  se  cumple.  Así  por  ejemplo  la  cam- 
bial puede  circular  en  Italia  por  el  simple  endoso  en  blanco.  Presenta- 
da esta  cambial  en  Francia  o-  en  España,  será  opuesta  una  excepción 
de  forma  y  carecerá  de  fuerza  cambiaría  o  ejecutiva.  En  cambio  di- 
rigida la  acción  contra  los  libradores  de  Italia,  producirá  todos  los 
efectos  previstos  por  la  ley  para  su  reembolso. 

59  Vencimiento.  O  sea  la  época  dentro  de  la  cual  la  cambial 
debe  pagarse.  El  vencimiento  debe  ser  único  para  toda  la  cantidad 
importe  de  la  letra.  No  son  admisibles  en  España  las  cambiales  a  par- 
tes como  en  Inglaterra.  Los  meses  se  computan  por  el  calendario 
Gregoriano.  Si  el  vencimiento  se  fija  para  la  mitad  del  mes,  la  cam- 
bial vence  el  día  15,  y  si  es  fijada  al  principio  de  mes,  viene  respectiva- 
mente el  primero  o  el  último  día  del  mes. 

6e  El  concepto  de  reintegro.  Hemos  visto  ya  en  el  apartado  ante- 
rior los  ■conceptos  por  los  cuales  autoriza  el  Código  de  Comercio 
para  declararse  reintegrado. 

Requisitos  accidentales.  —  Requisitos  accidentales  de  la  letra  de 

cambio  son  los  siguientes : 

12  Diversidad  de  ejemplares.  El  Código  en  su  artículo  448,  autori- 
za a  los  tomadores  para  exigir  de  los  libradores  la  expedición  de  se- 
gundas y  terceras  y  cuantas  necesiten  y  les  pidan  de  un  mismo  tenor, 
siempre  que  la  petición  se  hiciese  antes  del  vencimiento  de  las  letras, 
esperando  en  todas  ellas  que  no  se  reputarán  válidas  si  no  en  el 
caso  de  no  haberse  hecho  el  pago,  en  virtud  de  la  primera  o  de  otras 
de  las  expedidas  anteriormente  (art.  448  del  Código  de  Comercio). 
En  defecto  de  ejemplares  duplicados  de  la  letra  expedida  por  el  li- 
brador, podrá  cualquier  tenedor  dar  al  tomador  una  copia,  expresan- 
do que  la  expide  a  falta  del  original  que  se  trate  de  suplir.  En  esta 
copia  deberán  insertarse  literalmente  todos  los  endosos  que  contenga 
el  original  (art.  449  del  Código  de  Comercio). 

2Q  Formas  de  emisión  de  las  letras  de  cambio.  El  suscriptor  de  la 
letra  de  cambio,  reúne  en  sí  las  dos  cualidades  de  librador  y  toma- 
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dor,  cuando  gira  la  letra  a  su  propia  orden.  Puede  girarla  a  cargo 
de  una  persona,  para  que  haga  el  pago  en  el  domicilio  de  un  tercero. 
También  puede  hacerlo  a  su  propio  cargo,  en  lugar  distinto!  de  su 
domicilio.  Así  también  a  cargo  de  otro  en  el  mismo  punto  de  la  resi- 
dencia del  librador.  Y  finalmente  a  nombre  propio,  pero  por  orden 
y  cuenta  de  un  tercero,  exponiéndose  así  en  la  letra.  Esta  circunstan- 
cia dice  la  ley,  no  alterará  la  responsabilidad  del  librador  ni  el  te- 
nedor adquirirá  derecho  alguno  contra  el  tercero',  por  cuya  cuenta 
se  hizo  el  giro. 

3Q  Domiciliatario  Una  letra  de  cambio  puede  ser  librada  a  cargo 
de  una  persona  y  pagadera  en  el  domicilio  de  un  tercero,  previendo 
el  caso  de  que  el  librado  al  vencimiento  pueda  no  hallarse  en  sui  do- 
micilio. Lo  más  frecuente  es  hallar  la  domiciliación  de  las  letras  cerca 
de  bancos  o  banqueros  en  cuyo*  caso  la  persona  o  entidad  designada 
se  llama  domiciliatario.  Este  domicilio  puede  inducirlo  el  librador 
al  emitir  la  cambial  o  el  aceptante  en  el  momento1  de  la  aceptación. 
Por  lo  común  es  el  librado  quien  de  acuerdo  con  el  librador  indica 
que  la  letra  debe  ser  remitida  a  determinado  banquero,  encargado 
de  efectuar  el  pago.  El  librado  pone  entonces  la  indicación:  «Paga- 
dera en  el  Banco  X». 

42  Letra  de  cambio  librada  por  cuenta  de  tercero.  La  autoriza  el 
caso  5Q  del  artículo  446  del  Código  de  Comercio.  Se  trata  del  caso 
de  una  letra  de  cambio  librada  por  persona  en  nombre  propio,  pero 
actuando  por  orden  y  cuenta  de  un  tercero,  espresándolo  así  en  la 
letra.  El  librador  en  este  caso,  es  sencillamente  un  comisionista  de 
quien  da  la  orden  de  emisión  de  la  letra  y  la  orden  al  librado  dle 
pagarla. 

El  librador  por  orden  y  cuenta  de  tercero,  viene  obligado'  como 
un  librador  ordinario  respecto'  del  portador.  Está  obligado  igualmente 
respecto  de  los  endosantes  y  del  portador  en  oaso>  de  falta  de  acep- 
tación o  de  pago. 

5Q  Según  aviso.  El  librado  en  este  caso,  no  debe  bajo  pena  de 
responsabilidad,  aceptar  o  pagar  la  letra  antes  de  que  el  librador  le 
haya  transmitido  un  aviso  con  anticipación. 

62  Sin  garantía.  Mediante  esta  cláusula,  el  librador  y  endosantes, 
garantes  en  principio  de  la  aceptación)  y  del  pago  de  la  letra  decambio, 
se  libran  de  esta  garantía  y  de  las  responsabilidades  que  puede  exigir 
el  portador  no  pagado.  Sin  embargo  el  librador  que  no  hubiese  hecho 
provisión  de  fondos,  no-  puede  suscribir  esta  cláusula,  ya  que  se  en- 
riquecería sin  causa  en  detrimento  de  los  endosantes  y  del  portador. 

72  Sin  gastos.  Esta  cláusula  permite  al  portador  de  una  letra 
no  pagada  a  su  vencimiento  prescindir  del  protesto  por  falta  de  pago 
y  de  llenar  las  formalidades  necesarias  para  asegurar  el  éxito  de  su 
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acción  ejecutiva.  Caso  de  dejar  incumplí  mentada  esta  cláusula,  los 
gastos  que  origine  vienen  a  su  cargo. 

Cuando  se  dice  que  la  ausencia  de  un  requisito  esencial  invalida 
la  cambial,  no  precisa  entender  que  con  dicho  defecto  se  extinga  la 
obligación  principal.  Una  interpretación  semejante  sería  absurda.  La 
cambial  es  un  título  que  se  diferencia  de  los  normales  reconocimientos 
de  deuda,  por  el  especial  privilegio  ejecutivo  que  la  ley  les  reconoce. 
Pero  para  que  este  privilegio  cambiario  pueda  invocarse,  es  necesario 
que  hayan  sido  observadas  las  formalidades  legales.  La  falta  de  un 
requisito  cambiario  destruye  la  acción  cambiaria,  pero  no  cambia  las 
relaciones  directas  de  obligación  entre  los  contratantes,  ni  perjudica 
la  causa  material  que  ha  sido  el  fundamento  de  la  obligación.  La  letra 
de  cambio  irregular  viene  a  ser  un  simple  documento  privado  proba- 
torio de  una  deuda  y  sirve  como  prueba  del  crédito. 

Del  endoso.  Endosos  propiamente  dichos.  —  Siendo  la  naturaleza 

de  la  cambial,  ser  título  esencialmente  a  la  orden,  el  endoso  es  lia 
ley  de  su  circulación.  El  endoso  es  por  consiguiente  un  contrato  acce- 
sorio por  medio  del  cual  el  legítimo  poseedor  de  la  cambial  (librador), 
con  una  declaración  escrita,  fechada  y  firmada  por  él,  y  con  la  entrega 
material  del  título,  transfiere  a  otra  persona  endosatario  la  propie- 
dad del  mismo  y  los  derechos  que  de  él  emanan. 

La  entrega  material  del  efecto  es  de  rigor  para  considerarse  trans- 
mitida, puesto  que  mientras  la  letra  permanece  en  manos  del  endosan- 
te, puede  este  siempre  con  un  sencillo  trazo  de  pluma  anular  el  endoso. 
Con  tal  forma  de  transmisión  se  prescinde  evidentemente  del  deudor^ 
pero  al  mismo  tiempo  a  cada  transmisión  va  concentrándose  en  el 
documento  un  mayor  valor  económico  y  jurídico  en  cuanto  cada  fir- 
mante viene  a  resultar  en  definitiva  un  nuevo  garante  del  pago  de 
su  importe. 

El  endoso  se  ha  calificado  de  letra  abreviada.  El  endosante  asume 
con  el  endoso  el  mismo  papel  que  el  librador  cuando  emite  la  cambial 
original.  El  endosante  y  el  librador  comunican  una  orden  al  librado, 
transfieren  igualmente  la  propiedad  de  la  cambial  y  asumen  igual- 
mente una  garantía  solidaria  para  su  aceptación  y  pago  del  efecto. 
Sólo  que  existe  una  diferencia,  cual  es  que  mientras  el  contrato  entre 
librador  y  tomador  da  origen  al  título  de  cambio,  el  endoso  presupone 
su  existencia  y  no  pueden  transmitirse  por  medio  de  él,  derechos  mayo- 
res de  los  que  vienen  contenidos  en  el  primer  contrato. 

Ordinariamente  el  endoso  propiamente  dicho  sin  ligamen  a  cláu- 
sula ni  a  condición  alguna,  se  escribe  al  dorso  de  la  cambial.  Toma, 
el  nombre  de  girata  en  Italia,  endossement  en  Francia,  indossament  en 
Alemania  y  de  endorsement  en  Inglaterra,  formulándose  comúnmen- 
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te  así:  «Páguese  a  la  orden  de  Don         Barcelona,   Firma.» 

La  firmará  el  particular  o  el  representante  autorizado'  de  la  persona 
jurídica  que  endosa  el  efecto. 

En  el  caso  de  que  el  endoso  contenga  la  indicación  del  endosatario, 
la  fecha  y  la  firma  del  endosante,  llámase  endoso  completo  o  lleno,  mien- 
tras que  si  falta  la  indicación  del  endosatario  o  consiste  solamente 
en  el  nombre  del  endosante  o  de  la  razón  social,  con  o  sin  fecha,  toma 
el  nombre  de  endoso  en  blanco. 

El  endoso  en  blanco  está  autorizado  por  nuestro  Código  de  Comer- 
cio en  su  art.  465.  De  lo  previsto  en  este  artículo  y  en  103462,463  y¡ 
533,  se  deduce  que,  para  la  validez  del  endoso  en  blanco,  según  el  te- 
nor de  estos  preceptos  y  los  usos  del  Comercio,  basta  la  firma  del 
poseedor  legítimo  del  efecto,  pudiendo-  el  adquirente  O'  tenedor  del 
mismo,  al  extender  delante  de  aquélla  la  f  órmula  de  transmisión  para 
cederlo  a  un  tercero  o  cobrarlo  el  día  de  su  vencimiento,  omitir  la 
expresión  de  su  valor,  pero  no  la  fecha  obligatoria  según  el  art.  463 
para  la  eficacia  del  endoso,  lo>  cual  no<  se  opone  a  que  el  endosante  enj 
blanco  la  consigne  y  haga  uso  de  las  demás  precauciones  que  su  in- 
terés le  aconseje  con  arreglo  al  párrafo'  2Q  del  art.  467  (2). 

Endosos  impropiamente  dichos.  —  Aparte  de  los  endosos  estudia- 
dos, en  los  cuales  se  transfiere  la  propiedad  de  la  cambial  con  liaj 
garantía  subsidiaria  del  endosante  al  pago  de  la  cambial,  cuando  el 
girado*  o  principal  obligado  no  la  pague,  existen  en  la  vida  comercial 
los  endosos  impropios  en  los  cuales  en  todo'  o  en  parte,  con  mayores  o 
menores  modificaciones,  estos  efectos  no  se  producen.  Citaremos 
entre  otros  los  siguientes : 

is  Endoso  por  poder  o  al  cobro.  En  este  caso  el  endoso  no  produce 
transferencia  de  propiedad.  El  endosatario  no'  obra  sino  por  mandato 
del  endosante  y  en  este  concepto  podrá  exigir  el  importe  de  la  cambial 
por  la  presentación  al  pago,  protestarla,  ejercitar  la  acción  cambiaría 
contra  todos  los  obligados  y  aún  endosar  a  su  vez  la  misma  cambial 
pero  siempre  con  las  mismas  limitaciones  con  que  le  ha  sido  trans- 
ferida. 


(2)  Según  el  Código  de  Comercio  francés,  el  endoso  debe  contener  no  solamente  la  fecha,  el 
nombre  del  endosatario  y  la  firma  del  endosante,  sino  también  la  cláusula  «a  la  orden»  y  la  mención 
del  valor  o  cambio.  Cuando  el  endoso  no  reuniese  estos  requisitos,  tendrá  simplemente  el  valor  de 
un  mandato  de  pago:  esto  explica  que  en  Francia  se  considere  irregular  el  endoso  en  blanco,  a  me- 
nos que  el  poseedor  del  título  no  llene  los  claros  con  todas  las  indicaciones  exigidas  por  la  ley. 

La  ley  inglesa  como  la  italiana,  reconoce  que  la  cambial  y  el  promissori  note  pueden  ser  endosa- 
dos tanto  a  una  tercera  persona  especificada  dentro  de  la  cláusula  (in  full)  como  en  blanco  (in  Uank). 
La  imposición  de  que  el  endoso  figure  en  el  dorso  de  la  cambial,  está  implícitamente  exigida  en  Italia 
tratándose  de  endoso  en  blanco  (art.  258  del  Código  de  Comercio),  mientras  que  no  se  reputa  esencial 
cuando  se  trata  de  endosos  llenos  o  complelos,  exigiéndose  en  este  caso  solamente  que  la  obligación 
cambiaría  aparezca  del  título- 
11 
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El  endosatario  no  podrá  tampoco  condonar  ni  reducir  el  crédito 
er»  favor  del  deudor  cambiario,  mientras  no  obtenga  por  escrito  la 
orden  de  su  mandante,  puesto  que  él  recibe  el  mandato  de  hacer  valer 
los  derechos  que  dimanan  del  título  y  no  de  renunciar  a  ellos. 

Además,  el  endosatario  no  es  acreedor  cambiario,  sino  simple  re- 
presentante del  endosante  que  es  el  verdadero  acreedor,  el  deudor 
cambiario  podrá  oponerle  todas  las  excepciones  que  podría  oponer 
directamente  a  su  mandante  o  representado,  mientras  que  no  puede 
oponer  ninguna  excepción  que  se  refiera  a  la  persona  del  procurador 
o  sea  del  endosatario  al  cobro,  en  cuanto  este  es  persona  totalmente 
extraña  al  negocio  cambiario  surgido  entre  librador  y  deudor  cam- 
biario. 

El  endosatario  no  hace  suyo  el  importe  de  la  cambial  endosada  al 
cobro,  ni  puede  por  consiguiente  declararlo  incurso  en  su  patrimonio 
en  el  caso  de  suspensión  de  pagos  o  de  quiebra.  Y  si  esto-  ocurre, 
el  Banco  endosante  tiene  acción  para  reivindicar  el  importe  de  las  le- 
tras remitidas  bajo  dicha  cláusula  y  para  reclamar  su  devolución  al 
suspenso  o  al  quebrado  si  no  hubiese  llegado  aún  la  fecha  de  su  ven- 
cimiento y  la  conservase  en  su  poder  el  suspenso  o  el  quebrado.  Pero 
si  la  hubiese  ya  a  su  vez  transferido  por  endoso  a  otro  con  la  misma 
fórmula,  no  formando  parte  del  patrimonio  del  quebrado,  no  podría 
ser  reivindicada. 

22  Endoso  de  cambial  en  garantía  o  a  título  de  prenda.  A  semejanza 
de  las  letras  al  cobro,  la  entrega  de  cambiales  con  esta  cláusula  no 
produce  la  transferencia  de  la  propiedad  de  la  cambial,  pero  autoriza 
al  endosatario  también  para  exigir  su  importe,  protestarla,  interponer 
la  via  ejecutoria,  etc.,  contra  el  deudor  cambiario,  quien  puede  oponer 
al  tenedor  que  recibe  la  cambial  en  garantía  todas  las  excepciones 
que  podría  oponer  contra  el  acreedor  endosante,  mientras  que  el  endo- 
satario tenedor  de  semejante  cambial,  puede  accionar  enfrente  del 
endosante  como  un  verdadero  acreedor  pignoraticio,  satisfaciéndose 
de  su  crédito  por  medio  del  cobro  de  la  cambial,  y  restituyendo  al 
endosante  de  la  diferencia  resultante  a  su  favor. 

39  Endoso  con  la  cláusula  «sin  mi  responsabilidad»  (art.  467  del  Có 
digo  de  Comercio).  Aún  cuando  no  impide  que  el  título  pueda  cir- 
cular por  sucesivos  endosos,  da  al  documento  cambiario  el  efecto 
de  una  simple  cesión  de  cobro,  enfrente  al  endosante  que  endosó  la 
cambial  con  tal  cláusula. 

Quien  estampa  tal  cláusula  entiende  reservarse  la  facultad  de  opo- 
ner las  mismas  excepciones  que  le  competen  contra  aquel  a  quien 
entrega  o  endosa  la  cambial,  así  como  también  a  los  sucesivos  posee- 
dores de  la  misma,  los  cuales  serán  considerados  por  él  como  cesiona- 
rios pero  no  endosatarios  de  la  cambial.  El  efecto  de  la  cláusula1 
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«sin  mi  responsabilidad»,  se  explica  únicamente  respecto  de  quien  la 
opone  ya  que  para  los  demás  suscriptores  de  la  cambial  la  eficacia 
de  los  endosos  que  puedan  consignarse  sin  semejante  cláusula,  es 
completa,  si  no  contienen  cláusulas  limitativas  de  la  garantía  cambiaría 
de  los  respectivos  endosantes. 

Requisitos  que  debe  contener  el  endoso.  —  El  endoso  deberá  con- 
tener: ie  El  nombre  y  apellido,  razón  social  o  título  de  la  persona,'  o 
compañía  a  quien  se  transmite  la  letra.  2Q  El  concepto  en  que  el  ceden- 
te  se  declare  reintegrado'  por  el  tomador,  según  se  expresa  en  el  nú- 
mero 56  del  art.  444.  32  El  nombre  y  apellido,  razón  social  o  título 
de  la  persona  de  quien  se  recibe  o  a  cuenta  de  quien  se  carga,  sino 
fuere  la  misma  a  quien  se  traspasa  la  letra.  4°  La  fecha  en  que  sfe 
hace.  5 2  La  firma  del  endosante  o  de  la  persona  legítimamente  auto- 
rizada que  firme  por  él,  lo  cual  se  expresa  en  la  antefirma  J^art.  46,2 
del  Código  de  Comercio). 

El  endoso  producirá  en  todos  y  en  cada  uno  de  los  endosantes  la 
responsabilidad  al  afianzamiento  del  valor  de  la  letra,  en  defecto  de 
ser  aceptada,  y  a  su  reembolso,  con  los  gastos  de  protesto  y  recam- 
bio, si  no  fuese  pagada  a  su  vencimiento1,  con  tal  que  las  diligencias 
de  presentación  y  protesto  se  hayan  practicado*  en  el  tiempo  y  forma 
prescritos  en  el  Código  de  Comercio.  Esta  responsabilidad  cesará 
por  parte  del  endosante  que,  al  tiempo  de  transmitir  la  letra,  haya 
puesto  la  cláusula  de  «sin  mi  responsabilidad».  En  este  oaso  el  endo- 
sante sólo  responderá  de  la  identidad  de  la  persona  cedente  o  del 
derecho  con  que  hace  la  cesión  o  endoso-  y  el  portador  de  este  endoso 
irregular  no  tiene  más  que  el  carácter  dé  un  mandatario  (art.  467, 
del  mismo  Código). 

Efectos  de  la  omisión  y  alteración  de  fecha  en  el  endoso.  —  Si  se 

omitiere  la  expresión  de  la  fecha  en  el  endoso,  no*  se  transferirá  la  pro- 
piedad de  la  letra  y  se  entenderá  como  una  simple  comisión  de  cobran- 
za (art.  463  del  Código  de  Comercio). 

Si  se  pusiese  en  el  endoso  una  fecha  anterior  al  día  en  que  realmen- 
te se  hubiera  hecho,  el  endosante  será  responsable  de  los  daños  que 
por  ello  se  sigan  a  un  tercero,  sin  perjuicioi  ole  la-  pena  en  que  incurría 
por  el  delito  de  falsedad,  si  se  hubiere  obrado*  maliciosamente  (artí- 
culo 464  del  Código  de  Comercio). 

Garantías  de  pago  de  la  letra  de  cambio.  —  Las  garantías  de  pago 
de  la  letra  de  cambio  son:  la  provisión  de  fondos,  la  aceptación,  el 
endoso,  la  solidaridad,  el  aval,  la  hipoteca  y  la  garantía  en  las  letras 
documentarías. 
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Provisión  de  fondos.  —  La  provisión  de  fondos  es  obligatoria  para 
el  librador,  a  no  ser  que  hiciere  el  giro  por  cuenta  de  un  tercero,  en 
cuyo  caso  será  de  éste  la  obligación  salvo  siempre  la  responsabilidad 
directa  del  librador  respecto  del  tomador  o  tenedor  de  la  letra,  y  la 
del  tercero  por  cuenta  de  quien  se  hizo  el  giro,  respecto  al  librador. 
La  provisión  de  fondos  es  pues  la  suma  de  dinero  o  valores  que  el  li- 
brador remite  o  pone  a  disposición  del  librado  para  pagar  las  cam- 
biales. Esta  provisión  puede  consistir  en  dinero  efectivo  o  en  créditos 
que  tenga  el  librador  contra  el  librado,  provenientes  de  operaciones 
por  las  cuales  resulte  acreedor,  o  por  venta  de  mercancías  que  el 
librado  haya  quedado  en  deber,  o  por  virtud  de  envío  de  mercancías 
a  consignación  si  la  letra  es  librada  por  el  comitente  contra  el  comi- 
sionista. 

La  provisión  de  fondos  debe  ser  igual  al  importe  de  la  letra  y 
exigible  en  el  momento  del  vencimiento.  De  otro  modo  si  el  librado 
paga  sin  tener  hecha  provisión  de  fondos,  lo  hace  en  descubierto  y 
puede  dirigirse  contra  el  librador  en  demanda  de  reembolso. 

La  provisión  pertenece  de  hecho  al  portador,  y  la  propiedad  viene 
transmitida  con  la  letra  de  cambio  al  beneficiario  y  a  los  portadores 
sucesivos  en  virtud  de  su  carácter  de  endosatarios.  De  esto  resulta 
que  en  caso  de  quiebra  del  librador,  el  tenedor  de  la  letra  puede  re-¡ 
clamar  su  pago  directamente  por  el  librado,  siempre  que  dicho  tene- 
dor no  sea  el  síndico  de  la  quiebra  del  librador,  tanto  si  el  librado 
ha  aceptado  la  letra  como  si  no. 

Aceptación. — -Hasta  tanto  que  el  librado  no  ha  estampado  su 
firma  sobre  el  efecto,  no  queda  obligado  cambiariamente.  La  obliga- 
ción cambiaría  surge  en  virtud  de  La  suscripción  hecha  sobre  tina 
cambial  extendida  con  arreglo  a  ley  y  estampando  en  ella,  al  margen, 
con  su  nombre  particular,  o  el  social  si  se  trata  de  una  Compañía,  la 
palabra  «acepto».  Para  quien  está  en  posesión  del  título  es  cosa  indife- 
rente conocer  la  causa  que  motivó  la  aceptación.  Tiene  pues,  cam- 
biariamente, valor  absoluto  el  principio  de  que  quien  acepta  paga. 

El  librador  y  endosantes  garantizan  al  portador  de  la  letra  con  la 
aceptación  de  que  será  pagado  su  importe  por  el  aceptante.  Excusado 
es  decir  que  en  las  letras  a  la  vista  no  precisa  para  su  cobro  pre- 
sentar la  letra  a  la  aceptación. 

Forma  de  la  aceptación.  —  Cuando  el  girado  acepta  la  cambial, 
debe  escribir  sobre  el  título  la  palabra  acepto  o  aceptamos  (art.  477  del 
Código  de  Comercio),  estampando  la  fecha.  La  terminante  expresión 
que  usa  el  Código,  parece  que  no  autoriza  el  uso>  de  otras  expresiones 
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tales  como  «pagaré»  o  «conforme»  etc.  seguidas  de  la  firma  del  acep- 
tante. 

Si  la  letra  estuviese  girada  a  la  vista!  o  a  un  plazo  contado'  desde 
esta,  y  el  librado  dejase  de  poner  la  fecha  de  la  aceptación,  correrá 
el  plazo  desde  el  día  en  que  el  tenedor  pudo  presentar  la  letra  sin 
atraso  del  correo :  y  si,  hecho  el  computo  de  este  modo,  resultase 
vencido  el  plazo,  será  cobrable  la  letra  el  día  inmediato  siguiente  al 
de  la  presentación. 

La  aceptación  puede  ser  pura  y  simple,  la  cual  obliga  al  aceptante 
a  tenor  del  título,  o  bien  parcial,  limitándola  a  una  suma  inferior  a 
la  indicada  en  el  título.  En  este  caso  la  cambial  valdrá  solamente  por 
la  cantidad  aceptada,  mientras  que  con  referencia  a  la  diferencia  al 
descubierto,  queda  como  si  noi  se  hubiese  aceptado,  debiendo  pro- 
testarse por  esta  diferencia. 

La  aceptación  puede  también  ser  modificada  o<  sea  con  alteración 
de  otros  elementos  de  la  cambial,  por  ejemplo,  aceptada  con  prórroga 
de  plazo  de  vencimiento  o  en  diferente  moneda  de  la  consignadla,  01 
también  condicionada.  El  aceptante  quedará  en  el  ^primer  ca-:0'  obliga- 
do en  el  límite  de  su  aceptación  que  tenga  eficacia  cambiaría  como 
por  ejemplo,  en  el  caso  de  sustitución  de  moneda,  pero  no  le  serán 
admitidas  modificaciones  en  virtud  de  reservas  condicionales  que  al- 
teren los  términos  que  figuran  en  el  título  como  características  esen- 
ciales. El  tenedor  enfrente  de  tales  modificaciones  y  conclicionalidadl 
de  la  obligación  que  entiende  asumir  el  deudor,  con  riesto  de  La  efica- 
cia y  seguridad  del  pago,  puede  optar  entre  la  acción  directa  contral 
el  principal  obligado,  o  por  la  de  regreso  para  obtener  del  librador 
y  de  los  endosantes  o  de  los  avalistas  la  caución  necesaria  para  el 
buen  fin  de  la  cambial,  a  tenor  de  lo  que  faculta  el  artículo  481  del 
Cód.  de  Comercio,  o  bien  que  le  depositen  su  importe,  o  le  reembolsen 
con  los  gastos  de  protesto  y  recambio,  descontando  el  rédito'  legal  por 
el  término  que  falte  hasta  su  vencimiento  de  la  obligación  que  incum- 
be al  portador,  de  presentarla  a  la  aceptación  en  los  plazos  fijados, 
o  de  levantar  el  oportuno'  protesto. 

La  aceptación  deberá  obtenerse  en  el  domicilio  del  librado,  aún  en 
el  caso  de  ser  domiciliada  para  el  pago.  La  aceptación  debe  ser  con- 
signada pura  y  simple.  Cualquiera  reserva  hecha  por  el  aceptante 
se  considera  como  no  puesta.  Solamente  por  vía  efe  excepción  permite 
el  Código  la  aceptación  del  importe  de  la  cambial  por  una  sumía  me- 
nor de  la  total  consignada. 

Puede  además  de  este  caso,  aceptarse  por  un  vencimiento  más  lar- 
go, expresándolo  por  escrito,  si  a  ello  se  conforma  el  portador.  La 
aceptación  como  contrato  unilateral  que  es  entre  librado  y  portador, 
es  un  medio  que  garantiza  el  pago  de  la  letra  y  .absuelve  de  justificar 
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la  provisión  de  fondos.  Pero  no  es  bastante  para  liberar  al  librador 
y  a  los  endosantes  en  caso  de  no  ser  pagada  aquella  a  su  vencimiento, 
a  todos  los  cuales  lo  mismo  que  al  aceptante  no  puede  liberarles  más 
que  la  falsedad  de  la  aceptación  (art.  480  del  Código  de  Comercio). 

Negativa  de  la  aceptación.  —  La  negativa  de  la  aceptación  debe 
hacerse  constar  por  medio  de  protesto,  con  el  cual  tendrá  derecho 
el  tenedor  a  exigir  del  librador  o  de  cualquiera  de  ios  endosantes  que 
afiancen  a  su  satisfacción  el  valor  de  la  letra,  o  depositen  su  importe 
o  le  reembolsen  con  los  gastos  de  protesto  y  recambio,  descontando  el 
rédito  real  por  el  tiempo  que  falte  hasta  el  vencimiento  (art.  481  del 
Código  de  Comercio). 

Si  el  poseedor  de  la  letra  dejase  pasar  los  plazos  fijados,  según  los 
casos,  sin  presentarla  a  la  aceptación,  o  no  hiciere  sacar  el  protesto, 
perderá  todo  derecho  a  exigir  el  afianzamiento,  depósito  o  reintegro, 
salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  525.  Desde  el  momento  en  que  la  acep- 
tación es  puesta,  el  portador  nada  puede  reclamar  antes  de  su  ven- 
cimiento. 

En  caso  de  quiebra  del  librado  aceptante,  el  portador  tiene  derecho 
a  que  se  declare  el  vencimiento  del  plazo  de  la  cambial  y  juntamente 
con  el  protesto  que  acredita  la  falta  de  pago,  a  ejercitar  las  oportunas 
acciones  contra  los  endosantes  (art.  883  del  Código  de  Comercio). 

En  caso  de  quiebra  del  librador  o  de  un  endosante,  el  portador  de 
la  cambial  nada  puede  intentar  hasta  después  del  vencimiento  en  cuyo 
momento  en  defecto  de  pago<  del  librado,  si  ha  de  dirigirse  contra  el 
quebrado,  adquiere  la  calidad  de  acreedor  común. 

En  caso  de  quiebra  del  aceptante,  o  de  liquidación  judicial,  el 
portador  puede  como  si  no  existiese  aceptación  reclamar  a  los  endo- 
santes y  al  librador  caución  para  el  pago  al  vencimiento,  a  menos  que 
estos  últimos  no  prefieran  pagar  directamente. 

Tiempo  dentro  del  cual  han  de  presentarse  al  librado  las  le- 
tras que  requieren  aceptación.  —  Las  expedidas  en  la  Península 

e  islas  adyacentes  sobre  cualquier  punto  de  ellas,  han  de  ser  presen- 
tadas a  la  aceptación  dentro  los  40  días  de  su  fecha,  a  menos  que  el 
librador  haya  fijado  otro  término  mayor  o  menor (3>.  Así,  por  ejemplo: 
una  letra  expedida  en  Madrid  para  pagarse  en  Barcelona,  o  expedida 
en  Palma  para  pagarse  en  Málaga,  si  lleva  la  fecha  de  17  de  albril 
habrá  de  presentarse  al  librado  para  que  la  acepte  antes  que  transcurra 
el  día  27  de  mayo  próximo,  pues  de  lo  contrario  quedaría  perjudicada, 
si  es  que  el  librador  no  ha  fijado  en  la  misma  cambial  término  distinto. 


(3)  Art.  470  del  Código  de  Comercio. 
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Las  giradas  entre  1a  Península  e  islas  Canarias,  se  han  de  presen- 
tar a  la  aceptación  dentro  de  los  tres  meses  de  su  fecha  (4).  Así,una  letra 
expedida  el  día  8  de  julio  en  Santa  Cruz  de  Tenerife  para  pagarse 
en  Burgos,  habrá  de  presentarse  al  librador  antes  de  que  transcurra 
el  día  8  de  octubre. 

Las  giradas  entre  la  Península  y  los  puntos  de  Ultramar  situados 
más  acá  de  los  Cabos  de  Hornois  y  Buena  Esperanza,  se  han  de  pre- 
sentar a  la  aceptación  del  librado  dentro  de  6  meses  a  lo  más  tardar, 
sea  cual  fuere  la  forma  del  plazo  designado  en  su  giro<  (5). 

Las  giradas  entre  la  Península  y  las  plazas  de  Ultramar  situadas 
más  allá  de  los  Cabos  de  Hornois  y  Buena  Esperanza,  se  han  de  pre- 
sentar a  la  aceptación,  cuando  más  dentro  el  término  de  un  año(6). 

Las  giradas  desde  un  país  extranjero  sobre  plazas  del  territorio 
español,  se  han  de  presentar  dentro  los  40  días  siguientes  al  de  su  in- 
troducción en  el  Reino  C). 

Y  las  giradas  desde  el  territorio  español  sobre  un  país  extranjero, 
se  han  de  presentar  con  arreglo  a  la  legislación  vigente  en  la  plaza! 
donde  hayan  de  ser  pagadas  W. 


(4)  Art-  571  del  Código  de  Comercio. 

(5)  Art-  472,  párrafo  l»,  del  Código  de  Comercio. 

(6)  Art-  472,  párrafo  2o,  del  Código  de  Comercio. 

(7)  Art-  474  del  Código  de  Comercio- 

(8)  Art.  475  del  Código  de  Comercio. 

—  El  Código  francés,  con  el  cual  guardan  estrecha  analogía  los  de  Grecia,  Turquía  y  Servia, 
dice  en  su  art.  160:  «El  portador  de  una  letra  de  cambio  girada  desde  el  continente  e  islas  de  Euro- 
»pa  y  pagadera  en  los  territorios  europeos  de  Francia,  sea  a  la  visüa  o  a  uno  o  más  días,  meses 
»o  usos,  debe  "exigir  el  pago  o  aceptación  denlro  los  seis  meses  de  bu  fecha,  so  pena  de  perder  su 
«acción  conlra  los  endosantes  y  hasta  contra  el  mismo  librador  caso  de  que  éste  haya  hecho  provisión 
» de  fondos.  El  plazo  es  de  ocho  meses  para  las  letras  giradas  desde  las  escalas  de  Levante  y  costas 
«septentrionales  de  Africa,  sobre  las  posesiones  europeas  de  Francia,  y  viceversa,  desde  el  continen- 
»  te  e  islas  de  Europa  sobre  los  establecimientos  franceses  de  las  escalas  de  Levante  y  costas  septen- 
•  trionales  de  Africa.  El  plazo  es  de  un  año  para  las  letras  giradas  desde  las  cosas  occidentales  de 
«Africa  hasta  el  Cabo  de  Buena  Esperanza  inclusive;  de  un  año  también  para  las  giradas  desde 
«el  continente  e  islas  de  las  Indias  occidentales  sobre  las  posesiones  europeas  de  Francia;  y  vice- 
» versa,  desde  el  continente  e  islas  de  Europa,  sobre  las  posesiones  francesas  en  las  costas  occiden- 
» tales  de  Africa,  continente  e  islas  de  las  Indias  accidentales.  El  plazo  es  de  dos  años  para  las  le- 
«tras  giradas  desde  el  continente  e  islas  de  Europa  sobre  las  posesiones  francesas  del  continente 
»e  islas  de  las  Indias  orientales-  El  mismo  perjuicio  sufrirá  el  portador  de  una  letra  girada  desde 
«Francia,  o  posesiones  o  establecimientos  franceses  y  pagadera  en  países  extranjeros,  si  no  exige  el 
«pago  o  aceplación  dentro  de  los  plazos  anteriormente  expresados  para  cada  una  de  las  distancias 
«respectivas-  Los  expresados  plazos  de  ocho  meses,  un  año,  o  dos  años  serán  dobles  en  caso  de 
«guerra  marítima.  Las  preinsertas  disposiciones  no  destruyen  los  pactos  en  contra  que  entre  sí 
«hayan  estipulado  el  librador,  el  tomador,  y  hasta  los  endosantes.!, 

—  El  Código  de  Italia,  en  el  art-  261,  consigna  que  las  letras  giradas  a  la  vist<a,  o  a  un  plazo  con- 
tado desde  la  vista,  han  de  ser  presentadas  a  la  aceptación  dentro  un  año  contado  desde  su  fecha,  pu- 
diendo  empero  el  librador  o  cualquiera  de  los  endosantes  señalar  un  término  menor;  y  añade,  que  si  la 
letra  se  expide  desde  una  plaza  italiana  para  ser  pagada  en  país  extranjero,  cuyo  comercio  se  haga 
en  todo,  o  en  parte,  por  la  mar,  dicho  plazo  es  doble  en  caso  de  guerra  marítima. 

—  Bélgica  estatuye  que  toda  le  ra  girada  en  el  continente  e  islas  de  Europa  sobre  alguna  plaza 
del  reino,  ha  de  presentarse  dentro  el  plazo  de  tres  meses  contados  desde  su  fecha;  dentro  cuatro  me- 
ses si  se  libró  en  los  estados  del  litoral  africano  y  asiático  del  Mediterráneo,  o  litoral  asiáíico  det 
Mar  Negro;  dentro  seis  meses,  si  se  libró  en  los  territorios  de  Africa,  más  acá  del  Cabo  de  Buena  Es- 
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Aval.  — Al  objeto  de  facilitar  la  negociación  de  la  cambial,  la  ley 
reconoce  el  derecho  de  garantizar  su  pago,  mediante  el  aval,  que  es 
una  obligación  escrita  independientemente  de  la  que  contraen  el 
aceptante  y  endosante.  El  aval  es  válido  en  Italia  (art.  27 5 )  aún  pues- 
to por  un  incapaz  o  por  una  persona  de  la  cual  haya  sido  falsificada 
la  firma.  El  avalista  viene  obligado  en  el  mismo  grado  que  la  persona 
por  la  cual  sale  garante.  Para  mantener  la  acción  cambiaria  contra 
el  avalista  se  deberán  cumplir  todos  los  requisitos  que  exige  la  ley  para 
el  ejercicio  de  la  acción  contra  el  avalado. 

El  aval  se  presta  firmando  la  cambial  en  su  anverso,  con  las  pala- 
bras por  aval.  Puede  estamparse  la  declaración  en  el  dorso,  pero  debe 
tenerse  buen  cuidado  de  que  la  firma  del  avalista  resulte  bien  clara  y 
no  sea  confundible  con  un  endoso  en  blanco.  Cuando  así  ocurriere, 
quien  haya  firmado  la  cambial  queriendo  suscribir  la  fórmula  de 
aval,  si  no  hace  resaltar  esta  circunstancia  será  responsable  como  si 
fuese  librador. 

El  aval  puede  ser  dado  por  acto  separado  de  la  letra.  En  este  caso 
la  garantía  del  avalista  no  puede  ser  invocada  más  que  por  aquellos 
a  favor  de  los  cuales  fué  estipulado  el  aval,  o  por  aquellos  a|  quienes 
fué  comunicada  la  suscripción  del  aval.  Esto  por  razón  de  que  las 
convenciones  que  no  figuran  sobre  el  efecto  no  obligan  más  que  a  las 
partes  que  las  han  estipulado. 

Por  lo  demás,  todoi  aval  limitado,  a  tiempo,  caso,  cantidad,  o  persona 


peranza,  o  Estados  de  América,  más  acá  del  Cabo  de  Hornos;  y  denlro  un  año  si  se  libró  en  cual- 
quier otro  país. 

—  En  Portugal,  la  presentación  de  letras  pagaderas  en  plazas  del  Reino,  ha  de  hacerse  denlro 
los  siguientes  términos:  dentro  30  dias  de  la  fecha  si  están  libradas  en  plazas  del  mismo  Reinó; 
denlro  de  tres  meses,  si  lo  están  en  el  continente,  en  las  islas  de  Europa,  o  islas  Azores  y  Madera; 
dentro  de  6eis  meses,  si  han  sido  libradas  en  plazas  situadas  más  acá  del  Cabo  de  Buena  Esperanza, 
o  en  <?1  continente  de  la  América  meridional  o  septentrional;  y  dentro  un  año,  si  lo  han  sido  en 
plazas  más  allá  de  los  Cabos  de  Hornos  y  de  Buena  Esperanza- 

—  En  Holanda  el  portador  do  una  letra  debe  presentarla  al  l'hrado  dentro  loe  tres  meses  de  su  fe- 
cha si  se  ha  librado  de  plaza  a  plaza  en  el  Reino,  y  dentro  ocho  meses  si  so  ha  librado  desde 
una  plaza  extranjera.  En  lo  demás  fija  los  mismos  términos  que  el  Código  de  Bélgica- 

—  En  Inglaterra  la  presentación  ha  de  hacerse  dentro  un  término  razonable. 

—  Alemania  exige  que  la  presentación  se  haga  dentro  los  años  de  la  fecha  de  la  letra  sa  el  li- 
brador no  ha  fijado  término. 

—  Rusia  prescribe  que  las  letras  se  presenten  dentro  un  año  de  su  fecha,  si  el  librador  no  ha 
señalado  plazo. 

—  Suecia  ordena  que  la  presenlación  se  haga  dentro  los  tres  meses  si  la  letra  se  ha  librado  en  el 
Reino;  dentro  6eis  meses  si  6e  ha  librado  en  otro  país  de  Europa;  dentro  doce  meses,  si  se  ha  li- 
brado en  plaza  situada  fu  ra  de  Europa,  pero  más  acá  de  los  Cabos  de  Hornos  y  Buena  Esperanza; 
y  dentro   18  meses,  si  se  ha  librado  en  plaza  más  distante. 

—  Noruega  establece  que  la  presenlación  ha  de  hacerse  de  modo  que  el  vencimiento  pueda 
tener  lugar  dentro  los  seis  meses  del  giro  si  la  letra  se  libró  en  Europa,  o  dentro  doce  meses  si 
so  libró  fuera  de  Europa. 

—  En  Chile,  las  letras  han  de  presentarse  dentro  los  tres  meses  de  su  fecha,  si  se  expiden  de 
una  plaza  a  otra  de  la  República;  dentro  los  seis  meses,  si  se  giran  sobre  otra  plaza  del  continen- 
te americano;  dentro  de  los  nueve  meses  si  6e  libran  sobre  plazas  de  Europa,  y  denlro  de  doce  me- 
ses si  so  libran  sobre  otra  cualquiera  plaza  distinca  de  las  expresadas. 
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determinada,  no  producirá  más  responsabilidad  que  la  que  nazca  de 
los  términos  del  aval.  (Art.  487  del  Código  de  Comercio). 

Si  el  aval  resulta  inscrito  al  lado  de  la  firma  del  librado,  produce 
efectos  para  el  librador.  Al  lado  de  la  firma  del  librador,  es  para  el 
librado.  Al  lado  del  endoso,  para  el  endosante. 

No  es  menester  que  el  que  avala  una  letra  sea  comerciante,  para 
calificar  de  mercantil  esta  obligación  subsidiaria. — Sentencia  de  5  de 
agosto  de  1857. 

El  aval,  aunque  constituye  una  obligación  distinta  e  independiente 
de  la  que  contrae  el  librador,  endosante,  o  aceptante,  es  un  contrato 
mercantil  y  accesorio  del  de  la  letra  cuyo  abono  garantiza, — Sentencia 
de  8  de  julio  de  1892. 

El  aval,  aunque  garantiza  el  pago  de  las  letras  de  cambio,  no  puede 
reputarse  como  afianzamiento  mercantil. — Sentencia  de  29  de  mar- 
zo de  1870. 

La  acción  correspondiente  al  avalista  que  ha  pagado  la  letra  afian- 
zada y  que  por  este  concepto  se  subroga  en  los  derechos  del  tenedor, 
prescribe  cuando  queda  prescrita  la  misma. — Sentencia  de  8  de  julio 
de  1892. 

Fago  de  la  letra  de  cambio.  —  Una  cambial  debe  ser  pagada  el  día 
de  su  vencimiento,  y  si  este  es  festivo,  el  día  precedente  laborable. 
Quien  paga  antes  del  vencimiento  es  responsables  de  la  validez  del 
pago  y  esto  porque  oontrariamente  a  cuanto  se  presume  en  materia 
civil,  en  tesis  mercantil  el  término  del  vencimiento  se  reputa  fijado 
en  interés  común  del  acreedor  y  del  deudor. 

Todas  las  letras  deberán  satisfacerse  el  día  de  su  vencimiento,  antes 
de  la  puesta  del  sol,  sin  término  de  .  gracia  o  de  cortesía.  (Axt/45'5 
del  Código  de  Comercio.) 

Cuando  la  cambial  viene  pagada  por  entero,  la  letra  debe  ser 
entregada  al  deudor  completamente  libre.  En  tanto,  si  viene  pagada 
solamente  una  parte,  se  deberá  entregar  recibo  por  acto  o  descuento 
aparte,  consignando  una  nota  de  la  suma  abonada  a  cuenta  en  el  dorso 
del  efecto.  Por  la  diferencia  no  satisfecha,  deberá  levantarse  protesto 
en  forma,  para  ser  exigido  de  los  endosantes  o  del  librador,  los  cuales 
sólo  serán  responsables  por  la  diferencia  (art.  501  del  Código  de 
Comercio). 

Usos.  —  Señala  el  Código  de  Comercio  en  su  artículo  453, y  dispone 
que  el  uso  de  las  letras  giradas  de  plaza  a  plaza  en  el  Interior  dje  la. 
Península  e  Islas  adyacentes,  será  el  de  sesenta  días. 

El  de  las  letras  giradas  en  el  extranjero  sobre  cualquier  plaza  de 
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España,  será  en  las  de  Portugal,  Francia,  Inglaterra,  Holanda  y 
Alemania,  sesenta  días,  en  las  demás  plazas,  noventa  días. 

Moneda  en  que  debe  pagarse  la  cambial.  —  Las  letras  de  cambio 
deberán  pagarse  en  la  moneda  que  en  las  mismas  se  designe  y  si  lai 
designación  no  fuese  efectiva  en  la  equivalente,  según  el  uso  y  cos- 
tumbre en  el  mismo  lugar  del  pago.  (Art.  489  del  Código  de  Comercio 
en  relación  con  el  11 70  del  Código  Civil). 

Debemos  distinguir,  no  obstante,  algunos  casos:  12  La  cambial 
pagable  en  pesetas.  2®  La  cambial  pagable  en  dollares,  esterlinas, 
francos  franceses,  liras,  coronas,  rublos,  etc.,i  «.moneda  efectiva».  3Q  La 
cambial  pagable  en  moneda  estranjera  al  curso  del  cambio,  y  45  La 
cambial  pagable  en  moneda  extranjera  con  cheque  bancario. 

En  el  primer  caso  estipulado  el  pago  en  pesetas,  el  pago  será  li- 
beratorio si  se  hace  en  cualquiera  moneda  que  tenga  curso  legal  en 
el  Reino,  moneda  española  de  oro,  plata,  billetes,  etc.;  y  limitadamente 
en  moneda  divisionaria. 

En  el  segundo  caso,  cuando  el  pago  en  moneda  extranjera  lleva 
la  cláusula  «en  efectivo»,  u  otra  equivalente  (y  por  tanto  libras  efectivas, 
dollares  efectivos,  etc.),  el  acreedor  puede  exigir  ser  pagado  en  lai 
especie  de  moneda  efectiva  nombrada,  aún  cuando  el  deudor  ofreciese 
pagar  en  moneda  efectiva  equivalente  francesa,  inglesa,  etc.,  a  un. 
cambio  de  conveniencia  del  portador  de  la  cambial.  En  la  práctica, 
sin  embargo,  los  Bancos  se  conforman  con  el  equivalente  al  cambio. 

En  el  tercer  caso,  si  el  efecto  es  pagable  en  moneda  extranjera  al 
curso  del  cambio,  será  suficiente  establecer  la  equivalencia  en  pese- 
tas al  cambio  del  día  del  vencimiento.  En  la  práctica  este  es  eLmedio 
más  corriente  de  pagar  los  efectos  emitidos  en  moneda  extranjera!, 
siendo  en  el  librado  un  derecho  el  pagar  su  importe  en  la  moneda  del 
país,  pero  no  una  obligación  (9). 

Y  finalmente  en  el  cuarto  caso,  puede  darse  el  caso  de  que  el 
deudor  ofrezca  el  pago  en  cheque  sobre  el  Extranjero,  y  por  tanto  si 
la  cambial  expresaba  moneda  marcos,  en  cheque  sobre  Alemania^  si 
era  en  esterlinas,  en  cheque  sobre  Inglaterra.  Sin  embargo  la  posición 

(9)  «Cuando  una  letra  de  cambio  se  haya  estipulado  pagadera  en  una  moneda  que  no  tenga 
» curso  legal  en  el  lugar  del  pago,  el  importe  de  ella  puede  ser  satisfecho  en  la  moneda  del  país, 
«según  su  valor  al  día  en  que  el  pago  sea  exigible,  a  monos  que  el  librador  no  haya  estipulado  que 
»  el  pago  deberá  ser  hecho  en  la  moneda  indicada.  Los  usos  del  lugar  del  pago  servirán  para  deter- 
»  minar  el  valor  do  la  moneda  extranjera-  En  todo  caso  el  librador  puede  estipular  que  la  cantidad 
»a  pagar  será  calculada  según  una  cotización  determinada  en  la  letra  o  a  determinar  por  un  endo- 
» sanie;  en  tal  caso  dicha  cantidad  debe  ser  pagada  en  la  moneda  del  país.» 

Art.  40  del  Reglamento  uniforme  sobre  la  letra  de  cambio  y  pagaré  a  la  orden,  producido  en  la 
Conferencia  Internacional  de  La  Haya  en  junio  y  julio  de  1912. 

El  Código  civil  español  dispone  que  el  pago  de  las  deudas  de  dinero  deberá  hacerse  en  la  ee- 
cie  pactada;  y  no  siendo  poible  entregar  la  especie,  en  la  moneda  de  plata  u  otro  que  tenga  curs» 
legal  en  España  (párrafo  1»  del  art.  1170). 
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del  acreedor  puede  hacerse  en  este  caso  difícil  y  delicada.  El  poseedor 
del  efecto  debe  salvaguardar  su  acción  de  regreso  respecto  de  los  co- 
obligados solidarios  y  por  consiguiente  desde  el  momento  en  que 
acepta  en  pago  del  efecto,  un  cheque  sobre  el  Extranjero,  renuncia! 
o  decae  la  acción  de  regreso  respecto  del  librador  y  endosantes.  Si) 
el  cheque  es  devuelto  impagado,  no  podrá  ser  protestado,  sino  que 
se  habrá  creado  una  novación  de  crédito.  La  aceptación  del  cheque  ha 
producido  el  efecto  de  extinguir  la  cambial  y  ha  dado'  origen  a  una] 
nueva  relación  jurídica  en  la  cual  el  deudor  primero  que  ha  entregado 
el  cheque  no  es  más  que  un  obligado  poir  la  acción  de  regreso  del 
cheque.  De  aquí  que  en  el  caso  de  aceptarse  un  cheque  en  pago  dej 
una  cambial  debe  asegurarse  el  portador  de  que  el  cheque  haya  sido 
emitido  por  una  Banca  de  solvencia  probada,  que  es  auténtico,  o 
cuando  menos,  exigirse  una  garantía  que  asegure  el  buen  fin  del 
cheque. 

Efectos  del  pago.  —  El  pago  de  la  letra  de  cambio  hecho  por  el 
librado  que  ha  aceptado,  le  libera,  lo  mismo  que  a  todos  los  firmantes 
que  han  garantizado  su  pago.  Si  el  librado  paga  en  descubierto,  es 
decir,  sin  haber  recibido  provisión  de  fondos,  pierde  sus  acciones 
contra  los  endosantes  y  conserva  la  que  le  corresponde  sólo  contra 
el  librador.  Contra  los  endosantes  sólo  tiene  acción  si  ha  aceptado  el 
pago  por  intervención. 

El  pago  hecho  por  un  endosante  libera  a  los  endosantes  posteriores 
pero  no  a  los  precedentes  ni  "al  librador.  El  tenedor  puede  aceptar 
una  dación  en  pago:  puede  existir  una  novación,  una  conclusión  de 
deuda,  una  compensación  por  razón  de  un  crédito  del  librado*  contra 
el  último  tenedor,  etc.,  modos  de  pago  que  extinguen  la  obligaciópi 
resultante  de  la  letra  de  cambio. 

Pérdida  de  la  letra  de  cambio.  —  En  caso<  de  pérdida  de  la  letra 
de  cambio,  el  Código  de  Comercio'  en  su  artículo  498,  determina  los 
diversas  formalidades  que  deben  cumplirse.  Tanto  si  la  letra  es  acep- 
tada; o  no,  podrá  requerir  al  pagador  para  que  deposite  el  importe  de 
la  letra  en  el  establecimiento  público  destinadova  este  objeto,  o  en  per- 
sona de  mutua  confianza,  Q'  designada  por  el  Juez  o*  Tribunal  en  caso 
de  discordia :  y  si  el  obligado  al  pago  se  negase  al  depósito,  se  hará 
constar  la  resistencia  por  protesto  igual  al  procedente  por  falta  de 
pago,  y  con  este  documento'  conservará  el  reclamante  sus  derechos 
contra  los  que  sean  responsables  a  las  resultas  de  la  letra. 

Si  la  letra  perdida  hubiese  sido  girada  en  el  Extranjero  o  en  Ultra- 
mar, y  el  portador  acreditase  su  propiedad  por  sus  libros  y  por  la 
correspondencia  de  la  persona  de  quien  hubo  la  letra,  o  por  certifica- 
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ción  del  corredor  que  hubiere  intervenido  en  la  negociación,  tendrá 
derecho  a  que  se  le  entregue  su  valor,  si,  además  de  esta  prueba, 
prestase  fianza  bastante:  cuyos  efectos  subsistirán,  hasta  que  se  pre- 
sente el  ejemplar  de  la  letra  dado  por  el  mismo  librador,  o  hasta  que 
ésta  haya  prescrito  (art.  499  del  Código  de  Comercio). 

La  reclamación  del  ejemplar  que  haya  de  sustituir  a  la  letra  perdida, 
deberá  hacerse  por  el  último  tenedor  a  su  cedente  y  así  sucesivamente 
de  uno  a  otro  endosante,  hasta  llegar  al  librador. 

Ninguno  podrá  rehusar  la  prestación  de  su  nombre  e  interposición 
de  sus  oficios  para  que  sea  expedido  el  nuevo  ejemplar,  satisfaciendo 
el  dueño  de  la  letra  los  gastos  que  se  causen  hasta  obtenerlo  (art.  500 
del  Código  de  Comercio). 

Cuando  la  letra  perdida  ha  sido  girada  en  el  extranjero  o  en  Ul- 
tramar, si  el  que  pretende  el  cobro  acredita  ser  dueño  de  la  letra  ex- 
traviada, sea  por  medio  de  sus  libros  de  contabilidad  y  la  correspon- 
dencia de  la  persona  de  quien  la  adquirió,  o  sea  por  medio  de  la 
certificación  del  corredor  que  haya  intervenido  en  la  negociación, 
tiene  derecho  a  que  dicho  letra  le  sea  pagada,  con  tal  de  que,  para 
responder  de  las  resultas,  preste  fianza  bastante,  la  cual  subsiste  hasta 
que  presenta  el  ejemplar  dado  por  el  mismo  librador,  o  hasta  que  la 
letra  extraviada  haya  prescrito. 

Del  protesto.  Naturaleza  jurídica.  —  El  portador  de  una  cambial 
tiene  la  obligación  de  presentarla  al  cobro  el  día  de  su  vencimiento  y 
en  caso  de  no  serle  satisfecho  su  importe,  de  ampararse  en  la  ley  para! 
que  previo  el  cumplimiento  de  los  requisitos  legales,  pueda  recurrir 
contra  el  deudor,  contra  los  endosantes  o  contra  el  librador.  El  porta- 
dor de  una  cambial  vendrá  obligado  al  pago  de  daños  y  perjuicios: 
en  el  caso  de  no  reclamar  el  pago  de  la  cambial  el  día  de  su  venci- 
miento, permitiendo  que  la  letra  se  perjudique,  si  el  día  del  vencimien- 
to el  librado  ha  sido  declarado  en  quiebra  (art.  502  del  Código  de 
Comercio). 

El  requisito  legal  de  más  importancia  en  caso  de  no  ser  satisfecha 
la  letra  al  vencimiento,  es  el  protesto,  o  acto  de  protesto.  El  protesto  es 
un  acto  solemne  indispensable  para  salvaguardar  el  derecho  de  re- 
cambio, y  para  acudir  ante  los  Tribunales  ejercitando  las  acciones 
derivadas  de  la  cambial.  No  puede  ser  sustituido  por  ningún  otro 
acto,  ni  por  ningún  otro  documento  (art.  509  del  Código  de  Comercio). 

Para  uno.-,  el  protesto  representa  solamente  un  documento  probatorio, 
o  sea  la  demostración  escrita  del  incumplimiento  del  librado,  ya  para 
aceptar  la  cambial  ya  para  satisfacer  su  importe  (10>.  Para  otros,  en 


(10)    Supino,  «Del'.a    cambíale  e  dcll  assegno  bam-ario »  1900.  Grünhut,  « Wechselroihl»  §  79. 
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.cambio,  significa  el  protesto  un  elemento  formal,  esencial  para  la 
eficacia  de  la  acción  de  regreso,  constituyendo  de  esta  suerte  el  comple- 
mento necesario  de  la  letra  de  cambio  (u).  Observan  los  partidarios  de 
esta  última  teoría  que  no  se  puede  jamás  prescindir  de  semejante  re- 
quisito en  cuanto  si  no  fuese  por  el  protesto,  en  el  caso  de  fallecimien- 
to, ausencia  o  quiebra  del  librado,  la  letra  quedaría  perjudicada 
sino  fuese  integrada  de  un  elemento  nuevo  que  venga  a  legitimar  en 
el  portador  su  cualidad  de  acreedor.  Este  elemento  nuevo,  dice  Bolaf- 
fio,  falta  en  la  cambial  pero  viene  representado  por  el  acto  de  protesto. 

No  siempre  la  letra  de  cambio  lleva,  en  el  caso  de  defecto*  de  acep- 
tación o  de  pago,  aparejada  la  necesidad  del  protesto.  Muchas  veces 
las  cambiales  de  naturaleza  comercial,  por  consideración  del  librador 
al  librado,  comportan  escrita  la  fórmula  «.sin  gastos»  o>  «sin  protesto». 
Esta  expresión  puede  ser  estampada  en  la  parte  inferior  del  anverso 
o  en  el  reverso  al  lado  del  endoso  si  la  consigna  un  endosante. 

No  toda¿  las  legislaciones  se  comportan  del  mismo  modo  en  cuanto 
a  esta  cláusula.  La  expresión  sin  gastos  o  su  equivalente  sin  protesto, 
tiene  su  reflejo  en  la  fórmula  francesa  sans  frais,  en  la  alemana  ohne 
kosten,  en  la  inglesa  no  protest,  en  la  italiana  senza  spese.  Algunas  le- 
gislaciones le  atribuyen  un  efecto  meramente  dispensativo,  en  cambio 
otras  le  atribuyen  un  efecto  prohibitivo  si  viene  estampada  por  el 
librador,  y  dispensativo  si  viene  consignada  por  el  endosante.  Viene 
admitida  por  el  art.  45  de  la  ley  cambiaria  unificada  en  La  Haya 
en  1912. 

La  cláusula  sin  gastos,  puede  resultar,  aparte  de  la  fórmula  estam- 
pada en  la  misma  letra,  de  un  cambio  de  correspondencia  en  que  así 
se  acuerde,  de  un  contrato  de  apertura  de  crédito,  etc.  En  Francia, 
la  cláusula  sin  gastos,  no  tiene  ningún  valor,  si  consta  escrita  en  una 
cambial  insuficientemente  reintegrada  de  timbre 

Eficacia  del  protesto.  Requisitos.  —  Para,  que  sea  eficaz  el  protesto, 
debe  necesariamente  reunir  las  condiciones  siguientes: 

ia  Hacerse  antes  de  la  puesta  del  sol  del  día  siguiente  al  en  que 
se  hubiere  negado,  la  aceptación  o  el  pago:  y  si  aquel  fuese  feriado 
en  el  primer  día  hábil. 

2a  Otorgarse  ante  notario  público. 

3a  Entenderse  las  diligencias  con  el  sujeto  a  cuyo  cargo  esté  girada 
la  letra,  en  el  domicilio  donde  corresponda  evacuarlas  si  en  este  puh 
<liese  ser  habido:  y  no  encontrándose  en  él,  con  los  dependientes  si  los 


(U)    Demburg,  «Das  bürg.  Recht.»  vol.  II,  pág.  252-254.  «...  Der  Protest  sed  eme  Erganzung  des 
Weehselurkunde  mit  der  bezüglich  derjenigen  Erklarungen,  die  den  Protest  eine  Einheit  bilde. » 
(12)    Terrel  y  Lejeune,   «Traité  des  operations  commerciaies  de  Banque»  1905. 


—  174  — 


tuviese,  o  ten  defecto  de  éstos,  con  su  mujer,  hijos  o  criados,  o 
con  el  vecino  de  que  habla  el  artículo  505. 

4a  Contener  copia  literal  de  la  letra,  de  la  aceptación,  si  la  tuviese 
y  de  todos  los  endosos  e  indicaciones  comprendidas  en  la  misma. 

5a  Hacer  constar  el  requerimiento  a  la  persona  que  debe  aceptar  o 
pagar  la  letra  y  no  estando  presente,  a  aquella  con  quien  se  entiendan 
las  diligencias. 

6a  Reproducir  asimismo  la  contestación  dada  al  requerimiento. 

7a  Expresar  en  la  misma  forma  la  conminación  de  ser  los  gastos 
y  perjuicios  a  cargo  de  la  persona  que  hubiese  dado  lugar  a  ellos. 

8a  Estar  firmado  por  la  persona  a  quien  se  haga,  y,  no  sabiendo 
o  no  pudiendo,  por  dos  testigos  presentes. 

9a  Expresar  la  fecha  y  hora  en  que  se  ha  practicado  el  protesto. 

10a  Dejar  en  el  acto  extendida  copia  del  mismo  en  papel  común 
a  la  persona  con  quien  se  hubieren  entendido  las  diligencias  (art.  504 
del  Código  de  Comercio). 

Aceptación  y  pago  por  intervención.  —  La  aceptación  o  el  pago 
por  intervención  o  posterior  al  protesto,  es  el  que  lleva  a  término 
la  persona  que  ofrece  aceptar  la  cambial  o  pagarla  por  cuenta  del 
librador  o  por  la  de  cualquiera  de  los  endosantes,  aún  cuando  no  exista 
previo  mandato  para  hacerlo.  Al  admitirse  esta  intervención  se  hará 
constar  una  u  otra  a  continuación  del  protesto  bajo  la  firma  del  que 
hubiere  intervenido  y  del  Notario,  expresándose  en  la  diligencia  el 
nombre  de  la  persona  por  cuya  cuenta  se  haya  verificado  la  inter- 
vención. 

En  el  caso  de  presentarse  varias  personas  a  prestar  su  intervención 
será  preferido  el  que  lo  hiciese  por  el  librador:  y  si  todos  quisiesen 
intervenir  por  endosantes  será  preferido  el  que  lo<  haga  por  el  de 
fecha  anterior  (art.  511  del  Código  de  Comercio). 

Efectos  del  pago  por  intervención.  —  El  que  prestare  su  interven- 
ción en  el  protesto  de  una  letra  de  cambio,  si  la  aceptare,  quedará 
responsable  a  su  pago,  como  si  hubiese  sido  girada  a  su  cargo,  de- 
biendo dar  aviso  de  su  aceptación,  por  el  correo  más  próximo,  a  la 
persona  por  quien  ha  intervenido :  y  si  la  pagase,  se  subrogará  en 
los  derechos  del  portador  mediante  el  cumplimiento  de  las  obligacio- 
nes prescritas  a  este,  con  las  limitaciones  siguientes:  ia  Pagándola 
por  cuenta  del  librador  sólo  este  le  responderá  de  la  cantidad  desem- 
bolsada, quedando  libres  los  endosantes.  2a  Pagándola  por  cuenta 
de  uno  de  estos,  tendrá  el  derecho  de  repetir  contra  el  mismo  librador, 
contra  el  endosante  por  cuenta  de  quien  intervino!  y  contra  los  demás 
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que  le  precedan,  en  el  orden  de  los  endosos  pero  no  contra  los  que 
sean  posteriores  (art.  512  del  Código  de  Comercio). 

La  intervención  en  la  aceptación  no  privará  al  portador  de  la  letra 
protestada  del  derecho  a  exigir  del  librador  01  de  los  endosantes,  el 
afianzamiento  a  las  resultas  que  esta  tenga.  Si  apesar  de  la  interven- 
ción, quien  no  aceptó  una  letra  se  presentase  para  pagarla!  a  su  venci- 
miento, le  será  admitido  el  pago  con  preferencia  al  que  intervino  o 
quiso  intervenir  para  la  aceptación  o  para  el  pago  siendo  de  su  cuenta 
los  gastos  causados  por  no  haber  aceptado  la  letra  a  su  tiempo  (13). 

El  que  interviniese  en  el  pago  de  una  letra  perjudicada,  no  tiene 
otra  acción  que  la  que  competería  al  portador  contra  el  librador  que 
no  hubiese  hecho  a  tiempo  provisión  de  fondos,  o  contra  aquel  que 
conservara  en  su  poder  el  valor  de  la  letra  sin  haber  hecho-  siu  en- 
trega o  reembolso. 

Principios  fundamentales  de  la  acción  ejecutiva  cambiaría.  —  La 

acción  cambiaría  que  compete  a  todo  tenedor  de  una  cambial  no  pal- 
gada  a  su  vencimiento,  llámase  en  derecho  español  acción  ejecutiva. 

Es  directa  o  principal  la  que  corresponde  al  poseedor  de  una  cambial 
contra  el  aceptante,  contra  el  librador  del  cheque  cambiarlo  y  contra  el 
avalista  de  uno  u  otro. 

Es  indirecta  o  de  regreso,  la  que  corresponde  al  poseedor  de  una 
cambial  contra  los  demás  coobligados  cambiarlos,  o  sea  contra,  central 
el  librador,  avalista  o  endosante. 

Ante  todo  es  preciso*  distinguir  bien,  para  saber  el  alcance  de  la¡ 
acción  ejecutiva  dimanada  de  la  letra  de  cambio,  entre  la  acción  que 


(13)  Disposiciones  análogas  a  las  contenidas  en  nuestro  Código  de  Comercio,  se  consignan  en 
el  Código  de  Italia  (art-  379  y  siguientes)  y  de  Francia.  Las  leyes  inglesas  consideran  que  la  presen- 
tación de  una  letra  a  la  aceptación  no  constituye  una  obligación  para  el  tenedor,  a  menos  que  no 
se  trate  de  una  cambial  a  tanto  tiempo  vista,  en  cuyo  caso  la  presentación  deberá  efectuarse  en  un 
término  rezonable  (reasonable  time),  que  se  calcula  en  razón  a  la  distancia  del  lugar,  y  al  vencimiento. 

Toda  cambial  después  de  ser  presenta  la  al  librado  en  las  horas  ordinarias  de  los  negocios,  caso 
de  no  venir  restituida  dentro  el  término  de  uso  de  24  horas,  se  considera  como  no  aceptada,  debien- 
do el  tenedor  protestarla  por  falla  de  aceptación  cuando  consista  en  un  foreign  bilí,  mientras  puede 
prescindir  de  semejante  requisito  si  se  trata  de  un  island  bilí. 

Sea  cual  sea  la  especie  de  cambial,  el,poseedor  tiene  obligación  de  notificar  la  negativa  de  la  acep- 
tación (notice  of  dhhonour)  ya  al  librador  ya  a  los  endosantes.  Puede  dar-e  verbalmenle.  pero  ordina- 
riamente viene  dada  por  medio  de  carta.  El  objeto  de  la  acción  de  regreso  que  en  consecuencia  ejerci- 
tará el  tenedor,  consistirá  no  en  una  caución,  sino  en  ©1  reembolso  de  la  suma  cambiaría,  intere- 
ses y  gastos. 

Según  la  ley  inglesa  el  tenedor  tiene  derecho  de  considerar  como  una  negativa  de  aceptación, 
una  aceptación  condicional  o  limitada  (qualified  acceptance)  y  aún  se  considera  tal,  la  aceptación 
dada  con  ofrecimiento  de  pagar  solamente  en  determinado  sitio.  Pero  si  es  dada  declarando  el  títu- 
lo pagable  en  una  determinada  banca,  sm  la  adición  de  la  palabra  onlij,  por  ejemplo  « Accepted, 
payable  et  the  Alliance  Bank  »,  la  aceptación  no  es  qualified,  sino  ordinaria  (general  or  clean). 

En  Inglaterra  son  frecuentísimos  los  casos  de  aceptación  con  indicaciones  de  la  banca  .domici- 
Üataria.  En  estos  casos  los  librados  suelen  al  final  de  cada  mes  mandar  a  la  banca  respectiva 
un  aviso  (advice  elip)  conteniendo  la  especificación  de  las  cambiables  domiciliadas  en  la  misma,  y 
que  tendrán  su  vencimiento  en  el  mes  próximo,  juntamente  con  el  ruego  de  pagarlas,  adeudándoles  de 
su  importe  en  la  respectiva  cuenta  corriente. 
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se  ejercita  aceptada  la  letra  o  no  aceptada  la  letra.  Aceptada  la  cam- 
bial, el  aceptante  se  convierte  en  principal  obligado  y  en  único  y  di- 
recto deudor  del  efecto,  contra  el  cual  subsiste  la  razón  directa  para 
hacer  valer  la  acción  ejecutiva.  En  tanto  que  no  aceptada,  el  librado 
permanece  extraño  a  la  obligación  cambiada,  la  cual  no  cesa  de  tener 
valor  entre  tomador  o  poseedor  y  librador,  en  virtud  del  especial  con- 
trato constituido  al  efecto,  empero  el  librador  y  los  endosantes,  como 
sabemos,  vienen  obligados  solidaria  y  respectivamente  a  dar  caución 
para  el  pago  a  su  vencimiento,  en  cuyo  caso  es  la  caución  y  ya  no  la- 
persona,  lo  que  garantiza  la  esencia  de  la  obligación,  de  lo  cual  resulta 
que  toda  posible  acción  contra  endosante  y  librador  no  es  posible 
más  que  por  via  de  regreso  o  indirecta. 

Sin  embargo  dado  el  carácter  fideiusorio  y  solidario  de  cuantos  in- 
tervienen en  una  cambial,  dispone  el  Código  en  su  artículo  516,  que 
intentada  la  acción  contra  alguno  de  ellos,  no  podrá  el  portador  de  la 
cambial  dirigirla  contra  los  demás  sino  en  caso  de  insolvencia  del  de- 
mandado. Para  ello  el  Código  no  obliga  al  portador  a  seguir  un  deter- 
minado orden  en  el  ejercicio  de  la  acción  contra  los  coobligados  cam- 
biariamente,  sino  que  en  gracia  al  ahorro  de  gastos  le  consiente 
dirigirse  contra  quien  pueda  más  prontamente  reembolsarle. 

De  lo  cual  se  sigue  la  consecuencia  que  la  persona  elegida  como 
obligada  al  pago,  que  haya  efectivamente  reembolsado'  al  poseedor 
de  la  cambial  de  la  suma  debida  por  capital,  intereses  y  gastos  de 
protesto  y  recambio,  disfrutará  del  mismo  derecho  enfrente  de  los  de- 
más coobligados  cambiados,  no  liberados  de  responsabilidad  la  deci- 
ción  tomada  por  los  anteriores  poseedores  de  la  cambial. 

Es  inútil  recordar  que  el  avalista  se  halla  en  idénticas  condiciones 
que  cualquier  otro  obligado  cambiarlo,  porque  aún  cuando  el  Có- 
digo no  lo  mencione  en  el  artículo  516,  como  menciona  a  los  demás 
obligados,  rigen  para  él  los  principios  generales  y  las  normas  especia- 
les que  regulan  esta  materia. 

Principios  procesales  que  regulan  la  acción  cambiaría.  —  Regu- 
tan  la  acción  ejecutiva  dimanada  de  la  letra  de  cambio,  los  artículos 
521  a  523  del  Código  de  Comercio  y  1429  casoi  42,  143 1  y  1465,  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

La  acción  ejecutiva  exige  determinados  trámites  según  que  se  dirija 
contra  el  librador,  endosantes  y  avalistas,  o  simplemente  contra  el 
aceptante  que  no  hubiese  puesto  tacha  de  falsedad  en  el  acto  del  pro- 
testo por  falta  de  pago. 

Primer  caso.  La  acción  que  se  ejercite  contra  el  librador,  endosan- 
tes y  avalistas,  para  el  pago  y  reembolso  del  capital,  intereses  y  gastos, 
deberá  ser  precedida  desde  luego  del  protesto  en  forma  y  en  segundo 
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término,  del  reconocimiento'  judicial  que  hagan  de  su  firma  aquellos 
obligado  o  demandados  (art.  521  del  Código  de  Comercio). 

La  acción  ejecutiva  debe  venir  precedida  del  reconocimiento  de 
firma  que  regula  proeesalmente  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  sui 
artículo  1430,  disponiendo  que  se  solicitará  del  Juez  que  el  deudor 
reconozca  su  firma  y  que  el  Juez  deberá  estimarlo,  señalando  día  para 
ia  práctica  de  esta  diligencia  (art.  1430  Ley  Enjuiciamiento  civil). 

Si  no  compareciese  el  deudor  citado  para  reconocer  su  firma,  se  la 
citará  segunda  vez  bajo  apercibimiento  de  ser  declarado  confeso:  en 
la  legitimidad  de  aquella  para  los  efectos  de  la  ejecución;  y  si  tam- 
poco compareciere,  se  despachará  la  ejecución,  siempre  que  hubiere 
precedido  protesto,  o  requerimiento  al  ^pago  por  acta  notarial  01  en1 
acto  de  conciliación  sin  haberse  opuesto1  tacha  de  falsedad  a  la  firma. 

Fuera  de  estos  casos  podrá  el  acreedor  pedir  y  deberá  el  Juez 
acordar  que  se  cite  al  deudor  por  tercera  y  última  vez  bajo  apercibi- 
miento de  tenerle  por  confeso :  y  si  tampoco  compareciese,  ni  alegase 
justa  causa  que  se  lo  impida,  a  petición  de  parte  se  le  tendrá  poir  con> 
feso  para  el  efecto  de  despachar  la  ejecución. 

El  que  manifestase  que  no  puede  asegurar  si  es  o  no  suya  la  fi[rma, 
será  interrogado  por  el  Juez  acerca  de  la  certeza  de  la  deuda:  si  la 
confesare,  se  mandará  despachar  la  ejecución  y  en  otro  casoi,  se  ob- 
servará lo  prevenido  en  el  artículo  1433,  o  sea  que  el  acreedor  podrá 
podrá  sólo  usar  de  su  derecho  únicamente  en  el  juicio  declarativo  que 
por  su  cuantía  corresponda  (art.  143 1  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil). 

Segundo  casé.  Para  la  acción  ejecutiva  contra  el  aceptante  que  no 
hubiese  puesto  tacha  de  falsedad  a  su  aceptación  al  tiempo  de  prOh 
testarse  la  letra  por  falta  de  pago,  no  es  necesarioi  que  la  preceda  el 
reconocimiento  de  la  firma  para  que  pueda  despacharse  la  ejecución 
contra  el  aceptante.  Basta  acompañar  con  la  cambial,  la  copia  del 
acto  del  protesto  y  la  nota  de  gastos  causados,  con  o  sin  cuenta  de 
resaca  (artículos  521,  párrafo  22  del  Código'  de  Comercio,  y  caso¡  4Q, 
del  1429,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil). 

Excepciones  admisibles  contra  la  acción  cambiaría. — 'En  los  jui- 
cios ejecutivos  sobre  pago'  de  letras  de  cambio,  sólo  serán  admisibles 
las  excepciones  siguientes:  ia  Falsedad  del  título  ejecutivo  o  del  acto 
que  le  hubiere  dado  fuerza  de  tal.  2a  Pago.  3a  Compensación  de  cré- 
dito líquido  que  resulte  de  documento'  que  tenga  fuerza  ejecutiva. 
4a  Prescripción.  5a  Quita  o  espera,  6a  Caducidad  de  la  letra  y  72  Plus 
petición. 

La  quita  o  espera  a  tenor  de  lo  prescrito  en  el  artículo  1465  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  deberán  probarse  por  escritura  pública, 
o  por  documento  privado  reconocido  en  juicio1.  Ninguna  otra  excep- 
12 
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ción  será  admisible  en  juicio  ejecutivo  por  letras  de  cambio  {art.  523 
del  Código  de  Comercio). 

Acción  para  afianzamiento  o  depósito  de  valor  de  una  letra.  —  La 

acción  que  se  ejercite  para  conseguir  el  afianzamiento  o  el  depósito 
del  valor  de  una  letra  de  cambio  en  los  casos  en  que  proceda  un 
arreglo  a  lo  dispuesto  en  los  artículos  481,  492  y  498  del  Código  de 
Comercio,  deberá  intentarse,  acompañando  con  la  demanda  en  el 
primer  caso,  el  protesto  que  acredite  la  falta  de  aceptación  de  la  le- 
tra (art.  522  del  Código  de  Comercio). 

El  Juez,  en  vista  de  la  solicitud,  mandará  requerir  a  quien  proceda 
para  que  deposite  el  valor  de  la  letra.  Este  depósito,  no  habiendo 
conformidad  entre  los  interesados,  se  hará  en  el  establecimiento  pú- 
blico destinado  al  efecto :  y  si  esto>  no  pudiese  tener  lugar,  en  un 
comerciante  matriculado  de  reconocida  responsabilidad  o  en  su  de- 
fecto, persona  que  tenga  esta  última  circunstancia  (art!.  21 19  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil). 

Verificado  el  embargo  o  depósito,  el  Juez  fijará  al  que  lo  haya 
solicitado,  un  término  prudencial  para  que  presente  la  segunda  letra 
de  cambio,  o  pida  en  el  juicio  correspondiente  el  embargo  definitivo 
de  su  valor,  apercibido  de  que,  transcurrido  dicho  término  sin  haberlo 
verificado,  se  alzará  el  embargo  o  depósito  provisional. 

Este  plazo  se  fijará  teniendo  en  cuenta  la  distancia  y  facilidad  de 
comunicaciones  que  exista  con  la  plaza  o  punto  donde  se  haya  expedi- 
do la  letra,  y  será  prorrogable  por  justa  causa,  a  juicio  del  Juez  (ar- 
tículo 2130,  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil),. 

Recambio  y  resaca.  —  El  portador  de  una  letra  de  cambio  protes- 
tada podrá  reembolsarse  de  su  importe  y  gastos  de  protesto  y  recam- 
bio, girando  una  nueva  letra  contra  el  librador  o  uno  de  sus  endo- 
santes y  acompañando  a  este  giro  la  letra  original,  el  testimonio  del 
protesto  y  la  cuenta  de  resaca. 

En  la  cuenta  de  resaca  sólo  pueden  contenerse  las  partidas  si- 
guientes : 

ia  Capital  de  la  letra  protestada,  i3-  Gastos  del  protesto.  3a  De- 
rechos del  sello  para  la  resaca.  4a  Comisión  de  giro!  a  uso  de  la  plaza. 
5a  Corretaje  de  la  negociación.  6a  Gastos  de  correspondencia.  7a  Da- 
ño del  recambio.  En  esta  cuenta  se  expresará  el  nombre  de  la  persona 
a  cuyo  cargo  se  gira  la  resaca. 

El  poseedor  de  la  cambial,  que  libra  la  letra  de  recambio  y  nego- 
ciándola, obtiene  su  importe  del  tomador,  queda  saldado  de  la  re- 
clamación cambiaría  pero  si  a  su  vez  este  tomador  no  fuese  reem- 
bolsado, por  el  librador  de  la  letra  de  recambio,  podrá  dirigirse  contra 
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este  por  vía  de  regreso  y  entrará  en  la  condición  de  uno  de  los  en- 
Idosadores  cambiarios.  En  cuanto  al  libradoi  de  la  letra  de  recambio, 
si  no  paga  su  importe,  permanece  en  la  misma  condición  anterior  a  la| 
emisión  de  la  cambial.  Si  la  satisface,  tiene  a  su  vez  el  derecho  d|e 
dirigirse  por  vía  de  regreso  hacia  quienes  frente  a  él  venían  obligados 
al  pago  de  la  cambial.  En  tanto  que  si  el  librado  de  la  letra  de  recam- 
bio era  uno  de  los  endosantes  de  la  cambial  originaria,  y  paga  la 
de  recambio,  tiene  el  derecho  de  cancelar  su  propio1  endoso  y  todos 
los  posteriores. 

Algunas  modalidades  especiales  que  presenta  la  letra  de 
cambio  en  las  legislaciones  italiana,  francesa  e  inglesa 

El  Código  de  Comercio  italiano'  distingue  dos  clases  de  endoso, 
^  el  pleno  y  el  en  blanco.  En  el  primer  caso  (art.  258)  el  endoso'  con- 
tiene la  indicación  del  endosatario  y  la  fecha  y  firma  del  endosante. 
En  el  segundo  caso  falta  la  indicación  del  endosatario  y  consiste 
pura  y  simplemente  en  el  solo  nombre  y  apellidos  del  endosante  o 
de  su  casa  mercantil,  con  o  sin  la  f  echa,  circulando  de  mano  en  manoi 
sin  dejar  rastro  de  las  personas  intermedias  que  la  han  utilizado 
para  sus  operaciones.  La  exigencia  de  que  el  endoso  figure  en  el 
dorso  de  la  cambial,  es  por  consiguiente  implícitamente  impuesta  por 
el  art.  258  del  Código  de  Comercio,  cuandoi  se  trata  de  endoso  en* 
blanco,  mientras  que  no  se  reputa  esencial  cuando  se  trata  de  endoso 
en  pleno,  siendo  en  este  caso  solamente  de  esencia  que  como  la  prin- 
cipal obligación  cambiaría,  aparezca  evidentemente  del  título1. 

Las  letras  de  cambio,  en  Francia  suelen  ir  acompañadas  de  cláu- 
sulas especiales  como  las  siguientes : 

a)  Cláusulas  suivant  avis,  sans  autre  avis.  El  librado,  en  el  primer 
caso,  no  debe  bajo  pena  de  responsabilidad,  aceptar  o  pagar  la  letray 
sin  el  previo  aviso  del  librador:.  En  el  segundo'  caso-,  el  ayisjo  no 
es  necesario. 

b)  Cláusula  sans  garanties.  El  librador  y  endosantes  mediante 
esta  cláusula  garantes  en  principio  de  la  aceptación  y  pago  de  la 
letra,  se  declaran  eximirse  de  dicha  responsabilidad  y  de  la  acción 
de  regreso  que  pueda  intentar  el  portador  no  pagadoi. 

c)  Cláusula  retour  sans  frais.  Esta  cláusula  permite  al  portador  no 
pagado  al  vencimiento  de  la  letra,  eximirse  de  levantar  el  protesto, 
y  de  llenar  las  formalidades  necesarias  para  asegurar  su  reembolso. 
En  caso  de  infringir  esta  cláusula,  los  gastos  de  protestoi  y  demás, 
vienen  a  su  cargo. 
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d)  Cláusula  payabte  en  francs  effectifs  o  payadle  en  francs  or. 
Significan  estas  fórmulas  que  el  tenedor  o  portador  de  la  letra  tiene 
el  derecho  de  exigir  del  librado  que  la  satisfaga  en  francos  precisa- 
mente, en  el  primer  caso,  y  en  moneda  de  oro,  en  el  segundo.  Por 
contra  en  uno  u  otro  caso,  el  librado  no  puede  ser  obligado'  a  pagar 
en  distinta  moneda  de  la  indicada. 

e)  Cláusula  payadle  au  cours  de  París  a  me.  Indica  esta  cláusula 
que  la  letra  debe  hacerse  efectiva  precisamente  en  pesetas  al  cambioi 
fijado  por  la  cotización  del  papel  a  la  vista  sobre  París  el  día  ante- 
rior al  del  vencimiento  o  sea  al  cambio  de  los  francos  en  Bolsa  en 
dicho  día. 

f)  Cláusula  payadle  en  cheque  sur  París  o  payable  en  cheque  de 
Banque  de  premier  ordre.  El  portador  de  la  letra  tiene  el  derecho  a 
cobrarla  por  cheque  del  librado  sobre  París.  En  la  segunda  cláusula 
se  exige  que  el  cheque  sea  librado  por  Banco  clasificado  en  la  plaza 
como  de  primer  orden. 

g)  Cláusula  payable  au  cours  de  fendossement.  Refiérese  si  otra 
cosa  no  se  expresa,  a  la  fecha  del  último  endoso.  La  cláusula  tiene  el 
siguiente  significado.  El  librador  extranjero,  al  endosar  la  letra 
a  un  banquero  de  su  país,  se  propone  cobrar  íntegramente  el  importe 
de  la  cambial,  por  cuyo  motivo  el  banquero  o  persona  que  últimamen- 
te la  presenta  al  cobro  en  España,  debe  percibir  una  cantidad  tal,  que 
le  permite  el  reembolso  de  la  letra,  sin  deducciones  de  ninguna  espe- 
cie, o  sea  que  el  librado  debe  satisfacer  intereses,  timbres,  gastos 
postales,  comisión,  etc. 

A  diferencia  del  Código  de  Comercio  español  que  en  su  artículo 
444,  exige  en  la  letra  de  cambio  que  se  exprese  la  fecha  en  que  se¡ 
libra,  este  requisito  no  es  de  esencia  en  la  letra  de  cambio  inglesa. 
La  Sección  12  de  la  «Bills  of  Echange  Act»,  dispone  que  «cuando 
una  letra  de  cambio  pagadera  después  de  determinado  período  de 
tiempo  no  está  fechada,  o  cuando  la  aceptación  de  una  letra  pagadera 
después  de  determinado  período  a  la  vista  tampoco  está  fechada, 
cualquier  tenedor  puede  insertar  la  verdadera  fecha  del  libramien- 
to o  de  la  aceptación  y  la  letra  deberá  pagarse  conforme  con  ello». 

La  letra  de  cambio  inglesa  es  válida,  aunque  no  se  especifique 
en  ella,  el  valor  recibido  o  entendido  del  mismo,  o  que  ninguna  clase 
de  valor  haya  mediado. 

Distingue  la  «Bills  of  Exchange  Act»,  por  cambial  inglesa  inland 
bilí,  las  letras  que  aparecen  libradas  y  aceptadas  dentro  de  las  Islas 
Británicas  o  bien  libradas  dentro  de  las  islas  Británicas  contra  pl 
sobre  cualquier  persona  residente  en  ellas.  Por  Islas  Británicas  se 
comprende  toda  parte  del  Reino  Unido  de  la  Gran  Bretaña  e  Irlanda, 
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las  islas  de  Man,  Gaernesey,  Jersey,  Alderney  y  Sark  y  cualquiera 
de  las  islas  adyacentes  que  integren  el  dominio  o  territorio!  de  Sui 
Magestad  Británica. 

Cualquiera  letra  de  cambio  que  no  reúna  estas  circunstancias,  es 
considerada  cambial  extranjera  (foreing  bilí). 

En  el  caso  de  no  ser  pagada  una  inland  bilí,  o  en  el  de  no  haber 
sido  aceptada,  el  portador  puede  protestarla  por  falta  de  pago  o  de 
aceptación,  teniendo  presente,  que  para  conservar  los  derechos  que 
incumben  al  portador,  contra  el  librador  y  endosantes,  no  es  de  rigor 
el  protesto. 

En  cambio,  tratándose  de  una  foreing  bilí,  o  que  tenga  apariencia 
de  tal,  en  caso  de  falta  de  aceptación  o  de  pago  debe  ser  protestada, 
puesto  que  en  otro  caso',  librador  y  endosantes  quedarían  exentos  de 
responsab  il  idad . 

La  ley  inglesa,  reconoce  que  la  cambial  y  el  prommisary  note  (pa- 
garé) pueden  ser  endosados  tanto  a  una  tercera  persona  especificada 
en  la  cláusula  (¿n  full),  como  en  blanco  (in  blank). 

En  cuanto  al  pago,  la  ley  inglesa  contiene  preceptos  que  diferencian 
la  letra  de  cambio  inglesa  de  las  continentales.  En  primer  lugar  para 
las  cambiales  no  pagables  at  sight,  on  detnand,  esta  concede  al  deu- 
dor un  término  de  tres  días  (days  of  grace)  para  pagar.  Si  el  último 
de  estos  tres  días  cae  en  domingo,  o  coincide  con  el  día  de  Navidad 
o  de  Viernes  Santo,  día  de  duelo  nacional  o  de  fiesta  pública,  el  pago 
Ideberá  efectuarse  en  el  día  anterior ;  si  cae  en  día  de  vacaciones  dé 
Banca,  (bank-holidays)  votadas  por  el  Parlamento,  como  por  ejemplo 
el  día  después  de  Navidad  o  de  Pascua,  la  cambial  es  pagadera  al 
día  siguiente. 

Según  la  ley  inglesa,  el  pago,  como  la  aceptación,  puede  ser  hecho 
por  una  persona  en  calidad  de  necesaria  (case  of  need),  o  por  honor 
o  intervención  (for  honour),  que  intervengan  después  de  levantado 
el  protesto  (payement  supra  protest);  pero  la  ley  inglesa  prescribe  la 
formalidad  del  protesto  contra  el  librado:  aún  antes  de  presentarse 
el  título  para  el  pago,  a  la  persona  que  haya  aceptado!  el  protesto  j 
en  tanto  que  esta  formalidad  no  la  exigen  las  legislaciones  conti- 
nentales. 

Las  letras  inglesas  vienen  acompañadas  generalmente  de  cláusulas 
parecidas  a  las  siguientes : 

a)  Payable  at  exchange  as  per  indorsement,  equivalente  a  la  cláu- 
sula francesa  payable  au  cours  de  Vendossement,  que  hemos  anotado 
al  tratar  de  la  letra  de  cambio  francesa. 

b)  Payable  at  the  collecting  Bankers  selling  rate  of  exchange  on  day 
of  payement  for  drafts  at  sight  on  London.  Significa  que  debe  pagar- 
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se  la  letra  al  cambio  en  que  los  banqueros  vendan  letras  a  la  vista 
sobre  Londres  en  el  día  del  pago. 

c)  This  item  is  payable  at  maturity  with  all  charges  for  collection 
and  remittance  including  estarnp  duties  and  oar  charges  to...  which 
knidey  ni  y  oar  Lummary  of  charges.  Significa  que  el  respectivo  efecto 
debe  pagarse  al  vencimiento  con  todos  los  gastos  de  cobro  y  envío, 
incluyendo  el  importe  de  los  timbres  y  los  gastos  del  librador,  que  de- 
ben incluirse  en  la  nota. 

d )  Payable  at  prime  Bankers  selling  rate  for  demant  drafts  on  New- 
York  with  all  collection  charges.  Significa  que  debe  satisfacerse  el 
importe  de  la  letra  al  cambio  en  que  los  Banqueros  de  primer  orden 
vendan  letras  sobre  New- York  con  más  todos  los, gastos  de  cobranza. 

Legislación  del  Timbre  referente  a  letras  de  cambio 

(Ley  de  19  de  Octubre  de  1920  y  26  de  Julio  de  1922) 
Efectos  de  Comercio 

Art.  138.  Las  letras  de  cambio,  pólizas  de  préstamo  con  garantía  de 
valores  cotizables,  libranzas  a  la  orden,  cheques  a  la  orden,  mandatos  o 
cualesquiera  otros  documentos  de  transferencia  expedidos  por  los  Banco3 
y  Sociedades  contra  sus  Sucursales  y  viceversa,  cartas  órdenes  de  crédito 
por  cantidades  fijas,  delegaciones,  abonarés  y  cualesquiera  otros  efectos 
análogos  de  comercio,  cuyo  vencimiento  no  exceda  de  seis  meses,  llevarán 
el  timbre  del  precio  que  corresponda  a  su  cuantía,  según  la  escala  que  a 
continuación  se  expresa: 


TIMBRE 


CUANTIA  DEL  DOCUMENTO 

Precio 

Clase 

Pesetas 

Hasta  100  pesetas  

Desdo    100.01  a     200  posotas.  .  . 

12  * 

0,15 

11> 

0,30 

—      200.01  a     350  — 

10." 

0,50 

—      350.01  a     500     —  ... 

9.» 

0,75 

-      5H0.01  a     750     —    .  .  . 

8.a 

1,00 

—      750.01  a  1.250  — 

7.» 

2,00 

—    1.250.01  a  2.000  — 

6.a 

3,00 

—    2.000.01  a  3.500  — 

5.» 

5,00 

—    3.510.01  a  7.500  — 

4.a 

10,00 

—    7.500.01  a  17.000  — 

3.a 

25,00 

—  17.500,  1  a  35.000  — 

2  a 

50.00 

—  35.000,01  a  70.000  — 

1> 

100,00 

Cuando  la  cuantía  del  efecto  exceda  de  70.000  pesetas,  se  fijarán  ade- 
más en  el  mismo  los  timbres  móviles  correspondientes  a  la  diferencia  o 
exceso,  a  razón  de  una  peseta  por  cada  750  pesetas  o  fracción  de  ellas. 

Dichos  efectos  devengarán  por  derecho  de  timbre  el  duplo  del  que  que- 
da fijado,  si  su  vencimiento  excede  de  seis  meses. 
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Los  pagarés  a  la  orden,  cualquiera  que  sea  el  tiempo  de  su  duración, 
tributarán  con  arreglo  a  la  escala  del  art.  15  de  esta  ley,  debiendo  exten- 
derse precisamente  en  los  efectos  especiales  que  expenda  él  Estado  (15). 

Art.  139.  Las  pólizas  de  créditoi  con  garantía  de  valores  cotizables  lle- 
varán el  timbre  que,  oon  sujeción  a  la  escala  que  se  fija  por  el  artículo 
anterior,  corresponda  a  la  mitad  del  crédito  que  por  las  mismas  se  conceda, 
y  en  dicho  artículo  se  considerarán  comprendidas  para  todos  los  demás 
fines  del  mismo. 

En  los  .casos  en  que  la  suma  de  las  cantidades  recibidas  exceda  a  La 
mitad  del  crédito  concedido,  se  pagará  la  diferencia  entre  el  impuesto  sa- 
tisfecho y  el  que  corresponda  a  la  cuantía  total  de  dicho  crédito,  con  suje- 
ción a  la  indicada  escala,  fijando  en  la  póliza  los  timbres  móviles  necesa- 
rios al  efecto,  los  que  se  inutilizarán  como  se  dispone  en  el  art.  9Q. 

Los  duplicados  de  dichas  pólizas  y  los  de  las  de  préstamo  con  garantía 
también  de  valores  cotizables,  llevarán  timbre  fijo  de  diez  céntimos  de 
peseta,  clase  lis,  cuando  la  garantía  que  sirva  de  base  para  regular  el  tim- 
bre no  exceda  de  5.000  pesetas,  y  cuando  pase  de  esta  cantidad,  el  timbre 
de  dichos  duplicados,  será  de  una  peseta,  clase  8a. 

Art.  140.    (Se  refiere  a  cheques). 

Art.  141.    (Se  refiere  a  cartas-órdenes). 

Art.  142.  (Se  refiere  a  resguardos  de  entrega  de  cantidades  en  cuenta 
corriente). 

Art.  143.  El  Estado  expenderá  al  público  las  letras  de  cambio,  pagarés 
a  la  orden  y  pólizas,  de  préstamo  con  garantía  de  valores  cotizables,  con, 
el  timbre  especial  que  marca  la  escala  del  art.  138.  Sin  embargo,  los  Ban- 
cos, Sociedades  legalmente  constituidas,  Montes  de  Piedad  y  los  comer- 
ciantes nacionales  o  extranjeros  que  acomoden  su  contabilidad  a  las  pres- 
cripciones del  Código  de  Comercio,  podrán  acudir  a  la  Dirección  general 
del  ramo,  por  conducto  de  las  respectivas  Delegaciones  de  Hacienda,  para 
timbrar  los  impresos  especiales  de  dichos  efectos  que  presenten. 

Lo¿  demás  efectos  de  comercio  que  se  especifican  en  los  artículos  que 
preceden  se  extenderán  por  los  particulares  en  papel  común,  reintegrán- 
dolos con  los  correspondientes  timbres  móviles,  según  su  cuantía,  que  se 
inutilizarán  como  se  dispone  por  el  art.  9^  esta  ley(16). 


(15)   La  escala  do  este  art.  15,  referente  a  instrumentos  públicos,  es  la  siguiente: 


TIMBRE 

CUANTIA  DEL  DOCUMENTO 

Precio 

Clase 

Pesetas 

Dasta     500  pesetas  

8.a 

1 

Hesde     500,01  hasta  1.000  

7.a 

2 

—     1.000,01    —  1.500  

6.a 

3 

—     1  500,01    —  2.500  

5.a 

5 

—     2.500,01    —  5.000  

4.a 

10 

—     5.000,01    —  12.000  

3.a 

25 

—    12.500,01    —  25.000  

2.a 

50 

—   25.000,01    —  50.000  

1.a 

100 

(16)     Los  timbres  móviles  y  los  especiales  móviles,  sin  excepción  alguna,  se  inutilizarán  por  fag 
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Art.  144.  Las  letras  que  se  expidan  dentro  del  Reino  no  podrán  ser  ne- 
gociadas, aceptadas  ni  satisfechas  si  no  se  hallan  extendidas  precisamente 
en  el  papel  que  determina  el  art.  143  de  esta  ley,  a  no  ser  en  los  casos 
que  por  el  mismo  artículo  se  exceptúan  de  este  requisito.  Igualmente  acon- 
tecerá con  los  pagarés  a  la  orden  y  pólizas  de  préstamos  con  garantía  de 
Valores  cotizables. 

Art.  145.  Los  giros  que  se  hagan  telegráficamente  se  reintegrarán  fijan- 
do en  el  original  en  que  se  redacte  el  telegrama  los  timbres  móviles  corres- 
pondientes, con  arreglo  al  art.  138,  los  que  se  inutilizarán  como  se  dispone 
en  el  art.  9Q  de  esta  ley. 

Art.  146.  Los  documentos  de  giros  librados  en  el  extranjero  que  hayan 
de  presentarse  para  su  cobro  en  España,  antes  de  que  puedan  ser  negocia- 
dos, aceptados  o  pagados,  se  reintegrarán  como  se  dispone  por  el  artículo 
anterior.  Sin  este  requisito  no  serán  admitidos  en  juicio. 

Igual  formalidad  se  exigirá  en  los  documentos  de  dicha  procedencia  que 
se  expidan  a  favor  del  Tesoro  o  sean  cedidos  por  el  mismo. 

Art.  147.  Las  letras  de  cambio  y  demás  documentos  de  giro  que  se  ex- 
pidan en  el  extranjero  y  hayan  de  pagarse  también  fuera  de  España  no 
devengarán  timbre,  aunque  se  negocien  en  el  Reino;  pero  sí  lo  devengarán 
en  la  forma  prescrita  en  los  artículos  que  preceden  si  volvieran  para  el  pro- 
testo, en  la  forma  prevenida  en  el  artículo  anterior. 

Art.  148.  Las  segundas  letras,  terceras  y  demás  podrán  expedirse  sin 
timbre;  pero  deberán  reintegrarse  con  los  timbres  móviles  correspondien- 
tes a  su  cuantía,  si  al  ser  aceptadas  o  pagadas  no  se  halla  unida  a  ellas, 
cualquiera  que  sea  la  causa,  la  primera  que  debió  extenderse  en  el  papel 
timbrado  correspondiente. 

Art.  149.  El  aval,  por  acto  separado  de  la  letra  de  cambio,  estará  sujeto 
igualmente  al  timbre  fijado  para  la  letra. 

Art.  150.  El  que  reciba  un  documento  de  giro  no  timbrado  y  en  la  for- 
ma y  cuantía  que  determinan  los  artículos  que  preceden,  tendrá  la  obliga- 
ción de  devolverlo  al  librador  o  endosante  para  que  se  extienda  con  arreglo 
a  lo  mandado,  absteniéndose  los  Notarios  públicos  de  autorizar  protestos 
de  documentos  que  no  estén  extendidos  en  el  papel  y  timbre  corres- 
pondientes. 

Art.  151.  Todo  efecto  de  comercio  que  no  esté  extendido'  en  el  papel 
correspondiente  del  que  expenda  el  Estado,  o  reintegrado  en  forma,  si 
fuera  de  los  que  se  extendiesen  en  papel  común,  según  disponen  los  artícu- 
los anteriores,  no  podrá  admitirse  por  el  Tribunal  ni  oficina  pública  de  nin- 
gún orden  y  grado,  careciendo,  por  tanto,  de  la  eficacia  ejecutiva  que  los 
documentos  mercantiles  llevan  aparejada.  Esto  no  obsta  para  que,  como 
obligación  puramente  civil,  pueda  utilizarse  la  forma  de  enjuiciar  que 
para  compeler  al  cumplimiento  de  las  de  este  último  orden  reconoce  el 
derecho  común. 

Art.  152.    Se  prohibe  a  todas  las  personas,  Bancos  y  Sociedades,  esta- 


interesados,  escribiendo  sobre  cada  Timbro  la  fecha  del  documento  en  que  se  fijen.  La  falta  de  este 
requisito  se  considerará  como  omisión  del  Timbre  a  los  efectos  de  la  sanción  correccional  (art.  9»  de 
la  ley  del  Timbre  de  19  octubre  1920). 
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blecimientos  públicos  y  comercios  guarden  en  Caja  por  su  cuenta  o  cuenta 
ajena  los  efectos  expresados  que  no  lleven  el  timbre  correspondiente. 

Art.  153.  Quedan  exceptuados  del  empleo  del  timbre  fijado  por  el  artí- 
culo 138  los  giros  que  expidan  en  asuntos  del  servicio  de  la  Dirección  gene- 
ral del  Tesoro  y  las  Delegaciones  de  Hacienda  de  las  Provincias. 

La  designación  que  se  haga  en  la  aceptación  de  las  letras  de  cambio  de 
algún  Banoo  o  banquero,  como  pagador  del  documento,  no  estará  sujeta 
al  pago  del  impuesto. 

(Disposición  35  de  la  ley  de  18  Julio  de  1922). 


CAPÍTULO  VI 


Operaciones  sobre  efectos  de  Comercio 

(Continuación) 

De  las  libranzas,  vales  y  pagarés  a  la  orden.  De  los  manda- 
tos DE  PAGO  LLAMADOS  CHEQUES.  De  LAS  CARTAS  ÓRDENES  DE  CRÉDITO 

LEGISLACIÓN  (Código  de  Comercio) 

De  las  «libranzas»,  «vales»  y  «pagarés  a  la  orden».  Requisitos  que  exige  la  ley  en  esloe  documen- 
tos.—  Efectos  jurídicos  de  los  mismos.  —  Legislación  del  Timbre  referente  a  libranzas,  vales  y  pa- 
garés a  la  orden. 

Del  mandato  de  pago  llamado  «cheque».  —  Sus  funciones.  —  Obligación  primordial  del  librador.  —  Res- 
ponsabilidad en  que  puede  incurrir.  —  Diferencias  entre  la  letra  de  cambio  y  el  cheque.  —  Dife- 
rencias entre  el  cheque  y  el  billete  de  Banco.  —  Requisitos  que  debe  contener  el  cheque.  —  Lu- 
gar y  tiempo  de  pago.  —  Sanción  legal  conlra  la  presentación  al  cobro  fuera  de  plazo.  —  Aplica- 
ción al  cheque  de  los  preceptos  legales  relativos  a  las  cambiales.  —  Aplicación  de  los  preceptos 
legales  relativos  al  cheque  a  los  talones.  —  De  la  responsabilidad  en  el  pago  de  los  cheques.  — 
Cheque  cruzado.  —  Cámaras  de  compensación.  —  Cheques  circulares  y  otras  órdenes  de  pago.  — 
Legislación  del  Timbre  referente  a  los  cheques  y  talones. 

De  las  cartas  órdenes  de  crédito.  —  De  los  efectos  jurídicos  que  nacen  de  estos  documentos.  —  Le- 
gislación del  Timbre  referente  a  las  cartas  órdenes  de  crédito. 


De  las  libranzas  y  de  los  vales  y  pagarés  a  la  orden  (1) 

Artículo  531.  Las  libranzas,  vales  o  pagarés  a  la  orden  deberán  con- 
tener : 

le    El  nombre  específico  de  la  libranza,  vale  o  pagaré. 


(1)  Acerca  de  este  punto  se  han  dictado  por  el  Tribunal  Supremo  varias  sentencias,  cuya  doc- 
trina es  de  aplicación  más  o  menos  general,  y  de  las  cuales  indicaremos  las  más  importantes.  En 
las  de  28  de  junio  de  1859  y  19  de  mayo  de  1870  estableció:  Que  los  pagarés  y  sus  afianzamientos  de- 
berán ajustarse  a  la  índole  de  los  contratos  que  se  trató  de  asegurar  y  garantizar  al  extenderlos, 
quedando  aquéllos  sujetos  a  las  reglas  generales  por  que  se  rigen  éstos.  En  la  de  28  de  marzo  de 
1860:  Que  los  vales  o  pagarés,  si  bien  producen  las  mismas  obligaciones  y  efectos  que  las  lelras  de 
cambio,  no  son  absolutamente  iguales  a  éstas.  En  otra  de  14  de  noviembre  de  1862:  Que  tanto  la 
obligación  principal  del  librador,  como  la  subsidiaria  del  que  garantiza  su  cumplimiento,  son  siem- 
pre comunes.  En  la  de  18  de  marzo  de  1872:  Que  cuando  los  pagarés  son  inseparables  de  una  es- 
critura de  venta,  no  puede  considerárseles  como  documentos  do  giro,  pues  para  esto  es  necesario  su- 
ponerlos independientes  de  la  venta  o  sin  relación  alguna  con  ella,  a  no  ser  que  sean  consecuencia 
de  la  novación  del  contrato.  En  la  de  25  de  noviembre  de  1898:  Que  el  carácter  mercantil  de  los  pa- 
garés a  la  orden  "no  se  determina  por  la  mera  cualidad  de  ser  comerciantes  las  personas  que  en  ellos 
se  interesan  como  librador,  endosante  o  tenedor,  sino  por  la  circunstancia  esencial  de  proceder 
de  operaciones  mercantiles,  según  el  artículo  citado,  aplicable  al  caso  que  se  resuelve.  Y  que  cuan- 
do no  consta  que  proceden  de  operaciones  mercantiles,  es  evidente  que  sólo  pueden  ser  considera- 
dos como  expresión  de  la  obligación  de  devolver  una  cantidad  prestada  con  el  interés  pactado,  a 
•cuyo  préstamo  tampoco  puede  dársele  el  carácter  de  mercantil. 
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2a    La  fecha  de  la  expedición. 

3°    La  cantidad. 

4s    La  época  del  pago. 

5<>    La  persona  a  cuya  orden  se  habrá  de  hacer  el  pago,  y,  en  las  libran- 
zas, el  nombre  y  domicilio  de  la  persona  contra  quien  estén  libradas. 
62    El  lugar  donde  deberá  hacerse  el  pago. 
7  o-    El  origen  y  especie  del  valor  que  representen. 

8ü  La  firma  del  que  expida  la  libranza,  y  en  los  vales  o  pagarés,  la  del 
que  contrae  la  obligación  de  pagarlos. 

Los  vales  que  hayan  de  pagarse  en  distinto  lugar  del  de  la  residencia  del 
pagador,  indicarán  un  domicilio  para  el  pago  (2). 

Art.  532.  Las  libranzas  a  la  orden  entre  comerciantes,  y  los  vales  o 
pagarés,  también  a  la  orden,  que  procedan  de  operaciones  de  comercio, 
producirán  las  mismas  obligaciones  y  efectos  que  las  letras  de  cambio,  ex- 
cepto en  la  aceptación,  que  es  privativa  de  éstas. 

Los  vales  o  pagarés  que  no  estén  expedidos  a  la  orden,  se  reputarán  sim- 
ples promesas  de  pago,  sujetas  al  derecho  común  o  al  mercantil,  según  su 
naturaleza,  salvo<  lo  dispuesto  en  el  título  siguiente  (s). 

Art.  533.  Los  endosos  de  las  libranzas  y  pagarés  a  la  orden,  deberán 
extenderse  con  la  misma  expresión  que  los  de  las  letras  de  cambio  M. 


(2)  Es  juez  competente  para  conocer  de  la  demanda  sobre  pago  de  un  pagaré  el  del  lugar 
donde  el  pago  deba  verificarse,  aunque  hayan  mediado  endosos,  pues  éstos  en  nada  varían  la  obli- 
gación. (S.  10  julio  1889). 

Los  pagarés  a  la  orden  que  no  contengan  los  requisitos  del  nombre  y  domicilio  que  se  exigen 
en  las  libranzas,  no  serán  reputados  mercantiles,  y  quedan  reducidos  a  la  categoría  de  simples  pa- 
garés, eficaces  sólo  desde  el  punto  de  vista  del  derecho  común.  (S.  14  noviembre  1872). 

Los  pagarés  mercantiles  se  rigen  por  el  Código  de  Comercio,  aun  cuando  no  sean  comercian- 
tes los  interesados,  y  el  librador  no  puede  eximirse  del  pago,  invocando  la  excepción  non  numeratae 
pecunia,  que  es  inaplicable  a  oíros  documentos.  (S.  de  lis  de  diciembre  de  1889). 

(3)  La  suspensión  de  pagos  hecha  por  los  endosantes  y  libradores  de  un  pagaré  que  reúne  los 
requisitos  prescritos  en  el  artículo  532  para  ser  considerado  como  mercantil,  permito  al  tenedor 
del  pagaré  que-  figure  lícita  y  simultáneamente  como  acreedor  del  librador  y  de  los  endosantes  en 
los  juicios  de  suspensión  promovidos  por  los  mismos;  y  la  sentencia  que  lo  desconoce  infringe  las 
disposiciones  de  este  artículo  en  relación  con  las  de  los  516,  618  y  524.  (S.  26  febrero  1892). 

Los  pagarés  a  la  orden,  a  que  se  refiere  este  artículo,  no  son  aquellos  cuyo  importe  se  va  a 
dedicar  al  comercio,  sino  los  que  proceden  de  operaciones  comerciales,  pues  sólo  éstos  tienen  va- 
lor jurídico  de  documentos  mercantiles-  (S.  24  noviembre  1894). 

La  misma  doctrina  sé  consigna  en  las  sentencias  de'  10  de  abril  de  1894  y  25  de  enero  de  1898, 
Los  pagarés  que  no  se  expiden  de  comerciante  a  comerciante  y  «a  la  orden»,  ni  emanan  de 
operaciones  de  comercio,  tienen  el  carácter  de  documentos  particulares,  pero  no  el  de  mercantiles, 
rigiéndose  por  consecuencia  por  el  Código  Civil,  pudiendo  endosarse  a  tercera  persona  y  no  estando 
sujetos  a  la  prescripción  trienal-  (S.  25  enero  1905). 

(4)  La  responsabilidad  de  los  endosantes  como  deudores  subsidiarios,  no  puede  serles  exigida  ni 
hacerse  efectiva  sin  reconvenir  antes  y  vencer  en  juicio  al  librador  y  principal  responsable  do  los 
pagarés,  u  obtener  en  su  caso  la  certidumbre  de  su  insolvencia.  (S.  22  enero  1889). 

Cuando  el  endosatario  de  un  pagaré  determina  la  acción  que  ejercita  y  sobre  todo,  fija  bien  la 
razón  de  ella,  pidiendo  la  devolución  a  título  de  préstamo  del  valor  expresado  en  el  endoso,  la  sen- 
tencia que  absuelve  al  endosante  por  no  constituir  préstamo  dicho  endoso,  está  arreglada  a  dere- 
cho. (S.  18  noviembre  1899). 


De  los  mandatos  de  pago  llamados  cheques  (5) 


Art.  534.  El  mandato  de  pago,  conocido  en  el  comercio  con  el  nombre 
de  cheque,  es  un  documento  que  permite  al  librador  retirar,  en  su  provecho 
o  en  el  de  un  tercero,  todos  o  parte  de  los  fondos  que  tiene  disponibles  en 
poder  del  librado  (6). 

Art.  535.    El  mandato  de  pago  deberá  contener: 

El  nombre  y  la  firma  del  librador,  nombre  del  librado  y  su  domicilio, 
cantidad  y  fecha,  de  su  expedición,  que  habrán  de  expresarse  en  letra,  y  si 
es  al  portador,  a  favor  de  persona  determinada  o  a  la  orden;  en  el  último 
caso  será  transmisible  por  endoso  (7). 

Art.  536.  Podrá  librarse  dentro  de  la  misma  plaza  de  su  pago  o  en  lugar 
distinto;  pero  el  librador  está  obligado  a  tener  anticipadamente  hecha  la 
provisión  de  fondos  en  poder  del  librado. 

Art.  537.  El  portador  de  un  mandato  de  pago  deberá  presentarse  al 
cobro  dentro  de  los  cinco  días  de  su  creación  si  estuviere  librado  en  la  mis- 
ma plaza,  y  a  los  ocho  días  si  lo  fuere  en  otra  diferente. 

El  portador  que  dejare  pasar  este  término,  perderá  su  acción  contra  los 
endosantes,  y  también  la  perderá  contra  el  librador,  si  la  provisión  de  fon- 
dos hecha  en  poder  del  librado  desapareciese,  porque  éste  suspendiera  los 
pagos  o  quebrase  W. 

Arr.  538.  El  plazo  de  ocho  días  que  fija  el  artículo  anterior  para  los 
mandatos  de  pago  librados  de  plaza  a  plaza,  se  entenderá  ampliado  hasta 
los  doce  días  de  su  fecha  para  los  librados  en  el  extranjero. 

(5)  El  cheque,  si  es  título  al  portador,  no  obliga  a  su  tenedor  a  probar  la  legitimidad  de  la 
tenencia.  El  que  lo  emite  está  obligado  a  garantizar  el  abono  de  su  importe,  y  si  después  de  emiti- 
do, revoca  la  orden  de  pago,  a  la  persona  a  quien  lo  entregó,  deberá  reembolsar  su  importe  a  quien 
de  buena  fe  lo  posea.  (S.  del  Tribunal  Supremo  de  Viena,  13  mar/o  1885). 

El  cheque  es  en  su  esencia  una  letra  de  cambio,  y  el  tenedor,  sea  por  entrega  o  por  endoso, 
puede  siempre  proceder  para  obtener  su  pago  (Declaración  de  la  Cámara  de  Pares  de  Londres)- 

Inglatcrra  regularizó  el  cheque  por  su  ley  do  15  de  agosto  de  1876,  admitiéndolos  de  tres  cla- 
ses: libres  y  cruzados,  general  y  particularmente.  Los  últimos  han  de  contoner  determinado  endo- 
so para  que  el  librado  deba  pagarlos- 

El  cheque  cruzado,  o  sea  el  que  se  cruza  con  dos  rayas  paralelas,  no  puede  ser  pagado  más  que 
por  un  banquero,  con  el  que  tenga  cuenta  corriente  el  tenedor  del  efecto. 

(6)  Con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  los  artículos  138  y  siguientes  de  la  ley  del  Timbre  de  1906, 
eólo  los  cheques  a  la  orden  que  con  arreglo  a  este  Código  son  endosables,  estarán  sujetos  al  timbre 
proporcional,  según  su  cuantía,  y  las  demás  clases  admitidas  lo  estarán  al  timbre  móvil  de  10  cénls. 

El  cheque  a  la  orden  lleva  el  timbre  del  precio  que  corresponda  a  su  cuantía,  según  la  escala 
del  art.  138  de  la  vigente  ley  del  Timbre.  Los  cheques  al  portador  y  los  expresados  a  favor  de  per- 
sona determinada,  llevan  timbre  móvil  de  diez  céntimos  de  peseta,  clase  16»,  cuando  su  cuantía  no 
exceda  de  25.000  pesetas;  y  timbre  de  25  céntimos,  clase  15»,  desde  esa  suma  a  50.000.  Si  son  re- 
novados o  satisfechos  por  el  librador,  se  considerara  comprendidos  en  el  art.  138,á  a  no  ser  que  lle- 
ven unido  el  correspondiente  protesto. 

Las  cartas-órdenes  sin  límite  llevan  a  su  expedición  timbre  móvil  de  diez  céntimos  y  se  reinte- 
gra la  diferencia  al  realizarse. 

(7)  La  expedición  de  un  cheque  o  mandato  de  pago,  a  que  se  refiere  este  artículo,  o  el  de  un 
talón  de  cuenta  corriente  de  que  se  ocupa  el  543,  determina  un  acto  de  comercio,  y  el  documento 
que  naco  del  mismo  o  representa,  ha  de  tener  naturalmente  el  carácter  de  mercantil  para  todos  los 
efectos  legales,  y  su  falsificación  está  castigada  en  el  art.  315  del  Código  penal  y  no  en  el  548  del 
mismo.  (S.  17  junio  1890). 

(8)  Los  cheques  que  no  lleven  el  timbre  correspondiente  carecerán  de  eficacia  ejecutiva  por  con- 
tener un  vicio  de  nulidad,  y  pierden  el  carácter  do  documentos  mercantiles  quedando  reducidos  a 
obligaciones  puramente  civiles-  (S.  3  mayo  1897). 
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Art.  539.  El  pago  del  mandato  se  exigirá  al  librado  en  el  acto  de  la 
presentación. 

La  persona  a  quien  se  pague  expresará  en  el  recibí  su  nombre  y  la  fecha 
del  pago. 

Art.  540.  No  podrán  expedirse  duplicados  de  los  mandatos  de  pago, 
sin  haber  anulado  previamente  los  originales,  después  de  vencidos,  y  obte- 
nido' la  conformidad  del  librado. 

Art.  541.  El  librador  o  cualquier  tenedor  legal  de  un  mandato  de 
pago  tendrá  derecho  a  indicar  en  él  que  se  pague  a  banquero  o  sociedad 
determinada,  lo  cual  expresará  escribiendo  cruzado  en  el  anverso  el  nombre 
de  dicho  banquero  o  sociedad,  o  solamente  las  palabras  «y  compañía». 

El  pago  hecho  a  otra  persona  que  no  sea  el  banquero  o  sociedad  indica- 
da, no  relevará  de  responsabilidad  al  librado,  si  hubiese  pagado  indebi- 
damente. 

Art.  542.  Serán  aplicables  a  estos  documentos  las  disposiciones  con- 
tenidas en  este  Código  respecto  a  la  garantía  solidaria  del  librador  y 
endosantes,  al  protesto  y  al  ejercicio  de  las  acciones  provenientes  de  las 
letras  de  cambio. 

Art.  543.  Regirán  para  las  órdenes  de  pago  en  cuenta  corriente  de  los 
Bancos  o  Sociedades  mercantiles,  conocidas  bajo  el  nombre  de  talones,  las 
disposiciones  anteriores  en  lo  que  les  sean  aplicables  (9). 


De  las  libranzas,  vales  y  pagarés  a  la  orden 

Los  títulos  cambiarios  han  adoptado  desde  el  principio  dos  formas, 
una  la  de  documento1  y  prueba  del  cambio  trayecticio',  o  sea  la  remesa 
de  dinero  de  lugar1  a  lugar,  y  otra  la  de  documento  iy  prueba  de  cam- 
bio local  o  de  préstamo.  La  primera  forma  (letra  de  cambio),  ha 
sido,  considerada  siempre  acto  de  comercio  y  capaz  de  producir  ef  ectos 
cambiarios.  La  segunda,  acto  también  de  comercio',  noi  era  reconocida 
siempre  capaz  de  producir  aquellos  efectos,  puesto  que  era  necesario 
probar  que  dependía  de  causa  comercial  para  comportar  aquellos 
efectos.  1 

Los  efectos  jurídicos  que  producen  una  y  otra  son  diferentes. 

En  la  letra  de  cambio'  el  librador  no  se  obliga  jamás  directamente 
a  pagar  la  suma  indicada  en  el  título',  sino  a  hacerla  pagar  al  librado 
por  medio  de  la  delegación  de  pago  que  le  dirige,  aún  cuando*  a  re- 
serva de  la  hO'  aceptación  oí  de  la  falta  de  pago  contraiga  la  obligación 

(9)  En  sentencia  de  6  de  junio  de  1886  declaró  el  Tribunal  Supremo:  Que  conforme  al  Reglamen- 
to del  Banco  de  España,  para  que  los  talones  de  cuenta  corriente  y  los  mandatos  de  transferencia 
puedan  ser  satisfechos,  han  de  estar  firmados  por  los  interesados  a  cuyo  nombre  esté  abierta  la  cuen- 
ta; ha  de  repetirse  por  letra,  antes  de  la  firma,  la  cantidad  que  representen,  y  ha  de  confrontarse  la 
firma  con  la  correspondiente  del  registro  de  cuentas  corrientes,  y,  por  consiguiente,  es  responsable 
el  Banco  de  los  perjuicios  originados  por  el  pago  de  un  talón  cuya  firma  era  falsa  y  no  se  repitió 
la  cantidad  en  letra,  como  queda  expresado. 

Véase  en  el  art.  537  la  Sentencia  3  mayo  1897. 
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de  pagar  por  la  rechazada  delegación.  En  el  caso  del  pagaré  quien 
emite  el  título  no  dirige  ninguna  delegación  de  pago  a  nadie  sino 
que  es  él  quienj  a  su  vencimiento  se  obliga  a  satisfacer  la  obligación 
en  el  documento  consignada,  siempre  como  obligación  principal  y  no 
como  subsidiaria.  Además  en  el  pagaré  de  comercio  no  se  presupone 
provisión  de  fondos,  presentación  a  la  aceptación,  etc.,  ya  que  no 
son  circunstancias  complementarias  de  la  obligación  que  asume  el 
librador. 

Requisitos  que  exige  la  ley  en  estos  documentos.  —  Las  libranzas^ 

vales  o  pagarés  a  la  orden,  deberán  contener:  is  El  nombre  especí- 
fico de  la  libranza,  vale  o  pagaré.  i®  La  fecha  de  la  expedición. 
3Q  La  cantidad.  42  La  época  del  pago.  5°  La  persona  a  cuya  orden 
se  habrá  de  hacer  el  pago  y  en  las  libranzas  el  nombre  y  domicilio  de 
la  persona  contra  quien  estén  libradas.  6Q  El  lugar  donde  deberá 
hacerse  el  pago.  79  El  origen  y  especie  del  valor  que  representen. 
8^  La  firma  del  que  expida  la  libranza  y  en  los  vales  y  pagarés,  la  del 
que  contrae  la  obligación  de  pagarlos. 

Los  vales  que  hayan  de  pagarse  en  distinto  lugar  del  de  la  residen- 
cia del  pagador,  indicarán  un  domicilio  para  el  pago  (art.  531  del 
Código  de  Comercio). 

La  denominación  pagaré  a  la  orden,  equivale  al  italiano  vaglia 
cambiario,  y  al  inglés  protnissory  note. 

Estos  documentos  no  pueden  ser  jamás  como  la  cambial,  a  la  or- 
den del  librador,  porque  el  emitente,  que  es  el  librador,  es  el  deudor 
del  importe,  y  no  puede  por  consiguiente  pagarse  a  sí  mismo. 

Efectos  jurídicos  de  los  mismos.  —  Las  libranzas  a  la  orden  entre 

comerciantes,  y  los  vales  o  pagarés  también  a  la  orden,  que  procedan 
de  operaciones  de  comercio,  producirán  las  mismas  obligaciones  y 
efectos  que  las  letras  de  cambio,  excepto  en  la  aceptación,  que  es  pri- 
vativa de  estas. 

Los  vales  o  pagarés  que  no  están  extendidos  a  la  orden,  se  reputa- 
rán simples  promesas  de  pago,  sujetas  al  derecho  común  o  al  mercan- 
til, según  su  naturaleza,  salvo  lo  dispuesto  en  el  título  siguiente  (art. 
532  del  Código  de  Comercio). 

Los  endosos  de  las  libranzas  y  pagarés  a  la  orden  deberán  extender- 
se con  la  misma  expresión  que  los  de  las  letras  de  cambio  (art.  533 
del  Código  de  Comercio). 

En  cuanto  a  la  acción  de  regreso  es  de  advertir  que  siendo  el  prin- 
cipal obligado  a  pagar,  el  emitente,  también  es  natural  que  el  protesto 
debe  ser  levantado  contra  del  mismo  al  objeto  de  que  el  portador 
tenga  el  derecho  de  accionar  contra  los  coobligados.  Si  el  pagaré 
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a  la  orden  hubiese  sido  domiciliado,  el  protesto  debe  formalizarse 
en  el  lugar  del  domicilio,  y  contra  el  emitente  si  él  misino  debía  sa- 
tisfacerlo en  dicho  domicilio,  o  contra  la  persona  (domiciliaran©1) 
encargada  de  pagarlo. 

Legislación  del  Timbre  referente  a  libranzas,  vales  y 
pagarés  a  la  orden 

(Ley  19  de  octubre  1920  y  26  julio  1922) 

Véase  el  art.  138  de  la  ley  de  19  octubre  1920,  inserto  en  el  Capí- 
tulo anterior,  apartado  Legislación  del  Timbre. 

Del  mandato  de  pago  llamado   «cheque».  Sus  funciones 

El  mandato  de  pago,  conocido  con  el  nombre  de  cheque  (del  inglés 
to  chek,  verificar,  comprobar),  es  un  documento'  que  permite  al  librador 
retirar  en  su  provecho  o  en  el  de  un  tercer©',  todos  o  parte  dé  los! 
fondos  que  tiene  disponibles  en  poder  del  librado  (art.  534  del  Có- 
digo de  Comercio). 

El  cheque  a  semejanza  de  la  cambial  y  del  billete  de  Banco,  sus- 
tituye  a  la  moneda  en  la  función  del  cambio  sirviendo  admirablemente 
como  instrumento  de  compensación  y  de  pago.  El  cheque  ahorra  a 
quien  debe  hacer  un  pago  el  cuidado  y  el  peligro  inherente  a  la| 
custodia  del  dinero,  mientras  de  otra  parte  halla  el  medio'  de  conti- 
nuar disfrutando  de  los  intereses  que  pueda  pagarle  el  banquero  tra- 
tándose de  cantidades  depositadas  en  cuenta  hasta  el  día  en  que  el 
poseedor  del  cheque  se  presenta  al  cobro-.  A  su  vez  el  acreedor,  en- 
tregando el  cheque  recibido  en  pago,  a  su  banquero  para  que  lo-  cobre, 
ahorra  el  trabajo  y  el  peligro  de  custodiar  el  importe  percibido,  mien- 
tras aprovecha  los  intereses  que  corren  a  su  favor  desde  el  momento 
de  la  exacción.  Finalmente  el  cheque  contribuye  a  disminuir  la  canti- 
dad ide  numerario  necesario  para  la  circulación,  facilitando  las  com- 
pensaciones entre  los  banqueros  que  intervienen  en  las  operaciones 
de  libramiento  y  de  pago. 

Obligación  primordial  del  librador.  Responsabilidad  en  que  pue- 
de incurrir.  —  Se  puede  decir  que  el  librador  tiene  hecha  la  provisión 
de  fondos  cerca  del  librado,  cuando  por  concurrencia  de  operaciones 
concertadas  entre  ellos,  o  de  remesas  hechas  por  el  librador  al  librado 
en  cuenta  corriente,  o  de  una  apertura  de  crédito  hecha  por  el  librada 
en  favor  del  librador,  este  sea  acreedor  de  aquel  por  una  cantidad 
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cuando  menos  igual  al  cheque  cmitido(,  o  a  la  masa  de  cheques  libra- 
dos. El  derecho  del  librador  respecto  del  librado,  deriva  de  un  verda- 
dero derecho  de  crédito,  de  donde  resulta  que  entre  Sucursales  de  un 
mismo  Instituto  ban cario,  si  pueden  emitirse  cheques,  no  se  puede 
propiamente  hablar  de  acreedores  y  deudores,  de  librador  ni  de  libra- 
Ido,  porque  en  definitiva  se  reduce  la  emisión  de  los  cheques  entre 
(ellos  a  un  cómodo  expediente  de  contabilidad,  ya  que  unop  y  otros  son 
la  misma  cosa. 

Es  conveniente  observar  en  cuanto  a  la  provisión  de  fondos,  que 
así  como  en  la  cambial  el  librador  puede  siempre  anular  o  retirar 
lia  provisión  hasta  el  momento  en  que  el  librado-  acepta,  en  el  cheque 
la  provisión  no  puede  jamás  ser  retirada  ni  disponer  de  ella,  si  antes 
del  vencimiento  no  se  ha  procedido  a  su  reposición,  pues  de  lo  con- 
trario, anulando  la  provisión,  se  anularía  el  cheque. 

En  cuanto  a  esa  obligación  que  es  de  esencia  en  la  institución  del 
cheque,  hemos  de  advertir  que  las  legislaciones  son  rigurosísimas 
para  castigar  a  los  libradores  de  cheques  en  descubierto,  es  decir  de 
cheques  cuya  contrapartida  no  exista  disponible  en  poder  del  librado. 
Para  algunas  legislaciones  como  la  italiana  art.  334  del  Código  de 
Comercio  y  ley  belga,  llega  al  10  0/0  de  la  cantidad  o  importe  del  che- 
que; para  otras  como  la  ley  francesa  de  1865,  llega  al  6  0/0,  para 
otras  como  el  Código  suizo  art.  837,  llega  al  5  0/0,  aparte  de  las  in- 
demnizaciones y  penas  sancionadas  en  los  Códigos  en  el  caso  de  que 
haya  habido  ánimo  de  defraudar. 

No  basta  a  tal  efecto,  dice  Vivante,  que  el  librador  sea  acreedor 
de  una  cantidad  líquida  y  exigible,  sino  que  es  necesario  que  haya 
sido  puesta  a  disposición  del  librado  la  cantidad  indicada  en  el  che- 
que, de  suerte  que  no  se  ofrezca  dificultad  ni  obstáculo  para  el  pago, 
disponibilidad  que  puede  tener  por  origen  una  relación  permanente  de 
negocios,  como  son  depósitos,  cuentas  corrientes,  aperturas  de  cré- 
dito, etc.,  o  bien  una  operación  aislada  como  es  una  venta  o  una 
comisión,  etc. 

Diferencias  entre  la  letra  de  cambio  y  el  cheque.  —  Mientras  que 

la  cambial  tiene  siempre  por  causa  determinante  una  operación  co- 
mercial o  civil,  de  la  cual  viene  a  ser  el  símbolo  jurídico,  suponiéndose 
siempre  un  vencimiento  lejano  a  fin  de  dar  tiempo  a  que  el  negocio 
a  que  obedece  pueda  desenvolverse,  el  cheque  no  sirvé  frecuénté- 
mente  más  que  para  simples  operaciones  de  pago  o  de  compensación, 
siendo  siempre  breve  su  vencimiento. 

En  el  mundo  del  comercio  la  cambial  es  un  acto  de  comercio,  sirve 
principalmente  para  retardar  el  pago  de  una  deuda  en  las  relaciones 
entre  plaza  y  plaza,  mientras  que  el  cheque  es  una  forma  de  pago 
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y  frecuentemente  usadlo  en  la  misma  plaza  en  forma  de  talones  que 
equivalen  al  cheque  para  pagos  al  contado. 

La  letra  de  cambio  no  supone  necesariamente,  una  relación  actual 
de  debe  y  de  haber  entre  librador  y  librado,  es,  decir  que  lleva  un  de- 
recho autónomo,  mientras  que  el  cheque  por  el  contrario  supone  siem- 
pre necesariamente  que  en  el  acto  de  su  emisión,  existe  una  provisión 
de  fondos  en  poder  del  librado  ya  que  sin  esta  provisión  es  imposible 
hablar  de  la  existencia  del  cheque. 

Por  medio  de  la  cambial  el  librador  se  reembolsa  de  un  crédito 
que  posee  o  que  rendirá  a  su  favor  antes  del  vencimiento;,  respecto,  del 
librado,  de  cualquiera  causa  que  aquel  proceda.  Mientras  que  por 
medio  del  cheque  el  librador  no  hace  más:  que  disponer  de  fondos 
remitidoj  anticipadamente  al  librado,  o  de  los:  que  el  librado  habrá 
cobrado  en  su  nombre,  o  que  este  habrá  puesto,  a  disposición  del  pri- 
mero, por  medio  de  una  apertura  de  crédito,  de  la  cual  incluso  puede 
percibir  intereses,  cosa  que  no  ocurre  comunmente  con  la  llamadla 
provisión  de  fondos  de  contrato  de  cambio. 

Diferencias  entre  el  cheque  y  el  billete  de  banco.  —  El  billete  de 
Banco  es  siempre  un  documento  de  crédito  al  portador.  El  cheque 
puede  ser  al  portador,  pero  puede  extenderse  a  la  orden  y  endosado 
haciendo  la  responsabilidad  para  cuantos  han  intervenido,  si  por  ser 
impagado,  se  reclama  por  vía  de  regresó. 

La  entrega  en  pago  de  una  obligación,  de  un  billete  de  Banco, 
extingue  la  obligación  si  la  Banca  que  lo  ha  emitido  es  solvente, 
porque  el  portador  puede  convertirlo,  en  metálico  acto  seguido-  En 
cambio,  con  el  cheque  ¡no  basta  su  entrega  para  la  extinción  de  la  obli- 
gación, puesto  que  precisa  que  el  banquero  librado,  lo;  pague,  aun- 
que pagado,  se  retrotraigan  los  efectos  a  la  fecha  del  libramiento. 

El  billete  de  Banco  es  siempre  pagadero  a  la  vista,  mientras  que 
el  cheque  puede  ser  pagadero,  a  un  determinado  tiempo  a  partir  dé 
la  fecha. 

El  billete  dé  Banco'  tiene  una  circulación  ilimitadaj  mientras  la  serie 
a  que  pertenece  no  sea  oficialmente  retirada  o  no1  se  deteriore  por  el 
uso.  En  tanto  que  el  cheque  tiene  una  circulación  limitada  y  mucho 
más  si  en  lugar  de  ser  a  la  orden  es  simplemente  al  portador. 

En  cuanto  a1  las  condiciones  de  emisión,  a  los  preceptos  a  que  debe 
sujetarse  esta,  a  los  perjuicios  que  una  exagerada  emisión  pueden 
causar  en  las  finanzas  de  un  país,  podrían  hallarse  multitud  de  dife- 
rencias que  distinguen  a  unos  de  otros  documentos. 

Requisitos  que  debe  contener  el  cheque,  —  El  Código  de  Comer- 
cio (art.  531),  ordena  que  el  mandato  de  pagoi  o  cheque,  deberá 
contener : 
13 
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i9  El  nombre  y  la  firma  del  librador.  El  nombre  y  la  firma  del 
librador  es  condición  esencial  del  documento  cheque,  en  cuanto  su- 
pone la  garantía  para  el  tenedor  del  documento,  de  que  el  librado 
cumplirá  con  el  emitente  del  documento,  la  obligación  de  pago  que 
tienen  entre  ambos  preestablecida. 

22  Nombre  del  librado  y  su  domicilio,  La  persona  física  o  moral 
que  debe  satisfacer  el  importe  consignado  en  el  documento,  debe  ex- 
presarse claramente. 

32  Cantidad  y  fecha  de  su  expedición.  Exige  la  ley  que  se  expresen 
en  letra  a  fin  de  evitar  dudas  derivadas  de  la  escritura  de  cantidades 
en  guarismos.  En  cuanto  a  la  fecha  debe  tenerse  presente  que  en 
ella  se  basa  la  eficacia  de  la  presentación  al  cobro. 

4e  Si  es  al  portador  a  favor  de  persona  determinada  o  a  la  orden. 
Cuando  el  cheque  esté  extendido  a  la  orden  el  nombre  de  la  persona 
designada  como  tomador  y  sucesivamente  como  endosatario,  es  de 
todo  punto  necesario.  En  Inglaterra  es  práctica  corriente  que  un  che- 
que a  la  orden  (to  order)  lo  sea  también  al  mismo  tiempo  al  porta- 
dor (to  bearer).  En  España  sería  nulo  un  cheque  así  extendido  (artícu- 
lo 535  del  Código  de  Comercio). 

Lugar  y  tiempo  de  pago.  —  Podrá  librarse  dice  el  art.  536  del 

Código  de  Comercio  dentro  de  la  misma  plaza  de  su  pago,  o  en  lugar 
distinto:  pero  el  librador  está  obligado'  a  tener  anticipadamente  hecha 
la  provisión  de  fondos  en  poder  del  librado. 

En  cuanto  al  tiempo,  el  Código  de  Comercio  determina  que  el 
portador  de  un  mandato  de  pago  deberá  presentarlo  al  cobro  dentro 
de  los  cinco  días  de  su  creación  si  estuviese  librado  en  la  misma 
plaza  y  a  los  ocho  días  si  lo  fuese  en  otra  diferente  (párráfo  ¡s  ar- 
tículo 537,  del  Código  de  Comercio).  El  cheque  puede  ser  pagadero 
a  la  vista  o  dentro  del  término  prestablecidlo  por  el  Código,  o  bien 
dentro  de  cierto  tiempoi  a  partir  de  la  vista,  cosa  que  calla  el  Código 
pero  que  reputamos  legal. 

El  Código  fija  en  doce  días  el  tiempo  dentro  del  cual  puede  pre- 
sentarse al  cobro  un  cheque  librado  en  España  y  cobradero  en  el 
Extranjero  (art.  538  del  Código  de  Comercio). 

En  Italia  el  plazo  para  cobrar  los  cheques  en  la  misma  plaza  es, 
el  de  ocho  días  fecha,  y  de  quince  entre  plaza  y  plaza  incluso  para  ei 
Extranjero  (art.  342  del  Código  de  Comercio).  En  Francia  y  en  Suizal 
es  como  en  España  de  cinco  y  de  ocho  días  (Ley  de  1865,  art.  6?, 
y  Código,  art.  834  respectivamente).  La  ley  Belga  fija  los  términos 
en  tres  y  seis  días  (art.  40),  y  la  ley  inglesa  no  fija  término  ninguno 
la  presentación  al  pago,  pero  dice  que  el  cheque  debe  ser  presentado 
a  tal  objeto  dentro  de  un  tiempo  prudencial  ( within  a  reasonable  time) 
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entendiendo  por  tal,  el  que  tenga  en  cuenta  la  naturaleza  del  título, 
los  usos  del  comercio,  de  los  banqueros  y  las  circunstancias  de  cada 
caso. 

Nuestro  Código  al  decir  que  deberá  presentarse  el  cheque  al  cobro 
dentro  de  los  cinco  días  de  su  creación,  parece  dar  a  entender  que 
la  fecha  de  creación  no  se  computa  en  el  cálculo  del  plazo.  Hubiera 
sido  conveniente,  no  obstante,  que  a  semejanza  del  Código  italiano 
(art.  342),  lo  hubiese  así  declarado  expresamente. 

Sanción  legal  contra  la  presentación  al  cobro  fuera  de  plazo. — 

Dice  nuestro  Código  de  Comercio  (párrafo  iQ,  art.  537),  que  el 
portador  que  dejare  pasar  este  término  perderá  su  acción  contra  los 
endosantes,  y  también  la  perderá  contra  el  librador  si  la  provisión 
de  fondos  hecha  en  poder  del  librado  desapareciese  porque  éste 
suspendiera  los  pagos  o  quebrase. 

El  ejercicio  de  la  acción  de  regreso,  se  basa  principalmente  en  el 
cumplimiento  del  precepto  legal  de  presentar  el  cheque  al  cobro,  den- 
tro del  plazo  establecido  por  la  ley.  Si  este  precepto  ha  sido  cumplido, 
el  tenedor  del  cheque  impagado  tiene  derecho  a  que  los  endosantes 
o  el  librador  le  reembolsen  de  su  importe,  porque  entiende  la  lejyi 
que  el  tenedor  no  ha  de  sufrir  las  consecuencias  de  la  negativa  de 
pago  fundada  o  infundada  que  haya  opuesto;  el  librado  al  serle  presen- 
tado el  cheque  al  cobro,  cuando  ha  usado  de  la  diligencia  necesaria] 
para  cumplir  con  lo  mandado  por  la  ley. 

Em  cambio  la  ley  castiga  al  tenedor  del  cheque  con  la  pérdida  de 
la  acción  de  regreso  contra  los  endosantes  y  contra  el  librador,  en 
el  caso  de  que  haya  retenido  el  cheque  en  mano  sin  presentarlo  al  co- 
bro dentro  del  término  legal,  dando'  lugar  a  que  mientras  tantoi  el  libra- 
do haya  suspendido  pagos  o  quebrado,  convirtiéndose  entonces  el  te- 
nedor en  acreedor  del  suspenso  o  quebrado.  En  este  caso  la  culpa 
de  la  desaparición  de  los  fondos  es  imputable  solamente  al  retardo 
del  tenedor. 

La  acción  de  regreso  queda  igualmente  enervada  respecto  del  li^ 
brador,  cuando  la  desaparición  de  la  provisión  de  fondos  no  le  es 
en  modo  alguna  imputable  (siempre  que  se  suponga  hecha  con  lai 
anticipación  suficiente  y  mantenida  hasta  el  vencimiento),  no  sólo 
en  el  caso  de  suspensión  de  pagos  o  quiebra  del  librado,  sino  por* 
haber  ¡destinado  los  fondos  constituidos  por  el  librador  a  oitras  ope- 
raciones particulares. 

Se  ha  discutido  el  caso  de  si  la  suspensión  de  pagos  del  librador, 
paraliza  la  acción  de  regreso  del  tenedor  de  un  cheque  impagado 
por  un  librado  que  ha  destinado  la  provisión  de  fondos  a  una  compen- 
sación dé  créditos  contra  el  librador  01  contra  otras  sucursales  del 
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librador.  Por  parte  de  quienes  han  sostenido  que  el  librador  suspenso 
debe  reembolsar  al  tenedor  del  cheque  impagado,  se  ha  alegado  que 
el  precio  pagado  por  el  cheque  respectivo  no  debe  considerarse  apro- 
piado por  el  librador  ni  por  tanto  incluido  dentro  de  su  activo,  y¡ 
en  consecuencia  que  sin  perjuicio  para  los  acreedores  puede  ser  reem- 
bolsado, porque  la  contrapartida  la  tiene  el  librador  en  poder  del  li- 
brado, dándose  el  caso,  no  reembolsándolo,  que  el  librador  tendría  en 
su  poder  los  fondos  por  partida  doble.  No  obstante,  teniendo1  en  cuen- 
ta que  el  librador  ha  tenido  con  tiempo  sobrado  los  fondos  en  poder 
del  librado,  y  por  consiguiente  que  en  el  momento  de  la  venta  y 
emisión  del  cheque,  ha  podido  con  pleno  derecho  hacer  suyo  e  ingre- 
sar en  su  patrimonio  el  importe  del  mismo,  es  evidente  la  imposibili- 
dad de  reembolsar  al  tenedor  del  cheque  impagado,  si  el  librador  en 
este  intervalo  se  ha  presentado  en  estado  de  suspensión,  por  cuanto 
es  natural  que  creyendo  que  el  librado  cumplirá  con  la  obligación 
de  pagar  el  cheque  librado,  en  el  momento  de  formalizar  el  balance 
habrá  incluido  dentro  de  la  rúbrica  de  Caja,  todo  el  disponible  que 
tenía  en  mano,  incluso  el  importe  del  cheque  emitido  y  por  consi- 
guiente sin  autorización  de  la  masa  acreedora,  no  puede  reembolsar, 
detrayéndolo  del  activo,  el  importe  del  cheque  impagado. 

En  cuanto  a  hechos  propios  del  librador  diremos  que  si  destruye 
6  reduce  por  hechos  propios  la  provisión,  antes  de  que  sea  llegado  el 
tiempo  de  presentar  el  cheque  al  cobro,  el  tenedor  del  cheque  no 
obstante  no  haberlo  presentado1  a  su  debido  tiempo,  puede  ejercitar 
su  acción  de  regreso  contra  el  librador,  porque  el  deber  de  librador 
es  cumplir  con  la  obligación  primordial  de  la  provisión  de  fondos,  y 
por  consiguiente,  un  cheque  no  pagado  por  falta  de  provisión  es  lo 
mismo  que  si  jamás  hubiese  existido  ésta. 

En  cambio  el  librador  puede  destruir  o  reducir  la  provisión,  des- 
pués de  que  el  cheque  haya  debido  ser  presentado  al  librado  para  el 
pago  y  no  lo  fué,  o  bien  si  después  de  este  tiempo  determinóse  el  caso 
fortuito,  o  la  fuerza  mayor  que  destruyó  la  provisión.  No  hallaríamos 
justo  que  el  tenedor  pudiera  perseguir  al  librador  si  este  hizo  cuanto 
estuvo  a  su  alcance  para  continuar  teniendo  la  _p revisión  en  poder 
del  librado,  en  tanto  que  nadie  más  que  el  mismo  tenedor  puede  im- 
putarse la  culpa  por  no  haber  presentado  el  cheque  al  cobro  a  su 
debido  tiempo,  en  cuyo  momento  la  provisión  no  había  aún  desapa- 
recido. 

Aplicación  al  cheque  de  los  preceptos  legales  relativos  a  las  cam- 
biales.—  Excepto  en  cuanto  a  la  aceptación,  inaplicable  a  la  insti- 
tución del  cheque,  son  aplicables  a  este  documento  las  disposiciones 
contenidas  en  el  Código  de  Comercio,  respecto  a  la  garantía  solidaria 
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del  librador  y  endosantes,  al  protesto  y  al  ejercicio  de  las  acciones 
provenientes  de  las  letras  de  cambio  (art.  542  del  Código  de  Comercio). 

La  acción  procedente  del  cheque  se  extinguirá  a  los  tres  años  de 
su  vencimiento,  háyase  o  no  protestado.  Igual  regla  se  aplicará  ai 
los  talones  (art.  950  del  Código  de  Comercio). 

Aplicación  de  los  preceptos  legales  relativos  al  cheque  a  los  ta- 
lones. —  Regirán  para  las  órdenes  de  pago  en  cuenta  corriente  de  los 
Bancos  o  Sociedades  mercantiles,  conocidas  bajo  el  nombre  de  talo- 
nes, las  disposiciones  anteriores  relativas  a  los  cheques  en  lo  que 
les  sean  aplicables. 

Tomando  patrón  de  lo  legislado  para  los  talones  que  se  emiten  por 
el  Banco  de  España  (Reglamento  del  Banco,  art.  69),  para  que 
puedan  ser  satisfechos  han  de  estar  firmados  por  los  interesados  aj 
cuyo  nombre  está  abierta  la  cuenta,  ha  de  repetirse  por  letra  antes  de 
la  firma,  la  cantidad  que  representen  y  ha  de  confrontarse  la  firma 
con  la  correspondiente  del  Registro  del  Negociado  de  cuentas  co- 
rrientes. 

De  la  responsabilidad  en  el  pago  de  los  cheques.  —  Los  Bancos 
suelen  entregar  a  sus  clientes,  los  llamados  carnets  de  cheques  debida- 
miente  numerados,  y  de  ¡cuya  entrega  se  firma  el  correspondiente 
recibo  a  la  Banca  libradora.  Este  sistema  dispensa  en  cierto  modo 
a  la  Banca  libradora  del  trabajo  de  asegurarse  de  la  identidad 
del  portador  del  cheque  ál  cual  efectúan  el  pago:-,  la  responsabilidad! 
de  poner  a  buen  ¡seguro  el  carnet  de  cheques,  incumbe  al  titular  del 
mismo,  a  cuyo  fin  suele  hacerse  la  recomendación  de  tenerlo  bien 
guardado.  Si  bien  pues,  en  principio  se  admite  que  por  consecuen- 
cia ide  la  entrega  de  un  carnet  de  cheques,  los  Bancos  vienen  disr 
pensados  de  verificar  la  identidad  del  portador  de  un  cheque  en 
el  momento  del  pago,  ño  es  menos  cierto  que  vienen  obligados  aj 
usar  prudentemente  de  esta  presuposición  debiendo  asegurarse  de 
la  identidad  de  la  persona,  cuando  se  encuentren  en  presencia  de  una 
persona  que  les  infunda  sospecha,  en  particular  cuando  se  trate 
de  cheques  de  importe  considerable. 

Los  Tribunales  al  dictar  sentencia  en  procesos  de  responsabili- 
dades de  este  orden,  aprecian  no  solamente  las  cuestiones  de  hecho 
que  pueden  motivar  una  condena  del  culpable,  sino  las  circuns- 
tancias que  pueden  establecer  una  responsabilidad  de  quien  ha  pa- 
gado, sin  tomar  las  debidas  precauciones.  Así  también  en  el  caso 
de  cheques  pagados  por  medio  de  firmas  falsificadas,  si  se  demues- 
tra que  tales  firmas  habían  podido  ser  reconocidas  falsas,  pres- 
tando al  caso  un  pooo¡  de  atención,  la  prueba  cuestión  de  hecho 
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susceptible  de  modificar  las  reglas  de  la  jurisprudencia,  debe  que- 
dar a  cargo  de  quien  ha  pagado  sin  una  comprobación  rigurosa 
de  dicha  firma.  (Véase  jurisprudencia  Banco  de  España). 

Por  lo  general,  el  pago  de  un  cheque  puede  sin  responsabilidad 
ser  suspendido  en  los  siguientes  casos:  ¡ 

12  Si  el  cheque  no  viene  extendido  en  las  condiciones  legales 
que  hemos  estudiado  al  examinar  los  requisitos  que  debe  oontener, 
incluso  los  fiscales. 

20  Si  la  firma  del  emitente  del  cheque  difiere  de  la  que  const* 
ta  como  modelo'  en  el  registro  de  firmas^ 

32  Si  un  raspado,  añadido  o  interlineado  no  viene  salvado  en 
una  forma  u  otra  con  la  firma  del  emitente. 

Cheque  cruzado.  —  Una  forma  particular  perfeccionada  del  che- 
que, adoptada  por  los  comerciantes  de  Londres  para  evitar  los  pe- 
ligros derivados  del  extravío  o  del  hurto  de  los  cheques  a  la  orden 
o  al  portador  es  la  del  cheque  cruzado  o  cerrado  ( crossed  chek ). 
Para  impedir  que  alguien  fraudulentamente,  especialmente  en  caso 
de  pérdida  pudiera  intentar  el  cobro,  sustituyendo  con  el  propio 
nombre,  el  del  legítimo  poseedor,  trazaban  entre  dos  líneas  atrar 
vesadas  al  título,  el  nombre  de  aquel  al  cual  debía  pagarse.  Este 
era  el  cheque  «spccially  crossed».  Pero  en  esta  forma  el  cheque 
quedaba,  inmobilizado  en  manos  del  tenedor,  y  así  se  pensó  en  ob- 
viar la  dificultad  haciendo  posible  su  negociación,  mediante  escri- 
cribir  a  través  del  documento,  por  entero  o  abreviado  las  palabras 
«and  cornpany»  las  cuales  permitían  al  poseedor  del  título  el  trans-. 
ferirlo  a  otro,  si  bien  que  este  no'  puede  ser  más  que  un  banquero^ 

El  crossing  puede  ser  indicado  tanto  por  el  emitente  como  por 
el  tomador  o  por  un  endosatario,  por  lo  cual  un  cheque  abierto! 
(opea  chek)  puede  transformarse  en  un  cheque  cruzado  bien  cheque 
cruzado  general  (con  la  expresión  genuína  «y  Compañía»),  bien  che- 
que cruzado  especial,  (si  entre  las  dos  rayas  se  indica  el  nombre  del 
banco  que  sólo  podrá  presentarlo  al  cobro  en  el  banco  librado). 

Las  palabras  y  compañía,  o  el  nombre  del  banquero,  de  que  habla 
el  Código  de  Comercio  español  en  su  artículo  541,  al  autorizar  el 
cheque  cruzado,  deben  considerarse  como  parte  integrante  del  tí- 
tulo. El  pago  hecho  a  otra  persona  que  no  sea  el  banquero  o  Socie- 
dad indicada,  no  relevará  de  responsabilidad  al  librado  si  hubiese 
pagado  indebidamente  (art.  541  del  Código  de  Comercio). 

En  Inglaterra  en  evitación  del  peligro  de  extravío  antes  apuntado 
suele  consignarse  en  los  cheques  la  expresión  no  negociable.  Esta) 
expresión  no  impide  la  circulación  del  título  ni  su  transferencia  a 
otra  persona,  pero  produce  la  consecuencia,  que  la  circulación  des- 
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pués  de  una  eventual  sustracción  o  una  falsificación  de  firma,  es  a 
riesgo  de  quien  recibe  el  cheque,  por  lo  cual  si  por  ejemplo,  A  libraj 
un  cheque  a  favor  de  Bt  y  sie  lo  expide  por  oorreo>  con  la  cláusula! 
ruó  negociable,  si  el  cheque  se  pierde  o  es  robado,  y  C  k>  encuentra! 
y  lo  dá  en  pago  aj  D1,  qfue  lo  cobra  de  buena  fe,  A;,  puede  pledlili1 
el  reembolso  a  D. 

Exención  de  derechos  de  timbre  para  cheques  cruzados  y  man- 
datos de  pago.  Creación  de  las  Cámaras  de  Compensación-  —  Dado 

que  el  cheque  cruzado  no  puede  ser  hecho  efectivo1  más  que 
por  una  banca  o  por  un  banquero1,  que  será  el  último  endosatario, 
surge  la  consecuencia  de  que  todos  los  cheques  cruzados,  concén- 
transe  en  los  Bancos,  los  cuales  a  su  vez  los  ceden  a  los  grandes 
Institutos  de  Crédito,  en  los  cuales  tienen  cuenta  corriente  abierta. 
Los  saldos  vienen  compensados  en  las  llamadas  Cámaras  de  Com- 
pensación, (Clearing-house),  o  lugares  ¡donde  diariamente  se  reúnen 
los  representantes  de  los  banqueros  asociados  para  cambiar  los  che- 
ques y  otros  documentos  librados  sobre  los  B,ancos  inscritos,  en  una 
palabra,  para  saldar  las  deudas  bancarias. 

En  la  base  sexta,  del  artículoi  segundo  de  la  ley  de  Ordenación 
Ban caria  de  29  de  diciembre  de  1921,  se  reservaba  a  los  Bancos 
y  banqueros  inscritos,  entre  otros  beneficios  el  de  gozar  de  la  exen- 
ción del  Timbre  del  Estadio*  en  los  cheques  cruzados  y  mandatos 
de  pago,  a  que  se  refiere  el  artículo  541  del  Código  de  Comercio.  Ejn¡ 
dicha  base  se  exigía  que  el  pago  de  estos  cheques  fuese  hecho  por 
compensación,  con  sujeción  estricta  a  las  normas  que  se  establecieran 
para  regular  la  institución  compensadora., 

De  conformidad  con  estos  principios,  se  ha  dictado  el  siguiente 
Real  Decreto  de  9  de  enero  de  1923. 

Cheques  cruzados 

(Real  Decreto  de  9  de  enero  de  1925) 

Artículo  le  Quedan  exentos  del  impuesto  del  timbre  los  cheques  y  man- 
datos de  pago  a  que  se  refiere  el  artículo  5él  del  Código  de  Comercio  cuan- 
do reúnan  las  siguientes  requisitos  : 

Que  sean  cruzados  o  librados  en  la  forma  prescrita  en  el  párrafo  prime- 
ro >de  dicho  artículo  y  que  hayan  de  pagarse  por  Bancos  o  banqueros  sus- 
critos en  la  Comisaría  de  la  Banca  privada. 

Que  el  pago  se  realice  mediante  compensación  y  con  sujeción  a  las  fór- 
mulas establecidas  por  el  consorcio  bancario. 

Art.  2a  Esta  exención  quedará  anulada  para  el  territorio'  de  las  tres  zo- 
nas bancarias  constituidas  por  R.  O.  de  3  de  Febrero  de  1922,  en  las  cua- 
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les  el  Consorcio  Bancario  no  logre  la  creación  y  funcionamiento  de  Cáma- 
ras de  Compensación  en  el  plazo  de  tres  meses. 

Art.  3Q  Las  Cámaras  de  compensación,  bancos  y  banqueros  que  paguen 
los  cheques  cruzados  a  que  se  refiere  el  artículo  primero  quedarán  obliga- 
dos a  conservar  a  disposición  de  los  inspectores  del  Timbre,  durante  el  pla- 
zo de  tres  años  las  relaciones  juradas  de  los  mismos. 

Art.  4o  El  consorcio  bancario  en  el  plazo  de  20  días  a  contar  de  la  fe- 
cha de  la  publicación  de  este  Decreto  presentará  a  la  aprobación  del  minis- 
tro de  Hacienda  un  proyecto  de  normas  para  la  constitución  y  funciona- 
miento de  tres  Cámaras  de  compensación  en  Madrid,  Barcelona  y  Bilbao, 
que  haya  aprobado  el  Consejo  bancario  en  sesión  especial  convocada  al 
efecto. 

Conexión  de  las  disposiciones  de  este  Real  Decreto,  con  las  de 
la  ley  del  Timbre.  Condiciones  para  gozar  de  la  exención.  —  £1 

artíquk)  138  de  la  vilgeate  ley  del  Timbre  dispone  que  si  los  che- 
ques son  emitidos  a  la  orden,  tributarán  por  igual  tipo  que  la  letra 
de  cambio,  con  arreglo  a  su  cuantía. 

En  cuando  a  los  cheques  al  portador  o  nominativos,  existen 
otras  reglas.  El  art.  ¿140  distingue  si  son  emitidos  o  no  contra] 
cuenta  corriente.  En  el  caso  de  serlo  vienen  sujetos  a  la  tributa- 
ción especial  de  0*20  cents,  sea  la  que  sea  la  cuantía,  tanto  en  el 
caso  de  ser  al  portador  como  nominativos,  pero  exige  la  condición 
de  que  sean  pagados  en  la  misma  plaza  en  que  se  expidan,  o  en 
caso  de  serlo  en  diferente  que  se  paguen  al  propio  titular  de  la 
cuuenta  corriente. 

Fuera  de  estos  dos  casos,  los  cheques  al  portador  o  los  nomina- 
tivos, han  de  pagar  el  Timbre  correspondiente  a  la  mitad  de  los  tipos 
establecidos  para  la  letra  de  camb,io,  o  sea  vienen  sujetos  a  una  escala 
gradual.  De  esta  escala  gradual  no  se  escapaban  los  cheques  cruzados, 
puesto  que  el  mismo  artículo  140,  después  de  enumerar  las  diversas 
clases  de  cheques,  cita  en  cuarto  lugar  aquellos  en  que  su  tenedor 
legal  usando  de  la  facultad  que  le  concede  el  artículo  541  del  Có- 
digo de  Comercio,  indique  que  se  pague  a  un  banquero  o  a  So- 
ciedad determinada. 

Pudiendo  incluso  cruzarse  un  cheque  a  la  orden,  alcanza  la  exen- 
ción de  Timbre  incluso  a  estos  cheques  ?  Dado  el  ánimo  con  que  ha 
sido  implantada  la  reforma,  entendemos  que  la  exención  alcanza 
también  a  los  cheques  a  la  orden,  mientras  se  cumplan  las  condi- 
ciones señaladas  por  el  Real  Decreto. 

Ulna  de  ellas,  es  la  de  que  la  exención  sólo  alcanzará  la  los 
cheques  cuyo  cruzamiento  haya  efectuado  el  librador,  no  otro  tene- 
dor legal,  apesar  de  que  autorice  el  Código  que  estos  pueden  tam- 
bién cruzarlos.  La  exención  del  Timbre  queda  pues  reservada  a  los 
cheques  cruzados  por  el  librador. 
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La  segunda  condición  que  señala  el  Real  Decreto  es  la  de  que 
los  cheques  cruzados  han  de  pagarse  por  Banco  o  banquero  inscrito 
en  la  Comisaría  de  la  Banca  privada.  Por  consiguiente,  la  li- 
mitación no  se  establece  para  el  librador,  que  puede  ser  nacional 
o  extranjero,  banquero  privadoi  o.  Sociedad.  La  limitación  se  refie- 
re a  quien  haya  de  pagarlo,  no  tampoco'  al  banquero,  librado  que 
puede  no  estar  inscrito  en  dicha  Comisaría,  con  todo  lo  cual  el  R.  D„ 
reconoce  una  serie  de  facilidades  a  la  compensación,  dandoi  lugar 
a  que  en  la  práctica  pueda  pagar  los  cheques  cruzados  un  banque- 
ro o  banco  no  inscrito.- 

Lá  exención  del  Timbre  es  una  parte  de  desgravación.  La  restante 
debe  cumplirla  la  Banca.  Cuando  el  cruzamiento:  del  cheque  se  hace 
con  el  fin  de  que  su  tenedor  logre  su  conversión  en  numerario,  tiene 
escasa  importancia  como  estímulo  de  la  circulación  de  valores.  Pera 
cuando  representa  una  comisión  de  cobranza  dada  a  un  banquero 
del  acreedor  para  que  haga  efectivo  el  cheque  o  tajón  cruzado1  e 
incorpore  su  importe  a  la  cuenta  corriente  respectiva,  se  hace  posi- 
ble el  arreglo  de  cuentas  por  compensación  sin  movimiento  de  nub 
merario.  La  finalidad,  pues,  del  R.  D'v  no¡  es  otra  que  la  creación 
de  las  Cámaras  de  Compensación  en  las  tres  zonas  bancarias  en 
que  ha  sido  dividida  la  España. 

Con  arreglo  al  precedente  Real  Decreto,  el  Consejo  Superior! 
Ban cario  redactó  las  bases  para  el  establecimiento!  de  las  Cámaras 
de  Compensación,  conforme  a  la  predicha  ley  de  Ordenación  Banr 
,   caria  y  al  texto  del  Real  Decreto  antes  citado.  (Véase  como  Apén- 
dice a  esta  obra  el  texto,  de  las  respectivas  bases)  (10). 

Cheques  circulares  y  otras  órdenes  de  pago.  —  Para  facilitar  y 
difundir  la  función  del  cheque,  los  bancos  han  creado  los  llama* 
dos  «cheques  circulares».  Tiales  cheques  son  emitidos-  a  favor  del 

(10)    Se  crearán  en  Madrid,  Bilbao  y  Barcelona. 

Forman  once  bases  que  se  refieren  a  las  condiciones  jurídicas  de  las  Cámaras,  a  la  significa- 
ción que  en  ellas  corresponde  al  Consejo  Bancario  y  a  los  Bancos  y  banqueros  inscritos  en  la  co- 
misaría, a  los  fines  propios  de  esta  institución,  a  las  operaciones  que  les  están  permitidas  y  prohibi- 
das, a  los  documentos  admitidos  a  compensación,  a  la  pérdida  del  derecho  a  compensar,  a  las  obli- 
gaciones de  las  Juntas  de  gobierno  y  Bancos  y  banqueros  y  a  los  gastos  e  ingresos  de  las  Cáma- 
ras. Desarrollarán  éstas  ]a  máxima  compensación  de  las  obligaciones  comprobadas  y  reconocidas 
entre  los  Bancos  y  banqueros  que  resulten  tenedores  o  pagadores  de  cheques-talones  contra  cuentas 
corrientes,  letras  de  cambio,  vales,  pagarés  y  libranzas  ya  en  nombre  propio  o  en  el  de  sus  clientes, 
sucursales,  agencias  o  en  representación  de  otros  Bancos  o  banqueros. 

Para  cumplir  los  fines  indicados  se  atenderá  a  la  concentración  de  cheques  y  efectos  que  para 
su  cobro  contra  otro  banquero  inscrito  sean  tenidos  por  ellos  mismos  a  la  presentación  de  documen- 
tos .en  las  Cámaras  y  a  la  admisión  y  compensación  de  los  documentos  de  que  sean  pagadores  y  a 
la  determinación  de  los  saldos  activos  o  pasivos  que  al  finalizar  el  día  tenga  cada  Banco  o  banque- 
ro contra  otro  también  inscrito. 

Se  reducirán  después  todos  los  saldos  anteriores  activo  o  pasivos  a  uno  solo  para  que  funcione 
la  Cámara  de  compensación  como  acreedora  de  todos  los  saldos  definitivos  pasivos  y  como  deudora  de 


—  202  — 


peticionario  por  un  Instituto  ban  cario  sobre  sí  mismo  o  sobre  sus 
propios  corresponsales  y  son  pagaderos  sin  ninguna  clase  de  aviso 
especial,  por  las  Sucursales  del  banco  emisor  o  por  sus  corres- 
ponsales. 

¡Eistos  cheques  son  entregados  al  peticionario  previo  abono  de 
su  importe,  sin  que  sea  necesario  que  entre  la  persona  que  obtiena 
el  cheque  circular  y  el  Banco  emisor,  exista  de  antemano  relación 
ninguna  de  cuenta  corriente  bancaria,  ni  acto  alguno  o  contrato 
que  haya  podido  originar  a  su  favor  un  crédito  de  cantidad  dis- 
ponible. 

En  Italia,  en  donde  ha  alcanzado  una  difusión  sorprendente,  viene 
legislada  su  creación  por  el  R.  D.  de  29  septiembre  de  1919  (núm. 
1922),  autorizándose  jpara  su  emisión  a  los  Bancos  ordinarios,  coo- 
perativas d)e  crédito,  cajas  de  ahorro,  montes  de  piedad,  etc.  En 
gtarantía  de  los  títulos  emitidos,  los  Institutos  bancarios  autorizados 
deben  depositar  dentro  de  los  15  días  primeros  de  cada  trimestre 
en  uno  de  los  Bancos  de  emisión,  en  bonos  del  Tesoro  o  en  títulos 
,  del  Estado,  una  suma  igual  al  20  por  100  de  la  circulación  media 
del  precedente  trimestre,  teniendo  presente  qué  para  el  primer  tri- 
mestre el  depósito  deberá  igualarse  al  décimo  del  capital  desem- 
bolsado o  del  patrimonio  y  vendrá  constituido  durante  el  mismo! 
trimestre  (art.  3a  de  dicho  Decreto). 

Vienen  sujetos  a  la  tasa  anual  del  3  por  1000,  pagadera  al  fina- 
lizar cada  trimestre.  Son  transmisibles  por  endoso  como  cualquier 
título  a  la  orden.  En  caso  de  extravío  de  un  cheque  circular,  el 
último  poseedor  debe  comunicarlo  acto  seguido  al  Banco  emisor,  para 
que  proceda  a  notificarlo  inmediatamente  a  sus  sucursales  y  co- 
rresponsales para  que  quede  suspendido  su  pago. 

Existen  también  en  la  vida  bancaria  los  documentos  conocidos 


todos  los  saldos  definitivos  activos  de  los  Bancos  y  banqueros  compensadores,  y  por  último  se  expe- 
dirán los  cheques  que  serán  cruzados  necesarios  para  que  resulten  abonados  y  cargados  en  el  Banco 
de  España  precisamente  en  el  mismo  día  en  que  se  realicen  las  operaciones  en  la  cuenta  que  lle- 
varán la  Cámara  misma  y  los  Bancos  y  banqueros  asociados- 

Se  distinguirán  tres  clases  de  compensaciones:  la  legal,  la  provincial  y  la  nacional. 

Se  permitirán  todas  las  operaciones  precisas  para  el  cumplimiento  de  los  fines  do  las  Cámaras 
en  las  cuales  la  presentación  de  documentos  se  considerará  a  los  efectos  jurídicos  como  si  hubie- 
ran sido  hechas  en  el  domicilio  del  pagador. 

La  primera  presentación  y  recepción  de  documentos  por  un  banquero  a  otro  dentro  de  la  Cáma- 
ra, equivale  al  reconocimiento  provisional  de  créditos  y  deudas  por  todo  el  valor  a  que  asciendan 
los  presentados  y  recibidos,  pero  no  se  considerará  definitivo  el  reconocimiento  de  deudas  o  créditos 
para  que  se  llegue  a  la  compeasación  definitiva  del  día. 

Hasta  ese  instante  los  Bancos  conservan  sus  derechos  de  reivindicación  sobre  los  efectos  pre- 
sentados. 

Los  documentos  se  presentarán  a  compensación  precisamente  en  sus  vencimientos. 

Serán  operaciones  de  compensación  no  sólo  las  practicadas  dentro  de  las  Cámaras,  sino  las 
preparatorias  que  realice  el  Banco  o  banquero  en  su  local  para  preparar  la  clasificación  de  docu- 
mentos. 

Tales  son  los  principales  términos  de  las  base6. 
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oon  los  nombres  de:  Money  Order.  Circular  Cheks.  Traveler  Cheks. 
Limited  Cheks.  Mandáis  de  Voyage. 

Estos  cheques  emitidos  por  las  Bancas  especialmente  inglesas 
y  americanas  a  la  orden  de  una  persona,  representan  importes  fijos 
de  donares,  esterlinas,  marcos  o  francos,  oon  indicación  estampada 
en  el  mismo  documento:  de  la  suma  equivalente  que  será  pagada 
en  otros  países  por  los  corresponsales  del  Instituto  emitente  en  lal 
moneda  de  sus  respectivos  países., 

Dichos  documentos  son  muy  usados  por  los  turistas  americanos) 
en  sus  viajes  por  Europa.  No  requieren  las  formalidades  de  reco- 
nocimiento como  las  Cartas  de  Crédito  y  prácticamente  revisten  las) 
funciones  y  el  carácter  de  una  moneda  intercambial  corriente.  Los) 
Limited  cheks,  suelen  ser  representativos  de  un  importe  limitado, 
por  lo  común  50  libras  esterlinas  01  su  equivalente. 

El  control  que  se  hace  en  el  acto  del  pago  del  cheque,  consiste 
en  confrontar  el  fac-símil  del  cheque,  con  el  ejemplar  que  es  pre- 
sentado ¡al  cobro.  Verificada  la  autenticidad  del  título1,  se  paga  el 
cheque  previa  identificación  del  presentante. 

Legislación  del  Timbre  referente  a  los  cheques  y  talones 

(Ley  de  19  de  octubre  de  1920,  modificada  por  la  de  26  de  julio  de  1922) 

Art.  140.  Los  cheques  al  portador  y  los  expedidos  a  favor  de  persona 
determinada  se  reintegrarán: 

Primero.    Con  timbre  móvil  de  20  céntimos  : 

a)  .  Cuando  sean  contra  cuenta  corriente  y  se  hayan  de  pagar  en  la  mis- 
ma plaza  que  se  expidan. 

b)  .  Cuando  reuniendo  las  anteriores  condiciones  se  paguen  en  otra  pla- 
za, pero  al  propio  titular  de  la  cuenta. 

Segundo-  Se  reintegrarán  con  timbres  móviles  para  efectos  de  comercio 
por  la  mitad  de  Ioí  tipos  del  impuesto  señalado  para  la  respectiva  cuantía 
en  la  escala  gradual  del  artículo  138  (véase  en  Letra  de  cambio) : 

a)  .  Los  cheques  nominativos  o  al  portador  que  no  sean  contra  cuenta 
corriente. 

b)  .  Los  que  se  libren  de  una  plaza  nacional  o  extranjera  a  otra  espa- 
ñola, con  la  excepción  del  párrafo  letra  b)  del  número  anterior  C11). 

c)  .  Las  órdenes  postales,  telegráficas  o  telefónicas  de  igual  carácter, 
comprendiéndose  en  el  artículo  138  las  que  sean  de  la  naturaleza  de  las  que 
dicho  artículo  enumera. 


(11)   Véase  lo  dicho  respecto  de  la  exención,  del  Timbre  en  los  cheques  cruzados. 

Una  de  las  reformas  introducidas  recientemente  en  la  Ley  del  Timbre,  fué  la  de  sujetar  al  impues- 
to proporcional,  por  la  mitad  de  la  escala  señalada  a  las  letras  de  cambio,  a  los  cheques  que  se  ex- 
pidan de  plaza  a  plaza  aunque  sean  nominativos  o  al  portador. 
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d).  Los  cheques  no  comprendidos  en  los  párrafos  a)  y  b)  de  este  nú- 
mero en  los  que  su  tenedor  legal,  utilizando  la  facultad  que  le  concede  el 
artículo  541  del  Código  de  Comercio,  indique  se  pague  a  banquero  o  so- 
ciedad determinada,  escribiendo  cruzado  en  el  anverso,  el  nombre  de  este 
banquero  o  sociedad  o  solamente  las  palabras  «y  compañía».  Queda  a 
salvo  la  autorización  concedida  al  Gobierno  en  el  número  primero  del  apar- 
tado b)  de  la  base  sexta  del  artículo  2o-  de  la  ley  de  Ordenación  bancaria. 

Si  los  cheques  al  portador  y  los  expedidos  a  favor  de  persona  determi- 
nada fuesen  satisfechos  o  renovados  por  el  librador,  se  considerarán  com- 
prendidos en  el  artículo  138  de  esta  ley,  a  no  ser  que  lleve  unido  el  corres- 
pondiente protesto,  en  el  que  conste  además  que  la  fecha  en  que  se  expidió 
el  cheque,  « tenía  el  librado  en  su  poder,  de  la  propiedad  y  a  disposición 
del  librador,  fondos  suficientes  para  satisfacerlo » (12). 

Art.  142.  Los  resguardos  de  entrega  de  cantidad  por  cuenta  corriente, 
y  los  talones  al  portador  contra  dicha  cuenta,  llevarán  timbre  móvil  de  20 
céntimos  de  peseta  cualquiera  que  sea  la  cuantía,  debiendo  ser  inutilizado 
como  se  dispone  por  el  art.  9Q  de  esta  ley. 


De  las  Cartas  órdenes  de  crédito 

Las  cartas  órdenes  de  Crédito  llamadas  también  credenciales,  son 
los  documentos  que  expiden  los  Banqueros  contra  sus  corresponsa- 
les de  otras  plazas  y  sirven  al  beneficiario  como  carta  recomendatoria 
o  'de  introducción,  a  la  vez  que  como  título  cte  crédito,  para  obtener 
las  cantidades  que  necesite  hasta  un  determinado  importe  dentro 
del  plazo  de  validez  de  la  credencial. 

Los  Bancos  cumplen  en  este  sector  dos  funciones,  una  la  de  cuidar 
de  la  entrega  de  las  credenciales  pagables  en  otras  plazas  del  mismo 
país  o  del  extranjero,  a  la  clientela  que  los  pide,  y  otra,  la  de  pagar 
Las  letras  o  cartas  de  crédito  que  emitidas  por  los  Corresponsales 
de  los  mismos,  les  son  presentadas  al  cobro. 


Esta  reforma  tuvo  por  objeto  corregir  el  abuso  que  se  practicaba  entre  comerciantes.  Para  elu- 
dir el  impuesto  señalado  a  las  letras  de  cambio,  los  comerciantes  en  vez  de  expedir  estos  documen- 
tos de  giro  libraban  cheques  nominativos  o  al  portador,  que  no  estaban  sujetos  al  timbre  proporcio- 
nal. Para  obviar  el  inconveniente  de  que  los  cheques  se  expidan  siempre  a  la  vista,  se  ideó  el 
procedimiento  de  adherir  a  los  mismos  un  trozo  de  papel  que  decía:  «Este  cheque  no  debe  ser  pre- 
sentado al  cobro  hasta  el  día...»  Cuando  llegaba  el  momento  de  hacer  efectivo  el  cheque,  se  arran- 
caba el  trozo  de  papel  y  el  documento  quedaba  como  un  cheque  ordinario  exento  del  timbre  pro- 
porcional. Con  la  nueva  ley  quedaron  sujetos  al  timbre  proporcional  las  transferencias  de  fondos  que 
por  medio  de  cheque  se  realizaban  por  la  Banca  de  plaza  a  plaza,  lo  cual  causando  grandes  per- 
juicios a  la  Banca  se  ha  remediado  con  el  aludido  R.D. 

(12)  Por  la  ley  de  26  julio  de  1922  se  autoriza  al  Ministro  de  Hacienda  para  acordar  la  creación 
de  timbres  especiales  para  cheques  con  destino  exclusivo  a  la  Banca  inscrita,  sometida  al  régimen 
establecido  en  el  artículo  2»  de  la  ley  de  Ordenación  bancaria  de  29  de  diciembre  de  1921,  la  que  no 
podrá  utilizar  otro  para  el  reintegro  de  esos  documentos  desde  la  fecha  en  que  así  se  disponga. 

Se  autoriza  al  Ministro  de  Hacienda,  conforme  a  lo  dispuesto  en  la  ley  de  Ordenación  bancaria 
de  29  de  diciembre  de  1921,  para  concertar  con  la  Banca  inscrita,  sometida  al  régimen  establecido 
en  su  articulo  2»,  el  pago  de]  impuesto  de  Timbre  sobre  cheques  y  talones. 
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Lias  Cartas  órdenes  idie  crédito  pueden  tener  diversas  (modali- 
dades : 

O  bien  son  pagaderas  en  una  sola  plaza,  ¡en  cuyo  caso  basta  una) 
carta  de  aviso  al  Corresponsal  encangado!  de  su  pago  :  o-  se  extien- 
den pagaderas  sobre  plazas  diversas,  en  cuyo  caso-  es  necesario! 
avisar  a  los  respectivos  Corresponsales;  o  finalmente  se  extiende 
caso  poco  frecuente,  pagadera  sobre  diversas  plazas  sin  avisar  de 
antemano  a  los  corresponsales,  en  cuyo  caso  la  Carta  orden  de  cré- 
dito se  llama  circular. 

ÍE1  aviso  se  comunica  por  medio  dé  carta  que  suele  contener 
todos  los  extremos  que  el  artículo  568  del  Código  de  Comercio) 
reputa  como  necesarios.  Además  el  número  especial  del  documento, 
el  nombre  y  circunstancias  del  beneficiario,  la  relación  dé  los  Ban- 
cos indicados  en  los  diversos  sitios  como  obligados  al  pago,  la  suma 
total  acreditada,  el  modo  de  cobrarla,  el  plazoi  de  validez  del  crédito, 
si  el  pago  debe  hacerse  neto  o  con  deducción  de  gastos,  etc.  Re- 
gularmente firman  la  carta  de  aviso,  los  mismos  representantes  del 
Banco  que  lo  libra  a  fin  de  que  los  Corresponsales  puedan  auten- 
ticar las  firmas.  Se  acompaña  con  la  carta  un  modelo  de  la  firma; 
del  beneficiado,  al  objeto-  de  que  no  tenga  dificultades  en  el  momen- 
to de  recibir  la  suma  y  de  la  firma  de  la  cantidad  recibidai. 

A  medida  que  va  utilizándose  el  crédito  concedido',  las  diversas 
Bancas  van  anotando  al  dorso  de  la  carta  orden  de  crédito,  las  can- 
tidades entregadas,  en!  forma  que  resulte  clara  la  cantidad  que  resta 
percibir  y  que  queda  disponible  dentro  del  períodoi  de  validez  del 
documento.  Transcurrido'  este  períoido',  cesa  la  validez  del  crédito 
aún  cuando  no  haya  podidoi  disponerse  de  toda  la  suma,  pudiendoi 
la  Banca  emitente  después  del  vencimiento  del  término,  negarse  a 
ratificar  los  pagos  hechos  por  los  diferentes  Corresponsales,  des- 
pués de  dicho  vencimiento'. 

De  los  efectos  jurídicos  que  nacen  de  estos  documentos.  —  El 

dador  de  una  carta  de  crédito  quedará  obligado'  hacia  la  personJa 
a  cuyo  cargo  la  dió  (corresponsal)  por  la  cantidad  pagada,  en  virtud! 
de  ella,  dentro  del  máximo  fijado'  en  la  misma. 

Las  cartas  órdenes  de  ,Críéd¡itoi  no(  podrán  ser  protestadas  aún;  cuando 
no  fueren  pagadas,  ni  el  portador  de  ellas  adquirirá  acción  alguna 
por  aquella  falta  contra  el  que  se  la  dió. 

El  pagador  tendrá  derecho  a  exigir  la  comprobación  de  la  iden- 
tidad de  la  persona  a  cuyo  favor  se  expidió'  la  carta  de  crédito  (ar- 
tículo 569  del  Código  de  Comercio). 

El  dador  de  una  carta  de  crédito  podrá  anularla,  poniéndolo  en 
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0011,00101161110  del  portador  y  de  aquel  a  quien  fuere  dirigida  (artícu- 
lo 570  del  Código  de  Comer cip). 

El  portador  de  una  carta  de  crédito  reembolsará  sin  demora  al 
dador  la  cantidad  recibida. 

Si  no  lo  hiciere,  podrá  exigírsele  por  acción  ejecutiva,  con  el  in- 
terés lega]  y  el  cambio  corriente  en  la  plaza  en  que  se  hizo  el  pago, 
sobre  el  lugar  en  que  se  verifique  el  reembolso  (art.  571  del  Código1 
de  Comercio). 

Si  el  portador  de  una  carta  de  crédito  no  hubiere  necho  uso  de 
ella  en  el  término  convenido  con  el  dador  de  la  misma,  o,  en  defecto 
de  fijación  de  plazo  en  el  de  seis  meses  contados  desde  su  fecha, 
en  cualquier  punto  de  Europa,  y  de  doce  en  los  de  fuera  de  ellaJ, 
quedará  nula  de  hecho  y  de  derecho  (art.  572  del  Cód.  de  Comercio). 

Legislación  del  Timbre  referente  a  las  Cartas  órdenes 

de  crédito 

(Ley  de  19  de  octubre  de  1920  modificada  por  la  de  26  de  julio  de  1922) 

Rigen  para  las  cartas  órdenes  de  crédito,  los  mismos  preceptos 
fiscales  del  artículo  138,  que  hemos  visto  legislados  con  referencia  a 
las  letras  da  cambio  y  cheques,  con  la  siguiente  disposición  especial: 

Art.  141.  Las  cartas  órdenes  sin  límite,  llevarán  a  su  expedición  el 
timbre  móvil  de  una  peseta,  clase  octava;  pero  si  se  realizaran  en  canti- 
dad superior  a  750  pesetas,  se  reintegrará  la  diferencia  con  sujeción  a  la 
escala  del  artículo  138  (véase  al  tratar  de  los  derechos  de  timbre  en  las 
letras  de  cambio),  verificándose  el  reintegro  con  los  timbres  móviles  co- 
rrespondientes, los  que  se  inutilizarán  como  se  dispone  en  el  art.  9Q.  Cuan- 
do se  trate  de  cartas  órdenes,  de  cantidad  limitada,  llevarán  a  su  expedi- 
ción el  timbre  móvil  de  10  céntimos  de  peseta,  reintegrándose  la  dife- 
rencia con  arreglo  a  dicha  escala  al  hacerse  efectiva,  teniendo  en  cuenta 
la  cantidad  que  se  realice. 


CAPÍTULO  VII 


Operaciones  de  cuenta  corriente 

Legislación 

(Código  de  Comercio  español  vigente  en  la  zona  del  Protectorado 
en  Marruecos)  (1) 

Concepto  de  cuenta  corriente.  —  Efectos  jurídicos  que  produce  el  contrato  de  cuenta  corriente. — 
Efectos  que  produce  la  novación  en  la  cuenta  corriente.  —  Efectos  de  la  indivisibilidad  de  las 
operaciones.  —  Cuenta  corriente  de  Correspondencia  y  cuenta  corriente  de  Depósito.  —  Diferencias 
entre  el  contrato  de  cuenta  corriente  y  la  apertura  de  crédito  en  cuenta  corriente.  —  Imposición 
de  valoras  en  cuenta  corriente. 

DISPOSICIONES  GENERALES 

SECCIÓN  PRIMERA 
De  los  contratos  de  cuentas  corrientes  mercantiles 

Art.  410.  Los  contratos  de  cuentas  corrientes  mercantiles  se  regularán 
por  las  disposiciones  de  este  Código. 

Art.  411.    Estos  contratos  son  de  cinco  clases: 

Ia  El  contrato  de  cuenta  corriente  de  Caja  o  de  imposición  de  dinero 
de  cuenta,  corriente. 

2a    El  contrato  de  imposición  de  valores  de  cuenta  corriente. 

3a    El  contrato  de  depósito  de  cuenta  corriente. 

4a    El  contrato  de  apertura  de  crédito  en  cuenta  corriente. 

5a    El  contrato  de  compensación  mutua  y  entrega  de  saldo  a  plazo  fijo. 

SECCIÓN  SEGUNDA 

Del  contrato  de  cuenta  corriente  de  Caja  o  de  imposición  de  dinero 
en  cuenta  corriente 

Art.  412.  El  contrato  de  cuenta  corriente  de  Caja  o  de  imposición  de 
dinero  en  cuenta  corriente,  es  un  contrato  por  el  cual  una  de  las  partes  con- 
siente en  recibir  una  cantidad  de  dinero,  o>  en  ir  recibiendo  varias  cantidades 
o  efectos  realizables  y  tenerlos  a  disposición  de,  la  otra,  prestando  a  ésta  el 
servicio  de  Caja. 


(1)  La  única  fuente  legal  para  el  estudio  del  contrato  de  cuenta  corriente  y  sus  modalidades,  se 
contiene  en  el  Código  de  Comercio  español  para  la  zona  de  Marruecos.  Publícase  a  titulo  informativo, 
pues  su  vigencia  en  la  Península  no  ha  sido  reconocida  aún  por  la  jurisprudencia  de  nuestro  pri- 
mer Tribunal. 
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Art.  413.    Este  contrato  puede  probarse  por  los  medios  siguientes : 
1°    Por  las  condiciones  generales  establecidas  por  los  Bancos,  cuando  es 
un  Banco  el  que  recibe  el  dinero  o  los  efectos  en  cuenta  corriente. 
2°    Por  contrato  escrito. 

3°  Por  los  libros  de  contabilidad  de  ambas  partes  o  de  una  de  ellas,  si 
sólo  ésta  ha  llevado  los  libros  con  los  requisitos  que  exige  este  Código. 

Art.  414.  La  entidad  mercantil  que  recibe  el  dinero  o  los  efectos  reali- 
zables, puede  encargarse  de  los  cobros  y  pagos  de  la  parte  de  quien  lo 
recibe. 

Art.  415.  Las  cuentas  corrientes  de  Caja  son  de  disposición  a  la  vista 
o  a  plazos  convencionales. 

Art.  415.  Tanto  la  parte  que  recibe  la  cuenta  corriente  y  los  fondos,  o 
sea  el  cuentacorrentista  Cajero,  y  la  persona  o  parte  que  hace  la  imposición, 
o  sea  el  cuentacorrentista  imponente,  deben  sujetarse  a  las  condiciones  del 
contrato  que  hubieren  firmado  al  concertar  el  de  cuenta  corriente  de  Caja. 
No  habiendo  contrato  escrito,  y  teniendo  el  cuentacorrentista  Cajero  con- 
diciones generales  impresas  y  conocidas  del  público  para  el  régimen  de 
sus  cuentas  corrientes,  se  entenderá  que  el  cuentacorrentista  imponente  está 
conforme  con  dichas  condiciones  impresas  o  del  dominio  público,  salvo 
pacto  en  contrario. 

Art.  417.  En  este  contrato  de  cuenta  corriente  de  Caja  puede  pactarse 
que  una  de  las  partes  abone  interés  a  la  otra,  o  que  el  interés  sea  recíproco, 
o  que  no  lo  haya. 

Art.  418.    Son  deberes  del  cuentacorrentista  Cajero : 

12  Recibir  las  imposiciones  de  dinero  o  efectos  que  haga  el  cuentaco- 
rrentista imponente  o  que  hagan  otras  personas  por  cuenta  de  éste,  y  hacer 
abono  de  dichas  cantidades  en  la  cuenta  corriente  del  mismo. 

'2^  Abonar  a  las  cantidades  recibidas  o  a  los  saldos  de  las  cuentas  los 
intereses  convenidos. 

3«  Tener  siempre  a  disposición  del  cuentacorrentista  imponente,  según 
lo  pactado,  el  saldo  de  la  cuenta  corriente. 

42  Hacer  efectivos  los  libramientos  o  giros  del  cuentacorrentista  impo- 
nente por  la  totalidad  del  saldo,  o  por  la  cantidad  a  cuenta,  por  la  cual 
gire  o  libre. 

52  Hacer  los  pagos  que  encargue  el  cuentacorrentista  imponente,  si  así 
se  ha  estipulado,  y  atender  a  las  obligaciones  de  pago  y  compensación  que 
éste  indique. 

62  Emplear  los  fondos  de  los  cuentacorrentistas  como  capital  propio  en 
sus  negocios  habituales,  utilizándolos  en  las  operaciones  a  que  se  dedique, 
sin  exponerlo  a  negocios  de  azar. 

Art.  419.    Son  deberes  del  cuentacorrentista  imponente: 

1°  Anotar  en  sus  libros  de  contabilidad,  si  fuere  comerciante,  y  en  la 
cuenta  corriente  con  el  cuentacorrentista  Cajero,  las  entregas  de  efectivo 
que  la  haga  en  cuenta  corriente. 

2a  Abonar  los  intereses  estipulados  o  comisiones  de  cobro  y  Caja  con- 
venidas. 

39  No  girar  en  descubierto  ni  entregar  talones  por  mayor  importe  del 
saldo  de  su  cuenta  corriente. 

4°    Hacer  los  abonos  en  cuenta  de  las  cantidades  recibidas  del  cuentaco- 
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rrentista  Cajero  en  efectivo,  o  de  las  cantidades  que  éste  ha  abonado,  por 
cuenta  y  orden  del  cuentacorrentista  imponente,  a  terceras  personas. 

52  Hacer  los  libramientos,  giros  y  órdenes  de  pago,  en  el  modo  y  for- 
ma convenidos,  y  a  falta  de  convenio  especial,  conforme  a  las  reglas  cono- 
cidas del  comercio. 

6a  Dar  su  conformidad  a  la  cuenta  corriente  que  le  presente  el  cuenta- 
correntista Cajero  cuando  esta  cuenta  fuera  exacta  y  justa,  o  hacer  las  ob- 
servaciones y  reparos  que  estime  necesarios  en  el  término  más  breve  po- 
sible. 

7a  Hacerse  cargo  del  saldo  firmando  recibo  de  su  importe,  cuando  el 
cuentacorrentista  Cajero  declarase  cerrada  la  cuenta  y  su  intención  de  no 
continuar  teniendo  la  cuenta,  corriente  con  el  cuentacorrentista  imponente, 
y  pusiera  a  disposición  de  éste  dicho  saldo. 

Art.  420.  El  cuentacorrentista  Cajero  está  obligado  a  facilitar  al  cuen- 
tacorrentista imponente  un  manual  o  carnet  en  el  cual  se  anotarán  por  el 
cuentacorrentista  Cajero  las  cantidades  que  vaya  entregando  por  cuenta 
corriente,  anotando  también  el  segundo  las  cantidades  que  aquél  vaya  pa- 
gando por  su  cuenta. 

Art.  421.  El  cuentacorrentista  Cajero  facilitará,  asimismo,  al  cuentaco- 
rrentista imponente  un  libro  talonario  que  contendrá  los  talones  necesarios 
para  que  el  segundo  pueda  ir  disponiendo,  por  medio  de  ellos,  de  los  fondos 
que  tenga  en  poder  del  primero. 

En  dichos  talones  anotará  el  cuentacorrentista  imponente  la  cantidad 
Üe  que  quiera  disponer  y  la  fecha  del  día  en  que  se  extienda  el  talón. 

Art.  422.  Los  talones  de  que  queda  hecha  referencia  en  el  artículo  an- 
terior, no  son  endosables  y  pueden  extenderse  al  portador,  o  a  una  per- 
sona individual  o<  jurídica  determinada  en  el  mismo  talón. 

Los  referidos  documentos  no  podrán  extenderse  a  la  orden. 

Art.  423.  Regirán  para  los  talones  de  cuenta  corriente  las  disposiciones 
de  este  Código  referentes  a  los  cheques  en  lo  que  les  sean  aplicablés. 

SECCIÓN  TERCERA 
Del  contrato  de  imposición  de  valores  en  cuenta  corriente 

Art.  424.  El  contrato'  de  imposición  de  valores  en  cuenta  corriente  es 
Un  contrato  por  el  cual  una  de  las  partes  consiente  en  recibir  valores  fidu- 
ciarios y  tenerlos  a  disposición  del  cuentacorrentista,  quien  dispondrá  de 
ellos  mediante  talones  especiales. 

Art.  425.  Cada  cuenta  corriente  de  valores  comprenderá  una  sola  cla- 
se de  éstos. 

Art.  426.  Ambos  cuentacorrentistas  han  de  sujetarse  a  las  condiciones 
generales  especiales  que  hayan  establecido  al  celebrar  el  contrato  de  cuenta 
corriente  de  imposición  de  valores,  y  a  falta  de  contrato  escrito,  se  estará 
a  lo  que  resulte  de  los  libros  de  contabilidad  de  amblas  partes  y  a  lo  que 
tenga  estatuido  el  establecimiento  de  crédito  que  se  dedique  a  guardar  valo- 
res en  cuenta  corriente. 

Art.  427.  El  cuentacorrentista  imponente  retirará  los  valores  que  ten- 
ga en  poder  del  cuentacorrentista  Cajero  mediante  talones  especiales,  que 

14 
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le  serán  facilitados  necesariamente  por  este  último,  y  en  los  cuales  debe- 
rá expresar  aquél  la  serie  y  numeración  de  los  títulos  que  desee  retirar. 

Art.  428.  El  cuentacorrentista  Cajero  ha  de  tener  constantemente  a  dis- 
posición del  cuentacorrentista  imponente  los  valores  cuya  guarda  y  custo- 
dia le  confió. 

Art.  429.  El  cuentacorrentista  imponente  abonará  al  cuentacorrentista 
Cajero  la  remuneración  que  se  pacte  entre  ambos,  y  a  falta  de  estipulación 
especial,  se  regirá  por  la  costumbre  de  la  plaza  o  por  las  condiciones  que 
que  en  general  tenga  establecidas  el  cuentacorrentista  Cajero. 

SECCIÓN  CUARTA 
Del  contrato  de  depósito  en  cuenta  corriente 

Art.  430.  El  contrato  de  depósito  en  cuenta  corriente  es  un  contrato 
por  el  cual  una  entidad  mercantil  recibe  en  depósito  dinero  o  valores  que 
tiene  a  disposición  del  cuentacorrentista  imponente. 

Art.  431.  El  cuentacorrentista  Cajero  no  podrá  disponer  ni  emplear  en 
negocios  el  dinero  ni  los  valores  que  reciba  en  virtud  de  este  contrato,  y 
se  obligará  a  tener  a  disposición  del  cuentacorrentista  imponente,  cuando 
éste  se  lo  reclame,  las  mismas  monedas  y  los  mismos  valores  que  recibió. 

Art.  432.  Este  contrato  se  regirá  por  las  reglas  especiales  que  hayan 
convenido  las  partes  al  constituir  el  depósito  en  cuenta  corriente  y  por  las 
disposiciones  del  contrato  de  depósito. 

Art.  433.  Aun  cuando  los  depósitos  en  efectivo  consistan  en  monedas  de 
oro  o  plata  o  en  billetes  de  Banco,  en  la  cuenta  corriente  de  depósito  se 
anotará  su  valor  en  la  moneda  oficial  de  la  zona  de  influencia  española  en 
Marruecos,  o  en  pesetas  y  céntimos,  y  en  los  libros  de  contabilidad  de  am- 
bos cuentacorrentistas  deberán  constar  las  cantidades  impuestas  y  las  re- 
tiradas. 

Art.  434.  Los  derechos  de  custodia  se  fijarán  al  celebrar  el  contrato  de 
depósito  en  cuenta  corriente. 

Art.  435.  Si  el  objeto  del  contrato  de  depósito  en  cuenta  corriente  fue- 
ra valores  o  efectos  públicos  y  no  hubiere  medio  de  comprobar  la  legitimi- 
dad de  ellos,  se  expresará  esta  circunstancia  en  los  resguardos  que  se  expi- 
dan, no  respondiendo  en  tal  caso  el  cuentacorrentista  Cajero  de  la  autentici- 
dad de  los  títulos. 

Los  dueños  de  estos  podrán  poner  en  cada  uno  de  ellos  la  señal  que  es- 
timen conveniente,  para  que  al  devolvérselos  puedan  comprobar  si  son  los 
mismos  que  se  constituyeron  en  depósito. 

Art.  436.  Los  cuentacorrentistas  Cajeros  son  depositarios  de  los  valores 
y,  por  lo  tanto,  responden  de  la  devolución  de  los  mismos  títulos  que  se  les 
confiaron  en  depósito. 

Art.  437.  En  los  resguardos  de  depósito  de  efectos  públicos  o  valores 
se  consignará  el  importe  nominal  de  los  efectos,  su  serie  y  numeración. 

Art.  438.  Los  depósitos  de  valores  devengarán  los  derechos  de  custodia 
que  se  hubieren  pactado  al  constituir  los  depósitos. 


—  211  — 


SECCIÓN  QUINTA 
Del  contrato  de  apertura  de  crédito  en  cuenta  corriente 

Art.  439.  El  contrato  de  apertura  de  crédito  en  cuenta  corriente  es  un 
contrato  por  el  cual  un  comerciante  o  una  entidad  mercantil,  abre  un  crédi- 
to ilimitado  o  por  cantidad  fija  a  otra  persona,  permitiéndole  disponer  de 
fondos  o  librar  por  dicha  cantidad  en  todo  o  en  parte,  y  haciendo  constar 
en  la  cuenta  corriente  la  cantidad  por  la  cual  se  concede  el  crédito  y  la 
cantidad  o  cantidades  de  que  vaya  disponiendo  el  otro  cuentacorrentista  a 
quien  se  concede  dicho-  crédito. 

Art.  440.  El  contrato  de  apertura  de  crédito  en  cuenta  corriente  podrá 
hacerse  con  garantía  de  efectos  públicos,  valores,  pastas  o  monedas  de  oro 
y  plata,  efectos  de  la  Deuda  o  del  Tesoro,  obligaciones  de  ferrocarriles,  o 
cualesquiera  otros  valores  industriales  o  mercantiles. 

También  podrá  hacerse  con  garantía  de  letras  aceptadas  o  endosadas 
por  tercero,  o  pagarés  con  dos  firmas. 

Estos  contratos  se  perfeccionan  por  medio  de  pacto  escrito  en  el  que  se 
señalará  el  plazo  durante  el  cual  ha  de  estar  en  vigor  la  concesión  de  cré- 
dito, y  el  interés  que  ha  de  percibir  el  cuentacorrentista  prestador  por  las 
sumas  de  que  disponga  el  otro  cuentacorrentista  y  la  cantidad  máxima  por 
la  cual  se  abre  el  crédito. 

Art.  441.  En  el  caso  de  que  el  contrato  se  lleve  a  cabo  con  garantía, 
si  ésta  la  constituyen  efectos  públicos  o  valores,  se  formalizará  mediante 
póliza  o  documento  que  facilitará  el  prestador. 

Art.  442.  Estos  contratos  se  regirán  por  pacto  escrito,  si  lo  hubiere,  y, 
caso  de  no  haberlo,  por  las  condiciones  generales  del  prestador,  siempre 
que  éstas  sean  del  dominio  público,  y  se  probarán  por  los  medios  antedi- 
chos, y  a  falta  de  ambos,  por  los  libros  de  los  cuentacorrentistas. 

Art.  443.  El  cuentacorrentista  prestador  o  Cajero  facilitará  al  otro  cuen- 
tacorrentista el  libro  talonario  de  que  se  habla  en  otros  artículos  de  este 
título,  de  cuyos  talones  irá  haciendo  uso<  la  persona  que  solicite  el  crédito 
a  medida  que  vaya  necesitando  los  fondos  que  puso  a  su  disposición  el 
prestador. 

SECCION  SEXTA 
Del  contrato  de  compensación  mutua  y  entrega  del  saldo  a  plazo  fijo 

Art.  444.  El  contrato  de  compensación  mutua  y  entrega  de  saldo  a  pla- 
zo fijo,  llamado  también  de  cuenta  corriente,  es  un  contrato  por  el  que  dos, 
personas  o  entidades  convienen  en  que  las  cantidades  o  valores  que  mutua- 
mente reciben  y  entreguen  sean  abonadas  o  cargadas,  respectivamente,  en 
sus  cuentas  corrientes  abiertas  en  sus  libros  de  contabilidad,  y  que  todas 
las  operaciones  que  realicen  ambas  partes  contratantes  que  produzcan  abo- 
no o  cargo,  sean  simplemente  partidas  que  se  anoten  en  dichos  libros,^  per- 
diendo los  contratos  su  naturaleza  primitiva  y  transformándose  en  con- 
ceptos de  cargo  o  data,  compensándose  mutuamente;  los  créditos  y  débitos, 
para  venir  a  parar  a  un  saldo  reclamable  en  la  época  o  plazo  fijado  por  las 
por  las  partes  o  según  costumbre. 
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Art.  445.    Los  efectos  jurídicos  de  este  contrato  son  los  siguientes : 
lo    Traspaso  en  plena  propiedad  de  los  valores  remitidos  e  inscritos  en 
la  cuenta  corriente  del  que  los  recibe  como  créditos  pasivos. 

2»  Novación  de  las  obligaciones,  o  sea  substitución  de  los  efectos  par- 
ticulares del  contrato  que  motivó  la  remisión,  por  los  que  se  derivan  del 
hecho  de  la  inscripción  en  la  cuenta  del  que  lo  recibe. 

3°    Deducción  de  intereses  por  las  sumas  inscritas  en  las  cuentas;  y 
4o    Recíproca  y  proporcional  compensación  de  los  créditos,  hecha  en  las 
épocas  marcadas  para  la  liquidación  de  la  cuenta  y  deducción  del  saLdo 
definitivo. 

Art.  446.  En  el  caso  del  inciso  2°  del  artículo  anterior,  todas  las  accio- 
nes y  obligaciones  que  en  cada  caso  particular  puedan  existir  entre  los 
contratantes,  desaparecerán  para  dar  lugar  a  las  acciones  y  obligaciones 
que  se  derivan  de  este  contrato,  salvo  las  que  nacen  de  la  letra  de  cambio 
y  demás  documentos  de  crédito  endosables,  cuyas  acciones  son  independien- 
tes de  todo  otro  contrato,  y  que  solo  por  voluntad  del  cuentacorrentista  que 
las  recibió,  estarán  sujetas  a  novación.  Esta  novación  ha  de  resultar  de  la 
voluntad  expresa  o  tácita  del  remitente,  en  tal  forma,  que  si  éste  de  un  modo 
expreso  manifiesta  al  otro  cuentacorrentista  la  aplicación  que  ha  de  dar  a 
los  efectos  que  le  remita,  no  podrá  incluirlos  en  la  cuenta. 

Art.  447.  Los  intereses  de  que  trata  el  inciso  3Q  del  art.  445.,  serán  los 
legales  e  iguales  para  ambos  cuentacorrentistas. 

Además  de  estos  intereses,  podrán  percibir  ambos  cuentacorrentistas  un 
derecho  de  comisión  por  los  gastos  que  a  cada  uno  de  ellos  se  le  originen 
por  causa  de  los  negocios  del  otro. 

Art.  448.  La  compensación  de  que  trata  el  inciso  4»  del  art.  445,  ha  de 
ser  total  y  en  la  forma  determinada  para  la  liquidación. 

Art.  449.  El  saldo  de  la  cuenta  corriente  no  se  considerará  definitivo 
hasta  que  no  se  apruebe  por  ambos  cuentacorrentistas  la  que  respectivamente 
'has  de  notificarse;  esta  prueba  puede  rectificarse  siempre  que  se  advierta 
algún  error,  si  no  ha  transcurrido  el  tiempo  que  la  ley  marca  para  la  pres- 
cripción de  las  acciones.  Dicha  cuenta  no  podrá  cerrarse  por  voluntad  de 
uno  de  los  cuentacorrentistas,  sino  que  ha  de  preceder  el  mutuo  acuerdo. 

Art.  450.  La  cuenta  corriente  en  este  contrato  es  una  e  indivisible,  y, 
por  lo  tanto,  ninguna  de  las  partes  puede  desglosar  una  partida  de  su  crédito 
para  perseguir  su  pago  o  exigir  por  separado  su  cumplimiento. 

Art.  451.  Las  remesas  en  cuenta  corriente  no  constituyen  pagos  y,  por 
lo  tanto,  no  pueden  aplicarse  a  ellas  las  reglas  establecidas  para  la  imputa- 
ción de  pago,  aun  cuando  cualquiera  de  las  partes  puede  efectuar,  mediante 
convenio  expreso,  una  remesa  al  pago  de  una  partida  determinada  de  la 
cuenta  corriente. 

Art.  452.  En  tanto  que  la  cuenta  corriente  no  se  cierre  y  liquide,  no  se 
entenderá  que  la  parte  acreedora  ha  hecho  provisión  de  fondos  a  la  deudo- 
ra, y  ésta  no  estará  obligada  a  pagar  las  letras  de  cambio  que  aquella  gire. 

Art.  453.  Los  créditos  resultantes  de  este  contrato  no  pueden  cederse 
hasta  que  esté  liquidada  la  cuenta  corriente. 
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SECCION  SÉPTIMA 
De  la  determinación  de  los  contratos  de  cuentas  corrientes 

Art.  454.    Los  contratos  de  cuentas  corrientes  terminan : 
I2    Por  expirar  el  plazo  de  la  convención. 
2°    Por  voluntad  de  las  partes. 

3a  Por  muerte  natural,  si  son  personas  naturales  los  cuentacorrentistas 
o  alguno  de  ellos. 

42  Por  disolución  de  la  Sociedad,  si  algún  cuentacorrentista  es  una 
Compañía  mercantil. 

5o    Por  quiebra  de  alguno'  de  los  cuentacorrentistas. 

62  Por  cualquiera  declaración  de  incapacidad  o-  de  interdicción  o  limi- 
tación de  la  libre  disposición  de  sus  bienes  de  todos  o  alguno  de  los  cuenta- 
correntistas. 

Concepto  del  contrato  de  cuenta  corriente.  —  El  contrato  de 
cuenta  corriente  es  aquel  contrato  en  virtud  del  cual  dos  personas' 
para  simplificar  y  a  la  vez  favorecer  sus  frecuentes  relaciones  de 
negocio,  sustituyen  la  regulación  de  cuentas  para  cada  una  de  las 
operaciones,  por  medio  de  una  liquidación  final  en  el  plazo  pactado, 
compensando  su  recíproco  Debe  y  Haber,  con  el  simple  pago  de 
la  diferencia  (2). 

Lias  dos  cuentas,  aún  en  su  representación  gráfica  deben  correspon- 
derse, sólo  que  las  partidas  y  el  resultado  total  que  para  esa  cuenta 
borrentista  figura  en  la  parte  del  Debe,  figurará  en  el  otro  en  laj 
parte  del  Haber.  Por  todo  el  tiempo<  que  dura  el  contrato  no  puede 
hablarse  de  débito  ni  crédito,  sino  de  adeudamientoi  y  acreditar 
miento  recíproco.  Surge  el  débito  para  uno  y  el  crédito  para  el 
otro,  solamente  llegado!  el  caso  de  la  liquidación  de  la  cuenta,  al 
establecer  definitivamente  la  diferencia  entre  el  Debe  y  el  Habér, 
después  de  compensados  los  créditos  y  las  deudas  respectivas. 

El  contrato  de  cuenta  corriente  es  un  contrato  que  se  perfecciona, 
con  el  simple  consentimiento,  sin  necesidad  de  ningún  actoi  escrito, 
y  puede  resultar  también  nacido  de  una  tácita  consignación  de 
cuentas  recíprocas  llevada  a  cabo  por  dios  comerciantes  en  sus 
libro¡s(3). 

Nuestro  Código  de  Comercio'  no  regula  la  cuenta  corriente,  comq 
contrato  perfectamente  definido.  Habla  del  «importe  de  las  cuentasi 
corrientes  a  metálico»,  en  el  art.  180  al  tratar  del  metálico  que  Losi 

(2)  «Elemenü  di  Diritto  Commerciale».  Prof.  Roberto  Agosti.  Roma  1921. 

(i)  Es  de  esta  opinión  Vivante  («Istituzioni  di  Diritto  Commerciale»,  Milano  1904),  con  Agosti 
y  otros.  En  cambio  Vidari  («Trattato  di  Diritto  Commerciale»,  Hoepli  1905),  opina  que  es  un  contra- 
to real  y  literal  al  mismo  tiempo  porque  no  puede  existir  sin  efectivo,  sin  envío  de  valores,  ni  sin 
constar  por  escrito.  En  oaso  de  faltar  uno  y  otro,  no  constituiría  el  contrato  de  cuenta  corriente 
sino  una  simple  promesa  de  cuenta  corriente. 
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Bancos  han  de  conservar  en  sus  cajas,  y  habla  también  en  el  175, 
¡de  la  «apertura  de  créditos  en  cuenta  corriente»,  como  objetivo  de 
las  Compañías  de  crédito,  distinguiendo  de  este  modo  el  concepto 
de  la  cuenta  corriente  de  la  apertura  de  crédito  en  cuenta  corriente. 
Fuera  de  estas  ligeras  alusiones  a  tan  importantes  modalidades  del 
contrato  de  cuenta,  no  se  halla  en  todo  el  Código  de  Comercio  una 
sola  disposición  que  lo  legisle. 

Modernamente,  aunque  a  nuestro  parecer  no  con  todo  el  acierto 
deseable,  figura  en  el  Código  de  Comercio  vigente  en  la  Zona  del 
Protectorado  español  en  Marruecos,  un  estudio  de  este  contrato! 
que  su  autor  divide  en  cinco  epígrafes  titulados  así:  contrato  de 
cuenta  Corriente  de  Caja,  contrato  de  imposición  de  valores  en 
cuenta  comente,  contrato  de  depósito  en  cuenta  corriente,  contrato 
de  apertura  de  crédito  en  cuenta  corriente  y  contrato  de  compensación 
mutua  y  entrega  de  saldo  a  plazo  fijo. 

Efectos  jurídicos  que  produce  el  contrato  de  Cuenta  Corrien- 
te.^—  Considerado  como  contrato  base  de  las  operaciones  bancarias 
de  cuenta  corriente  en  general,  produce  efectos  esenciales  y  efectos 
secundarios  : 

A )    Son  efectos  esenciales  de  la  cuenta  corriente : 

a)  la  transferencia  de  la  propiedad  de  las  entregas  o  remesas  a 
favor  del  receptor  transferencia  que  no  puede  declararse  consumada 
mientras  este  no  ha  inscrito  en  sus  libros  la  partida  relativa  acre- 
ditándola al  cuenta  correntista. 

Por  consiguiente,  la  transferencia  debe  ser  objeto  de  una  escri- 
tura, y  esta  escritura,  ordenada,  bien  verbalmente,  bien  por  escri- 
to, por  parte  del  cuenta  correntista.  No  siendo  así,  las  cantidades 
entregadas  a  un  banquero  o  percibidas  por  el  mismo,  sin  orden 
previa  de  abono  en  cuenta  corriente,  tienen  el  carácter  de  cantida- 
des entregadas  o  guardadas  en  concepto  de  depósito. 

Formalizada  tal  inscripción,  el  cuenta  correntista  no  tiene  el  ca- 
rácter de  acreedor  de  su  importe,  ni  el  receptor  el  de  deudor,  por 
la  razón  de  que  queda  diferido  hasta  el  momento  del  cierre  de  la 
cuenta  corriente,  el  nacimiento  del  crédito  o  de  la  deuda., 

b)  opera  una  novación  de  las  deudas  y  créditos  inscritos  en  la 
cuenta  corriente.  Por  virtud  de  tal  hipótesis,  el  comerciante  que  ha 
consentido  un  adeudo  en  su  cuenta  oorriente  por  razón  de  mercan- 
cías recibidas  no  puede  oponer  excepciones  en  cuanto  a  su  calidad, 
así  como  tampoco  quien  se  acreditó  en  su  cuenta  de  mercancías 
remitidas,  puede  reivindicarlas  aún  estando  en  viaje  ni  en  caso  de 
quiebra  de  su  corresponsal.  Los  créditos  civiles  pasados  a  cuenta 
corriente,  se  convierten  en  mercantiles,  si  la  cuenta  corriente  tiene 
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este  carácter  y  los  intereses  comienzan  a  correr  en  la  cuantía  pacii 
tada  par\  las  partidas  de  cuenta  corriente:  decaen  los  privilegios  y 
las  hipotecas  que  garantizan  los  créditos  convertidos  en  una  par- 
tida de  cuenta  corriente  y  finalmente,  desaparecen  todos  los  carac- 
teres jurídicos  especiales  de  las  operaciones  mercantiles,  para  ajdn 
quirir  las  especiales  características  del  contrato;  de  cuenta  corriente. 

c)  confunde  en  una  única  cuenta  indivisible,  las  partidas  aisladas 
que  lo  componen  sucesivamente.  Esta,  única  cuenta  indivisible  es  liqui- 
dable únicamente  al  cierre  de  la  cuenta,  hasta  cuyo  momento,  como 
hemos  dicho,  no  se  entiende  que  exista  crédito  ni  débito.  De  ello 
se  sigue  que  las  remesas  hechas  recíprocamente  entre  los  cuenta 
correntistas,  no  tienen  nunca  el  carácter  de  pago. 

d )  compensación  del  respectivo  debe  y  haber  hasta  la  respectiva 
concurrencia  en  el  momento  de  la  cancelación  o  cierre  de  cuentas.  Eti 
este  momento  se  suman  las  partidas  de  la  cuenta  deudora  y  de  lai 
acreedora  y  se  compensan  hasta  su  concurrencia,  en  cuyo  momento; 
nace  el  crédito  o  deuda  respectiva  y  por  consiguiente,  el  derecho 
a  la  percepción  de  la  diferencial. 

B )    Son  efectos  secundarios  de  la  cuenta  corriente : 

a)  pago  de  intereses.  Resultando  el  receptor  de  cantidades  en- 
tregadas en  cuenta  corriente,  propietario  de  las  mismas,  debe  intere- 
ses de  las  sumas  consignadas,  puesto  que  de  otro  modo  se  enrique- 
cería indebidamente.  Nada  se  opone  no  obstante  que  pueda  crear-- 
se  la  cuenta  corriente  sin  interés,  en  cuyo  caso  toma  el  nombre  de 
cuenta  corriente  simple,  por  oposición  a  la  cuenta  corriente  ordinaria 
o  sea  a  la  que  devenga  intereses.. 

Cuando  los  intereses  no  sean  fijados  por  las  partes  al  convenir 
en  las  condiciones  del  contrato;  de  cuenta  corriente,  el  interés  será! 
el  legal  del  5  o/0  sin  consideración  a  las  personas  que  intervengan 
en  dicho  contrato.  Tales  intereses  comienzan  a  decorrer  desde  el 
día  de  la  apertura  de  la  respectiva  cuenta.  Si  un  abono  de  una  par- 
tida viene  condicionado  por  la  cláusula  salvo  buen  fin,  o  sea  subordi- 
nada al  cobro  'del  efecto  entregado  para  ser  abonado  en  cuenta 
corriente,  los  intereses  no'  deoorren  sino>  desde  el  momento  en  que  sé 
recibe  el  aviso  de  haber  sido  satisfecho  el  respectivo  importe. 

En  Ioís  abonos,  del  importe  de  ■cambiales  a  descuento,  se  anota  en 
la  cuenta  el  importe  de  la  cambial,  deduciendo  el  importe  del  desr 
cuento,  y  de  los  intereses  debidos,  en  cuyo  caso  estos  comienzan 
a  decorrer  desde  el  día  del  abono-  en  cuenta  corriente. 

b)  un  llamado  derecho  de  comisión,  que  los  correntistas  perciben 
sobre  cada  partida,  con  independencia  de  los  intereses  y  de  los 
gastos  ocasionados  inscritos  en  la  cuenta,  como  también  indepen- 
dientemente de  los  especiales  derechos  de  comisión  pactados  sobre 
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cada  operación.  Muchas  veces  este  derecho  de  comisión  en  lugar 
de  fijarlo  respecto  de  cada  partida,  suele  fijarse  sobre  el  saldo  de 
la  cuenta  en  beneficio  del  cuenta  correntista  que  resulte  acreedor. 

Efectos  que  produce  la  novación  en  la  cuenta  corriente.  —  La 

novación  consiste  en  la  sustitución  por  una  nueva  relación  de  eré" 
dito  autónomo  e  independiente,  a  una  precedente  que  se  extingue 
con  aquella.  La  novación,  como  hemos  ya  dicho,  convierte  en  nula 
la  garantía  especial  de  la  primera  obligación  y  las  modalidades  pro- 
pias de  la  naturaleza  jurídica  de  la  obligación  precedente. 

Opérase  una  novación  de  crédito,  cuando  la  inscripción  de  la 
partida  en  cuenta  corriente,  debidamente  notificada  y  consentida 
por  el  cuenta  correntista,  deja  de  considerarse  existente  de  por  sí, 
convertida  en  simple  anotación  sumable  a  las  anteriores  partidas 
y  destinada  con  el  conjunto  de  estas,  a  producir  sus  efectos  exclu- 
sivamente sobre  el  saldo  final  de  la  cuenta. 

En  otros  términos.  Cada  partida  se  convierte  en  un  simple  elemen- 
to de  una  operación  aritmética.  De  aquí  que  esta  novación  tenga 
importancia  verdadera  en  Banca  y  de  aquí  que  esta  use  constante- 
mente en  sus  cartas  o  facturas  de  crédito  en  cuenta  corriente  la  fór- 
mula «salvo  buen  fin»,  o  «bajo  las  reservas  de  costumbre»,  etc.,  o 
cualquiera  otra  equivalente,  dirigidas  a  que  en  caso  de  incumplimiento 
de  la  obligación  que  supone  el  título  que  da  lugar  a  la  inscripción 
de  la  correspondiente  partida  de  crédito,  pueda  ésta  ser  anulada. 

Se  opera  igualmente  la  novación  de  un  crédito,  cuando  el  ban- 
quero restituye  al  cliente  un  efecto  impagado,  adeudando  su  im- 
porte en  la  cuenta  corriente  del  cedente.  Consecuencia  de  tal  escri- 
tura es  que  el  cedente  no  se  convierte  en  deudor  respecto  del  ban- 
quero como  consecuencia  del  efecto  impagado,  sino  como  conse- 
cuencia de  una  anotación  de  deuda  debidamente  registrada  en  la 
cuenta  corriente  del  cedente.  Por  su  parte  eon  tal  adeudo,  el  ban- 
quero renuncia  y  decae  para  él,  la  acción  de  retorno  que  le  auto- 
riza ejercitar  el  Código-  de  Comercio  respecto  de  los  coobligados 
bancario|S4 

Existe  también  novación  cuando  el  saldo  de  una  cuenta  corriente 
ha  pasado  al  nombre  de  otro  titular.  Se  opera  este  caso  por  lai 
cesión  de  créditos,  que  puede  efectuarse  con  solo  La  notificación  al 
deudor  de  la  transferencia,  quedando  obligado-  el  deudor  para  con 
el  nuevo  acreedor  en  virtud  de  la  notificación.  Y  desde  que  tenga 
lugar  no  se  reputará  pago  legítimo  sino  el  que  se  hiciere  a  éste 
(art.  347  del  Cód.  de  Comercio).  También  se  opera  este  caso  cuan- 
do una  cuenta  ha  asociado  otra  persona  a  su  comercio,  modifica  la) 
razón  social  y  ordena  el  traspaso  de  la  cuenta  a  favor  de  esta, 
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o  bien  cuando  una  Sociedad  líquida  y  continuada  por  un  tercero  o 
por  otra  sociedad,  queda  traspasada  la  cuenta  a  favor  de  estos. 

La.  novación  tiene  una  importancia  decisiva  en  punto  a  la  pres- 
cripción. Así  un  crédito  nacido  de  una  letra  de  cambio,  prescribe 
según  lo  dispuesto  en  el  artículo  950  del  Código  de  Comercio,  ai 
los  tres  años  de  su  vencimiento  hayáse  o  no  protestado.  En  cambio 
abonado  su  importe  en  cuenta  corriente,  pierde  el  privilegio  para 
someterse  a  la  prescripción  ordinaria  que  regula  el  derecho  común, 
por  no  venir  expresamente  regulado  en  el  Código'  la  prescripción, 
aplicable  a  la  cuenta  corriente  en  cuanto  a  sus  saldos. 

Finalmente  la  conservación  de  un  crédito  cambiado  en  partida 
de  una  cuenta  corriente,  entraña  la  extinción  de  las>  garantías  pig- 
noraticias e  hipotecarias  que  puedan  acompañarle  por  vía  accesoria. 

Efectos  de  la  indivisibilidad  de  las  operaciones.  - —  Consiste  esta, 
en  la  prohibición  que  recae  sobre  el  cuenta  correntista  de  pedir  el 
pago,  o  de  hacer  la  cesión  de  una  partida  de  la  cuenta  corriente 
aislada  de  las  demás.  Por  consiguiente  debe  entenderse  por  indi- 
visibilidad de  las  partidas  de  la  cuenta  corriente,  que  es  el  saldo 
final  de  esta,  la  única  que  tiene  existencia  autónoma  y  definitiva! 
para  decidir  las  relaciones  jurídicas  entre  el  debe  y  el  haber  de  las 
cuentas  de  banquero  y  cuenta  correntista. 

Cobrada  por  un  banquero  una  suma  perteneciente  al  cuenta  oof 
rrentista  puede  este  optar  entre  pedir  su  reembolso  directo;,  o  bien 
que  le  sea  acreditada  en  cuenta  corriente.  Pero  desde  el  momento 
en  que  optando  por  la  segunda  solución,  consiente  en  el  abono  en  sil 
cuenta,  no  puede  pedir  su  devolución  como  tal  suma,  sino  comoi 
partida  de  cuenta  corriente  que  afectará  en  su  día  al  saldo'. 

Cuenta  corriente  de  Correspondencia  y  Cuenta  corriente  de 
Depósito.  —  Bancariamente  se  distingue  entre  Cuenta  corriente  de 
Correspondencia  y  Cuenta  corriente  de  Depósito. 

La  cuenta  corriente  de  correspondencia  es  la  propia  de  Bancos 
o  Corresponsales  de  fuera  de  plaza,  ®  de  Sociedades  O'  Compañías 
importantes  de  la  misma,  que  tienen  necesidad-  de  tramitar  las  más 
variadas  operaciones  y  especialmente  operaciones  por  corresponden- 
cia, tales  como  órdenes  de  remesa,  aperturas  de  crédito  a  favor  de; 
siis  agentes  01  representantes,  negociación  de  divisas,  cobroi  de  efec- 
tos, etc.,  operaciones  susceptibles  de  un  déscubiertot  o  dé  un  balaní- 
ce  deudor  transitorio. 

En  cambio  la  cuenta  corriente  de  depósito,  llamada  también  cuenr 
ta  disponible  o  de  plaza,  representa  la  suma  de  entregas  del  comercio 
o  de  la  clientela  privada  que  vienen  confiadas  al  Banco  para  que 
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sean  guardadas  o  produzcan  un  interés.  Este  interés  es  mejor  cuan- 
to más  largo  es  el  plazo  de  disponibilidad  o  de  duración  del  depó- 
sito, que  va  desde  el  modesto  límite  de  la  disponibilidad  diaria,  a 
a  un  término  máximo  por  lo  general  de  un  año  en  cuyo  caso  toma 
el  nombre  de  cuenta  corriente  de  depósito  blocada. 

Los  caracteres  distintivos  de  la  cuenta  corriente  de  depósito  son 
los  siguientes: 

a)  La¿  entregas  de  numerario  o  de  efectos  para  su  abono,  vienen 
anotadas  en  una  libreta  que  se  entrega  al  cliente  compuesta  de 
hojas  facturas  taladradas.  La  matriz  es  sellada  por  la  sección  recep- 
tora y  firmada  por  el  empleado  que  recibe  la  cantidad. 

En  algunos  Bancos  se  efectúan  por  facturas  sueltas  contra  entrega 
de  recibos  impresos. 

b)  El  retiro  de  cantidades  se  hace  por  medio  de  talones  o  che- 
ques destacados  de  un  libro  de  cheques,  numerados  correlativa- 
mente, cuya  numeración  se  anota  en  el  libro  correspondiente,  en 
la  cuenta  de  cada  cliente: 

c)  Los  talones  o  cheques  que  llevan  raspaduras,  tachados,  adi- 
ciones, etc.,  no  salvados  convenientemente,  son  rechazados. 

d)  A  la  misma  persona  depositante  no  le  es  entregado  más  que 
un  solo  libro  de  cheques  para  cada  depósito  que  lleve  aneja  distin- 
ta tasa  de  interés. 

e)  Las  Sociedades,  Compañías,  Asociaciones,  etc.,  deben  indi- 
car en  el  momento  de  abrir  una  cuenta  corriente  de  depósito,  la 
persona  o  personas  delegadas  para  la  firma  de  talones,  la  cual  debe 
constar  como  original  en  la  cartulina  specimen,  que  queda  en  poder 
del  Banco  para  el  control  de  los  talones  o  cheques. 

f)  Los  intereses  pactados  decorren  desde  el  día  siguiente  al 
de  entrega  y  se  liquidan  con  abono  del  día  del  pago.  Los  intereses 
se  capitalizan  en  ie  de  enero  y  en  iQ  de  julio;. 

g)  Se  cargan  al  cuenta  correntista  los  gastos,  que  soporte  el 
Banco  para  contabilizar  a  favor  de  aquel  sumas  abonables  en  su 
cuenta  corriente,  como  los  necesarios  para  hacer  constar  la  legalidad 
de  la  restitución  de  las  cantidades  que  constituyen  el  saldo,  a  he- 
rederos, acreedores  o  representantes  del  cuenta  oorrentista. 

h)  Las  sumas  que  constan  abonadas  en  cuenta  corriente  no  son 
susceptibles  de  ofrecer  en  prenda. 

i)  En  caso  de  fallecimiento  del  cuenta  correntista  o  de  disolución 
de  la  Sociedad,  Compañía  o  Asociación,  los  créditos  que  figuran 
en  la  Cuenta  corriente  son  considerados  indivisibles  y  por  consi- 
guiente no  podrá  obligarse  al  Banco  a  hacer  restitución  parcial 
de  las  sumas  por  él  debidas. 
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Diferencias  entre  el  contrato  de  cuenta  corriente  y  la  apertura 
de  crédito  en  cuenta  corriente. — 'No  debe  confundirse  el  contrato 
tíe  cuenta  corriente,  con  La  apertura  de  crédito  en  cuenta  corriente, 
por  la  cual  un  comerciante,  generalmente  los  banqueros,  se  obligan 
a  facilitar  a  sus  clientes  las  sumas  de  que  estos  tengan  necesidad 
piara  sus  negocios,  obligándose  estos  a  restituirlos  dentro  del  plazo 
pactado,  con  abono  de  intereses  y  de  comisión  debida  por  el  servi- 
cio y  por  la  duración  de  tiempo  concedido  para  el  reembolso.  La¡ 
apertura  de  crédito  en  cuenta  corriente,  va  acompañada  general- 
mente de  garantías  hipotecarias  o  fiduciarias,  y  también  cambia-i 
rias  (4). 

Falta  pues  en  la  apertura  de  crédito  en  cuenta  corriente  el  requisito 
esencial  que  caracteriza  al  contrato  de  cuenta  corriente,  cual  es 
la  concesión  recíproca  de  crédito  ya  que  sobre  el  crédito  abierto1, 
existe  sólo  el  derecho  de  disponibilidad  del  acreditado  quien  puede 
ir  exigiendo  la  entrega  sucesiva  de  partidas,  conforme  necesite  de 
ellas  y  mientras  no  haya  vencido  el  plazo  por  el  cual  se  ha  otorgado 
la  apertura  de  la  cuenta  corriente  de  crédito. 

L¡a  entrega  de  partidas  con  cargo!  a  esta  cuenta  corriente  puede 
ser  objeto  de  varias  formas,  como  pago  al  contado  por  medio  de 
numerario,  descuento  de  letras,  pago  de  facturas,  etc. 

Al  tratar  de  las  operaciones  bancarias  a  base  de  crédito,  estudia- 
remos la  apertura  de  crédito  en  cuenta  corriente  como  una  moda- 
lidad de  aquellas  operarione|s. 

Imposición  de  valores  en  cuenta  corriente.  —  El  contrato  de  im- 
posición de  valores  en  cuenta  corriente,  sobre  el  que  al  tratar  de 
las  operaciones  que  tienen  por  base  los  títulos  mobiliarios,  nos  de- 
tendremos algún  tiempo,  viene  definido  en  el  Código  de  Comercio 
para  la  Zona  del  Protectorado',  como  un  contrato  por  el  cual  una- 
de  las  partes  consiente  en  recibir  valores  fiduciarios,  teniéndolos  a 
disposición  del  cuenta  correntista,  quien  puede  disponer  de  ellos 
mediante  talones  especiales  (art.  424).  Esta  idea  se  desenvuelve 
en  el  art.  428,  cuando  dice  que  el  cuenta  correntista  cajero,  ha  de 
tener  constantemente  a  disposición  del  imponente,  los  valores  cuya 
custodia  le  confió.  Los  artículos  73  a  76  del  Reglamento,  general  del 
Banco  de  España  de  5  enero  de  1901  regulan  también  este  contrato. 


(4)  Nueslro  Código  de  Comercio  distingue  perfectamente  en  los  artículos  175  y  180-182  lo  que 
es  apertura  de  créditos  en  cuenta  corriente,  de  la  entrega  del  saldo  de  las  cuentas  corrientes  por 
imposición  de  metálico. 


CAPÍTULO  VIII 


De  la  cuenta  corriente  de  depósito,  o  depósito  volun- 
tario a  devolver  de  contado 

Naturaleza  jurídica  de  la  cuenta  corrienle  de  depósito.  —  Cómo  la  considera  la  legislación  española.-- 
La  cuenta  corriente  de  depósito  es  el  servicio  de  caja  por  cuenta  de  clientes.  —  Consecuencias 
jurídicas  que  se  derivan  — Diferencias  entre  la  cuenta  corriente  de  depósito  y  la  apertura  de 
crédito  en  cuenta  corriente.  —  De  la  facultad  de  compensar-  —  Condiciones  a  que  ordinariamente 
queda  sujeta  la  apertura  do  una  cuenta  de  depósito.  —  Responsabilidad  o  irresponsabilidad  del 
Banco  en  el  pago  de  talones. 

Naturaleza  jurídica  de  la  cuenta  corriente  de  depósito.  —  Sobre 

la  naturaleza  jurídica  del  contrato  de  cuenta  corriente  de  depósitio, 
son  diversas  las  operaciones  que  se  sostienen  por  los  autores,  de  las 
cuales  derivan  naturalmente  efectos  jurídicos  diversos. 

Para  unos,  toda  cuenta  corriente  bancaria,  constituye  un  verda- 
dero mutuo.  Este  concepto  lo  acojen  las  legislaciones  inglesa  y  ame- 
ricana. Para  otros  la  cuenta  corriente  de  depósito  representa  um 
depósito  irregular,  considerado  como  un  sub-tipo  del  depósito  or- 
dinario, en  cuanto  los  depositantes  conservan  la  disponibilidad  de 
las  cantidades  entregadas  al  banquero,  quien  asume  la  obligación 
de  devolverlas  a  la  demanda  del  imponente  W. 

Otros  autores  hacen  derivar  el  carácter  jurídico  de  la  operación 
de  cuenta  corriente  de  depósitoi,  del  plazo  de  preaviso  y  del  ven- 
cimiento. En  Francia  sostienen  esta  opinión  los  autores  Terrel  y 
LejeuneC2),  y  en  Italia  el  profesor  D 'Angelo,  quien  razona  su  tesis 
en  la  siguiente  forma 

«Teniendo  presente  la  clasificación  de  las  varias  categorías  de  de- 
» pósito,  deben  distinguirse  varios  casos. 

»E1  depósito  bancario  a  vencimiento  fijo,  con  un  término  que 
»  debe  ser  necesariamente  observado  por  el  depositante,  el  cual  no 
»  puede  determinar  a  su  arbitrio  otra  fecha  de  reembolso  que  la  pac- 
»tada  en  el  contrato,  puede  considerarse  a  nuestro  entender  como  un 
» préstamo  o  mutuo;  por  el  contrario  entendemos  que  puede  conside- 
rarse que  revisten  la  forma  de  un  depósito  irregular,  los  demás 

(1)  Bolaffio,  «Sui  deposita  commirciali»,  1904-1905. — Vivante,  «Istiluzioni  de  Diritlo  Commerciale», 

pág.  252,  y  Kosak,  «Lelirbuch  des  Handelsrechtí,  Stuttgart,  1910. 

(2)  «Traitó  des  operations  commerciales  de  Banquc»,  (1905). 

(3)  <Trattalo  di  técnica  bancaria»,  Milano,  1917. 
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» depósitos  en  cuenta  corriente,  de  ahorro  o  de  pequeño  ahorro, 
»  siempre  que  sean  retirables  a  la  vista,  o  mediante  preaviso,  breve 
»o  largo.  A  diferencia  de  algunos  autores,  que  se  acercan  a  esta 
»  distinción,  consideramos  para  los  efectos  prácticos  que  puedan 
» seguirse,  como  depósitos  irregulares,  también  aquellos  retirables 
«después  de  largo  plazo  de  preaviso,  ya  porque  es  difícil  establecer 
»una  distinción  entre  el  breve  y  el  largo,  plazo  de  preaviso,  depenh 
»diendo  leste  de  la  importancia  del  Banco,  del  ambiente,  de  la  en- 
»tidad  de  la  suma,  etc.,  en  cuanto  el  plazo  de  preaviso^  puede  sen 
»  largo  para  un  gran  Banco  y  parecer  corto  para  un  pequeño  Inst- 
ituto, ya  porque  la  existencia  de  cualquier  preaviso,  por  largo 
»que  sea,  lleva  el  reconocimiento'  de  la  facultad  del  depositante 
»de  fijar  la  fecha  del  reembolso  y  en  el  Banco,  la  obligación  de 
» aceptarla,  con  lo  cual  se  afirma  la  característica  de  la  disponibi- 
» lidad  común  a  todos  los  depósitos  irregulares,  y  conduce  a  la 
» anulación  de  todo  plazo  fijo,  indispensable  para  que  sea  oonside- 
»rado  mútuo.» 

Como  lo  considera  la  legislación  española-  —  El  Código  de  Co- 
mercio vigente  en  España  hace  distinción  entre  abrir  créditos  en 
cuenta  corriente,  hacer  pagos:  y  cobros  por  cuenta  ajena  y  llevar 
cuentas  corrientes;  empero  ni  define  la  imposición  dé  dinero  en 
cuenta  corriente,  ni  legisla  acerca  del  contrato'  de  este  nombre,  como 
hace  el  Código  de  Comercio'  italiano  y  otros,  ni  explica  los  efec- 
tos de  estos  actos  y  contratos,  por  cuyo  motivoi  debemos  acudir  a 
las  leyes  y  disposiciones  especiales  que  regulan  casos  análogos., 

Desde  luego  nos  encontramos  con  el  art.  is  del  Real  decreto 
de  29  de  julio  de  1853,  que  decía  así:  «Las  entregas  en  cuenta  co- 
rriente que  hiciesen  las  corporaciones  y  los  particulares  se  conside- 
rarán como  depósitos  voluntarios  a  devolver  de  contado,  y  devengarán 
el  interés  del  3  por  100  anual  desde  el  décimo-sexto  día  de  la! 
imposición  hasta  el  de  la  devolución  inclusive;  debiendo  conser- 
varse en  reserva,  sin  hacer  de  ella  uso,  la  tercera'  parte  del  importe 
de  las  cantidades  entregadas». 

En  igual  sentido'  se  expresaba  la  Real  orden  e  Instrucción  dé 
19  de  agosto  de  1853,  cuyo-  art.  13  decía  textualmente  Gomo  sigue: 
«Debiendo  considerarse  las  imposiciones  a  título-  de  cuenta  corrien- 
te como  los  depósitos  voluntarios  a  devolver  de  contado,  las  can- 
tidades que  ingresen  en  las  Sucursales  devengarán  el  interés  de  3 
por  100,  desde  el  décimosexto  día  de  la  imposición  hasta  el  de  la 
devolución  inclusive». 

En  igual  sentido  aparecía  redacta'do  el  art.  29  de  la  expresadla] 
Real  orden  y  los  39  y  42  y  siguientes  dé  la  ley  de  15  de  diciembre 
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de  185 1.  El  art.  10  de  esta  ley  claro  a  no  poder  más,  decía  así: 
«Merecerán  en  todo  caso  el  concepto  de  acreedores  del  Banco  por 
depósito  voluntario  los  que  lo  fueren  por  ser  tenedores  de  sus  bille- 
tes, o  por  saldos  de  sus  cuentas  corrientes,  abiertas  en  el  mismo 
establecimiento,  con  el  único  objeto  de  conservar  en  él  sus  fondos 
y  disponer  de  ellos  de  la  manera  que  establecen  los  Estatutos  del 
Banco». 

De  los  precedentes  textos  legales,  tan  claros  y  tan  explícitos  en 
favor  de  la  tesis  de  que  la  imposición  de  dinero  en  cuenta  corriente 
en  un  Banco,  es  un  verdadero  depósito,  parece  desprenderse  que  no 
debiera  existir  ya  duda  ni  motivo  para  discutir  acerca  del  carácter 
jurídico  de  tal  operación.  Sin  embargo  no  es  así.  Se  ataca  esta  tesis 
desde  dos  puntos  de  vista,  uno  por  el  hecho  de  devengar  intereses 
la  mayoría  de  estos  depósitos,  otro,  por  el  hecho  de  servirse  de  la; 
cosa  depositada,  el  banquero  que  la  recibe,  circunstancias  ambas 
que  se  reportan  como  contrarias  al  concepto  civil  de  depósito  tal 
como  ha  venido  legado  desde  el  tiempo  de  los  Romanos  (4). 

Los  que  consideran  imposible  que  sea  depósito  la  imposición 
de  dinero  en  un  Banco  cuando  el  depositante  percibe  un  interés, 
no  tienen  en  cuenta  que  el  depósito  es  un  contrato  gratuito,  salvo 
pacto  en  contrario,  como  previene  el  art.  1760  del  Código  civil,  y  que 
tratándose  de  una  imposición  hecha  en  un  establecimiento  mercantil, 
por  comerciantes  y  para  atender  principalmente  a  operaciones  de 
comercio,  este  acto  indefectiblemente  debe  ser  calificado  de  mer- 
cantil, y,  por  lo  tanto,  ha  de  regirse  con  arreglo  a  las  disposiciones 
del  Código  dé  Comercio,  el  cual  da  mucha  latitud  para  que  las 
partes  contratantes  estipulen  lo  que  tengan  por  conveniente. 

Bajo  este  punto  de  vista,  la  legislación  mercantil  complementar 
ria,  mantiene  de  antiguo  la  tesis  de  la  perfecta  coexistencia  del 
contrato  de  depósito  con  el  devengo  de  intereses,  como  vamos  a  ver. 

El  texto  del  artículo  13  del  Real  decreto  de  29  de  septiem- 
bre de  1852,  previene  que  los  fondos  que  ingresen  en  la  Caja 
general  de  Depósitos  devengarán  un  interés  anual  arreglado  a  la 


(4)  La  Sentencia  de  2  de  marzo  de  1883,  sentaba  en  términos  categóricos  esta  tesis.  Adquirido 
el  dominio  y  uso  de  la  cantidad  que  se  decía  depositada,  con  la  obligación  de  restituir  otro  tanto  de 
la  misma  especie,  con  arreglo  a  la  ley  2«,  título  III  de  la  Partida  5»,  no  fué  ni  puede  concedérse- 
le la  condición  de  depósito  regular,  en  el  que  el  depositante  conserva  siempre  la  propiedad  de  la 
cosa  depositada. 

Tampoco  puede  calificarse  de  depósito  irregular,  porque  tanto  éste  como  el  verdadero,  son  con.-, 
tratos  gratuitos  por  su  naturaleza  y  degeneran  en  otra  clase,  según  la  ley  citada,  cuando  media'  pre- 
cio o  galardón. 

En  su  virtud  la  Sala  sentenciadora,  al  calificar  de  depósito  el  contrato  en  cuestión,  solemnizado 
en  papel  privado,  y  otorgar  por  ello  preferencia  para  el  cobro  de  su  crédito  a  la  deponente,  sobre 
otro  justificado  por  medio  de  escritura  pública,  infringe  la  ley  2»,  titulo  III;  la  31,  titulo  XIII,  Par- 
tida 5»,  y  la  5»,  título  XXIV,  libro  X  de  la  Novísima  Recopilación,  que  disponen  que  los  créditos  que 
resulten  de  escritura  pública,  tienen  preferencia  sobre  los  quirografarios. 
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naturaleza  del  depósito  y  .según  fueren  las  condiciones  de  su  impo- 
sición. 

A  mayor  abundamiento,  otro  Real  ■decreto  de  12  de  mayo  de 
1861,  previene  que  se  abonará  interés  por  el  importe  de  los  depósitos 
necesarios,  así  como  por  las  cantidades  recibidas  en  cuentas  co- 
rrientes., 

Los  depósitos  necesarios  en  metálico,  constituidos  en  la  Caja  ge- 
neral de  Depósitos  y  sus  sucursales,  devengaban  el  interés  anual 
del  3  por  100,  con  arreglo  al  art.  12  dé  dichoi  Real  decreto',  y  por 
Real  orden  de  17  de  diciembre  de  1864  se  mandó  abonar  a  lasi 
imposiciones  el  siguiente  interés :  uno  por  cientoi  a  los  depósitos  al 
contado  y  cuentas  corrientes ;  dos  por  ciento^  a  los  depósitos  de  aviso 
con  quince  días ;  tres  por  ciento  a  los  depósitos  necesarios ;  ocho  por 
ciento  a  lo.s  depósitos  de  plazo-  fijo  de  cuatro  a  nueve  meses,  y  nueve 
por  ciento  a  los  depósitos  de  plazos  de  nueve  meses  a  un  año.  Pos- 
teriormente la  Real  orden  de  21  de  febrero  de  1865  rebajó'  el  tipot 
del  interés  a  las  .imposiciones,  que  volvió  a  aumentar  la  otra  Reaí 
orden  de  7  de  mayo  de  1866  (5>. 

Argumento,  más  sólido  que  el  anterior,  es  el  dé  los  que  creen 
que  la  imposición  de  dinero  en  cuenta  corriente  produce  los  efectos 
de  un  préstamo,  en  virtud  del  precepto  claro  y  terminante  del  ar- 
tículo 1767  del  Código  civil,  que  previene  que  el  depositario  no 
puede  servirse  de  la  cosa  depositada  sin  permiso  expreso  del  de- 
positante. Enlazado  con  el  1768,  con  arreglo  al  cual,  cuando  eí 
depositario  tiene  permiso  para  servirse  o  usar  dé  la  cosa  depositada, 
el  contrato  pierde  el  concepto'  de  depósito  y  se  convierte  en  présf- 
tamo  o  comodato,  cuyo  permiso  no  se  presume,  debiendo  probarse 
su  existencia,  sostienen  que  el  hecho  de  percibir  los  imponentes 
cuenta  correntistas  un  interés,  supone  implícita  la  autorización  al 
Banco  o  establecimiento  de  crédito'  que  recibe  la  imposición,  para 
usar  del  capital  que  representa  aquella,  con  lo  cual  queda  desvir- 
tuada la  condición  y  naturaleza  del  depósito,  transformado'  ipso  facto 
en  préstamo.  En  apoyo  de  este  argumento  citan  el  precepto-  claro  y 


(5)  En  el  artículo  64  de  la  ley  de  Presupuestos  de  5  de  agosto  de  1893,  por  el  cual  se  dispuso  que 
la  Caja  general  de  Depósitos  quedase  incorporada  a  la  Dirección  general  del  Tesoro,  bajo  la  denomi- 
nación de  «Caja  general  de  Depósitos  y  amortización»,  se  dispone  que  por  las  consignaciones  que  se 
hagan,  se  abonen  los  intereses  que  allí  se  detallan  según  el  plazo  más  o  menos  largo  de  preaviso. 

Se  disponen  asimismo  el  devengo  de  intereses  para  los  Depósitos  necesarios  que  ingresen  en  di- 
cha Caja  en  el  art.  4°  del  Real  Decreto  de  23  de  agosto  de  1893,  que  aprobó  el  Reglamento  provi- 
sional para  el  régimen  de  dicha  Caja,  en  cuyo  Reglamento  se  detallan  la  forma  y  modo  de  satisfa- 
cerse aquéllos  en  sus  artículos  6,  7,  20,  29,  62,  70,  71  y  78. 

Se  regula  el  devengo  del  2  por  ciento  anual  para  los  depósitos  necesarios  a  metálico  en  el  Real 
Decreto  de  22  septiembre  de  1904,  y  en  los  artículos  2,  3,  7,  11,  18  a  23,  26  párrafo  último  del  Re- 
glamento de  igual  fecha. 

El  Estado  no  se  halla  obligado  al  pago  de  intereses,  más  que  en  el  caso  de  que  dicho  pago- 
fuese  pactado  o  dispuesto  por  mandato  expreso  de  la  ley«.  (Sentencia  3  junio  1911). 
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terminante  del  artcíulo  309  del  Código  de  Comercio,  según  el  cual, 
siempre  que  con  consentimiento  del  depositante  dispusiere  el  der 
positario  de  las  cosas  que  fueren  objeto  del  depósito,  ya  para  sí  o 
sus  negocios  ya  para  operaciones  que  aquel  le  encomendase,  ce- 
sarán los  derechos  y  obligaciones  propias  del  depositante  y  deposi- 
tario y  se  observarán  las  reglas  y  disposiciones  aplicables  al  préstamo 
mercantil,  a  la  comisión,  p  al  contrato  que  en  sustitución  del  depó- 
sito hubiesen  celebrado. 

La  cuenta  corriente  de  depósito  es  el  servicio  de  Caja  por 
cuenta  de  los  clientes-  —  El  contrato  de  cuenta  corriente  de  depósito, 

es  indudablemente  un  contrato  de  depósito  con  caracteres  espe- 
ciales derivados  especialmente  de  la  finalidad  a  que  obedece  la 
operación.  Los  depositantes  en  cuenta  corriente  se  proponen  al  de- 
positar sus  fondos  en  cuenta  corriente,  más  que  el  lucro,  la  seguridad 
de  sus  capitales  y  la  garantía  de  su  disponibilidad,  razón  por  la 
cual  vemos  que  la  gran  masa  de  capitales  afluye  principalmete  a  los 
grandes  Bancos  que  los  admiten  sin  interés  alguno  la  mayoría  de 
veces.; 

Los  Bancos  no  pueden  usar  de  estos  capitales  libremente  y  a  su 
arbitrio.  Se  lo  impide  el  artículo  180  del  Código  de  Comercio,  al 
ordenar  a  los  Bancos  de  Emisión  y  de  Descuento,  conservar  en 
metálico  en  sus  Cajas,  la  cuarta  parte  cuando  menos  del  importe 
de  los  depósitos  y  cuentas  corrientes  a  metálico  y  de  los  billetes 
en  circulación,  disponiendo  en  el  182  que  el  importe  de  los  billetes 
unidos  a  la  suma  representada  por  los  Depósitos  y  las  cuentas  co- 
rrientes a  metálico,  la  de  limitarse  a  disponer  de  tres  cuartas  partes, 
garantizando  la  totalidad  en  la  forma  expresada.  De  todo  ello  se 
sigue  que  no  pueden  los  Bancos  usar  libremente  de  los  fondos  de  sus 
cuentas  corrientes,  destinándolos  como  propios  a  toda  clase  de  ope- 
raciones, sin  quedar  destruida  la  causa  del  contrato  formalizado 
con  el  cuenta  correntista,  cual  es  la  de  tener  el  cuenta  correntista 
sus  fondos  en  el  Banco  sin  el  riesgo  de  tener  de  guardarlos  perso- 
nalmente, y  desaparecería  como  es  natural  el  objeto  de  esta  ope- 
ración que  es  el  de  obtener  un  servicio  gratuito  de  Caja  que  per- 
mita disponer  en  todo  momento  de  los  fondos  depositados. 

No  contradice  el  fundamental  principio  expuesto  respecto  de  la 
disponibilidad  del  depósito,  el  hecho  de  que  el  Banco  pueda  usar 
del  dinero  depositado,  mientras  el  depositante  no  lo  necesite,  si  al 
mismo  tiempo  cumple  el  Banco  con  el  deber  de  ordenar  el  ejercicio 
de  aquella  facultad  según  un  cálculo  normal  de  probabilidades, 
en  forma  que  aparte  de  conseguirse  un  lucro,  no  lesione  bajo  nin- 
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gún  aspecto  los  derechos;  del  depositante  que  le  ha  confiado  muchas 
veces  sin  interés  ni  premioi  alguno  su  dinero  (6). 

Sea  pues  este  contrato  un  depósito  sui  géneris,  un  depósito  irre- 
gular como  lo  califican  algunos  autores  modernos,  un  comodato 
especial,  o  un  contrato  innominado,  es  lo  cierto  que  mediante  él 
no  se  entiende  transformar  la  propiedad  del  dinero  objeto  del  mis- 
mo, al  Banco,  ni  renunciar  a  la  ¡disponibilidad  sin  previo  aviso^. 
que  es  su  elemento  característico.  Ni  el  portador  del  billete,  ni  ei 
cuenta  correntista,  ni  el  depositante,  vienen  sujetos  al  plazoi  de  30 
días  que  exige  el  artículo  313  del  Código  de  Gomerdo  piara  la  de- 
volución de  los  préstamos  mercantiles,  sino  que  de  conformidad 
al  derecho  que  reconoce  al  depositante  el  art.  1775  del  Código  civil, 
el  depositante  debe  ser  restituido-  cuando'  se  reclame  poir  el  depo¡- 
sitante  y  con  sus  aumentos  si  los  hubiere,  a  tenor  del  artículo  306 
del  Código  de  Comercio. 

Consecuencias  jurídicas  que  se  derivan.  —  Subsisten  pues  en  el 
contrato  de  depósito  en  cuenta  corriente,  todos  los  elementos  esencia- 
les del  depósito-  regular,  modificados  solamente  en  cuanto  al  obje- 
to del  contrato,  por  razón  de  la  naturaleza  del  objeto  depositado,  que 
es  el  dinero  susceptible  de  ser  usado  por  el  depositario.  El  fun- 
damental principio'  en  que  se  basa  el  depósito  no  puede  quedar  des- 
truido por  un  hecho  tan  circunstancial  como  es  el  de  la  sustitución 
de  los  signos  de  dinero-  entregados,  en  el  momento  de  la  restitución, 
ni  este  hecho  puede  producir  la  consecuencia  esencial  de  extinguir 
la  responsabilidad  del  depositario,  convirtiéndole  en  un  simple  deu- 
dor personal  de  cantidad.  La  facultad  de  sustitución  de  los  signos 
entregados,  deriva  de  la  facultad  de  disponer  de  los  signos  de  di- 
nero que  los  representan,  durante  la  vigencia  del  contrato,  peroi  no) 
debe  olvidarse  que  esta  facultad  es  en  el  depositario  esencialmente 
revocable,  por  la  simple  orden  del  cuenta  oorrentista  depositante 
expresada  en  la  forma  que  supone  el  libramiento'  de  talones  para 
retirar  la  totalidad  de  sus  fondos  cuando  quiera. 

Desde  luego  puede  afirmarse  que,  a  menos  de  haber  estipulado 
de  una  manera  muy;  Clara  y  terminante  la  existencia  de  un  contrato  de 
-cuenta  corriente,  los  cobros  -que  haga  el  Banco  dé  las  facturas!, 
letras  y  demás  documentos  que  le  entregue  el  cliente,  si  se  realizan 
y  se  ha  convenido  que  sean  por  cuenta  del  cliente,  convertirán  a 
éste  en  acreedor  de  dominio,  y  sólo  en  el  Caso  de  existir  aquel  con- 
trato especial  de  cuenta  corriente  podrá  el  Banco-  'abstenerse  dp 
entregar  a  la  primera  reclamación  las  cantidades  percibidas,  abo- 


ce) No  obsta  a  la  naturaleza  del  depósito  que  el  depositario  pueda  servirse  de  la  cosa  deposi- 
tada, o  la  tenga  en  cualquier  establecimiento'  o  casa  distinta  de  la  suya  (Sentencia  21  mayo  1896). 
15 
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nándolas  en  la  cuenta  corriente  al  interesado,  y  entregándole  el 
saldo  que  resulte  en  la  época  convenida  al  constituir  y  formalizar! 
aquel  contrato. 

De  lo  dicho  se  desprende  que  los  imponentes  de  cantidades  en 
metálico  en  cuenta  corriente  por  el  saldo  líquido  que  arroje  su  Carnet 
o  Manual,  y"  los  que  hubiesen  entregado  documentos  cuyo  cobro 
se  hubiere  realizado  por  su  importe,  son  dueños  o  acreedores  por 
dominio,  y,  por  lo  tanto,  entendemos  que,  en  caso  de  suspensión  de 
pagos,  no  han  de  entrar  en  ninguna  clase  de  arreglos  ni  de  convenios, 
y  aún  en  el  caso  de  quiebra,  se  les  reintegrará  de  su  importe,  previo 
el  reconocimiento  de  su  derecho  en  junta  de  acreedores  o  en  senten- 
cia firme,  con  arreglo  a  lo  que  disponen  los  artículos  908  y  si- 
guientes del  Código  de  Comercio. 

Aquí  y  en  todas  partes  donde  no  esté  implantado  el  sistema  de 
compensación  o  instituciones  análogas  al  Clearing  House,  la  im- 
posición de  dinero  en  cuenta  corriente  constituye  al  imponente  en 
una  especie  de  depositante,  y  por  lo  tanto  en  acreedor  por  dominio 
en  caso  de  suspensión  de  pagos  o  de  quliebra,  y  este  es  el  criterio' 
del  autor  de  nuestro  actual  Código  de  Comercio,  consignado  en  la 
exposición  de  motivos  del  mismo  en  la  parte  que  se  refiere  a  las 
libranzas  y  mandatos  de  pagos  llamados  cheques.  Sólo  falta  una  dis- 
posición clara  y  terminante  de  nuestro  Código  de  Comercio  en  que 
se  declare  que  los  imponentes  en  cuenta  corriente,  de  dinero,  var 
lores  o  concepto  que  produzca  un  abono  definitivo  en  el  carnet 
o  Manual,  o  los  que  demuestren  que  tienen  en  poder  de  su  banquero 
o  Sociedad  de  crédito  dinero  Oí  valores,  serán  considerados  como 
acreedores  por  dominio,  con  arreglo  al  núm.  3Q  del  art.  909  del 
citado  Código,  y  en  caso  de  suspensión  de  pagos  o  de  quiebra  no 
entrarán  en  la  masa,  sino  que  podrán  retirar  desde  luego  el  im- 
porte de  sus  imposiciones,  previo  el  reconocimiento  de  su  derecho  (7>. 

Para  ello  entendemos  que  es  indiferente  que  se  haya  pactado 
o  no  interés  si  con  ello  se  quiere  imponer  una  participación  en  el 
riesgo  ¡de  las  operaciones  a  que  se  destine  el  dinero  depossitado. 
Solamente  deberán  ser  exceptuados  de  esta  calificación,  aquellos 

(7)  De  no  admitirse  esta  consecuencia  legal  o  indsieutible  de  la  cuenta  corriente  a  metálico,  se 
darla  el  absurdo  de  que  tratándose  de  fondos  depositados  en  el  Banco  sin  otro  espíritu  de  lucro  que 
el  de  obtener  un  servicio  de  Caja  que  los  tenga  de  un  modo  constante  a  disposición  del  cuenta- 
correntista, quedarían  los  depositantes  en  el  último  lugar  de  la  lista  de  prelación  de  créditos,  que 
para  el  caso  de  quiebra  establece  el  artículo  913  del  Código  de  Comercio,  en  concepto  de  acreedo- 
res comunes  por  operaciones  mercantiles,  debiendo  en  consecuencia,  consentir  los  cuenta-correntis- 
tas que  los  fondos  de  su  pertenencia  se  aplicasen  al  pago  de  las  deudas  preferentes  del  Banco,  entre 
ellas  las  contraídas  con  motivo  de  operaciones  lucrativas  para  los  acreedores  y  las  hipotecarias  que 
hubiese  constituido  el  Banco  para  adquisición  de  bienes  inmuebles,  todo  lo  cual  tomado  como  régi- 
men normal  del  depósito  bancario,  ampararía  la  inmoralidad  de  que  los  banqueros  pudiesen  destinar 
el  dinero  de  sus  depósitos  a  constituirse  un  patrimonio  personal...  (Considerando  21  de  la  Sentencia 
proferida  por  el  Juzgado  de  1»  instancia  del  Norte  de  Barcelona,  en  18  febrero  1922). 
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depósitos  bancarios  a  vencimiento  fijo  con  devengo  de  interés,  en 
cuanto  no  pudiendb  el  depositarioi  determinar  a  su  arbitrio  la  fe- 
cha del  reembolso  sino  oon  sujeción  al  contrato,  deben  ser  tenidos 
por  verdaderos  contratos  de  préstamo  o  mutuo,  con  todas  las  con- 
secuencias legales  para  el  deponente. 

Debe  advertirse  no  obstante  que  el  artículo  310  del  Código^  de 
Comercio,  ¡dispone  que  los  depósitos  verificados  en  los  Bancos,  en¡ 
los  almacenes  generales,  en  las  Sociedades  dé  crédito  o  en  otras 
cualquiera  Compañías,  se  regirán  en  primer  lugar  por  los  Estatutos 
de  las  mismas,  en  segundo  lugar  por  las  prescripciones  de  dicho 
Código  y  últimamente  por  las  reglas  de  derecho  común  que  son 
aplicables  a  todos  los  depósitos.  La  calificación  jurídica  de  los  deu 
pósitos  que  comentamos,  dependerá  en  consecuencia  de  la  ley  del 
contrato  con  el  Banco'  depositario j 

Diferencias  entre  la  cuenta  corriente  de  depósito  y  la  apertura 
de  crédito  en  cuenta  corriente.  —  No  debe  confundirse  este  contrato 
de  apertura  de  cuenta  ¡corriente  de  depósito,  con  la  apertura  de  crédito 
en  cuenta  corriente.  En  la  apertura  de  crédito  es  esencial  que  el 
acreedor  ¡se  obligue  en  el  acto  de  la  convención  a  proporcionar 
valores  o  metálico,  y  ouandoi  falta  esta  obligación  no  existe  tal 
apertura  de  crédito,  aún  cuando^  las  partes  le  diesen  tal  nombre. 
Si  una  persona  pone  una  suma  de  dinero  en  manos  de  otra  y  se 
reserva  disponer  más  tarde  de  parte  o  de  la  totalidad  de  esta  suma!, 
no  hay  apertura  de  crédito,  sino'  apertura  de  una  cuenta  corriente 
de  depósito  hasta  que  se  agote  la  suma  depositada,  sin  que  el  Bancoi 
deba  desembolsar  nada  en  el  momento  de  quedar  cerrada  la  cuenta. 

En  el  caso-  de  apertura  de  crédito,  el  acreedor  banquero:  al  faci- 
litar al  deudor  una  determinada  suma  de  dinero,  puede  de  común 
acuerdo  estipular  que  la  disponibilidad  de  dicha  suma,  afectará  la 
forma  de  una  cuenta  corriente,  pero  el  contrato'  no  tendrá  los  carad- 
teres  de  una  cuenta  corriente,  sino  que  deberá  regirse  por  los  precep^ 
tos  especiales  que  regulan,  el  contrato'  especial  de  apertura  de  cré- 
dito 

De  la  facultad  de  compensar.  —  En  el  supuesto  de  que  el  Banco 
que  posee  una  cuenta  corriente  a  metálico  de  un  cliente,  sea  acree¡- 
dora  de  este  por  efectos  vencidos,  Oí  por  préstamos  quirografarios 
no  extinguidos  a  su  vencimiento,  se  pregunta  si  puede  sin  temor 
reembolsarse  en  todo  01  en  parte  de  su  crédito  con  la  compensación 
operada  sobre  el  depósito  de  cuenta  corriente. 


(8)   Consúltese  «Traité  des  ouvertures  de  credit»,  por  Maurice  Falloise.  Lieja,  1891. 


El  Banco  puede  asumir  una  grave  responsabilidad  tomando  una 
decisión  semejante,  sin  dictamen  o  consulta.  El  profesor  D'AngeloW 
examina  este  interesante  caso,  y  opina  que  si  se  trata  de  depósito 
en  cuenta  corriente  a  vencimiento  fijo,  es  decir  de  depósitos  en 
forma  de  bonos  fructíferos,  libretas  o  recibos  de  caja,  esto  es  de 
operaciones  de  mutuo,  la  compensación  puede  operarse  con  toda  tran- 
quilidad. Aconseja  recurrir  a  este  recurso  sólo  en  casos  extremos, 
cuando  agotadas  todas  las  tentativas  amistosas,  el  Banco  se  con- 
venza de  la  imposibilidad  de  recobrar  en  otra  forma  su  crédito 
contra  el  deudor  principal  o  contra  los  coobligados.  En  cambio  si 
se  tratase  de  depósito  en  cuenta  corriente,  retirable  a  la  vista  o 
con  plazo  de  preaviso,  es  decir  de  un  depósito  irregular,  no  es  acon- 
sejable la  compensación  si  el  deudor  no  consiente  en  ello  ;  ya  que 
aún  cuando  el  Banco  tiene  el  derecho  de  rechazar  un  talón  o  cheque, 
requiere  esto  la  máxima  circunspección  y  es  preferible  esperar  para 
oponer  esta  compensación  a  que  se  presente  el  cliente  para  efec- 
tuar el  retiro  de  todo  o  de  parte  del  depósito.! 

Opina  que  distinta  debe  ser  la  conducta  del  Banco,  cuando  se 
trata  de  depósitos  a  vencimiento  fijo  a  un  tipo  superior  al  ordinario, 
pero  con  facultad  de  retirarlo  antes  del  tiempo  pactado,  a  la  vista, 
o  con  plazo  de  preaviso  y  con  reducción  de  interés  al  tipo  normal, 
por  ej.  pactado  al  5  o/0  a  un  año  de  plazo  y  reducido  al  3  0/0  en¡ 
caso  de  reclamación  de  retiro  anticipado.  El  Banco  podrá  efectuar" 
la  compensación  si  el  depositante  para  disfrutar  de  la  mayor  tasa 
de  interés,  respetase  el  término  fijo,  dando  así  al  depósito  el  ca- 
rácter de  mutuo,  pero  debería  abstenerse  o  actuar  con  mucha  pru- 
dencia, si  el  depositante,  renunciando  a  la  diferencia  del  2  o/0  fijase 
para  el  reembolso  una  fecha  anticipada  a  la  establecida,  puesto  que 
reservándose  la  disponibilidad  de  la  suma  depositada,  daría  a  lai 
operación  el  carácter  de  depósito  irregular. 

No  es  de  aconsejar  la  compensación  tampoco,  dice  dicho  autor, 
sobre  depósitos  originados  por  remesas  de  efectos  y  cobros  por  cuenta 
de  otro  Banco,  o  cobro  de  créditos  por  cuentla  de  clientes,  etc.,  y 
mucho  menos  sobre  sumas  y  cantidades  entregadas  para  ser  remiti- 
das a  otros  corresponsales  del  Banco,  puesto  que  en  estos  casos, 
especialmente  el  último,  se  trata  de  sumas  consignadas  o  rete- 
nidas en  concepto  de  mandatario.  Los  efectos  al  cobro  y  las  sumas 
procedentes  de  créditos  hechos  efectivos,  pueden  ser  objeto  de  com- 
pensación si  las  respectivas  cantidades,  por  acuerdo  previo,  forman 
parte  de  la  misma  cuenta/en  la  cual  se  encuentra  ligado  el  crédito 
del  Banco,  o  cuando  aún  teniendo  naturaleza  distinta  y  refiriéndose 


(9)   Obra  citada,  pág.  43. 
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la,'  'cuentas  diversas,  se  ha  consentido  por  el  cliente  el  traspaso  de  una 
cuenta  a  otra(10> 

Condiciones  a  que  ordinariamente  queda  sujeta  la  apertura  de 
una  cuenta  corriente  de  depósito.  —  Tanto  si  se  trata  de  depósito 
de  numerario,  como  de  títulos  en  cuenta  corriente,  las  formalidades 
de  la  apertura  de  cuenta  corriente,  son  las  mismas.  La  apertura  de 
una  cuenta  de  depósito  está  sujeta  en  la  práctica  bancaria  a  algunas 
modalidades  que  vamos  a  exponer  muy  ■someramente. 

En  cuanto  a  la  identidad  del  cliente.  La  regia  principal  en  esta 
materia  es  la  dé  que  se  comprueba  la  identidad  del  cliente  mediante 
la  suscripción  de  la  tarjeta  de  identificación  que  se  guarda  en  el 
archivo  del  Banco.  Esta  pieza  de  identificación  consiste  en  un  moi- 
delo  o  gráfico  con  la  firma  y  rúbrica  del  cliente,  su  dirección,  etc., 
y  sello  de  la  Sociedad  o  Compañía  en  su  caso., 

Elsta  ficha  sirve  de  término  de  comparación,  con  aquellas  que 
el  cliente  pueda  estampar  sobre  cheques,  resguardos  de  depósito, 
correspondencia,  etc.,  que  puedan  producir  cualquier  efectoi  sobre 
su  cuenta. 

Los  apoderados  de  las  personas  que  poseen  cuenta  de  depósito 
deben  registrar  igualmente  su  firma,  anotándose  en  la  ficha  las 
circunstancias  de  su  procura.  A  los  gerentes  y  administradores  de 
Sociedades  se  les  exige  ordinariamente  la  exhibición  de  la  escritura 
en  que  consta  el  poder,  para  poder  tomar  notas  de  las  aportaciones, 
bienes  del  activo  social,  personas  constituyentes  del  Consejo,  y  tam- 
bién el  estampado  del  sello  social  que  autoriza  las  antefirmas. 

Respecto  a  personas  desconocidas  o  transeúntes,  suele  exigirse 
al  tiempo  de  la  apertura  de  la  cuenta  la  exhibición  de  la  licencia! 
militar,  cédula  personal,  etc.,  y  si  es  extranjero,  su  pasaporte  01  cual- 
quier otro  documento  que  pueda  servir  de  prueba  piara  la  iden- 
tidad. 

En  cuanto'  a  la  capacidad,  a  reserva  de  extendernos  sobre  este 
punto  más  adelante,  diremos  que  la  apertura  de  cuentas  de  depósi- 
to no  puede  hacerse  más  que  por  las  personas  que  tienen  capacidad! 
civil  y  estén  en  disposición  de  obligarse.  Los  menores,  las  mujeres 
casadas  en  los  casos  expresamente  regulados  por  la  ley,  los  que 
sufren  la  pena  de  interdicción  civil,  en  una  palabra,  aquellos  a  quie- 
nes la  ley  no  otorga  la  plenitud  de  sus  derechos  civiles,  no  pueden 
constituir  en  depósito,  porque  se  trata  de  un  verdadero  contrato. 


(10)  Oeurre  este  caso,  cuando  entre  el  Banco  y  sus  corresponsales,  por  razón  de  frecuentes  re- 
laciones de  negocio  relativos  a  cobro  de  efectos  y  emisión  de  cheques,  se  consiente  al  Banco  girar 
a  la  cuenta  cheques,  en  la  cual  los  corresponsales  resultan  deudores,  los  créditos  del  mismo  derivados 
de  la  cuenta  cobros. 
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En  cuanto  a  la  nacionalidad,  únicamente  pueden  existir  restric- 
ciones en  caso  de  guerra,  en  cuyo  momento  los  Gobiernos  pueden 
declarar  el  embargo  sobre  los  depósitos  de  los  extranjeros  exis-- 
tentes  en  Bancos  nacionales,  cuya  respectiva  Nación  se  hallase  en 
guerra  con  España,  en  cuyo  momento  sería  necesario  distinguir 
quien  puede  o  no,  tener  el  carácter  de  español  al  objeto  de  no  ser 
tratado  como  enemigo. 

Responsabilidad  o  irresponsabilidad  del  Banco  en  el  pago  de 
talones.  —  La  responsabilidad  o  irresponsabilidad  de  un  Banco  para 
con  los  titulares  de  sus  cuentas  corrientes,  por  el  pago  a  tercera 
persona  de  talones  extendidos  con  firma  falsa,  depende  del  cum- 
plimiento o  incumplimiento  por  parte  del  Banco,  de  las  formalidades 
reglamentarias  respecto  del  Gotejo  de  la  firma  y  rúbrica  que  autoriza 
el  talón  respectivo  con  la  indubitada  del  interesado  cuenta  corren- 
tista obrante  en  el  correspondiente  registro,  y  de  hechos  que  puedan 
o  no  puedan  imputarse  al  tenedor  de  la  cuenta- 
Frente  a  un  talón  cuya  firma  ha  sido  falsificada,  la  inobservan- 
cia del  Banco  de  los  artículos  del  reglamento  del  Banco  de  España, 
que  ¡determinan  la  forma  y  modo  en  que  deben  ser  reconocidos 
los  talones  que  se  presenten  al  cobro  antes  de  procederse  a  su 
pago,  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  que  procede  repetir  el 
abono  de  su  importe  al  titular  porque  el  perjuicio  nace  de  actos 
propios  del  Banco.  (Sent.  5  junk>  1886.) 

Sienta  el  mismo  criterio  en  la  importantísima  sentencia  de  28 
febrero  de  1896,  y  distingue  en  ella  el  caso  de  la  responsabilidad 
del  Banco  por  pago  de  un  talón  con  firma  falsificada,  lo  cual  no 
libra  al  Banco  de  la  deuda  para  el  verdadero  acreedor,  del  caso  de 
irresponsabliidad  que  concurren  respecto  del  Banco,  por  los  per- 
juicios que  puedan  resultar  de  la  pérdida  o  sustracción  de  los  talo- 
nes al  portador,  establecida  en  el  artículo  230  del  Reglamento,  no 
respecto  a  la  pérdida  o  sustracción  de  aquellos  en  blanco,  sino  al 
de  ocurrir  después  de  haberse  expedido  legítimamente  con  la  fir- 
ma del  acreedor,  porque  en  este  último  caso,  es  cuando  el  Banco 
paga  válidamente,  aunque  el  pago  se  haga  a  tenedor  ilegítimo  del 
crédito,  a  menos  que  el  librador  avise  con  anticipación  la  pérdida 
o  sustracción  (del  talón  para  que  se  retenga  la  cantidad  librada1 
hasta  que  por  quien  corresponda  se  declare  cual  sea  la  persona 
que  deba  percibirla. 

Aún  cotejada  debidamente  la  firma  y  rúbrica  que  autoriza  un 
talón  de  cuenta  corriente,  el  Banco  que  lo  paga  resulta  responsable 
de  su  importe  para  con  el  titular  de  la  cuenta,  si  se  averigua  que 
dicha  firma  y  rúbrica  eran  falsificadas,  y  si  se  averigua  que  el  te- 
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nedor  del  carnet  de  talones  no  cometió  acto  alguno  de  omisión  o, 
negligencia  que  pudiera  haber  facilitado  el  fraude,  puesto  que  la 
verdadera  obligación  del  Banco  es  hacer  pago  al  verdadero'  acree- 
dor representado  por  la  legitimidad  del  talón.  (Sentencia  4  diciem- 
bre 1906.) 

El  acto  de  librar  cheques  o  talones  contra  una  cuenta  corriente^ 
imitando  la  firma  y  rúbrica  del  titular  de  la  misma  y  haciéndolos 
efectivos,  constituye  falsificación  de  documento'  mercantil,  compren- 
dida en  el  art.  315,  y  no  de  d|ocumento  privado'  prevista  en  el  318 
del  Código  penal,  porque  el  de  Comercio  asigna  siempre  a  esos  man- 
damientos de  pago  carácter  mercantil  y  así  lo  ha  reconocido  el 
Tribunal  Supremo  en  las  sentencias  de  14  junio  de  1888  y  17  ju- 
nio 1890.  (Sentencia  7  diciembre  19 18.) 


CAPÍTULO  IX 

De  la  apertura  de  cuentas  corrientes  de 
depósito  especiales 

De  las  cuentas  de  depósito  indistintas.  —  Cuentas  y  depósitos  colectivos.  —  Cuentas  de  depósitos  par- 
ticulares para  garantías  do  terceros. 

Cuentas  de  depósito  a  nombre  de  Sociedades  y  Asociaciones,  Corporaciones  y  fundaciones  españolas. 

Cuentas  de  depósito  a  nombre  de  Sociedades  extranjeras.  —  Cuentas  de  depósito  de  corresponsales, 
de  Sociedades  en  formación,  etc. 

Legislación  fiscal  relativa  a  las  cuentas  corrientes  y  depósitos  indistintos. 

De  la  apertura  de  cuentas  corrientes  de  depósito  especiales — 

¡En  la  práctica  bancaria  no  siempre  se  presenta  la  operación  ¡de 
apertura  de  una  cuenta  de  depósito  a  nombre  de  una  persona  par- 
ticular con  plena  capacidad  para  los  actos  de  la  vida  civil.  La  soli- 
daridad en  las  obligaciones,  la  personalidad  jurídica  adquirida  por 
medio  del  mandato,  la  disminución  de  capacidad  civil  en  los  me- 
nores, incapacitados,  mujer  casada,  etc.,  dan  origen  a  numerosos 
casos  jurídicos,  que  deben  ser  en  la  práctica  bancaria  considerados 
como  casos  especiales,  sujetos  a  la  regulación  jurídica  que  las  le>- 
yes  establecen. 

Es  de  advertir  al  estudiarlos,  que  siendo  aplicables  las  disposi- 
nes  legales  que  regulan  la  capacidad  civil  de  las  personas  físicas 
o  morales  lo  mismo-  a  las  operaciones  de  apertura  de  cuentas  co- 
rrientes de  depósito,  que  a  la  constitución  de  los  verdaderos  depó- 
sitos, daremos  por  estudiada  de  una  vez  esta  materia  en  el  presente 
capítulo  y  siguientes,  al  cual  tendrán  que  referirse  nuestros  lecto- 
tores  en  lo  que  respecta  a  los  contratos  de  depósito  .perfecto  que 
estudiaremos  más  adelante  al  tratar  de  las  Operaciones  boticarias 
a  base  de  depósito. 

De  las  cuentas  de  depósito  indistintas.  —  Las  cuentas  de  de- 
pósito indistintas  como  el  depósito  indistinto,  tienen  su  fundamento 
en  la  solidaridad  de  obligaciones  de  que  habla  el  art.  1137  del  Có- 
digo civil:  «La  concurrencia  de  dos  o  más  acreedores  o  de  dos  o 
»más  deudores  en  una  sola  obligación,  no  implica  que  cada  uno  de 
» aquellos  tenga  derecho  a  pedir,  ni  cada  uno  de  estos  deba  pres- 
»tar  íntegramente,  las  cosas  objeto  de  la  misma.  Sólo  habrá  lugar  a 
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»esto  cuando  la  obligación  expresamente  lo  determine  constituyéndose 
»can  el  carácter  de  solidaria».  La  teoría  es  la  siguiente:  varias 
personas  que  desean  la  apertura  de  una  cuenta  de  depósito  indistinto,, 
se  presentan  lal  banquero,  declarando  ser  propietarias  individualr 
mente  de  dichos  títulos,  en  cuya  virtud  exigen  que  el  depósito  de 
estos,  sea  hecho  en  nombre  de  las  mismas,  pero  en  forma  indis- 
tinta. El  banquero  al  extender  el  resguardo,  considera  que  existe 
la  solidaridad  expresamente  exigida  por  el  Código  civil,  y  por  con- 
siguiente entiende  i,que  cada  una  de  las  personas  cuyos  nombres 
figuran  en  ¡el  resguardo  y  en  los  libros  en  que  consta  la  inscripción 
del  depósito,  es  un  acreedor  perfecto  del  mismo,  que  puede  exigirlo 
y  al  cual,  según  los  términos  del  artículo'  1142  del  Código  antes 
dicho,  él  debe  devolver  el  depósito,  01  más  concretamente,  el  saldo 
de  su  cuenta. 

Para  el  pago  del  premio  de  depósito  o  derecho  de  custodia,  el 
banquero  puede  dirigirse  según  el  artículo  1144  del  mismo  cuerpo 
legal,  contra  cualquiera  de  los  acreedores  solidarios,  mientras  que 
el  pago  hecho  por  cualquiera  de  ellos  extingue  la  obligación  de  los 
demás  (art.  1145  id)W. 

Cuentas  y  depósitos  colectivos.  —  Las  cuentas  y  depósitos  colec- 
tivos, son  aquellos  que  se  constituyen  por  diversas  personas,  sin 
pactos  de  solidaridad.  En  las  cuentas  colectivas  los  titulares  no 
pueden  actuar  más  que  conjuntamente,  y  por  consiguiente  el  ban- 
quero carece  de  derecho  para  entregar  el  depósito  a  uno  de  los 
titulares,  sin  que  en  el  mismo  momento  no'  estampen  todos  ellos 
su  firma  en  el  reguardo  que  recoja,  bien  personalmente,  en  cuyo 
caso  debe  asegurarse  el  banquero  de  la  identidad  de  los  firmantes, 
bien  por  medio  de  poder,  asegurándose  de  su  autenticidad.  Toda 
alteración  de  personalidad  en  los  titulares,  muerte,  matrimonio1, 
mayor  edad,  etc.,  es  causa  de  rescisión  del  contrato  de  apertura 
de  depósito. 

Cuentas  de  depósito  particulares  para  garantía  de  terceros. — 

Los  Bancos  suelen  aceptar  también  depósitos  de  títulos  y  valores  que 
se  declaran  afectos  como  garantía  al  cumplimiento!  de  determinado} 
contrato  entre  el  depositante  y  un  tercero1. 

En  este  caso  en  la!  factura  de  depósito,  se  indica  simplemente 
que  el  depósito  queda  constituido  en  virtud  de  tal  contrato  y  que 
no  será  retirado  hasta  tanto  que  concurra  el  asentimiento  de  las 
partes  contratantes.  Suele  constar  que  en  el  caso  de  promoverse 


(1)  El  régimen  fiscal  relativo  a  estas  cuentas,  lo  insertamos  al  final  de  este  capítulo. 
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cualquier  procedimiento  con  ocasión  de  dicho  depósito,  todos  los 
gastos  judiciales  y  honorarios  de  abogados  que  origine  aquel,  ven- 
drán a  cargo  de  los  depositantes,  quedando  afectos  a  tales  gastos 
los  indicados  valores. 

Cuentas  de  depósito  a  nombre  de  Sociedades  españolas-  —  Los 

Bancos  abren  cuentas  a  las  Sociedades,  a  las  Corporaciones  y  a  las 
entidades  oficiales,  como  si  fuesen  simples  particulares.  No  obstan- 
te la  apertura  de  estas  cuentas  exige  ciertas  formalidades  que  va- 
rían según  la  naturaleza  de  la  Sociedad. 

Existen  en  el  derecho  tres  clases  de  sociedades :  las  sociedades 
civiles,  las  sociedades  mercantiles  y  las  asociaciones  o  corporaciones. 

A)  Sociedades  civiles.  Son  aquellas  constituidas  mediante  un  con- 
trato por  el  cual  dos  o  más  personas,  se  obligan  a  poner  en  co- 
mún, dinero,  bienes  o  industria,  con  ánimo  de  partir  entre  sí  las 
ganancias  (art.  1665  del  Código  civil).  La  sociedad  civil  se  podrá 
constituir  en  cualquiera  forma,  salvo  que  se  aportasen  a  ella  bienes 
inmuebles;  o  derechos  reales,  en  cuyo  caso'  será  necesaria  la  escritura 
pública. 

Para  la  apertura  de  una  cuenta  de  depósito  a  nombre  de  una  So- 
ciedad civil,  es  suficiente  la  exhibición  de  la  escritura  privada  en 
que  se  haya  constituido,  o  de  la  pública  en  su  caso,  de  la  cual  se 
toma  nota  en  el  Registro  correspondiente.  Para  la  firma,  es  necesa- 
rio acompañar  un  certificado  del  acta  de  constitución  de  la  Junta 
o  Consejo  y  toma  de  posesión  de  los  cargos,  y  un  specimen  de  la 
firma  del  presidente  de  la  Sociedad  o  de  la  persona  nombrada 
administradora  o  de  la  persona  que  tenga  poderes  del  mismo  para 
administrarla.  «El  socio,  nombrado  administrador  en  el  contrato 
«social,  puede  ejercer  todos  los  actos  administrativos  sin  embargo 
»  de  la  oposición  de  sus  compañeros  a  no  ser  que  proceda  de  mala 
»fe,  y  su  poder  es  irrevocable  sin  causa  legítima.  El  poder  otorga- 
ndo después  del  contrato,  sin  que  en  este  se  hubiese  acordado  con- 
»ferirlo,  puede  revocarse  en  cualquier  tiempo».  (Art.  1692  del  Códi- 
go civil). 

Puede  ser  que  la  administración  se  haya  conferido  a  varios  so- 
cios, en  cuyo  caso  habrá  que  atenerse  al  art.  1693  del  mismo  Código, 
que  dice :  «  Cuando  dois  o  más  socios  han  sido  encargados  de  la  ad- 
» ministración  social,  sin  determinarse  sus  funciones,  o  sin  haberse 
» expresado  que  no  podrán  obrar  los  unos  sin  el  consentimiento  de 
»los  otros,  cada  uno  puede  ejercer  todos  los  actos  de  administra- 
ción separadamente:  pero  cualquiera  de  ellos  puede  oponerse  a 
»las  operaciones  del  otro  antes  de  que  estas  hayan  producido  efec- 
»to  legal.» 
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«En  el  caso  de  haberse  estipulado  que  los  socios  administradores 
»no  hayan  de  funcionar  los  unos  sin  el  consentimiento  de  los  otros, 
»  se  necesita  el  concurso  de  todos  para  la  validez  de  los  actos,  sim 
»  que  pueda  alegarse  la  ausencia  o  imposibilidad  de  alguno  de  ellos, 
» salvo  si  hubiere  peligro  inminente  de  un  daño  grave  o  irrepara- 
ble para  la  Sociedad.»  (Art.  1694  del  mismo  Código). 

Cuando  no  se  haya  estipulado  el  modo-  de  administrar,  se  obser- 
varán las  reglas  siguientes:  i2  Todos  los  socios  ,se  considerarán 
apoderados,  y  lo  que  cualquiera  de  ellos,  hiciere  por  sí  solo,  obli- 
gará a  la  Sociedad;  pero-  cada  uno  podrá  oponerse  a  las  operacior 
nes  de  los  demás  antes  de  que  hayan  producido  efecto  legal.  2a  Cada 
socio  puede  servirse  de  las  cosas  que  componen  el  fondo  social, 
según  costumbre  de  la  tierra,  con  tal  que  no  lo'  haga  contra  el  inte- 
rés de  la  Sociedad),  o  de  tal  modo  que  impida  el  uso  a  ,que  tienen, 
derecho  sus  compañeros.  3a  Todo  socio  puede  obligar  a  los  demás 
a  costear  oon  él  los  gastos  necesarios  para  la  conservación  de  las 
cosas  comunes.  4a  Ninguno  de  los  socios  puede,  sin  el  consentimien- 
to  de  los  otros,  hacer  novedad  en  los  bienes  inmuebles  sociales:, 
aunque  alegue  que  es  útil  a  la  Sociedad  (art.  1695  del  mismo  Código). 

B)  Sociedades  mercantiles.  Por  regla  general,  dice  el  art.  122 
del  Código  de  Comercio,  las  compañías  mercantiles  se  constitui- 
rán adoptando  alguna  de  las  siguientes  formas:  ia  La  regular  c(ot- 
lectiva,  en  que  todos  los  socios,  en  nombre  colectivo  y  bajo  una 
razón  social,  se  comprometen  a  participar,  en  la  proporción  que 
establezcan,  de  los  mismos  derechos  y  obligaciones.  2a  La  coman- 
ditaria, en  que  uno  o  varios  sujetos  aportan  capital  determinado 
al  fondo  común,  para  estar  a  las  resultas  de  las  operaciones  s0- 
ciales  dirigidas  exclusivamente  por  otros  con  nombre  colectivo.  3a  La 
anónima,  en  que  formando  el  fondo  común  los  asociados  por  partee 
o  porciones  ciertas,  figuradas  por  acciones  o  de  otra  manera  indu- 
bitada, encargan  su  manejo  a  mandatarios  o  administradores  amo- 
vibles que  representen  a  la  compañía  bajo  una  denominación  aprot- 
piada,  al  objeto  o  empresa  a  que  destine  sus  fondos. 

a)  Sociedades  colectivas.  La  constitución  de  esta  compañía  por 
mandato  del  artículo  1 1 9  del  Código  de  Comercio,  debe  constar  en 
escritura  pública,  en  la  que  deben  constar,  el  nombre,  apellido  y 
domicilio  de  los  socios,;  la  razón  social;  el  nombre,  apellidos  y  do- 
micilio de  los  socios,  a  quienes  se  encomiende  la  gestión  de  la  Com- 
pañía y  el  uso  de  la  firma  social ;  el  capital  que  cada  socio  aporte 
en  dinero  efectivo,  créditos  o  efectos,  con  expresión  del  valor  que 
se  idé  a  estos  o  de  las  bases  sobre  que  haya  de  hacerse  el  avalúo; 
la  duración  de  la  Compañía :  y  las  cantidades  que  se  asignen  a, 
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cada  socio  gestor  anualmente  para  sus  gastos  particulares  (artículo 
125  del  Código  de  Comercio)., 

En  la  apertura  de  una  cuenta  corriente  o  depósito,  los  Bancos 
han  de  tomar  nota  de  todas  las  circunstancias  antes  mencionadas 
y  que  deben  coinstar  en  la  escritura  de  constitución  social. 

b)  Sociedades  comanditarias  simples.  En  la  escritura  social  de- 
ben constar  las  mismas  circunstancias  que  en  la  escritura  de  cons- 
titución de  la  sociedad  colectiva,  pero  con  la  precisa  condición  de 
que  ha  de  girar  bajo  el  nombre  de  todos  los  socios  colectivos,  díe 
alguno  de  ellos,  o  de  uno  solo,  debiendo  añadirse  en  estos  dos  últimos 
casos,  el  nombre  o  nombres  que  se  expresen,  las  palabras  «y  com- 
pañía» y  en  todos  las  de  «Sociedad  en  Comandita», 

Para  la  apertura  de  cuentas  corrientes  y  de  depósito  a  estas  So- 
ciedades deben  tenerse  en  cuenta  las  mismas  formalidades  que  para 
la  apertura  de  cuenta  a  las  colectivas. 

c)  Sociedades  en  comandita  por  acciones  y  Sociedades  anónimas. 
Las  sociedades  en  comandita  por  acciones  y  las  sociedades  anóni- 
mas, son  dos  formas  de  sociedades  por  acciones;  la  parte  de  los 
comanditarios  en  las  primeras  y  la  de  los  accionistas  en  las  segun- 
das, son  las  partes  o  porciones  ciertas  de  capital,  llamadas  accio- 
nes. Llámanse  también  en  oposición  a  las  sociedades  de  personas, 
Sociedades  de  capitales,  puesto  que  su  denominación  casi  siempre 
es  simbólica,  y  sólo  con  riesgo  de  la  responsabilidad  del  que  presta 
el  nombre  para  su  denominación,  pueden  emplear  el  nombre  de 
alguno  de  sus  componentes. 

Para  la  apertura  de  cuentas  corrientes  o  depósitos  a  estas  So- 
ciedades, es  necesario  observar  algunas  prescripciones. 

Por  de  pronto  la  escritura  de  constitución  social  debe  estar  ins- 
crita en  el  Registro  Mercantil  de  la  Provincia,  así  como  los  estatu- 
tos por  los 'cuales  se  rige,  de  todo  lo  cual,  juntamente  con  el  Acta 
aprobada  de  nombramiento  de  Administrador  o  administradores  y 
aceptación  del  cargo*,  se  toma  nota  o  copia  en  los  registros  del 
Banco.  Debe  constar  en  el  Banco  un  specimen  de  la  firma  de 
cada  Administrador  si  existe  más  de  uno,  con  la  copia  del  membrete 
social.  De  las  sucesivas  modificaciones  que  pueden  introducirse  en 
la  administración  de  estas  Socieddaes,  debe  tomarse  nota  en  los  re- 
gistros del  banco. 

C)  Depósitos  a  nombre  de  Asociaciones,  Corporaciones  y  Funda- 
ciones. 

a )  Asociaciones.  El  derecho  de  Asociación  que  reconoce  el  ar- 
tículo 13  de  la  Constitución  del  Estado,  puede  ejercerse  libremente 
de  conformidad  a  la  ley  de  30  de  junio  de  1887.  Quedan  sometidas 
a  sus  disposiciones  las  Asociaciones  para  fines  religiosos,  políticos, 
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científicos,  artísticos,  benéficos  y  de  recreo,  o  cualesquiera  otros 
lícitos  que  no  tengan  por  único'  y  exclusivo  objeto  el  lucro  |Oi  la 
ganancia.  También  se  rigen  por  dicha  ley,  las  sociedades  de  so>- 
Icorros  mutuos,  de  previsión,  de  patronato,  y  las  cooperativas  de 
producción,  (de  crédito,  o  de  consumo;  -(art.  i  de  dicha  ley).; 

Los  fundadores  o  iniciadores  de  una  Asociación,  ocho  días  por  lo 
menos  antes  de  constituirla,  presentarán  al  Gobernador  de  la  Pro- 
vincia en  que  haya  de  tener  aquella  su  domicilio,  dos  ejemplares 
firmados  por  los  mismos  de  los  estatutos,  reglamentos,  contratos 
o  acuerdos  por  los  cuales  haya  de  regirse,  expresando  claramente 
en  ellos  la  denominación  y  objeto  de  la  Asociación,  su  domicilio, 
la  forma  de  su  administración  o  gobierno',  los  recursos  con  que 
cuente  o  con  los  que  se  proponga  atender  a  sus  gastos,  y  la  apli- 
cación que  haya  de  darse  a  los  fondos  o  haberes  sociales,  caso  de 
disolución., 

Reuniendo1  los  documentos  las  condiciones  que  se  señalan  en 
el  párrafo  anterior  primero  del  art.  42  de  la  ley  de  1887,  la  Asocia- 
ción podrá  constituirse  y  del  acta  de  constitución  deberá  mandar 
copia  autorizada  al  Gobernador  o  Gobernadores  respectivos  dentro 
de  los  cinco  días  siguientes  a  la  fecha  en  que  se  verifique^ 

Para  la  apertura  de  cuenta  a  tales  Asociaciones,  deberá  cerck> 
rarse  la  Banca  respectiva  de  que  su  constitución  ha  sido  aprobada 
por  las  Autoridades  administrativas  y  que  no>  constituye  por  tanto 
asociación  ilícita  prohibida  por  las  leyes,  y  en  segundo  lugar,  deberá 
exigir  una  copia  certificada  del  acta  de  constitución,  para  saber  a' 
que  atenerse  en  cuantoi  a  la  persona  a  la  cual  se  encargue  la  gestión 
y  administración  de  la  sociedad., 

b)  Corporaciones.  Les  reconoce  el  carácter  de  personas  jurídi- 
cas el  art.  35  del  Código  civil,  y  manifiesta  que  su  personalidad  em- 
pieza desde  el  instante  mismo-  en  que  con  arreglo  a  derecho,  hu- 
bieren quedado  válidamente  constituidas. 

En  su  consecuencia,  los  Bancos  exigirán  en  la  apertura  de  cuentas 
a  favor  de  las  mismas,  el  certificado  de  su  constitución  para  saber 
a  que  atenerse  respecto  de  la  persona  que  las  rige  y  que  ostenta  suj 
representación  civil  y  administrativa.^ 

c)  Fundaciones.  También  les  concede  el  carácter  de  personas 
jurídicas  el  mismo  artículo  35  del  Código  civil,  el  cual  agrega  en 
el  37,  que  tales  fundaciones  se  regirán  por  las  reglas  de  su  institu- 
ción debidamente  aprobadas  por  disposición  administrativa,  cuan- 
do este  requisito  fuese  necesario.. 

La  apertura  de  las  cuentas  de  las  fundaciones,  se  ajustará  a  los 
preceptos  que  hemos  examinado  para  las  Asociaciones  y  Corpora;- 
ciones,  cuidando  siempre  de  estos  dos  extremos,  su  legal  constitución 
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y  la  justificación  de  la  persona  que  ha  de  ostentar  el  carácter  dé 
administrador. 

Cuentas  de  depósito  a  nombre  de  Sociedades  extranjeras.  —  El 

Código  de  Comercio  español  en  sus  artículos  15  y  21,  párrafo  úl- 
timo, regula  el  establecimiento  de  Sociedades  extranjeras  que  en 
España  quieran  dedicarse  al  comercio  distinguiendo  entre  Socie- 
dades extranjeras  que  quieran  domiciliarse  en  España  y  Sucursales 
de  las  mismas. 

Los  extranjeros  y  las  Compañías  constituidas  en  el  extranjero, 
podrán  ejercer  el  comercio  en  España,  con  sujeción  a  las  leyes 
de  su  país,  en  lo  que  se  refiera  a  su  capacidad  para  contratar:  y 
a  las  disposiciones  de  este  Código,  en  todo  cuanto  concierna  a  la 
creación  de  sus  establecimientos  dentro  del  territorio  español,  a 
operaciones  mercantiles  y  a  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  de  la 
Nación.  Lo  prescrito  en  este  artículo  se  entenderá  sin  perjuicio' 
de  lo  que  en  casos  particulares  pueda  establecerse  por  los  Tratados 
y  convenios  con  las  demás  Potencias  (art.  15  del  Cód.  de  Comercio). 

Las  Sociedades  extranjeras  que  quieran  establecerse  o  crear  Su- 
cursales en  España,  presentarán  y  anotarán  en  el  Registro,  además 
de  sus  Estatutos  y  de  los  documentos  que  se  fijan  para  las  españo- 
las, el  certificado  expedido  por  el  Cónsul  español  de  estar  consti- 
tuidas y  autorizadas  con  arreglo  a  las  leyes  del  país  respectivo 
(párrafo  último  del  art.  21  del  mismo  Código). 

La  ley  española  en  el  precepto  citado  y  el  artículo  197  del  Rer 
glamento  del  Registro  Mercantil,  exigen  como  condición  esencial 
a  las  Sociedades  extranjeras  que  quieran  establecerse  en  España  o 
quieran  crear  Sucursales  en  ella,  la  prueba  de  su  creación  está 
autorizada  por  las  leyes  del  país  de  origen  y  que  ha  sido*  constituida 
la  Sociedad  que  ha  de  establecer  su  principal  establecimiento  en 
España  o  la  matriz  de  la  cual  dependerá  la  Sucursal,  con  arreglo 
a  la  ley  del  país  de  origen.  Con  ello  acreditará  la  Sociedad  o  la 
Sucursal  que  tiene  la  capacidad  de  obrar  ajustada  a  la  ley  del  país 
de  origen,  de  conformidad  al  artículo  15  del  Código  de  Comercio. 

Comprobado  este  requisito,  la  Sociedad  extranjera  o  la  Sucur- 
sal, procederán  a  inscribirse  en  el  Registro  Mercantil  de  la  respec- 
tiva provincia,  de  conformidad  al  art.  107  del  Reglamento  del  mis- 
mo, presentando  al  efecto  los  documentos  que  exige  esta  disposi- 
ción legal. 

El  Banco  examinará  esta  documentación  que  acredita  el  cumpli- 
miento de  las  leyes  civiles  y  mercantiles  del  Reino  y  tomará  nota 
además  de  las  personas  a  las  cuales  el  Consejo  constituido  en  Es- 
paña o  residente  en  el  Extranjero  habrá  otorgado  poderes  para) 


—  239  — 


la  administración  dé  la  Sociedad  o  Sucursal.  Es  medida  de  pru- 
dencia frente  a  Sociedades  o  Sucursales  extranjeras  de  nombre  y 
constitución  desconocida,  pedir  las  informaciones  oportunas  a  loist 
corresponsales  del  país  extranjero  respectivo. 

Cuentas  de  corresponsales,  cuentas  de  Sociedades  en  forma- 
ción, etc.  —  Los  Bancos  abren  a  otros  Bancos  o  banqueros  corres- 
ponsales, cuentas  especiales  relativas  a  los  negocios  bancarios  ope- 
rados por  su  intermediación.  Las  comisiones  percebibles,  los  intere- 
ses deudores  o  acreedores  de  estas  cuentas,  las  aperturas  de  cré- 
dito, los  depósitos  de  títulos,  etc.,  todos  los  negocios  tratados  entre 
ellos,  son  objeto  de  condiciones  especiales,  según  la  importancia 
de  tales  cuentas  y  las  condiciones  recíprocas  preestablecidas  en- 
tre ellos. 

Los  Bancos  abren  estas  cuentas  por  virtud  de  correspondencia 
cruzada  entre  ellos  y  mediante  el  intercambio  de  los  specimens  de 
firmas  de  las  personas  que  autorizan  la  correspondencia  relativa 
a  las  operaciones  bancarias  que  son  objeto,  de  aquellas  cuentas  u 
operaciones^ 

Legislación  fiscal  relativa  a  las  cuentas  corrientes  y 
depósitos  indistintos 

(Ley  de  26  de  julio  de  1922) 

Se  considerarán  como  parte  del  caudal  hereditario  solamente  a  los  efec- 
tos de  la  liquidación  y  pago  del  impuesto  de  Derechos  reales : 

a)  Los  bienes  de  todas  clases  que  hubieran  pertenecido  al  causante  de 
la  sucesión,  hasta  un  período  máximo  de  un  mes  anterior  a  su  fallecimiento, 
y  que,  al  ocurrir  éste,  se  hallen  en  poder  de  los  herederos  o  legatarios  o  de 
¡alguno  de  ellos.  Cuando  al  aplicarse  este  precepto  resultare  exigible  por  el 
concepto  de  herencia  un  tipo  superior  al  que  se  hubiera  aplicado  en  su  caso 
a  la  transmisión  « inter  vivos  »,  el  importe  satisfecho  por  esta  última  se  de- 
ducirá en  favor  del  heredero  o  legatario  al  girarse  la  nueva  liquidación. 

b)  Los  transmitidos  por  el  causante  en  el  período  de  tres  años,  anterio- 
res a  su  fallecimiento,  reservándose  el  usufructo  de  los  mismos  o  de  otros  del 
adquirente,  o  cualquier  otro  derecho  vitalicio,  salvo  cuando  se  trate  de  se- 
guros de  renta  vitalicia  contratados  con  entidades  dedicadas  legalmente  a 
este  género  de  operaciones.  Esta  disposición  no  tendrá  efecto  retroactivo. 
El  adquirente  será  considerado-  como  legatario,  si  fuese  persona  distinta  del 
heredero. 

3a  Sa  presumirá  que  forman  parte  del  caudal  hereditario  exclusivamente 
a  los  efectos  de  la  liquidación  y  pago  de  este  impuesto,  los  valores  o  efec- 
tos depositados  y  cuyos  resguardos  se  hubieran  endosado,  si  con  anteriori- 
dad al  fallecimientb  del  endosante  no  se  han  retirado  aquéllos  o  no  se  ha 
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tomado  razón  del  endoso  en  los  libros  del  depositario,  a  menos  que  no 
haya  podido  verificarse  en  tiempo  por  causas  independientes  de  la  voluntad 
del  endosante  y  endosatario,  y  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  la  base 
anterior. 

Esta  disposición  será  igualmente  aplicable  en  los  endosos  de  valores  no- 
minativos, si  la  transferencia  no  se  hace  constar  en  los  libros  de  la  entidad 
emisora  con  anterioridad  al  fallecimiento  del  endosante. 

El  endosatario  será  considerado  como  legatario  si  fuere  persona  distinta 
del  heredero. 

No  tendrá  lugar  la  presunción  que  se  establece  en  esta  base  cuando  cons- 
te de  una  manera  fehaciente  que  el  precio  o  equivalencia  de  valor  de  los 
bienes  o  efectos  transmitidos  se  ha  incorporado  al  patrimonio  del  vendedor 
o  ceidente  y  f¡igure  en  el  inventario  de  su  herencia  que  ha  de  ser  tenido  en 
cuenta  para  la  liquidación  del  impuesto  de  derechos  reales. 

Cuarta.  Los  bienes  y  valores  de  todas  clases  entregados  a  particulares, 
Asociaciones  o  Sociedades,  en  depósito,  cuenta  corriente  o  bajo  cual- 
quier forma  de  contrato  civil  o  mercantil,  reconociendo  a  dos  o  más  perso- 
nas individual  e  indistintamente  iguales  derechos  sobre  la  totalidad  de  aqué- 
llos, se  presumirá,  a  los  efectos  del  impuesto  y  salvo  prueba  en  contrario, 
que  pertenecen  en  propiedad  y  por  iguales  partes  a  cada  uno  de  los  cotitula- 
res,  debiendo  los  depositarios  facilitar  a  la  Administración  los  datos  y  no- 
ticias que  el  Reglamento  determine  y  llevar  el  libro  registro  que  éste  fije. 

Cuando  la  Administración  estime  que  deben  ser  comprobados  algunos  de 
esos  datos  con  los  documentos  de  la  entidad  o  particular  de  que  se  trate  y 
no  le  fuesen  presentados  en  la  visita  que  se  les  gire,  po(drá  (Solicitar  el  auxi- 
lio judicial,  que  deberá  serle  prestado  con  expresión  determinada  y 
concreta  de  los  hechos  sobre  los  que  la  comprobación  haya  de  versar. 

Estas  obligaciones  serán  extensivas  a  las  operaciones  a  nombre  de  una 
sola  persona  cuando  se  haya  conferido  poder  a  un  tercero  para  retirar  los 
bienes  o  valores  y  el  poder  o  autorización  no  se  refiriese  a  un  día  deter- 
minado en  que  pueda  ser  utilizado  y  bajo  la  responsabilidad  del  apoderado, 
siempre  en  vida  del  poderdante,  que  sólo  podrá  serlo  válidamente  a  este 
efecto  cuando  no  lo  autorice  quien  tenga  la  fe  pública,  consignando  de 
puño  y  letra  propios  la  fecha  y  la  firma. 

Los  preceptos"  de  esta  disposición  serán  de  aplicación  general  en  todo  el 
territorio  español. 

5a    Las  infracciones  de  los  preceptos  de  este  artículo  se  castigarán : 

1°  La  retirada  de  la  parte  de  bienes  o  valores  que,  según  la  presunción 
establecida  en  las  disposiciones  anteriores,  corresponda  al  cotitular  pre- 
muerto,  o  la  de  dichos  bienes  o  valores,  por  el  mandatario  o  el  endosatario, 
después  del  fallecimiento  del  titular,  con  multa  de  1.000  a  10.000  pesetas, 
sin  perjuicio  de  las  demás  responsabilidades  establecidas  por  la  ley  y  Regla- 
mento del  impuesto  de  Derechos  reales  y  la  responsabilidad  definida  en 
el  Código  penal. 

Podrá  ser  autorizada  por  la  Administración  la  retirada  de  valores  des- 
pués del  fallecimiento  del  titular  en  los  casos  comprendidos  en  las  bases  ter- 
cera y  cuarta  de  esta  ley,  prestando  fianza  suficiente  para  responder  del 
pago  del  impuesto  de  Derechos  reales  que  debe  declararse  en  el  caso  de 
prevalecer  la  presunción  que  en  esas  bases  se  establece. 
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2»  La  negativa  o  resistencia  de  los  particulares,  Asociaciones  o  Socie- 
dades a  facilitar  los  datos,  a  autorizar  las  comprobaciones  acordadas  por 
la  Autoridad  judicial,  o  llevar  los  libros  que  las  disposiciones  reglamentarias 
determinen,  conforme  al  artículo  anterior,  con  multa  de  1.000  a  10.000  pe- 
setas, sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  penal  en  que  hubiera  incurrido. 

Las  responsabilidades  pecuniarias  señaladas  en  el  párrafo  primero  de  esta 
disposición,  serán  exigibles  solidariamente  de  las  personas  en  cuyo  prove- 
cho se  hiciera  la  retirada  de  los  valores,  bien  sean  el  cotitular  o  endosatario, 
los  herederos  del  titular  fallecido  o  cualquiera  otro  que  directamente 
interviniera  en  la  operación. 
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CAPÍTULO  X 


De  la  apertura  de  cuentas  corrientes  de 
depósito  especiales 

(Continuación) 

Apertura  de  cuentas  corrientes  de  depósito  a  favor  de  personas  que  tienen  limitada  su  capacidad 
de  obrar.  —  Cuentas  en  usufructo  y  en  nuda  propiedad- —  Cuentas  de  depósito  a  nombre  de  me- 
nores. —  Menores  bajo  la  administración  Ie^al  del  padre  o  madre.  Disfrute  legal  de  estas  cuen- 
tas de  depósito.  Menores  bajo  la  administración  de  tutela.  Autorizaciones  del  Consejo  de  familia 
que  necesita  el  tutor-  Cancelación  de  las  cuentas  y  depósito  del  menor-  Especialidades  en  cuan- 
to a  la  emancipación  del  menor  en  tutela.  Tutela  de  los  menores  hijos  naturales.  Depósitos  a 
nombre  de  personas  sometidas  a  oirás  tutelas  -  a)  De  las  cuentas  y  depósitos  del  quebrado.  — 
b)  Cuentas  y  depósitos  pertenecientes  a  la-s  mujeres  solteras  mayores  de  edad  y  viudas.  —  c)  Cuen- 
tas y  depósitos  relativos  a  la  mujer  divorciada.  —  d)  Cuentas  y  depósitos  relativos  a  la  mujer  sol- 
tera que  contrae  matrimonio.  —  e)  Cuentas  y  depósitos  relativos  a  mujeres  casadas  comercian- 
tes.—/^ Cuenlas  y  depósitos  relativos  a  mujeres  de  nacionalidad  extranjera. 

Cierre  o  liquidación  de  la  cuenta  corriente.  —  Cancelación  de  cuentas  y  depósitos  por  causa  de  falle- 
cimiento.—  Administración  de  bienes  y  sucesión  del  ausente  y  apertura  de  herencia  a  favor  de 
un  ausente. 

Disposiciones  fiscales  que  regulan  el  cierre  o  cancelación  de  cuentas  corrientes- 


Apertura  de  cuentas  corrientes  de  depósito  a  favor  de  personas 
que  tienen  limitada  su  capacidad  de  obrar.  —  La  apertura  de  de- 
terminadas cuentas  corrientes  en  favor  de  personas  que  legalmente 
tienen  limitada  su  capacidad  de  obrar,  o  cuya  libertad  civil  viene  su- 
jeta a  determinados  requisitos  legales,  merece  un  estudio  aparte.  Sien- 
do la  mayoría  de  los  preceptos  a  los  cuales  debe  someterse  dicha  ope- 
ración bancaria,  igualmente  aplicables  a  la  operación  bancaria  de 
apertura  de  depósitos  regulares  a  favor  de  dichas  personas,  para  no 
incurrir  en  el  defecto  de  repeticiones  inútiles,  los  estudiaremos  de  una 
vez  en  esta  sección  destinada  a  la  regulación  de  los  preceptos  relativos 
a  la  apertura  de  las  cuentas  corrientes,  o  depósitos  en  cuenta  corriente. 

Los  casos  más  frecuentes  son  los  siguientes :  Apertura  de  cuen- 
tas al  usufructuario  y  al  nudo  propietario ;  id.  a  nombre  de  me- 
nores, tanto  legítimos  oomo  naturales;  id.  a  nombre  del  incurso 
en  quiebra;  id.  a  nombre  de  la  mujer  mayor  de  edad  soltera,  y, 
viuda ;  id.  a  nombre  de  la  mujer  casada  comerciante ;  id.  a  nombre 
de  la  mujer  divorciada;  id.  a  nombre  de  la  mujer  extranjera. 

Cuentas  en  usufructo  y  en  nuda  propiedad.  —  El  usufructo,  según 
el  artículo  467  del  Código  civil,  da  derecho  a  disfrutar  de  los  bie- 
nes ajenos  con  la  obligación  de  conservar  su  forma  y  sustancia,  a  no 
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ser  que  el  título  de  su  .constitución  o  la  ley  autoricen  otra  cosa.  EJ, 
usufructo  se  constituye  por  ley  01  por  la  voluntad  de  los  particulares 
manifestada  por  actos  entre  vivos  o  en  última  voluntad  y  también 
por  prescripción  (art.  498  del  Código  civil). 

Pudiendo  constituirse  lo  mismo  sobre  bienes  inmuebles  que  so- 
bre muebles,  son  susceptibles  de  ser  disfrutados  en  usufructo,  las 
cuentas  o  depósitos  en  cuenta  corriente,  cuando  estas  cuentas  tengan 
el  carácter  de  a  plazo-  fijo,  llamadas  bancariamente  blocadas,  pero  no 
cuando  han  de  sujetarse  a  una  continua  movilidad  bancaria. 

Al  establecerse  un  depósito-  de  esta  naturaleza^  se  hará  constar 
•en  la  cabecera  de  la  cuenta  el  nombre  del  usufructuario,  quien  en 
virtud  del  derecho  de  disfrutar  de  la  cosa  ajena,  tiene  derecho  ¡a¡ 
percibir  los  intereses  (frutos  civiles)  de  las  sumas  que  constituyen 
la  cuenta  corriente  pero  no  de  disponer  de  ella.  Solo  el  nudo  propie- 
tario cuyo  nombre  viene  mencionado  en  la  cabecera  de  la  cuenta, 
puede,  con  el  concurso  del  usufructuario,  disponer  de  aquella.  El 
banquero  que  admite  una  cuenta  corriente  con  intervención  de  usu- 
fructuario, debe  asegurarse  de  la  forma  y  modo-  en  que  viene  ins- 
tituido el  usufructo,  en  cuanto  el  art.  491  párrafo-  2Q  del  Código 
civil,  exige  caso  de  no  haber  relevación  de  ello,  .que  el  usufructuario 
antes  de  entrar  en  el  goce  de  los  bienes,  preste  fianza,  y  en  cuanto 
estas  instituciones  por  lo  regular  testamentarias  suelen  ir  acom- 
pañadas de  condiciones  especiales  que  debe  cumplir  el  usufruc- 
tuario. 

La  mención  del  derecho  del  usufructuario  suele  consignarse  en 
la  cabecera  de  la  respectiva  cuenta  abierta  al  nudo  propietario-. 
Es  recomendable  en  la  época  del  balance,  en  que  se  cierre  la  cuenta 
con  fijación  del  saldo  pasar  un  extracto-  al  nudoi  propietario[  y  otro  al 
usufructuario,  a  fin  de  obtener  la  aprobación  de  ambos.. 

En  cuanto  a  los  depósitos  verdaderamente  tales,  suelen  estos  abrir- 
se a  nombre  del  propietario  y  del  usufructuario-,  por  cuanto  este 
último  es  quien  debe  percibir  el  usufructo  en  forma  de  intereses. 
La  mención  de  estas  circunstancias,  suele  hacerse  constar  en  la¡ 
carpeta  que  guarda  los  objetos  de  depósito'  en,  esta  forma: 

«En  esta  carpeta,  se  contienen          títulos  de   pertenecientes 

en  usufructo  a  Don          y  en  nuda  propiedad  a  Don  ». 

El  banquero  que  admite  un  depósito  en  nuda  propiedad  con 
constancia  del  usufructo,  lo-  mismoi  que  en  el  caso  de  apertura  de 
cuenta  corriente  sujeta  a  dichas  condiciones,  toma  sobre  sí  la  obli- 
gación de  pagar  al  usufructuario  los  intereses  del  depósito  o-  de 
la  cuenta,  contra  presentación  del  resguardo,  o  del  extracto  de  cuen- 
ta, no  pudiendo  entregar  los  objetos  'que  constituyen  el  depósito 
ni  el  saldo  de  la  cuenta,  más  que  al  nudo  propietario.  Deberán 
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tener  muy  en  cuenta  los  Bancos  que  el  usufructo  comienza  para  el 
beneficiado,  el  mismo  día  de  la  muerte  del  causante,  y  por  consi- 
guiente no  pueden  entregar  al  usufructuario  el  saldo  o  el  importe 
de  intereses  o  dividendos,  que  correspondan  a  plazo  anterior  a  dicha 
fecha,  puesto  que  pertenecen  a  la  herencia. 

Exigiendo  el  artículo  491,  del  Código  civil,  que  el  usufructuario 
antes  de  entrar  en  el  goce  de  los  bienes  que  constituyen  el  usufruc- 
to, está  obligado  a  prestar  fianza  0),  en  cumplimiento  de  sus  deberes 
de  tal,  los  Bancos  tienen  por  costumbre  no  admitir  depósitos  con 
dispensa  de  caución  o  empleo.  Por  lo  demás,  no  tienen  derecho  a 
que  les  sea  exhibido  el  título  del  cual  arranca  el  deslinde  del  dis- 
frute y  de  la  disponibilidad,  debiendo  limitarse  a  hacer  las  inscrip- 
ciones de  los  nombres,  profesión  y  domicilio  del  usufructuario  y 
del  nudo  propietario,  registrando-  las  firmas  de  los  mismos.  Cuan- 
do los  títulos  depositados  a  dossicr  en  nuda  propiedad  y  en  usu- 
fructo son  objeto  de  amortización,  los  Bancos  cobran  el  importe 
del  reembolso  el  cual  abonan  en  la  cuenta  del  nudo  propietario, 
necesitándose  para  la  entrega  del  efectivo  a  éste,  de  una  carta  de 
autorización  firmada  por  cada  uno  de  los  titulares,  facultando  al 
Banco  para  su  reempleo  o  para  su  entrega  a  cualquiera  de  los  in1- 
teresados. 

Cuentas  de  depósito  a  nombre  de  menores.  —  El  menor  es  la  per- 
sona de  uno  u  otro  sexo,  que  no  ha  alcanzado  aún  la  edad  de  23  años 
cumplidos,  sino  hubiere  antes  obtenido*  la  habilitación  de  mayor 
edad  que  dispone  el  art.  317  del  Código  civil  (arts.  320  y  324  del 
Código  civil). 

Los  menores  pueden  hallarse  bajo  la  administración  legal  de  su 
padre,  o  en  su  defecto  de  la  madre  (art.  159  del  Código  civil),  bajo 
la  tutela  legal  de  los  parientes  que  menciona  el  art.  211  del  mismo 
Código,  y  bajo  la  tutela  dativa  que  el  padre  o  madre  hayan  podido 
designar  por  testamento  de  conformidad  al  art.  206  del  mismo  cuer- 
po legal. 

Menores  bajo  la  administración  legal  del  padre  o  madre.  —  El 

padre,  o  en  su  defecto  la  madre,  son  los  administradores  legales 
de  los  bienes  de  los  hijos  que  están  bajo  su  potestad  (art.  159  del 
Código  civil).  Los  bienes  que  el  hijo  no  emancipado  haya  adquirido 
o  adquiera  con  su  trabajo  o  industria,  o  por  cualquier  título  lucra- 
tivo, pertenecen  al  hijo  en  propiedad  y  en  usufructo  al  jpadre  O 
madre  que  le  tengan  en  su  potestad  y  compañía;  pero  si  el  hijo 


(1)  No  releva  de  prestarla  el  ser  el  usufructuario  presunto  nudo  propietario  en  el  caso  de  fallecer 
los  primeramente  llamados  (Sentencia  12  marzo  1903). 
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.con  consentimiento  dé  sus  padres,  viviere  independiente  de  estos, 
se  le  reputará  para  todos  los  efectos  relativos  a  dichos  bienes,  como 
emancipado,  y  tendrá  en  ellos,  el  dominio1,  el  usufructo  y  la  admi- 
nistración (art.  160  del  Cód.  civil). 

Los  Bancos  pueden  en  consecuencia  admitir  cuentas  y  depósitos 
en  nombre  de  menores  que  se  hallen  bajo  la  potestad  de  sus  padres. 
Los  resguardos  contendrán  los  nombres  del  menor,  haciendo  cons- 
tar que  se  halla  bajo  la  administración  legal  de  su  padre  o  madre. 

Disfrute  legal  de  estas  cuentas  de  depósito.  —  Dispone  el  Có^ 
digo  civil  que  pertenece  a  los  padres  en  propiedad  y  usufructo,  la 
que  el  hijo  adquiere  con  caudal  de  los  mismos.  Pero  si  los  padres 
le  cediesen  expresamente  el  todo  o  parte  de  las  ganancias  que  ob- 
tenga, no  le  serán  estas  imputables  en  la  herencia  (art.  161  del  Có- 
digo civil., 

Corresponderán  en  propiedad  y  en  usufructo  al  hijo  no  emanci- 
pado, los  bienes  o  rentas  donados  o  legados  para  los  gastos  de  su 
educación  e  instrucción;  pero  tendrán  su  administración  el  padre  o 
la  madre,  si  en  la  donación  o  en  el  legado  no<  se  hubiere  dispues- 
to otra  cosa,  en  cuyo  caso  se  cumplirá  extriotamente  la  voluntad 
de  los  donantes  (art.  162  del  Código  civil). 

Los  padres  tienen,  relativamente  a  los  bienes  del  hijo  en  que  les 
corresponde  el  usufructo'  o  administración,  las  obligaciones  de  todo 
usufructuario  o  administrador  y  las  especiales  establecidas  en  la  Sec-i 
ción  3a  del  título  52  de  la  íey  Hipotecaria.  Se  formará  inventario, 
con  intervención  ¡del  Ministerio  Fiscal  de  los  bienes  de  los  hijos 
en  que  los  padres  tengan  sólo»  la  administración;,  y,  a  propuesta  del 
mismo  Ministerio,  podrá  decretarse  por  el  Juez,  el  depósito  de  los 
valores  mobiliarios  propios  del  hijo  (art.  163  del  Código  civil).» 

El  padre,  o  la  madre  en  su  caso,  no  podrán  enajenar  los  bienes 
inmuebles  del  hijo  en  que  les  corresponda  el  usufructo'  o  la  adí- 
ministración,  ni  gravarlos  sino  por  causas  justificadas,  de  utilidad 
o  necesidad,  y  previa  la  autorización  del  Juez  del  domicilio,  con 
¡audiencia  del  Ministerio'  Fiscal,  salvo  las  disposiciones  que  en  cuanto 
a  los  efectos  de  la  transmisión,  establece  la  ley  Hipotecaria  (artí- 
culo 164  del  Código  civil). 

Los  Bancos  han  de  tener  muy  en  cuenta  las  disposiciones  de  loa 
artículos  163  y  164  del  Código  civil,  puesto  que  ambas  disposicior 
nes  vienen  contenidas  en  el  mismo  con  un  carácter  obligatorio  e 
imperativo.  Así  pues,  una  vez  constituido  con  intervención  del  Mi- 
nisetrio  público,  un  depósito  de  bienes  muebles  de  menores  sujetos  ai 
patria  potestad,  no  puede  levantarse  este  depósito  más  que  con 
intervención  de  dicho  Ministerio. 
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Menores  bajo  la  administración  de  tutela.  —  La  tutela  de  los 
menores  de  edad  no  emancipados  legalmente,  se  defiere:  i°  Por 
testamento;  i°-  Por  la  ley,  y  30  Por  el  Consejo  de  familia  (arts.  200 
y  204  del  Código  civil). 

El  tutor  es  el  agente  activo  de  la  tutela  y  no  puede  existir  más 
que  uno  a  tenor  del  precepto  del  artículo  209  del  mismo  Código. 
Representa  al  menor,  y  ejecuta  como  tal  los  diversos  actos  jurídicos 
que  interesan  al  menor.  Tiene  la  administración  de  sus  bienes,  conl 
intervención  del  pro^tutor  y  bajo  la  vigilancia  del  Consejo  de  fa- 
milia. 

Entre  las  obligaciones  que  la  ley  señala  principalmente  al  tutor 
están  las  siguientes:  iQ  Hacer  inventario  con  la  intervención  del 
pro-tutor  de  todos  los  bienes  a  que  se  extienda  la  tutela  dentro  del 
término  que  al  efecto  señale  el  Consejo  de  familia;  2^  Administrar 
el  caudal  del  menor  con  la  diligencia  de  un  buen  padre  de  familiaj, 
32  Solicitar  oportunamente  la  autorización  del  Consejo  de  familia 
para  todo  lo  que  no  pueda  realizar  sin  ella  (art.  264  del  Cód.  civil). 

El  inventario  se  hará  con  intervención  del  protutor  y  con  asis- 
tencia de  dos  testigos  elegidos  por  el  Consejo  de  familia.  Este  de- 
cidirá según  la  importancia  del  caudal,  si  deberá  además  autori- 
zar el  acto  algún  Notario  (art.  265  del  Código  civil). 

Las  alhajas,  muebles  preciosos,  efectos  públicos  y  valores  mer- 
cantiles o  industriales,  que  a  juicio  del  Consejo  de  familia  no  hayan 
de  estar  en  poder  del  tutor,  serán  depositados  en  un  establecimiento 
destinado  a  este  fin. 

Los  demás  muebles  y  los  semovientes,  si  no  estuviesen  tasados 
se  apreciarán  por  peritos  que  designe  el  Consejo  de  familia  (artícu- 
lo 266  del  Código  civil). 

Autorizaciones  del  Consejo  de  familia  que  necesita  el  tutor. — 1 

El  tutor  necesita  entre  otras  autorizaciones  del  Consejo  de  familia: 
ie  Para  continuar  el  comercio  o  la  industria  a  que  los  ascendientes 
del  menos  hubiesen  estado  dedicados ;  2Q  Para  enajenar  o  gravar  bie- 
nes que  constituyan  el  capital  de  los  menores  o,  incapaces  o  hacer 
contratos  o  actos  sujetos  a  inscripción;  3Q  Para  colocar  el  dinero 
sobrante  en  cada  año  después  de  cubiertas  las  obligaciones  de  la 
tutela;  4e  Para  proceder  a  la  división  de  la  herencia  o  de  otra  cosa 
que  el  menor  o  incapacitado  poseyese  en  común.  5°  Para  retirar  de 
su  colocación  cualquier  capital  que  produzca  intereses  (art.  269  del 
Código  Civil). 

El  Consejo  de  familia  no  podrá  autorizar  al  tutor  jpara  enajenar 
o  gravar  los  bienes  del  menor  o  incapacitado,  sino  por  causas  de 
necesidad  o  utilidad  que  el  tutor  hará  constar  debidamente.  La  au- 
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torización  recaerá  sobre  cosas  determinadas  (art.  270  del  Cód  civil). 

Cuando  se  trate  de  bienes  inmuebles,  de  derechos  inscribibles 
o  de  alhajas  o  muebles  cuyo  valor  exceda  de  4.000  pesetas,  la  ena- 
jenación se  hará  en  pública  subasta,  oon  intervención  del  tutor  o 
protutor.  Los  valores  bursátiles,  así  los  públicos  como  los  mercan- 
tiles o  industriales,  serán  vendidos  por  agente  de  Bolsa,  o  Corre- 
dor de  Comercio. 

De  los  anteriores  preceptos  resulta  que  los  Bancos  están  facul- 
tados para  abrir  cuentas  y  aceptar  depósitos  por  cuenta  de  menores. 
Refiriéndonos  a  los  títulos,  diremos  que  para  los  títulos  nominativos 
se  libra  sencillamente  un  resguardo  en  que  se  repite  la  inscripción  que 
consta  en  el  mismo  título,  en  el  cual  van  insertos  los  nombres  y, 
apellidos  del  menor.  La  garantía  de  que  estos  títulos  noi  pueden 
ser  enajenados  más  que  conforme  a  las  leyes  que  rigen  la  tutela 
de  los  menores,  se  halla  en  esta  misma  nominatividad. 

La  responsabilidád  del  Banco  depositario'  es  mayor  en  los  títulos 
al  portador.  El  resguardo  de  depósito  que  el  Banco  suele  librar 
para  hacer  constar  el  depósito  de  títulos  al  portador,  deberá  llevar 
aparte  de  los  nombres  y  apellidos  del  menor  titular  del  depósito, 
los  del  tutor  y  consignar  que  el  retiro  del  mismo  o  su  enajenación, 
debe  conformarse  con  los  preceptos  del  artículo  269  del  Código 
civil.  En  su  virtud  el  Banco  debe  cuidar  de  que  el  retiro  de  semejan- 
tes depósitos  o  la  venta  de  alguno  de  los  títulos  que  lo  compongan, 
venga  justificado  con  la  oportuna  autorización  del  Consejo  de  fami- 
lia. Las  facultades  del  Banco  no  alcanzan  sin  embargo,  en  caso:  de 
amortización  de  títulos  a  exigir  al  tutor  el  reempleo  de  la  cantidad! 
resultante  de  aquel  reembolso,  excepto  en  el  caso:  de  que  se  trata- 
ra de  la  total  amortización  de  los  títulos  constitutivos  de  un  depó^ 
sito  constituido  por  disposición  testamentaria  en  cuyo  caso,  podrán 
exigir  el  reempleo,  en  cuanto  les  está  prohibido  a  los  Bancos  la  en- 
trega del  total  importe  dé  los  valores  constitutivos  del  depósito. 

Cancelación  de  las  cuentas  y  depósito  del  menor.  —  La  tutela 
concluye  por  llegar  el  menor  a  la  edad  de  veinte  y  tres  años,  por 
la  habilitación  de  edad  y  por  la  adopción., 

En  cuanto-  a  la  primera  causa,  produce  el  efecto  de  librar  los 
bienes  del  menor  del  cuidado  y  control  de  la  tutela,  convirtió ndolos 
en  de  libre  disposición  del  menor  que  ha  alcanzado  la  mayoría  de 
edad.  El  mayor  de  edad  es  capaz  para  todos  los  actos  de  la  vida 
civil,  salvo  las  excepciones  establecidas  en  casos  especiales  por  el 
Código  civil  (art.  320). 

El  menor  justificará  ante  el  Banco  su  mayoría  de  edad,  por  la 
presentación  ante  el  mismo,  de  la  certificación  de  la  inscripción  de  su 
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nacimiento,  de  la  cual  el  Banco  tomará  nota  en  los  libros  y  en  el 
dossier  del  depósito,  declarándolo  libre. 

Especialidades  en  cuanto  a  la  emancipación  del  menor  en  tutela. 

— 'En  cuanto  a  la  habilitación  de  edad  o  emancipación,  puede  esta 
tener  lugar  a  los  diez  y  ocho  años,  y  debe  concederla  el  Consejo  de 
familia,  aprobándola  el  Presidente  de  la  Audiencia  territorial  del 
Distrito,  oído  el  Ministerio  Fiscal  (arts.  322  y  323  del  Código  civil). 
Esta  habilitación  debe  hacerse  constar  en  el  Registro  de  tutelas 
y  anotarse  en  el  civil,  y  por  lo  mismo  parece  natural  que  los  Ban- 
cos para  declarar  libres  los  depósitos  y  cuentas  de  los  menores 
favorecidos  con  tales  concesiones,  exijan  el  certificado  de  estas  ins- 
cripciones oficiales. 

Debe  tenerse  sin  embargo  en  cuenta  lo  siguiente.  La  habilitación 
de  mayor  edad,  no  autoriza  al  menor  más  que  para  regir  su  persona 
y  bienes  como  si  fuese  mayor;  pero  hasta  que  llegue  a  la  mayor 
edad,  no  podrá  el  emancipado  tomar  dinero  a  préstamo,  gravar 
ni  vender  bienes  inmuebles  sin  consentimiento  de  su  tutor,  n¿  tamL 
poco  comparecer  en  juicio  sin  la  asistencia  de  dichas  personas  (ar- 
tículo 324  en  relación  con  el  317  del  Código  civil).  En  su  consecueni- 
cia  no  podrá  hacer  el  menor  emancipado  más  que  actos  de  admi- 
nistración y  por  consiguiente,  no  podrá  vender  los  títulos  que  cons- 
tituyan el  depósito,  ni  convertirlos  en  al  portador  si  son  nomina- 
tivos, más  que  con  la  autorización  del  Consejo  de  familia  y  del  tutor. 

Si  se  trata  en  cambio  de  la  apertura  de  una  cuenta  o  constitución 
de  un  depósito  a  nombre  de  un  menor  emancipado,  el  Banco  de- 
berá asegurarse  de  la  declaración  de  esta  emancipación,  mediante 
el  certificado  de  la  inscripción  en  el  Registro  de  tutelas  y  en  el 
Civil  y  el  acta  del  Consejo  de  familia  en  que  se  acordó  [dicha 
emancipación.  Además  se  solicitará  un  specimen  de  la  firma  del 
tutor,  previsto  que  el  menor  emancipado'  no  tiene  más  que  el  de- 
recho de  percibir  los  intereses  de  la  cuenta  o  del  depósito,  siéndo- 
le prohibida  la  disposición  de  los  títulos,  para  cuya  retirada  por 
cancelación  o  reducción  del  depósito,  es  necesario  que  concurra  el 
tutor  previamente  autorizado  por  el  Consejo  de  familia. 

Se  exceptúa  de  esta  regla,  el  menor  emancipado  comerciante,, 
o  que  haya  llegado  a  los  veintiún  años,  el  cual  por  precepto  expreso 
del  artículo  4  del  Código  de  Comercio,  pueden  ejercer  libremente 
el  comercio  y  por  tanto  tomar  a  préstamo,  hipotecar,  enajenar, 
transigir  y  comprometer  en  árbitros.  Esta  excepción  comporta  aún 
otra  contra  excepción,  cual  es  la  de  que  si  el  menor  comerciante 
no  ha  llegado  a  cumplir  los  veinte  y  un  años,  puede  continuar  el 
comercio  que  hubieren  ejercido  sus  padres  o  sus  causantes.  Si  los 
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guardadores  carecieren  de  capacidad  legal  para,  comerciar,  o  tu- 
vieren alguna  incompatibilidad,  estarán  obligados  a  nombrar  unoe 
o  más  factores  que  reúnan  las  condiciones  legales,  quienes  les  su- 
plirán en  el  ejercicio  del  comercio  (art.  5  del  Código  de  Comercio), 

Tutela  de  los  menores  hijos  naturales.  —  El  Código  civil  en  su 
artículo  211  párrafo  segundo,  declara  que  la  tutela  legítima  que  se 
defiere  a  los  parientes  designados  en  dicho  artículo',  no  tiene  higas 
respecto  ¡die  los  hijos  ilegítimos.  Por  consiguiente  corresponde  a 
tenor  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  302  del  Código  civil,  al  Consejo 
de  familia  constituido  bajo>  las  mismas  reglas  que  para  los  hijos 
legítimos,  la  elección  de  tutor  de  entre  los  miembros  del  mismo 
Consejo,  pero  cuidando  que  estos  sean  parientes  del  padre  o  madre 
que  hubiere  reconocido  a  aquellos., 

Para  la  apertura  de  cuentas  y  depósitos  a  favor  de  un  hijo  natural, 
las  formalidades  son  idénticas  a  las  de  la  tutela  ordinaria,  atribu- 
yéndose al  tutor  los  mismos  poderes  de  administración  y  debiéndose 
tener  en  cuenta  los  mismos  preceptos  recomendados  en  el  caso  dét 
emancipación  del  menor., 

Cuentas  y  depósitos  a  nombre  de  personas  sometidas  a  otras 
tutelas.  —  El  Código  civil  en  su  artículo  200,  prevé  el  caso  de  los. 
locos  o  dementes,  aunque  tengan  intérvalos  lúcidos  y  de  los  sordoj- 
mudos  que  no  sepan  leer  ni  escribir.  Prevé  igualmente  el  de  los. 
pródigos  declarados  tales  por  Sentencia  firme  y  finalmente  el  de) 
los  que  estuvieren  sufriendo  la  pena  de  interdicción  civil. 

En  cuanto  ia  los  primeros,  noi  se  les  puede  nombrar  tutor  si  re-, 
sultán  ser  mayores  de  edad,  sin  que  preceda  la  declaración  dé  que 
son  incapaces  para  administrar  sus  bienes.  Esta  declaración  la  pror 
fieren  los  Tribunales,  mediante  sentencia,  en  trámite  de  juicio  in- 
cidental (Circular  Fiscalía  del  Tribunal  Supremo  de  25  enero  1894), 
contra  la  cual  los  interesados  podrán  deducir  demandá  de  juicio 
ordinario  (arts.  213  y  219  del  Código'  civil). 

La  persona  sujeta  a  esta  tutela,  no  tiene  pues  la  libre  disposición 
die  sus  bienes  y  por  consiguiente  debe  proveer  a  su  administración 
el  tutor  al  cual  le  corresponda  la  tutela  por  el  orden  del  art.  220 
del  Código  Civil,  autorizado'  en  los  casos  necesarios  por  el  Consejo) 
de  familia.  Así  pues  como  para  el  caso  de  los  menores,  los  títulos 
al  portador,  pertenecientes  a  un  loco  o  demente,  deben  convertirse 
en  nominativos  en  el  régimen  del  Banco  que  los  tiene  en  depósito, 
haciendo  constar  en  el  resguardo  que  la  cuenta  o  el  depósito  están 
sujetas  a  la  administración  de  un  Consejo  y  de  un  tutor.  Los  Bancos 
deben  pedir  justificación  de  la  resolución  dictada  por  el  Tribuna!. 
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Con  referencia  a  la  tutela  de  los  pródigos,  diremos,  que  la  decla- 
ración de  prodigalidad,  debe  resultar  de  un  juicio  contradictorio, 
determinándose  en  la  sentencia  los  actos  que  quedan  prohibidos 
al  incapacitado  y  las  facultdaes  que  haya  de  ejercitar  el  tutor  en  su 
nombre  y  los  casos  en  que  por  uno  o  por  otro,  habrá  de  ser  con- 
sultado el  Consejo  de  familia  (art.  221  del  Código  civil). 

Las  operaciones  bancadas  relativas  a  cuentas  y  depósitos  se  harán 
pues,  a  nombre  de  la  persona  sujeta  a  interdicción  por  pródigo 
como  si  fuese  capaz ;  pudiendo  disponer  libremente  de  sus  rentas  o 
intereses.  Para  las  ventas,  enajenaciones,  reembolso  de  títulos  ven- 
didos o  amortizados,  etc.,  será  necesaria  la  autorización  del  Consejo 
de  familia. 

De  las  facultades  consignadas  en  la  sentencia  de  prodigalidad 
y  en  las  actas  del  Consejo  de  familia,  podrá  deducir  el  Banco,  los 
límites  dentro  de  los  cuales  puede  moverse  la  facultad  de  disposi- 
ción de  sus  bienes  por  parte  del  pródigo. 

a)  De  las  cuentas  y  depósitos  del  quebrado.  El  comerciante  que- 
brado incurre  en  una  verdadera  incapacidad,  proveniente  de  un 
estado  legal  declarado  por  el  Tribunal.  Pueden  ser  sujetos  pasivos 
de  este  estado  declarado,  los  comerciantes  particulares  y  las  socie- 
dades mercantiles  que  hayan  sobreseído  en  el  pago  de  sus  obliga- 
ciones mercantiles.. 

Declarada  la  quiebra,  el  quebrado  queda  inhabilitado  para  la 
administración  de  sus  bienes  (art.  878  del  Código  de  comercio), 
entendiendo  por  tales  no  solamente  los  que  posea  en  el  acto  de  La 
declaración  judicial,  sino  de  los  que  por  cualquier  otro  título  pue 
dan  sobrevenirle. 

La  personalidad  jurídica  que  tiene  la  representación  legal  de  la 
quiebra,  y  que  representa  lo  mismo  al  quebrado,  como  a  los  acree- 
dores, es  la  Sindicatura,  que  sustituye  al  quebrado  en  la  administra- 
ción de  su  haber  y  la  cual  debe  llevar  a  cabo  con  buena  fe  y  por- 
tándose como  un  comercialte  solícito  en  el  manejo  de  sus  negocios. 
Entre  las  obligaciones  fundamentales  de  los  Síndicos,  se  halla  la 
de  cuidar  de  los  bienes  y  derechos  de  la  quiebra,  recaudando  los 
frutos  y  rentas,  cobrando  los  créditos  y  haciendo  los  gastos  indis- 
pensables. 

En  su  consecuencia,  publicada  la  declaración  de  quiebra  de  un 
comerciante  o  Sociedad  que  posea  cuentas  corrientes  o  depósitos 
en  un  Banco,  no  puede  alterarse  la  situación  de  hecho  de  las  mismas 
y  por  consiguiente  con  cargoi  a  aquella  no  puede  ser  abonada  ningu- 
na cantidad,  ni  permitir  que  se  retiren  valores  de  los  que  constitu- 
yen el  depósito. 

El  estado' de  quiebra  cesa  por  el  pago  a  los  acreedores  o  sea  por 
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la  extinción  de  las  responsabilidades  y  obligaciones  del  fallido,  por 
convenio  y  por  caducidad  de  la  instancia.  La  ley  ,no  nabla  de  los 
modos  de  cesar  el  estado  de  quiebra,  pero  es  indudable  que  dichos 
modos  producen  como  efecto  la  terminación  de  las  responsabilidades 
civiles  del  quebrado  para  con  la  masa  y  en  definitiva,  la  libre 
disposición  de  los  bienes  por  piarte  de  aquel. 

b)  Cuentas  y  depósitos  pertenecientes  a  las  mujeres  solteras  ma- 
yores de  edad  y  viudas.  La  mujer  no  casada  al  alcanzar  la  mayor 
edad,  tiene  reconocidos  por  la  ley  los  mismos  derechos  que  el  hombre, 
salvo  cuando  se  halle  en  los  casos  por  los  cuales  queda  restringida 
al  mismo  su  capacidad  civil.  Está  en  su  mano  el  solicitar  de  un  Ban- 
co la  apertura,  de  una  cuenta  corriente  a  su  nombre,  así  como  la 
apertura  de  un  depósito  de  efectos  o  valores,  efectuando  todas  las 
operaciones  de  banca  y  bolsa  cualesquiera  que  sean,  con  la  sola  con- 
dición de  justificar  si  lo  cree  necesario  el  Banco,  por  medio-  de  laj 
documentación  ordinaria,  su  cualidad  de  libre  y  de  mayor  de  edad. 

En  la  práctica  los  Bancos  suelen  limitarse  a  solicitar  de  la  inte- 
resada una  declaración  que  contenga  sus  nombres,  estado  civiL  y 
domicilio,  la  cual  firmada  por  la  titular  de  la  cuenta  o  depósito  que- 
da archivada  en  el  Bancos,  juntamente  con  su  firma. 

La  mujer  viuda  obra  libremente  sin  restrición  en  cuanto  a  sus 
bienes  propios  y  respecto  de  los  del  marido  que  haya  heredado  sin 
condición.  Si  los  bienes  consistiesen  en  valores  o-  títulos,  y  el  marido 
hubiese  puesto  por  condición  que  la  viuda  podía  usufructuarlos 
por  mientras  permanezca  en  este  estado,  el  Banco  deberá  tomar  sus 
medidas  para  cerciorarse  en  el  momento  de  ser  retirados  dichos  valo- 
res o  títulos  en  depósito  de  que  la  condición  de  viudez  continua  en  la 
interesada,  evitándose  así  una  posible  reclamación  de  parte  de  los 
herederos,  en  el  caso  de  que  hubiese  entregado  el  depósito  a  laj 
viuda  que  hubiese  contraído  nuevas  nupcias. 

c)  Cuentas  y  depósitos  relativos  a  la  mujer  divorciada.  U-noi  de  los 
efectos  del  divorcio,  es  la  separación  de  los  bienes  de  la  sociedad 
conyugal,  entendiendo  por  tal  separación,  la  liquidación  de  la  so¡- 
ciedad  que  forman  los  consortes.  En  su  virtud,  mientras  dura  el 
divorcio,  no  hay  gananciales.  El  marido  inocente  conserva  la  ad- 
ministración de  los  bienes  de  la  mujer,  viniendo  solamente  obligado 
a  proporcionarle  alimentos.  En  cambio  si  fuese  él  quien  hubiese 
dado  causa  al  divorcio,  la  ley  lo1  castiga  con  la, pérdida  de  la  admi- 
nistración de  aquellos. 

Ahora  bien.  La  jurisprudencia  (Sent.  19  junio  1899),  ha  aclarado 
este  punto  en  el  sentido  de  decidir  que  para  la  enajenación  de  sus 
bienes  propios,  la  mujer  inocente  no  necesita  licencia  marital,  sino 
judicial,  conforme  al  artículo-  1444  del  Código-  civil,  que  dispone 
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que  la  mujer  no  podrá  gravar  ni  enajenar,  durante  el  matrimonio, 
sin  licencia  judicial,  otorgada  siempre  que  se  justifique  la  convenien- 
cia o  utilidad  de  la  enajenación.  Cuando  esta  se  refiera  a  valores 
públicos,  o  créditos  de  Empresas  y  Compañías  mercantiles  y  no 
pueda  aplazarse  sin  perjuicio  grave  o  inminente  del  caudal  admi- 
nistrado, la  mujer  con  intervención  del  Agente  o  Corredor,  podrá 
venderlos,  consignando  en  depósito  judicial  el  producto,  hasta  que 
recaiga  la  aprobación  del  Juez  o  Tribunal  competente.  El  Agente 
o  Corredor  responderán  siempre  personalmente  de  que  se  haga  la 
consignación  o  depósito  a  que  se  refiere  el  párrafo  anterior. 

La  habilitación  judicial  para  contratar  sobre  bienes  propios  a  que 
tiene  derecho  la  mujer  conforme  al  párrafo  22  del  art.  73  del  Códi- 
go civil,  o  sea  en  el  caso  de  perder  la  administración  el  marido,  sólo 
puede  pretenderla  cuando  haya  obtenido  sentencia  firme  de  divorcio 
(Sent.  12  enero  1900). 

Para  la  apertura  de  una  cuenta  o  de  un  depósito  a  nombre  de 
una  mujer  divorciada,  deberán  pedir  los  Bancos  la  sentencia  dictada 
por  el  Tribunal  eclesiástico  o  civil  competente  y  el  testimonio  de  la 
providencia  judicial  decretando  la  separación  de  bienes  en  el  caso 
de  ser  el  marido  quien  habiese  dado  motivó'  al  divorcio.  Para  que 
se  decrete  la  separación,  basta  que  la  mujer  presente  al  Juzgado  lai 
sentencia  firme  recaída  contra  el  cónyuge  culpable  (art.  1433  del 
Código  civil). 

Acordada  la  seapración  por  haber  dado  el  marido  motivo  al  di- 
vorcio, y  practicada  la  liquidación  de  la  Sociedad  de  gananciales, 
la  mujer  presentando  el  testimonio  de  dicha  providencia  judicial 
entra  ya  en  la  libre  administración  de  su  dote  y  de  los  demás  bienes 
que  por  resultado  de  la  liquidación  le  hayan  correspondido  (artícu- 
lo 1426  del  Código  civil). 

Una  vez  comprobada  la  libre  disposición  que  para  regir  sus  bienes 
tiene  la  mujer  casada  divorciada,  el  Banco  puede  abrirle  cuentas  y 
admitirle  depósitos,  talmente  como  si  se  tratara  de  una  mujer  mayor 
de  edad  soltera  o  viuda. 

En  el  caso  de  que  cesase  la  separación  por  reconciliación,  volve- 
rán a  regirse  los  bienes  del  matrimonio  por  las  mismas  reglas  que 
antes  de  la  separación,  sin  perjuicio  de  lo  que  durante  ésta  se  hu- 
bieses ejecutado  legalmente. 

Al  tiempo  de  reunirse,  harán  constar  los  cónyuges,  por  escritura 
pública,  los  bienes  que  nuevamente  aporten,  y  estos  serán  los  que 
constituyan  respectivamente  el  capital  propio  de  cada  uno  (artícu- 
lo 1439  del  Código  civil).  En  su  consecuencia  la  mujer  reintegrada 
en  el  domicilio  y  compañía  del  marido,  se  persistiese  en  mantener  las 
cuentas  y  depósitos  a  su  exclusivo  nombre,  puede  ser  obligada  por 
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el  maridlo  a  la  nueva  aportación  de  aquellos  bienes  y  no  podría  el 
Banco,  probada  la  reconciliación  negarse  a  la  entrega  que  recla- 
mara el  marido. 

d)  Cuentas  y  depósitos  relativos  a  la  mujer  soltera  que  contrae 
matrimonio.  Cuando  una  mujer  soltera  contrae  matrimonio,  las  cuen- 
tas y  depósitos  que  posea  en  un  Banco,  deben  saldarse  y  cancelarse 
por  ella  sola  o  con  la  concurrencia  del  marido,  según  las  reglas 
del  régimen  matrimonial  a  que  se  hayan  sometido. 

Si  el  matrimonio  se  rige  por  los  principios  de  la  sociedad  de 
gananciales,  como  quiera  que  esta  sociedad  empieza  precisamente 
en  el  día  de  la  celebración  del  matrimonio  (art.  1393  Código*  civil), 
la  ley  otorga  al  marido  el  carácter  de  administrador,  salvo  estipulan 
ción  en  contrario  (arts.  141 2  en  relación  con  el  59  del  Código*  civil) 
y  las  limitaciones  que  la  ley  impone  al  casado  menor  de  18  años. 
Además  de  las  facultades  inherentes  a  su  carácter  de  tal  adminis- 
trador, la  ley  le  autoriza  al  marido  para  enajenar  y  obligar  a  título 
oneroso  los  bienes  de  la  sociedad  de  gananciales,  sin  el  consenci- 
miento  de  la  mujer,  siempre  que  no  sea  en  fraude  de  la  misma,  ni 
de  sus  herédenos  (art.  141 3  del  Código  civil).  Por  consiguiente  la  mu- 
jer soltera  que  contrae  matrimonio-  bajo  el  régimen  de  gananciales, 
necesita  la  concurrencia  del  marido  para  el  retiro  del  importe  de  sus 
cuentas  y  cancelación  de  sus  depósitos., 

Si  el  régimen  del  matrimonio  es  el  de  capítulos  matrimoniales, 
hay  que  distinguir  entre  el  régimen  dotal  y  el  de  separación  de  bienes. 

En  el  primero,  la  dote  puede  ser  estimada  o*  inestimada.  Si  la 
dote  fuese  estimada  y  consistiere  parte  de  ella  en  cuentas  o  depósi- 
tos en  un  Banco,  comoi  quiera  que  el  dominio  de  la  misma  queda 
transferido  al  marido,  quedando  este  obligado  a  restituir  su  importe 
(art.  1346  del  Código-  civil),  el  retiro  de  la  cuenta  corriente  y  cance- 
lación de  depósitos  de  la  recién  casada,  debe  hacerlas  el  marido 
justificando  ante  el  Banco  con  la  escritura  de  capitulaciones  el  ré- 
gimen a  que  vienen  sometidos  dichos  bienes.  Si  la  dote  fuese  ines- 
timada, puede  saldar  aquella  cuenta  y  retirar  aquellos  depósitos 
la  titular  de  los  mismos  que  haya  contraído^  matrimonio,  con  tal  que 
concurra  su  marido  si  fuese  mayor  de  edad  y  si  fuese  menor  cojni 
licencia  judicial  e  intervención  de  las  personas  señaladas  en  el  ar- 
tículo 1352  (art.  1361  del  Código  civil), 

Si  la  mujer  aportase  bienes  al  matrimonio  sin  incluirlos  en  laj 
•¡dote,  o  bien  los  adquiriera  después  de  constituida  ésta,  sin  agregarlos 
a  élla,  o  sea  bienes  llamados  parafernales,  conservaría  el  dominio 
de  los  mismas  y  la  administración,  a  no  ser  que  los  hubiera  entregado 
al  marido  ante  notario  ioon  intención  de  que  los  administre  (ar[- 
tículos  1381  a  1385  del  Código  civil).  Sin  embargo  como  quieraj 
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que  la  mujer  no  puede  sin  licencia  de  su  marido,  enajenar,  gravar, 
ni  hipotecar  los  bienes  parafernales,  ni  comparecer  en  juicio  para 
litigar  sobre  ellos,  a  menos  que  sea  judicialmente  habilitada  al  efecto 
(art.  1387  del  Código  civil),  la  retirada  de  una  cuenta  o  la  cancela- 
ción de  un  depósito,  debe  hacerse  con  la  intervención  del  marido. 
Así  también,  aún  cuando  la  mujer  se  haya  reservado  la  administra- 
ción de  estos  bienes,  el  marido  tiene  derecho  a  exigir  que  continúen 
depositados  o  a  que  de  nuevo  se  inviertan  en  términos  que  hagan 
imposible  la  enajenación  o  pignoración  sin  su  consentimiento  (artí- 
culo 1388  del  Código  civil). 

Si  el  régimen  pactado  en  los  capítulos  matrimoniales  es  el  de  la 
separación  de  bienes,  conservará  el  dominio  y  la  administración  de 
administración  de  los  que  constituyan  su  patrimonio,  pero  durante 
el  matrimonio  no  podrá  enajenar  ni  gravar,  los  valores  públicos  o 
créóditos  de  Empresas  y  Compañías  mercantiles,  sin  que  sea  jus- 
tificada la  conveniencia  o  necesidad  de  la  enajenación,  la  cual  debe- 
rá hacerse  con  intervención  de  Agente  o  corredor,  consignando  en 
depósito  judicial  el  producto,  hasta  que  recaiga  la  aprobación  del 
Juez  o  Tribunal  competente.  El  corredor  o  agente,  (y  puede  equi- 
pararse a  este  caso  el  Banco  que  guarde  dichos  valores  o  títulos), 
será  siempre  responsable  de  que  se  haga  la  consignación  o  depó- 
sito a  .que  se  refiere  el  párrafo  anterior  (art.  1444  Código  civil). 

e)  Cuentas  y  depósitos  relativos  a  mujeres  casadas  comerciantes. 
—  La  mujer  casada,  mayor  de  veinte  y  un  años,  podrá  ejercer  el 
comercio  con  autorización  de  su  marido,  consignada  en  escritura 
pública  que  se  inscribirá  en  el  Registro  mercantil  (art.  6  del  Código 
de  Comercio). 

Podrán  pedir  su  inscripción  en  el  Registro  mercantil,  en  concej>to 
de  comerciantes  particulares,  las  mujeres  solteras  o  viudas,  mayores 
de  edad  en  el  pleno  ejercicio  de  su  capacidad  civiL  o  solteras  menor 
res  de  edad,  pero  de  veintiún  años  y  legalmente  emancipadas;  las 
mujeres  casadas  mayores  de  veintiún  años,  con  consentimiento  expre- 
so o  presunto  de  su  marido;  las  mujeres  casadas,  mayores  de  vein- 
tiún años,  separadas  del  marido  por  sentencia  firme  de  divorcio  y 
aquellas  cuyo  esposo  esté  sujeto  a  tutela,  declarado  ausente  o  su- 
friendo la  pena  de  interdicción  civil  (apartados  3,  4  y  5  del  artícu- 
lo 92  del  Reglamento  del  Registro  mercantil). 

La  mujer  comerciante  inscrita  en  el  Registro  mercantil  que  con- 
traiga matrimonio,  deberá  hacer  constar  en  el  mismo  Registro  la 
variación  de  su  estado,  pudiendo  asimismo  pretender  que  se  inscriba 
la  licencia  que  el  marido  le  haya  otorgado  en  escritura  pública  para 
continuar  el  ejercicio  del  comercio  (art.  96  del  mismo  Reglamento). 

Aparte  de  la  autorización  oficialmente  concedida  por  el  marido, 
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el  Código  admite  la  presunción  de  existir  la  autorización  del  marido 
para  poder  comerciar  la  mujer  casada,  si  esta  ejerciere  el  comer- 
cio conociéndolo  el  marido  (art.  7  del  Código  de  comercio). 

El  marido  podrá  revocar  libremente  la  licencia  concedida  tácita 
o  expresamente  a  su  mujer  para  comerciar,  consignando  |a  revo>- 
cación  en  escritura  pública,  de  que  también  habrá  de  tomarse  razón 
en  el  Registro  mercantil,  publicándose  además  en  el  periódico  oficial 
del  pueblo  si  lo  hubiere,  o  en  otro  caso,  en  el  de  la  provincia  y 
en  todo  caso  anunciándolo  a  sus  corresponsales,  per  medio  de  cir^ 
culares.  Esta  publicación  no-  podrá  en  ningún  caso  perjudicar  de- 
rechos adquiridos  antes  de  su  publicación  en  el  periódico  oficial 
(art.  8  del  Código  de  comercio).; 

La  mujer  que  al  contraer  matrimonio,  se  hallase  ejerciendo'  el 
comercio  necesitará  licencia  de  su  marido  para  continuarlo.  Esta 
licencia  se  presumirá  concedida  Ínterin  el  marido  no  publique  en 
la  forma  prescrita  el  artículo  anterior,  la  cesación  de  su  mujer  en  el 
ejercicio  del  comercio  (art.  92  del  mismo  Código). 

Si  el  marido  negase  a  su  mujer  la  licencia  para  continuar  el 
ejercicio  del  comercio,  entendemos  que  la  mujer  podrá  acudir  a  la 
áutoridad  judicial  en  demanda  de  autorización. 

Si  la  mujer  ejerciere  el  comercio  en  los  casos  señalados  en  los 
artículos  6Q,  72  y  92  de  este  Código,  quedarán  solidariamente  obliga- 
dos a  las  resultas  de  su  gestión  mercantil  todos  sus  bienes  dótales! 
y  parafernales,  y  todos  los  bienes  y  derechos  que  ambos  cónyuges 
tengan  en  la  comunidad1  o.  sociedad  conyugal,  pudiendo  la  mujer 
enajenar  e  hipotecar  los  propios  y  privativos  suyos,  así  como  los 
comunes. 

Los  bienes  propios  del  marido  podrán  ser  también  enajenados 
e  hipotecados  por  la  mujer  si  se  hubiese  extendido  o  se  extendiese 
a  ellos  la  autorización  concedida  por  aquel  (art.  1 1  del  Cód.  comercio). 

Poidrá  igualmente  ejercer  el  comercio  la  mujer  casada,  mayor  de 
veintiún  años,  que  se  halle  en  alguno  de  los  casos  siguientes:  12  vivir 
separada  de  su  cónyuge  por  sentencia  firme  de  divorcio-;  2Q  estar 
-su  marido  sujeto  a  curadúría;  32  estar  el  marido  ausente,  ignorári- 
dose  su  paradero,  sin  que  se  espere  su  regreso  ;  42  estar  su  marida 
sufriendo  la  pena  de  interdicción  civil  (art.  1 1  del  Cód.  de  comercio). 

'En  los  casos  a  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  solamente* 
quedarán  obligados  a  las  resultas  del  comercio-  los  bienes  propios 
de  la  mujer,  y  los  de  la  comunidad  o  sociedad  conyugal  que  se 
hubieren  adquirido  por  esas  mismas  resultas,  pudiendo  la  mujer 
enajenar  e  hipotecar  los  unos  y  los  otros. 

Declarada  legalmente  la  ausencia  del  marido,  tendrá  además  la 
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mujer  las  facultades  que  en  este  caso  le  conceda  la  legislación  co- 
mún (art.  12  del  Código  de  comercio). 

La  única  justificación  a  pedir  a  la  mujer  casada  comerciante 
para  la  apertura  de  ama  cuenta  o  formalización  de  un  depósito, 
cuando  no  conste  nada  al  Banco  que  pueda  hacer  creer  que  ejerce 
el  comercio  contra  la  voluntad  de  su  marido  o  desprovista  de  la 
autorización  judicial,  es  la  exhibición  del  recibo  de  contribución 
industrial  por  la  que  ejerza  en  nombre  propio.  Con  este  carácter, 
puede  disponer  de  los  fondos  que  constituyan  la  cuenta  por  ella 
abierta,  mientras  tales  fondos  y  depósitos  no  sean  constitutivos  de 
sus  bienes  dótales,  puesto  que  el  carácter  de  comerciante  no  produ- 
ce como  efecto  el  hacer  desaparecer  la  incapacidad  especial  que 
con  relación  a  los  mismos  para  su  enagenación  o  gravamen,  esta- 
blece el  Código  civil. 

Tampoco  hay  que  confundir  los  actos  de  la  mujer  que  ejerce  el 
comercio  por  su  cuenta,  de  la  mujer  que  ejerce  el  comercio  por  cuen- 
ta de  su  marido  :  esta  no  es  otra  cosa  que  la  asociada  de  su  esposo 
comerciante,  y  aún  cuando  se  dedique  al  mismo  comercio,  no  es  más 
que  una  mandataria  de  su  esposo,  sin  que  pueda  comprometerse  a 
ninguna  operación  por  cuenta  del  marido,  sino  posee  un  poder 
otorgado  en  forma. 

f)  Cuentas  y  depósitos  relativos  a  mujeres  de  nacionalidad  ex- 
tranjera—  La  facultades  de  la  mujer  casada  de  nacionalidad  ex- 
tranjera, varían  según  la  legislación  en  vigor  en  su  país  de  origen. 
En  ciertos  países  extranjeros,  el  estatuto  personal  de  la  mujer  casada 
la  deja  completamente  dueña  de  sus  bienes,  libre  de  administrarlos 
y  de  disponer  de  ellos  a  su  voluntad  sin  ninguna  intervención  de  la 
autoridad  marital.  Este  es  el  caso  de  países  como  Inglaterra,  Es- 
tados Unidos,  Rusia,  etc.  En  otros,  la  legislación  se  aproxima  más 
o  menos  a  nuestro  Código  civil,  como  ocurre  en  Bélgica,  en  Italia,  en 
Francia,  etc. 

Para  la  apertura  de  una  cuenta  o  formalización  de  un  depósito 
a  nombre  de  una  mujer  casada  de  nacionalidad  extranjera,  debe 
siempre  tenerse  en  cuenta  la  legislación  que  rige  el  Estatuto  de  la 
mujer  casada  en  su  respectivo  país.  Se  exigirá,  pues,  la  justificación 
de  su  nacionalidad  que  podrá  resultar,  bien  de  certificados  de  auto- 
ridades del  país  de  origen,  bien  del  pasaporte  de  viaje,  consignándo- 
se  en  la  carta,  o  resguardo  de  cuenta  o  depósito  respecto  las  mujeres 
pertenecientes  a  nacionalidades  de  régimen  de  libertad,  como  In- 
glaterra, Estados  Unidos  y  Rusia,  la  mención  de  «cuenta  libre». 
Por  el  contrario  si  el  Estatuto  en  vigor  es  restrictivo,  se  anotará  la 
resultancia  de  los  poderes  que  la  legislación  respectiva  autorice, 


o  bien  la  capacidad  de  administrar  que  resulte  de  los  documentos 
relativos  al  régimen  matrimonial,  que  exhiba  la  interesada.) 

Cierre  o  liquidación  de  la  cuenta  corriente.  —  El  cierre  o  liqui- 
dación de  la  cuenta  corriente  no  es  más  que  la  fijación  del  balance 
de  las  partidas  correspondientes  al  Debe  y  Haber  inscritas  en  los 
libros  respectivos,  las  cuales  quedan  compensadas  hasta  la  respectiva 
concurrencia,  constituyendó  el  llamado  saldo,  la  suma  excedente  de 
dicha  compensación  convertida  en  un  crédito  y  en  una  deuda., 

Esta  liquidación  puede  establecerse  ya  durante  el  contrato,  ya 
al  vencimiento  o  terminación  del  mismo*.  Lo-  primero;  produce  laj 
ventaja  de  simplificar  la  cuenta  fijando  la  diferencia  entre  el  Debe 
y  el  Haber  en  un  momento  determinado,  convirtiendo  en  capital  los 
intereses  devengados,  que  se  reportan  en  una  suma  única  a  Cuenta 
nueva.  La  liquidación,  a  la  terminación  del  contrato,  tiene  por  objeto 
definir  la  diferencia  entre  las  dos  columnas  de  la  cuenta,  determi- 
nado cual  de  los  dos  correntistas  queda  acreedor  y  por  qué  suma., 

El  cierre  o  liquidación  de  cuenta  corriente  durante  el  contrato, 
suele  establecerse  en  épocas  fijas  como  son  fin  de  semestre  o  fin  de 
año,  en  cuyo  momento  se  comunica  por  parte  del  banquero  al  clien- 
te, el  extracto  de  la  cuenta,  para  que  después  de  examinada,  dé  su 
conformidad  o  formule  sus  reparos. 

El  contrato  de  cuenta  corriente  se  cierra  de  derecho : 

a)  por  el  decurso  del  término  convenido. 

b )  por  voluntad  de  una  de  las  partes,  en  defecto  de  plazo  conven- 
cional, debiendo  en  este  caso  avisar  la  parte  que  desea  el  cierre  y 
liquidación  de  la  cuenta,  con  algunos  días  de  anticipación  a  la  parte 
que  debe  liquidarlo. 

c)  por  quiebra  de  una  de  las  partes  contratantes. 

d)  por  fallecimiento,  interdicción,  o  inhabilitación  de  una  de  las 
partes,  debiendo  solicitarla  los  herederos  y  los  legítimos  represen- 
tantes del  interdictado'  o  inhabilitado. 

Hallándose  de  acuerdo  las  partes  con  el  saldo',  es  éste  inmediatar 
mente  exigible  al  deudor  y  deoorren  desde  este  momento,  intere- 
ses legales  no  sujetos  al  tipo  de  interés  que  regía  durante  la  vigencia 
del  contrato.  Una  vez  de  acuerdo'  las  partes  y  aprobada  la  cuenta, 
o  conformidad  del  saldo,  no  cabe  revisión  de  la  operación  más  que  en 
los  casos  de  error,  omisión,  falsedad  o  duplicidad  de  las  partidas. 

Bancariamente  los  casos  a),  b)  y  c),  no  ofrecen  dificultad  alguna. 

¡En  cuanto  al  caso  d)  especialmente  en  el  de  fallecimiento  del 
cuenta  correntista  o  deponente,  es  oportuno  detenerse  en  las  circuns- 
tancias que  deben  acompañar  al  cierre  o  liquidación  de  la  cuenta 
corriente  o  depósito  por  aquel  motivo. 
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Cancelación  de  cuentas  y  depósitos  por  causa  de  fallecimiento. 

— Los  Bancos  contraen  frente  a  la  familia  del  difunto  y  frente  al 
Estado  las  obligaciones  de  entregar  el  patrimonio  de  aquél,  que 
posean  por  cualquier  título  y  retenerlo  hasta  tanto  que  se  haya  acre- 
ditado el  derecho  de  los  herederos  y  se  hayan  satisfecho  los  corres- 
pondientes derechos  fiscales  sobre  la  sucesión. 

En  principio,  en  tanto  que  posible,  los  Bancos  no  se  inmiscuyen; 
en  la  regulación  de  la  sucesión  de  depositante  o  cuenta  correntista. 
Sin  embargo  suelen  hacer  excepción  a  esta  regla  de  conducta,  al 
tratarse  de  sucesiones  entre  varios  herederos  o  que  afectan  a  menores, 
b  por  vía  intestada,  en  cuyos  casos  al  objeto  de  ponerse  a  cubierto 
de  responsabilidades,  proceden  por  medio  de  sus  Letrados  al  examen 
de  la  documentación  relativa  a  los  derechos  y  a  la  capacidad  de  los 
herederos,  y  en  cuanto  al  aspecto  fiscal,  a  cerciorarse  de  que  los 
beneficiarios  han  cumplido  con  todos  los  preceptos  de  las  leyes 
tributarias  que  rigen  en  materia  de  sucesiones.. 

Administración  de  bienes  o  sucesión  del  ausenta,  y  apertura  de 
herencia  a  favor  de  un  ausente.  —  La  institución  de  la  ausencia  se 
refiere  a  personas  de  las  que  no  se  puede  afirmar  si  viven  o  han 
muerto;  pero  si  existe  motivo  racional  para  creer  y  afirmar  que 
dichas  personas  fallecieron  en  un  naufragio  u  otro  accidente  desgra- 
ciado, no  hay  obstáculo  legal  que  impida  que  los  Tribunales  de  justi- 
cia declaren  la  muerte  de  esas  personas,  con  todas  sus  consecuencias. 

Así,  pues,  puede  darse  el  caso  de  que  la  declaración  de  ausencia 
afecte  a  una  persona  titular  de  cuentas  o  depósitos  de  un  Banco, 
respecto  de  los  cuales  deba  precederse  al  nombramiento  de  un  ad- 
ministrador, cuya  declaración  de  ausencia  puede  convertirse  en  pre- 
sunción de  muerte  transcurrido  el  término  legal  que  señala  el  Código 
civil  en  su  artículo  191,  como  puede  suceder  que  el  ausente  sea  el 
heredero  del  titular  fallecido,  a  cuyo  heredero  sea  imposible  por 
dicha  circunstancia,  hacerle  entrega  de  los  bienes  depositados  en  el 
Banco.  El  Código  Civil  regula  la  hipótesis  de  ausencia  y  de  pre- 
sunción de  muerte,  con  reglas  precisas  y  concretas  que  los  Bancos 
habrán  de  tener  presentes  si  se  presentasen  tales  casos.  (Véase  final 
de  este  capítulo). 

Disposiciones  legales  que  regulan  el  cierre  o  cancelación  de 
cuentas  corrientes.  —  A  fin  de  no  incurrir  en  repeticiones,  remiti- 
mos a  nuestros  lectores  al  Capítulo  XVI  de  esta  obra,  en  el  que  se 
inserta  al  final  el  Real  decreto  de  20  de  septiembre  de  1922,  que 
regula  toda  la  materia  de  tributación,  con  ocasión  de  cierre  y  can- 
celación de  cuentas  corrientes  y  depósitos. 
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(Código  Civil) 
Medidas  provisionales  en  casos  de  ausencia  (2) 

Cuando  una  persona  hubiere  desaparecido  de  su  domicilio  sin  saberse 
su  paradero  y  sin  dejar  apoderado  que  administre  sus  bienes,  podrá  el 
Juez,  a  instancia  de  la  parte  legítima  o  del  Ministerio^  fiscal,  nombrar  quien 
le  represente  en  todo  lo  que  fuere  necesario. 

Esto  mismo  se  observará  cuando  en  iguales  circunstancias  caduque  el 
poder  conferido  por  el  ausente. 

Verificado  el  nombramiento  a  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  el  Juez 
acordará  las  diligencias  necesarias  para  asegurar  los  derechos  e  intereses 
del  ausente,  y  señalará  las  facultades,  obligaciones  y  remuneración  de  su 
representante,  regulándolas  según  las  circunstancias  por  lo  que  está  dis- 
puesto respecto  de  los  tutores. 

El  cónyuge  que  se  ausente  será  representado  por  el  que  se  halle  pre- 
sente, cuando  no  estuvieren  legalmente  separados. 

Si  éste  fuere  menor,  se  le  proveerá  de  tutor  en  la  forma  ordinaria 

A  falta  del  cónyuge  representarán  al  ausente  los  padres,  hijos  y  abuelos, 
por  el  orden  que  establece  el  art.  220.  (Artículos  181,  182  y  .183). 

De  la  declaración  de  ausencia 

Pasados  dos  años  sin  haberse  tenido  noticia  del  ausente  o  desde  que  se 
recibieron  las  últimas,  y  cinco  en  el  caso  de  que  el  ausente  hubiere  dejado 
persona  encargada  de  la  administración  de  los  bienes,  podrá  declararse  la 
ausencia.  .  , 

Podrán  pedir  la  declaración  de  ausencia :  le  El  cónyuge  presente.  2e  Los 
herederos  instituidos  en  testamento  que  presentaren  copia  fehaciente  del 
mismo.  32  Los  parientes  que  hubieren  de  heredar  abintestato.  ÍQ  Los  que 
tuvieren  sobre  los  bienes  del  ausente  algún  derecho  subordinado  a  la  con- 
dición de  su  muerte. 

La  declaración  judicial  de  ausencia  no  surtirá  efecto  hasta  seis  meses 
después  de  su  publicación  en  los  periódicos  oficiales.  (Arts.  184,  18.5  y  186). 

De  la  administración  de  los  bienes  del  ausente 

La  administración  de  los  bienes  del  ausente  se  conferirá  por  el  orden 
que  establece  el  art.  220  a  las  personas  mencionadas  en  el  mismo. 

La  mujer  del  ausente  si  fuere  mayor  de  edad,  podrá  disponer  libremente 
de  los  bienes  de  cualquiera  clase  que  le  pertenezcan;  pero  no  podrá  enaje- 
nar, permutar  ni  hipotecar  los  bienes  propios  del  marido,  ni  los  de  la  so- 
ciedad conyugal,  sino  con  autorización  judicial. 

(2)  La  facultad  de  pedir  oslas  medidas  se  confía  en  primer  término  a  los  que  en  ellas  puedan 
tener  interés  directo,  y  secundariamente  al  ¡Ministerio  fiscal,  por  lo  cual  no  deberá  éste  tomar  la 
iniciativa  en  el  asunto,  sino  en  el  caso  de  exigirlo  las  circunstancias.  De  todos  modos,  aunque  no 
las  haya  promovido,  deberá  intervenir,  conforme  a  lo  dispuesto  en  E.  C,  2033,  2035  s.,  en  todo  lo 
que  no  resultaren  modificados  por  el  Civ-  (Circular  F.  8  mayo  1889).  Con  arreglo  a  esta  misma  cir- 
cular, el  Ministerio  fiscal  deberá  tener  muy  presentes  los  arís.  183,  187  y  sus  concordantes. 

Correspondiendo  al  Ministerio  fiscal,  con  arreglo  a  Org.,  838  núm.  6,  la  representación  de  los 
ausentes  hasta  que  se  les  provea  de  persona  que  defienda  sus  derechos,  estuvieron  legalmente  re- 
presentados en  una  testamentaría  por  dicho  Ministerio  los  herederos  ausentes-  (Res.  2  marzo  1899). 
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Cuando  la  administración  corresponda  a  los  hijos  del  ausente,  y  éstos 
sean  menores,  se  les  proveerá  de  tutor,  el  cual  se  hará  cargo  de  los  bienes 
con  las  formalidades  de  la  ley. 

La  administración  cesa  en  cualquiera  de  los  casos  siguientes :  1°  Cuando 
comparezca  el  ausente  por  sí  o  por  medio  de  apoderado.  2o  Cuando  se  acre- 
dite la  defunción  del  ausente,  y  comparezcan  sus  herederos  testamentarios 
o  abintestato.  3«  Cuando  se  presente  un  tercero,  acreditando  con  el  corres- 
pondiente documento  haber  adquirido  por  compra  u  otro  título  los  bienes 
del  ausente. 

En  estos  casos  cesará  el  administrador  en  el  desempeño  de  su  cargo,  y 
los  bienes  quedarán  a  disposición  de  los  que  a  ellos  tengan  derecho.  (Ar- 
tículos 187,  188,  189  y  190). 

De  la  presunción  de  muerte  del  ausente 

Pasados  treinta  años  desde  que  desapareció  el  ausente  o  se  recibieron 
las  últimas  noticias  de  él,  o  noventa  (3)  desde  su  nacimiento,  el  Juez,  a  ins- 
cia  de  parte  interesada,  declarará  la  presunción  de  muerte. 

La  sentencia  en  que  se  declare  la  presunción  de  muerte  de  un  ausente, 
no  se  ejecutará  hasta  después  de  seis  meses,  contados  desde  su  publicación 
en  los  periódicos  oficiales. 

Declarada  firme  la  sentencia  de  presunción  de  muerte,  se  abrirá  la  suce- 
sión en  los  bienes  del  ausente,  procediéndose  a  su  adjudicación  por  los 
trámites  de  los  juicios  de  testamentaría  o  abintestato,  según  los  casos. 

Si  el  ausente  se  presenta,  o  sin  presentarse  se  prueba  su  existencia, 
recobrará  sus  bienes  en  el  estado  que  tengan,  y  el  precio  de  los  enajenados 
o  adquiridos  con  él;  pero  no  podrá  reclamar  frutos  ni  rentas. 

(Artículos  191,  192,  193  y  194). 


(3)  Obtenida  !a  declaración  de  presunción  de  muerte  del  ausente,  la  (echa  presunta  de  ésta, 
para  todos  los  efectos  sucesorios,  es  la  que  resulte  determinada  por  el  transcurso  de  estos  términos 
(Sent.  8  marzo  1899  y  9  julio  1902),  y  el  que,  transcurridos,  tenía  derecho  a  la  herencia  del  ausente, 
lo  transmitió  a  sus  sucesores,  sin  que  obste  que  la  declaración  de  presunción  de  muerte  se  de- 
cretara años  después,  y  cuando  ya  había  fallecido  el  que  en  aquella  época  resultaba  heredero  del 
ausente.  (Sent.  9  julio  1902). 


CAPITULO  XI 
De  las  operaciones  a  base  de  crédito 

Legislación 

(Código  de  Comercio  y  Código  Civil) 

Del  contrato  de  apertura  de  crédito  en  general.  Formas  bancarias  que  puede  revestir  la  apertura  de 
crédito. 

1«  De  las  aperturas  de  crédito  como  contratos  preliminares  de  otras  operaciones.  —  A.  Aperturas  de 
crédito  simple  o  en  descubierto.  —  Cláusulas  destinadas  a  evitar  la  inmobilización. — Requisitos 
que  figuran  en  los  contratos  de  apertura  de  crédito.  —  B.  Aperturas  de  crédito  con  garantía. 

(Código  de  Comercio) 

De  los  préstamos  mercantiles 

SECCIÓN  PRIMERA 
Del  préstamo  mercantil 

Artículo  311.  Se  reputará  mercantil  el  préstamo,  concurriendo  las  cir- 
cunstancias siguientes :  Ia  Si  alguno  de  los  contratantes  fuere  comerciante. 
2a  Si  las  cosas  prestadas  se  destinaren  a  actos  de  comercio. 

312.  Consistiendo-  el  préstamo  en  dinero,  pagará  el  deudor  devolvien- 
do una  cantidad  igual  a  la  recibida,  con  arreglo  al  valor  legal  que  tuviere 
la  moneda  al  tiempo*  de  la  devolución,  salvo  si  se  hubiere  pactado  la  espe- 
cie de  moneda  en  que  había  de  hacerse  el  pago,  en  cuyo  caso  la  alteración 
que  hubiese  experimentado  su  valor,  será  en  daño  o  en  beneficio  del  pres- 
tador. 

En  los  préstamos  de  títulos  o  valores,  pagará  el  deudor  devolviendo 
otros  tantos  de  la  misma  clase  e  idénticas  condiciones,  o  sus  equivalentes 
si  aquéllos  se  hubiesen  extinguido,  salvo  pacto  en  contrario. 

Si  los  prestamos  fueren  en  especie,  deberá  el  deudor  devolver,  a  no  me- 
diar pacto  en  distinto  sentido,  igual  cantidad  en  la  misma  especie  y  calidad, 
o  su  equivalente  en  metálico*  si  se  hubiere  extinguido  la  especie  debida. 

313.  En  los  préstamos  por  tiempo  indeterminado,  o  sin  plazo  marcado 
de  vencimiento,  no  podrá  exigirse  al  deudor  el  pago  sino  pasados  treinta 
días,  a  contar  desde  la  fecha  del  requerimiento  notarial  que  se  le  hubiere 
hecho. 

314.  Los  préstamos  no  devengarán  interés  si  no  se  hubiere  pactado  por 
escrito. 

315.  Podrá  pactarse  el  interés  del  préstamo,  sin  tasa  ni  limitación  de 
ninguna  especie. 
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Se  reputará  interés  toda  prestación  pactada  a  favor  del  acreedor. 

316.  Los  deudores  que  demoren  el  pago  de  sus  deudas  después  de  ven- 
cidas, deberán  satisfacer  desde  el  día  siguiente  al  del  vencimiento  el  inte- 
rés pactado  para  este  caso,  "o  en  su  defecto  el  legal. 

Si  el  préstamo  consistiere  en  especies,  para  computar  el  rédito  se  gra- 
duará su  valor  por  los  precios  que  las  mercaderías  prestadas  tengan  en  la 
*  plaza  en  que  deba  hacerse  la  devolución,  el  día  siguiente  al  del  vencimiento, 
o  por  el  que  determinen  peritos,  si  la  mercadería  estuviere  extinguida  al 
tiempo  de  hacerse  la  devolución. 

Y  si  consistiere  el  préstamo  en  títulos  o  valores,  el  rédito  por  mora  será 
el  que  los  mismos  valores  o  títulos  devenguen,  o  en  su  defecto  el  legal,  de- 
terminándose el  precio  de  los  valores  por  el  que  tengan  en  Bolsa,  si  fueren 
cotizables,  o  en  la  plaza  en  otro  caso,  el  día  siguiente  al  del  vencimiento. 

317.  Los  intereses  vencidos  y  no  pagados  no  devengarán  intereses. 
Los  contratantes  podrán,  sin  embargo,  capitalizar  los  intereses  líquidos 
y  no  satisfacerlos,  que,  como  aumento  de  capital,  devengaron  nuevos  ré- 
ditos. 

318.  El  recibo  del  capital  por  el  acreedor,  sin  reservarse  expresamente 
el  derecho  a  los  intereses  pactados  o  debidos,  extinguirá  la  obligación  del 
deudor  respecto  a  los  mismos. 

Las  entregas  a  cuenta,  cuando  no  resulte  expresa  su  aplicación,  se  im- 
putarán en  primer  término  al  pago  de  intereses  por  orden  de  vencimientos, 
y  después  al  del  capital. 

319.  Interpuesta  una  demanda,  no  podrá  hacerse  la  acumulación  de  in- 
terés al  capital  para  exigir  mayores  réditos. 

SECCIÓN  SEGUNDA 
De  los  préstamos  con  garantía  de  efectos  o  valores  públicos 

Art.  320.  El  préstamo  con  garantía  de  efectos  cotizables,  hecho  en  póliza 
con  intervención  de  agentes  colegiados,  se  reputará  mercantil. 

El  prestador  tendrá,  sobre  los  efectos  o  valores  públicos  pignorados 
conforme  a  las  disposiciones  de  esta  secci4n,  derecho  a  cobrar  su  crédito 
con  preferencia  a  los  demás  acreedores,  quienes  no  podrán  retirar  de  su 
poder  dichos  efectos,  a  no  ser  satisfaciendo  el  crédito  constituido  sobre 
ellos. 

321.  Los  derechos  de  preferencia  de  que  se  trata  en  el  artículo  anterior, 
sólo  se  tendrán  sobre  los  mismos  títulos  en  que  se  constituyó  la  garantía; 
para  lo  cual,  si  esta  consistiere  en  títulos  al  portador,  se  expresará  su  nu- 
meración en  la  póliza  del  contrato;  y  si  en  inscripciones  o  efectos  transfe- 
ribles,  se  hará  la  transferencia  a  favor  del  prestador,  expresando  en  la 
póliza,  además  de  las  circunstancias  necesarias  para  justificar  la  iden- 
tidad de  la  garantía,  que  la  transferencia  no  lleva  consigo  la  transmisión 
de  la  propiedad. 

322  A  voluntad  de  los  interesados  podrá  suplirse  la  numeración  de 
los  títulos  al  portador  con  el  depósito  de  éstos  en  el  establecimiento  públi- 
co que  designe  el  reglamento  de  Bolsas. 

323.  Vencido  el  plazo  del  préstamo,  el  acreedor,  salvo  pacto  en  contrario, 
y  sin  necesidad  de  requerir  al  deudor,  estará  autorizado  para  pedir  la  ena- 
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jenación  de  las  garantías,  a  cuyo  fin  las  presentará  con  la  póliza  a  la  Jun- 
ta sindical,  la  que,  hallando  su  numeración  conforme,  las  enajenará  en  la 
cantidad  necesaria  por  medio  de  agente  colegiado,  en  el  mismo  día,  si 
fuere  posible,  y  si  no,  en  el  siguiente. 

Del  indicado  derecho  sólo  podrá  hacer  uso  el  prestador  durante  la  Bol- 
sa siguiente  al  día  del  vencimiento  del  préstamo'. 

324.  Los  efectos  cotizables  al  portador,  pignorados  en  la  forma  que  de- 
terminan los  artículos  anteriores,  no  estarán  sujetos  a  reivindicación  mien- 
tras no  sea  reeembolsado  el  prestador,  sin  perjuicio  de  los  derechos  y 
acciones  del  propietario  desposeído  contra  las  personas  responsables  se- 
gún las  leyes,  por  los  actos  en  virtud  de  los  cuales  haya  sido  privado  de 
la  posesión  y  dominio  de  los  efectos  dados  en  garantía  (*■). 


(1)  Al  prescribir  el  artículo  1872  del  Código  civil  que  el  acreedor  en  determinado  caso  del  contra- 
to de  prenda,  podrá  hacerse  dueño  de  ésta  y  entonces  deberá  dar  carta  de  pago  de  la  totalidad  de 
su  crédito,  tal  precepto  fué  aplicado  con  acierto  en  la  Sentencia  recurrida,  ya  que  el  derecho  conce- 
dido a  fin  de  apropiarse  la  prenda,  lo  establece  dicho  artículo  para  cuando  el  acreedor  asi  lo  re- 
suelva, como  lo  hizo  el  Banco  de  España,  en  vista  de  haberse  agotado  sin  éxito  los  procedi- 
mientos señalados  para  la  venta,  ya  se  intente  esta  por  ante  notario  y  en  subastas  públicas,  ya 
por  ante  Agente  comercial,  mediando  la  Junta  Sindical,  según  se  trate  o  no  de  valores  cotizables. 

No  obsta  a  tal  doclrina  que  dicho  artículo  187¿  trate,  en  su  párrafo  segundo,  de  la  prenda  consis- 
tente en  valores  cotizables,  porque  dicho  párrafo  no  contiene  precepto  distinto  del  que  ocasiona 
el  artículo,  ni  modifica  el  del  párrafo  primero,  en  extremo  diferente  del  de  la  determinación  de  la 
forma  en  que  habrán  de  ser  vendidos  los  valores  cotizables,  cuando  en  ellos  consista  la  prenda. 
(Sentencia  27  abril,  1918).- 

El  interés  pactado  en  un  contrato  de  préstamo  no  prescribe  cada  cinco  años.  La  Sala  sen- 
tenciadora aplicó  con  error  al  caso  del  pleito,  lo  estatuido  por  el  Código  civil  en  su  art.  1996,  núme- 
ro 3»,  de  adaptación  nada  más  en  las  reclamaciones  sobre  pago  de  pensiones  atrasadas,  por  años 
o  en  plazos  más  breves,  pues  tan  excepcional  prescripción  respecto  a  intereses  devengados  con  an- 
terioridad a  los  cinco  años  últimos,  no  puede  aplicarse  a  los  de  demora,  por  vía  de  daños  y  per- 
juicios, de  los  que  se  trata  en  el  recurso  de  casación  en  cueslión,  aunque  se  hubiesen  pactado,  aten- 
dida la  naturaleza  de  esta  obligación  y  el  hecho  que  la  origina,  y  esto  sentado  no  es  necesario 
ocuparse  del  segundo  motivo  del  recurso,  o  sea  de  los  actos  de  reconocimiento  de  la  deuda  por  el 
deudor,  ya  que  no  es  procedente  la  excepción  do  prescripción,  (Sentencia  24  mayo  1918). 

Establecida  en  un  contrato  de  apertura  de  crédito  en  cuenta  corriente,  la  condición  de  que  el 
saldo  deudor  nunca  podrá  exceder  del  tanto  por  ciento  del  valor  efectivo-  de  los  valores  dados  en  ga- 
rantía que  se  fijaban  en  las  correspondientes  pólizas,  se  establecía  entre  los  contratantes  un  límite 
común  a  ambos,  así  como  las  responsabilidades  derivadas  de  su  infracción.  Si  el  Banco  pagó  a  un 
tercero  la  cantidad  representada  en  un  talón  o  cheque  entregado  en  blanco  a  éste  por  el  titular 
de  la  cuenta,  y  fué  pagado  cuando  el  librador  carecía  de  todo  saldo  a  bu  favor,  la  Sentencia  que 
exime  al  titular  de  la  obligación  de  satisfacer  al  Banco  donde  la  cuenta  se  llevaba  el  importe 
del   cheque,   no   infringe  ninguna  disposición  legal,  (Sentencia  15  abril  1919). 

La  Sentencia  que  condena  a  los  fiadores  solidarios  al  pago  de  lo  adeudado  y  los  intereses  de- 
bidos, debe  prevalecer  aunque  exista  alguna  disconformidad  entre  los  asientos  del  libro  del  agente 
y  el  texto  consignado  en  la  póliza,  y  aunque  se  dé  el  supuesto  de  que  algunos  de  los  fiadores 
estampasen  sus  firmas  en  la  póliza  en  acto  o  momento  distinto  que  los  demás,  si  las  partes  contra- 
tantes obraron  dentro  de  sus  facultades  y  los  demandados  no  pidieron  por  medio  reconvencional 
la  nulidad  del  contrato-  Si  bien  el  artículo  317  del  Código  de  Comercio  dispone  que  en  los  préstamos 
mercantiles,  los  intereses  vencidos  y  no  pagados  no  devengarán  intereses,  salvando  la  facultad 
de  capitalizarlos  a  dicho  efecto  y  que  tal  disposición  está  mandada  observar  en  el  art.  1109  del 
Código  civil,  cuando  de  negocios  mercantiles  se  trate,  tampoco  cabe  estudiar  la  infracción  de  di- 
chos preceptos  alegada  en  uno  de  los  motivos  del  recurso,  por  tratarse  de  una  cuestión  nueva.  (Sen- 
tencia 30   octubre  1919). 
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Disposiciones  legales  relativas  a  la  prenda  e  hipoteca 
como  garantías  de  los  anticipos  bancarios 

(Código  Civil) 
De  la  prenda 

Art.  1863.  Además  de  los  requisitos  exigidos  en  el  art.  1857,  se  necesita 
para  constituir  el  contrato  de  prenda,  que  se  ponga  en  posesión  de  ésta  al 
deudor  o  a  un  tercero  de  común  acuerdo. 

1864.  Pueden  darse  en  prenda  todas  las  cosas  muebles  que  están  en 
el  comercio,  con  tal  que  sean  susceptibles  de  posesión. 

1865.  No  surtirá  efecto  la  prenda  contra  tercero  si  no  consta  por  ins- 
trumento público  la  certeza  de  la  fecha. 

1866.  El  contrato  de  prenda  da  derecho  al  acreedor  para  retener  la 
cosa  en  su  poder  o  en  el  de  la  tercera  persona  a  quien  hubiese  sido  entre- 
gada, hasta  que  se  le  pague  el  crédito. 

Si  mientras  el  acreedor  retiene  la  prenda,  el  deudor  contrajese  con  él 
otra  deuda  exigible  antes  de  haberse  pagado  la  primera,  podrá  aquél  pro- 
rrogar la  retención  hasta  que  se  le  satisfagan  ambos  créditos,  aunque  no  se 
(hubiese  estipulado  la  sujeción  de  la  prenda  a  la  seguridad  de  la  segunda 
deuda. 

1867.  El  acreedor  debe  cuidar  de  la  cosa  dada  en  prenda  con  la  dili- 
gencia de  un  buen  padre  de  familia;  tiene  derecho  al  abono  de  los  gastos 
hechos  para  su  conservación,  y  responde  de  su  pérdida  o  deterioro  con- 
forme a  las  disposiciones  de  este  Código. 

1868.  Si  la  prenda  produce  intereses,  compensará  el  acreedor  los  que 
perciba  con  los  que  se  le  deben;  y  si  no  se  le  deben,  o  en  cuanto  excedan 
de  los  legítimamente  debidos,  los  imputará  al  capital  (2). 

1869.  Mientras  no  llegue  el  caso  de  ser  expropiado  de  la  cosa  dada  en 
prenda,  el  deudor  sigue  siendo  dueño  de  ella. 

Esto  no  obstante,  el  acreedor  podrá  ejercitar  las  acciones  que  competan 
al  dueño  de  la  cosa  pignorada  para  reclamarla  o  defenderla  contra  tercero. 

1870.  El  acreedor  no  podrá  usar  de  la  cosa  dada  en  prenda  sin  autoriza- 
ción del  dueño;  y  si  lo  hiciere  o  abusare  de  ella  en  otro  concepto,  puede 
el  segundo  pedir  que  se  la  constituya  en  depósito. 

1871.  No  puede  el  deudor  pedir  la  restitución  de  la  prenda  contra  la 
Voluntad  del  acreedor  mientras  no  pague  la  deuda  y  sus  intereses,  con  las 
expensas  en  su  caso. 

1872.  El  acreedor  a  quien  oportunamente  no  hubiese  sido  satisfecho 
su  crédito,  podrá  proceder  por  ante  Notario  a  la  enajenación  de  la  pren- 
da (3).  Esta  enajenación  habrá  de  hacerse  precisamente  en  subasta  pública 


(2)  Tratándose  de  una  fianza  prestada  en  valores  para  garantizar  el  cumplimiento  de  un  con- 
trato con  el  Estado,  tanto  el  importe  de  aquellos  como  sus  dividendos  o  intereses  deben  ser  aplica- 
dos para  la  extinción  de  las  responsabilidades  decretadas  contra  el  contratista-  (T.  C.  12  diciembre 
do  1892). 

(3)  Es  lícito  y  válido  el  pacto  de  que,  vencido  el  plazo  de  la  deuda,  pueda  el  acreedor  proce- 
der por  ante  notario  a  la  enajenación  de  los  bienes  hipotecados  en  la  forma  que  este  artículo  dcler- 
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y  con  citación  del  dueño  y  del  dueño  de  la  prenda  en  su  caso.  Si  en  la 
primera  subasta  no  hubiese  sido  enajenada  la  prenda,  podrá  celebrarse 
una  segunda  con  iguales  formalidades;  y  si  tampoco  diere  resultado,  po- 
drá el  acreedor  hacerse  dueño  de  la  prenda.  En  este  caso  estará  obligado 
a  dar  carta  de  pago  de  la  totalidad  de  su  crédito. 

Si  la  prenda  consistiere  en  valores  cotizables,  se  venderán  en  la  forma 
prevenida  por  el  Código  de  Comercio. 

1873.  Respecto  de  los  Montes  de  Piedad  y  demás  establecimientos  pú- 
blicos, que  por  instituto  o  profesión  prestan  sobre  prendas,  se  observarán 
las  leyes  y  reglamentos  especiales  que  les  conciernan  y  subsidiariamente 
las  disposiciones  de  este  título  (*). 

De  la  hipoteca 

Art.  1874.  Sólo  podrán  ser  objeto  de  contrato  de  hipoteca:  1°  Los  bienes 
inmuebles  2°  Los  derechos  reales  enajenables  con  arreglo  a  las  leyes, 
impuestos  sobre  bienes  de  aquella  clase. 

1875.  Además  de  los  requisitos  exigidos  en  el  art.  1857,  es  indispen- 
sable, para  que  la  hipoteca  quede  válidamente  constituida,  que  el  documen- 
to en  que  se  constituya  sea  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad. 

Las  personas  a  cuyo  favor  establece  hipoteca  la  ley,  no  tienen  otro  de- 
recho que  el  de  exigir  el  otorgamiento  e  inscripción  del  documento  en  que 
'haya  de  formalizarse  la  hipoteca,  salvo  lo  que  dispone  la  ley  Hipotecaria 
en  favor  del  Estado,  las  provincias  y  los  pueblos,  por  el  importe  de  la  últi- 
ma anualidad  de  los  tributos,  así  como  de  los  aseguradores  por  el  premio 
del  seguro. 

1876.  La  hipoteca  sujeta  directa  e  inmediatamente  los  bienes  sobre 
que  se  impone,  cualquiera  que  sea  su  poseedor,  al  cumplimiento  de  la  obli- 
gación para  cuya  seguridad  fué  constituida  (5). 

1877.  La  hipoteca  se  extiende  a  las  accesiones  naturales,  a  las  mejo- 
ras, a  los  frutos  pendientes  y  rentas  no  percibidas  al  vencer  la  obligación, 
y  al  importe  de  las-  indemnizaciones  concedidas  o  debidas  al  propietario 
por  los  aseguradores  de  los  bienes  hipotecados  o  en  virtud  de  expropia- 
ción por  causa  de  utilidad  pública,  con  las  declaraciones,  ampliaciones  y 
limitaciones  establecidas  por  la  ley,  así  en  el  caso  de  permanecer  la  finca, 
en  'poder  del  que  la  hipotecó,  como  en  el  de  pasar  a  manos  de  un  tercero. 

1878.  El  crédito  hipotecado  puede  ser  enajenado  o  cedido  a  un  ter- 
cero en  todo  o  en  parte,  con  las  formalidades  exigidas  por  la  ley. 

mina  respecto  de  la  prenda  (Sent-  21  octubre  1902;  Res.  28  noviembre  1893,  12  julio  y  21  octubre  1901 
y  28  mayo  1904);  pero  no  lo  es  el  de  que  pueda  hacerse  la  venta  prescindiendo  de  los  requisitos  qu& 
este  artículo  determina  (Res.  5  diciembre  1903),  o  con  sólo  el  anuncio  de  la  subasta  en  dos  perió- 
dicos de  la  localidad  (Res.  19  febrero  1904).  Tampoco  lo  es  el  en  que  se  autoriza  al  acreedor  para 
apropiarse  de  las  prendas  como  vendidas  cuando  transcurrido  el  plazo  de  los  préstamos  no  las  hu- 
biere retraído  el  deudor,  previo  pago  de  principal  e  intereses  (Sen.  3  noviembre  1902);  pacto  que  no 
»e  halla  autorizado  por  el  Reg.  de  la  contribución  industrial  (Sent-  3  noviembre  1902). 

Si  entre  los  dueños  de  la  finca  hipotecada  hay  algún  menor,  para  que  surta  efecto  la  venta  es 
precisa  autorización  judicial  (Res.  5  diciembre  1903). 

Este  artículo  sólo  se  refiere  a  la  enajenación  por  parle  del  acreedor,  mas  no  a  la  que  se  veri- 
fique en  su  favor  por  el  deudor  (Res.  9  febrero  1901).  V.  Civ.,  1859. 

(4)      Los  reglamentos  del  Monte  de  Piedad  vigentes,  son  los  de  23  enero  1873  y  18  julio  1880. 

(51  Son  inaplicables  este  artículo  y  el  105  de  la  L.  Hip.,  si  se  declara  hecha  en  fraude  de 
acreedores  la  hipoteca  que  se  pretende  prevalezca  (Sent.  13  marzo  1902). 
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1879.  El  acreedor  podrá  reclamar  del  tercer  poseedor  de  los  bienes 
hipotecados  el  pago  de  la  parte  de  crédito  asegurada  con  los  que  el  últi- 
mo posee,  en  los  términos  y  con  las  formalidades  que  la  ley  establece. 

1880.  La  forma,  extensión  y  efectos  de  la  hipoteca,  así  como  lo  rela- 
tivo a  su  constitución,  modificación  y  extinción  y  a  lo  demás  que  no  haya 
sido  comprendido  en  este  capítulo,  queda  sometido  a  las  prescripciones 
de  la  ley  Hipotecaria,  que  continúa  vigente. 

Del  contrato  y  apertura  de  crédito  en  general —  La  apertura  de 

Crédito,  es  un  contrato  mediante  el  cual  un  Banco<  se  obliga  a  con- 
ceder a  un  cliente  un  determinado  crédito,  del  que  puede  disponer 
dentro  de  ciertos  límites  de  tiempo  y  de  conformidad  a  las  condicio- 
nes previamente  establecidas. 

Jurídicamente,  la  apertura  de  crédito,  puede  ser  contrato  std  ge- 
ncris,  aunque  resulta  la  mayoría  de  las  veces  un  contrado  prelimi- 
nar («),  en  cuanto  el  hecho  de  su  existencia  presupone  la  existencia 
de  otros  contratos  que  surgen  en  el  momento  en  que  los  clientes  re- 
tiran las  sumas  constitutivas  del  crédito,  o  cuando  los  Bancos  se 
constituyen  en  deudores  por  cuenta  de  aquellos  respecto  de  terceras 
personas.  Los  contratos  subsiguientes,  llámanse  mutuo,  anticipación, 
aceptación,  aval  por  cuenta  de  terceros,  etc.,  vienen  regulados  por  las 
disposiciones  peculiares  que  respecto  de  ellos  consignan  las  leyes 
y  los  usos  mercantiles. 

No  debe  confundirse  el  contrato  de  apertura  de  crédito,  con  el 
contrato  de  cuenta  corriente.  Basta  recordar  que  en  el  de  apertura 
de  crédito,  falta  uno  de  los  caracteres  distintivos  del  segundo,  cual 
es  la  reciprocidad  en  las  obligaciones,  puesto  que  es  únicamente  el 
Banco  quien  se  empeñla  a  entregar,  dentro  de  ciertos  límites  las  sumas 
que  pueda  necesitar  el  cliente.  El  Banco  resulta  en  todo  caso,  acree- 
dor hasta  la  extinción  del  saldo  pasivo  por  parte  del  favorecido  con 
el  crédito.  Puede  ocurrir  que  el  cliente  al  reembolsar  al  Banco, 
entregue  en  un  momento  dado  sumas  superiores  a  las  retiradas  en 
virtud  de  la  apertura  de  crédito,  pero  en  este  caso,  es  notoria  la  di- 
ferenciación que  se  establece  en  las  cuentas,  puesto  que  en  cuanto  al 
exceso,  aplicará  a  este  una  tasa  de  interés  semejante  a  las  cuentas 
corrientes  de  depósito,  limitándose  a  exigir  lo  convenido  por  razón 
de  la  apertura  de  crédito,  para  las  sumas  que  no  alcancen  a  su  co- 
bertura. 

Formas  bancarias  que  puede  revestir  la  apertura  de  crédito. — 

La  apertura  de  crédito  puede,  como  ya  hemos  dicho,  considerarse 


(6)  A.  Neymak,  La  Banquo»;  Navarrini,  «Tratlato  clcmenlare  di  Dirillo  Commerciale»,  Torino, 
1911. 
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simplemente  como  contrato  preliminar  de  otras  operaciones,  o  como 
verdadero  contrato  sai  generis. 

Las  operaciones  alas  cuales  puede  servir  como  contrato  preliminar, 
pueden  ser  de  dos  clases :  A )  Operaciones  de  crédito  simples  o  en 
descubierto,  y  B)  Operaciones  de  crédito  con  garantía. 

Entre  las  primeras  hallamos  las  que  originan  sólo  un  movimiento 
de  Caja,  y  las  que  originan  la  apertura  de  una  cuenta  corriente  deu- 
dora, llamada  apertura  de  crédito  en  cuenta  corriente.  Entre  las  se- 
gundas hallamos  las  anticipaciones  a  base  de  cuenta  corriente  ga- 
rantizada: a)  por  títulos  o  valores,  b)  por  mercancías  o  warrants, 
c)  por  maquinaria  y  utensilios,  d)  por  pólizas  de  seguros,  e)  por 
hipotecas  sobre  bienes  inmuebles,  f)  por  efectos  cambiarlos,  etc. 

Cuéntanse  igualmente  entre  las  segundas,  los  anticipos:  a)  sobre 
valores,  b)  sobre 'mercancías,  mediante  documentación  de  cargo  y  se- 
guro, c)  sobre  cuentas  corrientes  garantizadas  por  cobro  de  efec- 
tos, etc. 

De  las  aperturas  de  crédito  como  contratos  preliminares  de 
otras  operaciones.  A)  Aperturas  de  crédito  simples  o  en  descubier- 
to. — ■  Pueden,  como  hemos  dicho,  revestir  dos  formas,  a  saber :  a )  te- 
niendo por  origen  un  movimiento  de  Caja,  y  b)  por  apertura  de  una 
cuenta  corriente  de  crédito. 

a)    Operaciones  teniendo  por  origen  un  movimiento  de  Caja. 

En  el  primer  supuesto  el  Banco  entrega  de  una  vez  una  cantidad 
en  metálico  al  cliente,  bajo  ciertas  y  determinadas  condiciones  de 
reembolso  y  tasa  de  interés.  Estas  aperturas  de  crédito,  simples  o 
en  descubierto,  suelen  acordarse  generalmente  por  los  Bancos,  sola- 
mente a  fuertes  comerciantes  o  industriales,  o  bien  a  sólidas  empre- 
sas o  sociedades,  de  las  cuales  puede  asegurarse  en  todo  tiempo  la 
solvencia  y  garantía  de  reembolso  del  crédito.  Generalmente  se  con- 
ceden sólo  a  antiguos  clientes  que  han  hecho  siempre  honor  a  su 
firma  en  anteriores  operaciones  de  descuento,  reporte,  etc.,  y  suelen 
coincidir  casi  siempre  con  las  necesidades  de  temporada  o*  de  oca- 
sión cuando  son  precisos  fondos  para  la  compra  de  primeras  mate- 
rias, o  'bien  en  circunstancias  en  que  las  condiciones  de  los  mercados 
se  presentan  favorables  para  adquirir  grandes  cantidades  de  aquellas. 

Estas  aperturas  de  crédito'  son  muy  frecuentes  también  en  la  vida 
bancaria  entre  Bancos  de  un  mismo  país,  y  aún  entre  extranjeros, 
especialmente  cuando^  la  tasa  del  descuento  es  baja  en  el  país  del 
Banco  que  concede  el  crédito.  Algunas  veces  los  Bancos  al  acordar 
las  aperturas  de  crédito,  se  proponen  venir  en  ayuda  de  instituciones 
locales  dedicadas  a  fomentar  el  progreso  de  pequeñas  industrias  o 
explotaciones.  Otras  veces  vienen  en  ayuda  de  entes  morales,  como 
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Cajas  de  ahorro,  Montes  de  piedad,  Hospitales,  etc.,  los  cuales  por 
su  misión,  tienen  necesidad  más  que  de  mutuos  amortizables,  de 
aperturas  de  crédito  que  les  consienten  la  devolución  a  medida  de 
sus  disponibilidades.  Recomiéndase  en  estos  casos  una  cierta  pru- 
dencia en  tales  concesiones,  pues  la  naturaleza  filantrópica  de  estos 
institutos,  no  consiente  a  los  Bancos  la  libertad  de  acción  para  re- 
clamar el  reembolso,  ni  para  pedir  la  transformación  en  mutuo  qui- 
rografario. 

Sería  entrar  en  el  estudio  de  esta  operación,  bajo  el  punto  de  vista 
bancario,  tratar  de  concretar  las  condiciones  por  las  cuales  los  Ban- 
cos pueden  otorgar  la  concesión  de  estos  créditos.  Diremos  solamente 
que  para  evitar  las  inmovilizaciones  a  que  se  presta  la  operación, 
los  Bancos  acuerdan  la  apertura  de  crédito  a  términos  breves  rela- 
tivamente, aún  tratándose  de  casas  mercantiles  de  reconocida  sol- 
vencia. En  algunos  Bancos  extranjeros,  especialmente  americanos, 
existen  secciones  encargadas  exclusivamente  de  seguir  y  estudiar 
la  marcha  económica  de  cada  cliente  que  goza  de  crédito  al  descu- 
bierto. Algunos  Bancos  alemanes  y  algunos  italianos  exigen  a  los 
clientes  que  solicitan  la  apertura  de  crédito,  la  presentación  del 
balance  del  último  ejercicio.  Aún  concediendo  el  crédito,  se  reser- 
van el  examen  de  la  contabilidad,  de  los  libros  copiadores,  etc., 
al  objeto  de  cerciorarse  de  que  el  crédito  ha  merecido  un  buen 
destino. 

Las  aperturas  de  crédito  al  descubierto  consiguen  una  garantía 
mediante  la  entrega  por  parte  del  prestatario  al  Banco  que  acuerda 
aquélla,  de  una  o  varias  letras  de  cambio,  a  la  orden  del  Banco  mis- 
mo, las  cuales  le  servirán  a  éste  de  garantía  y  serán  título  ejecutivo 
en  cualquier  momento  que  pretenda  recobrar  su  crédito,  o  en  el 
momento  en  que  dejen  de  cumplirse  las  condiciones  del  contrato. 
Bastará,  por  consiguiente,  producir  en  juicioi  la  cambial  o  cambia- 
les y  no  será  preciso  apoyarse  para  conseguir  el  reembolso,  presen- 
tar el  contrato  de  apertura  de  crédito.  Las  letras  de  cambio  pueden 
conservarse  por  parte  del  Banco  por  un  período  que  no  exceda  al 
de  prescripción  sin  necesidad  de  ser  renovadas. 

b)  Operaciones  de  crédito  por  apertura  de  una  cuenta  corriente 
de  crédito  deudora. 

Al  tratar  de  las  diferencias  existentes  entre  el  contrato  de  cuen- 
ta corriente  y  la  apertura  de  crédito  en  cuenta  corriente,  señalamos 
que  la  característica  de  esta  operación  era  la  ausencia  en  ella  de 
la  concesión  recíproca  de  crédito  entre  los  dos  cuentadantes,  ya  que 
sobre  el  crédito  abierto,  existía  sólo  el  derecho  de  disponibilidad 
por  parte  del  acreditado,  para  exigir  la  sucesiva  entrega  de  partidas 
constitutivas  del  total  crédito,  mientras  necesitaba  de  ellas  y  no 
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hubiera  vencido  el  plazo  por  el  cual  se  hubiese  otorgado  el  crédito 
por  medio  de  una  cuenta  corriente. 

Cláusulas  destinadas  a  evitar  la  inmovilización.  —  Los  Bancos, 
frente  a  la  operación  de  apertura  de  crédito  en  cuenta  corriente, 
no  miran  tanto  a  la  posibilidad  del  reembolso  de  su  crédito  total, 
(que  puede  estar  sobradamente  garantido),  como  al  hecho  del  movi- 
miento necesario  de  la  cuenta,  por  retiro  de  cantidades  y  reembolso 
de  otras.  Los  Bancos  que  se  preocupan  de  conservar  la  operación 
de  apertura  de  crédito,  como  principal  característica  suya,  imponen 
al  cliente  una  cláusula  contractual,  que  les  concede  la  facultad  de 
pedir  el  saldo  de  la  cuenta,  si  ésta  en  un  bimestre  o  trimestre,  no  ha 
recibido  el  movimiento  necesario,  cláusula  que  constituye  un  distin- 
tivo de  esta  operación  en  frente  de  la  cuenta  corriente  en  cuanto 
ésta  se  caracteriza  por  la  facultatividad  de  las  entregas. 

Requisitos  que  figuran  en  los  contratos  de  apertura  de  crédito 
y  tasa  del  interés.  —  En  los  contratos  de  apertura  de  crédito,  los 
grandes  Bancos  fijan  los  siguientes:  iQ  El  importe  del  préstamo. 
22  El  periodo  o  períodos  del  año  en  los  cuales  puede  ser  utilizado. 
32  La  duración  máxima  de  los  saldos  en  descubierto.  4Q  El  plazo 
de  preaviso  entre  el  anuncio  de  cesación  del  contrato  y  el  reembolso 
del  saldo  a  débito  del  cliente.  4Q  La  tasa  del  interés. 

La  tasa  del  interés  sobre  la  apertura  de  crédito  en  cuenta  corrien- 
te, aún  en  el  caso  de  estar  garantizada,  es  generalmente  más  elevada 
que  la  que  se  aplica  al  descuento'  de  buen  papel  comercial.  Muy 
pocas  veces  queda  establecido  invariablemente  para  toda  la  duración 
del  ¡contrato,  y  casi  siempre  sufre  las  oscilaciones  de  la  tasa  oficial 
del  descuento,  manteniéndose  por  encima  de  este  en  un  V2,  un  1 
y  hasta  un  2  0/0  más  alto.  Algunas  veces  se  prevén  en  el  contrato 
los  límites  máximo  y  mínimo  de  las  oscilaciones,  pactando  p.  ej.  que 
el  interés  no  podrá  exceder  del  6  %,  ni  ser  menor  del  4  0/0.  General- 
mente se  regula  el  interés  como  dejamos  dicho  excepción  de  los  casos 
de  apertura  de  crédito  temporal  o  de  temporada  para  las  grandes  in« 
dustrias  en  que  se  aplican  tasas  más  crecidas. 

B)  Aperturas  de  crédito  con  garantía.  —  Las  aperturas  de  cré- 
dito con  garantía,  pasan  ya  a  la  categoría  de  operaciones  de  crédito 
real,  en  oposición  a  las  de  crédito  simple  o;  en  descubierto,  que  se 
caracterizan  por  presidir  en  ellas  siempre  las  cualidades  personales 
del  cliente,  la  naturaleza  de  su  patrimonio,  industria,  etc. 

Estas  concesiones  se  acuerdan  en  forma  de  cuentas  corrientes 
disponibles. 

La  garantía  puede  consistir  en  títulos  del  Estado,  acciones  u 
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obligaciones  de  Empresas  de  ferrocarriles,  canales,  puertos,  insta- 
laciones eléctricas,  minas  en  explotación,  mercancías,  maquinarias, 
pólizas  de  seguros  mixtos  o  de  capital  diferido,  hipotecas  urbanas  y 
sobre  fincas  rústicas,  efectos  cambiados,  etc. 

El  prudente  criterio  del  Banco,  es  el  único  que  puede  apreciar 
la  bondad  y  suficiencia  de  la  garantía.  Generalmente,  suelen  recha- 
zarse las  garantías  que  son  susceptibles  de  fuertes  oscilaciones  bur- 
sátiles, así  como  en  aperturas  de  crédito  a  un  plazo  no  breve,  las 
mercancías  y  primeras  materias  que  pueden  sufrir  posibles  deprecia- 
ciones derivadas  de  su  misma  contextura. 

Las  aperturas  de  crédito  oon  garantía  hipotecaria,  no  suelen  acep- 
tarlas los  Bancos  más  que  muy  raramente.  En  primer  lugar  por  la 
inmovilización  en  que  se  convierte  la  operación  de  crédito,  y  en 
segundo  lugar  por  lo  onerosa  que  resulta  al  cliente,  dando  por  re- 
sultado que  no  pueda  responder  con  facilidad  a  la  demanda  de  retor- 
no de  capital  que  pueda  dirigirle  el  Banco.  Si  la  apertura  de  crédito 
se  dedica  al  mejoramiento  de  un  edificio  o  propiedad,  y  queda  ga- 
rantizada con  hipoteca,  el  contrato  se  convierte  en  un  mútuo  di- 
simulado, con  la  circunstancia  de  que  en  esta  forma  se  evita  una 
gradual  amortización.  Para  prevenir  esto,  los  Bancos  que  se  dedi- 
can a  semejantes  operaciones,  imponen  como  precepto  general,  a 
los  correntistas  hipotecarios  la  reducción  anual  de  una  cantidad 
aliquota  por  concepto  de  amortización  del  crédito  concedido.  De 
suerte  que  los  banqueros  suelen  sólo  aceptar  la  garantía  hipotecaria 
como  garantía  complementaria  o  como  cobertura  de  pérdidas  de- 
rivadas de  otras  operaciones  al  descubierto,  teniendo  en  este  caso 
cuidado  de  dar  la  preferencia  a  la  forma  de  mutuo  amortizable., 

Si  la  garantía  viene  representada  por  pólizas  de  seguros,  es  pru- 
dente aceptar  solamente  las  de  seguro  del  capital  diferido  o  de  se- 
guro mixto,  siendo  preferible  que  se  trate  de  pólizas  respecto  de  las 
cuales  la  compañía  aseguradora  consienta  el  rescate  o  la  cesión, 
esto  al  fin  de  evitar  que  la  apertura  no  se  transforme  en  inmovili- 
zación. 

Entre  las  garantías  que  pueden  ofrecerse  en  las  operaciones  de 
apertura  de  crédito,  hemos  comprendido  los  efectos  cambiarlos  o 
de  comercio,  si  bien  se  trata  siempre  de  crédito  personal,  ya  lleven 
la  firma  del  deudor  -únicamente,  ya  lleven  el  aval  o  el  endoso  de  ter- 
cera persona.  Generalmente  estas  cambiales  de  garantía  se  entregan 
al  Banco  extendidas  oon  la  sola  firma  del  deudor  aceptante  y  en 
blanco,  cantidades  y  fechas,  al  objeto  de  que  aquel  pueda  rápida- 
mente reembolsarse  de  su  crédito,  cuando  el  deudor  no  corresponde 
a  la  reclamación  del  efectivo  del  crédito,  o  no  se  observan  las  con- 
diciones del  contrato. 
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Estas  aceptaciones  directas  a  favor  del  expedidor  son  usadas  fre- 
cuentemente en  Alemania  y  se  conocen  con  el  nombre  de  Rembours- 
geschafte. 

Otras  aceptaciones  por  cuenta  de  terceros.  —  Pueden  existir  ban- 
cariamente  aceptaciones  por  cuenta  de  terceras  personas,  que  no 
dependan  de  operaciones  mercantiles.  Tales  son  por  ejemplo,  las 
aceptaciones  de  letras  por  parte  de  Bancos,  a  favor  de  personas  que 
siendo  tenedoras  de  títulos  de  los  cuales  no  quieren  desprenderse,  los 
consignan  en  garantía  al  Banco  aceptante,  consiguiendo  aquel  los 
fondos  necesarios  mediante  el  descuento  de  las  cambiales  acepta- 
das por  el  Banco. 

Los  Bancos  mismos,  entre  ellos,  recurren  frecuentemente  a  esta 
forma  de  apertura  de  crédito.  Son  importantísimas  las  operaciones 
que  se  llevan  a  cabo  en  base  a  cambiales  aceptadas  por  los  grandes 
Bancos  de  París  y  de  Londres,  por  cuenta  de  Bancos  \americanos. 
Estos  garantizan  estas  aceptaciones  con  títulos  que  para  ahorrar 
gastos  de  transporte  y  seguro,  quedan  depositados  cerca  de  los  co- 
rresponsales de  los  Bancos  de  París  o  de  Londres,  en  América.  Tam- 
bién los  Bancos  alemanes  usan  estas  fórmulas,  librando  a  tres  meses 
sobre  los  grandes  Bancos  de  París  y  Londres  y  vinculando  en  garan- 
tía sus  depósitos  existentes  en  poder  de  los  librados. 


CAPITULO  XII 


De  las  operaciones  a  base  de  crédito 

(Continuación) 

2°  De  los  contratos  especiales  con  base  de  crédito  bancario.  —  a)  Anticipos  sobre  valores.  —  Forma» 
que  puede  asumir  el  anticipo  sobro  títulos. — b)  Anticipos  sobre  mercancías.  —  Almacenes  gene- 
rales de  Depósito.  —  Legislación  sobre  ellos.  —  Regulación  de  las  operaciones  a  base  de  pignora- 
ción de  mercancías.  —  Forma  que  deben  revestir  los  documentos  acreditativos  de  los  depósitos. — 
Endoso  de  los  resguardos  de  depósito  y  de  los  warrants.  —  Vencimiento  de  la  obligación  garantiza- 
da con  warrant.  —  Derecbos  del  poseedor  del  warrant  por  endoso.  —  Entrega  de  las  mercancías 
al  poseedor  del  resguardo  de  depósito.  —  Otros  derecbos  del  propietario  de  resguardo  de  depósit» 
o  del  warranl- 

c)  Anticipos  sobre  flotes. 

d)  Préstamos  a  la  gruesa. 

Legislación  del  Impuesto  de  Derechos  reales  sobre  préstamos  y  aperturas  de  crédito. 
Legislación  del  Timbre  en  las  pólizas  de  crédito  con  garantía  de  valores  cotizables. 

De  los  contratos  especiales  con  base  de  crédito  bancario.  A)  An- 
ticipos sobre  valores.  —  El  anticipo  contra  garantía  o  empeño  de 
valores,  consiste  en  un  préstamo  de  dinero,  con  interés,  concedido 
por  la  Banca  a  la  clientela,  contra  garantía  o  contra  empeño  de 
determinados  valores. 

Aún  cuando  aparentemente  ofrezca  este  contrato  una  aparente 
afinidad  con  la  operación  de  report  o  dobla,  de  hecho  existe  entre 
ambas  operaciones  notables  diferencias  de  contenido  y  de  forma. 

El  report  activo,  transfiere  la  propiedad  de  los  títulos  del  reporta- 
do al  reportante  y  tiene  muchas  veces  por  objeto  prorrogar  las  posi- 
ciones de  especulación,  en  tanto  que  los  títulos  de  una  anticipación,, 
permanecen  de  propiedad  del  prestatario,  el  cual  ordinariamente  habrá 
pedido  el  anticipo  para  hacer  frente  a  un  momento  de  necesidad  de 
dinero  y  no  para  cubrir  el  precio  de  la  compra  de  títulos. 

Dada  la  diversa  naturaleza  jurídica  que  existe  entre  el  anticipo 
sobre  títulos  y  el  reporte,  nada  impide  que  en  el  anticipo,  la  dife- 
rencia entre  el  valor  de  los  títulos  y  la  suma  mutuada  sea  considera- 
ble, p.  ej.  que  se  efectué  el  anticipo  de  mil,  contra  títulos  que  valgan 
diez  mil.  Mientras  que  una  fuerte  diferencia  entre  el  precio  de  los 
títulos  y  la  suma  dada  pueda  cambiar  la  naturaleza  jurídica  del  con- 
trato de  reporte,  convirtiéndola  para  los  efectos  fiscales  en  un  con- 
trato de  anticipo. 

La  operación  de  anticipo  contra  depósito  de  valores,  se  redacta 
mediante  una  póliza  en  doble  ejemplar  que  contiene  la  descripción 
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precisa  de  los  títulos  y  hace  mención  de  las  cláusulas  contractuales, 
con  las  cuales  el  Banco  ha  entendido  garantizar  la  operación. 

El  Banco  acreedor  tiene  por  consiguiente:  12  un  derecho  de  re- 
tención sobre  los  títulos  depositados  en  garantía  hasta  el  momento 
del  reembolso  de  su  crédito  ;  2Q  un  derecho1  de  hacer  vender  por  me- 
dio de  un  agente  de  cambio  o  corredor,  los  títulos  pignorados,  en  caso 
de  falta  de  pago  del  capital  e  intereses;  32  un  derecho  de  privilegio 
sobre  las  cantidades  obtenidas  por  las  ventas  hasta  la  concurrencia 
de  su  crédito. 

La  pignoración  de  cambiales  y  títulos  a  la  orden,  puede  consti- 
tuirse mediante  endoso  con  la  cláusula  «valor  en  garantía»,  o  bien  otra 
equivalente.  La  pignoración  de  acciones,  obligaciones  y  otros  títu- 
los nominativos  de  Sociedades  comerciales  o  civiles,  puede  cons- 
tituirse mediante  anotación  o  transferencia  en  los  libros  de  la  socie- 
dad con  la  nota  «por  causa  de  garantía». 

Para  los  títulos  al  portador  no  se  requiere  otra  formalidad  que  la 
que  resulta  de  la  descripción  de  la  especie  y  naturaleza  de  los  títulos 
en  la  póliza. 

Formas  que  puede  asumir  el  anticipo  sobre  titulos.  —  El  antici- 
po sobre  títulos  asume  generalmente  una  de  estas  dos  formas :  prés- 
tamo a  vencimiento  fijo  con  retiro  de  toda  la  suma  en  el  momento 
de  la  conclusión  del  contrato  (prets  sur  nantissement),  o  bien  subven- 
ción mediante  cuenta  corriente,  con  facultad  de  retirar  en  más  veces, 
exigir  parciales  entregas,  etc.,  anotando  cada  una  de  las  operacio- 
nes en  un  cuaderno  o  bien  en  el  dorso  de  la  misma  póliza.  Con  esta 
segunda  forma,  si  dentro  de  la  vigencia  del  contrato1  el  cliente  reem- 
bolsa la  suma  prestada,  puede  antes  de  su  vencimiento  repetir  la  de 
demanda  de  entrega  de  la  suma  pactada  hasta  el  límite  estipulado. 

Es  de  advertir  que  esta  operación  no  tiene  de  común  con  la  cuen- 
ta corriente  más  que  la  forma  de  contabilidad  exterior,  puesto  que 
en  este  contrato  la  entrega  de  cantidades  se  hace  a  título  de  prés- 
tamo al  cliente,  mientras  que  en  el  verdadero  contrato  de  cuenta 
corriente  se  hace  con  la  intención  de  transmitir  la  propiedad., 

El  reembolso  puede  hacerse  directamente,  sea  por  entrega  de 
cheque,  efectos,  cupones,  venta  de  títulos,  etc.  Estas  cuentas  son; 
saldadas  generalmente  cada  tres  o  cuatro  meses  en  cuanto  a  capital 
y  a  intereses,  siendo  además  costumbre  bancaria  el  que  los  Bancos 
perciban  una  comisión. 

La  apertura  de  crédito  con  garantía  de  valores,  no  está  regulada 
en  nuestras  leyes  mercantiles.  En  Cuanto  a  los  anticipos  con  garantía 
de  valores,  deben  serles  aplicados  los  preceptos  que  regulan  los  prés- 
tamos con  garantía  de  valores  y  efectos  públicos,  contenidos  en  los 

i8 
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artículos  320  y  siguientes  del  Código  de  Comercio.  Mientras  la  aper- 
tura no  es  utilizada  no  es  más  que  una  promesa  de  préstamo  que  n  > 
se  convierte  en  perfecta  hasta  que  se  usa  del  crédito.  Si  se  utiliza,  se 
convierte  la  promesa  en  un  contrato  de  préstamo  regulado  de  confor- 
midad a  los  preceptos  indicados,  y  si  no,  queda  anulada  la  opera- 
ción que  dió  lugar  a  la  promesa. 

B)  Anticipos  sobre  mercancías.  —  Los  Bancos  mediante  los  anti- 
cipos sobre  mercancías  que  es  una  modalidad  de  la  a_pertura  de  cré- 
dito, se  proponen  directamente  ayudar  al  comercio  y  a  la  industria, 
subvencionando  ya  al  productor,  ya  al  comerciante  comprador,  al 
primero  proporcionándole  medios  para  continuar  en  su  trabajo  de 
producción  garantizándose  con  los  productos  aún  no  vendidos,  y 
procurando  al  segundo  medios  para  el  pago  del  precio  de  compra, 
en  espera  de  que  las  mercancías  compradas  sean  revendidas. 

No  es  dable  a  todos  los  Bancos  dedicarse  a  estas  operaciones  de 
suyo  peligrosas,  especialmente  en  épocas  de  grandes  oscilaciones. 
Los  grandes  Bancos  dedicados  a  estas  operaciones,  instituyen  entre 
ellos  varios  centros  informativos  que.  observan  continuamente  las 
oscilaciones  del  mercado  en  relación  a  las  mercancías  ofrecidas  en 
garantía,  haciendo  así  posible  una  regulación  metódica  de  los  anticipos 
e  indicando  con  anticipación  el  momento  de  pedir  a  los  beneficiarios 
un  suplemento  de  garantía,  cuando  las  condiciones  del  mercado  de- 
muestran declaradamente  la  tendencia  a  una  fuerte  baja. 

Formas  que  pueden  revestir  los  anticipos  sobre  mercancías. — 

Hemos  visto  que  una  de  las  formas,  era  el  anticipo  al  comprador  o 
al  expedidor  sobre  documentos  de  mercancías  en  viaje.  Cuando  este  an- 
ticipo se  concede  al  expedidor  los  Bancos  suelen  consignar  en  el  con- 
trato alguna  o  algunas  de  las  reservas  siguientes:  Ia  facultad  de 
hacer  asegurar  la  mercancía;  2a  de  vender  parte  de  la  mercancía  re- 
presentada por  los  documentos,  para  reembolsarse  del  eventual  pago 
del  flete,  y  otros  gastos ;  3a  de  hacer  aceptar  la  letra  que  ha  de  librar 
el  expedidor  contra  el  comprador,  con  la  condición  de  «documentos 
contra  pago»;  4a  de  hacer  vender  la  mercancía  y  reembolsarse  del 
crédito,  en  caso  de  negarse  a  la  aceptación  o  al  pago  de  la  letra,  o 
en  caso  de  quiebra  del  expedidor,  o  cuando  haya  transcurrido  el  tiem- 
po de  duración  del  anticipo ;  5a  de  pedir  el  expedidor  la  entrega  de  la 
diferencia,  si  lo  cobrado  por  venta  de  la  mercancía,  deducidos  los 
gastos,  no  alcanza  para  el  reembolso  total  del  crédito. 

Otra  forma  es  la  entrega  de  las  mercancías  en  prenda  en  garantía 
de  cambiales  descontadas  o  de  apertura  de  cuenta  corriente,  en  cuyo 
caso  el  contrato  principal  es  el  descuento  cambiario  o  la  apertura  de 
crédito. 
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Una  tercera  forma  es  la  que  resulta  de  la  anticipación  sobre  mer- 
cancías, garantizada  por  prenda,  pactada  mediante  contrato  aproh 
pósito  o  por  cambio  de  correspondencia.  En  el  primer  caso  se  en- 
trega al  cliente  una  póliza  llamada  «anticipo  o  subvención  sobre  mer- 
cancías», en  la  cual  vienen  indicadas  todas  las  cláusulas  que  deben 
regular  el  contrato,  k>  mismo  en  relación  con  la  suma  que  el  Banco 
se  obliga  a  entregar  como  en  relación  con  la  garantía  de  la  prenda. 

Almacenes  generales  de  Depósito.  Legislación  por  que  se  rigen. 

■ —  Las  mercancías  dadas  en  garantía  pueden  ser  puestas  a  disposi- 
ción del  Banco  acreedor  y  depositadas  en  locales  o  almacenes  priva- 
dos, pero  ordinariamente  suelen  depositarse  de  común  acuerdo1,  en 
los  llamados  «Almacenes  generales  de  Depósito»,  que  administran 
Compañías  particulares  o  entidades  públicas. 

La  legislación  por  la  cual  se  rigen  estas  instituciones  se  contiene 
en  las  leyes  de  9  de  julio-  de  1862,  19  de  octubre  de  1869  y  30  di- 
ciembre de  1878,  y  en  los  artículos  193  a  198  del  Código^  de  Comer- 
cio vigente. 

(Ley  de  9  de  julio  de  1862) 

Artículo  1°  Los  resguardos  nominativos  que  las  Compañías  de  Almace- 
nes generales  de  depósitos  legalmente  constituidas  expidan  a  la  orden  por 
los  frutos  y  mercaderías  que  admitan  en  depósito  o  custodia  serán  nego- 
ciables ;  podrán  transferirse  por  endoso  puesto  a  continuación  de  los-  mis- 
mos y  tendrán  en  juicio  la  fuerza  que  dan  a  los  conocimientos  a  la  orden 
los  artículos  802  y  807  del  Código  de  Comercio.  La  fórmula  del  endoso 
se  arreglará  a  las  prescripciones  del  artículo  467  del  mismo  Código. 

Art.  2^  El  poseedor  de  un  resguardo  nominativo,  recibido  de  un  depó- 
sito o  a  virtud  de  endoso,  tendrá  pleno  dominio  y  propiedad  sobre  los 
efectos  que  aquél  represente  y  especialmente  determine,  sin  que  le  alcan- 
ce responsabilidad  alguna  por  las  reclamaciones  de  créditos  o  derechos 
que  se  entablen  contra  el  depositante  o  los  endosantes  anteriores,  a  menos 
que  la  reclamación  se  haga  dentro  de  los  seis  días  siguientes  a  la  consti- 
tución del  depósito.  Fuera  de  este  caso,  el  embargo  o  retención  de  un  res- 
guardo o  de  los  efectos  por  él  representados,  sólo  podrá  proveerse  en  los 
de  pérdida  o  robo  de  dicho  documento. 

Art.  Be  Cuando  se  haya  entregado  en  garantía  de  un  crédito  un  res- 
guardo, y  el  plazo  estipulado  para  el  pago  esté  vencido,  el  acreedor  podrá 
disponer  que  se  enajenen  en  la  cantidad  necesaria  los  efectos  que  repre- 
sente. La  venta  se  efectuará  en  el  depósito  sin  intervención  judicial,  y  el 
crédito  garantido-  por  el  resguardo  será  cubierto  y  satisfecho  con  prefe- 
rencia a  todo  otro  acreedor,  previa  deducción  de  los  gastos  de  transporte, 
almacenaje,  conservación  y  demás  que  hubiese  devengado.  Estas  ventas 
deberán  hacerse  en  subasta  pública,  con  intervención  de  Corredor  autori- 
zado por  el  Gobierno  de  Su  Majestad  y  anunciándose  previamente. 
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Art.  4a  Las  Compañías  de  Almacenes  generales  de  depósito  son  respon- 
sables de  la  identidad  y  conservación  de  los  efectos  depositados  a  la  ley- 
de  depositarios  retribuidos. 

(Ley  de  19  de  octubre  de  1869) 

Art.  7q  Las  Compañías  de  Almacenes  generales  de  depósitos  podrán 
emitir  resguardos  al  portador  o  nominativos,  según  previene  la  ley  de  9 
de  Julio  de  1862. 

(Ley  de  50  de  diciembre  de  1878) 

Artículo  único.  Transcurrido  el  plazo  de  diez  días  desde  la  constitu- 
ción de  un  depósito  de  frutos  y  mercaderías  en  los  Almacenes  gene- 
rales de  depósito  legalmente  constituidos,  y  expedidos  los  resguardos  de 
de  propiedad  y  garantía,  que  como  documentos  de  Comercio  negociables  au- 
toriza la  ley  de  9  de  Julio  de  1862,  los  Jueces  y  Tribunales  no  podrán  ad- 
mitir, cursar  ni  decretar  a  instancia  de  tercero  reclamación  alguna  de  em- 
bargo o  retención  de  dichos  efectos,  o  de  sus  resguardos,  a  no  ser  por 
alguna  de  las  dos  causas  que  determina  el  artículo  2®  de  dicha  ley. 

Esta  disposición  no  afecta  a  las  acciones  de  la  Hacienda  con  respecto 
a  los  derechos  de  Aduanas  devengados  por  las  mercaderías  a  su  impor- 
tación. 

(Código  de  Comercio) 

Corresponderán  principalmente  a  la  índole  de  estas  compañías  las  ope- 
raciones siguientes :  1»  El  depósito,  conservación  y  custodia  de  los  fru- 
tos y  mercaderías  que  se  les  encomienden.  2a  La  emisión  de  sus  resguardos 
nominativos  o  al  portador. 

Los  resguardos  que  las  compañías  de  almacenes  generales  de  depó- 
sito expidan  por  los  frutos  y  mercaderías  que  admitan  para  su  custodia, 
serán  negociables ;  se  transferirán  por  endoso,  cesión  u  otro  cualquier  tí- 
tulo traslativo  de  dominio,  según  que  sean  nominativos  o  al  portador,  y 
tendrán  la  fuerza  y  valor  del  conocimiento  mercantil. 

Estos  resguardos  expresarán  necesariamente  la  especie  de  mercaderías, 
con  el  número  o  la  cantidad  que  cada  uno  represente. 

El  poseedor  de  los  resguardos  tendrá  pleno  dominio  sobre  los  efectos 
depositados  en  los  almacenes  de  la  compañía,  y  estará  exento  de  responsa- 
bilidad por  las  reclamaciones  que  se  dirijan  contra  el  depositante,  los 
endosantes  o  poseedores  anteriores,  salvo  si  procedieren  del  transporte, 
almacenaje  y  conservación  de  las  mercancías. 

El  acreedor  que  teniendo  legítimamente  en  prenda  un  resguardo,  no 
fuere  pagado  el  día  del  vencimiento  de  su  crédito,  podrá  requerir  a  la  com- 
pañía para  que  enajene  los  efectos  depositados,  en  cantidad  bastante  para 
el  pago,  y  tendrá  preferencia  sobre  los  demás  débitos  del  depositante, 
excepto  los  expresados  en  el  artículo  anterior,  que  gozarán  de  prelación. 

Las  ventas  a  que  se  refiere  el  artículo  anterior  se  harán  en  el  depósito 
de  la  compañía,  sin  necesidad  de  decreto  judicial,  en  subasta  pública  anun- 
ciada previamente,  y  con  intervención  de  Corredor  colegiado,  donde  lo 
hubiere,  y  en  su  defecto,  de  Notario. 
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Las  compañías  de  almacenes  generales  de  depósito  serán  en  todo  caso 
responsables  de  la  identidad  y  conservación  de  los  efectos  depositados,  a 
ley  de  depósito  retribuido.  (Artículos  193  a  198  del  Código  de  Comercio). 

Regulación  de  las  operaciones  de  crédito  a  base  de  pignoración 
de  mercancías.  Resguardos  o  warrants.  Efectos  jurídicos  de  estos 
documentos.  —  No  hallamos  en  nuestra  legislación,  fuera  de  los  prin- 
cipios generales  contenidos  en  la  transcrita  legislación,  ninguna  dis- 
posición legal  reguladora  de  los  detalles  que  se  ofrecen  en  la  práctica 
en  tales  operaciones.  Modernamente  el  Real  Decreto!  de  22  de  sep- 
tiembre de  191 7,  desarrollando  la  autorización  concedida  por  el  ar- 
tículo 10  de  la  ley  de  2  de  marzo  de  191 7,  para  establecer  el  crédito 
mobiliario  agrícola,  mediante  la  incorporación  a  nuestro  derecho  del 
contrato  de  prenda  sin  desplazamiento  y  la  creación  del  warrant  o>  res- 
guardo susceptible  de  gravamen  y  endoso,  ha  dado'  la  pauta  para  las 
normas  que  han  de  seguirse  en  la  emisión  de  tales  documentos  y 
señalado  sus  efectos  jurídicos.  No  obstante  hallamos  en  el  Reglamen- 
to y  régimen  del  servicio  de  los  Almacenes  Generales  de  Comercio  de 
Barcelona,  de  12  de  julio  de  191  o  (aprobado'  gubernativamente),  las 
reglas  de  funcionamiento  de  estas  operaciones,  en  relación  a  mercan- 
cías, reglas  que  por  su  interés  vamos  a  transcribir. 

Reglamento  aprobado  de  los  Almacenes  Generales  Crédito  y  Docks  de  Barcelona 
De  los  resguardos  o  warrants 

Art.  30.  Con  sujeción  a  la  legislación  vigente,  la  Sociedad  arrendata- 
ria podrá  emitir,  a  solicitud  de  los  depositantes,  resguardos  o  warrants 
representativos  de  las  mercancías  por  ellos  depositadas,  las  cuales,  serán 
para  éste  efecto  valoradas  por  Corredor  Real  de  Comercio. 

Estos  resguardos  serán  al  portador  y  no  se  emitirán  sino  después  de 
haber  transcurrido  diez  días  completos  desde  la  constitución  del  depósito. 

Art.  31.  La  Sociedad  entregará  al  depositante  un  documento  talonario 
dividido  en  dos  partes  denominadas  Resguardo  de  propiedad  y  Resguardo 
de  garantía,  que  podrá  aquél  traspasar  junto  o  separadamente.  Siempre 
que  el  portador  de  un  resguardo  lo  solicite,  se  le  admitirá  este  documento 
en  depósito  en  custodia,  librándosele  de  él  un  recibo  nominativo. 

Art.  32.  Las  mercancías  representadas  por  los  resguardos  responden 
con  preferencia  de  las  obligaciones  siguientes,  por  el  orden  en  que  se 
consignan . 

le  De  los  impuestos  generales,  provinciales  y  municipales  a  que  es- 
tén sujetas; 

2ft  De  la  prima  de  seguro  y  de  los  gastos  y  derechos  debidos  a  la  So- 
ciedad depositaría  con  arreglo  a  las  tarifas  generales  o  especiales ;  y 

3e  Del  crédito  registrado  que  resulte  a  favor  del  Resguardo  de  ga- 
rantía. 

Art.  33.    La  mera  entrega  del  documento  talonario  íntegro,  o  sea  del 
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resguardo  de  propiedad  juntamente  con  el  de  garantía,  transfiere  al  porta- 
dor el  pleno  dominio  de  las  mercancías  en  él  especificadas,  sin  que  le  al- 
cance responsabilidad  alguna  por  las  reclamaciones  de  créditos  o  derechos 
que  se  entablen  contra  el  depositante  o  los  portadores  subsiguientes  a 
éste,  con  posterioridad  a  los  diez  días  siguientes  a  la  fecha  del  depósito  de 
las  mercancías,  a  menos  que  se  proveyese  judicialmente  contra  la  legitimi- 
dad de  la  posesión  de  dichos  resguardos,  con  arreglo  a  la  legislación  apli- 
cable al  caso. 

Art.  34.  El  tenedor  del  documento  íntegro  podrá  constituir  en  prenda 
de  préstamo  las  mercancías  en  él  consignadas,  conservando  el  Resguardo 
de  propiedad  y  entregando  en  prenda  al  prestador  el  Resguardo  de  garan- 
tía, mediante  la  inscripción  de  los  requisitos  siguientes  en  cada  una  de  las 
dos  mitades  que  lo  constituyen  y  en  el  registro  especial  a  ello  destinado : 

lo    Cantidad  líquida  de  que  responde  la  mercancía;  y 

2&    Fecha  del  vencimiento  del  préstamo. 

La  constitución  de  éste  no  producirá  efecto  alguno  legal  si  no  se  llenan 
estos  requisitos. 

Art.  35.  Los  tenedores  de  resguardos  de  propiedad  o  de  garantía, 
procedan  junta  o  separadamente,  "podrán  examinar  por  sí  o  por  personas 
debidamente  autorizadas,  las  mercancías  depositadas,  sujetándose  a  las 
disposiciones  vigentes  y  al  presente  Reglamento. 

Art.  36.  La  Sociedad  arrendataria  « Crédito  y  Docks  de  Barcelona », 
no  responde  sino  de  la  identidad  y  custodia  de  las  mercancías  con  arreglo 
a  los  particulares  comprobados,  que  se  consignarán  en  los  resguardos. 

Art.  37.  El  tenedor  del  Resguardo  talonario  íntegro,  o  sea  de  los  res- 
guardos de  propiedad  y  de  garantía,  tiene  el  derecho  de  disponer  libremen- 
te de  la  mercancía  depositada,  mediante  la  devolución  de  dichos  documen- 
tos y  el  pago  de  los  impuestos,  seguros,  gastos,  derechos  y  demás  devenga- 
dos durante  el  depósito. 

Art.  38.  Si  el  poseedor  del  Resguardo  de  garantía  dado  en  prenda  de 
un  préstamo  con  arreglo  al  art.  34,  no  fuese  reintegrado  de  su  crédito  en 
la  fecha  del  vencimiento,  podrá  desde  el  día  siguiente  exigir  que  la  Socie- 
dad proceda  a  vender  en  pública  subasta,  sin  intervención  judicial  y  por 
medio  de  Corredor  Real  de  Comercio,  la  parte  de  mercancías  que  fuese  ne- 
cesaria para  cubrir  el  importe  de  su  crédito,  sin  perjuicio  de  las  demás  res- 
ponsabilidades fijadas  en  el  art.  32. 

Art.  39.  El  poseedor  de  un  Resguardo  de  propiedad  tiene  los  dere- 
chos siguientes : 

1°  Liberar  las  mercancías  constituidas  en  prenda  por  la  entrega  del 
Resguardo  de  garantía  y  disponer  libremente  de  ellas  mediante  consignar 
en  poder  de  la  Sociedad,  hasta  la  fecha  del  vencimiento  del  préstamo,  el 
importe  de  éste  y  de  las  demás  responsabilidades  detalladas  en  el  artí- 
culo 32;  y 

2»  Percibir  el  saldo  de  las  mercancías  si  éstas  se  vendiesen  por  los  mo- 
tivos previstos  en  los  arts.  38  y  40. 

Art.  40.  La  Sociedad  procederá  a  la  venta  de  las  mercancías  en  subasta 
pública  si  así  lo  solicitare  el  tenedor  del  Resguardo  de  propiedad,  con  tal 
que  el  precio  cubra  las  responsabilidades  detalladas  en  el  art.  32,  retenién~ 
dose  el  importe  de  éstas. 
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Art.  41.  La  Sociedad  podrá  vender  en  subasta  pública,  con  interven- 
ción de  Corredor  Real  de  Comercio,  la  parte  de  mercancías  que  estime  ne- 
cesaria para  el  pago  de  gastos,  seguros  y  derechos  a  que  estén  aquéllas 
sujetas,  a  los  tres  meses  de  haberse  devengado,  sin  necesidad  de  otro  re- 
quisito que  el  simple  anuncio,  que  se  publicará  con  ocho  días  de  anticipa- 
ción en  el  Boletín  Oficial  de  la  Provincia  y  en  uno  o  más  periódicos  de  la| 
localidad,  exponiéndose,  además,  en  el  cuadro  de  publicidad  fijado  en  las 
oficinas;  en  cuyo  aviso,  como'  en  los  demás  de  venta  forzosa,  sólo  se  hará 
(mención  de  las  mercancías  y  del  número  y  serie  de  los  resguardos  que  las 
representen. 

Art.  42.  También  podrá  la  Sociedad  proceder  a  la  venta  de  las  mer- 
cancías en  igual  forma,  cuando  a  juicio  de  los  peritos  por  ella  designados, 
se  observen  en  aquéllas  señales  de  alteración  o  avería  que  pueda  inutilizar- 
las o  menoscabar  su  valor,  o  cuando  se  produzca  una  baja  en  el  valor  en 
plaza  que  alcance  a  15  por  100. 

En  ambos  casos  podrá  anunciarse  la  subasta  con  la  anticipación  que 
permita  la  inminencia  del  daño  o  riesgo. 

El  excedente  resultánte  de  la  venta,  cuando  ésta  tuviere  lugar  por  los 
motivos  expresados  o  por  el  previsto  en  el  artículo  anterior,  cubiertas  que 
sean  las  obligaciones  preferentes,  consignadas  en  primero  y  segundo  lu- 
gar del  art.  32,  quedará  en  poder  de  la  Sociedad  a  disposición  del  tenedor 
del  Resguardo  de  garantía,  en  cuanto  no  exceda  de  su  crédito,  y  el  ex- 
ceso, si  lo  hubiese,  o  la  totalidad  de  dicho  excedente,  si  no  existiese  prés- 
tamo, a  disposición  del  tenedor  del  Resguardo  de  propiedad. 

Art.  43.  La  Sociedad  entregará  las  mercancías  al  tenedor  del  Resguardo 
de  propiedad  o,  en  caso  de  venta,  pagará  hasta  donde  su  producto  líquido 
alcance  el  importe  del  crédito  al  tenedor  del  Resguardo  de  garantía,  sin 
que  por  dichos  actos  incurra  en  responsabilidad  alguna,  mediante  que  ha- 
yan sido  realizados  con  sujeción  a  las  disposiciones  aplicables  a  cada  uno 
de  ambos  casos  y  a  lo  prevenido  en  el  presente  Reglamento. 

Ait.  44.  Cuando  los  tenedores  de  Resguardos  de  propiedad  y  de  ga- 
rantía soliciten  de  común  acuerdo  la  división  del  depósito  en  lotes,  acce- 
derá a  ello  la  Sociedad,  canjeando  dichos  Resguardos  por  el  número  de 
ellos  que  corresponda  al  de  lotes  en  que  desde  entonces  quede  dividido 
el  depósito. 

Art.  45.  El  tenedor  de  un  Resguardo  de  propiedad  o  de  garantía  no 
tendrá,  en  ningún  tiempo,  acción  personal  civil  contra  los  poseedores  ante- 
riores a  él. 

Art.  46.  La  devolución  de  los  préstamos  que  se  contraigan  con  garan- 
tía de  Resguardos,  habrá  de  realizarse  precisamente  en  la  misma  clase  de 
moneda  en  que  aquéllos  se  hubiesen  efectuado. 

Art.  47.  No  será  inscrita  en  el  Registro  especial  correspondiente  ope- 
ración alguna  de  préstamo  contraída  o  que  se  pretenda  contraer  con  la  ga- 
rantía del  Resguardo  de  propiedad. 

Art.  48.  Si  un  Resguardo  afectase  solamente  una  parte  del  depósito, 
deberá  ser  ésta  separada  convenientemente  de  la  restante,  haciéndose  las 
manipulaciones  a  ello  conducentes  por  cuenta  del  depositante. 

Art.  49.    Los;  perjuicios  derivados  de  extravío  de  los  Resguardos  o  de 


—  280  — 

retraso  del  cumplimiento  de  las  obligaciones  a  que  estén  afectos,  vendrán 
siempre  a  cargo  del  causante. 

Art.  50.  Será  potestativo  del  tenedor  del  Resguardo  de  garantía  pro- 
rrogar la  obligación  consignada  en  él,  si  al  vencimiento  del  uno  o  de  la 
otra,  no  fuese  ésta  cancelada  por  el  tenedor  del  Resguardo  de  propiedad; 
para  lo  cual  podrá  optar  el  prestador  por  la  prórroga  del  documento  ínte- 
gro o  por  su  substitución  por  otro  de  vencimiento  posterior.  En  ambos  ca- 
sos se  anunciará  públicamente  la  prórroga  o  la  substitución,  constituyén- 
dose la  Sociedad,  por  cuenta  de  quien  corresponda,  en  depositaría  del  Res- 
guardo de  propiedad  que  substituya  al  vencido,  el  cual  quedará  nulo  y  sin 
valor  alguno,  y  entregando  el  de  garantía  al  prestador. 

Art.  51.  La  posesión  del  Resguardo  de  propiedad  o  de  garantía  so- 
mete por  sí  sola  al  poseedor  al  cumplimiento  de  las  disposiciones  que  le 
sean  aplicables,  y  al  del  presente  Reglamento,  tarifas  y  resoluciones  dic- 
tadas o  que  se  dicten  en  lo  sucesivo,  cuya  conformidad  y  aceptación  im- 
plica. 

Los  resguardos  y  warrants  emitidos  por  los  Almacenes  generales 
de  Depósito,  ofrecen  un  particular  interés  para  los  Bancos  en  cuanto 
pueden  entrar  a  formar  parte  de  su  cartera.  Sobre  ellos  además  los 
Bancos  practican  una  serie  de  operaciones  ya  interviniendo  directa- 
mente a  subvencionar  al  propietario  de  las  mercancías,  contra  entrega; 
del  resguardo  de  empeño,  ya  descontando  a  otros  los  warrants  que 
tengan  en  circulación,  ya  prestando  sobre  las  pólizas  mismas,  etc. 

C)  Anticipos  sobre  fletes —  Con  el  gran  de-arrollo  de  la  marina 
mercantil  a  base  de  potentes  sociedades  navieras,  con  corresponsales 
en  todas  las  partes  del  mundo,  deviene  ya  muy  rara  esta  operación 
bancaria.  Usase  aún  en  aquellos  puertos  concurridos  por  la  nave- 
gación a  la  vela,  en  los  que  los  capitanes  de  veleros,  para  hacer  frente 
a  los  gastos  de  viajes  o  bien  obligados  por  una  reparación,  solicitan 
de  un  Banco  un  préstamo  con  garantía  de  los  fletes  que  percibirá 
del  cargador  o  del  fletador  receptor  en  el  momento  del  feliz  arribo 
del  buque  al  puerto  de  destino. 

Estos  anticipos  pueden  venir  garantizados,  además,  por  el  mismo 
buque,  pertrechos,  etc.,  aún  cuando  esta  obligación  solamente  puede 
contraerla  el  capitán,  en  el  puerto  donde  no  exista  su  armador,  o  su 
apoderado.  Fíjase  el  vencimiento  de  estos  anticipos,  tantos  días  des- 
pués de  la  llegada  del  buque  al  puerto  de  destino. 

El  anticipo  sobre  flete,  puede  pedirlo  el  capitán  en  el  puerto  de 
llegada,  para  hacer  frente  a  los  gastos  de  pilotaje,  anclaje,  remolque,' 
amarre,  sanidad,  derechos  de  puerto,  etc.,  cuando  no  ha  obtenido  las 
cantidades  necesarias  del  cargador,  fletador  o  receptor. 

D)  Del  préstamo  a  la  gruesa-— (Pret  a  la  grosse.  Bottomry- 
Bond.  —  En  el  préstamo  a  la  gtuesaj  o  a  cambio  marítimo,  los  riesgos 
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que  puede  correr  el  Banco  son  mayores  aún  que  en  el  préstamo  por 
anticipo  sobre  fletes.  Los  Bancos  que  prestan  a  la  gruesa,  vienen  in- 
cursos  a  contribuir  a  la  avería  común,  como  vienen  obligados  a  sopor- 
tar los  daños  de  la  avería  particular,  cuando  las  cosas  vinculadas  ai 
préstamo  no  bastan  a  reembolsar  la  deuda. 

Las  disposiciones  legales  contenidas  en  nuestra  legislación  respec- 
to al  préstamo  a  la  gruesa  o<  préstamo  a  riesgo  marítimo,  se  contie- 
nen en  los  artículos  719  y  siguientes  del  Código  de  Comercio. 


CAPÍTULO  XIII 


De  las  operaciones  a  base  de  crédito 

(  Continuación) 

Concepto  del  crédito  documenlario.  —  Contrato  de  aceptación  por  cuenta  de  tercero.  —  Formas  qut 
pueden  revestir  los  créditos  documéntanos.  —  Validez  del  crédito.  —  Crédito  confirmado  y  no  con- 
firmado. —  Diferencia  entre  el  crédito  documentado  y  el  descuento  de  cambiales  acompañadas 

de  documentos. 

Documentos  que  caracterizan  la  operación  de  crédito  documentario.  —  De  las  cláusulas  D/a  y  D/p 

puestas  en  las  cambiales  relativas  a  eslas  operaciones. 
Del  conocimiento.  —  Características  del  mismo. 

De  la  póliza  del  seguro  marítimo.  —  Formalidades  que  debe  revestir  la  póiiza.  —  Intervención  d* 
los  Cónsules  y  corredores  de  Comercio.  —  Caso  de  invalidación  del  seguro  por  no  señalare» 
valor  a  las  cosas  aseguradas.  —  Pólizas  a  la  orden.  —  Pólizas  flotantes. 

Del  delivery  order.  —  De  la  factura  del  certificado  de  origen,  de  análisis,  de  peso,  etc- 

Legislación  del  Timbre  respecto  de  las  pólizas  de  crédito  con  garantía  de  valores  cotizables. 

Legislación  del  Impuesto  de  Derechos  Reales,  sobre  préstamos  y  aperturas  de  crédito. 

Concepto  del  crédito  documentarlo. — En  el  intercambio  entre 
mercados  lejanos  y  especialmente  en  las  relaciones  con  los  países 
ultramarinos,  el  vendedor  a  causa  de  la  distancia  del  centro  compra- 
dor, y  por  virtud  del  tráfico  poco  intenso,  tropieza  en  la  práctica 
con  dificultades  para  juzgar  de  la  solvencia  de  sus  compradores. 
El  comercio  ban cario  ha  obviado  estas  dificultades  ofreciendo  a  im- 
portadores y  exportadores  especiales  aperturas  de  crédito  y  anticipos 
que  se  resuelven  por  medio  de  la  operación  de  aceptar  por  cuenta! 
de  los  compradores  las  letras  relativas  a  la  compra-venta,  que  den- 
tro de  los  límites  pactados  en  el  contrato  libre  y  emite  la  casa  ex- 
portadora. Con  ello  en  definitiva  resulta  que  al  crédito  personal  del 
comprador,  se  subrroga  el  nombre  y  el  prestigio  de  un  Banco. 

El  vendedor  contrata  la  operación  con  el  comprador  de  la  mercan- 
cía, concediéndole  un  plazo  para  su  pago,  pero  le  impondrá  la  con- 
dición de  que  el  pago  del  precio  debe  efectuarlo  por  la  mediación  de 
un  determinado  Banco,  o  como  se  dice  en  el  lenguaje  mercantil  por 
apertura  de  Crédito  documentario,  o  por  reembolso  bancario.  Así,  pues, 
existe  apertura  de  Crédito  documentario,  cuando  el  vendedor  y  el 
comprador  establecen  que  el  pago  de  la  mercancía  al  contado,  o  a 
plazo,  parcial  o  total,  debe  ser  hecho  por  un  Banco  por  cuenta  del 
comprador  y  previa  presentación  y  entrega  a  tal  Banco  por  el  ven- 
dedor, de  los  documentos  necesarios  para  confrontar  y  retirar  las  mer- 
cancías. 
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La  apertura  de  crédito  documentarlo  comprende  dos  casos: 

a )  uno  por  el  cual  el  Banco  retira  los  documentos  y  paga  al  ven- 
dedor al  contado,  quedandoi  cancelado  el  crédito  en  el  momento  en 
que  el  comprador  le  cubre  de  aquel  pago. 

b )  otro  por  el  cual  el  Banco  al  retirar  los  documentos,  entrega  al 
vendedor  una  letra  aceptada  por  cuenta  del  comprador.  Generalmente 
estas  letras  son  aceptadas  por  los  grandes  Bancos  de  Londres,  París, 
Hamburgo,  New -York,  etc.,  resultando  que  las  letras  aceptadas 
por  estas  grandes  instituciones  bancadas,  tienen  igual  valor  que  el 
billete  de  Banco  del  país  respectivo.  Esta  segunda  forma  toma  el 
nombre  de  «aceptación  por  cuenta  de  tercero». 

Contrato  de  aceptación  por  cuenta  de  tercero.  —  El  contrato  de 
aceptación  por  cuenta  de  tercero,  es  un  modalidad  del  contrato  de 
crédito  documentarlo  en  beneficio  del  vendedor.  Se  desenvuelve  del 
siguiente  modo.  El  exportador  abre  crédito  al  comprador  extranjero, 
vendiéndole  a  término  las  mercancías,  apertura  de  crédito  que  es  la 
base  de  los  demás  contratos  que  se  desarrollan  posteriormente.  A  este 
primer  contrato  sigue  un  segundo  contrato,  cual  es  el  crédito  que  el 
Banco  aceptante  abre  al  importador,  al  cual  se  sustituye  dentro  del 
contrato  cambiario  frente  al  vendedor,  constituyéndose  en  su  deudor 
por  aceptación  de  los  giros  emitidos  contra  el  comprador.  Y  si  como 
generalmente  ocurre,  el  exportador  descuenta  01  negocia  las  letras 
que  ha  recibido!  aceptadas  por  el  Banco  del  país  del  importador, 
cerca  de  un  Banco  del  país  exportador,  y  este  a  su  vez  las  endosa 
b  remite  al  cobro  a  sus  corresponsales  del  extranjero,  multiplícanse 
las  relaciones  de  deuda  y  de  crédito  recíproco',  alrededor  de  una  ope- 
ración primitiva  como  es  la  apertura  de  crédito  y  la  aceptación  por 
cuenta  de  tercero.: 

Con  esta  operación  como  hemos  ya  dicho,  el  comercioi  internacio- 
nal sustituye  el  crédito  personal,  limitado  del  comprador,  por  el  cré- 
dito más  amplio  y  seguro  de  un  Banco,  con  lo  cual  se  consigue  la 
aminoración  del  riesgo  en  el  comercio1,  y  por  consiguiente,  una  mayor 
seguridad  en  las  transacciones; 

La  apertura  'de  crédito  documentario  o  apertura  de  crédito  contra 
documentos,  o  por  reembolso  de  mercancías,  es  una  de  las  operaciones 
clásicas  en  Banca  y  por  la  cual  se  demuestra  la  particular  eficacia! 
de  la  acción  bancaria  en  la  esfera  del  comercio.  Comunmente  res- 
ponde a  operaciones  de  tráfico  internacional  a  través  de  mares  o  en- 
tre continentes,  pero  nada  impide  que  pueda  aplicarse  a  operaciones 
mercantiles  entre  plaza  y  plaza  dé  una  misma  nación.  El  documento 
característico  en  el  tráfico  internacional,  es  la  póliza  de  cargo  o 
conocimiento,  en  tanto  que  en  el  comercio  interior,  se  opera  sobre 
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el  talón  o  carta  de  porte,  aún  cuando  las  diferencias  entre  los  efectos 
que  produce  uno  y  otra  son  esenciales,  puesto  que  el  primero  es  un 
título  que  da  derecho  al  retiro  de  la  mercancía,  en  tanto  que  la  se- 
gunda, más  que  acreditar  el  derecho  a  recibir  la  mercancía,  hace 
prueba  de  haber  sido  expedida. 

Formas  que  pueden  revestir  los  créditos  documentarlos.  Valides: 
del  crédito.  —  El  crédito*  documentario  reviste  dos  formas: 

a)  el  crédito  documentario  libre  o  no  confirmado. 

b)  el  crédito  documentario  confirmado. 

El  primero  depende  de  un  simple  acuerdo  entre  el  Banco  y  el  im- 
portador de  la  mercancía,  a  consecuencia  del  cual  el  cliente  autoriza 
al  vendedor  a  disponer  sobre  el  Banco  por  el  importe  de  las  mercan- 
cías consignadas  en  el  documento.  Esta  inteligencia  con  el  comprador 
no  significa  una  obligación  directa  y  rigurosa  del  Banco  de  aceptar 
la  letra  del  vendedor.  El  Banco  seguirá  las  instrucciones  del  deudor 
y  aceptará  el  giro,  si  antes  de  la  utilización  del  crédito  no  ocurren 
circunstancias  desfavorables  que  comprometan  el  crédito  ,y  el  nom- 
bre comercial  del  comprador. 

Frente  a  una  negativa  a  la  aceptación  por  parte  del  Banco,  el 
vendedor  no  podrá  formular  ninguna  reclamación  contra  él,  y  sí 
únicamente  contra  el  comprador.  Por  este  motivo  es  fórmula  que  no 
merece  la  aceptación  del  comercio  de  ultramar,  que  prefiere  la  se- 
guridad por  medio  de  la  comunicación  directa  y  formal  hecha  por  el 
Banco  que  ha  de  aceptar  los  giros,  de  que  el  vendedor  tiene  abierto 
a  su  disposición  el  crédito  necesario. 

En  la  fórmula  del  crédito  documentario  confirmado,  el  Banco  de- 
clara expresamente  por  escrito  al  vendedor,  que  aceptará  los  giros 
que  emita  en  orden  o  determinadas  expediciones  de  mercancías, 
acompañados  aquellos  de  los  correspondientes  documentos  y  en  los 
modos  y  términos  estipulados  con  el  comprador.  La  confirmación  del 
crédito  debe  ser  taxativa,  sin  reticencias,  de  manera  que  resulte 
formal  e  irrevocable  la  obligación  de  aceptar  los  giros  del  vendedor. 

En  cuanto  a  la  validez  del  crédito,  diremos  que  en  el  libre,  puede 
cesar  por  orden  del  comitente  o  comprador,  sin  que  el  beneficiario 
pueda  formular  ninguna  reclamación  al  Banco,  porque  este  es  un 
tercero  que  nada  ha  convenido  con  el  vendedor.  Mientras  que  en  el 
caso  del  crédito  confirmado,  en  cuanto  este  expone  al  Banco  con 
una  declaración  obligatoria  y  formal,  frente  al  vendedor  beneficiario, 
debe  tener  una  validez  preestablecida  que  puede  ser  por  un  tiempo 
más  o  menos  largo. 

La  fórmula  que  fija  la  vigencia  del  crédito  va  acompañada  gene- 
ralmente de  declaración  escrita  por  parte  del  comitente,  como  la 
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siguiente:  «El  presente  crédito  será  válido,  irrevocablemente  hasta 

» el   de  de  :  quedando  sobreentendido  que  durante  el 

» término  de  utilización  predicho,  el  infrascrito  no¡  podrá  pedir  la 
» anulación  sino  en  base  de  la  conformidad  escrita,  a  Vdsv  dirigida 
»  por  el  beneficiario  », 

El  Banco  en  el  cual  ha  sido  abierto  eí  crédito  por  el  comprador, 
tan  luego  le  son  presentados  los  documentos,  procede  a  retirarlos 
por  cuenta  del  cliente.  El  retiro  de  los  documentos  presupone  por 
parte  del  Banco,  un  examen  cuidadoso  de  los  mismos,  cerciorándose 
de  su  legitimidad  y  suficiencia  para  el  retiro  de  las  mercancías  que 
representan,  y  especialmente  una  confrontación  de  pesos,  marcas, 
número  de  bultos,  etc.,  que  constituyen  la  expedición. 

El  crédito  documentarlo  cesa  con  la  entrega  de  los  documentos  al 
cliente  por  parte  del  Banco,  mediante  la  debida  cobertura,  o  bien  ai 
descubierto.  El  Banco  que  se  priva  de  los  documentos,  renuncia  al 
privilegio  o  a  la  propiedad  de  la  mercancía  y  en  su  virtud  el  crédito 
documentario  se  convierte  simplemente  en  quirografario  común  o 
en  un  descubierto  de  cuenta  corriente. 

A  la  llegada  de  la  mercancía,  son  necesarios  al  cliente  comprador 
los  documentos  que  posee  el  Banco,  para  poder  retirarla.  Si  el  Ban- 
co entiende  que  puede  desprenderse  de  ellos  sin  una  adecuada  cober- 
tura, exigirá  del  comprador  el  reembolso  integral  o  parcial  de  las 
sumas  que  le  son  debidas,  o  bien  reclamará  del  cliente  el  depósito 
de  una  cantidad  que  devengará  interés,  peroi  vinculada  hasta  el  ven- 
cimiento del  término  de  la  aceptación. 

De  lo  dicho  se  desprende  que  el  crédito  documentario,  se  diferen- 
cia del  descuento  de  cambiales  acompañadas  de  documentos.  El  cré- 
dito documentario  interviene  cuando1  los  documentos  comienzan  a 
circular  separadamente  del  efecto*  que  los  acompaña,  mientras  que  el 
descuento  de  efectos  documéntanos  se  ofrece  cuando  se  paga  an- 
ticipadamente un  efecto  a  plazo  acompañadoi  de  documentos.  En 
resumen  puede  decirse,  quie  el  descuento  de  la  letra,  es  un  crédito 
abierto  al  librador  de  la  cambial,  vendedor  O'  exportador  de  las  mer- 
cancías, mientras  que  el  crédito  documentario^,  se  abre  en  benefi- 
cio del  comprador. 

Documentos  que  caracterizan  la  operación  de  crédito  documen- 
tario. —  Por  lo  general  los  documentos  que  constituyen  la  prueba 
tíie  la  compra-venta  son  los  siguientes :  «póliza  de  cargo-  o  conocimien- 
to», «la  factura  comercial»,  «el  certificado  o  póliza  del  seguro»,  «el  cer- 
tificado de  origen»,  «el  certificado  de  análisis»  y  «el  de  comprobación 
del  peso».  Para  las  mercancías  que  son  objeto  de  contrato  a  térmi- 
no, los  Bancos  suelen  exigir  también  el  bordereau  endiosado  de  la 
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operación  inversa  de  reventa  con  la  cual  el  cliente  se  ha  cubierto, 
con  cuyo  requisito  el  Banoo  aceptante  puede  incluso  considerarse 
garantizado  por  tercera  persona.  Más  adelante  estudiaremos  algunos 
de  estos  documentos. 

De  cuanto  llevamos  dicho  se  desprenden  los  siguientes  carac- 
teres esenciales  de  este  contrato  u  operación  de  aceptación  contra 
documentos :  a)  es  una  operación  de  banca  con  garantía,  en  cuanto 
las  mercancías  cubren  al  Banco  de  la  obligación  que  asume  por 
cuenta  del  cliente;  b)  es  una  operación  de  naturaleza  especial,  por- 
que la  garantía  no  se  ofrece  subsidiariamente  al  crédito,  ya  que  la 
realización  del  crédito  y  la  obtención  de  la  garantía  concurren  sir 
multáneamente ;  c)  es  una  operación  garantizada  por  mercancias, 
aún  cuando  estas  por  estar  viajando,  no  se  hallan  materialmente  en 
poder  del  Banco,  con  la  cual  se  diferencia  de  la  operación  de  an- 
ticipo o  préstamo  sobre  mercancias :  d )  es  operación  de  duración 
relativamente  corta,  porque  no  dura  más  allá  del  momento  en  que 
la  nave  recala  en  puerto;  e)  es  algunas  veces  operación  transitoria, 
o  preparatoria  de  otras  operaciones,  apertura  de  crédito  en  cuenta 
corriente,  descuento  de  letras  o  warrants,  anticipos  sobre  certifica- 
dos de  depósito,  etc. 

Los  documentos  pueden  ser  remitidos  al  Banco  aceptante  o  como 
ocurre  generalmente  a  un  instituto  de  crédito  corresponsal  de  la 
plaza,  encargado  del  librador  o  del  poseedor  de  la  cambial  de  ob- 
tener la  aceptación.  El  Banco  puede  conservar  los  documentos  hasta 
el  momento  en  que  el  cliente  le  haga  fondos.  No  obstante,  ordi- 
nariamente las  casas  que  piden  la  apertura  de  crédito  al  Banco 
aceptante,  gozan  de  su  confianza  y  dan  la  seguridad  de  cumplir 
puntualmente  a  la  cobertura  del  importe  de  las  cambiales  dos  o 
tres  días  antes  de  su  vencimiento,  con  lo  cual  casi  siempre  obtenida 
la  aceptación,  hacen  inmediata  entrega  de  la  documentación,  al  ob- 
jeto de  que  llegada  la  mercancía,  pueda  ser  retirada  por  su  con- 
signatario.: 

De  las  cláusulas  D/a.  7  D/p.  puestas  en  las  cambiales  relativas 
a  estas  operaciones.  —  No  siempre  la  entrega  inmediata  de  los  do- 
cumentos depende  de  la  Banca  girada  porque  las  cambiales  libradas 
por  el  vendedor  pueden  ser  negociadas  con  sujeción  a  las  cláusulas 
D/a  (entrega  de  documentos  contra  aceptación)  y  D/p.  (entrega 
de  documentos  contra  pago). 

Esta  segunda  cláusula  suele  figurar  cuando  la  cambial  se  libra 
respecto  de  un  crédito  no  precisado,  o  cuando  la  Banca  librada  con 
su  sola  firma  no  convierte  en  negociable  la  cambial  sobre  la  plaza 
extranjera.  Es  decir  que  si  la  letra  es  a  tantos  días  o  a  tantos  meses 
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vista  y  lleva  la  cláusula  D/p.,  los  documentos  deben  entregarse 
a  la  Banca  girada  después  del  pago  de  la  suma,  deducido  el  des- 
cuento hasta  el  día  del  vencimiento,  o  en  otros  términos,  creada 
una  cambial  contra  documentos,  la  Banca  librada  no  entra  en  posesión 
de  los  documentos  sino  satisface  a  la  vista  el  importe  del  efecto. 
Queda  como  es  de  rigor  convenido  a  favor  de  la  Banca  girada,  el 
derecho  de  examinar  previamente  los  documentos  para  asegurarse  de 
su  conformidad  y  regularidad,  de  acuerdo  con  las  instrucciones 
recibidas  del  cliente  importador.1 

Jurídicamente,  pues,  el  pago  contra  presentación  de  documentos,, 
es  una  condición  del  contrato  de  compra  venta,  con.  evidente  pre- 
ferencia a  cualquiera  excepción  que  quisiera  oponerse  respecto'  de 
la  cualidad  o  estado  de  la  mercancía  vendida.  Por  consiguiente  en 
un  contrato  en  el  que  viene  inscrita  la  cláusula  pago  contra  entrega 
de  documentos,  el  comprador  debe  efectuar  el  pago  tan  pronto  le 
fueren  entregados  los  documentos  que  representan  la  mercancía, 
aún  sin  esperar  el  arribo^  de  la  misma. 

Respecto  a  la  operación  con  la  cláusula  D/a,  puesta  en  la  letra 
o  en  el  contrato  de  compra  venta,  la  cobertura  debe  hacerse  por 
por  abono  del  importe  en  cuenta  corriente  o  bien  si  se  trata  d(e 
giros  con  bancos  extranjeros,  por  cheque  a  la  vista  sobre  París  ot 
Londres. 

Del  conocimiento.  Características  del  mismo.  —  El  conocimiento 
constituye  la  prueba  escrita  del  cargamento  efectuado,  y  el  docu- 
mento acreditativo  de  haber  el  Capitán  recibido  la  mercancía  y 
de  que  se  obliga  a  transportarla  y  a  entregarla.  La  póliza  de  cargo 
o  conocimiento  constituye  para  el  comercio  marítimo  lo  que  en  el 
contrato  terrestre  llamamos  carta  de  porte. 

El  conocimiento  puede  suplir  al  contrato  de  fletamento,  por- 
que vincula  directamente  a  las  partes  a  la  ejecución  del  contrato, 
que  se  tiene  por  implícitoi  en  el  conocimiento  y  contiene  casi  todos 
los  requisitos  exigidos  por  la  Ley  a  la  póliza  de  fletamento.  E¡n 
cambio,  éste  no  puede  suplir  el  conocimiento,  porque  en  el  contrato) 
de  fletamento  no  exige  la  prueba  del  efectivo  cumplimiento  de  lal 
obligación  de  cargar,  y  no  hace  prueba,  por  tanto',  entre  las  partes 
contratantes,  mientras  que  el  conocimiento  hace  prueba  no  sólo 
entre  las  partes  que  la  suscriben,  sino  entre  todas  las  partes  interesa- 
das que  no  figuran  en  él,  como  puede  ser  entre  ellos  el  asegurador^ 

El  poseedor  del  conocimientoi  no  puede  tener  mayores  derechos 
de  los  que  se  desprenden  del  documento,  ni  más  derechos  ni  mayores! 
obligaciones  que  las  derivadas  del  contrato  de  fletamento.  El  com- 
prador del  conocimiento  es  un  tercero,  al  cual  no  son  oponibles  las 
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excepciones  personales  al  fletador  y  a  su  endosatario.  El  conoci- 
miento a  la  orden,  destinado  por  su  naturaleza  a  pasar  a  manos 
de  terceros  extraños  al  contrato  y  a  las  relaciones  originariamente 
intervenidas  entre  el  Capitán  que  la  entrega  y  el  cargador  que  la 
recibe,  es  el  regulador  de  las  relaciones  jurídicas  entre  el  Capitán 
y  el  tercero  endosatario  del  conocimiento,  aún  cuando  el  conoci- 
miento puede  imponer  obligaciones  mayores  de  las  pactadas  en  el 
contrato  de  fletamento. 

La  póliza  de  cargo  o  conocimiento  no  es  solamente  un  documento 
eficaz  contra  el  Capitán  para  obtener  del  mismo  la  entrega  de  la  cosa 
confiada  para  el  transporte,  sino  un  título  o  carta  de  crédito  circu- 
lante, apta  para  facilitar  él  comercio  de  las  cosas  viajantes,  q, 
cuando  menos,  para  servir  de  garantía  de  las  letras  del  cargador  que, 
no  teniendo  crédito  personal  suficiente,  facilita  el  descuento,  acom- 
pañándolo con  el  conocimiento. 

También  sirve  el  conocimiento  para  poder  dar  en  prenda  sus  mer- 
cancías, sin  necesidad  de  consignar  éstas  materialmente  en  poder 
del  acreedor  o  de  un  tercero,  evitando  los  gastos  y  daños  que  la! 
tradición  y  el  transporte  ocasionarían,  equivaliendo  la  posesión  del 
conocimiento  a  la  posesión  de  la  mercancía.  Y,  por  último,  a  los 
efectos  del  contrato  de  seguros,  constituye  la  prueba  de  que  el 
cargamento  fué  sometido  a  los  riesgos  de  la  navegación. 

Estudiemos  ahora  las  características  del  conocimiento  o  póliza 
de  cargo: 

i»  Nombre,  matrícula  y  porte  del  buque  —  En  la  póliza  de  cargo, 
más  que  en  el  contrato  de  fletamento,  es  necesario  identificar  el  bu- 
que, porque  la  precisa  designación  de  éste  sirve  como  el  mejor  mediq 
de  identificar  la  cosa  cargada  y  de  determinar  los  riesgos  asegurados. 

El  tonelaje,  además  de  la  identificación  del  buque,  sirve  de  nor- 
ma para  fijar  el  flete  cuando  éste  sea  regulado  en  razón  a  la  cabida 
del  buque,  y  máxime  cuando  se  trata  de  tener  que  pagar  la  cabida 
por  entero. 

La  nacionalidad  del  buque  sirve  de  norma  para  la  exacción  de 
los  impuestos  que  pueden  imponerse  sobre  las  mercancías  y  por 
los  riesgos  a  los  cuales  pueden  estar  expuestos  en  tiempo  de  guerra, 
•al  efecto  del  seguro. 

Los  buques  pueden  ser  de  condición  mejor  o  peor,  y  son  clasifica- 
dos en  los  Registros  Lloyds  o  Veritas;  el  comprador  de  un  carga- 
mento que  desea  apreciar  el  riesgo  de  la  navegación  inherente  al 
estado  del  buque,  consulta  ordinariamente  estos  registros  de  cla- 
sificación de  la  edad  y  características  del  buque. 

20  El  del  Capitán  y  su  domicilio. —  indicación  del  nombre  y 
apellido  del  Capitán  o  patrón  del  buque  es  necesaria,  porque  siendo 
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él  responsable  de  la  cosa  cargada,  se  facilita  con  esto  al  receptor 
el  ejercicio  de  sus  acciones  y  se  ofrece  al  cargador  un  dato  indispen- 
sable para  la  estipulación  del  contrato  de  cambio  nrarítimo  y  de 
seguro. 

32  El  puerto  de  carga  y  de  descarga.- — Es  útil  para  los  negocian- 
tes dé  la  póliza  de  cargo,  el  conocer  de  qué  lugar  ha  partido  la  mer- 
cancía y  cuál  sea  el  lugar  al  cual  deberá  reclamarse  los  efectos  de 
la  aseguración.  De  aquí  la  necesidad  de  anunciar  en  la  póliza  tanto! 
el  lugar  de  partida  como  el  de  destino.  Muchas  veces,  la  póliza' 
no  indica  más  que  el  puerto  en  el  cual  el  Capitán  deberá  atender 
las  órdenes  para  el  destino  definitivo. 

4e  El  nombre  del  cargador.  —  La  designación  de  la  persona  del 
cargador  y  su  residencia  es  exigida,  porque  .se  desea  saber  quién 
efectúa  la  expedición,  y  carga  la  mercancía,  cualquiera  que  sea  la 
persona  a  cuenta  de  la  cual  viene  efectuado  el  cargamento1  de  la  ex- 
pedición. El  nombre  del  cargador  debe  ser  conocido  aun  en  el  caso 
de  que  la  póliza  sea  al  portador,  sino'  más  al  objeto  de  saber  la 
quién  deben  ser  restituidas  las  mercancías  en  el  casoi  de  que  el 
destinatario  se  niegue  a  su  recepción. 

No  es  necesario  conocer  el  nombre  del  propietario  de  la  mercan- 
cía, y  basta  el  del  cargador,  porque  el  propietario  solo,  en  carácter 
de  cargador,  contrae  obligaciones  respecto  a  la  póliza  de  cargo. 

5Q  El  nombre  del  consignatario,  si  el  conocimiento  fuese  nominativo. 
—  Lia  designación  de  la  persona  a  la  cual  va  dirigida  la  expedición 
y  la  de  su  residencia  es  inútil,  cuando  la  póliza  sea  .a  la  orden  o  ai 
portador  Muchas  veces,  aún  cuando  la  póliza  es  nominativa,  no, 
viene  indicada  la  persona  a  la  cual  va  dirigida  la  expedición,  ni  suj 
residencia,  porque  tal  vez,  en  el  momento  del  cargamento,  el  mismo! 
cargador  no  sabe  aún  cuál  será  el  definitivo  destinoi  del  buque,  y 
se  limita  a  indicar  el  puerto  de  orden  al  cual  el  buque  debe  dirigirse, 
para  allí  atender  las  instrucciones  del  fletador. 

62  La  cantidad,  calidad,  número  de  los  bultos  y  marcas  de  las  mer- 
caderías.—  La  póliza  de  cargo'  o  conocimiento  debe  especificar  cuál 
sea  la  naturaleza,  la  especie,  la  calidad  y  la  cantidad  de  los  bultos 
y  marcas  de  las  mercancías.  No  obstante  esta  disposición,  por  lar- 
ga práctica  sólo  se  continúa  designando  las  condiciones  externas,  de 
los  bultos  con  la  indicación  genérica  de  la  cantidad  y  naturaleza 
de  la  mercancía  cargada,  sin  enunciar  en  el  conocimientoi  la  es- 
pecie o  la  cualidad  de  la  mercancía  misma.  Por  lo  regular,  ¡no¡  sel 
puede  exigir  que  el  Capitán  reconozca  la  cualidad  especial  no  apa- 
rente de  la  cosa  cargada,  que  muchas  veces  no  está  en  condición 
de  poder  verificar. 

La  póliza!  o  conocimiento'  debe  indicar  las  marcas  y  número  de  los 
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bultos,  para  mejor  garantir  la  identidad  de  las  mercancías,  a  fin  de 
evitar  los  fraudes  y  errores.  El  posesor  del  conocimiento  está  en  el 
derecho  de  rechazar  la  entrega  ofrecida  por  el  Capitán,  de  las  mer- 
cancías no  correspondientes  a  las  marcas  y  a  los  números  indicados 
en  la  respectiva  póliza,  aunque  fuesen  de  igual  calidad  y  cantidad 
a  las  cargadas  W.i 

El  Pacto  que  exonera  al  Capitán  de  responder  a  las  marcas, 
no  le  autoriza  para  dejar  de  consignar  al  destinatario  las  mercan- 
cías que  le  corresponden.  Si  el  pacto  de  irresponsabilidad  por  las 
marcas  y  números  debiese  entenderse  en  tal  sentido,  sería  nulo  e 
ineficaz,  porque  vendría  con  ello  vulnerado  el  contrato  de  transpor- 
te en  su  íntima  esencia.  Ningún  comerciante  confiaría  al  Capitán! 
sus  mercancías  para  correr  el  peligro  de  verlas  impunemente  cam- 
biadas por  otras. 

A  veces  figura  en  el  conocimiento  la  cláusula  número  y  marca 
desconocidas,  que  significa  que  el  Capitán  no  garantiza  que  las  mer- 
cancías cargadas  llevasen  la  marca  y  el  número  indicado  por  el 
cargador  en  la  póliza.  Por  esto  el  Capitán  no  viene  obligado  a  la; 
entrega  de  mercancías,  teniendo  aquellas  marcas,  y  aquellos  núme- 
ros, a  menos  que  no  fuese  probado  que  se  hubieren  efectivamente 
cargado  las  mercancías,  llevando  la  marca  y  el  número  reproduci- 
do en  la  póliza. 

La  cláusula  de  irresponsabilidad  por  las  marcas  y  números.,  y 
no  por  el  peso  y  cantidad,  indica  que  el  Capitán,  apremiado  por  la 
rapidez  del  cargamento,  no  tuvo  tiempo  de  controlar  la  marca  y 
el  número  escrito  en  los  bultos,  y  acepta  sin  garantía  la  indicación 
del  cargador,  con  lo  cual  se  destruye  la  presunción  de  culpa  y  pone 
la  obligación  de  la  prueba  a  cargo  del  receptor. 

72  El  flete  y  la  capa  contratados  —  El  conocimiento  deberá  con- 
signar el  flete  en  su  importe,  porque  es  indispensable  que  el  receptor 
sepa  qué  flete  deba  pagar,  o  si,  por  el  contrario,  ha  sido  ya  antici- 
pado. El  Capitán,  especialmente  cuando  no  ha  sido-  concertado  el 
flete,  tiene  con  el  conocimiento  el  título  para  exigir  el  flete.  Tam- 
bién lo  mismo  la  anticipación  que  el  préstamo  sobre  el  flete  deben 
ser  consignado  en  el  conocimiento. 

El  Capitán  tiene  derecho  de  exigir  al  cargador  que  en  el  conoci- 
miento se  haga  mención  del  flete  debido  aun  por  las  mercancías 
no  cargadas,  al  fin  de  evitar  todo  litigio  en  el  puerto  de  descarga, 
porque  tiene  derecho  a  ser  puesto  en  condición  de  poder  eficaz- 
mente ejecutar  el  derecho  y  el  privilegio  que  para  el  pago  del  flete 
le  compete  por  la  Ley  y  por  el  contrato.  En  otro  caso,  el  portador 


(1)     Apelación  Bruselas,  C  febrero  1900.  «II  dir.  mar.»,  III,  154. 
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de  un  conocimiento',  con  el  simple  pago  del  flete  respectivamente 
indicado  en  la  póliza,  puede  obligar  al  Capitán  a  consignar  la  mer- 
cancía, poniéndole  en  la  imposibilidad  de  invocar  el  pacto  del  con- 
trato de  fletamento,  y  en  la  imposibilidad  de  ejercitar  eí  privilegio 
que  a  él  compete  sobre  las  mercancías  cargadas  y  aun  por  el  flete 
relativo  a  las  no  cargadas. 

La  póliza  de  cargo  puede  ser  nominativa,  a  la  orden  y  al  portador. 

Es  nominativa  cuando  el  Capitán  promete  consignar  la  mercan- 
cía a  una  determinada  persona  especialmente  designada,  que  pue- 
de ser  el  mismo  cargador  o  un  tercero  cualquiera.  La  póliza  nomi- 
nativa no  puede  ser  trasmitida  más  que  por  cesión.  El  endosq 
de  un  efecto'  de  comercio  requiere  siempre  la  cláusula  a  la  orden, 
que  en  la  póliza  de  cargo  deberá  ser  expresa,  mientras  que  en 
las  cambiales  es  sobreentendida. 

La  póliza  o  conocimiento  a  la  orden  es  aquella  por  la  que  el 
Capitán  ise  obliga  a  consignar  la  mercancía  a  la  orden  del  carga- 
diolr  o  de  un  tercero  y  de  los  sucesivos  endosatarios.  El  endoso  trans- 
fiere los  derechos  inherentes,  y  atribuye  al  endosatario'  el  derecho 
de  reclamar  y  de  conseguir  los  objetos  cargados. 

La  póliza  de  cargo  o  conocimiento  entregado  al  cargador,  con  la 
indicación  de  que  la  mercancía  cargada  debe  ser  entregada  en  el 
puerto  de  destino  al  destinatario  u  orden  de  éste,  es  siempre  póliza 
o  conocimiento  a  la  orden  y  no  nominativa,  porque  contiene  la  it> 
dicación  de  quién  deberá  dar  la  orden  para  la  entrega  a  un  tercero., 

La  póliza  al  portador  es  aquella  por  la  cual  todo  poseedor  de  la 
misma  tiene  derecho  de  reclamar  las  cosas  cargadas. 

El  Código  de  Comercio  dispone  que  del  conocimiento  primordial 
se  saquen  cuatro  ejemplares. 

Con  esta  disposición,  contenida  en  el  artículo'  .707,  calcada  deí 
Código  de  Comercio  de  Francia,  entendió  el  legislador  proveer  de 
un  ejemplar  a  cada  uno  de  los  interesados  en  el  cargamento':  ai 
cargador  para  que  pudiera  valerse  en  contra  del  Capitán,  y  pu- 
diese hacer  la  venta  o  el  empeño  de  la  mercancía  viajante,  o-  pron 
bar  el  cargamento  en  caso  dé  echazón,  de  contribución  o  de  segu- 
ro; al  Capitán,  porque  tenía  un  título  para  cobrar  el  flete  o  paral 
tutelar  su  responsabilidad,  sea  frente  al  propietario,  sea  respecto) 
al  destinatario';  al  destinatario,  para  que  pueda  reclamar  la  mer- 
cancía a  su  llegada  y  confrontar  su  estado  con  el  de  lo  consignado 
en  la  póliza;  al  propietario  o  armador  del  buque,  porque  el  ejem- 
plar entregado  al  Capitán  va  siempre  expuesto  a  los  riesgos  de  laj 
navegación,  y  no  sería  justo  exponer  al  armador  o  al  propietario 
a  quedar  privados  de  un  documento  de  tanta  importancia  que  ha 
de  servirles  de  base  para  el  cómputo  de  su  flete. 
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La  navegación  a  vapor,  sin  embargo,  ha  derogado  por  falta  de 
práctica  o  desuso  tal  prescripción.  Las  Compañías  de  navegación 
no  libran  más  que  un  solo  conocimiento  y  un  duplicado,  si  se  recla- 
ma. Todo  al  fin  de  evitar  los  graves  conflictos  que  la  pluralidad  de 
pólizas  ha  dado  origen  en  todo  tiempo.  En  el  conflicto  entre  dos 
portadores,  la  jurisprudencia  declara  que  el  Capitán  debe  entregar 
la  mercancía  al  poseedor  de  la  póliza  conforme  al  original  que  él 
posee; 

Pero  ¿y  si  se  presentan  varios  conocimientos  originales?  El  con- 
flicto entre  el  legítimo  poseedor  de  la  póliza  de  cargo  símbolo  de 
la  mercancía,  y  otro  poseedor  de  otro  ejemplar  del  conocimiento, 
ha  dado  origen  a  muchísimos  conflictos.  ¿  A  qué  se  reduce  la  po- 
sesión del  símbolo  de  la  mercancía  si  existen  varios  símbolos  igua- 
les y  ninguna  persona  puede  procurarse  la  efectiva  disponibilidad 
de  la  mercancía?i 

Por  esto  hoy  las  Compañías  de  navegación  entregan  al  carga- 
dor un  solo  original,  el  cual  es  por  éste  endosado,  o  directamente 
expedido  al  destinatario.  Y  son  muchas  las  Compañías  que  cuando 
vienen  precisadas .  a  remitir  un  conocimiento  al  cargador,  otro  al 
armador,  otro  al  destinatario,  otro  al  Capitán,  lo  hacen  en  ejempla- 
res de  diferente  color  al  ejemplar  transferible  entregado'  al  cargador. 

No  obstante,  el  Código  de  Comercio  español,  en  el  apartado  se- 
gundo del  artículo  que  comentamos,  toma  varias  disposiciones 
para  impedir  todo  uso*  ilícito  que  pudiera  hacerse  del  conocimiento. 

Por  las  funciones  a  las  cuales  se  presta  el  conocimiento  respecto 
del  cargador  o  destinatario,  puede  suponerse  que  hayan  sido  en- 
tregados uno  o  más  duplicados,  los  cuales  serían  numerados  de 
primero,  segundo,  tercero,  para  distinguir  los  unos  de  los  otros  como 
los  duplicados  de  las  cambiales,  porque  tienen  diversa  eficacia  y  al 
fin  de  que  los  terceros  peudan  fácilmente  reconocer  las  varias  índo- 
les y  evitar  dañosos  errores.  Aplicando  a  los  duplicados  del  conoci- 
miento el  sistema  de  los  duplicados  cambiarios,  se  opone  que  la 
póliza  de  cargo,  cuando  se  quiere  usar  para  ella  el  lenguaje  cambia- 
rlo, no  es  más  que  un  billete  a  la  orden  o  vale  cambiario,  que  para 
esta  especie  de  cambial  no  se  emite  duplicados,  y  que  tal  sistema1 
no  preserva  del  peligro  de  que  el  poseedor  del  duplicado  del  cono- 
cimiento, lo  venda  o  lo  empeñe  a  diversas  personas  y  exponga  al 
tercero  al  peligro  de  adquirir  un  duplicado  sin  valor. 

En  los  transportes  por  mar  suelen  usarse  una  serie  de  expresio- 
nes que  son  concreción  de  determinados  contratos.  Estas  expresio- 
nes son  verdaderas  modalidades  del  contrato  de  fletamento,  y  vie- 
nen consignadas  por  las  partes  en  las  pólizas  de  fletamento  y  en  los 
conocimientos  de  embarque.  Las  más  usuales  son  las  siguientes: 
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C.  F.  o  C.  &  F.  (Cost  and  Freight),  más  abreviadamente,  Caf. 
Significa  que  el  vendedor  suministra  la  mercancía  y  paga  el  flete 
solamente,  y  no  otros  gastos,  hasta  el  lugar  de  entrega  convenido., 
Todos  los  riesgos,  mientras  las  mercancías  están  en  tránsito,  son 
por  cuenta,  del  comprador. 

|C.  I.  F.  (Cost,  Insurance  and  Freigh),  indica  que  el  vendedor 
suministra  la  mercancía,  paga  el  flete  y  seguro  hasta  el  punte*  de 
entrega;  cualesquiera  otros  riesgos  mientras  la  mercancía  está  en 
tránsito,  son  por  cuenta  del  comprador. 

F.  O.  B.  (Destination),  se  entiende  que  el  vendedor  paga  todos 
los  gastos  y  asume  toda  responsabilidad  hasta  ^cjue  las  mercancías) 
son  entregadas  en  el  lugar  convenido. 

F.  O.  B.  (Steamer),  significa  que  el  vendedor  entrega  las  mercan- 
cías franco  a  bordo  del  buque  en  "buenas  condiciones  de  embarque } 
todos  los  demás  gastos  y  riegos  que  pueden  sobrevenir,  serán  ^por 
cuanta  del  comprador^ 

F.  A.  S.  (Steamer),  indica  que  el  vendedor  debe  entregar  las  mer- 
cancías al  costado  del  buque  o  alijadas  en  el  muelle  de  recibo  de 
la  Compañía  de  vapores  en  buenas  condiciones  de  embarque,  ca- 
rretaje o  lanchaje  pagado;  todos  los  demás  gastos  y  riesgos  que 
puedan  sobrevenir  serán  por  cuenta  del  comprador. 

De  la  póliza  del  seguro  marítimo.  —  Empieza  la  primera  dispo- 
sición de  nuestro  .Código  mercantil,  exigiendo  para  la  validez  del 
contrato  de  seguros  marítimos,  que  conste  el  mismo  por  escrito'  en¡ 
póliza  firmada  por  los  contratantes.  Así  lo<  exigen  también  los  Có- 
digos de  Italia,  arts.  420  y  605 ;  de  Alemania,  art.  764 ;  de  Francia^ 
art.  332,  y  la  ley  belga  de  11  de  junio  de  1874,  artículo  25.. 

Esta  exigencia  de  la  ley,  es  con  vistas  a  la  prueba,  no  en  relación 
a  la  solemnidad  del  contrato.  Por  ello  quedan  excluidos  los  demás 
medios  probatorios,  como  ison  declaraciones  testificales^  presuncio- 
nes, etc.,  sino  siguen  a  un  contrato  escrito  como  complemento  suyo.. 
Esta  ¡disposición  del  lartículo  737,  viene  comprendida,  por  consi- 
guiente, en  la  'excepción  Ia  del  art.  52  del  Código  de  Comercio,  sin! 
que  rece  para  ella  lo>  dispuesto  en  el  artículo  51  respecto!  de  la  va- 
lidez de  los  contratos. 

Ahora  bien.  ¿Qué  forma  deberá  revestir  la  póliza?  ¿Será  precisa) 
una  escritura  notarial  o,  por  el  contrario  bastará  una  simple  carta? 
Atendido  que  por  el  Código  se  señalan  como  obligatorias  en  laj 
póliza  una  porción  de  circunstancias  o  requisitos  que  enumera  de- 
talladamente en  su  art.  738,  y  que  en  el  737  exige  que  se  extienda; 
por  duplicado,  quedándose  cada  parte  con  un  ejemplar,  y  no  se  exige 
la  formalidad  de  la  otorgación  ante  Notario  público'  ni  ante  Co- 
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rredor,  hay  que  concluir  que  bastará  extender  el  contrato  de  seguro 
en  documento  privado,  debidamente  reintegrado,  según  la  ley  del 
Timbre.  En  la  práctica,  las  Compañías  de  Seguros  tienen  impresas 
sus  pólizas  correspondientes  a  la  matriz  del  libro  de  seguros.  Asi- 
mismo, los  seguros  contratados  por  medio  de  Corredores  deben 
constar,  además,  en  los  libros  de  éstos,  los  cuales  hacen  fe  en  jui- 
cio. (Ver  art.  113,  Código  Comercio). 

Los  contrato  de  seguros  otorgados  ante  la  Autoridad  Consular 
de  España  en  el  extranjero,  tendrán,  según  el  art.  739  del  Código, 
igual  valor  que  si  se  hubiesen  verificado  con  intervención  ele  Co- 
rredor. El  documento  en  que  se  haga  constar  el  seguro,  tendrá  en 
este  caso  el  mismo  valor  que  un  contrato  celebrado  ante  notario. 

En  cuanto  a  las  formalidades  que  debe  contener  la  póliza  de  se- 
guro marítimo  debe  estarse  a  lo  prevenido  en  el  art.  738  del  Códi- 
go de  Comercio  (2)« 

Del  delivery  order. —  Frecuentemente  entre  los  documentos  que 
se  entregan  al  Banco  aceptante,  se  halla  un  delivery  order.  Esto 
ocurre  cuando  el  cargador  posee  un  solo  conocimiento  y  quiere  ven- 
der la  mercancía  a  más  de  una  persona.  En  este  caso  entrega  la  pó- 
liza! a  uno  de  los  compradores,  o  bien  la  deposita  en  persona  residen- 
te en  uno  de  los  probables  puertos  de  destino,  que  se  dedique  al 
negocio  de  consignación,  fletamentq,  etc.  Este  consignatario  resulta 
ser  el  depositario  de  la  única  póliza  de  cargo,  la  cual  viene  fraccio- 
nada  mediante  otros  documentos,  por  los  cuales  se  ordena  al  capi- 
tán del  buque  en  el  cual  viaja  la  mercancía  consignar  a  otros  tantos 
compradores  una  parte  del  cargamento.  Estos  documentos  se  co- 
nocen en  el  comercio'  con  el  nombre  de  delivery  orders,  y  son  espe- 
cialmente usados  en  el  comercio  de  hierro,  granos  y  carbones,  de- 
biendo ser  firmados  por  el  depositario  antes  mencionado., 

A  la  llegada  del  buque  el  consignatario  del  cargamento  pide  al 
Capitán  la  entrega  de  una  carta  que  indique  los  nombres  del  depo- 
sitario del  conocimiento,  del  cual  quiere  estar  seguro  antes  de  pa- 
gar el  flete,  a  menos  que  por  ser  persona  conocida  suya  o  de  sol- 
vencia notoria  en  la  plaza,  no  lo  juzgue  necesario,  o  porque  tal  per- 
sona haya  merecido  tal  cargo  por  parte  de  otros  cargadores  del  bu- 
que. El  receptor  que  posee  un  delivery  order  se  presenta  al  depo- 
sitario del  conocimiento,  pidiéndole  un  vale  de  entrega  para  que  el 
Capitán  entregue  la  .correspondiente  parte  de  mercancía.  En  este  pun 
to  es  preciso  distinguir  dos  casos.  El  depositario  indicado  por  el 
capitán  es  el  mismo  que  ha  librado  y  firmado  todos  los  delivery 


(2)   Véase  «Seguros  marítimos».  Manuales  Rcus 
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orders  de  un  cargamento,  o  sea  el  depositario1  del  conocimiento.  iQ 
bien  el  depositario  indicado  por  el  capitán  es  una  distinta  persona. 
En  el  primer  caso,  para  que  el  receptor  pueda  obtener  el  vale  de 
entrega,  debe  sencillamente  entregar  su  deüvery  order  al  depositario 
del  conocimiento,  quien  conforme  al  contrato  de  fletamento  liqui- 
dará los  gastos  que  se  hayan  causado.  En  el  segundo  caso,  es  pre- 
ciso- que  intervenga  el  depositario  del  conocimiento!,  entregando  éste 
al  depositario  indicado  por  el  Capitán,  sin  lo  cual  no  será  posible 
obtener  el  vale  de  entrega. 

De  ello  se  deduce  que  no  cabe  confundir  el  deüvery  order,  fracción 
de  conocimiento  para  entrega  de  parte  de  cargamento',  con  el  vale 
de  entrega. 

De  la  factura,  del  certificado  de  origen,  análisis,  peso,  etc. — i 

Cuando  las  instrucciones  recibidas  del  cliente,  al  cual  fué  con- 
cedida la  apertura  de  crédito,  se  limitan  a  la  orden  de  aceptar  la> 
cambial  contra  entrega  únicamente  de  documentos,  el  Banco  no  sue- 
le pedir  más  que  el  conocimiento  de  embarque  y  la  póliza  de  seguro, 
Pero  si  el  cliente  insta  al  Banco  de  asegurarse  de  la  concurrencia! 
de  otras  condiciones  de  cualidad,  cantidad  y  peso-,  etc.,  de  la  mer- 
cancía, podrá  exigir  la  presentación  de  la  factura  o  una  copia  de 
esta.  Cuando  la  aceptación  viene  concedida  directamente  al  expedidor 
o  vendedor,  el  Banco  tiene  interés  en  recibir  la  factura  entre  los  de- 
más documentos.  En  este  caso-  la  factura  permite  conocer  el  valor 
de  la  mercancía  y  por  consiguiente  el  valor  de  la  garantía. 

El  certificado  de  origen  hace  fe  respecto  de  la  naturaleza  y  cali- 
dad de  la  mercancía  comprada,  con  indicación  de  la  región  de  origen, 
y  a  veces  de  la  fábrica  de  que  proviene.  Este  documento-  se  exige 
ordinariamente  solo  a  mercancías  que  se  adquieren  teniendo-  en  cuen- 
ta la  bondad  de  su  procedencia.  Ocurre  principalmente  con  los  car- 
bones respecto  de  las  cuencas  mineras  de  que  proceden.  Libran 
los  certificados  de  origen  los  Consulados  del  país  receptor,  01  las  Cá- 
maras de  Comercio  del  mismo,  si  existen  en  el  país  expedidor.  Otrasi 
veces  los  emiten  oficiales  de  la  administración  pública  del  país  de 
origen,  visados  por  el  Cónsul  del  país  importador.  El  certificado 
de  origen  presentado  en  las  Aduanas  del  país  importador,  produce 
el  efecto  de  justificar  el  derecho  a  las  tarifas  mínimas  arancelariasi 
cuando  procedan  en  virtud  de  lo  establecidoi  en  los  Tratados  de 
Comercio. 

Los  certificados  de  análisis,  acreditan  la  composición  y  el  grado 
dé  pureza  de  las  mercancías,  en  virtud  de  haber  sido-  sometidas  a 
procedimientos  mecánicos  01  químicos., 
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Pueden  acompañar  también  a  los  giros  documéntanos  los  certi- 
ficados de  peso  y  de  colaudo  que  acreditan  el  peso  de  las  mercancías, 
cargadas  y  la  resistencia  de  los  metales  elaborados,  etc. 

Legislación  del  Timbre  respecto  de  las  pólizas  de  crédito 
con  garantía  de  valores  cotizables 

(Art.  139  de  la  Ley  de  19  de  octubre  de  1920,  modificado  por  la  de  26  de  julio  1922) 

Las  pólizas  de  crédito  con  garantía  de  valores  cotizables  llevarán  el 
timbre  que,  con  sujeción  a  la  escala  que  se  fija  por  el  artículo  anterior 
(138  relativo  a  letras  de  cambio,  etc.  Véase  en  Letras  de  cambio),  corres- 
ponda a  la  mitad  del  crédito  que  por  la  misma  se  conceda,  y  en  dicho  ar- 
tículo se  consideran  comprendidas  para  todos  los  demás  fines  del  mismo. 

En  el  caso  en  que  la.  suma  de  las  cantidades  recibidas  exceda  a  la  mi- 
tad del  crédito  concedido,  se  pagará  la  diferencia  entre  el  impuesto  satis- 
fecho y  el  que  corresponda  a  la  cuantía  total  de  dicho  crédito,  con  suje- 
ción a  la  indicada  escala,  fijando  en  la  póliza  los  timbres  móviles  necesa- 
rios al  efecto,  los  que  se  inutilizarán  como  se  dispone  en  el  artículo  9s. 

Los  duplicados  de  dichas  pólizas  y  los  de  los  préstamos  con  garantía 
de  valores  cotizables  llevarán  el  timbre  fijo  de  10  céntimos  de  peseta  cuan- 
do la  cuantía  que  sirva  de  base  para  regular  el  timbre  no  exceda  de  3.500 
pesetas  y  cuando  pase  de  esta  cantidad  el  timbre  de  dichos  duplicados 
será  de  una  peseta,  clase  octava. 

Legislación  del  impuesto  de  derechos  reales, 
sobre  préstamos  y  aperturas  de  crédito 

Los  Bancos  y  Sociedades  que  con  arreglo  a  sus  Estatutos  verifican  prés- 
tamos o  cuentas  de  crédito  de  los  comprendidos  en  el  art.  26  del  Regla- 
mento del  Impuesto  de  derechos  reales  de  20  Abril  1911,  podrán  por  sí 
liquidar  y  exigir  el  referido  impuesto  de  los  particulares  que  con  ellos  con- 
traten en  la  forma  que  estimen  conveniente,  debiendo  ingresar  por  quince- 
nas en  las  Cajas  del  Tesoro,  lo  que  por  impuesto  corresponda  satisfacer  a 
los  prestatarios,  mediante  relación  individual  cotejable  por  la  Hacienda 
con  los  documentos  de  su  contabilidad  mercantil. 

Los  Bancos  y  Sociedades  que  quieran  utilizar  este  derecho,  lo  pondrán 
en  conocimiento  de  la  Delegación  de  Hacienda  al  empezar  a  ejercitarlo. 

En  todos  los  casos  en  que  el  impuesto  a  solicitud  de  Bancos  y  Socieda- 
des no  se  liquide  por  el  Estado  directamente  a  los  particulares,  responde- 
rán aquellos  en  primer  término  del  importe  a  que  asciende  el  tributo  y 
subsidiariamente  los  particulares. 

Las  oficinas  liquidadoras  servirán  las  expresadas  relaciones  quincenales, 
y  una  vez  conformes  con  las  liquidaciones  comprendidas  en  las  mismas, 
practicarán  una  total  por  cada  concepto  y  número  de  tarifa,  anotándola 
en  el  ¡diario  de  liquidación  de  su  oficina.  (Art.  136  del  indicado  Reglamento). 


CAPÍTULO  XIV 


Operaciones  sobre  títulos 
Generalidades  sobre  los  mismos 

Legislación 

(Código  de  Comercio) 

Alcance  de  la  palabra  tílulos.  —  Cómo  se  clasifican.  —  Su  división  según  la  naturaleza  del  crédito 
que  representan.  —  a)  Valores  de  Estado  y  de  Corporaciones  públicas.  —  b)  Acciones  de  Empresas 
privadas.  —  c)  Obligaciones  y  Bonos. 

Negociación  de  títulos  al  portador  sin  intervención  de  corredor  colegiado. — Reivindicación  de  obje- 
tos muebles.  —  Principio  general  contenido  en  el  Código  civil.  —  Requisitos  necesarios  para  que  la 
irreivindicación  pueda  tener  efecto.  —  Responsabilidades  dimanantes  del  robo,  burto  o  extravío  de 
títulos.  —  Responsabilidad  de  particulares.  —  Id.  de  Bancos  y  Banqueros. — Id.  de  Agentes  de 
cambio  y  Bolsa.  —  Legislación  especial  respecto  a  los  títulos  de  la  Deuda  Pública  extraviados  o 
destruidos.  —  Aplicabilidad  de  los  artículos  548  a.  565  del  Código  de  Comercio  a  los  títulos  de  la 
Deuda.  —  Reivindicación  de  títulos  al  portador  en  virtud  de  procedimiento  penal. 

Admisión  de  valores  a  la  contratación.  —  Sus  requisitos.  —  Admisión  de  documentos  de  crédito  emiti- 
dos por  Sociedades  extranjeras.  —  Introducción  en  España  de  valores  extranjeros.  —  Estampillado 
y  registro  de  valores  extranjeros  existentes  en  España.  —  Nuevo  impuesto  sobre  la  admisión  o 
cotización  en  Bolsas  españolas  de  valores  extranjeros. 

Legislación  del  Timbre  aplicable  a  los  valores  inmobiliarios. 

Ley  de  19  ¡de  octubre  de  1920  modificada  por  la  de  26  julio  de  1922. 

TÍTULO  XII 

De  los  efectos  al  portador  y  de  la  falsedad,  robo,  hurto  o  extravío  de  los  mismos 

'  Artículo  544.  Todos  los  efectos  a  la  orden  de  que  trata  el  artículo'  an- 
terior, podrán  emitirse  al  portador,  y  llevarán  como  aquellos,  aparejada 
ejecución  desde  el  día  de  su  vencimiento,  sin  más  requisito  que  el  recono- 
cimiento de  la  firma  del  responsable  a  su  pago. 

El  día  del  vencimiento  se  contará  según  las  reglas  establecidas  para 
los  efectos  expresados  a  la  orden  y  contra  la  acción  ejecutiva  no  se  admi- 
tirán más  excepciones  que  las  indicadas  en  el  artículo  523. 

Art.  545.  Los  demás  efectos  al  portador,  bien  sean  de  los  enumerados 
en  el  art.  68,  o  bien  billetes  de  Banco,  acciones  u  obligaciones  de  otros 
Bancos,  Compañías  de  crédito  territorial,  agrícola  o  mobiliario,  de  Com- 
pañías de  ferrocarriles,  de  Obras  públicas,  industriales,  comerciales  o  de 
cualquier  otra  clase,  emitidas  conforme  a  las  leyes  y  disposiciones  de  este 
Código,  producirán  los  siguientes  efectos :  la  Llevarán  aparejada  ejecución 
dichos  títulos,  lo  mismo  que  sus  cupones,  desde  el  día  del  vencimiento  de 
la  obligación  respectiva  a  su  presentación,  si  no  le  tuvieren  señalado. 
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2»  Serán  transmisibles  por  la  simple  tradición  del  documento  O.  3o  No 
estarán  sujetos  a  reivindicación  si  hubieren  sido  negociados  en  Bolsa  con 
intervención  de  Corredor  colegiado,  y  donde  no  lo  hubiere,  con  intervención 
de  Notario  público  o  Corredor  de  comercio,  debiendo  alzarse  la  retención 
judicial  de  los  mencionados  efectos  si  se  hubiere  acordado,  tan  pronto  como 


(1)  El  artículo  545  del  Código  de  Comercio  dispone  que  los  títulos  al  portador  que  enumera. 
Bon  transmisibles  por  la  simple  tradición  del  documento  (párr.  2o),  pero  añade  que  no  estarán  sujetos 
a  reivindicación  si  hubieren  sido  negociados  en  Bolsa  con  intervención  de  agente  colegiado,  y  donde 
no  lo  hubiere,  con  intervención  de  notario  público  o  corredor  de  comercio,  debiendo  alzarse  la  reten- 
ción judicial  de  los  mencionados  efectos  si  'se  hubiese  acordado,  tan  pronto  como  el  interesado  sin 
necesidad  de  valerse  de  abogado  ni  de  procurador,  sin  más  trámites  que  los  indispensables  y  sin 
exención  de  derechos  al  compareciente  para  resolver  sobre  su  petición,  demuestre  que  los  adqui- 
rió con  las  formalidades  indicadas,  a  no  ser  que  al  tiempo  de  su  venta  estuviera  suspendida  en 
forma  su  libre  negociación. 

En  estos  preceptos  el  legislador  ha  establecido  el  principio  de  la  irreivindicación  para  los  títulos 
adquiridos  con  la  intervención  de  agente  colegiado  en  donde  hubiere  Bolsa  y  por  medio  de  notario 
público  o  corredor  de  comercio  en  los  puntos  donde  no  la  hubiere,  sin  hacer  extensivo  tal  privilegio 
a  su  obtención  por  otro  medio,  los  cuales  por  tanto  quedan  sometidos  a  las  reglas  generales  del  de- 
recho (S.  9  febrero  1892)  que  concede  la  acción  reivindicatoría  al  que  pruebe  que  tiene  el  dominio  do 
lo  que  reclama  (S.  11  julio  1881). 

Si  bien  el  número  segundo  de  este  artículo  declara  que  los  títulos  al  portador  son  transmisi- 
bles por  la  simple  tradición  del  documento,  añade  en  el  tercero  que  no  estarán  sujetos  a  reivindica- 
ción si  hubieren  sido  negociados  en  la  forma  que  puntualiza,  y  al  final  deja  a  salvo  los  derechos  y 
acciones  del  legílimo  propietario  contra  el  vendedor  u  otras  personas  responsables  según  las  leyes, 
por  los  actos  que  le  hayan  privado  la  posesión  y  el  dominio  de  los  efectos  vendidos;  lo  cual  demues- 
tra que  la  novedad  sancionada  en  estos  preceptos  se  reduce  a  hacer  irreivindicables  los  títulos  ai- 
quiricos  por  dicha  negociación,  sin  hacer  extensivos  dichos  privilegios  a  los  obtenidos  por  otros  me- 
dios, que,  por  tanto,  quedan  sometidos  a  las  reglas  generales  de  derecho.  (S.  de  9  febrero  1892). 

La  retención  de  títulos  vendidos,  acordada  por  la  autoridad  judicial  a  instancia  de  parte,  y  con- 
sentida por  el  comprador,  no  significa  sentencia  firme  en  que  se  reconozca  procedente  la  acción 
reivindicatoría,  ni  produce,  en  cuanto  a  ésta,  la  excepción  de  cosa  juzgada.  (S.  26  octubre  de  1901). 

Son  irreivindicables  los  efectos  negociados  formalmente,  con  intervención  de  notario  público  o 
corredor  de  comercio,  fuera  de  Bolsa  en  las  plazas  donde  no  la  hubiera.  (S.  29  marzo  1902). 

Las  carpetas  provisionales  del  6  por  100.  como  las  obligaciones  del  Tesoro  representadas  por 
ellas,  tienen  el  carácter  de  títulos  al  portador,  cuyo  extravío  no  permite  al  desposeído  cobrar  los  in- 
tereses, ni  ser  reintegrado  por  la  Hacienda  hasta  transcurrir  cinco  años  desde  que  se  pusieron  los 
anuncios  dando  cuenta  del  suceso.  (S.  17  mayo  1904). 

Para  que  los  efectos  al  portador  sean  irreivindicables  han  de  haber  sido  negociados  en  Bolsa,  con 
intervención  de  agente  colegiado,  o  en  su  detecto  notario  público  o  corredor  de  comercio,  y  no  me- 
diando estas  circunstancias  puede  reclamarles  la  persona  a  quien  pertenezcan.  (SS.  b  febrero  1892,  7 
julio  1896,  29  mayo  1902  y  24  marzo  1905). 

Las  prescripciones  de  los  arts.  548,  660  y  561  de  este  Código,  en  nada  absolutamente  modifi- 
can ni  podrían  modificar  según  el  texto  del  566,  las  condiciones  con  que  han  de  ser  negociados  los 
efectos  al  portador  expedidos  por  el  Estado,  para  no  estar  sujetos  a  reivindicación,  y  por  tanto,  (ales 
artículos  sólo  podrían  invocarse  si,  después  de  denunciado  el  extravío  o  robo  de  los  títulos,  se  hu- 
bieren negociado  con  intervención  de  agente:  pero  no  cuando  esto  no  ha  tenido  lugar.  La  interven- 
ción del  agente  de  Bolsa,  como  la  del  corredor  de  comercio  y  la  del  notario,  en  la  negociación  do 
los  efectos  públicos  de  la  Deuda,  no  puede  hacerse  de  cualquier  modo,  sino  en  la  forma  prevenida, 
ya  en  la  ley  de  Bolsas,  ya  en  el  Código  de  Comercio,  ya  en  la  ley  del  Notariado,  según  el  carácter 
del  funcionario  que  intervenga,  pues  dicha  forma  constituye  a  la  vez  la  garantía  de  la  interven- 
ción, y  es  la  base  de  todas  las  responsabilidades  como  de  todos  los  efectos  que  deben  producirse;  no 
bastando,  por  lo  tanto,  para  poder  estimar  realizada  una  negociación  sobre  valores  del  Estado  con 
intervención  de  alguno  de  dichos  funcionar. os,  la  circunstancia  de  que  haya  mediado  un  agente  o  co- 
rredor con  carácter  particular,  sin  autorizar  nada,  ni  extender  documento  alguno,  ni  hacer  en  sus 
libros  la  correspondiente  anotación.  (S.  30  mayo  1895) 

Cuando  en  la  compra  de  títulos  interviene  agente  de  Bolsa  y  nadie  ha  impedido  su  negociación, 
tiene  el  comprador  perfecto  derecho  para  obtener  el  alzamiento  do  la  retención  acordada  sobre  los 
mismos,  cuyo  título  de  propiedad  carece  de  eficacia  respecto  del  comprador.  (S.  7  julio  1896). 

Lo  dispuesto  en  el  núm.  3°  de  este  artículo,  que  declara  irreivindicables  los  efectos  al  portador 
cuando  fueren  negociados  en  Bolsa  con  intervención  de  agente  colegiado  y,  donde  no  lo  hubiere,  con 
intervención  do  notario  público  o  corredor  de  comercio,  debe  entenderse  en  el  sentido  de  que  U 
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el  interesado  sin  necesidad  de  valerse  de  Abogado  ni  de  Procurador,  sin 
más  trámites  que  los  indispensables  y  sin  exacción  de  derechos  al  com- 
pareciente para  resolver  sobre  su  petición,  demuestre  que  los  adquirió 
con  las  formalidades  indicadas,  a  no  ser  que  al  tiempo  de  su  venta  estu- 
viere suspendida  en  forma  su  libre  negociación. 

Quedarán  a  salvo  los  derechos  y  acciones  del  legítimo  propietario^  con- 
tra el  vendedor  u  otras  personas  responsables  según  las  leyes,  por  los 
actos  que  le  hayan  privado  de  la  posesión  y  dominio  de  los  efectos  vendidos. 

Art.  546.  El  tenedor  de  un  efecto  al  portador  tendrá  derecho  a  con- 
frontarlo con  sus  matrices  siempre  que  lo  crea  conveniente. 

SECCIÓN  SEGUNDA 
Del  robo,  hurto  o  extravío  de  los  documentos  de  crédito  o  efectos  al  portador  (2) 

Art.  547.  Serán  documentos  de  crédito  al  portador,  para  los  efectos 
de  esta  sección,  según  los  casos : 

lo  Los  documentos  de  crédito  contra  el  Estado,  provincias  o  Munici- 
pios, emitidos  legalmente. 

2»  Los  emitidos  por  naciones  "extranjeras,  cuya  cotización  haya  sido 
autorizada  por  el  Gobierno  a  propuesta  de  la  Junta  sindical  del  Colegio 
de  Agentes. 

3^  Los  documentos  de  crédito  al  portador,  de  Empresas  extranjeras 
constituidas  con  arreglo  a  la  ley  del  Estado  a  que  pertenezcan. 

4q  Los  documentos  de  crédito  al  portador  emitidos  con  arreglo  a  su 
ley  constitutiva  por  Establecimientos,  Compañías  o  Empresas  nacionales. 

5o  Los  emitidos  por  particulares,  siempre  que  sean  hipotecarios  o  estén 
suficientemente  garantidos  (3). 

Art.  548.  El  propietario  desposeído,  sea  cual  fuere  el  motivo,  podrá 
acudir  ante  el  Juez  o  Tribunal  competente,  para  impedir  que  se  pague  a 
tercera  persona  el  capital,  los  intereses  o  dividendos  vencidos  o  por  ven- 
cer, así  como  también  para  evitar  que  se  transfiera  a  otro  la  propiedad 
del  título  o  conseguir  que  se  le  expida  Un  duplicado. 


irreivindicación  lo  mismo  alcanza  a  los  electos  públicos  cuando  hubiesen  sido  negociados  en  Bolsa 
con  intervención  del  referido  agente,  que  a  los  negociados  fuera  de  ella,  con  intervención  del  nola- 
rio  o  corredor  con  las  formalidades  debidas.  (S.  29  marzo  1902). 

Véanse  en  el  art.  560  las  sentencias  de  26  octubre  1901  y  24  marzo  1905. 

(2)  Las  diligencias  ordenadas  en  la  Sección  2»,  tít.  12,  lib.  2»  del  Código  de  Comercio,  son  por 
6U  naturaleza,  alcance  y  finalidad  de  índole  preventiva  y  provisional,  por  lo  que  la  resolución  que 
tiene  este  carácter  no  puede  producir  la  excepción  de  cosa  juzgada,  a  tenor  do  lo  prescrito  en  los 
artículos  1251  y  1252  del  Código  civil,  en  armonía  con  las  leyes  13  y  19,  título  XXII  de  la  partida  3* 
(S.  18  enero  1913). 

(3)  El  extravío  de  valores  de  la  deuda  del  Estado  no  se  rige  por  los  arts.  547  y  siguientes  del 
Código  de  Comercio,  pues  lo  prohibe  lemiilrantemente  el  art.  566;  y  el  derecho  de  propiedad  decla- 
rado por  los  Tribunales  sólo  permite  solicitar  la  expedición  de  nuevos  títulos.  (S.  23  junio  1892). 

No  exige  la  intervención  de  agenle  colegiado  de  cambio,  ni  pueden  ser  declaradas  ilícitas  por 
no  mediar  éste,  pues  oblígase  conforme  a  los  arts.  1709,  1710,  1711,  1728  y  1731  del  Código  civil, 
que  sanciona  la  eficacia  del  mandato  conferido  para  concertarlas,  y  con  sujeción  al  de  comercio,  que 
reconoce  la  validez  de  las  mismas,  aunque  su  liquidación  aparezca  hecha  por  el  resultado  de  dife- 
rencias y  no  esté  acreditado-  que  vendedor  y  comprador  poseyeran,  respectivamente,  los  valores,  y 
el  sincero  objeto  del  convenio,  pues  son  válidas  como  lícitas,  todas  las  operaciones  de  Bolsa  al  con- 
tado y  a  plazo,  aunque  hayan  de  saldarse  por  diferencias  y  sin  que  obste  en  su  caso,  que  el  media- 
nero haya  expresado  operar  en  firme.  (S.  6  noviembre  1896). 
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Será  Juez  o  Tribunal  competente  el  que  ejerza  jurisdicción  en  el  distri- 
to en  que  se  halle  el  establecimiento  o  persona  deudora  (*). 

Art.  549.  En  la  denuncia  que  al  Juez  o  Tribunal  haga  el  propietario 
desposeído,  deberá  indicar  el  nombre,  la  naturaleza,  el  valor  nominal,  el 
número,  si  lo  tuviere,  y  la  serie  de  los  títulos;  y  además,  si  fuere  posible,, 
la  época  y  el  lugar  en  que  vino  a  ser  propietario,  y  el  modo  de  su  adquisi- 
ción; la  época  y  el  lugar  en  que  recibió  los  últimos  intereses  o  dividendos, 
y  las  circunstancias  que  acompañaron  a  la  desposesión. 

El  desposeído,  al  hacer  la  denuncia,  señalará  dentro  del  distrito  en  que 
ejerza  jurisdicción  el  Juez  o  Tribunal  competente,  el  domicilio  en  que 
habrán  de  hacérsele  saber  todas  las  notificaciones  (5). 

Art.  550.  Si  la  denuncia  se  refiere  únicamente  al  pago  del  capital  o 
de  los  intereses  o>  dividendos  vencidos  o  por  vencer,  el  Juez  o  Tribunal, 
justificada  que  sea  en  cuanto  a  la  legitimidad  de  la  adquisición  del  título, 
deberá  estimarla,  ordenando  en  el  acto : 

lo  Que  se  publique  la  denuncia  inmediatamente  en  la  Gaceta  de  Madrid, 
en  el  Boletín  Oficial  de  la  provincia  y  en  el  Diario  Oficial  de  Avisos  de  la 
localidad  si  lo  hubiere,  señalando  un  término  breve  dentro  del  cual  pueda 
comparecer  el  tenedor  del  título. 

2o  Que  se  ponga  en  conocimiento  del  Centro  directivo  que  haya  emi- 
tido el  título,  o  de  la  Compañía  o  del  particular  de  quien  proceda,  para 
que  retenga  el  pago  de  principal  e  intereses. 

Art.  551.  La  solicitud  se  sustanciará  con  audiencia  del  Ministerio  fiscal 
y  en  la  forma  que  para  los  incidentes  prescribe  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  («). 

Art.  552.  Transcurrido  un  año  desde  la  denuncia  sin  que  nadie  la  con- 
tradiga, y  si  en  el  intervalo  se  hubieren  repartido  dos  dividendos,  el  denun- 
ciante podrá  pedir  al  Juez  o  Tribunal  autorización,  no  sólo  para  percibir 


(4)  Ejercitada  por  una  Asociación  española  la  acción  reivindicatoría  de  unos  títulos  de  Deuda 
española,  vendidos  solemnemente  en  una  Bolsa  extranjera,  se  rechaza  la  acción,  declarando:  Que  la 
retención  de  los  títulos  a  instancia  do  la  asociación  y  consentida  por  el  comprador,  no  significa  sen- 
tencia firme  en  que  se  reconozca  la  procedencia  de  la  acción  reivindicatoría,  ni  produce  en  cuanto 
a  ésta,  la  excepción  de  cosa  juzgada;  y  que  la  venta  fué  valida  y  eficaz  con  arreglo  a  las  leyes  bel- 
gas y  al  Código  de  Comercio,  que  impiden  desposeer  al  adquirente  sin  reembolsarle  el  precio,  que 
carece  de  aplicación  al  caso  la  ley  de  2  de  septiembre  de  1896,  por  haber  sido  vendidos  los  valores 
con  anterioridad  a  ella.  (S.  26  octubre  1901). 

Tratándose  de  títulos  de  la  Deuda,  es  competente  el  Juzgado  del  lugar  en  que  el  titulo  se  ha- 
llase últimamente  depositado  o  donde  se  hubiesen  domiciliado  o  pagado  sus  cupones. 

Juez  competente  para  impedir  que  se  paguen  o  transfieran  documentos  de  crédito  o  efectos  al 
portador  extraviados,  con  arreglo  al  art.  648  del  Código  de  Comercio,  es  el  del  distrito  en  que  se 
halle  el  establecimiento  o  persona  deudora,  sin  perjuicio  do  la  jurisdicción  de  quien  haya  de  enten- 
der en  el  fondo  de  la  reclamación.  (S.  7  marzo  1903). 

Las  carpetas  provisionales  que  fueron  entregadas  por  la  Administración  a  los  suscriptores  al  em- 
préstito autorizado  por  la  ley  de  10  de  julio  de  1896,  para  canjearlas  por  las  obligaciones  del  Tesoro 
al  5  por  100  que  se  emitieron  después,  eran  efectos  al  portador,  porque  representaban  a  los  defini- 
tivos que  tenían  tal  carácter  y  que,  por  tenerlo,  están  sometidos  a  las  disposiciones  de  los  arts..648 
al  565  del  Código,  con  arreglo  a  lo  prevenido  en  la  ley  de  2  de  septiembre  del  mismo  año,  y  porque, 
según  el  núm.  2»  do  la  orden  del  Poder  Ejecutivo  de  20  de  febrero  de  1874,  las  carpetas  o  resguardos 
de  valores  entregados  a  la  Administración,  y,  por  consiguiente,  los  expedidos  por  ella,  conservan  el 
carácter  de  los  valores  que  representan.  (S.  17  mayo  1904). 

Véase  en  el  art.  645  la  Sentencia  30  mayo  de  1895. 

(5)  Véase  el  art.  104  de  este  Código  y  los  56  y  57  del  Reglamento  de  Bolsas  de  Comercio. 

(6)  Véanse  los  arts.  741  a  746  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
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los  intereses  o  dividendos  vencidos  o  por  vencer,  en  la  proporción  y  medida 
de  su  exigibilidad,  sino  también  el  capital  de  los  títulos,  si  hubiere  llegado 
a  ser  exigible. 

Art.  553.  Acordada  la  autorización  por  el  Juez  o  Tribunal,  el  desposeí- 
do deberá,  antes  de  percibir  los  intereses  o  dividendos  o  el  capital,  prestar 
caución  bastante  y  extensiva  al  importe  de  las  anualidades  exigibles  y  ade- 
más al  doble  valor  de  la  última  anualidad  vencida. 

Transcurridos  dos  años  desde  la  autorización  sin  que  el  denunciante 
fuere  contradicho',  la  caución  quedará  cancelada. 

Si  el  denunciante  no  quisiere  o<  no  pudiere  prestar  la  caución,  podrá 
exigir  de  la  Compañía  O'  particular  deudores,  el  depósito  de  los  intereses  o 
dividendos  vencidos  o  del  capital  exigible,  y  recibir  a  los  dos  años,  si  no 
hubiere  contradicción,  los  valores  depositados  (7). 

Art.  554.  Si  el  capital  llegare  a  ser  exigible  después  de  la  autorización, 
podrá  pedirse  bajo  caución  o  exigir  el  depósito. 

Transcurridos  cinco  años  sin  oposición  desde  la  autorización  o  diez  des- 
de la  época  de  la  exigibilidad,  el  desposeído  podrá  recibir  los  valores  de- 
positados. 

Art.  555.  La  solvencia  de  la  caución  se  apreciará  por  los  Jueces  o  Tri- 
bunales. 

El  denunciante  podrá  prestar  fianza  y  constituirla  en  títulos  de  renta 
sobre  el  Estado,  recobrándola  al  terminar  el  plazo  señalado  para  la  caución. 

Art.  556.  Si  en  la  denuncia  se  tratare  de  cupones  al  portador  separados 
del  título  y  la  oposición  no  hubiere  sido  contradicha,  el  opositor  podrá  per- 
cibir el  importe  de  los  cupones,  transcurridos  tres  años  a  contar  desde  la 
declaración  judicial  estimando  la  denuncia. 

Art.  557.  Los  pagos  hechos  al  desposeído  en  conformidad  con  las  reglas 
antes  establecidas,  eximen  de  toda  obligación  al  deudor;  y  el  tercero  qute» 
se  considere  perjudicado'  sólo>  conservará  acción  personal  contra  el  oposi- 
tor que  procedió:  sin  justa  causa. 

Art.  558.  Si,  antes  de  la  deliberación  del  deudor,  un  tercer  portador  se 
presentare  con  los  títulos  denunciados,  el  primero  deberá  retenerlos  y  ha- 
cerlo saber  al  Juez  o  Tribunal  y  al  primer  opositor,  señalando  a  la  vez  el 
nombre,  vecindad  o  circunstancias  por  las  cuales  puede  venirse  en  cono- 
cimiento del  tercer  portador. 


(7)  Las  descripciones  contenidas  en  la  Sección  2a,  tí t.  XII,  lib™  I  del  Código  de  Comercio,  que 
tienen  por  objeto  poner  a  cubierto  a  los  poseedores  legítimos  de  documentos  de  créditos  al  portador, 
de  las  posibles  y  hasta  frecuentes  contingencias  de  destrucción,  extravío  o  sustracción  de  los  mismos, 
mediante  a  concurrir  en  ellos  las  circunstancias  de  ser  transmisibles  por  la  simple  tradición  y  de  no 
estar  sujetos  a  reivindicación  cuando  fuesen  negociados  con  asistencia  de  agente  de  Bolsa,  de  corre- 
dor de  comercio  o  de  notario  público,  según  los  casos,  no  son  aplicables  a  los  títulos  nominativos  que 
no  han  menester  de  tales  precauciones  para  que  los  verdaderos  acreedores  puedan  mantener  incó- 
lume su  derecho  por  consecuencia  de  los  accidentes  mencionados. 

Las  carpetas  provisionales,  como  las  obligaciones  del  Tesoro  representadas  por  ellas,  tienen  el 
carácter  de  títulos  al  portador,  cuyo  extravío,  hurto  o  robo  no  permite  al  desposeído  ni  percibir  sus 
intereses  sin  prestar  caución  durante  dos  años,  ni  ser  reintegrado  por  la  Hacienda  hasta  transcurri- 
dos cinco  desde  que  se  publicaron  los  anuncios  dando  cuenta  del  suceso.  La  sentencia  que  acuerda 
el  abono  de  los  réditos  y  la  restitución  del  capital  sin  exigir  fianza  ni  esperar  el  transcurso  del  se- 
gundo de  estos  plazos,  infringe  los  artículos  552,  553  y  562  del  Código  de  Comercio.  (Sentencia  17  de 
mayo  de  1904). 
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La  presentación  de  un  tercero  suspenderá  los  efectos  de  la  oposición 
hasta  que  decida  el  Juez  o  Tribunal  (8). 

Art.  559.  Si  la  denuncia  tuviere  por  objeto  impedir  la  negociación  o 
transmisión  de  títulos  cotizables,  el  desposeído  podrá  dirigirse  a  la  Junta 
sindical  del  Colegio'  de  agentes  denunciando  el  robo,  hurto  o  extravío,  y 
acompañando  nota  expresiva  de  las  series  y  números  de  los  títulos  extra- 
viados, época  de  su  adquisición  y  título  por  el  cual  se  adquirieron. 

La  Junta  sindical,  en  el  mismo  día  de  Bolsa  o  en  el  inmediato,  fijará 
aviso  en  el  tablón  de  edictos ;  anunciará,  al  abrirse  la  Bolsa,  la  denuncia 
hecha  y  avisará  a  las  demás  Juntas  de  síndicos  de  la  Nación  participándoles 
dicha  denuncia. 

Igual  anuncio  se  hará,  a  costa  del  denunciante,  en  la  Gaceta  de  Madrid, 
en  el  Boletín  Oficial  de  la  provincia  y  en  el  Diario  de  Avisos  de  la  localidad 
respectiva. 

Art.  560.  La  negociación  de  los  valores  robados,  hurtados  o  extravia- 
dos, hecha  después  de  los  anuncios  a  que  se  refiere  el  artículo  anterior, 
será  nula,  y  el  adquirente  no  gozará  del  derecho  de  la  no  reivindicación; 
pero  sí  quedará  a  salvo  el  del  tercer  poseedor  contra  el  vendedor  y  contra 
el  agente  que  intervino  en  la  operación  (9). 

Art.  561.  En  el  término  de  nueve  días,  el  que  hubiere  denunciado  el 
robo,  hurto  o  extravío  de  los  títulos  deberá  obtener  el  auto  correspondiente 
del  Juez  o  del  Tribunal,  ratificando'  la  prohibición  de  negociar  o  enajenar 
los  expresados  títulos. 

Si  este  auto  no  se  notificare  o  pusiere  en  conocimiento  de  la  Junta  sin- 
dical en  el  plazo  de  los  nueve  días,  anulará  la  Junta  el  anuncio  y  será 
válida  la  enajenación  de  los  títulos  que  se  hiciere  posteriormente. 

Art.  562.  Transcurridos  cinco  años,  a  contar  desde  las  publicaciones 
hechas  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  550  y  559,  y  de  la  ratifi- 
cación del  Juez  o  Tribunal  a  que  se  refiere  el  561,  sin  haber  hecho  opo- 
sición a  la  denuncia,  el  Juez  o  Tribunal  declarará  la  nulidad  del  título 
sustraído  o  extraviado,  y  lo  comunicará  al  Centro  directivo  oficial,  Com- 
pañía o  particular  de  que  proceda,  ordenando  la  emisión  de  un  duplicado 
a  favor  de  la  persona  que  resultare  ser  su  legítimo  dueño. 


(8)  La  oposición  a  que  se  refiere  este  artículo  es  la  que  puede  formular  el  denunciante  con 
arreglo  al  art.  548  del  Código. 

En  cuanto  a  las  formalidades  que  deben  revestir  las  denuncias,  véase  lo  prescrito  en  los  artícu- 
los 57  y  59  del  Reglamento  de  Bolsas  de  21  diciembre  1885. 

(9)  Véase  la  sentencia  de  30  de  mayo  de  1895,  puesta  al  art.  545.  ( 

La  excepción  que  contiene  este  artículo  a  la  regla  que  establece  ol  545,  es  inaplicable  al  caso 
en  que  se  trata  de  una  venta  de  títulos  al  portador  de  la  Deuda  pública,  efectuada  con  anterioridad 
a  la  ley  de  a  de  septiembre  de  1896.  (S.  26  octubre  1901). 

La  prescripción  de  este  artículo,  en  nada  desvirtúa  la  del  546,  porque  aún  siendo  válidos  y  efi- 
caces los  contratos  sobre  valores  públicos  realizados  antes  do  los  anuncios  relativos  a  la  sustracción 
de  los  mismos,  6¡n  la  intervención  de  agente  colegiado,  de  Notario  o  corredor  de  comercio,  es  evi- 
dente que  los  títulos  así  adquiridos,  o  sea  sin  la  formalidad  de  tal  intervención,  pueden  ser  reivin- 
dicados por  su  verdadero  dueño,  como  se  desprende,  a  senau,  contrario,  de  lo  que  dispone  el  núm.  3» 
del  expresado  art.  545,  puesto  que  la  excepcional  condición  de  la  irreivindicación  sólo  se  ha  estable- 
cido para  cuando  el  contrato  se  hace  con  la  mediación  de  fichos  funcionarios,  salvo  el  caso  dislint» 
del  art.  560,  en  el  que  siempre  son  reivindicables.  (S.  24  marzo  1905). 
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Si  dentro  de  los  cinco  años  se  presentase  un  tercer  opositor,  el  término 
quedará  en  suspenso  hasta  que  los  Jueces  o  Tribunales  resuelvan  t10). 

Art.  563.  El  duplicado  llevará  el  mismo  número  que  el  título  primitivo; 
expresará  que  se  expidió  por  dup'icado;  producirá  los  mismos  efectos  que 
aquél,  y  será  negociable  con  iguales  condiciones. 

La  expedición  del  duplicado  anulará  el  título  primitivo;  y  se  hará  cons- 
tar así  en  los  asientos  o  registros  relativos  a  éste. 

Art.  564.  Si  la  denuncia  del  desposeído  tuviere  por  objeto,  no  sólo  el 
pago  del  capital,  dividendos  o  cupones,  sino  también  impedir  la  negocia- 
ción o  transmisión  en  Boísa  de  los  efectos  cotizables,  se  observarán,  según 
los  casos,  las  reglas  establecidas  para  cada  uno  en  los  artículos  anteriores. 

Art.  565.  No  obstante  lo  dispuesto  en  esta  sección,  si  el  desposeído 
hubiese  adquirido  los  títulos  en  Bolsa,  y  a  la  denuncia  acompañara  el  cer- 
tificado del  agente,  en  el  cual  se  fijasen  y  determinasen  los  títulos  o  efectos 
de  manera  que  apareciese  su  identidad,  antes  de  acudir  al  Juez  o  Tribu- 
nal podrá  hacerlo  al  establecimiento  o  persona  deudora  y  aún  a  la  Jun- 
ta sindical  del  Colegio  de  agentes,  oponiéndose  al  pago  y  solicitando  las 
publicaciones  oportunas.  En  tal  caso,  el  establecimiento  o  casa  deudora  y 
la  Junta  sindical  estarán  obligadas  a  proceder  como  si  el  Juzgado  o  Tribu- 
nal les  hubiere  hecho  la  notificación  de  estar  admitida  y  estimada  la 
denuncia. 

Si  el  Juez  o  Tribunal,  dentro  del  término  de  un  mes,  no  ordenare  la 
retención  o  publicación,  quedará  sin  efecto  la  denuncia  hecha  por  el  despo- 
seído, y  el  establecimiento  o  persona  deudora  y  Junta  sindical  estarán 
libres  de  toda  responsabilidad. 

Art.  566.  Las  disposiciones  que  preceden  no  serán  aplicables  a  los  bille- 
tes del  Banco  de  España,  ni  a  los  de  la  misma  clase  emitidos  por  estable- 
cimientos sujetos  a  igual  régimen,  ni  a  los  títulos  al  portador  emitidos  por 
el  Estado,  que  se  rijan  por  leyes,  decretos  o  reglamentos  especiales  í11). 


(10)  La  declaración  de  nulidad  de  las  hojas  extraviadas  y  mandamiento  para  que  se  expidan 
otras  por  duplicado,  no  es  sino  una  consecuencia  lógica  y  racional  de  la  forma  empleada  por  el 
Estado  para  la  entrega  a  los  interesados  de  los  nuevos  cupones,  sin  que  esto  implique  la  equivalen- 
cia del  extravío  de  los  cupones  separados  a  la  dé  los  títulos.  (S.  9  octubre  de  1906). 

No  cabe  impugnar  en  casación  la  expedición  de  títulos  nuevos  que  sustituyan  a  los  sustraídos  o 
extraviados,  por  motivos  distintos  de  los  alegados  durante  el  pleito,  ni  puedo  rehusarse  dicha  expe- 
dición cuando  han  transcurrido  cinco  años,  a  contar  desde  la  publicación  de  la  denuncia  del  hecho 
motivo  del  expediente.  (S.  18  marzo  1910). 

(11)  Véanse  el  art.  550  de  este  Código  y  el  57  del  Reglamento  de  Bolsas  vigente. 

Los  títulos  de  la  Deuda  están  comprendidos  en  este  artículo,  pues  se  rigen  por  leyes,  decretos 
o  reglamentos  especiales  que  impiden  al  Estado  poner  obstáculo  alguno  ajeno  a  la  libre  circulación  de 
los  efectos  sin  violar  la  obligación  contraída  con  el  portador,  y  en  su  consecuencia,  no  procede  la 
retención  y  remisión  a  un  Juzgado,  en  virtud  de  suplicatorio  del  mismo,  de  títulos  de  la  Deuda  per- 
petua al  4  por  100  interior  o  exterior,  por  considerarlos  como  piezas  de  convicción  de  un  delito  de 
robo.  (Real  orden  de  4  marzo  1893). 

La  ley  de  2  de  septiembre  de  1896,  dispone: 

Artículo  único.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  la  ley  de  30  de  marzo  de  1861,  se  declara,  por 
ahora,  aplicable  a  los  títulos  de  la  Deuda  del  Estado  y  del  Tesoro  el  procedimiento  marcado  en  los 
artículos  548  a  556  del  Código  de  Comercio  para  obtener  el  pago  del  capital  e  intereses  de  los 
documentos  de  crédito  y  efectos  al  portador  que  hayan  sido  robados,  hurtados  o  sufrido  extravío  o 
destrucción. 

Lo  dispuesto  en  esta  ley  es  aplicable  a  todos  los  títulos  a  que  se  refiere,  hayan  sido  sustraídos 
o  destruidos  antes  o  después  de  su  promulgación.  (R.  O.  22  junio  1899). 

Se  aplican  las  disposiciones  de  esta  ley  al  legítimo  poseedor  do  efectos  al  portador  a  quien  le  hayan  sido  roba- 
dos; pero  no  al  adquirente  de  efectos  de  aquella  procedencia.  (T.  C.  22  junio  1899), 
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Alcance  de  la  palabra  títulos.  Como  se  clasifican  Bajo  el 

nombre  genérico  de  títulos,  se  entiende  aquellos  documentos  en  los 
cuales  en  forma  nominativa  o  al  portador,  consta  la  propiedad  de 
una  parte  de  un  capital  social,  o  bien  un  crédito  por  razón  de  em- 
préstito concertado  con  el  Estado,  Provincia,  Municipio  o  Empresa 
privada,  o  bien  una  participación  en  los  beneficios  de  una  industria. 

Los  títulos  se  clasifican  en  cuatro  categorías :  nominativos,  mixtos, 
a  la  orden  y  al  portador. 

Los  títulos  nominativos  son  aquellos  que  se  extienden  a  nombre 
Ide  la  persona  que  figura  como  propietario  de  los  mismos. 

Los  títulos  mixtos  son  aquellos  que  siendo  nominativos,  sus  cupo- 
nes son  ¡al  portador,  evitando  así  la  presentación  del  título  para  él 
pago  de  cupones. 

Los  títulos  a  la  orden,  son  aquellos  que  son  susceptibles  de  ser 
cedidos  por  endoso. 

Los  títulos  al  portador,  son  aquellos  en  que  no  figura  el  nombre 
del  propietario  y  cuya  propiedad  se  transmite  por  simple  tradición. 

También  según  la  naturaleza  del  crédito,  se  clasifican  en  títulos 
de  Estado,  Acciones,  Obligaciones  y  partes  de  capital. 

A)  Títulos  nominativos.  La  forma  nominativa  de  los  títulos  com- 
porta la  ventaja  de  una  seguridad  mayor,  y  'de  una  mayor  renta  en 
cuanto  no  están  sujetos  al  impuesto  sobre  circulación,  percibido 
solamente  ]aj  ser  convertidos  de  nominativos  al  portador.  La  segu- 
ridad consiste  en  que  no  pueden  negociarse  sin  la  autorización  del 
propietario,  único  que  puede  autorizar  la  transferencia  o  la  con- 
versión. 

Para  la  transferencia  debe  redactarse  una  declaración  firmada 
por  el  propietario  del  título  y  por  el  cesionario  en  señal  de  acep- 
tación. 

Si  los  títulos  no  son  esencialmente  nominativos,  suelen  conver- 
tirse al  cabo'  de  algún  tiempo  en  títulos  al  portador,  para  lo  cual 
no  precisa  la  aceptación  del  adquirente,  pues  queda  sobreentendida. 


Para  que  pueda  ordenar  la  Administración,  conforme  a  la  ley  de  2  septiembre  1896,  la  expedi- 
ción del  duplicado  de  facturas  de  cupones  y  títulos  amortizados,  es  preciso  que  se  decrete  por  los 
Tribunales  siguiendo  los  trámites  de  los  artículos  648  a  565  del  Código  de  Comercio.  (T.  C.  30  no- 
viembre 1897). 

Con  anterioridad  a  la  ley  de  2  de  septiembre  de  1896,  6e  establece  que  los  valores  públicos  de 
la  Deuda  de  España  son  títulos  al  portador  que  se  rigen  por  la  ley  especial  de  su  creación  y  por 
los  decretos  que  en  esta  materia  dé  el  Poder  ejecutivo  para  la  mejor  inteligencia  y  aplicación  de  la 
ley  misma,  y,  por  tanto,  no  son  aplicables  a  las  cuestiones  que  respecto  a  ellos  se  susciten,  las  dis- 
posiciones contenidas  en  la  sección  2a,  tit.  XII  del  lib.  II  de  este  Código.  (S.  23  junio  1892). 

Véase  la  S.  26  octubre  1891  en  el  art.  560. 

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  la  ley  de  3C  marzo  1861,  se  declara  aplicable  a  los  títulos  de  la 
Deuda  y  del  Tesoro  el  procedimiento  marcado  en  los  artículos  548  y  656  del  Código  de  Comercio 
para  obtener  el  pago  del  capital  o  intereses  de  los  documentos  de  crédito  y  efectos  al  portador 
quo  hayan  sido  robados,  hurtados  o  sufrido  extravío  o  destrucción.  (S.  2  septiembre  1896). 
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Los  títulos  nominativos  si  bien  reúnen  las  ventajas  de  una  ma- 
yor seguridad  y  aun  mayor  renta,  comparten  los  inconvenientes  de 
una  mayor  dificultad  en  su  realización  y  menos  facilidad  a  servir 
de  garantía  en  caso  de  necesidad  de  contratar  un  préstamo. 

B )  Los  títulos  mixtos,  no  son  otra  cosa  que  títulos  nominativos  a 
los  cuales  se  han  añadido  hojas  de  cupones  pagaderos  al  portador. 
Estos  títulos  sólo  pueden  entregarse  a  las  personas  que  tengan  la 
plena  disposición  del  título.  Por  consiguiente  no  pueden  entregarse 
a  las  personas  incapaces  ni  a  quienes  tienen  limitada  la  libre  dispo- 
sición de  sus  bienes  como  son  los  usufructuarios. 

C)  Títulos  a  la  orden.  Pueden  existir  indudablemente,  por  no 
estar  prohibidos  por  la  ley,  pera  son  rarísimos. 

D)  Títulos  al  portador.  El  título  al  portador,  fórmula  hoy  la  más 
generalizada  en  las  emisiones,  tiene  la  facilidad  de  la  transmisión 
por  la  simple  tradición.  En  contra  suya  tiene  la  exposición  de  pér- 
dida, extravío,  robo,  etc. 

Su  división  según  la  naturaleza  del  crédito  que  representan. — 

Distínguense  en  los  siguientes  grupos  :  a)  Valores  de  Estado,  Provin- 
cias, Mancomunidades  y  Municipios ;  b)  Acciones;  c)  Obligaciones,  y 
d)  Bonos. 

a)  Valores  de  Estado  y  Corporaciones  públicas. — -Los  actuales 
Valores  del  Estado  español  están  constituidos  como  títulos  que  re- 
conocen las  siguientes  deudas : 

Deuda  perpétua  Interior  al  4  o/0.  Fué  creada  por  la  ley  de  29 
mayo  de  1882,  con  objeto'  de  convertir  en  ella  otras  al  3  0/0  interior 
y  de  ferrocarriles,  entregándose  43 '7 5  y  87*50  pesetas  de  la  de  40/0 
interior,  por  cada  100  pesetas  de  las  de  3  0/0  y  ferrocarriles  respec- 
tivamente. 

Los  intereses  que  actualmente  por  la  ley  de  Contribución  sobre 
las  Utilidades  de  la  riqueza  mobüiaria  de  22  de  septiembre  1922, 
están  gravados  con  el  20  0/0  de  descuento,  se  pagan, .en  12  de  enero, 
is  de  abril,  iQ  de  julio  y  12  de  octubre  de  cada  añoi  por  el  Banco 
de  España.  También  pueden  cobrarse  en  París,  Londres,  Bruselas, 
'Amsterdam,  Lisboa  y  Berlín,  por  medio  de  letras  a  30  días  a  cargo 
del  Banco  de  España., 

Los  títulos  al  portador  pueden  convertirse  en  inscripciones  nomi- 
nativas a  voluntad  del  tenedor  y  en  inscripciones  transferibles^;  sál 
se  reúnen  en  cantidades  de  75.000,  125.000,  250.000,  500.000  y 
i. 000. 000  de  pesetas. 

Deuda  perpétua  Exterior  al  4  o/0.  Fué  creada  también  como  la 
anterior,  por  la  misma  ley  de  29  de  mayor  de  1882,  para  convertir 
ten  ella  el  3  0/0  exterior,  entregándose  43,75  pesetas  de  4  o/0  exterior, 
20 
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por  cada  loo  pesetas  del  3  o/0)  en  las  mismas  monedas  extranjeras, 
estableciendo  el  cambio  de  2 5 '20  pesetas  por  libra  esterlina  y  el 
de  peseta  por  franco. 

Los  intereses  de  esta  Deuda  vencen  en  las  mismas  fechas  que  los  de 
de  la  Deuda  perpetua  interior  y  se  satisfacen  por  el  Banco*  de  Es- 
paña en  París  y  Londres,  podiendo  domiciliarse  también  el  pago 
en  las  plazas  de  Bruselas,  Amsterdam,  y  Lisboa;  pero  se  hará  en 
letras  a  cargo  del  Banco  de  España  o  de  sus  corresponsales  en  Lon- 
dres o  París  con  plazo  de  30  días. 

Se  han  venido  satisfaciendo  en  moneda  extranjera  dichos  intere- 
ses hasta  que  se  autorizó  al  Gobierno  por  ley  de  17  mayo  de  1898 
para  adoptar  las  medidas  necesarias  al  objeto  de  que  desde  el  cupón 
de  is  de  octubre  de  aquel  año,  no  se  pagasen  en  moneda  extranjera 
otros  cupones  que  los  dé  títulos  que  real  y  efectivamente  fueran  de  la 
propiedad  de  extranjeros,  quedando  también  gravados  con  el  mis- 
mo 20  °/o  en  concepto  de  utilidades  de  la  riqueza  mobiliaria. 

Llamada  a  la  conversión  la  Deuda  exterior  no  estampillada  o  sea' 
la  que  se  hallaba  en  poder  de  españoles,  por  la  ley  de  1,7  mayo  1898, 
e  impuesta  después  la  conversión  forzosa  por  la  de  28  noviembre  de 
1901,  quedaba  únicamente  como  Deuda  perpetua  exterior  la  de  pro- 
piedad de  extranjeros  que  cobraban  íntegro  el  cupón  en  francos, 
libras  esterlinas  o  marcos,  según  Real  decreto  de  9  agosto  de  .1898  (12) 
La  ley  de  utilidades  de  22  de  septiembre  de  1922,  declara  excep- 
tuados del  descuento  del  20  0/0  los  intereses  de  la  Deuda  perpétua 
experior  estampillada,  propiedad  de  extranjeros,  hasta  que  se  mo- 
difique la  declaración  dé  28  de  junio  de  1882, 

Deuda  amortizable  al  5  0/0.  Por  ley  de  2  agosto  de  1899,  se  au- 
torizó al  Gobierno  para  emitir  y  negociar  uno  o-  varios  empréstitos 
de  liquidación  y  consolidación,  en  Deuda  perpétua  o  amortizable,,  a 
un  plazo  de  50  años  por  lo  menos,  al  interés  de  6  ó  5  0/0  y  garantía 
de  la  renta  de  Aduanas  o  Tabacos,  hasta  un  límite  de  1 .300  millones 
de  pesetas  efectivas. 

Por  dicha  autorización  y  Real  decreto  ;de  19  mayo  de  1900,  se 
negoció  al  83  %  un  Empréstito  de  1.200  millones  de  pesetas  nomi- 
nales con  interés  de  5  %  anual,  amortizable  por  sorteos  trimestrales 
en  50  años  y  con  la  garantía  de  la  renta  de  Tabacos  para  recoger  al 
la  par  Obligaciones  de  la  Deuda  flotante  del  Tesoro,  Pagarés  con 
interés  de  5  0/0  que  tenía  cedidos  el  Ministerio  de  Ultramar,  a  varios! 
Establecimientos,  y  las  Obligaciones  del  Tesoro  sobre  la  renta  de 
Aduanas,  cuyos  tres  conceptos  sumaban  en  junto  991.182.500  pesetas. 


(12)   Hoy,  por  R.  D.  7  agosto  de  1914,  pueden  adqirir  títulos  de  la  Deuda  exterior  los  españoles. 
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Después  por  Real  decreto  de  5  junio  de  1902,  se  amplió  la  emisión 
oon  338.400.000  pesetas  nominales,  a  90' 50  o/0. 

Los  intereses  de  la  nueva  Deuda  se  abonan  por  trimestres  ven- 
cidos en  15  febrero,  15  mayo,  <i.5  agosto  y  15  noviembre  de  cada 
año,  no  pudiendo  ser  gravados  con  otro  impuesto  que  el  de  20  o/0  a 
que  la  referida  ley  de  21  agosto  de  1899  djejo  sujetos  los  intereses! 
líquidos  de  los  demás  valores  públicos,  por  el  concepto  de  utilida- 
des de  la  riqueza  mobiliaria.  Los  sorteos  de  amortización  se  col- 
aran en  los  días  1 5  de  enero,  1 5  de  abril,  1 5  de  julio  y  1 5  de  octu- 
bre, según  el  cuadro  de  amortización  estampado*  al  dorso  de  los  tí- 
tulos, los  cuales  son  computados  por  todo  su  valor  nominal  en, 
toda  clase  de  afianzamientos  al  Estado. 

Deuda  amortizable  al  4  0/0.  Fué  creada,  por  la  ley  de  26  junio  1908, 
con  el  4  0/0  anual  de  interés  y  amortizable  en  50  años  por  un  valor 
nominal  de  160  millones  de  pesetas. 

Esta  emisión  está  representada  por  títulos  al  portador  y  dividida 
en  cinco  series. 

El  pago  de  intereses  y  amortización  de  esta  Deuda  se  hará  por 
trimestres,  previo  para  estOi  los  oportunos  ¡sorteos,  encargándose  el 
Banco  de  España  de  dichos  servicios.  Estos  títulos  se  admiten  por 
todo  su  valor  nominal  en  toda  clase  de  afianzamientos  para  el  Estado. 

El  Real  decreto'  de  27  junio  1908,  fijó  el  tipo<  de  negociación  en 
85*75  de  su  valor  nominal. 

Deuda  flotante.  La  constituyen  los  valores  de  crédito  que  con 
autorización  de  las  Cortes  emite  el  Tesoro  dentro  del  ejercicioi  de 
cada  presupuesto,  para  atender  con  su  producto  a  las  diferencias  de 
vencimientos  entre  los  créditos  activos  y  los  pasivos  del  mismo. 
(Art.  18  de  la  ley  de  Contabilidad  de  iQ  de  julio  de  191 1.) 

Actualmente  la  forman,  los  intereses  de  la  flotante,  los  de  los  Depó- 
sitos necesarios  y  consignaciones  voluntarias  en  las  Cajas  de  la  Ha- 
cienda, y  los  de  las  Obligaciones  del  Tesoro,  emitidas  con  arreglo 
a  la  ley  de  14  diciembre  191 2,  26  de  igual  mes  de  19 14,  23  diciem- 
bre 19 16,  2  majo  191 7,  y  otras  posteriores  (13).  En  otra  obra  espe- 
cialmente dedicada  a  la  Legislación  y  a  las  operaciones  de  Bolsa, 
será  ampliamente  tratada  esta  materia,  así  como  la  jurisprudencia 
de  nuestros  Tribunales  respecto  a  reconocimiento,  liquidación  y  pa- 
go de  créditos  contra  el  Estado,  cuestiones  sobre  subsistencia  o  ca- 
ducidad de  créditos,  créditos  a  los  cuales  no  es  aplicable  la  cadu- 


(13)  Los  Bonos  del  Tesoro,  son  Obligaciones  de  Estado  emitidas  por  el  Gobierno  para  satisfacer 
necesidades  de  Tesorería.  Son  reembolsables  a  una  fecha  fija,  próxima  casi  siempre.  El  interés 
de  ésta  especie  de  título  es  esencialmente  variable  según  la  escasez  o  abundancia  del  dinero  y  se- 
gún las  necesidades  del  Estado  emisor,  siendo  esta  circunstancia  la  que  lo  distingue  esencialmente 
de  la  Obligación  como  título  de  Estado. 
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cidad,  tipas  de  capitalización  y  conversión  de  créditos  y  reducción 
y  percibo  de  intereses. 

En  cuanto  a  los  valores  Provinciales,  la  ley  de  29  de  agosto  de 
1882,  sobre  gobierno  y  administración  de  las  Provincias,  dispone 
en  su  artículo  77,  que  es  necesaria  la  aprobación  del  Gobierno  para 
la  emisión  de  empréstitos  provinciales  o>  estipulación  de  préstamos. 

Y  con  referencia  a  los  Ayuntamientos,  la  ley  municipal  vigente 
(arts.  '136  y  siguientes),  autoriza  la  emisión  de  errypréstitos  por  medio 
de  presupuestos  extraordinarios,  cuando  los  recursos  de  que  pueden 
disponer  no  sean  suficientes  a  cubrir  sus  deudas. 

t>)  Acciones  de  Empresas  privadas.  —  Son  acciones  los  títulos 
o  documentos  justificativos  de  que  sus  legítimos  poseedores  reú- 
nen el  carácter  de  asociados  de  una  Empresa  mercantil  o  industrial 
en  los  negocios  de  la  misma,  y  representan  cada  una,  una  de  las 
porciones  o  partes  en  que  está  dividido  el  capital  social. 

Las  acciones  por  lo  que  respecta  a  su  forma,  pueden  ser  como 
hemos  dicho  al  hablar  de  los  títulos :  nominativas,  a  la  orden  y  al  por- 
tador. Las  acciones  tipo,  son  las  llamadas  también  acciones  de  capital 
o  de  numerario,  representativas  de  las  aportaciones  efectuadas  por  los 
accionistas  en  dinero  efectivo.  La  práctica  ha  introducido  en  el  mun- 
do de  los  negocios,  otras  clases  de  acciones  reconocidas  o  toleradas 
por  el  legislador,  que  se  diferencian  del  tipo  clásico  por  los  derechos 
que  confieren  o  por  la  forma  en  que  tiene  lugar  su  liberación. 

Así  hallamos  las  denominaciones  de  prioridad  o  privilegiadas  y  las 
de  goce  o  disfrute  entre  las  primeras  y  las  de  capital,  de  aportación, 
industriales,  de  precio  o  favor,  etc.,  entre  las  segundas.  Existen  tam- 
bién las  llamadas  acciones  de  fundador  (14). 

c)  Obligaciones.  —  Son  los  títulos  representativos  de  un  derecho 
dé  crédito  resultante  de  un  contrato'  de  préstamo  hecho  a  una  Socie- 
dad o  Empresa.  Las  obligaciones  son  títulos  esencialmente  amorti- 
zablesi  y  tienen  un  interés  fijo,  lo  cual  las  diferencia  de  las  acciones, 
que  son  títulos  representativos  de  capital  y  de  rendimiento  sujeto  a 
las  fluctuaciones  ,del  negocio. 

Los  principales  tipos  de  obligaciones  más  comúnmente  emplea- 
dos, son  los  siguientes :  a )  Obligaciones  reembolsables  al  tipo  de 
emisión,  y  a  plazo  fijo,  b)  Obligaciones  reembolsables  al  tipo  de  emi- 
sión y  amortizables  por  sorteo  en  el  transcurso  de  varias  anualida- 
des, c)  Obligaciones  con  prima,  d)  Obligaciones  con  lote. 

d)  Bonos.  —  El  bono  es  una  obligación  especial  emitida  para  com- 
pletar un  capital  insuficiente  y  que  disfruta  de  las  mismas  garantías 


(14)  Véase  «Tratado  práctico  de  Sociedades  anónimas»,  Gay  y  Codcrch,  Barcelona,  nueva  edi- 
ción corregida  y  aumentada,  1923. 
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que  la  pbligación;  es  un  título  de  crédito  y  no  de  asociación.  Cp;- 
nóoense  varias  clases  de  Bonos  a  saber : 

ie  Bonos,  propiamente  dichos  (del  inglés  bond),  representativos1 
de  una  pbligación  contraída  por  el  Estado  (ya  hemos  hablado!  de 
ellos)  o  por  una  Sociedad  industrial. 

22  Bonos  de  Caja,  que  emiten  las  Sociedades  de  Crédito  pon  este 
nombre  y  son  títulos  de  crédito  al  portador  o  nominativos,  repre- 
sentativos de  depósitos  reembolsables  a  vencimiento ,  que  no  excede 
jde  5  años  y  productores  de  interés. 

32  Bonos  de  liquidación.  Son  los  emitidos  por  los  Gobiernos  o  ppr 
¡Municipios  en  reparación  |de  daños  causados  por  inundaciones,  in- 
cendios, terremotos,  guerras,  etc. 

42  Bonos  de  capones.  Son  los  emitidos  por  Sociedades  en  repre- 
sentación de  cupones  atrasados  de  acciones  u  obligaciones. 

Negociación  de  títulos  al  portador  sin  intervención  de  Corre- 
dor Colegiado.  —  El  artículo'  74  del  Código  de  Comercio,  declara  que 
todos,  sean  o  no  comerciantes,  podrán  contratar  sin  intervención  de 
'Agente  de  Cambio  colegiado,  las  operaciones  sobre  efectos  públicos 
o  sobre  valores  industriales  o  mercantiles.  Reconocen  el  mismo  dere- 
cho las  Sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  6  noviembre  de  1896, 
26  diciembre  de  1905  y  especialmente  la  de  28  junio  de  1,918. 

En  la  primera,  el  Tribunal  Supremo  dice  que  tales  operaciones 
teniendo  el  valor  que  nazca  de  su  forma  y  les  otorgue  la  ley  común, 
no  pueden  estimarse  ilícitas  ni  fraudulentas  por  la  soja  razón  de  que 
en  ellas  no  intervenga  Agente  de  Bolsa,  ni  se  hayan  realizadoi  con 
las  condiciones  especiales  para  las  que  se  hacen  en  Bolsa. 

En  la  segunda  dice  el  mismo  Tribunal  que  estas  operaciones  no 
son  de  las  que  prohibe  el  Códigoi  Civil,  puesto  que  están  autorizadas 
por  el  artículo  74  del  de  Comercio. 

Y  en  la  tercera  se  dispone  que  aun  cuando  el  legislador  quiere 
que  en  las  convenciones  mercantiles  se  empleen  todas  las  solemni- 
dades requeridas,  su  inobservancia  produce  respecto  de  los  títulos 
al  portador,  que  pierden  el  carácter  de  operaciones  de  Bolsa,  pero 
no  el  valor  y  forma  que  les  otorga  el  derecho!  común;  de  suerte  que 
cuando  aquellas  recaen  sobre  efectos  públicos  o  valores  industriales 
o  mercantiles,  no  pueden  decirse  ineficaces  por  la  razón  de  no  haber 
intervenido  Agente  de  Bolsa. 

Para  la  transmisión  de  dichos  títulos,  no  es  pues  necesario  otro 
requisito  que  la  tradición  o  entrega  (n2  2  del  art.  545  Cód.  de  Go¡- 
mercio),  recibiéndolos  de  buena  fe,  es  decir,  sin  que  exista  confabu- 
lación con  la  persona  que  conoce  la  procedencia  ilícita,  y  sin  que 
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exista  decreto  u  orden  del  Juzgado  o  de  la  Junta  Sindical,  mandando 
la  retención  de  los  mismos. 

Esto  sin  embargo,  no  obsta,  dice  la  Sentencia  de  30  de  mayo  de 
1895,  a  que  para  prevenir  la  eventualidad  de  una  reivindicación  y, 
para  mayor  garantía  y  aseguramiento  del  crédito  público,  sea  con- 
veniente hacer  constar  su  adquisición,  de  la  manera  especial  pre- 
vista en  la  ley  de  30  de  marzo'  de  1861,  en  la  de  29  de  agosto  ¡de 
1873  y  en  el  número  3Q  del  artículo  545,  del  Código  de  Comercio. 

Reivindicación  de  objetos  muebles.  Principio  general  conte- 
nido en  el  Código  CiviL  —  La  posesión  de  objetos  o  bienes  muebles, 
¡adquirida  de  buena  fe,  equivale  al  título.  Sin  embargo  el  que  hu- 
biere perdido  una  cosa  mueble  o<  hubiese  sido  privado  de  ella  iíe- 
galmente,  podrá  reivindicarla  de  quien  la  posea,  si  el  poseedor  de  la 
cosa  mueble  perdida  o  sustraída  la  hubiese  adquirido  de  buena  fe 
en  venta  pública,  no  podrá  el  propietario  obtener  la  restitución  sin 
reembolsar  el  precio  dado'  por  eDa.  En  cuanto  a  las  cosas  adquiridas 
en  Bolsa,  feria  o  mercado,  o  de  un  comerciante  legalmente  estable- 
cido y  dedicado  habitualmente  al  tráfico^  de  objetos  análogos,  se  es- 
tará a  lo  que  dispone  el  Código  de  Comercio. 

No  obstante,  la  defensa  del  crédito  público  dictó  al  legislador  la 
necesidad  de  amparar  al  poseedor  de  buena  fe  de  títulos  de  crédito, 
mediante  el  privilegio  de  la  irreivindicación  de  estos,  siempre  que 
fuesen  adquiridos  con  los  requisitos  que  fijan  el  Código  de  Comer- 
cio y  el  Reglamento  de  la  Bolsa  de  Madrid. 

Requisitos  necesarios  para  que  la  irreivindicación  pueda  tener 
efecto.  —  El  artículo  545  del  Código  de  Comercio,  al  enumerarlos 
efectos  jurídicos  que  producen  los  títulos  al  portador,  consigna  el 
principio  general  de  la  irreivindicación,  cuando  hubieren  sido  nego- 
ciados con  la  intervención  de  Agente  Colegiado  de  Bolsa,  y  donde 
no  hubiere  aquel  funcionario,  con  intervención  de  Notario  público 
o  Corredor  de  Comercio.  (Leyes  de  30  marzo  de  1861  ,y  29  agos- 
to de  1873.) 

Sin  embargo,  no  basta  para  los  efectos  de  la  irreivindicación,  la 
intervención  de  estos  funcionarios  públicos  a  que  alude  el  artículo 
545  y  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  en  sus  sentencias  de 
11  julio  1881,  30  mayo  1895,  7  julio  1896,  29  marzo  1902  y  22-24 
abril  191 2.  Es  preciso  además  que  el  comprador  haya  procedido  de 
buena  fe  en  su  adquisición  y  no  haya  existido  confabulación  con  el 
"vendedor  para  defraudar  el  dueño  legítimos  de  los  títulos.  Esta  buena 
fe  se  reputa  siempre  en  el  comprador,  de  suerte  que  la  demostración 
dé  su  inexistencia  corre  a  cargo  del  desposeído.  Siendo  su  designio 
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y  circunstancias,  cuestiones  die  puro  hecho;,  están  sometidas  por  tanto 
$  la  libre  apreciación  del  juzgador,  la  cual  debe  prevalecer,  dice  el 
Tribunal  Supremo,  si  no  fué  formada  con  evidente  error. 

El  privilegio  de  la  irreivindicación  alcanza  solamente  a  los  títulos 
adquiridos  por  dicho  medio,  pero  es  preciso'  que  la  intervención  de 
aquellos  funcionarios,  haya  sido  con  el  carácter  oficial  y  no  privado, 
no  bastando  por  lo  tanto,  para  poder  estimar  realizada  una  negocia- 
ción de  valores  con  intervención  de  dichos  funcionarios,  una  inter- 
vención particular  sin  extender  documento  alguno,  ni  hacer  en  sus 
libros  la  correspondiente  anotación.  (Sentencia  30  .mayo  1895.) 

Finalmente,  para  que  la  irreivindicación  pueda  ser  opuesta  al  recla- 
mante desposeído,  debe  concurrir  la  circunstancia  que  señala  el  ar- 
tículo 560  del  Código  de  Comercio  para  reputar  válidas  las  opera- 
ciones de  negociación  y  venta  de  valores,  cual  es  de  que  en  el  mo- 
mento en  que  estas  tengan  lugar,  no  exista  denuncia  de  roba,  hurtó 
o  extravío  de  los  valores  objeto  de  negociación,  publicada  en  el 
tablón  de  anuncios  de  la  Bolsa,  en  la  «Gaceta  de  Madrid»,  «Boletín 
Oficial»  o  «Diario  de  Avisos»  de  la  localidad,  pues  en  tal  caso,  la  ne- 
gociación se  reputa  nula,  sin  derecho  para  el  adquire.nte  a  ejercitar 
la  acción  irreivindicatoria  y  si  sólo  el  derecho  de  proceder  contra  el 
vendedor  y  contra  el  agente  que  intervino  en  la  operación. 

Responsabilidades  dimanantes  del  robo,  hurto  o  extravío  de  tí- 
tulos al  portador.  —  Responsabilidades  penales.  Vienen  definidas  por 
los  artículos  del  Códigoi  penal,  relativos  a  los  delitos  de  robo,  hurto 
o  estafa  y  otros  engaños,  contenidos  en  el  título  XIII  del  libro  II.  El 
tenedor  de  tales  títulos,  desposeído  de  los  mismos  por  alguno,  de 
aquellos  delitos,  amparándose  en  el  último  párrafo  del  artículo  545 
del  Código  de  Comercio,  puede  como  legítimo  propietario,  en  virtud 
de  la  acción  penal,  proceder  contra  el  autor  o  autores,  cómplices  O 
encubridores  de  los  actos  que  le  hayan  privado  de  la  posesión  y  domi- 
nio de  los  efectos  vendidos. 

Responsabilidades  civiles.  Pueden  solamente  exigirse  a  los  intere- 
sados, Bancos  o>  banqueros  y  Agentes  de  Cambio  y  'Bolsa  que  hayan 
intervenido  en  la  negociación  de  efectos  al  portador,  cuando  en  el 
momento  de  la  negociación  existiere  denuncia  inserta  en  el  tablón 
de  las  Bolsas  de  España,  o  en  la  «Gaceta  de  Madrid»,  «Boletín  Ofi- 
cinal» y  «Diario  de  Avisos»  de  la  localidad,  del  robo,  hurto,  o  extravío 
de  los  títulos  objeto,  de  la  desposesión,  de  oonformidad  a  lo  que  pre- 
vienen los  artículos  104  y  559  del  Código  de  Comercio  y  135  del 
Reglamento  de  la  Bolsa  de  Madrid. 

Incurrirán  también  en  responsabilidad,  caso  de  probar  el  des- 
poseído que  aún  antes  de  dicho  anuncio  público,  los  compradores  o 
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intermediarios  de  la  enajenación,  conocían  la  procedencia  ilícita 
de  los  títulos.  En  cuanto  hace  referencia  a  los  Bancos,  la  simple  ope- 
ración de  negociación  por  orden  y  cuenta  ajena,  llamada  de  Pasaje 
de  valores,  no  puede  considerarse  como  adquisición  en  propiedad, 
aunque  la  recepción  de  tales  títulos  se  anote  por  necesidades  de  con- 
tabilización  en  la  rúbrica  Títulos  de  propiedad  y  produzca  un  cargo 
al  cliente  que  encarga  la  operación. 

Legislación  especial  respecto  de  los  títulos  de  la  deuda  pública 
robados,  hurtados,  extraviados  o  destruidos.  —  La  legislación  gene- 
neral  relativa  al  procedimiento  para  obtener  la  reivindicación  de 
títulos  robados,  hurtados  o  extraviados  y  para  la  expedición  de  du- 
plicados en  caso  de  extravío1,  se  halla  contenida  en  los  artículos  547 
y  siguientes  del  Código  de  Comercio,  insertos  con  su  correspondiente 
jurisprudencia  al  principio  de  este  Capítulo  y  en  el  135  y  siguiente 
del  Reglamento  de  la  Bolsa  de  Madrid  de  6  ele  marzo  de  1919. 

En  cuanto  a  los  títulos  de  la  Deuda  pública,  existen  dictadas  va- 
rias disposiciones  especiales  que  interesa  conocer,  especialmente  la¡ 
R.  O.  de  17  abril  de  1913. 

La  ley  de  2  de  septiembre  de  1896,  ordenó  la  aplicación  de  los 
artículos  548  a  565  del  Código  de  Comercio,  a  los  títulos  de  la 
Deuda  del  Estado  y  Tesoro,  robados,  hurtados,  extraviados  o  des- 
destruídos,  precepto  confirmado  por  el  artículo  22  de  la  ley  de  Con- 
tabilidad de  12  de  julio  de  191 1,  y  R.  O.  30  noviembre  de  1903. 

La  R.  O.  de  17  de  abril  de  191 3,  ifija  el  procedimiento  adminis- 
trativo que  ha  de  seguirse  en  los  casos  de  robo,  hurto  o  extravío  de 
títulos  de  la  Deuda,  con  derogación  de  la  Orden  de  2o  de  febre- 
ro de  1874. 

12  Documentos  que  tengan  la  condición  legal  de  intransferibles, 
a)  Los  particulares,  Sociedades  o¡  Corporaciones  a  quienes  se  les 
extravíe  alguna  inscripción  o  resguardo  intransferible  de  títulos  o 
cupones  entregados  a  la  Administración  para  la  conversión,  canje  o 
cobro,  acudirán  al  jefe  de  la  oficina  que  hubiere  expedido  el  docu- 
mento dando  cuenta  del  extravío^  y  pidiendo  que  se  anule  y  expida 
el  correspondiente  duplicado  o  nuevo  resguardo,  comprometiéndose 
a  abonar  los  gastos  de  los  anuncios  de  extravío  en  los  periódicos  ofi- 
ciales. 

b)  Recibida  la  instancia  en  la  Dirección  general  de  la  Deuda  o 
en  las  oficina  provinciales,  se  procederá  a  incoar  el  expediente  de 
extravío,  informando  los  negociados  que  intervinieron  en  la  expedi- 
ción de  la  inscripción  o  despacho  de  la  factura  a  que  se  refiere  el 
resguardo  extraviado,  ordenando  que  se  publiquen  los  anuncios  en 
la  Gaceta,  y  en  el  Boletín  de  la  Provincia,  para  que  en  el  término  de 
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un  mes  pueda  cualquier  interesado  formular  la  reclamación,  pre- 
viniéndose que  pasado  dicho  plazo  se  anulará  el  documento;  extra- 
viado. 

c)  Si  en  el  período  fijado1  en  el  anuncio  se  formula  oposición 
por  un  tercero,  se  acordará  lo  procedente,  y  si  la  reclamación  ¡se 
funda  en  títulos  de  carácter  civil,  se  suspenderá  el  procedimiento 
hasta  que  los  Tribunales  de  Justicia  resuelvan. 

d)  Cuando  el  expediente  se  halle  instruido  por  la  oficina  provin- 
cial, se  elevará  a  la  Dirección  general  del  ramojiara  que  si  estima 
cumplidos  los  requisitos  establecidos,  curse  la  factura  duplicada, 
a  la  que  deberá  acompañar  la  anulada  en  virtud  del  acuerdo  expre- 
sado. El  taladro  de  la  factura  no>  deberá  inutilizar  ni  el  número  de 
orden  ni  el  de  los  valores  comprendidos  en  ella  para  poder  compro- 
bar en  todo  momento  la  identidad;  de  la  inutilizada  y  de  la  du- 
plicada. 

e)  Cuando  se  trate  de  inscripciones  extraviadas  o  en  el  caso 
de  extravío'  de  valores  en  las  oficinas  del  Estado,  el  expediente  se 
instruirá  siempre  por  la  Dirección  general  de  la  Deuda  y  Clases  pa- 
sivas, incoándose  las  primeras  diligencias  en  la  oficina  provincial, 
cuando  tuviera  lugar  en  ellas  la  pérdida  del  título-  de  los  cupones, 
y  elevándose  a  dicho  Centro^  para  que  en  vista  de  los  informes  y  da- 
tos aportados,  en  los  cuales  se  hará  constar  que  los  valores  fueron 
inutilizados,  resuelva  lo  que  proceda  en  cuanto  a  la  responsabilidad! 
en  que  han  podido  incurrir  el  funcionario-  o  funcionarios  que  por  ne- 
gligencia o  ídolo  dieron  lugar  al  extravío.  Si  este  se  hubiesen  verifi- 
cado >en  las  Oficinas  Centrales,  informarán  en  el  expediente  todos 
los  Negociados  que  intervinieron  en  la  tramitación  de  la  factura, 
quedando  ésta  en  suspenso  hasta  que  se  una  la  certificación  suple- 
toria de  los  valores  anulados,  la  cual  deberá  quemarse  en  su  día  en 
sustitución  de  ellos. 

f)  Transcurrido  el  plazo  fijado  en  los  anuncios  sin  _que  se  haya 
formulado  oposición,  la  oficina  que  tramite  el  expediente,  acordará 
la  nulidad  del  documento:  de  que  se  trate  y  en  su  lugar  se  expida 
nueva  factura  por  duplicado  cuando  se  trate  de  efectos  de  esta 
clase  o  la  certificación  supletoria  de  los  valores  anulados  a  efec- 
tos reglamentarios. 

g)  El  Negociado  de  recibo  de  la  Dirección  de  la  Deuda  y  Clases 
Pasivas,  llevará  un  libro  registro  de  los  .expedientes  que  se  instruyan 
por  extravío  de  facturas  o  valores  tanto  en  dicho  negociado  como  en 
las  Oficinas  privinciales  y  en  él  se  consignará  el  domicilioi  del  in- 
teresado o  que  figure  en  la  factura  el  número  de  orden  de  esta  y 
el  número  y  clase  de  los  efectos  comprendidos  en  ella  y  su  importe. 

h)  Las  facturas  duplicadas  se  extenderán  por  los  presentadores 
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de  las  anuladas  en  presencia  del  Interventor  de  Hacienda  o  del  jefe 
del  Negociado  de  recibo  de  la  Dirección,  consignándose  con  tinta 
carmín  la  razón  de  la  duplicidad,  fecha  del  acuerdo  de  la  nulidad 
de  la  primitiva  y  el  número  del  expediente  en  que  se  dictó.  Antes 
de  proceder  a  la  entrega  de  los  valores,  las  Oficinas  de  la  Deuda 
se  asegurarán  de  la  identidad  del  interesado. 

2Q  Documentos  nominativos  endosables  y  transmisibles  bajo  cual- 
quier concepto  legal,  a)  Si  los  documentos  extraviados  o  destruidos 
son  de  aquellos  respecto  los  cuales  ha  de  tomarse  razón  por  las  Ofi- 
cinas de  la  Deuda  de  su  endoso  o  transmisión  como  requisito  indis- 
pensable para  reconocer  su  eficacia,  el  procedimiento  aplicable  será 
el  señalado  en  el  art.  anterior  y  debiendo  incoar  el  expediente  el  in- 
teresado, y  en  su  caso  el  cesionario  o  adquirente  que  figure  como  tal 
en  los  correspondientes  registros. 

b)  Si  los  documentos  extraviados  o  destruidos  no  están  sujetos 
a  la  condición  expresada  en  el  párrafo  anterior,  el  procedimiento 
aplicable  será  el  señalado  en  el  art.  2Q  debiendo  además  los  inte- 
resados declarar  a  presencia  de  los  interventores  de  Hacienda  en 
las  Provincias  o  del  Jefe  del  Negociado  de  recibo  de  la  Dirección; 
general  de  la  Deuda,  rio  haberlas  endosadoi  o  transmitido,  exigiéndoles 
también  fianza  .personal  bastante. 

c)  Los  interesados,  en  los  casos  a  que  se  refiere  el  párrafo  ante- 
rior, podrán  también  conseguir  la  emisión  y  entrega  de  los  nuevos 
valores  sin  necesidad  de  prestar  fianza,  con  solo  acreditar  que  el 
Juzgado  ha  declarado  el  extravío  y  nulidad  del  documento,  y  que 
han  sido  reconocidos  dueños  del  mismo.,  salvo  que  de  los  antecedentes 
que  obren  en  las  oficinas  de  la  Deuda,  resulte  cosa  en  contrario 
de  lo  declarado  por  el  Juez,  en  cuyo  caso  se  pondrá  en  conocimiento 
de  este,  y  se  suspenderá  la  emisión  del  duplicado  y  entrega  de  valores 
hasta  tanto  que  el  Juez  bajo  su  responsabilidad,  acuerde  lo  que  tuviere 
por  conveniente.  En  los  correspondientes  actos  será  parte  el  aboga- 
do del  Estado. 

Aplicabilidad  de  los  arts.  548  a  565  del  Código  de  Comercio  a 
los  títulos  de  la  Deuda.  —  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  la  ley 
de  30  marzo  de  1861,  se  declaró  por  ahora  aplicable  a  los  títulos 
de  la  Deuda  del  Estado  y  del  Tesoro  el  procedimiento  marcado  en 
los  artículos  548  a  .565  del  Código  de  Comercio  para  obtener  el 
pago  del  capital  e  intereses  de  los  documentos  de  crédito  y  efectos 
al  portador  que  hayan  sido  robados,  hurtados  o  sufrido  extravío  o 
destrucción.  Este  acuerdo  provisional  se  ha  convertido  ya  en  defini- 
tivo merced  al  art.  22  de  la  ley  de  Contabilidad  de  iQ  de  julio  de 
191 1,  que  sin  subordinar  su  aplicación  a  ninguna  circunstancia  de 
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tiempo,  somete  a  los  referidlos  artículos  del  Código1  de  Comercio,  el 
robo,  hurto',  extravío  o  destrucción  de  los  títulos  de  la  Deuda  del 
Estado  y  del  Tesoro. 

Reivindicación  de  títulos  al  portador  retenidos  en  virtud  de 
procedimiento  penal.  —  No  obstante  lo  legislado,  la  jurisdicción  pe- 
nal, por  creer  aplicable  a  la  sustracción  de  los  valores  mobiliarios 
lo  dispuesto  en  cuanto  al  cuerpo  del  delito,  por  el  art.  334  y  otros 
concordantes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  los  retenía  en  el 
caso>  de  hurto  o  robo,  prohibiendo  toda  gestión  del  poseedor  legítimo 
conducente  a  recuperarlos. 

La  circular  de  la  Fiscalía  del  Tribunal  Supremo,  de  6  de  mayo 
de  192 1,  combate  tan  viciosa  práctica  y  sostiene  que  el  precepto  del 
art.  565  del  Código  de  Comercio'  rige  lo  mismo  en  la  vía  civil  que 
en  la  criminal.  De  modo  que  desde  el  momento  en  .que  resulte  que 
un  efecto  al  portador  sustraído  o  de  cualquier  manera  defraudado, 
ha  sido  transmitido  con  las  formalidades  expresadas  sin  encontrarse 
en  el  caso  de  la  excepción  fijada  por  aquel,  deja  de  ser  cuerpo  de 
delito  para  circular  libremente  en  el  mercado  y  ni  un  momento  más 
debe  retenerse  a  las  resultas  de  la  causa  formada  por  hechos  com- 
prendidos en  el  Código  penal. 

El  Juez  podrá  dirigir  el  procedimiento  contra  el  vendedor,  el 
mismo  agente  que  interviniera  en  la  operación  o  el  comprador, 
siempre  que  aparezcan  indicios  racionales  de  culpabilidad  con  su- 
jeción al  art.  384  de  la  expresada  ley:  pero  el  tenedor  legítimo  del 
valor  objeto  del  procedimiento,  tiene  derecho  a  recuperarle,  emplean- 
do el  sencillo  procedimiento  concedido  por  el  art.  545  del  Código 
de  Comercio. 

De  la  admisión  de  valores  a  la  contratación.  Sus  requisitos. — 

Los  efectos  públicos  definidos  en  el  párrafo  iQ  del  artículo  68  del 
Código,  no  serán  incluidos  por  la  Junta  Sindical  en  las  cotizaciones 
oficiales  sin  que  preceda  la  declaración  por  el  Gobierno,  de  hallarse 
autorizada  su  circulación  y  se  publique  en  la  «Gaceta  de  Madrid» 
y  «Boletines»  de  ^pro  vincias  el  número  de  los  títulos,  las  series  y  nume- 
ración,, y  la  fecha  en  que  hayan  de  salir  a  la  contratación  pública.; 

Si  las  emisiones  a  que  se  refiere  el  artículo  anterior  hubieran  die 
salir  a  la  contratación  en  distintas  fechas,  se  seguirá  en  cada  una 
igual  procedimiento,  antes  de  que  la  Junta  Sindical  admita  a  la  co- 
tización los  títulos  respectivos.  (Art.  21  del  Reglamento!  de  la  Bolsa 
de  Madrid  de  6  marzo-  de  19 19.) 

Las  Sociedades,  Corporaciones  y  particulares  nacionales  que  de- 
seen sean  admitidos  a  la  cotización  oficial  los  valores  por  ellos 
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emitidos,  dirigirán  una  solicitud  al  Síndico  Presidente  de  la  Bolsa, 
expresando  en  ella  los  valores  cuja  admisión  pretenden  y  especifi- 
cando su  clase,  numeración  y  recursos  destinados  al  pago  de  intereses 
y  amortizaciones,  en  su  lugar  y  caso. 

En  su  vista  se  instruirá  el  oportuno  expediente  que  abarcará 
los  requisitos  siguientes : 

a)  Los  documentos  justificativos  de  la  personalidad  del  solici- 
tante. 

b)  Los  testimonios  notariales  de  las  escrituras  de  formación,  cons- 
tituciones y  modificaciones  de  la  Sociedad^  con  los  Estatutos  y. 
Reglamentos  porque  se  rija,  bastantes  a  justificar  la  constitución, 
legal,  el  funcionamiento  de  la  Sociedad  con  arregloi  a  las  leyes,  y  que 
por  ella  se  han  cumplido  ios  requisitos  exigidos  por  las  mismas, 
entre  ellos  los  de  su  inscripción  en  el  Registro  Mercantil  y  pago  de 
Derechos  Reales  e  igualmente  de  los  acuerdos  de  las  Juntas  Gene- 
rales y  de  los  Consejos  de  administración  en  ejecución  de  aquellos, 
referentes  a  la  emisión,  con  reseña  detallada  de  los  títulos  que  la 
constituyen  para  que  conste  plenamente  justificado'  con  actas  nota- 
riales inscritas  en  el  Registro  Mercantil  el  cumplimiento  de  lo  pres- 
crito en  los  artículos  21,  163,  164  y  demás  del  Código  de-  Comerciol. 

c)  Certificaciones  en  forma  de  los  dividendos  pasivos  que  se  ha- 
yan satisfecho  por  cuenta  del  capital  representado^  por  las  acciones 
hasta  la  fecha. 

d)  Demostración  fehaciente  de  haberse  abonado  el  impuesto  del 
timbre  que  corresponde  a  la  emisión  y  las  demás  exacciones  de  ca- 
rácter fiscal. 

e)  Si  se  trata  de  obligaciones,  bonos  u  otros  títulos  cotizables 
análogos,  además  la  certificación  de  su  inscripción  en  el  Registro 
Mercantil  y  en  los  de  la  Propiedad,  según  proceda,  así  como  tam- 
bién de  hallarse  debidamente  atendidos  los  servicios  de  amortiza- 
ciones y  pago  de  intereses.  Las  certificaciones  del  Registro  de  la 
Propiedad  comprenderán,  si  las  hubiere,  las  responsabilidades  an- 
teriores de  los  bienes  hipotecarios. 

f)  Las  Memorias  y  balances  de  la  Sociedad  correspondientes  al 
último  trienio,  si  llevan  ese  tiempo  funcionando,  autorizadas  con 
las  firmas  de  los  Directores,  Presidentes  o  Gerentes  de  la  Sociedad 
o  de  quien,  con  arreglo  a  los  Estatutos,  tenga  su  representación  legal. 

g)  El  ejemplar  del  título  o  títulos  a  que  se  refiera  la  solicitud 
de  admisión. 

La  enumeración  de  la  documentación  reseñada  es  puramente  enun- 
ciativa y  no  limitativa,  quedando  íntegras  las  facultades  de  la  Junta 
Sindical  para  reclamar  más  antecedentes  o  mayores  justificaciones, 
á  fin  de  resolver  con  mayor  acierto.  (Art.  23  de  igual  Reglamento). 
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Admisión  de  documentos  de  crédito  emitidos  por  Sociedades 
extranjeras.  —  Cuando  se  trate  de  documentos  de  crédito  emitidos 
por  Sociedades  o<  Empresas  extranjeras,  la  documentación  que  ha- 
brán de  presentar,  acompañada  de  la  solicitud  de  admisión  de  sus 
valores  a  la  contratación  e  inclusión  en  las  cotizaciones,  será  aná- 
loga, en  cuanto  lo  consientan  las  leyes  del  país  de  origen,  a  la  seña- 
lada para  las  Sociedades  nacionales,  y  además: 

a)  Un  informe  detallado^  firmado'  por  el  Cónsul  de  España  en 
lia  nación  respectiva,  acreditando  haberse  cumplido  por  la  Compañía 
peticionaria,  todos  los  requisitos  exigidos  por  las  leyes  de  su  país 
para  el  funcionamiento  legal  de  la  Sociedad,  y  que  la  emisión  se  ha 
hecho  también  con  estricta  sujeción  a  la  legalidad  allí  vigente.  A 
este  informe  debidamente  legalizado,  se  acompañarán  reproduccio- 
nes de  los  títulos  cuya  cotización  se  pretenda,  firmados  por  el  Cónsul 
y  sellados  con  el  sello:  del  Consulado. 

b)  Traducciones  hechas  por  la  interpretación  de  Lenguas  del 
Ministerio  de  Estado  de  los  documentos  presentados. 

c)  Documento  auténtico,  legalizado  y  traducido  en  forma,  expre- 
sivo de  los  acuerdos  de  la  (Sociedad  respecto  a  la  forma,  plazo  y 
lugares  en  que  se  han  de  abonar  en  España  los  intereses,  dividendos 
y  amortizaciones,  si  ha  lugar,  así  como  también  lo  relativo'  al  recono- 
cimiento y  autenticidad  de  los  títulos  que  circulen  en  España, 

Completado  el  expediente  con  los  documentos  reseñados,  la  Junta 
Sindical  del  Colegio  de  Agentes  de  Cambio-  lo  remitirá  al  Ministerio 
de  Hacienda  para  que  se  manifieste  por  el  Gobierno'  si  hay  o  no 
razones  de  interés  público  que  se  opongan  a  la  admisión  de  los 
valores  a  la  contratación  e  inclusión  de  ellos  en  la  cotización  oficial. 
(Art.  24  del  mismo  Reglamento.) 

Concluidos  los  expedientes  de  que  hablan  los  artículos  anteriores, 
la  Junta  Sindical  adoptará  la  resolución  que  estime  procedente., 

Contra  este  acuerdo  podrán  las  interesados  ¡interponer  recurso 
de  alzada  ante  el  Ministerio  de  Hacienda.  El  plazo  para  interponer- 
lo será  de  cinco  días  a  contar  desde  la  fecha  siguiente  a  la  de  laj 
notificación.  La  resolución  del  Ministerio  causará  estado,  y  sólo  será 
reclamable  en  vía  contenciosa  oon  arreglo  a  lo  dispuestoi  en  la  ley 
reguladora  de  esta  jurisdicción.  (Art.  25  del  mismo  Reglamento.) 

Introducción  en  España  de  valores  extranjeros.  —  Al  objeto' de 
«vitar  la  emigración  de  capitales  españoles,  en  daño  del  desenvolvi- 
miento' de  la  riqueza  nacional,  y  (que  se  resten  al  Estado1  medios  para; 
realizar  aquellas  operaciones  de  crédito  que  los  intereses  públicos 
demandan,  se  dictó  el  R.  Dr.  de  14  de  junio  de  191 6,  por  el  que 
se  prohibía  a  partir  de  dicha  fecha,  anunciar,  emitir,  poner  en  cir- 
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culacián  y  en  venta,  pignorar  e  introducir  en  el  mercado  de  España 
títulos  de  Deuda  y  demás  efectos  públicos  de  los  Gobiernos  extran- 
jeros, así  como  acciones,  obligaciones,  o  títulos  de  cualquier  clase 
de  Sociedades  o  Corporaciones  no>  españolas.  Sin  embargo  el  Con- 
sejo de  Ministros,  a  propuesta  del  de  Hacienda,  podría  conceder! 
respecto  de  lo  establecido  en  el  párrafo  anterior,  las  excepciones 
que  estimara  convenientes. 

Este  R.  D.  no  debía  aplicarse  por  excepción  a  los  valores  extran- 
jeros que  estuvieran  ya  domiciliados  en  España,  ni  a  los  valores 
también  extranjeros  depositados  fuera  del  Reino  por  ciudadanos 
españoles,  si  estos  pidieran  su  introducción  en  el  país. 

La  R.  O.  de  16  de  agosto  siguiente  marcó  las  reglas  para  facilitar 
la  aplicación  del  R.  D.  anterior,  y  otra  de  30  septiembre  del  mismo 
año,  detalló  el  procedimiento  a  seguirse  con  los  títulos  o  valores 
extranjeros  que  domiciliados  en  España,  hayan  de  ser  objeto  de 
canje  de  otros  de  clase,  numeración  y  valor  nominal  iguales,  que 
estuviesen  domiciliados  en  España  con  anterioridad  al  15  de  junio 
de  191 6. 

Estampillado  7  registro  de  valores  extranjeros  existentes  en 
España.  —  Dispone  el  Real  decreto  de  11  agosto  de  191 8,  que  los 
valores  extranjeros  que  estuviesen  domiciliados  en  España  con  ante- 
rioridad al  15  de  junio  de  191 6,  así  como  aquellos  cuya  introducción 
se  hubiese  desde  entonces  autorizado  con  arreglo  a  la  disposición 
citada  y  a  las  R.R.  O. O.  de  16  y  25  agosto  y  30  septiembre  del 
propio  año  o  se  autorizase  en  loi  sucesivo  cqnforme  a  lo  que  al  pre- 
sente se  determina,  serán  estampillados  e  inscritos  .en  un  Registro 
especial,  sin  cuyo  requisito  no  podrán  lícitamente  ser  objeto  de  ope- 
ración alguna  de  las  enunciadas  en  el  art.      de  dicho  Real  decreto. 

La  operación  del  estampillado  se  realizó  por  la  Dirección  general 
de  la  Deuda  y  las  Delegaciones  de  Hacienda  de  las  provincias,  den- 
tro del  plazo  de  20  días  a  contar  del  siguiente  a  la  publicación  de 
este  R.  D.  en  la  «Gaceta»  (15). 

Todo  efecto  público,  título,  acción,  u  obligación  de  los  compren- 
didos en  el  R.  D.  antes  referido,  que  una  vez  expirado  el  plazo  cir- 
culase sin  estampillar,  debía  ser  retenido  y  entregado  a  la  Direc- 
ción general  de  la  Deuda  y  Clases  pasivas  o  en  las  Delegaciones  de 
Hacienda  de  las  Provincias,  incurriendo  en  multa  su  tenedor.  Des- 
de la  publicación  de  dicho  Decreto  no  podía  autorizarse  la  inclu- 
sión en  las  cotizaciones  oficiales  de  Bolsa,  de  nuevos  efectos  públicos 
ni  de  valores  comerciales  al  portador  de  Sociedades  o  Empresas  no 


(16)   Fué  prorrogado  hasta  el  20  octubre  1918,  por  R.  0.  de  2  de  igual  mes. 
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domiciliadas  en  España,  aunque  tuvieran  establecidas  Sucursales 
en  territorio  nacional. 

En  21  del  mismo  mes  y  año  se  publicó  una  R.  O.  por  la  que  se 
dictaban  reglas  provisionales  para  facilitar  la  aplicación  del  R.  D. 
anterior,  modificando  la  R.  O.  de  16  agosto  de  Ü916  y  derogando, 
las  de  25  agosto  y  30  septiembre  de  1916. 

En  27  del  mismo  mes  y  año  se  facultó  a  la  Dirección  del  Timbre 
para  que  autorizara  el  timbrado  por  las  fábricas  del  ramo,  de  los 
valores  y  efectos  extranjeros,  a  reserva  de  que  la  Dirección  general 
de  la  Deuda  determinara  si  se  hallaban  en  condiciones  legales  para¡ 
poder  ser  estampillados  (16). 

Huevo  impuesto  sobre  la  admisión  a  cotización  en  Bolsas  Espa- 
ñolas de  valores  extranjeros.  —  El  artículo  11  de  la  ley  de  26  de 
julio  de  1922,  dispone  la  creación  de  un  impuesto^  sobre  la  admisión 
en  Bolsa  de  determinados  efectos  de  acuerdo  con  las  bases  siguientes : 

A)  Los  efectos  extranjeros  que  sean  admitidos  a  cotización  en 
Bolsa  con  posterioridad  a  la  fecha  en  que  la  presente  ley  entre  en 
vigor,  estarán  sometidos,  en  equivalencia  del  Impuesto  de  Derechos 
Reales  que  grava  los  Títulos  españoles,  a  un  impuesto  de  25  cén- 
timos por  100  del  valor  nominal,  cuando  se  trate  de  títulos  no  garan- 
tidos con  hipoteca  y  emitidos  por  Estados  o  Corporaciones  adminis- 
trativas y  de  50  por  100  tratándose  de  los  demás  valores. 

B)  En  la  admisión  que  corresponde  a  las  Juntas  y  en  las  resolu- 
ciones de  recursos  de  alzada  dictados  por  el  Gobierno1,  se  hará  cons- 
tar que  la  admisión  no  producirá  efecto  sino  cuando  se  ha  satisfe- 
cho el  impuesto  creado^  por  esta  ley.  La  inclusión  de  la  cotización 
que  no  haya  sido  precedida  del  pago  del  impuesto,  se  castigará  con 
multa  del  duplo  del  impuesto. 

C)  Las  Juntas  Sindicales  y  las  entidades  o  personas  emisoras, 
son  responsables  solidariamente  del  pago  de!  impuesto  y  de  las  mul- 
tas. La  recaudación  se  hará  por  las  Juntas  Sindicales;  el  impuesto 
será  satisfecho  en  dinero  español  y  de  su  importe  retendrán  una  cen- 
tésima en  concepto  de  premio<  de  administración  y  cobranza.! 


i(16)  Ultimamente  se  han  dictado  varias  resoluciones  (noviembre  1922)  dando  normas  para  el  es- 
tampillado en  Madrid,  o  en  las  agencias  del  Banco  de  España  en  París  y  Londres,  de  valores  de 
la  Deuda  austro-húngara  poseídos  por  subditos  españoles,  a  fin  de  recogerlos  por  medio  del  Ministe- 
rio de  Estado  y  de  los  Consulados,  para  remitirlos  a  la  Comisión  de  Reparaciones  creada  por  el 
Tratado  de  Versalles. 
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Legislación  del  Timbre 
aplicable  a  los  valores  inmobiliarios 

Ley  de  19  de  octubre  de  1920,  modificada  por  la  de  26  de  julio  de  1922 

Impuesto  sobre  las  acciones  y  obligaciones  de  Bancos  y  Sociedades 

Artículo  158.  Toda  acción,  certificado  o  extracto  de  la  misma  o  cual- 
quiera otra  clase  de  título  equivalente,  representativo  del  capital  de  los 
Bancos,  Sociedades,  Compañías  o  Empresas  de  crédito,  ferrocarriles,  co- 
mercio, industria,  minas  y  demás,  bien  sean  de  cantidad  fija,  bien  de  parte 
alícuota  de  un  capital  fijo,  estarán  sujetos,  cuando  su  duración  no  exceda 
de  diez  años,  al  timbre  de  tipo  gradual,  con  arreglo  a  la  escala  que  se  dirá, 
sin  perjuicio  del  timbre  especial  móvil  que  corresponda  fijar,  según  su  cuan- 
tía, en  los  recibos  parciales  de  las  entregas  que  se  hagan,  siempre  que 
lleguen  a  5  pesetas.  Dicha  escala  es,  a  saber  (17): 


TIMBRE 

CUANTÍA  DE  LA  ACCIÓN 

Precio 

Claso 

Pesetas 

Adnal. 

0,25 

Desde      50,01  hasta  500  

8.» 

1 

—       500,01    —  1.000  

7.» 

2 

—     1.000,01    —  1.500  

6.a 

3 

—     1  500,01    —  2.500  

5.1 

5 

—     2.500,01   —  5.000  

4.a 

10 

—     5.000,01   —  12.000  

3.» 

25 

—   12.500,01   —  25.000  

2  a 

50 

—   25.000,01    —  50.000  

1> 

100 

Cuando  las  acciones  excedan  de  50.000  pesetas  llevarán  además  los  tim- 
bres móviles  correspondientes  a.  la  diferencia,  a  razón  de  2  pesetas  por 
cada  1.000  pesetas  o  fracción  de  ellas. 

Los  títulos,  certificados  o  extractos  de  inscripción  que  contengan  dos  o 
más  acciones  satisfarán  el  timbre  por  cada  una,  según  su  cuantía. 

!Art.  159.  Las  acciones,  certificados  o  extractos  de  las  mismas  que  no 
expresen  valor  alguno  o  sean  de  parte  alícuota  de  un  capital  que  no  se  de- 
termine como  fijo,  deberán  reintegrarse  con  timbre  de  2  pesetas,  clase  73, 
por  cadi  acción  o  fracción. 

Art.  160.  Cuando  se  den  resguardos  provisionales  para  canjearlos  des- 
pués por  los  definitivos,  se  legalizarán  solamente  con  el  timbre  móvil  de 
0'25  céntimos  de  peseta;  pero  si  en  el  término  de  seis  meses,  que  po- 
drá ser  prorrogado  por  otros  seis,  previa  autorización  de  la  Dirección  gene- 
ral del  ramo,  no  se  verifica  dicho  canje,  la  Sociedad  satisfará  desde  luego 


(17)  Esta  escala,  par  la  disposición  22  de  la  ley  de  26  de  julio  de  1922,  sufre  una  bonificación 
del  20  por  100  en  favor  de  los  títulos  nominativos. 
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el  importe  total  del  timbre  que  corresponda  al  número  de  acciones  que  aque- 
llos resguardos  representen. 

Art.  161.  Las  acciones  extractos  o  certificados  serán  talonarios,  y  el  tim- 
bre, cuya  estampación  se  solicitará  de  la  Dirección  de  este  impuesto,  se 
pondrá  sobre  la  matriz,  a  fin  de  que  ofrezca  base  cierta  para  la  compro- 
bación. 

Art.  162.  Los  títulos,  acciones  y  demás  valores  extranjeros,  llevarán, 
cuando  circulen  en  España,  el  timbre  que  corresponda  a  su  cuantía  con 
sujeción  a  la  escala  del  art.  158  y  en  la  forma  y  como  se  disponga  por.  e]¡ 
Reglamento,  pudiéndose,  para  facilitar  la  circulación,  fijar  un  tanto  abado. 

El  tanto  alzado*  se  fijará,  previo  concierto,  en  la  forma  que  determine  el 
Reglamento,  no  pudiendo  en  ningún  caso  hacerse  la  concesión  por  canti- 
dad menor  de  la  correspondiente  a  la  décima  parte  del  total  capital  social 
desembolsado,  ¡de  que  los  respectivos  valores  formen  parte.  Dichos  con- 
ciertos podrán  ser  revisados  y  en  su  caso  rescindidos  en  todo  tiempo  por 
la  Administración. 

En  los  preceptos  de  este  artículo  se  hallan  comprendidos  los  títulos  de 
las  Deudas  públicas  extranjeras  que  circulen  en  España,  cualesquiera  que 
sean  sus  clases  y  denominación,  los  cuales  se  legalizarán  estampándose 
en  los  mismos  por  la  Fábrica  Nacional  de  la  Moneda  y  Timbre  el  que  les 
corresponda  según  su  cuantía. 

Art.  163.  Las  obligaciones,  cédulas,  bonos  o  cualquiera  otro  título  de 
esta  clase,  que  emitan  las  Sociedades,  Bancos,  Compañías  de  ferrocarriles 
y  demás  Empresas,  así  como  las  Diputaciones  y  Ayuntamientos,  deberán 
reintegrarse  también  con  el  timbre  que  determina  el  art.  158  de  esta  ley, 
en  los  casos  en  que  su  duración  no  exceda  de  diez  años. 

Art.  164.  Las  obligaciones,  cédulas,  bonos  y  demás  valores  de  esta  cla- 
se, serán  talonarios  y  el  timbre  se  estampará  sobre  la  matriz. 

Art.  165.  Llevarán  timbre  doble  del  que  queda  fijadoi  los  valores  de  que 
trata  este  capítulo,  cuya  duración  exceda  de  diez  años. 

Art.  166.  Cuando  las  Sociedades  y  Corporaciones  oficiales  prefieran 
hacer  el  pago  total  en  metálico  de  las  acciones,  obligaciones,  cédulas,  bo- 
nos y  demás  valores  de  esta  clase  que  hayan  de  emitir,  podrán  verificarlo, 
previa  autorización  de  la  Dirección  general  del  ramo,  con  sujeción  a  los 
tipos  que  quedan  establecidos  y  con  las  formalidades  que  se  determinen 
en  el  Reglamento  que  ha  de  dictarse  para  la  aplicación  de  esta  ley. 

Art.  167.  El  timbre  correspondiente  a  los  valores  de  que  trata  este  capí- 
tulo se  devenga  al  ser  los  títulos  separados  de  sus  matrices. 

Art.  168.  Cuando  las  Sociedades  o  Corporaciones  oficiales  presenten 
sus  acciones,  obligaciones  y  demás  valores  de  esta  clase,  que  emitan,  en 
la  Fábrica  Nacional  del  Timbre  para  ser  timbrados,  remitirán  una  rela- 
ción autorizada  a  la  Dirección  general  del  Ramo  en  la  que  conste  el  número 
de  dichos  efectos,  su  numeración,  valor  nominal  y  la  fecha  en  que  estén 
autorizados. 

Las  Sociedades  o  Corporaciones  que  tengan  su  domicilio  fuera  de  Ma- 
drid podrán  sustituir  el  timbrado'  de  la  Fábrica  poniendo  el  respectivo'  tim- 
bre móvil  sobre  la  matriz  de  los  títulos  o  valores  que  emita,  inutilizándolo 
como  se  dispone  por  el  art.  9e  de  esta  ley.  En  este  caso  presentarán  asimismo 
en  la  respectiva  Delegación  de  Hacienda  dicha  relación,  en  la  que  constará 

21 
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además  la  fecha  que  se  fije  en  los  timbres  móviles  que  legalicen  los  valores. 

Art.  169.  Las  acciones,  obligaciones  y  demás  valores  de  esta  clase,  cual- 
quiera que  sea  su  duración,  devengarán  anualmente,  por  razón  de  timbre 
de  negociación  o  transmisión,  el  1,50  por  1.000  de  su  valor  efectivo,  al  tipo 
medio  de  su  cotización  en  el  año  precedente  o  en  el  tiempo  menor  transcu- 
rrido desde  la  emisión.  En  los  que  no  se  coticen,  se  tomará  como  base, 
para  las  acciones,  el  capital  que  a  razón  de  5  por  100  resulte  del  dividendo 
repartido  por  el  año  precedente,  y,  en  su  defecto,  por  evaluación ;  y  en  cuan- 
to a  las  obligaciones  y  demás  valores  de  esta  clase,  el  valor  nominal,  si  el 
pago  de  sus  intereses  se  lleva  al  corriente,  o  por  evaluación,  cuando  el 
retraso  o  demora  exceda  de  los  correspondientes  a  un  año,  debiendo  al 
efecto  la  entidad  interesada  justificar  en  legal  forma  dichos  extremos. 

Para  que  se  tome  como  base  el  tipo  medio  de  cotización,  será  preciso 
que  los  valores  hayan  sido  objeto  de  alguna  cotización  en  seis  meses  dis- 
tintos con  respecto  a  un  año,  y  en  otro  caso,  la  capitalización  se  hará  como 
queda  dispuesta  para  los  que  no  se  coticen. 

El  pago  se  verificará  en  metálico  por  las  entidades  interesadas  como  res- 
ponsables directas  para  con  el  Tesoro. 

Será  aplicable  el  impuesto  anterior  a  las  acciones,  obligaciones  y  demás 
títulos  de  Sociedades  extranjeras  que  circulen  en  España. 

La  representación  legal  en  España  de  las  indicadas  Sociedades,  será  res- 
ponsable para  con  el  Estado  del  pago  de  este  impuesto,  el  que  recaerá  so- 
bre el  número  de  títulos,  acciones  y  demás  que  sean  objeto  del  concierto 
para  el  pago  del  timbre  de  emisión. 

Los  títulos  de  dicha  clase  de  Sociedades  extranjeras  que  tengan  estableci- 
das en  España  Sucursales  o  Agencias,  a  que  expresamente  se  refiere  el 
artículo  siguiente,  no  se  considerarán  comprendidos  en  esta  disposición. 

Art.  170.  Las  Sociedades  extranjeras  quedan  obligadas,  en  sustitución 
del  timbre  a  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  al  pago  del  impuesto  del 
2  por  1.000  anual  sobre  el  importe  de  los  capitales  fijos  o  circulantes  que 
tengan  destinados  o  destinen  efectivamente  en  España  a  operaciones  o  ne- 
gocios industriales,  mercantiles,  de  crédito,  de  seguros,  de  ferrocarriles  y 
demás  lucrativos. 

Dichas  Sociedades  estarán  obligadas  a  declarar  en  los  quince  primeros 
días  de  cada  año,  el  importe  que  calculen  en  1«  de  Enero  a  los  capitales 
sujetos  al  impuesto  ;  pudiendo  y  debiendo  aportar  cuantos  documentos  y 
elementos  de  juicio  crean  oportuno  para  justificarlo. 

La  misma  declaración  presentarán  las  Sociedades  que  se  establezcan  en 
en  lo  sucesivo  en  el  término  de  un  mes  a  partir  de  la  fecha  en  que  comien- 
cen sus  operaciones. 

La  Administración,  con  presencia  de  tales  datos,  de  los  que  podrá  ade- 
más reclamar  a  las  Sociedades,  y  de  cuantas  comprobaciones,  periciales 
o  no,  estime  convenientes,  y  oyendo  a  dichas  Sociedades,  procederá  a  de- 
terminar el  importe  de  los  capitales  sujetos  en  cada  año  al  impuesto.  La 
resolución  se  dictará  por  el  Ministro  de  Hacienda,  sin  ulterior  recurso. 

En  el  caso  de  que  las  Sociedades  no  presenten  la  correspondiente  decla- 
ración en  el  plazo  que  queda  fijado,  se  procederá  de  oficio  por  la  Admi- 
nistración a  determinar  los  capitales  que  deban  tributar,  fijándose  ésto^ 
en  definitiva  y  sin  ulterior  recurso'  por  el  Ministro  de  Hacienda. 
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No  procederá  la  audiencia  de  las  Sociedades  cuando  hayan  dejado  de 
presientar  los  documentos  que  se  les  exijan. 

La  cifra  fijada  será  inalterable  en  el  año  de  que  se  trate,  pero  podrá 
servir  de  base  a  la  liquidación  del  impuesto  en  los  dos  años  posteriores:, 
si  la  Sociedad  no  hiciese  manifestación  en  contrario  en  los  quince  primeros 
días  de  calda  uno  de  ellos,  y  si  la  Hacienda  no  tuviera  motivos  para  proce- 
der a  la  revisión. 

El  procedimiento  establecido  en  los  párrafos  segundo  y  siguientes  de 
esta  disposición  será  aplicable  para  la  determinación  del  capital  sujeto  al 
impuesto  en  los  años  anteriores  al  presente  si  no>  se  hallare  ya  fijado1  en 
1»  de  Enero  último1  con  arreglo  a  la  ley  de  Iq  de  Enero  de  1906. 

En  ningún  caso'  el  importe  de  dichos  capitales,  a  los  efectos  del  timbre 
die  negociación  o*  transmisión,  podrá  computarse  en  cantidad  menor  a  la 
que  se  haya  fijado  por  la  Administración  en  el  concierto  para  el  pago  del 
timbre  de  emisión,  de  las  respectivas  Sociedades. 

Las  Sociedades  a  que  se  refiere  este  artículo  se  considerarán  compren- 
didas en  el  154. 

Toda  contravención  a  las  disposiciones  del  presente  artículo  y  del  an- 
terior, así  como  a  las  que  se  dicten  para  el  desenvolvimiento  y  aplicación 
de  las  mismas  será  corregida  o  castigada  con  una  multa  de  100  a  2.000 
pesetas. 

Art.  171.  Los  billetes  al  portador  de  los  Bancos  de  emisión  quedarán 
sujetos,  en  la  parte  que  exceda  de  las  reservas  metálicas,  a  un  impuesto 
anual  por  timbre  de  1  por  1.000,  pagadero  por  trimestres  a  razón  de  0,25 
por  1.000  en  cada  uno  de  éstos,  sobre  la  cifra  de  circulación  media  en  el 
trimestre  anterior.  Este  gravamen  se  pagará  también  en  metálico. 

Ait.  172.  Llevarán  timbre  de  10  céntimos,  clase  9a,  las  cédulas  hipo- 
tecarias emitidos  por  Bancos  territoriales,  debiendo  colocarse  el  móvil  co- 
rrespondiente sobre  la  matriz. 

Art.  173.  Los  títulos,  extractos  o  certificados  de  acciones,  así  como  las 
obligaciones,  cédulas,  bonos  y  demás  valores  de  esta  clase  que  se  emitan 
para  entregar  en  sustitución,  respectivamente,  de  títulos,  extractos  o  cer- 
tificados de  acciones  o  de  obligaciones,  cédulas,  bonos  y  demás  valores; 
de  esta  clase,  que  hayan  sido  inutilizados,  llevarán  únicamente  el  timbre 
de  10  céntimos,  clase  9a. 

Los  que  se  emitan  para  sustituir  a  otros  por  cualquier  causa  que  no 
sea  su  inutilización  material,  disfrutarán  también  del  mismo  beneficio  a 
condición  de  que  sea  la  misma  Sociedad  o  entidad  emisora,  sin  haber  va- 
riado en  todo  o  en  parte  su  nombre,  su  objeto  social,  ni  el  capital  repre4 
sentado  por  dichos  documentos,  de  que  la  cuantía  de  éstos,  individualmente 
considerados,  sea  la  misma  que  en  los  primitivos,  y  de  que  los  derechos) 
del  tenedor  del  nuevo*  título  y  las  respectivas  obligaciones  de  la  entidad 
emisora  no  resulten  modificados  por  las  condiciones  de  la  nueva  emisióin 
en  parte  alguna  que  no  sea  de  mera  forma.  Sin  embargo,  disfrutarán  dq 
este  beneficio  los.  títulos  que  se  emitan  para  sustituir  a  otros  en  el  caso, 
de  reducción  del  capital  de  las  Sociedades  a  consecuencia  de  pérdidas  sobre- 
venidas en  el  negocio*  que  exploten  y  en  la  cuantía  misma  de  estas  pérdidas. 

El  mencionado'  beneficio  habrá  de  ser  en  todo  caso*  otorgado  por  la  Di- 
rección general  del  ramo,  a  instancia  de  la  Sociedad  o  entidad  emisora, 
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mediante  la  presentación  de  los  documentos  que  al  efecto  se  le  reclamen, 
y  las  formalidades  del  nuevo  timbrado  se  determinarán  también  por  la  Di- 
rección general. 

Será  también  condición  precisa  en  todo  caso  para  otorgar  el  beneficio, 
que  los  títulos  sustituidos  estén  timbrados  con  arreglo  en  un  todo  a  la  ley- 
vigente  en  la  fecha  de  su  emisión. 

Art.  174.  En  los  casos  en  que  los  valores  de  que  trata  este  capítulo 
sean  nominativos,  el  Registro  de  toma  de  razón  de  las  transmisiones  se  rein- 
tegrará como  se  dispone  por  el  art.  154  respecto  al  Diario  de  contabilidad. 

Art.  175.  Las  Sociedades,  bien  cuando  la  Administración  lo  reclame, 
bien  cuando  por  sus  agentes  se  les  gire  una  visita,  tendrán  la  obligación  de 
manifestar  la  fecha  o  fechas  en  que  dichos  documentos  se  hayan  emitido 
y  de  exhibir  las  matrices  de  los  mismos,  a  fin  de  que  se  pueda  comprobar 
si  los  timbres  que  lleven  fueron  puestos  a  su  debido  tiempo. 


CAPÍTULO  XV 


Operaciones  sobre  títulos 

(Continuación) 

División  de  las  operaciones  sobre  títulos  que  efectúan  los  Bancos. 

A)  Operaciones  por  cuenta  propia.  —  a)  Inversión  de  capitales  en  títulos.  —  b)  Operaciones  de  dobla  o 
reporte. 

B)  Operaciones  por  cuenta  de  terceros.  —  lo  Operaciones  de  Bolsa.  —  Compra  y  venta  de  títulos  al  con- 
tado. —  Intervención  de  los  Agentes  colegiados  de  Cambio  y  Bolsa  en  las  operaciones  de  com- 
pra y  venta  de  valores-  —  Operaciones  diferenciales  o  a  plazo.  —  Jurisprudencia  del  Tribunal  su- 
premo sobre  la  validez  de  las  operaciones  a  plazo.  —  Operaciones  de  dobla  o  reporte.  —  Causas 
que  originan  el  contrato  de  dobla.  —  Clases  de  doblas  y  (modalidades  de  la  operación.  —  De  la 
operación  de  deport  o  alquiler  de  títulos. 

2»  Intervención  en  las  emisiones  y  su  colocación. 
3"  Regulanzación  de  títulos.  Sus  diversas  operaciones. 

3o  Pago  o  descuento  de  cupones.  Entregados  al  descuento,  domiciliados  y  sociales. 
6o  Comodato  de  títulos. 

6o  Imposición  de  valores  en  cuenta  corriente. 

División  de  las  operaciones  sobre  títulos  que  efectúan  los  Ban- 
cos. —  Las  operaciones  a  ¡que  dan  lugar  los  títulos  o  valores  que  po- 
seen los  Bancos  en  propiedad,  formando  parte  de  su  cartera,  o>  que 
perteneciendo  a  los  clientes,  son  por  ellos  manejados,  son  suscepti- 
bles de  clasificarse  en  estos  términos:  A)  operaciones  por  cuenta' 
propia  y  B)  operaciones  por  cuenta  de  terceros. 

A)  Operaciones  por  cuenta  propia,  a)  Inversión  de  capital  en 
títulos.  —  Los  títulos  públicos  o>  privados  de  propiedad  de  los  Bancos 
pueden  representar  inversiones  permanentes  de  capitales,  que  loe 
franceses  llaman  titres  classés,  o  bien  medios  de  especulación  para 
lucrar  con  ellos  con  ocasión  dle  oscilaciones  del  cambio,  titres  declassés. 
Dichas  inversiones  suelen  hacerlas  los  Bancois  que  abren  cuentas  de 
¡ahorro,  a  cuyos  capitales  deben  serles  ofrecida  una  garantía,  para 
asegurarles  que  en  todo  momento  el  Banco  está  preparado  para 
hacer  frente  a  las  peticiones  de  reembolso,  qon  títulos  fácilmente 
enagenables  o>  pignorables. 

En  cambio  cuando  los  títulos  que  poseen  los  Bancos  son  comprados 
para  revenderlos  o  vendidos  para  ser  recomprados  buscando!  en  los 
mercados  al  contado  o  a  plazo,  la  ganancia  constituida  por  la  dife- 
rencia entre  el  precio  de  adquisición  y  el  de  venta,  representan  me- 
dios de  especulación. 
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Las  adquisiciones  de  títulos,  para  inversiones  duraderas  de  capi- 
tales, deben  ser  hechas  cuando  los  Bancos  están  seguros  de  poseer 
por  tiempo  no  breve,  disponibilidades  mayores  de  las  necesarias  para 
el  movimiento  normal  de  ios  negocios,  sin  que  puedan  presentarse  a 
corto  plazo,  exigencias  de  reembolsos.  La  norma  que  en  períodos 
normales  debe  guiar  al  Banco  para  la  inversión  en  títulos,  debe  con- 
sistir en  emplear  proporcionalmente  a  sus  disponibilidades,  a  las 
demás  inversiones  del  activo  y  a  sus  propias  obligaciones,  de  suerte 
que  pueda  esperar  cómodamente  el  momento  (más  oportuno  para 
la  venta. 

Para  el  Banco  que  debe  invertir  en  títulos  una  parte  de  sus  capita- 
les, tiene  grande  importancia  la  determinación  del  interés  producibk 
por  los  títulos  adquiridos. 

Diversa  es  la  situación  que  adopta  el  Banco^que  especula  en  títulos. 
Para  estos  la  inversión  representa  una  sustracción  de  capital  a  otros 
empleos,  empero  domina  la  idea  de  hacer  producir  al  capital  un  in- 
terés no  inferior  al  que  habría  producido  en  el  caso  de  ser  destinaJdol 
al  descuento,  al  cambio  extranjero,  etc. 

Es  frecuente  entre  los  grandes  Bancos  intentar  la  especulación 
ide  Valores  en  forma  de  asociación  en  participación.  Ocurre  esto  or- 
dinariamente entre  Bancos  de  jplazas  diversas  que  poseen  Bolsa  de 
contratación.  La  utilidad  o  la  pérdida  derivada  de  las  operaciones 
intentadas  suele  dividirse  por  mitad  y  liquidarse  en  el  tiempo  co- 
nocido, ordinariamente  a  fin  de  mes. 

b)  Operaciones  de  dobla  o  reporte.  El  contrato  de  reporte  que 
estudiaremos  más  adelante,  es  muy  usado  por  los  Bancos  ¿>ara  dar 
empleo  a  sus  capitales  con  obtención  de  crecidos  intereses.  En  ge- 
neral los  Bancos  prefieren  el  reporte  al  anticipo  sobre  títulos,  en 
cuanto  consiente  por  su  breve  duración,  la  pronta  realización  del 
crédito  en  caso  de  necesidad,  cosa  que  no  ocurre  en  la  anticipación 
sobre  títulos  que  da  como  resultado  una  inmovilización  de  los  capi- 
tales que  garantiza. 

B)   Operaciones  por  cuenta  de  terceros.  —  Las  operaciones  que 

con  referencia  a  títulos  oi  valores,  ejecutan  los  Bancos,  son  numerosí- 
simas, constituyendo  una  de  las  actividades  bancarias  de  más  im- 
portancia. Pueden  enumerarse  entre  otras,  las  siguientes: 

a)  Operaciones  de  compra  y  venta  de  títulos  y  valores  al  contado. 
b)  Id.  diferenciales  o  a  plazo,  c)  Id.  de  dobla  o  reporte,  d)  Id.  de 
imposición  de  valores  en  cuenta  oorriente.  e)  Id.  de  intervención  en 
emisiones  y  su  colocación,  f)  Id.  de  administración  o  regularización 
de  títulos,  g)  Id.  de  depósito  de  títulos  en  custodia  y  en  adminis- 
tración. No  obstante  formando  esta  operaciones  un  grupo  con  vida 
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propia  y  regulación  legal  especial,  las  estudiaremos  en  apartado  es- 
pecial. 

1q  Operaciones  de  Bolsa.  Compra  y  venta  de  títulos  y  valores 
al  contado.  —  Son  operaciones  al  contado,  dice  el  artículoi  32  del 
Reglamento  de  la  Bolsa  de  Miadrid  dé  6  de  marzo  de  1919,  aquellas 
en  que  las  obligaciones  del  comprador  y  del  vendedor  deben  consu- 
marse en  el  mismo  día  de  la  celebración  de!  contrato,  o  a  lo  más 
en  las  horas  fijadas  por  la  Junta  Sindical  para  realizar  la  liquidación 
general  de  contado,  y  que  por  ningún  concepto  podrán  exceder  dé 
la  hora  de  comenzar  la  reunión  oficial  de  Bolsa  del  día  siguiente  a 
la  celebración  del  contrato. 

El  sector  bancario  que  se  ocupa  de  las  operaciones  de  compra  y 
venta  de  valores  o  títulos,  es  la  llamada  Sección  de  Bolsa,  la  cual  en 
su  cometido  debe  ajustarse  a  los  preceptos  contenidos  en  nuestra 
legislación  de  Bolsas  que  vamos  a  examinar. 

La  Bolsa  en  un  sentido1  lato,  es  la  reunión  autorizada  de  los  hom- 
bres de  negocios  —  agentes  de  cambio,  corredores,  armadores1,' co- 
merciantes, etc. — al  objeto  de  tratar  negocios  de  comercio'.  En  su 
acepción  común,  la  palabra  Bolsa  significa  el  mercado  de  títulos 
mobiliarios  y  divisas  o  monedas.  Regulan  la  creación  de  estos  Es- 
tablecimientos, el  Cóidigo,  de  Comercio  vigente  (arts.  64  y  siguien- 
tes) y  el  Reglamento  de  31  diciembre  1885.  Su  creación  compete 
al  Gobierno  previa  audiencia  del  Consejo  de  Estado  y  de  las  Cá- 
maras de  Comercio  (art.  12  Reglamento  de  1885  y  base  2a  ley  de 
29  junio  191 1  y  Reglamento  29  diciembre  igual  año,  art.  8°). 

Son  materia  de  contrato  en  Bolsa  según  el  artículo  67  del  Código 
de  Comercio,  los  valores  y  efectos  públicos,  y  los  valores  o  efectos 
industriales  y  mercantiles  emitidos  por  particulares  o  por  socieda- 
des O'  empresas  legalmente  constituidas.  Ejsitqís  valores,  sólo  se  in- 
cluyen en  las  cotizaciones  oficiales,  cuandoi  su  negociación  se  halle 
autorizada,  conforme  al  art.  65  en  las  Bolsas  de  carácter  público 
o  estén  declarados  negociables  y  cotizables  en  Bofea,  y  deben  sujetarse 
a  las  prescripciones  que  para  su  inclusión  señalan  los  artículos,  68, 
y  siguientes  del  Código  de  Comercio:  y  las  prevenciones  del  Cap.  III 
del  Regí,  de  la  de  Madrid  de  6  marzo  de  19 19,  hecho  extensivo  ala  de 
Barcelona,  creada  por  R.  D;.  de  26  mayo  191 5,  que  estableció  en 
ella  Bolsa  Oficial  de  Comercio., 

Intervención  de  los  Agentes  Colegiados  de  Cambio  y  Bolsa  en 
las  operaciones  de  compra  y  venta  de  valores. — El  art.  100  del  Có- 


(1)  Anticipamos  esta  materia  muy  someramente  en  cuanto  será  objeto  de  especial  estudio  en 
el  tomo  que  preparamos  sobre  «Legislación  y  operaciones  de  Bolsa». 
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digo  de  Comercio  y  el  36  del  Reglamento  para  la  organización  y, 
régimen  de  las  Bolsas,  reservan  la  intervención  privativa  en  las  ne- 
gociaciones y  transferencias  de  toda  especie  de  efectos  o  valores 
públicos  cotizables  a  los  Agentes  colegiados  de  Cambio  y  Bolsa. 
Estos  agentes  responderán  al  comprador  de  la  entrega  de  los  efectos 
o  valores  sobre  que  haya  versado  la  operación  y  del  pago  del  precio 
o  indemnización  de  la  operación  convenida  (art.  101  del  mismo  Có- 
digo). 

Los  Agentes  de  Bolsa,  además  de  las  obligaciones  comunes  a' 
todos  los  ¡agentes  mediadores,  enumerados  en  los  artículos  95,  96,  97  y 
98  del  Código  de  Comercio,  serán  responsables  civilmente  por  los 
títulos  o  valores  industriales  o  mercantiles,  que  vendieren  después  de 
hecha  pública  por  la  Junta  Sindical,  la  denuncia  de  dichos  valores 
como  de  procedencia  ilegítima  (2). 

Las  operaciones  dé  compra  y  venta  de  valores  efectuadas  sin 
intervención  de  Agente  de  Bolsa  y  en  local  no  oficial  para  esta  clase 
dé  operaciones,  no-  reuniendo  ni  cumpliéndose  las  condiciones  y  so- 
lemnidades requeridas,  pierden  el  carácter  de  operaciones  de  Bolsa, 
para  adquirir  el  valor  que  por  su  manera  y  forma  les  otorgue  el  de- 
recho común,  siendo  eficaz  la  fuerza  de  la  costumbre  en  orden  a  la 
validez  de  las  operaciones  bursátiles,  como  ocurría  con  las  que  se 
ejecutaban  en  el  Casino  Mercantil  de  Barcelona,  con  anterioridad  al 
2Í6  de  marzo  de  191 5,  fecha  en  que  se  creó  la  Bolsa;  de  Barcelona» 

Ni  por  la  naturaleza  del  Impuesto  del  Timbre  ni  por  la  ley  que  lo 
regula,  cabe  considerar  ampliados  los  preceptos  del  Código  Civil  W, 
llamado  a  definir  derechos  privados  de  los  ciudadanos  entre  sí,  a 
reglas  de  carácter  fiscal  dictadas  por  causa  y  para  favorecer  el 
interés  público.  (Sentencia  28  jimio  191 8.) 

Operaciones  diferenciales  o  a  plazos.  —  Son  operaciones  a  plazo 
dice  el  párrafo  segundo  del  art.  32  del  Reglamento  de  la  Bolsa  de 
Madrid,  aquellas  en  que  las  obligaciones  recíprocas  de  los  contra- 
tantes no  deben  quedar  satisfechas  en  el  día  del  contrato,  sino  al 
vencimiento  de  un  plazo  convenido. 

Lias  operaciones  a  plazo  y  las  condicionales  se  consumarán  en  el 
día  del  vencimiento  y  liquidación  convenida,  en  igual  forma  que  las 


(2)  Las  fianzas  que  los  agentes  colegiauos  de  Bolsa  tienen  la  obligación  de  conslHuir  afectan  de 
un  modo  directo  y  especial  a  las  resultas  de  las  operaciones  en  que  intervienen  por  razón  de  su 
oficio,  no  respondiendo  de  las  obligaciones  ajenas  al  cargo  sino  cuando  éstas  se  hallen  cubiertas  in- 
tegralmente. La  Junta  Sindical  a  cuyo  nombre  se  hallan  depositadas  las  fianzas,  es  la  única  auto- 
ridad para  retirarlas,  enajenarlas,  si  no  consisten  en  dinero,  y  hacer  efectivas  con  su  importe  las 
responsabilidades  en  que  el  agente  haya  podido  incurrir  por  razón  de  las  operaciones  de  su  cargo 
en  que  hubiere  intervenido.  (Real  decreto  18  marzo  1907). 

i(3)  Se  refiere  la  sentencia  a  los  arts.  74  y  1300  del  Código  civil. 
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operaciones  al  contado  y  con  arreglo-  a  las  disposiciones  adoptadas 
por  la  Junta  Sindical  para  las  respectivas  liquidaciones  (art.  33  de 
dicho  Reglamento). 

El  Agente  de  Cambio  requerido  para  intervenir  en  una  negocia- 
ción de  Bolsa  no  podrá  negarse  a  ello  pero  tendrá  derecho  a  exigir, 
del  requirente  en  las  operaciones  a  plazo-  que  el  dador  de  la  orden! 
al  iniciar  la  operación,  o  en  el  transcurso1  de  ella,  le  entregue  todas 
las  garantías  en  metálico  o  valores  que  estime  convenientes  y  que 
en  ningún  caso  podrán  exceder  de  la  cuantía  objeto,  del  contrato], 
habida  cuenta  de  la  obligación  del  Agente  de  Cambio  de  exigir  las 
diferencias  que  haya  dé  entregar  en  la  Junta  Sindical,  por  oscila- 
ciones en  los  cambios  que  den  lugar  a  las  liquidaciones  provisionales. 
Y  así  también  que  se  le  acredite  la  identidad  y  capacidad  legal  del 
requirente,  y  en  general  cuantas  garantías  estime  necesarias  para  la 
seguridad,  siempre  que  no-  sean  contrarias  a  derecho-  (art.  34  de 
igual  reglamento). 

El  pago  de  las  diferencias  viene  regulado  por  los  artículos  44  y 
siguientes  de  dicho  Reglamento. 

Jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  sobre  la  validez  de  las 
operaciones  a  plazo.  —  Con  anterioridad  al  Código-  de  Comercio  vi- 
gente (1885),  la  ley  de  Bolsas  de  8  febrero  de  1854  y  el  R.  D.  de 
12  de  marzo  de  1875,  establecían  que  las  operaciones  a  plazo  sobre 
oompra-venta  de  efectos  públicos  requerían  como  condición  indis*- 
pensable  para  tener  fuerza  de  obligar,  que  se  hicieran  con  la  inter- 
vención de  los  agentes,  que  existieran  en  poder  del  vendedor  los 
títulos  objeto1  del  contrato'  y  que  fueran  publicadas  en  Bolsa  las  ope- 
raciones e  intervenidas  por  su  Junta  Sindical,  sin  cuyos  requisitos  de- 
bían ser  consideradas  como  fraudulentas  y  punibles.  Por  consecuencia 
de  ello,  las  operaciones  que  se  resolvían  en  una  liquidación  privada 
de  diferencias  en  el  precio  de  los  valores  mercados  comoi  tipo,  o  sean 
en  el  resultado-  de  un  juego  de  azar,  o  de  simples  apuestas  al  alza; 
o  a  la  baja,  debían  ser  consideradas  fraudulentas  o-  nulas.  Este  cri- 
terio quedaba  ampliamente  reflejado  en  la  jurisprudencia  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia  en  sentencias  de  21  marzo  1884,  16  mayo 
1888,  22  y  16  febrero  1889  y  27  diciembre  de  1895  (4). 

En  el  proyecto  del  Código  de  Comercio,  figuraba  el  artículo!  77 
que  consta  en  el  actual,  admitiendo  y  regulando1  las  operaciones  ¡a¡ 

(4)  Ver  en  particular,  para  un  estudio  extenso  de  esta  cuestión,)'a:  Cohn,  «Zeitgeschaffte  und  Difle- 
renzgeschaffte»  en  el  «Jahrbuchen  fur  Nationalkonomie  und  Statistik»,  (1862).  —  A  Ehrenberg,  «Die 
Fondsspekulation»  y  «Die  Gesetzgebund».  Gaveis,  «Die  Klagbarkeit  der  Differenzgeschaffte».  —  Supi- 
no, «L'opérazioni  di  Borsa,  secondo  la  pratica  la  legge  e  l'economia)>,  1875.  —  Tronci,  «L'operazioni 
di  Borsa»,  1896.  —  Vidari,  «Affari  differenziale»  (Enciclop.  <riu.  it.).  —  Bolaffio  L-,  «I  mediatori  nei  con- 
tratt.  differenziali»  (Monitori  dei  Tribunali,  1905). 
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diferencias,  en  la  siguiente  forma:  «En  las  operaciones  a  plazo  fi- 
»jará  la  Junta.  Sindical  a  solicitud  del  interesado,  la  cantidad  líquida 
»que  importen  las  diferencias  o  la  indemnización  convenida,  toman- 
»do  por  base  el  término'  medio  de  la  cotización  del  día  del  venci- 
»  miento». 

La  redacción  de  este  artículo1,  fué  rechazada  en  virtud  de  una  en- 
mienda formulada  en  la  sesión  del  Congreso  de  13  de  enero  die 
1883,  por  entender  los  Diputados  que  la  suscribían  que  tal  como  es- 
taba redactado  el  artículo  alteraba  radicalmente  el  principio  en  que 
siempre  se  había  inspirado  la  legislación  española,  de  prohibir  ter- 
minantemente las  jugadas  de  Bolsa,  a  las  que  negaba  de  antiguo 
acción  en  el  terreno  judicial. 

Y  por  si  fuese  pooo  explícita:  la  enmienda  del  Congreso,  al  pasar 
el  proyecto  al  Senado  fué  enmendado  el  artículo  67  en  el  sentido  de 
que  las  operaciones  practicadas  en  Bolsa  debían  ser  lícitas  conforme 
a  las  leyes,  y  es  evidente  que  los  juegos  de  azar,  que  no  son  otra 
cosa  las  jugadas  diferenciales,  no  eran  lícitos  ni  permitidos  dentro 
de  la  legislación  española,  al  tiempo  de  promulgarse  el  vigente 
Código  de  Comercio^,  ni  lo  son  ahora,  porque  ni  el  Código  de  Comer- 
cio las  autoriza  ni  menos  el  Código  civil  que  insertó  un  capítulo 
especial  destinado  a  legislar  sobre  el  juegoi  y  Ta  apuesta,  negándoles 
acción  en  derecho. 

A  pesar  de  declaraciones  tan  explícitas  como  figuran  en  nues- 
tros Códigos  fundamentales  no  derogadas  hasta  hoy,  la  jurisprudencia 
de  nuestros  Tribunales  ha  reconocido,  fundándose  exclusivamente 
en  la  reglamentación  de  Bolsas,  que  las  operaciones  que  se  resuelven 
sólo  por  diferencias  de  cambio,  son  lícitas  y  válidas,  si  se  han  efectúa- 
tío  en  Bolsa,  (Sent.  19  febrero'  1896,  16  febrero  1897  Y  2  3  diciembre 
1900),  y  con  intervención  de  corredor  colegiado. 

Los  principios  que  son  base  de  esta  jurisprudencia  derogativa 
del  artículo  1798  y  siguientes  del  Código  civil,  son  los  siguientes: 

a)  En  la  sentencia  de  6  noviembre  de  1896,  la  alegación  de 
que  en  virtud  de  lo  preceptuado  en  el  art.  74  del  Código  de  Cio- 
mercio,  todos,  sean  o  no  comerciantes,  pueden  contratar  sin  inter- 
vención de  Corredor  Colegiado  operaciones  sobre  valores  y  efectos, 
teniendo  estos  contratos  el  valor  que  naciese  de  su  forma  y  les  otorga 
la  ley  común. 

b)  En  las  sentencias  de  26  diciembre  1905  y  16  febrero  de  1897, 
el  principio  de  que  las  operaciones  de  Bolsa  que  se  ajusten  a  los 
términos  del  art.  74  del  Código  de  Comercio  y  a  los  del  53  del  Re- 
glamento de  la'  Bolsa  de  Madrid  de  18  junio  de  1886  (hoy  art.  54 
del  Reglamento  actual),  deben  cumplirse  de  conformidad  con  la  vo- 
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luntad  de  las  partes,  no  pjudiendo  ser  tenidos  por  ilícitos  los  actos 
que  el  legislador  autoriza. 

c)  En  las  sentencias  Ide  20  abril  1909  y  9  enero  191 1,  el  Tri- 
bunal Supremo  apreció  la  eficacia  o  licitud  de  las  operaciones  de  Bol- 
sa realizadas  por  cuenta  de  españoles  en  el  extranjero,  en  tanto 
derivan  aquella  eficacia:  y  licitud  de  la  previa  conformidad  de 
saldos  anteriores  a  las  reclamaciones  que  motivaron  los  pleitos, 
prestada  por  el  comitente,  y  cuya  conformidad  prestada  importaba 
la  obligación  de  satisfacerlas. 

Operaciones  de  Dobla  o  reporte.  —  El  contrato  de  dobla  Oí  report 
tan  usado  en  Banca,  (alquiler  de  dinero,  por  oposición  al  deport  al- 
quiler de  títulos)  lo  hallamos  definido  en  el  artículo  60  del  Regla- 
mento de  la  Bolsa  de  Madrid  de  6  de  marzo  de  191 9,  cuyo  segundo 
párrafo  fué  de  nuevo  redactado  por  la  Real  orden  de  8  abril  191 9. 

«Las  operaciones  de  doble  consisten  en  la  compra  al  contado; 
o  a  plazo  de  valores  al  pjortador,  y  en  la  reventa  simultánea  a  plafeo 
y  a  precio  determinado  a  la  misma  persona  de  títulos  de  la  misma 
especie. 

» La  tradición  real  de  los  títulos  dados  en  «Doble»  es  necesaria 
para  la  validez  del  contrato.  Su  propiedad  se  transfiere  at  comprador, 
quien  queda  obligado^  a  devolver  otros  de  la  misma  .especie,  excepto 
cuando  se  haya  hecho  constar  en  las  pólizas  que  la  propiedad  de  los 
los  mismos  títulos  cuya  numeración  se  expresa,  sigue  siendo  del  ven- 
dedor comprador  al  plazo  fijado.» 

De  ello  se  sigue  que  el  contrato  de  doble  a  diferencia  de  la  anti- 
cipación con  prenda,  transfiere  al  reportador  la  propiedad  de  los 
títulos  por  todo  el  tiempo  que  transcurre  entre  el  día  de  la  compra 
y  el  de  la  venta,  de  tal  modo  que  el  mismo  reportador  puede  dar! 
aquellos  títulos  en  doble  a  otro,  depositarlos  en  garantía  de  anticipos, 
y  aún  venderlos.  Su  obligación  consiste  sencillamente  en  entregar 
al  vencimiento'  dé  la  operación'  la  misma  cantidad  de  renta  p  un  nú- 
mero igual  dé  títulos  de  la  misma  especie  que  los  recibidos  o  un  va- 
lor equivalente.  De  aquí  que,  así  como  en  el  contrato  de  préstamo 
con  garantía,  de  títulos,  se  consignan  en  la  póliza  los  números  de  los 
valores  entregados,  por  la  razón  de  que  son  precisamente  aquellos  los 
que  deben  ser  restituidos,  no  es  así  en  el  contrato  de  doble  en  el 
cual  aquellas  indicaciones  se  omiten. 

Los  Bancos  prefieren  esta  operación  a  la  de  anticipo  sobre  títulos, 
porque  su  duración  breve  y  posible  realización  en  todo  momentoi, 
son  ventajas  superiores  a  la  prenda  que  no  mobiliza  jamás  los  ca- 
pitales que  garantiza. 

La  reventa  a  plazo'  o  término  no  viene  jamás  sujeta  a  ninguna 
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condición  suspensiva.  Es '  de  todo  punto  cierta  e  incondicional.  Si 
al  vencimiento  los  títulos  no  son  retirados  por  el  reportado,  el  Banco 
puede,  mediante  requerimiento  notarial,  pedir  el  cumplimiento  del 
contrato,  vendiendo  en  Bolsa  con  intervención  de  Agente  de  Cam- 
bio, los  valores  doblados,  conservando  la  diferencia  excedente  aJ 
disposición  del  deudor  o  reclamándole  en  su  caso  el  pago  de  la! 
diferencia  en  menos.  En  ningún  caso  puede  el  Banco  apropiarse 
definitivamente  los  títulos  objeto  de  la  doble. 

Causas  que  originan  el  contrato  de  dobla.  —  Como  hemos  dicho 
las  causas  principales  del  contrato  de  dobla  son  la  provisión  de  fon- 
diqs  o  el  empleo  de  estos.  El  Banco  viene  con  esta  operación  en  ayuda, 
de  aquellos  que  tienen  necesidad  de  capitales  por  breve  espacio  de 
tiempo  y  no  quieren  privarse  por  diferentes  razones  de  los  títulos 
que  poseen. 

Otra  causa  la  origina  la  liquidación  de  los  contratos  a  jplazo  sobre 
títulos  públicos  o  privados.  El  Banco  puede  haber  vendidos  determi- 
nada cantidad  de  valores  Deuda  Interior  para  fines  de  abril  a  86'jo, 
si  én  este  día  la  cotización  fuese  de  857°  contado  y  86*30  a  plazo 
fin  de  mayo,  el  comprador  podrá  hallar  conveniencia  en  no  liquidar 
definitivamente  la  operación  pidiendo  al  Banco  la  prórroga  por  me- 
dio de  una  dobla,  después  de  abonada  la  diferencia.  En  este  caso 
se  llama  la  operación  de  reporte  directo,  porque  son  las  mismas 
partes  contratantes,  comprador  y  vendedor  que  acuerdan  reportar, 
continuar  o  prolongar  la  operación,  de  cuya  idea  nacen  las  expre- 
siones prolongation  en  alemán  y  continuation  en  inglés. 

Si  las  partes  contratantes  liquidasen  la  operación  que  hemos  su- 
puesto al  vencimiento  y  el  comprador  la  prolongara  con  una  tercera 
persona,  vendiéndole  los  títulos  al  contado  y  recomprándolos  a  pla- 
zo, tendríamos  la  operación  llamada  de  reporte  indirecto  C6). 

Algunas  veces  las  operaciones  de  doble  tienen  por  origen  ope- 
raciones de  banca  practicadas  por  cuenta  de  terceras  personas,  y 
otras  el  Banco  puede  hacerse  reportar,  cediendo  títulos  a  reporte, 
no  porque  tenga  necesidad  de  fondos  sino  para  especular  sobre  la 
diferencia  de  tasa  de  interés. 

La  diferencia  entre  la  compra  al  contado  y  la  reventa  a  término 
o  plazo  constituye  la  tasa  de  interés  de  la  suma  anticipada,  intereses 
que  referidos  a  100,  corresponden  a  una  determinada  tasa  llamada! 
tipo  de  cotización  de  la  doble. 

Clases  de  dobles  y  modalidades  de  la  operación.  —  Las  dobles 

serán  de  las  tres  clases  siguientes : 


(5)    Courtois,  «Traite  des  operations  de  Bourse  et  de  Chango»,  pag.  90. 
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iQ  Compra  al  contado  y  venta  al  plazo,  de  fin  de  mes  o  fin  dei 
mes  próximo. 

22    Compra  a  fin  de  mes  y  venta  a  fin  del  próximo. 

32    Compra  al  contado  y  venta  a  un  plazo  determinado  de  días. 

Lias  dios  primeras  clases  se  liquidarán  en  la  liquidación  general 
del  fin  del  mes  a  que  correspondan ;,  la  tercera  se  liquidará  el  día 
convenido  en  el  contrato,  eomoi  operación  al  contado,  según  las  re- 
glas acordadas  por  la  Junta  Sindical,  para  esta  clase  de  operaciones. 
(Art.  61  del  Reglamento'  de  la  Bolsa  de  Madrid.) 

Las  dobles  de  contado  a  fin  de  mes  o  fin  próximo,  se  podran 
contratar  a  diario  por  un  plazo-  que  no  exceda  del  fin  del  mes  d 
desde  el  día  20  al  fin  del  próximo.. 

Las  dobles  de  fecha  a  fecha  no  se  podrán  contratar  hasta  el  20 
de  cada  mes,  sin  poder  exceder  el  plazo  del  fin  del  próximo1  mes. 

Las  dobles  a  plazo  determinado1  de  días  no  podrán  exceder  del  de 
30,  pero  podrán  realizarse  en  todas  las  sesiones  que  se  celebren  de 
Bolsa.  (Art.  63  del  indicado  Reglamento.) 

Lias  operaciones  de  dobles  se  contratarán  y  cotizarán  al  cambiq 
medio  diario  fijado-  por  la  Junta  Sindical,  publicándose  en  los  modelos 
que  aquella  tenga  adoptados  para  las  tres  clases  en  que  se  dividen. 

Las  pólizas  que  se  extenderán  serán  las  denominadas  de  dobles, 
empleándose  las  de  esta  clase  de  contado  al  recoger  los  valores.  (Ar- 
tículo 64  del  mismo  Reglamento.) 

Las  Sociedades  o  particulares  01  los  Agentes  de  Cambio  a  nombre 
de  aquellos  que  deseen  ampliar  o  solicitar  fondos  en  dobles  a  un  plazo 
determinado1  de  días,  se  dirigirán  a  la  Junta  Sindical  del  Colegio 
de  Agentes  de  Cambio-,  expresando  la  cantidad,  clase  de  valores,  tipo 
de  interés  y  el  plazo  de  días,  con  las  condiciones  distintas,  respecto 
al  tipo  de  interés,  según  la  clase  de  valores  y  el  plazo  que  estimen 
conveniente.  También  deberán  indicar  el  nombre  del  Agente  de 
Cambio  que  ha  de  intervenir  la  operación. 

Los  valores  sobre  que  se  realicen  estas  operaciones,  serán  aque- 
llos que  acuerde  la  Junta  Sindical  dentro  de  los  admitidos  a  cotiza- 
ción, y  que  se  darán  a  conocer  al  público'  todos  los,,  primeros  de  mes! 
por  anuncios  en  el  local  de  la  Bolsa  y  en  el  «Boletín  Oficial  de  Coti- 
zación». 

Estas  operaciones  podrán  renovarse  por  unoi  o  varios  plazos  su- 
cesivos, pero  sin  perder  su  característica  y  con  expedición  de  nuevas 
pólizas  y  abonos  de  corretaje. 

Lías  pólizas  que  se  extenderán  serán  las  mismas  acordadas;  para 
las  demás  operaciones  de  doble  y  que  se  determinarán  en  el  ar- 
tículo 63  (art.  64  del  mismo  Reglamento.) 

Estas  operaciones  están  sometidas  a  todas  las  determinaciones 
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acordadas  para  las  demás  operaciones  a  plazo,  tanto  en  lo  que 
respecta  a  reposición,  de  garantías  por  liquidaciones  provisionales 
como  a  su  realización  caso1  de  no  obtenerlas  .(art.  65  del  mismot 
Reglamento). 

Sin  perjuicio  de  las  garantías  que  con  carácter  general  por  osci- 
laciones de  cambio  o  con  carácter  particular  acuerde  la  Junta  Sin- 
dical, la  parte  contratante  que  solicite  el  numerario,  depositará  pre- 
viamente en  poder  de  esta  la  garantía  que  se  tenga  acordada  y  que 
se  dará  a  conocer  al  público  por  anuncio  en  el  local  de  la  Bolsa  y 
en  el  Boletín  Oficial  (art.  66  del  mismo  Reglamento). 

Regirá  para  los  títulos  sobre  que  versen  estas  operaciones  k»i 
determinado  en  los  artículos  37,  38,  39,  40,  41  y  60  de  este  Regla- 
mento (art.  61  del  mismo  Reglamento). 

De  la  operación  de  deport  o  alquiler  de  títulos. —  La  operación 
tíe  deport  que  no  hallamos  definida  en  nuestra  legislación,  no  esi 
como  muchos  creen,  esencialmente  distinta  de  la  doble  o  report, 
ni  tampoco  una  operación  inversa.  El  contrato  aje  deport  resulta 
constituido  por  una  compra  al  contado  y  una  contemporánea  venta 
a  plazo,  con  la  única  diferencia  sobre  la  doble  que  así  como  en  el 
report  el  precio  de  venta  a  plazo  es  mayor  que  el  de  compra  al 
contado,  en  el  deport  el  segundo  es  mayor  que  el  primero.  Parece 
extraño  que  el  precio  a  plazo  sea  menor  del  precio  al  contado,  pero  si 
lo  consideramos  jurídicamente,  observaremos  que  el  deport  es  el 
precio  de  un  servicio  y  no  un  interés,  o  mejor  dicho  usando!  la  expre- 
sión del  Profesor  Courtois  <6),  es  en  parte  compensación  por  el  uso 
de  los  títulos  y  en  parte  precio  por  el  servicio.  Por  esto  Francia 
define  el  deport,  Le  loyer  da  titre. 

La  causa  principal  que  da  origen  a  la  operación  de  deport,  es  que 
muchos  especuladores  venden  al  descubierto  en  previsión  de  una 
baja,  mientras  en  el  día  de  la  liquidación  los  cambios  han  sufrido 
alza.  Con  el  fin  de  no  abandonar  del  todo  la  operación,  antes  al  con- 
trario, para  prorrogarla  hasta  la  liquidación,  sucesiva,  en  la  espe- 
ranza de  mejores  cambios,  buscan  la  toma  a  report  de  un  Banco, 
o  banquero  los  títulos  que  deben  entregar,  revendiéndolos  para  la' 
próxima  liquidación. 

En  la  práctica  el  deport  es  aplicado  en  grande  escala  en  el  caso 
de  nueva  emisión  de  acciones  de  una  Sociedad  que  reserva  a  los! 
poseedores  de  las  antiguas,  el  privilegio  de  la  suscripción  en  con- 
diciones más  favorables,  conocidas  con  el  nombre  de  opción  de  accio- 
nista. Los  antiguos  accionistas  que  no  piensan  suscribir  la  nueva 


(6)  «Traité  des  operations  de  Bourse  et  de  Change»,  pag.  92. 
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emisión  pero  sí  retirar  un  beneficio  del  derecho  de  opción  que  les 
corresponde,  venden  al  contado  sus  títulos  antiguos  a  los  que  desean 
ejercitar  la  opción  y  los  recompran  a  plazo  a  un  precio  más  bajo, 
La  diferencia  entre  ambos  precios  constituye  la  compensación  por 
el  servicio  prestado  a  los  accionistas  de  ocasión,  que  teniendo'  tem- 
poralmente en  mano  las  acciones  viejas,  les  ha  sido  permitido  sus- 
cribir las  nuevas  a  tipo  más  ventajoso'  durante  el  tiempo  que  trans- 
curre entre  ambas  liquidaciones. 

También  se  usa  el  deporte  para  el  caso  de  convenir  contar  con 
una  gran  masa  de  acciones  para  tomar  parte  en  una  Junta  General 
Ordinaria  o  Extraordinaria  de  accionistas.  Por  la  prestación  mo- 
mentánea de  estos  títulos  se  ofrece  al  accionista  una  compensación 
en  forma  de  deporte,  o  sea  comprándolos  al  contado  y  revendiéndolos 
a  plazo  a  un  más  bajo  precio1. 

2Q  Intervención  en  las  emisiones  7  su  colocación.  —  Los  Ban- 
cos intervienen  generalmente  en  los  llamados  Sindicatos  de  garai> 
tía  en  virtud  de  los  cuales  las  personas  que  los  constituyen,  aseguran 
previamente,  cualquiera  que  sea  el  resultado'  del  llamamiento  al 
público,  la  suscripción  íntegra  del  capital.  El  Sindicato  de  garantía 
suele  asumir  la  responsabilidad  total,  la  cual  divide  entre  sus  com- 
ponentes en  partes  iguales  o  desiguales.  El  Banco  suscriptor  de 
una  parte  se  obliga  en  consecuencia  a  garantizar  la  suscripción  de- 
finitiva del  papel  que  le  haya  correspondido,  de  manera  que  si  el 
público  no  absorbe  la  totalidad  de  la  emisión,  el  remanente  debo 
9er  repartido  proporcionalmente  a  la  suscripción  efectuada,  de  suer- 
te que  los  que  constituyen  el  Sindicato  de  garantía,  quedan  conver- 
tidos en  suscriptOres  directos  de  la  parte  de  emisión  no  cubierta. 

Los  Bancos  participan  ordinariamente  en  estos  Sindicatos  para 
ofrecer  a  su  clientela  las  emisiones  que  garantizan,,  lucrando!  con 
la  diferencia  del  tipo;  de  cesión  del  papel  hecho  por  la  Sociedad 
emisora,  al  tipo  de  colocación  entre  la  clientela  (7). 

3^  Regularización  de  títulos.  Sus  diversas  operaciones.  —  Esta 
función  del  Banco  comprende  buen  númerO'  de  operaciones  que 
examinaremos  brevemente : 

Cambio  de  títulos  provisionales  por  los  definitivos.  Suelen  hacerse 
las  emisiones  a  base  de  títulos  provisionales  que  equivalen  a  meros 
resguardos  acreditativos  del  derecho  del  suscriptor  a  tener  en  su 
día  los  títulos  definitivos.  El  Banoo  suele  librar  estos  títulos  provi- 
sionales de  acciones  u  obligaciones,  contra  un  reciboi  que  se  de- 


(7)  Véase  «Tratado  práctico  de  Sociedades  anónimas»,  Gay  y  Coderch,  pág.  47  y  sigs. 
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vuelve  en  el  momento  de  la  entrega  de  los  títulos  definitivos,  o  bien 
el  cliente  firma  el  recibo  de  estos  al  dorso  del  recibo  que  obra  en 
poder  del  Banco. 

Renovación  de  títulos.  Puede  suceder  que  la  Sociedad  emisora 
por  virtud  de  cualquier  combinación  financiera  proceda  a  retirar 
los  títulos  primitivos  por  otros  de  mayor  o  menor  renta,,  entregando 
dos  en  vez  de  uno,  etc.  Ocurre  también  que  pueden  agotarse  lals 
hojas  de  cupones  y  sea  necesario  proceder  a  añadir  nuevas  hojas 
a  la  parte  de  título.  Tanto  en  uno  como  en  otro  caso  los  Bancos 
suelen  prestarse  a  facilitar  al  cliente  esta  operación,  entregando 
contra  recibo  el  título  original. 

Estampillado  de  títulos.  Se  han  dictado  disposiciones  por  parte 
del  Ministerio  de  Hacienda  para  el  estampillado  de  títulos  extran- 
jeros, servicio  del  cual  cuidaron  los  Bancos. 

Reguló  el  estampillado  de  valores  extranjeros  domiciliados  en 
España,  el  R.  D.  de  11  de  agosto  de  1918,  con  sus  Reales  ordenes 
complementarias  21  y  27  agosto  y  2  y  5  septiembre  del  mismo  año. 
Está  aún  en  vigor  dicho  Real  Decreto  en  cuanto  prohibía  anunciar, 
emitir,  poner  en  circulación,  pignorar  e  introducir  en  España,  sin 
previa  autorización  del  Gobierno,  conforme  a  lo  establecido  en  el 
R.  D.  de  14  junio  de  1916,  títulos  de  Deuda,  y  demás  efectos  pú- 
blicos de  Gobiernos  extranjeros,  así  como  acciones,  obligaciones  o 
títulos  de  Sociedades  o  Corporaciones  no  españolas.  Por  Real  orden 
de  25  junio  1921,  se  exceptuaron  las  Cédulas  hipotecarias  argentinas, 
con  la  obligación  de  presentarlas  en  la  Dirección  de  la  Deuda  para 
su  estampillado  y  abonos  de  Timbre  correspondiente. 

Encaje  del  montante  de  suscripciones.  En  el  momento  de  efectuar- 
se una  emisión  los  títulos  son  librados  entera  o  parcialmente.  Si- 
guiendo las  condiciones  de  la  emisión  muchas  veces  el  pago  se  hace 
escalonado  y  en  plazos  de  antemano  fijados  en  los  anuncios  de  la 
emisión.  Los  Bancos  reciben  los  importes  de  estos  plazos  contra  en- 
trega de  los  títulos  a  su  debido  tiempo,  contabilizándose  aquellos 
como  crédito  de  la  Sociedad  emisora. 

Depósito  de  títulos  para  tomar  parte  en  Juntas  Generales.  Los  títu- 
los depositados  a  este  efecto,  son  remitidos  a  la  Sociedad  que  con- 
voca la  Junta  General  a  los  efectos  de  los  preceptos  estatutarios, 
o  bien  permanecen  en  poder  del  Banco  depositario  hasta  después 
de  celebrada  la  Junta  General. 

Verificación  de  sorteos  de  amortizaciones.  Los  Bancos  cuidan  igual- 
mente del  examen  de  las  listas  de  valores  amortizados  en  los  res- 
pectivos sorteos.  Esta  labor  no  puede  efectuarla  el  cliente,  máxime 
si  se  trata  de  valores  extranjeros,  evitándose  así  que  el  cliente 
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pierda  años  de  intereses,  sino  ha  seguido  con  atención  la  marcha 
de  las  amortizaciones  de  sus  valores, 

Garantía  contra  el  riesgo  de  reembolso  a  la  jjar.  Los  Bancos  ex- 
tranjeros han  sustituido  mediante  una  retribución  sujeta  a  determi- 
nada tarifa,  el  servicio  de  garantía,  contra  la  posible  pérdida  re- 
sultante de  un  reembolso  a  la  par,  respecto  de  valores  cotizables.. 
Puede  contratarse  en  toda  tiempo  sea  por  un  sorteo,  sea  por  abono 
anual,,  sea  por  tiempo  indefinido',  hasta  revocación  de  la  garantía. 
Suele  hacerse  respecto!  de  los  títulos  depositados  en  el  Banoo<  asegu- 
rador, pero  no  es  condición  indispensable.  En  los  ocho  días  que  si- 
guen a  la  carta  de  aviso-,  el  asegurado  debe  optar  entre  el  reembolso 
al  tipo  de  cotización  oficial,  o  por  la  entrega  de  un  título-  análogo 
al  amortizado. 

4Q  Fago  o  descuento  de  cupones.  Entregados  al  descuento,  do- 
miciliados y  sociales.  —  Los  cupones  son  los  documentos  anexos  a 
los  títulos  o  valores,  representativos  de  los  intereses)  fijos  si  se  trata 
de  obligaciones!,  y  de  los  dividéntos  en  general  si  se  trata  de  acciones. 
Vían  adheridos  al  título  y  se  destacan  del  mismo:  a  medida  que  sobre- 
viene el  vencimiento  de  los  términos  dentro  de  los  cuales  deben  ser 
pagados  los  intereses  o  los  dividendos. 

Los  cupones  de  obligaciones  al  portador  y  mixtos,  llevan  impre- 
so el  nQ  del  cupón,  la  fecha  del  vencimiento,  y  el  importe  de  los  in* 
tereses.  Los  cupones  de  acciones,  oí  cupones  de  dividendo',  no  son 
generalmente  pagaderos  a  fecha  determinada,  por  cuya  razón  llevan 
simplemente  el  númeroi  de  orden. 

En  cuanto  a  los  títulos  nominativos,  no>  se  estila  el  uso  de  cupo- 
nes. Suelen  consignarse  el  pago  del  respectivo;  vencimiento,  mediante 
estampilla  en  el  dorso  del  título. 

Los  cupones  son  por  lo;  general  pagados  en  ventanilla  contra  des- 
-cuento  de  una  pequeña  comisión,  cuando  los  Bancos  conocen  el  im- 
porte líquido;  que  abonan  las  Sociedades  obligadas.  Respecto:  de  aque- 
llos cuyo  importe  no  es  conocido,  los  Bancos  se  limitan  a  aceptarlos 
en  comisión  de  cobro,  mediante  entrega  de  recibo. 

Cupones  domiciliados.  Los  Bancos  se  encargan  por  cuenta  de 
grandes  sociedades  de  ferrocarriles,  navegación,  etc.,  del  servicio 
de  pago  de  sus  cupones,  mediante  una  comisión  o  cantidad  alzada; 
por  cuyo  servicio  no  perciben  cantidad  alguna  de  los  portadores  de 
cupones  de  aquellas. 

Pago  de  cupones  sociales.  El  Banco  puede  ser  una  Sociedad  por 
¡acciones  y  tener  que  pagar  a  los  accionistas  el  importe  de  losj 
cupones  de  intereses  o  de  dividendos  vencidos.  En  tal  caso,  adeuda 

la  cuenta  Dividendo  192        o  bien  la  Intereses  y  Dividendos,  por  el 

Crédito  de  Caja. 

22 
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5o  Comodato  de  títulos.  —  Los  Bancos  suelen  recibir  títulos  o 
valores  en  concepto  de  comodato,  es  decir  para  usar  de  ellos  por  cier- 
to tiempo  y  para  ser  devueltos  al  comodante  llegado*  el  término  pac- 
tado. El  comodante  conserva  la  propiedad  de  la  oosa  prestada  y 
tiene  el  derecho  a  los  frutos  de  la  misma,  como  son  en  nuestro  caso 
los  intereses  de  cupones  vencidos  en  los  títulos  prestados  con  tal 
carácter. 

No  desfigura  el  carácter  de  comodato,  la  cláusula  que  puede  acom- 
pañar al  contrato,  así  concebida :  «Títulos  que  nos  han  sido  entrega- 
dos con  autorización  de  disponer  de  ellos  »  puesto  que  para  en- 
tenderse transferido  el  dominio  a  favor  del  Banco  comodatario, 
debería  concretarse  el  límite  de  esta  disponibilidad,  que  sin  otra 
explicación  debe  entenderse  limitada  al  uso.  Precisamente  tal  cláu- 
sula sería  ociosa  si  debiere  entenderse  que  la  misma  indica  existen- 
cia del  miituo,  porque  el  mutuo  es  contrato  eminentemente  trans- 
lativo  de  dominio  y  esta  función  es  implícita  en  su  naturaleza. 

Se  ha  discutido  si  entra  en  las  facultades  del  comodatario  el  des- 
tinar los  títulos  recibidos  con  tal  carácter  a  fondo  de  garantía  de 
operaciones  bancarias  beneficiosas  a  la  clientela.  Así  en  Italia,  con 
ocasión  de  crearse  los  Cheques  circulares,  el  legislador  impuso  a  los 
Bancos,  el  depósito  de  Bonos  del  Tesoro,  en  las  Cajas  de  un  Banco 
de  Emisión,  en  cantidad  que  alcanzase  al  20  °/o  de  la  circulación  de 
aquellos  en  el  trimestre  precedente.  Esto  provocó  una  intensa  ac- 
tuación bancaria  pon  el  objeto  de  obtener  la  mayor  cantidad  de 
títulos  con  que  constituir  dicho  depósito,  a  cual  efecto,  se  invitaba 
a  la  clientela  a  ceder  a  título  de  comodato  sus  títulos  al  Banco, 
enumerando  la  serie  de  ventajas  que  en  orden  a  su  administración! 
y  vigilancia  se  conseguían  con  tal  operación. 

Tal  operación  representa  un  riesgo  para  el  comodante  y  enten- 
demos que  no  habiendo  sido  pactada  expresamente  en  el  contrato 
de  comodato1,  no  puede  ser  consentida  al  comodatario,  quien  res- 
ponderá de  las  consecuencias,  si  el  objeto  dado  en  comodato  es  objeto 
de  embargo,  ocupación,  etc.,  a  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
1744  del  Código  Civil. 

6Q  Imposición  de  valores  en  cuenta  corriente.  —  Legislaba  so- 
bre esta  operación  el  art.  73  del  Reglamento  provisional  del  Banco 
de  España,  aprobado  por  R.  D.  de  5  de  enero  de  1901.  Posterior- 
mente el  Código  de  Comercio  para  la  zona  de  Marruecos,  ha  venido 
también  a  regularlo  en  su  artículo  424,  definiéndolo  como-  un  con- 
trato por  el  cual  una  de  las  partes  consiente  en  recibir  valores 
fiduciarios  y  tenerlos  a  disposición  del  cuenta  correntista,  quien 
puede  disponer  de  ellos  mediante  talonarios  especiales. 
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En  ellos  hay  que  expresar  la  serie  y  el  número  de  los  títulos  que 
se  desean  retirar,  y  dicho  se  está  que  debiendo  el  Banca  y  en  su. 
representación  el  Cajero  tener  siempre  a  disposición  del  cuenta! 
correntista  de  valores,  aquellos  cuya  guarda  y  custodia  le  confio^ 
se  trata  de  un  verdadero  depósito,  por  el  cual  el  Banco  tiene  dere- 
cho a  percibir  una  remuneración. 

Legislación  del  Timbre 
referente  a  las  operaciones  de  Bolsa 

Ley  de  19  de  octubre  de  1920,  modificada  por  la  de  26  de  julio  de  1922 
Pólizas  de  Bolsa 

Art.  22.  Las  pólizas  de  contratación  al  contado  y  a  plazo  sobre  efectos 
públicos,  valores  industriales  o  mercantiles  y  mercaderías;  los  vendís  en 
las  operaciones  al  contado  intervenidas  por  Agente  de  Cambio  o  Corredor 
de  Comercio,  colegiado;  las  notas  de  intervención  de  operaciones  entre 
dichos  funcionarios;  las  que  asimismo  expidan  relativas  a  la  negociación 
de  valores  endosables,  y  las  denuncias  para  impedir  la  negociación  de  cré- 
ditos y  valores  al  portador,  se  expedirán  precisamente  en  los  efectos  tim- 
brados que  con  este  objeto  expenda  el  Estado. 

La  base  para  el  timbre  de  las  pólizas  de  contratación  al  contado,  será] 
el  valor  efectivo  de  la  operación,  y  la  escala  para  su  tributación,  la  siguiente: 


TIMBRE 


Cuantía  efectiva  de  la  operación 

Clase 

Precio 

Pesetas 

11.a 

0,10 

Desde  1.000,01  hasta  2-500  

10.a 

0,25 

—     2.500,01   —  5.000  

9.a 

0.50 

—     5.000,01    —  10.500  

8.a 

1 

—   10  500,01    —  20.500  

7.a 

2 

—   20.500,01    —  30.000  

6.a 

3 

—   30.000,01   —  50.000  

6.a 

5 

—   50.500,01   —  100.000  

4.a 

10 

—  100.000,01    —  250.000.  

3.a 

25 

—  250.006,01    —  500.000  

2.a 

50 

—  500.000,01  —1.000.000  

1.a 

100 

Por  lo  que  exceda  de  1.000.000  de  pesetas  el  documento,  se  reintegrará 
con  los  correspondientes  timbres  móviles,  a  razón  de  una  peseta  ppr  cada 
10.000  pesetas,  inutilizándolos  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  9e. 

Los  vendís  en  las  operaciones  al  contado  serán  de  cuatro  clases :  de  10, 
céntimos  de  peseta,  para  las  operaciones  cuya  cuantía  efectiva  no  exceda 
de  20.000  pesetas;  de  25  céntimos,  para  las  de  20.001  a  50.000;  de  50  cén- 
timos, para  las  de  50.001  a  100.000,  y  de  una  peseta,  para  las  que  exce- 
dan de  100.000  pesetas. 

Para  las  operaciones  a  plazo,  cuyas  pólizas  serán  siempre  dos,  una  para; 
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el  vendedor  y  la  otra  para  el  comprador,  servirá  también  de  base  el  valor 
efectivo  de  la  operación,  siendo  la  escala  para  su  tributación  la  siguiente : 


Cuantía  efectiva  de  la  operación 


Hasta       5.000  pesetas  

Desdo  5.000,01  hasta    12.500  . 

—  12.000,01    —  25.000. 

—  25.000,01    —      50.000  . 

—  50.000,01    —     100.000  . 

—  100.000,01   —     150.000 . 

—  150.000,01    —     250.000  . 

—  250.000,01    —     500.0  0  . 

—  500.000,01    —  1.250.000  . 

—  1.250.000,01  on  adelante  .  .  . 

En  las  operaciones  llamadas  «  dobles »  se  aplicará  el  impuesto  de  cada 
póliza,  reducido  a  la  mitad  del  mismo. 

Las  pólizas  que  los  Agentes  mediadores  en  las  operaciones  a  plazo  deben 
recibir  de  sus  comitentes,  cuando  callen  los  nombres  de  éstos,  llevarán  tim- 
bre de  10  céntimos  de  peseta,  considerándoselas  como  segundas  o  terceras 
de  la  respectiva  póliza  principal,  cuyo  número  de  orden  de  emisión  debe- 
rá, al  efecto,  consignarse  en  las  mismas. 

Las  pólizas  de  operaciones  para  extinguir  o  reducir  otras  hechas  a  pla- 
zo, mediante  compensación,  lo  mismo  las  de  compra  que  las  de  venta,  así 
como  las  notas  de  intervención  de  operaciones  entre  dichos  Agentes  de 
Cambio  o  Corredores  de  Comercio,  colegiados,  y  las  de  negociación  de 
valores  endosables,  que  autoriza  el  Real  decreto  del  Ministerio  de  Fomento 
de  18  de  Junio  de  1886,  llevarán  timbre  de  25  céntimos  de  peseta. 

Llevarán  timbre  de  una  peseta  las  denuncias  para  impedir  la  negociación 
de  documentos  de  crédito  y  efectos  al  portador,  cotizables. 

Las  entregas  de  valores  que  se  hagan  por  consecuencia  de  operaciones 
a  plazo,  se  considerarán,  a  los  fines  de  esta  ley,  como  operaciones  al  con- 
tado, siéndoles  aplicable  la  escala  y  lo  demás  dispuesto  sobre  las  mismas. 

No  se  podrá  comprender  en  ninguno  de  los  documentos  que  quedan  de- 
terminados, efectos  de  clases  distintas. 

Art.  23.  A  los  documentos  de  que  trata  el  artículo  anterior,  no  se  les 
reconocerá  validez  alguna  por  los  Tribunales,  ni  por  la  Junta  sindical,  ni 
podrán  producir  ninguno  de  los  efectos  para  que  están  establecidos,  consi- 
derándose nulas  y  sin  ningún  valor  las  operaciones  a  que  se  refieran,  cuan- 
do carezcan  de  alguno  de  los  requisitos  que  en  dicho  artículo  se  deter- 
minan. 

Art.  24.  Los  Agentes  de  Cambio  y  los  Corredores  de  Comercio,  cole- 
giados, consignarán  en  el  asiento  que  hagan  en  el  libro-registro  de  cada 
operación,  así  al  contado  como  a  plazo,  el  número  de  orden  que  lleven  los 
documentos  timbrados  relativos  a  la  misma,  que  deben  recibir  y  expedir. 
La  falta  de  este  requisito  o  cualquier  error  en  los  asientos,  no  salvado  en 
la  forma  determinada  por  el  Código  de  Comercio,  que  al  impuesto  afecte, 
se  castigará  o  corregirá  con  una  multa  de  100  a  2.000  pesetas,  además  del 


TIMBRE 


Precio 

Clase 

Pesetas 

10.» 

0,10 

9.a 

0,25 

8.a 

0,50 

7.ft 

1 

0.a 

2 

5.a 

3 

4.a 

5 

3.a 

10 

2  a 

25 

1> 

50 

—  341  — 


reintegro  que  en  su  caso  proceda.  Dicho  libro  se  reintegrará  como  se  dis- 
pone por  el  art.  155  de  esta  ley. 

Art.  25.  Las  pólizas  para  operaciones  de  Bolsa  al  contado  y  a  plazo 
entre  particulares  o  comerciantes,  que  autoriza  el  art.  74  del  Código  de 
Comercio,  estarán  sujetas,  respectivamente,  al  timbre  que  se  fija  por  el 
art.  22,  y  no  se  reconocerá  por  los  Tribunales  validez  alguna  a  los  docu- 
mentos que  representen  tales  operaciones,  ni  podrán  producir  efecto  legal 
cuando  no  estén  expedidos  en  el  papel  timbrado  que  el  Estado  expenda  con 
este  objeto. 

En  el  mismo  caso  se  hallarán  los  Corredores  libres  a  que  se  refiere  la 
tarifa  2a,  letra  A,  núm.  43,  de  la  contribución  industrial,  por  las  operaciones 
de  dicha  clase  en  que  intervengan,  así  como  los  comerciantes,  banquerosi 
y  casas  de  banca  dedicados  a  la  compra  y  venta  de  los  mencionados  va- 
lores, a  no  ser  que  las  hagan  con  intervención  de  Agente  de  Cambio  o 
Corredor  de  Comercio,  colegiado  ;  debiendo,  lo  mismo  en  uno  que  en  otroj 
caso,  llevar  un  libro-registro  de  las  operaciones  que  verifiquen,  requisitadci 
por  la  respectiva  Delegación  de  Hacienda,  en  cuyos  asientos  consignarán 
el  número  de  orden  de  los  documentos  timbrados  relativos  a  las  mismas, 
que  expidan  por  la  no  intervención  de  Agente  de  Cambio  o  Corredor  de 
Comercio,  colegiado,  o  que  reciban  de  éstos,  si  las  han  intervenido,  sién- 
doles aplicables,  en  su  caso;,  las  responsabilidades  señaladas  en  el  artícu- 
lo anterior. 


CAPÍTULO  XVI 
Operaciones  a  base  de  depósito 

Legislación 

(Código  de  Comercio) 

Del  concepto  legal  de  depósito.  —  Diferencias  entre  el  depósito  civil  y  el  mercantil.  —  Consecuencias 
legales  que  se  derivan  de  los  anteriores  principios.  —  Obligaciones  del  depositario.  Obligaciones 
del  depositante. 

Clasificación  de  los  depósitos  banearios. —  Del  depósito  en  custodia  abierto  o  libre. — Depósito  simple 
y  en  administración.  —  Depósito  cerrado. 

Constitución  del  depósito  bancario.  —  Facturas  y  resguardos.  —  Retiro  o  cancelación  del  depósito  de 
valores  y  efectos. — Derechos  de  custodia. — Depósito  de  los  títulos  a  dossier  en  Banco  extran- 
jero corresponsal  o  en  Sucursal  española  del  Banco  depositario. 

Responsabilidad  e  irresponsabilidad  del  Banoo  en  la  devolución  de  los  depósitos  propiamente  di- 
chos.—  Responsabilidades  penales  y  civiles  derivadas  del  menoscabo,  daños  o  perjuicios  en  las 
cosas  depositadas. 

Depósito  de  los  valores  o  bienes  de  Beneficencia. 

Cajas  de  Seguridad  (Safes).  —  Su  naturaleza  jurídica.  —  Jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo. 
Legislación  del  Timbre  aplicable  a  los  depósitos  y  Cajas  de  alquiler. 

Disposiciones  fiscales  del  Impuesto  de  Derechos  Reales,  que  regulan  la  retirada  de  valores  de- 
positados en  los  Bancos  en  forma  indistinta  o  de  los  objetos  de  endoso,  tanto  por  parte  de 
apoderados,  como  de  titulares  y  herederos.  R.D.  de  20  de  septiembre  de  1922. 

Impuesto  sobre  las  Cajas  de  seguridad  en  poder  de  segunda  persona  (art.  8"  de  la  ley  de  26  de 
julio  de  1922).  Instrucción  para  su  aplicación. 


Del  depósito  mercantil 

Art.  303.    Para  que  el  depósito  sea  mercantil,  se  requiere : 
le    Que  el  depositario,  al  menos,  sea  comerciante. 
2°    Que  las  cosas  depositadas  sean  objetos  de  comercio. 
3q    Que  el  depósito  constituya  por  sí  una  operación  mercantil,  o  se  haga 
como  causa  o  a  consecuencia  de  operaciones  mercantiles  (*). 


(1)  El  que  es  comerciante  al  tiempo  de  depositarse  en  su  poder  valores  que  éste  distrajo, 
no  puede  negarle  al  depósito  el  carácter  de  mercantil,  conforme  a  lo  prescrito  en  este  artículo. 
(S.  27  de  marzo  de  1901). 

No  puede  calificarse  de  depósito  mercantil  el  constituido  cuando  no  tiene  por  objeto  el  con- 
trato de  una  operación  de  comerciio;,  ni  en  su  consecuencia  le  son  aplicables  sus  preceptos.  (S.  4 
de  marzo  de  1881). 

El  Código  civil,  supletorio  del  de  Comercio,  no  concede  a  las  mujeres  el  privilegio  de  eximir- 
se del  cumplimiento  de  las  obligaciones  de  fianza.  Cuando  la  fianza  se  refiera  a  un  contrato 
mercantil  está  sujeta  al  Código  de  Comercio.  Cuando  la  obligación  principal  consista  en  la  devolu- 
ción de  unos  valores  que  debía  entregar  un  corredor  de  comercio  por  tenerlos  recibidos  y  abonados 
en  cuenta  corriente  de  valores,  es  indudable  su  carácter  mercantil  (S.  29  de  diciembre  de  1898). 

Si  una  persona  es  comerciante  al  tiempo  de  depositarse  en  su  poder  valores  que  luego  dis- 
trajo, no  puede  negarse  al  depósito  el  carácter  de  mercantil  conforme  a  lo  prescrito  en  este  ar- 
tículo. (S.  27  de  marzo  de  1901). 


Art.  304.  El  depositario  tendrá  derecho  a  exigir  retribución  por  el  depó- 
sito, a  no  mediar  pacto  expreso  en  contrario. 

Si  las  partes  contratantes  no  hubieren  fijado  la  cuota  de  retribución,  se¡ 
regulará  según  los  usos  de  la  plaza  en  que  el  depósito  se  hubiere  constituido. 

Art.  305.  El  depósito  quedará  constituido  mediante  la  entrega  al  deposi- 
tario de  la  cosa  que  constituya  su  objeto. 

Art.  306.  El  depositario  está  obligado  a  conservar  la  cosa  objeto  del 
depósito,  según  la  reciba,  y  a  devolverla  con  sus  aumentos,  si  los  tuviere, 
cuando  el  depositante  se  la  pida. 

En  la  conservación  del  depósito,  responderá  el  depositario  de  los  menos- 
cabos, daños  y  perjuicios  que  las  cosas  depositadas  sufrieren  por  su  mali- 
cia o  negligencia,  y  también  de  los  que  provengan  de  la  naturaleza  o  vi- 
cio de  las  cosas,  si  en  estos  casos  no  hizo  polr  su  parje  lo  necesario  para 
evitarlos  o  remediarlos,  dando  aviso  de  ellos  además  al  depositante,  in- 
mediatamente que  se  manifestaren. 

Art.  307.  Cuando  los  depósitos  sean  de  numerario,  con  especificación 
de  las  monedas  que  los  constituyan,  o  cuando  se  entreguen  sellados  o  cerra- 
dos, los  aumentos  o  bajas  que  su  valor  experimente  serán  de  cuenta  del 
depositante. 

Los  riesgos  de  dichos  depósitos  correrán  a  cargo  del  depositario,  siendo 
de  cuenta  del  mismo  los  daños  que  sufrieren,  a  no  probar  que  concurrieron 
por  fuerza  mayor  o  caso  fortuito  insuperable. 

Cuando  los  depósitos  de  numerario  se  constituyeren  sin  especificación 
de  monedas  o  sin  cerrar  o  sellar,  el  depositario  responderá  de  su  conserva- 
ción y  riesgos  en  los  términos  establecidos  por  el  párrafo  segundo  del  ar- 
tículo 306.' 

Art.  308.  Los  depositarios  de  títulos,  valores,  efectos  o  documentos  que 
devenguen  intereses,  quedan  obligados  a  realizar  el  cobro  de  éstos  en  las 
épocas  de  sus  vencimientos,  así  como  también  a  practicar  cuantos  actos 
sean  necesarios  para  que  los  efectos  depositados  conserven  el  valor  y1  los 
derechos  que  les  correspondan  con  arreglo  a  las  disposiciones  legales  !2). 

Art.  309.  Siempre  que,  con  asentimiento  del  depositante,  dispusiere  el 
depositario  de  las  cosas  que  fueren  objeto  de  depósito,  ya  para  sí  o  susí 
negocios,  ya  para  Operaciones  que  aquél  le  encomendare,  cesarán  los  de- 
rechos y  obligaciones  propios  del  depositante  o  depositario,  y  se  obser- 
varán las  reglas  y  disposiciones  aplicables  al  préstamo  mercantil,  a  la  co- 
misión o  al  contrato  que  en  sustitución  del  depósito  hubieren  celebrado  (3). 


El  resguardo  de  valores  depositados  en  el  Banco  de  España,  es  documento  mercantil,  porque 
acredita  la  existencia  de  un  contrato-  celebrado  con  todos  los  requisitos  de  este  artículo  303,  y 
su  falsificación  está  por  lo  tanto  sometida  a  los  artículos  314  y  315  del  Código  penal  y  no  al  318, 
referente  a  los  documentos  privados.  (S.  6  de  mayo  de  1904). 

(2)  Véase  el  artículo  187  de  la  ley  del  Timbre. 

(3)  En  el  contrato  de  depósito,  es  indispensable  que  el  depositario  tenga,  siempre  la  obliga- 
ción de  conservar  la  cosa  depositada  según  la  reciba,  para  devolverla  cuando  se  le  pida.  (S.  28 
de  noviembre  de  1896). 

El  contrato  de  cuenta  corriente  supone  en  el  djcudo|r  la  facultad  de  disponer  de  las  cantida- 
des recibidas  en  tal  concepto,  lo  cual  es  contrario  a  la  naturaleza  del  depósito.  El  asentimiento 
del  depositante  para  que  el  que  lo  custodia  disponga  del  depósito,  no  puede  presumirse  ni  esta- 
blecerse por  la  mera  afirmación  del  depositario.  (S.  27  de  marzo'  de  1901). 

No  puede  calificarse  depósito  un  contrato  que  no  lo  es,  por  facultarse  en  él  al  supuesto  de- 
positario para  disponer  de  la  cosa  depositada.  (S.  2  de  marzo  de  1883). 
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Art.  310.  No  obstante  lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores,  los  depó- 
sitos verificados  en  los  Bancos,  en  los  almacenes  generales,  en  las  socieda- 
des de  crédito  o  en  otras  cualesquiera  compañías,  se  regirán  en  primer  lu- 
gar por  los  estatutos  de  las  mismas,  en  segundo  por  las  prescripciones  de 
este  Código,  y  últimamente,  por  las  reglas  del  derecho  común,  que  son 
aplicables  a  todos  los  depósitos  (*). 

Del  concepto  legal  de  depósito.  —  El  depósito  llamado  en  las 
Partidas  condesijo  (Ley  I,  Tít.  Ul,  Partida  V),  es  un  contrato  real, 
intermedio,  por  el  que  se  recibe  de  otro  una  cosa  para  custodiarla 
y  restituirla.  El  que  hace  el  depósito  se  Mama  deponente,  y  depositario 
el  que  la  recibe. 

Sus  requisitos  esenciales  son,  la  tradición  verdadera  o  fingida, 
la  custodia  y  la  devolución  de  la  misma  cosa,  y  aunque  por  regla 
general  es  gratuito  al  objeto  de  que  no  degenere  en  arrendamiento, 
ho  debe  dejarse  de  reputar  como  depósito  aquel  en  que  intervenga 
una  corta  remuneración  en  recompensa  de  los  gastos  o  daños  que 
que  ocasione. 

Cuando  el  depósito  consiste  en  cosas  fungibles  y  es  entregado  por 
número  o  medida,  se  convierte  en  un  depósito  desfigurado  que  se 
califica  por  los  autores  de  irregular,  y  viene  a  participar  de  la  ca- 
tegoría del  préstamo  o  mutuo,  quedando  dueño  de  ellas  el  deposi- 
tario- y  obligado  a  restituir  otro  tanto  de  la  misma  especie  y  calidad. 
(Ley  2,  título  III,  Partida  V.)  Mas  si  estas  mismas  cosas  Fungibles, 
se  entregaren  no  pesadás,  contadas  ni  medidas,  sino  cerradas  o 
selladas,  o  con  otras  señales  que  acreditasen  su  identidad  para  el 
qaso  de  la  devolución  entonces  deberá  decirse  que  es  un  depósito 
regular.  Estos  diferentes  efectos  que  produce  el  depósito  hace  que 
se  le  distinga  en  regular,  e  irregular,  pero  en  realidad  solamente  el 
primero  es  el  que  merece  el  verdadero  nombre  de  depósito. 

Diferencias  entre  el  depósito  civil  y  el  mercantil.  —  Mientras 

que  el  depósito  civil,  es  esencialmente  gratuito  y  solo  por  excep- 
ción se  puede  estipular  una  remuneración  que  importa  mayores 
obligaciones  y  responsabilidades,  el  depósito  mercantil,  como-  toda 
obligación  comercial,  aún  el  estrictamente  calificado  de  depósito  re- 
gular o  en  custodia,  es  a  título  oneroso,  puesto  que  no  se  presume 


(4)  Las  reglas  del  derecho  común  a  que  se  refiere  este  articulo  son  las  contenidas  en  los 
artículos  1.758  y  siguientes  del  Código  civil. 

Quien  deposita  billetes  en  un  Banco  no  tiene  derecho  a  impedir  que  la  devolución  se  haga 
en  metálico,  pues  el  Banco  cumple  con  reintegrar  valores  de  la  misma  especie  que  los  que  reci- 
bió, y  por  el  valor  que  tengan  en  el  momento  de  la  devolución,  toda  vez  que  si  los  billetes  hu- 
bieran estado  en  poder  del  depositante,  habrían  sufrido  la  misma  pérdida.  (S.  9  de  julio  de  1899). 

No  es  aplicable  al  depósito  mercantil  la  prescripción  de  acción  que  para  el  contrato  de  trans- 
porte (núm.  2o  del  art.  952)  establece  el  Código  de  Comercio.  (S.  28  de  junio  de  1917). 
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que  el  depositario  deba  prestar  un  servicio  comercial  sin  remune- 
ración, la  cual  aún  en  el  caso  de  no  ser  pactada,  puede  exigirse 
en  la  medida  fijada  poor  los  usos  mercantiles. 

Así  también,  mientras  que  el  depósito  civil  no  autoriza  jamás  a 
ser  desnaturalizado  en  cuanto  a  la  devolución  de  la  cosa  entregada, 
el  depósito  mercantil  como-  hemos  dicho,  en  el  caso-  de  consistir 
en  cosas  frangibles  entregadas  por  peso,  número  o  medida,  comporta 
el  derecho  de  restitución  de  otro  tanto  del  mismo  peso-,  número  y 
medida,  dando  lugar  al  depósito  llamado  irregular. 

Consecuencias  legales  que  se  derivan  de  los  anteriores  princi- 
pios. Obligaciones  del  depositario. —  Ia  En  el  depósito  regular 
mercantil,  así  como  ocurre  en  el  depósito  civil,  el  depositario'  debe 
custodiar  la  cosa  recibida  en  depósito,  con  la  misma  diligencia  que 
si  custodiara  una  cosa  propia.  Aún  esta  obligación  debe  ser  obser- 
vada con  más  diligencia,  si  es  ,el  quien  ha  solicitado:  el  depósito  o 
se  ha  ofrecido  a  desempeñarlo'  y  si  por  él  recibe  una  cantidad  en 
concepto  de  derechos  de  custodia,  lq  cual  ocurre  en  el  depósito 
en  custodia  bancario  (art.  1766  Código  civil). 

2a  En  el  depósito  regular  mercantil,  siendo  una  de  las  obligaciones 
características,  el  custodiar  la  cosa  recibida  con  la  diligencia  técnica 
propia  del  comercio  y  de  la  industria  que  se  ejerce,  no  se  puede 
usar  ni  disponer  de  la  cosa  depositada,  sin  el  expreso  o  presunto, 
permiso  del  deponente.  En  caso*  contrario  responde  de  daños  y  per- 
juicios, e  incurre  el  depositario!  en  el  delito;  de  quebrantamiento  de 
depósito  que  castiga  el  Código  penal  en  su  artículoi  548,  caso  5Q. 
Así  pues,  le  es  prohibido  al  banquero  servirse  de  los  títulos  que  le 
han  sido  confiados  en  depósito  o  en  cuenta  corriente  de  valores,  con 
la  esperanza  de  poderlos  sustituir  por  otros,  aún  cuandoi  sean  del 
mismo  valor  y  clase  que  los  que  le  fueron  confiados  en  custodia, 
pues  es  obligación  esencialísima  restituir  los  valores  objeto  de  de- 
pósito, devolviendo  los  títulos  numerados  que  le  fueron  entregados 
al  ser  aquel  constituido  (art.  1767  Código  civil. 

En  el  depósito  irregular,  en  cambio,  viniendo'  a  ser  el  depositario, 
propietario  de  la  cosa  depositada  (tenencia  derecha),  puede  servirse 
de  ella,  y  por  consiguiente  en  el  momento  de  retirar  el  depósito  et 
deponente,  no  puede  reclamar  más^que  otro  tanto  de  la  misma  especie 
y  calidad.  El  depositario  en  este  caso,  responde  del  caso  fortuito. 

3a  En  el  depósito  regular,  manteniéndose  la  propiedad  y  domi- 
nio de  la  cosa  depositada  a  nombre  del  deponente,  en  caso;  de  quie- 
bra debe  ser  puesta  a  disposición  del  legítimo  dueño1,  previo  el  re- 
conocimiento que  del  derecho  de  este  haga,  bien  la  Junta  de  acreedo- 
res, bien  el  Juez  por  sentencia  firme  (art.  909  del  Código  de  Comercio), 
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En  cambio  en  el  depósito  irregular  el  hecho  de  transmitirse  la 
propiedad  de  las  cosas  fungióles,  al  depositario,  hace  imposible  la 
irreivindicación  por  identificación.  El  deponente  pasa  a  la  categoría 
de  un  acreedor  común,  sin  derecho  siquiera  a  que  los  objetos  depo- 
sitados le  sean  restituidos  por  otros  de  la  misma  especie  y  calidad. 

Al  tratar  de  contratos  de  depósito,  los  Bancos  deben  tener  muy 
presente  el  modo  y  forma  de  constituirlos,  y  la  necesidad  de  que 
por  ningún  concepto  puedan  confundirse  con  préstamos  o  anticipos 
hechos  al  Banco. 

El  concepto  de  depósito  aparta  en  absoluto  la  idea  de  disponibi- 
lidad. Un  Banco  que  dispusiera  de  un  depósito  para  efectuar  pagos, 
incurriría  en  el  delito  de  quebrantamiento  de  depósito,  con  la  agravan- 
te de  abuso  de  confianza.  El  Banco  por  consiguiente  no  puede  en 
ningún  caso  hacer  figurar  los  depósitos  en  la  rúbrica  de  Caja,  por- 
que no  son  valores  que  entran  en  su  dominio.  En  cambio  si  se  trata- 
ra de  un  verdadero  préstamo  o  anticipo,  tampoco  puede  figurar  más 
que  en  la  rúbrica  de  acreedores  en  cuenta  pasiva. 

4a  Cuando  la  cosa  depositada  se  entrega  cerrada  y  sellada,  de- 
be restituirse  al  deponente  en  la  misma  forma  y  responde  el  depo- 
sitario de  los  daños  y  perjuicios  si  se  hubiere  forzado1  el  sello  o 
cerradura  por  su  culpa. 

Se  presume  la  culpa  en  el  depositario,  salvo  prueba  en  contrario. 

En  cuanto  al  valor  de  lo»  depositado,  cuando  la  fuerza  sea  imputable 
al  depositario,  se  estará  a  la  reclamación  del  deponente,  a  no  re- 
sultar prueba  en  contrario  (art.  1769  del  Código  civil). 

No  obstante,  los  Bancos  como'  medida  de  seguridad  deben  exi- 
gir antes  de  formalizarse  el  depósito,  que  les  sea  mostrado  el  con- 
tenido- del  sobre,  caja,  estuche,  etc.,  a  fin  de  asegurarse  de  que  no 
contiene  materias  explosivas  e  inflamables  que  puedan  causar  da- 
ños. En  el  caso  de  recibir  un  sobre  o  caja  precintada  y  sellada,  sin 
serles  exhibido  su  contenido1,  no  responden  más  que  de  la  inviolabi- 
lidad de  los  precintos,  pero  no  del  contenido. 

52  La  cosa  depositada  debe  ser  devuelta  con  todos  sus  produc- 
tos y  accesiones.  Consistiendo  el  depósito  en  dinero,  se  aplicará 
al  depositario  lo  dispuesto  respecto  al  mandatario  en  el  artículo 
1724  del  Código  civil  (art.  1770  de  igual  Código).  Ocurre  pregun- 
tar que  sucede  en  el  caso  de  que  el  depositario  liberte  de  un  incen- 
dio, ruina,  naufragio  u  otro  caso  fortuito,  lo  suyo  y  pierda  lo  aje- 
no, o  por  el  contrario  salve  lo'  ajeno  y  pierda  lo  suyo.  Hallamos  en 
el  derecho  español  una  disposición  inserta  en  el  Fuero  Juzgo  (ley 
5a,  tít.  V,  lib.  V),i  según  la  cual  aquel  a  quien  se  hubiese  prestado 
una  cosa,  en  un  caso  fortuito  como  el  de  un  incendio,  una  inunda- 
ción, invasión  de  enemigos,  etc.,  salva  todo  lo  suyo  y  pierde  lo 
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prestado,  debe  pagar  el  valor  de  esta:  el  que  salva  solo  parte  de 
sus  cosas  y  pierde  la  prestada,  debe  pagar  lo  que  el  Juez  prudencial- 
mente  regulase :  y  por  último,  el  que  pierde  todo  lo  suyo  y  salva 
lo  prestado,  debe  tener  parte  de  lo  que  salvó  también  a  prudente 
arbitrio  del  Juez.  Gómez,  de  La  Serna,  «Elementos  de  derecho  civil 
y  penal»,  (tomo  II,  pág.  460),  opina  que  esta  reglamentación  legal 
es  aplicable  al  depósito. 

La  cosa  depositada  no-  puede  ser  retenida  a  título  de  compensación 
por  deuda,  o  de  expensas  que  hubiese  hecho  en  ella,  las  que  debe-i 
rá  pedir  separadamente  el  depositario.  Por  el  contrario,  el  depositario 
no  puede  devolver  al  deponente  la  oosa  depositada  si  averigua  que 
la'  hurtó  o  robó,  debiendo  avisar  al  dueño  para  que  acuda  a  losi 
Tribunales  con  objeto  de  que  dispongan  la  retención  del  depósito 
y  si  perteneciese  al  mismo  depositario  podrá  de  derecho  retenerla1 
como  cosa  suya.  {Ley  6,  tít.  III,  Partida  V)  C1). 

6Q  El  depositario  no  puede  exigir  que  el  depositante  pruebe 
ser  propietario  de  la  oosa  depositada. 

Sin  embargo,  si  llega  a  descubrir  que  la  cosa  ha  sido  hurtada 
y  quien  es  su  verdadero  dueño,  debe  hacer  saber  a  este  el  depósito. 

Si  el  dueño,  apesar  de  esto,  no-  reclama  en  el  término  de  un  mes,; 
quedará  libre  de  toda  responsabilidad  el  depositario,  devolviendo 
la  cosa  depositada  a  aquel  de  quien  la  recibió  (art.  177 1  del  Códi- 
go civil). 

72  Cuando  sean  dos  o  más  los  depositantes,  si  no  fueren  solida- 
rios y  la  cosa  admitiere  división,  no  podrá  pedir  cada  uno  de  ellos 
más  que  su  parte. 

Cuando  haya  solidaridad  o*  la  cosa  no  admita  división,  regirá  lo> 
dispuesto  en  los  artículos  1 141  y  1142  de  este  Código  (art.  1772  del 
Código  civil)  (2). 

8Q  Cuando  el  depositante  pierde  después  de  hacer  el  depósito 
su  capacidad  para  contratar,  no  puede  devolverse  el  depósito  sino 
a  los  que  tengan  la  administración  de  sus  bienes  y  derechos  (artículo 
1773  Código  civil). 

9Q  Cuando  al  hacerse  el  depósito  se  designó:  lugar  para  la  de- 
volución, el  depositario1  debe  llevar  a  él  la  cosa  depositada:  pero 


(1)  En  Aragón  se  tenía  por  tan  privilegiado  el  depósito  que  para  garantía  de  la  obligación 
de  restituirlo  siempre  que  fuese  pedido  al  depositario  (Observ.  unió.,  tit.  "conm.,  lib.  IV),  estaba 
determinado  que  no  pudiera  alegarse  ausencia  por  causa  pública.  (Obseriv.  3,  de  priv.  absent.),  y  que 
cuando  el  citado  para  este  efecto  no  comparece,  debe  el  Juez  mandar  vender  sus  bienes  hasta  la 
cuantía  del  depósito  (Observ.  16,  de  contum.  lib.  VIII). 

(2)  Cada  uno  de  los  acreedores  solidarios  puede  hacer  lo  que  sea  útil  a  los  demás,  pero  no 
lo  que  les  sea  perjudicial.  Las  acciones  ejercitadas  contra  cualquiera  de  los  deudores  solidarios  per- 
judicarán a  todos  estos  (art.  1.141  Cod.  civil). 

El  deudor  puede  pagar  la  deuda  a  cualquiera  de  los  acreedores  solidarios:  pero  si  hubiese  sido 
judicialmente  demandado  por  alguno,  a  éste  deberá  hacer  el  pago  (art.  1.142  Cód.  civil). 
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los  gastos  que  ocasione  la  traslación  serán  de  cargo  del  depositante. 

No  habiéndose  designado  lugar  para  la  devolución,  deberá  esta 
hacerse  en  el  que  se  halle  la  cosa  depositada,  aunque  no  sea  el 
mismo  en  que  se  hizo  el  depósito,  con  tal  que  no  haya  intervenido 
malicia  de  parte  del  depositario  (art.  1774  Código  civil). 

10Q  El  depósito  debe  ser  restituido  al  depositante  cuando  lo  re- 
clame, aunque  en  el  contrato  se  haya  fijado  un  plazo  o  tiempo  deter- 
minado para  la  devolución. 

Esta  disposición  no  tendrá  lugar  cuando  judicialmente  haya  sido 
embargado  el  depósito  en  poder  del  depositario,  o  se  haya  notifi- 
cado a  este  la  oposición  de  un  tercero  a  la  restitución,  o  traslación  de 
la  cosa  depositada  (art.  1775  Código  civil). 

ii»  El  depositario  que  tenga  justos  motivos  para  no  conservar 
el  depósito,  podrá  aún  antes  del  término  designado,  restituirlo  al 
depositante,  y,  si  este  lo  resiste,  podrá  obtener  del  Juez  su  consigna- 
ción (art.  1776  Código  civil). 

12Q  El  depositario  que  por  fuerza  mayor  hubiese  perdido  la  cosa 
depositada  y  recibido  otra  en  su  lugar,  estará  obligado  a  entregaf 
esta  al  depositante  (art.  1773  Código  civil). 

13.  El  heredero  del  depositario  que  de  buena  fe  haya  vendido 
la  cosa  que  ignoraba  ser  depositada,  sólo  está  obligado  a  restituir 
el  precio  que  hubiese  recibido  o  a  ceder  sus  acciones  contra  el 
comprador  en  el  caso  de  que  el  precio  ño  se  le  haya  pagado  (ar- 
tículo 1778  Código  civil). 

142  En  caso  de  fallecimiento  del  depositante,  el  depósito  no  pue- 
de ser  entregado  más  que  a  sus  herederos.  Si  la  persona  que  ha  cons- 
tituido el  depósito  ha  cambiado  de  estado  civil,  por  ejemplo  si  la 
mujer  soltera  en  el  momento  del  depósito  ha  contraídoi  matrimonio, 
si  el  mayor  de  edad  depositante  ha  sido  condenado  a  la  jpena  de  in- 
terdicción,, o  declarado  pródigo,  etc.,  en  todos  estos  y  parecidos  casos, 
el  depósito  no  puede  ser  entregado  más  que  al  legítimo  adminis- 
trador de  los  bienes  del  depositante  (3)., 


(3)  Las  consecuencias  legales  de  la  entrega  de  un  depósito  a  persona  distinta  de  aquella  en 
cuyo  favor  se  constituyó,  son  por  su  naturaleza  de  carácter  civil,  y  por  ende  de  la  competencia 
de  los  Tribunales  de  este  orden. 

Si  bien  las  disposiciones  del  título  I  del  libro  IV  del  Código  civil,  por  referirse  a  todas  las 
obligaciones  sin  distinción  de  sus  fuentes  o  causas  goneradoras,  son  apreciables.  por  regla  gene- 
ral, a  los  demás  títulos  y  capítulos  ded  propio  libro  que  tratan  especia]  y  separadamente  de  cada 
una,  y  que  por  ello  el  art.  1.164  puede  6erlo  al  contrato  de  depósito,  el  Tribunal  a  quo  no  infringió 
este  precepto  por  no  haberlo  aplicado,  en  razón  a  que  el  individuo  a  quien  el  Banco  devolvió  los 
valores  depositados,  no  estaba  en  posesión  del  crédito  o  de  la  cualidad  de  depositante  por  vir- 
tud de  la  cual  pretendiera  el  pago  como  acreedor  aparente,  que  es  la  posesión  que  exige  la  ley, 
sino  que,  mero  detentador  del  documento,  obtuvo  la  devolución  de  los  valores  bajo  el  falso  con- 
cepto de  comisionado  o  mandalario  del  acreedor  verdadero,  y  porque,  dando  a  este  arlículo  la  in- 
terpretación de  que  el  pago  hecho  de  buena  fe  al  tenedor  de  un  documento  de  crédito  liberara 
siempre  al  deudor,  se  borraría  la  principal  diferencia  que  separa  los  documentos  al  portador  de 
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Obligaciones  del  depositante.  —  El  deponente  o  depositante,  vie- 
ne obligado  a  reembolsar  al  depositario  los  gastos  que  haya  hecho 
para  la  conservación  de  la  cosa  depositada  y  a  indemnizarle  de 
todos  los  perjuicios  que  se  le  hayan  seguido  del  depósito'  (art.  1779 
del  Código  Civil). 

Consintiendo  el  Código:  civil  en  su  artículo  1780,  que  el  depositario 
pueda  retener  en  prenda  la  cosa  depositada  hasta  el  completo  pago 
de  lo  que  se  le  daba  por  razón  del  depósito,  el  deponente  viene  obli- 
gado a,  este  pago  01  en  otro-  caso  á  sufrir  las  consecuencias  dimanan- 
tes de  la  venta  en  pública  subasta  del  depósito  convertido'  en  prenda. 

Además  el  deponente  no  puede  exigir  que  el  depositario  prolon- 
gue su  oficio,  y  debe  manifestarle  los  vicios  de  la  cosa  que  puedan 
perjudicarla  o  al  que  la  tenga  en  custodia.  Por  parte  del  deponente 
el  depósito  puede  ser  retirado  cuando  le  plazca,  aún  cuando  se  haya 
establecido  un  plazo,  salvo'  siempre  el  previo  pago  de  la  compen- 
sación por  custodia  debida  al  depositario^ 

Clasificación  de  los  depósitos  b  anearlos. —  De  antiguo  el  propie- 
tario de  bienes  muebles  ha  sentido  la  necesidad  de  confiar  la  pro- 
tección eficaz  de  aquellos  contra  los  riesgos  de  pérdida,  hurto,  in- 
cendio, guerra,  etc.,  a  Institutos  especiales  dedicados  a  esta  función 
mediante  una  retribución  especial.  En  nuestros  días  la  complicación 
•de  la  vida  económica  multiplicando  las  emisiones  de  papel  repre- 
sentativo de  créditos,  ha  hecho  más  necesaria  y  extensa  aquella 
función  que  han  asumido  los  Bancos  como  una  de  sus  principales 
actividades. 

Todos  los  depósitos  en  custodia  que  los  Bancos  reciben,  pueden 


los  nominativos,  desapareciendo  con  ella  las  más  eficaces  garantías  que  el  derecho  positivo  esta- 
.blece  en  favor  de  los  últimos  (Sent.  6  diciembre  de  1895). 

Si  el  Banco  de  España  admitió  depósitos  condicionados  por  la  manifestación  explícita  dei  de- 
positario, que  los  consignaba  a  su  disposición  o  a  la  de  quien  al  retirarlo  representara  la  tes- 
tamentaría interesada  en  su  conservación,  si  el  depositario  modificó  los  términos  de  su  aceptación 
con  la  fórmula  de  que  los  depósitos  no  poarán  ser  modificados  ni  cancelados  sin  previo  informe 
de  su  Asesoría  0'  con  autorización  del  que  representara  la  testamentaría  de  origen,  con  ello  no 
enervaba  su  obligación  ni  se  declaraba  libre  de  responsabilidad,  cuando  así  lo  informaran  sus 
asesores,  sino  que  la  reclamaba  toda  para  si  en  el  caso  de  devolver  la  cosa  depositada  sin  la 
concurrencia  y  autorización  de  quien  se  habrá  reservado  esa  intervención  y  garantía  especialísi- 
mas  (Sent.  30  enero  1913). 

Los  valores  mobiliarios  entregados  por  el  dueño  a  su  mujer  y  depositados  por  ésta  a  su 
propio  nombre  en  un  establecimiento  bancario,  continúan  perteneciendo  al  marido,  ■  puesto  que  la 
tradición  de  los  valores  al  objeto  de  constituir  con  ellos  el  depósito  no  le  priva  de  su  propiedad, 
ya  porque  no  puede  desgrenderse  de  ellos  haciendo  donación  a  su  mujer,  por  estar  prohibidas  las 
donaciones  entre  cónyuges  (Sent.  5  julio  1906). 

El  depósito  de  títulos  de  la  Deuda  a  nombre  del  dueño  y  de  otras  personas,  no  transmite 
a  éstas  ni  a  ninguna  de  ellas  determinadamente  la  propiedad  de  tales  valores,  que  continúan 
perteneciendo  al  deponente  hasta  su  fallecimiento,  y  que  ocurrido  éste,  forman  parte  del  caudal 
relicto  transmisible  al  heredero,  sin  que  lo  estorbe  el  ruego  hecho  epístolarmenle  por  el  cau- 
sante a  tercera  persona  de  que  al  acaecer  su  muerte  lo  entregue  a  otra  (Sent-  29  octubre  1912  y 
-28  junio  1913). 
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clasificarse  en  dos  grandes  grupos:  a)  depósitos  abiertos  o  libres, 
b)  depósitos  cerrados. 

Son  los  primeros  llamados  también  á  dossier,  los  constituidos  por 
títulos  públicos  o  privados,  libretas  de  ahorro,  pólizas  de  seguros,! 
monedas,  y  otros  valores  de  naturaleza  análoga.  Son  los  segundosj 
los  constituidos  por  los  indicados  valores  y  también  por  numerario, 
joyas,  documentos,  letras,  muestras  comerciales,  etc.,  contenidos  en 
sobres  o  pliegos  o  cajas  cerradas. 

Del  depósito  en  custodia,  abierto  o  libre.  Depósito  pimple  y  en 
administración,  —  Los  valores  en  depósito  de  custodia  abierto  o-  li- 
bre, son  entregados  al  Banco  con  factura  detallada,  fechada  y  fir- 
mada, como  veremos  más  adelante. 

El  resguardo  puede  ser  a  nombre  de  un  titular,  de  dos,  o  de  va- 
rios, tomando  en  estos  últimos  casos  el  nombre  de  depósito  indis- 
tinto. El  depósito  puede  ser  transmisible  e  intransmisible,  debiendo 
constar  estas  circunstancias  en  la  factura  de  entrega,  para  que  lue- 
go puedan  hacerse  constar  en  él  resguardo'  que  el  Banco  libre. 

En  su  virtud  el  Banco,  al  librar  el  resguardo  de  depósito-,  declara 
responder  sin  restricción  de  valor,  de  los  títulos  que  le  han  sido  entre- 
gados, salvo  caso  de  fuerza  mayor  establecido  en  las  leyes.  Por  con- 
tra, el  depositante  conserva  en  todo  momento  la  disponibilidad  de 
sus  valores  depositados,  sea  cualquiera  ei  término  fijado  para  su 
devolución  compitiéndole  en  todo  momento  la  acción  reivindica- 
toría. Como  condiciones  generales,  muchos  Bancos  establecen  con- 
diciones generales  estampadas  en  el  resguardo  a  los  solos  efectos 
de  la  liquidación  del  derecho  de  custodia. 

Cuando  el  Banco  se  limita  a  la  custodia  simple  de  los  valores 
recibidos,  al  objeto  de  devolverlos  integramente  en  el  momento  de 
serle  reclamados  por  el  depositante,  él  depósito  en  cuestión  se  llama 
depósito  simple.  En  cambio  si  el  Banco  se  encarga  de  la  administra- 
ción de  los  valores  recibidos  cobrando  los  cupones,  percibiendo; 
el  producto  de  las  amortizaciones,  cuidando  del  estampillado,  o  del 
canje,  etc.,  el  depósito  toma  el  nombre  de  depósito  en  administración. 
Los  Bancos  suelen  declinar  toda  responsabilidad  por  errores  co- 
metidos en  la  verificación  de  títulos  sujetos  a  amortización,  por  ol- 
vido en  la  exacción  de  cupones  cr  dividendos,  etc.  Por  regla  general 
estas  funciones  las  cumplen  los  Bancos  con  la  autorización  tácita 
de  los  depositantes,  aún  cuando  el  Código  de  Comercio  español  en 
su  artículo  308  (véase  al  comienzo  del  capítulo),  parece  imponérselas 
obligatoriamente  a  los  Bancos  que  reciben  valores  a  títulos  de  cus- 
todia. 

Se  ha  discutido  entre  los  autores  si  esta  disponibilidad  de  los  tí- 
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rulos  bajo  el  punto  de  vista  administrativo,  conserva  o  desnaturaliza; 
el  carácter  del  contrato  de  depósito  ordinario  retribuido.  ¿  Es  el 
depósito  libre  administrado  un  solo  contrato  o  una  pluralidad  de  ope- 
raciones ?  Surge  la  .cuestión  al  considerar  que  los  Bancos  no  solamente 
practican  operaciones  de  simple  administración,  como  es  el  corte 
y  cobro  de  los  cupones  de  valores  en  ellos  depositados,  sino  que 
practican  operaciones  respecto  de  ellos,  que  salen  del  margen  de  la! 
simple  conservación  o  custodia.  El  Banco  cumple  entonces  objeti- 
vos especiales  bancarios,  pues  tales  son  las  peticiones  de  reembolso 
de  cantidades  por  razón  de  compras  de  nuevos  títulos,  o  las  liquida- 
ciones de  sobrantes  obtenidos  por  determinadas  ventas,  01  el  depó- 
sito de  cantidades  procedentes  de  amortización  de  títulos,  etc.,  eni 
cuyos  casos  parece  cuando  menos  aparentemente,  que  existen  dosi 
contratos,  uno1  de  depósito  ordinario  retribuido,  y  otro  de  mandato  o 
de  arrendamiento  de  servicios. 

Los  autores  opinan  que  hay  que  distinguir  lo  que  son  funciones! 
accesorias  al  depósito,  tales  como  el  corte  y  cobra  de  cupones,  de  lo¡ 
que  son  ya  especiales  cuidados  bancarios,  por  los  cuales  el  cliente 
se  ve  obligado  a  hacer  al  Banco  depositario  especiales  provisiones  de 
fondos  o  reembolsos  de  anticipos  (*)., 

Bel  depósito  cerrado.  —  Constituyen  los  depósitos  cerrados,  aque- 
llos depósitos  que  se  entregan  al  Banco  para  su  custodia  bajo  plie- 
go o  caja  cerrada,  sellada  y  lacrada,  con  el  sello  del  deponente,1  o| 
distintivo  personal  del  mismo.  Los  Bancos  suelen  negarse  siempre 
a  sellar  con  sus  sellos  propios  los  pliegos  y  cajas  de  depósitos 
cerrados. 

|En  la  factura  correspondiente  o  carta  aneja  al  depósito,  pueden 
hacer  constar  los  depositantes  su  contenido  y  el  valor  asignado  al 
mismo,  aún  cuando  el  Banco  responde  sólo  de  su  devolución  y  de 
la  integridad  de  los  sellos.  En  caso'  de  pérdida  o  extravío,  el  Banco 
se  obliga  sólo  a  devolver  una  suma  no  superior  al  valor  declarado, 
no  respondiendo'  de  los  casos  de  fuerza  mayor. 

Constitución  del  depósito  bancario.  Facturas  y  resguardos. — < 

En  cuanto  a  las  condiciones  generales  de  constitución  del  depósito, 
la  la  identificación  de  la  persona  depositante,  a  la  capacidad  de 
esta,  y  a  la  nacionalidad,  nos  remitimos  a  cuanto  hemos  dicho 
respecto  de  estos  extremos  en  relación  con  las  cuentas  corrientes, 
(Véase  Cap.  IX  y  X.) 


(4)    Arcangeli,  «Studi  di  diritlo  bancario»,  pág.  15. 
Bruschettini,  «Trattato  dei  titoli  al  porlatorc»,  pág.  448. 


En  cuanto  a  la  factura  y  al  resguardo,  diremos  que  el  primero  es 
el  documento  acreditativo  del  depósito,  en  el  cual  el  depositante 
consigna  sus  circunstancias  personales,  su  domicilio,  el  carácter  con 
que  hace  el  depósito  y  el  detalle  de  clase,  serie  y  numeración  de  los 
títulos  o  los  que  faltan  y  con  la  fecha  de  la  entrega,  lo  firma  el 
depositante,  o  su  representante  autorizado. 

Acto  seguido  de  la  entrega  de  los  títulos  con  su  factura,  el  ban- 
quero libra  al  depositante  un  recibo  provisional,  cangeable  por  el 
resguardo  definitivo.  En  este  quedan  consignadas  las  circunstancias 
que  se  hicieron  constar  en  la  factura,  firmándolo  el  director  o  di- 
rectores del  establecimiento  y  el  jefe  de  la  sección  de  títulos,  res- 
ponsable de  su  custodia. 

Los  resguardos  suelen  llevar  al  dorso  los  cajetines  en  los  cuales 
se  van  anotando  los  pagos  sucesivos  de  los  cupones  vencidos  de 
los  títulos  a  que  se  refiere  el  resguardo. 

El  resguardo  como  ya  hemos  dicho,  puede  contener  la  expresión 
de  transmisible  o  intransmisible  por  endoso.  En  el  primer  caso,  la 
transmisión  se  hace  constar  en  el  resguardo,  solicitando  de  la  Di- 
rección del  Banco  depositario,  la  toma  de  razón  del  endoso. 

Puede  también  ser  extendido  el  resguardo  a  nombre  de  dos  o 
más  titulares,  en  cuyo  caso  el  depósito  constituido  toma  el  nombre 
de  depósito  indistinto,  pudiendo  cualquiera  de  los  titulares  ser  el 
tenedor  legal  del  resguardo  y  pedir  la  entrega  del  depósito,  debien- 
do en  este  caso  tenerse  en  cuenta  las  prescripciones  del  Real  De- 
creto de  20  de  septiembre  de  1922,  que  insertamos  al  final  del  Ca- 
pítulo. 

Retiro  o  cancelación  del  depósito  de  valores  y  efectos.  —  La 

retirada  de  valores  o  títulos,  así  como  de  los  demás  objetos  dados 
a  un  Banco  a  título  de  depósito,  se  efectúa  contra  presentación  y 
entrega  del  resguardo  correspondiente,  en  cuyo  dorso  el  depositante 
firma  el  recibo  de  aquéllos.  Si  el  retira  de  un  depósito  lo  efectúa 
una  tercera  persona,  deberá  ésta  ir  provista  de  un  poder  especial 
o  si  es  un  Agente  de  Cambio  y  Bolsa,  de  una  carta  autorizándole 
a  tal  objeto,  acompañada  del  resguardo  debidamente  firmado  por 
el  titular  y  conteniendo  la  fórmula  recibi;  con  la  fecha.  Para  el  caso 
de  que  de  momento  faltase  el  resguardo,  puede  suplirse  éste  por 
un  recibo  redactado  en  forma  de  declaración  ante  Notario  público, 
-en  el  que  se  consignen  todas  las  características  de  los  títulos  o  de 
los  objetos,  y  dando  descargo  de  la  entrega  de  los  mismos  a  la  Banca 
depositarla. 

En  cuanto  al  retiro  de  parte  de  títulos,,  o  de  objetos  depositados, 
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suele  autorizarse  mediante  una  "declaración,  que  se  estampa,  al  dorso 
del  resguardo,  firmada  por  el  titular  del  depósito. 

El  depósito  de  valores  termina  también  por  razón  de  las  amorti- 
zaciones de  títulos,  por  el  pago  total  de  cupones,  o  por  cualquiera! 
otra  operación  que  respecto  de  aquellos  pueda  llevar  a  término  laJ 
Sociedad  emisora. 

Respecto  la  devolución  de  depósitos  por  causa  de  defunción  del 
titular  y  respecto:  de  la  regulación  del  depósito  en  los  casos  en  que 
los  titulares  tienen  limitada  su  capacidad  de  obrar,  son  en  un  todo 
aplicables  las  reglas  legales  que  hemos  consignado  al  estudiar  la 
devolución  y  cancelación  de  los  depósitos  en  cuenta  corriente.  (Véa- 
se cap.  X  de  esta  obra.) 

Derechos  de  custodia.  —  Los  Bancos  tienen  derecho1  a  percibir 
por  la  custodia  de  los  depósitos  que  íes  son  confiados,  una  remune- 
ración que  lleva  el  nombre  de  derecho  de  custodia.  Si  las  partes 
contratantes  no  hubiesen  fijado'  la  cuota  dé  retribución,  se  regulará 
según  los  usos  de  la  plaza  en  que  el  depósito1  se  hubiere  constituido. 
(Art.  304  del  Código  de  Comercio;.) 

Generalmente  estos  derechos  se  calculan  sobre  el  valor  nominal 
de  los  valores,  y  otras  veces  sobre  su  renta.  Generalmente  se  per- 
ciben por  toda  la  anualidad  en  un  determinado  trimestre  del  año, 
y  por  vía  de  deducción  del  total  de  los  intereses  o  cupones  pagade- 
ros al  depositante. 

Depósito  de  los  títulos  a  dossier  eu  Banco  Extranjero,  o  en  su- 
cursal española  del  Banco  depositario.  —  Algunas  veces  los  títulos 
puestos  en  dossier,  vienen  depositados  en  otros  Institutos  de  Crédito 
de  la  misma  nación  o  del  Extranjero.  En  este  caso  el  depósito  suele 
quedar  probado  por  medio  de  correspondencia  a  base  de  crédito  y 
débito  en  dossier,  cruzándose  entre  los  Bancos  interesados  los  extrac- 
tos de  las  cuentas  títulos  que  respectivamente  poseen  en  depósito. 
Debe  tenerse  mucho  cuidado  en  la  forma  en  que  vienen  constituidos 
estos  depósitos  por  los  perjuicios  y  responsabilidades  que  pueden 
derivarse  de  adoptar  una  fórmula  equívoca. 

El  ciudadano  español  propietario'  de  títulos  o  valores  extranjeros, 
en  la  imposibilidad  material  de  poseerlos  en  España,  ha  tenido,  que 
comportar  el  depósito  de  los  mismos  en  los  Bancos  extranjeros  del 
país  de  origen  de  los  títulos,  bien  en  cuenta  corriente  de  títulos, 
bien  en  la  forma  llamada  a  dossier  o  sea  en  depósito:  en  custodia. 
Este  último  caso  no  tiene  importancia  para,  ser  examinado  jurídi- 
camente, puesto  que  tanto  en  caso  de  suspensión  como  en  el  de  ^quie- 
bra del  banco  depositario,  los  títulos  o  valores  serán  devueltos  a! 
su  titular. 

23 
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El  caso  grave  ocurre  en  la  siguiente  hipótesis.  El  Banco  nacio- 
nal o  la  Sucursal  de  un  Banco  extranjero  en  España,  al  encargar  al 
tun  Banco  extranjero  la  compra  de  unos  títulos  o  valores,  puede 
hacerlo  por  orden  y  cuenta  del  cliente,  o  bien  callando  esta  fórmula, 
encargar  la  compra  como  si  fuese  una  comisión  directa,  cpn  lo  cual 
queda  responsable  directamente  delante  del  Banco  extranjero.  En 
este  último  caso,  si  aquel  Banco  nacional  o  Sucursal  del  extranjero 
en  España  suspendiera  pagos,  en  un  momento  en  que  por  cuenta 
corriente  debiese  al  Banco  extranjero  corresponsal  una  cantidad 
que  aproximadamente  equivaliese  al  importe  de  los  títulos  deposita- 
dos, el  Banco  extranjero  podría  compensar  su  crédito  vendiendo 
en  Bolsa  aquellos  títulos,  porque  frente  al  Banco  extranjero,  no 
existiría  otro  titular  que  el  Banco  nacional  o  la  Sucursal  supuesta. 

Si  se  opusiese  a  tal  compensación  el  Banco  nacional  o  la  Sucur- 
sal supuesta,  basándose  en  que  los  títulos  pertenecen  a  un  cliente 
suyo,  al  cual  él  libró'  un  resguardo  acreditativo  del  depósito,  el  Ban- 
co depositario  rechazaría  tal  supuesto,  puesto  que  ni  en  la  orden  de 
compra  y  depósito  constaría  tal  circunstancia;  ni  tampoco  que  hu- 
biese librado  ningún  resguardo  directamente  a  nombre  del  propie- 
tario presunto.  En  este  estado  la  cuestión,  el  Banco  nacional  o 
Sucursal  suspensa,  que  hubiese  hecho  el  encargo  y  librado  el  res- 
guardo, será  responsable  de  la  entrega  de  una  igual  cantidad  de 
títulos  o  del  pago  de  su  valor. 

Las  consecuencias  serían  igualmente  graves  para  el  Banco  nacio- 
nal o  Sucursal  de  Banco  extranjero  en  España,  si  la  suspensión  de 
pagos  la  llevase  a  efecto  el  Banco  depositario.  No  siendo  títulos 
entregados  a  dossier  quedaría  el  depósito  de  los  mismos  en  con- 
cepto de  cuenta  corriente  sujeta  a  las  contingencias  de  la  suspensión 
de  pagos  o  de  la  quiebra.  En  este  supuesto  el  Banco  nacional,  no 
podría  devolver  aquel  depósito  caso  de  serle  reclamado  por  su  clien- 
te, y  tendría  forzosamente  que  reponerlo  a  sus  costas  o  pagar  su 
valor,  porque  a  ello  le  obligaría  el  resguardo  que  habría  librado 
al  cliente. 

Responsabilidad  o  irresponsabilidad  del  Banco  en  la  devolución 

de  los  depósitos  propiamente  dichos.  —  El  Tribunal  Supremo  ha 
declarado  que  incurre  en  responsabilidad  el  Banco  que  reintegra 
un  deposito  a  persona  distinta  del  dueño,  sin  que  le  exima  de  su  obli- 
gación para  con  éste  el  cumplimiento  de  las  formalidades  reglamen- 
tarias que  deban  preceder  a  la  devolución  (Sentencia  27  febre- 
ro 1897.) 

Declara  asimismo  que  es  responsable  el  Banco  para  con  el  dueño 
de  un  depósito,  por  la  entrega  o  reintegro  del  mismo  a  tercera  per- 
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sona,  sobre  el  «recibí»,  suscrito  con  el  nombre  del  titular  —  de  quien 
constaba  en  el  establecimiento  que  no-  sabía  escribir  —  y  sobre  el 
conocimiento  de  esa  firma  por  un  agente  de  Bolsa.  (Sentencia  27 
abril  1906.) 

También  lo  declara  responsable  por  el  reintegro;  de  un  depósito 
sobre  <crecibí»  suscrito  con  firma  falsa,  aunque  asegurada  por  «cono- 
cimiento» de  Agente  de  Bolsa.  (Sentencia  24  diciembre  1906.)^ 

Declara  en  cambio-  la  irresponsabilidad  del  Banco»  frente  al  rein- 
tegro de  un  depósito  hecho  a  persona  ilegítima,  previo  gumplimien- 
to  de  las  formalidades  establecidas  en  los  Estatutos  del  Banco  y 
apareciendo  el  resguardo  firmado  con  el  recibí  del  dueño  del  de- 
pósito, puesto  que  aprecia  en  el  Banco  que  no  ha  incurrido  en  el 
descuido  o  negligencia  que  define  la  ley  3a,  título-  Partida  5ay 
sino  que  conforme  a  lo  dispuesto  en  la  siguiente,  no  viene  obligado 
a  responder  de  lo  que  se  había  confiado  a  su  guarda  ¡y  salió  de  ella' 
sin  culpa  suya,  por  resultado  de  un  hecho  que  reviste  carácter  de 
delito.  (Sent.  20  marzo  1890.) 

Aprecia  igualmente  que  no  hubo  negligencia  en  el  Banco-  en  el 
cumplimiento  del  contrato  de  depósito-,  por  haber  entregado  un  de- 
pósito a  un  albacea  burlando  este  a  los  herederos,  para  con  los  cua- 
les no  tiene  ninguna  obligación  el  Banco,  pues  si  bien  contaba  que 
al  proceder  el  albacea  a  incautarse  del  depósito  había  perdido-  ya 
su  carácter  -de  tal  por  estar  terminada  la  partición,  consta  igual- 
mente que  el  Banco  lo  ignoraba  y  que  los  herederos  procuraron 
deliberadamente  que  no  lo  supiera.  (Sentencia  28  noviembre  1898.) 

Declara  también  la  irresponsabilidad  del  Banco  por  la  devolu- 
ción de  otro  depósito-  que  se  hallaba  constituido  a  favor  del  guar- 
dador de  unos  menores  y  que  fué  retirado  por  este,  previas  las  for- 
malidades exigibles,  cuando  ya  sus  supuestos  representados  eran 
mayores  de  edad.  (Sent.  13  noviembre  1901.) 

Véase  también  la  sentencia  de  6  diciembre  1895,  inserta  por  nota 
¡al  pie  del  párrafo  14  del  epígrafe  «Obligaciones  del  depositario». 

Responsabilidades  penales  y  civiles  derivadas  de  la  desapari- 
ción, menoscabo,  daños  o  perjuicios  en  las  cosas  depositadas.  —  Los 

Bancos  y  sus  empleados  adquieren  frente  a  los  depositantes  íajsí 
graves  responsabilidades  que  se  derivan  de  los  caracteres  esencia- 
les del  contrato  de  depósito-,  entre  ellos  los  esenciales  de  guardar  y 
restituir  la  cosa  ajena  cuando  el  depositario  la  reclame  (arts.  1758  y 
1775  del  Código  civil  y  306  del  de  Comercio).  Esta  cosa  depositada 
debe  ser  devuelta  con  todos  los  productos  y  accesorios.  Por  consi- 
guiente los  Bancos  deben  devolver  a  sus  depositantes  de  títulos, 
intacta  la  masa  entregada  con  todos  los  cupones  adheridos,  p  en 
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caso  de  haber  sido  cortados,  con  el  importe  de  todos  los  vencidos. 

Exime  al  depositario  de  la  obligación  de  devolver  la  cosa  deposi- 
tada, el  caso  de  fuerza  mayor,  pero  no  le  exime  de  responsabilidad 
cualquier  otro  hecho  que  produzca  desaparición,  menoscabo,  daño 
o  perjuicio  en  las  cosas  depositadas,  ya  producidos  por  malicia.,  ya 
por  negligencia,  entre  los  cuales  debe  contarse  el  quebrantamiento 
de  depósito.  Responde  también  el  depositario  de  los  vicios  o  defectos 
que  provengan  de  la  naturaleza  de  las  cosas,  si  en  estos  casos  no 
hizo  por  su  parte  lo  necesario  para  evitarlos  o  remediarlos,  dando 
aviso  de  ellos  además  al  depositante  inmediatamente  que  se  mani- 
festasen. 

El  Código  penal  en  su  artículo  548  número  5°,  señala  las  penas 
en  que  incurren  los  que  en  perjuicio  de  otro  se  apropiaren  o  distra- 
jeren dinero,  efectos  o  cualquiera  otra  cosa  mueble  que  hubiesen 
recibido  en  depósito,  comisión  o  administración,  o  por  otro  título 
que  produzca  obligación  de  entregarla  o  devolverla,  o  negaren  ha- 
berla recibido.  Las  penas  se  impondrán  en  el  grado  máximo  en  el 
caso  de  depósito  miserable  o>  necesario. 

Aparte  de  la  responsabilidad  penal  que  por  el  hecho  delictivo 
debe  hacerse  efectiva  sobre  la  persona  o  personas  que  en  concepto 
de  autores,  cómplices  o  encubridores,  hayan  participado  en  la  co- 
misión del  hecho  punible,  existe  la  responsabilidad  civil  dimanada 
del  hecho  delictivo,  respecto  de  los  responsables  criminalmente  del 
hecho.  Pero  el  artículo  20  del  Código  penal,  señala  como  respon- 
sables subsidiarios,  a  las  personas  o  empresas  por  los  delitos  que 
se  cometiesen  en  los  establecimientos  que  dirijan,  siempre  que  por 
su  parte  o  la  de  sus  dependientes  haya  intervenido  infracción  de 
los  reglamentos  generales  o  especiales  díe  policía.  Y  así  también 
señala  el  art.  21,  como  incursas  en  responsabilidad  subsidiariía, 
a  las  empresas  dedicadas  a  cualquier  género  de  industria,  por  los 
delitos  en  que  hubiesen  incurrido  sus  dependientes  en  el  desempe- 
ño de  sus  obligaciones  o  servicios. 

Depósito  de  los  valores  o  bienes  de  la  Beneficencia.  —  La  R.  O.  C. 

de  17  de  jxilio  de  1916,  dispone  con  carácter  general,  que  los  depósitos 
de  valores  o  bienes  muebles  de  cualquiera  clase  que  sean  constituí- 
dos  en  la  Caja  de  Depósitos,  en  los  Oficinas  Central  o  Sucursales 
del  Banco  de  España,  o  en  cualquier  otro  establecimiento  de  cré- 
dito en  que  se  hallen,  ya  estén  impuestos  a  nombre  de  una  Institu- 
ción benéfica,  ya  al  de  sus  patronos  representantes,  como  de  la 
propiedad  de  aquella,  no  se  pueden  retirar  sino  con  la  autorización 
expresa  de  la  Dirección  General  de  Administración  que  la  otorgará, 


cuando  haya  lugar  en  cada  caso,  con  las  garantías  que  considere 
convenientes. 

Cajas  de  seguridad  (Safes).  Naturaleza  jurídica.  —  Una  última 
última  forma  de  custodia  de  títulos,  valores,  alhajas;  objetos  artís- 
ticos, etc.,  cerca  de  los  Bancos,  es  la  caja  de  seguridad  autónoma  o 
el  compartimiento  en  una  caja  de  seguridad,  en  la  cual  el  cliente 
deposita  sus  efectos  con  absoluta  ignorancia  del  Banco  y  sin  limita- 
ción de  operaciones  por  parte  del  cliente  durante  las  horas  de  ser- 
vicio' de  las  Cajas. 

Para  algunos  el  contrato  que  se  concluye  entre  el  Banco  y  el  de- 
positante apropósito  de  las  Cajas  de  seguridad,  constituye  un  con- 
trato de  depósito  cerrado,  ya  que  el  objetivo  del  contrato  es  siempre 
la  custodia,  aún  cuando  esta  sea  más  cómoda  y  más  fácil  que  el  de- 
pósito ordinario  (6). 

Para  otros  se  trata  de  un  contrato  de.- arrendamiento  simple  en 
cuanto  el  Banco  entrega  al  cliente  lia  llave  de  la  caja  arrendada 
y  se  obliga  a  permitirle  el  uso  de  un  determinado  espacio  incorporado- 
a  las  paredes  del  edificio,  proveyendo  a  su  conservación  y  asegu- 
rando su  disfrute  W.  ,Es  cierto  que  el  Bancos  en  caso  de  destrucción 
de  la  Caja,  .responde  de  los  valores  que  se  contienen  en  ella,  perol 
esto  no  contradice  de  ningún  modo  la  naturaleza  del  contrato  de 
arrendamiento,  porque  precisamente  él  contenido  de  la  Caja  da  la 
medida  del  daño  sufrido  por  el  depositante,  siempre  que  haya  de- 
clarado el  contenido  o  de  cualquier  otro  modo  pueda  demostrar  laj 
existencia  de  este. 

Finalmente  un  autor  francés  (7),  lo  califica  de  contrato  sui  generis 
innominado,  que  participa  del  depósito1,  de  la  guarda  y  del  arren- 
damiento. 

Si  bien  la  jurisprudencia  en  Italia  y  en  Alemania  y  Francia,  va 
de  acuerdo  en  considerar  a  este  contrato;  como  un  contrato  de  arren- 
damiento, en  tesis  general  falta  una  concordancia  explícita  para 
definir  esta  relación  jurídica  que  se  crea  entre  Bancos  y  clientes, 
apropósito  de  las  Cajas  de  seguridad. 

Jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo.  —  La  jurisprudencia  es- 
pañola no  ha  entrado  a  examinar  la  naturaleza  jurídica  de  este  con- 
trato. La  jurisprudencia  francesa  (Tribunal  civil  de  la  Sena,  sen- 
tencias 7  noviembre  1900,  y  17  febrero  19 13),  ha  decidido!  que  el 
contrato  concertado  entre  un  establecimiento  de  crédito  y  la  per- 

(5)  «Sui  depositi  commerciali».  Bolaffio. 

(6)  La  Lumia,  «I  depositi  baneari»,  Torino  191b.  Betti  y  Weber,  «Trattato  di  Banca  e  di  Borsa». 

(7)  Henry  Montarnal,  «Traité  pratique  du  Contentieux  Commercial  de  la  Banque  et  de  la 
Bourse». 
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sona  que  alquila  una  caja  en.  tal  establecimiento,  es  un  contrato  de 
alquiler  y  que  por  consiguiente  no  puede  practicarse  ningún  em- 
bargo depósito  sobre  los  objetos  encerrados  en  ella,  en  cuanto  el 
Banco  tiene  solamente  el  carácter  de  propietario  de  un  inmueble  que 
alquila  un  departamento  y  no  tiene  por  tanto  derecho  a  intervenir  en¡ 
lo  que  ocurra  en  su  interior. 

En  la  segunda  de  dichas  sentencias  ha  decidido  que  si  el  arrenda- 
miento de  un  Caja  de  seguridad  en  un  Banco  constituye  entre  el 
arrendatario  y  el  Establecimiento  propietario  de  la  Caja  un  simple 
contrato  de  arrendamiento,  no  permitiendo  al  Establecimiento  nin- 
gún control  sobre  los  objetos  colocados  en  la  Caja,  de  la  cual, 
sólo  el  arrendatario  tiene  la  llave  y  de  la  cual  queda  dueño  absoluto 
para  disponer  a  su  voluntad  y  al  cual  debe  tener  en  principio  Ubre 
acceso,  los  Establecimientos  arrendadores  de  Cajas  de  seguridad, 
no  dejan  de  estar  sometidos  a  las  reglas  de  derecho  común  cuantas 
veces  un  embargo-depósito  quede  decretado'  respecto  de  los  obje- 
tos o  valores  que  puedan  retener  por  cuenta  del  embargado  y  entre 
los  cuales  evidentemente  debe  contarse  los  objetos  O'  valores  por  él 
depositados  en  la  caja  alquilada. 

Parécenos  más  justa  la  segunda  sentencia  que  la  primera»  puesto 
que  aún  cuando  los  Bancos  no  pueden  alegar  ningún  derecho  per- 
sonal respecto  del  contenido  de  las  cajas  por  estar  bajo'  su  vigilancia, 
no  es  menos  cierto  que  deben  someterse  a  las  disposiciones  de  las  leyes 
procesales  a  las  que  vienen  obligados  todos  los  terceros  embargados. 
De  dicho  fallo  resulta  que  la  asimilación  absoluta  del  contrato  de 
arrendamiento  de  una  Caja  de  seguridad,  con  un  contrato  de  arren- 
damiento de  locales,  no  es  admisible.  Por  consiguiente  la  jurispru- 
dencia francesa,  va  delineando  este  contrato  con  perfiles  propios 
y  característicos  que  dan  como  resultado  que  un  embargo  practicado 
legalmente  contra  un  tercero  titular  de  una  Caja  de  Seguridad  de 
un  Banco,  a  tiempo  que  depositario  por  otros  conceptos  y  cuentas 
corrientes,  comprenderá  no  solamente  éstas,  sino  todos  los  valores 
que  se  hallen  depositados  en  la  Caja  de  seguridad  a  su  nombre. 


Legislación  del  Timbre  aplicada  a  los  depósitos  y  Cajas 

de  alquiler 

(Ley  del  Timbre  de  19  de  octubre  de  1920,  modificada  por  la  de  26  de  julio  de  1922) 

Art.  182.    Se  reintegrarán  con  timbre  de  2  pesetas  clase  7a : 
1°    Los  inventarios  y  balances  que  se  formen  con  sujeción  al  Código 
de  Comercio  para  someter  a  La  Junta  General  de  accionistas  y  asociados. 


^  359  — 


22  Los  documentos  de  resguardo  que  se  dén  por"  depósito  de  Alhajas  y 
efectos  análogos  y  de  documentos  que  no  devenguen  interés  ni  den  lugar 
al  percibo  de  dividendo  mientras  están  extendidos  a  nombre  de  un  soto 
titular.  Si  son  varios  los  titulares,  el  timbre  se  multiplicará  por  trinco  poi| 
cada  uno  de  los  titulares  que  excedan  de  uno.  3a  Los  contratos  de  alquiler 
de  Cajas  otorgados  por  Bancos,  Sociedades  y  particulares  para  depósito  de 
alhajas,  numerario,  documentos  y  efectos  análogos. 

Art.  187.  Los  resguardos  de  depósito  en  metálico,  con  o  sin  interés,  que 
no  sean  de  cuenta  corriente,  y  los  de  títulos,  valores,  efectos  o  documentos 
que  devenguen  interés  o  den  lugar  al  percibo^  de  dividendos,  queldan  su- 
jetos ¡al  timbre  gradual,  cuya  base  será  el  valor  efectivo  de  los  títulos  que' 
se  coticen  en  Bolsa,  según  la  última  cotización  conocida,  y  el  nominal  de 
los  ¡demás,  rigiendo  para  el  timbre  las  siguientes  escalas,  según  se  consti- 
tuyan los  depósitos  por  una  sola  persona  o  por  varias,  indistintamente  : 

Depósitos  unipersonales  e  indistintos  de  valores  nominativos 

TIMBRE 

CUANTIA  DEL  DEPOSITO  =============================== 

Precio:  Pesetas 


Hasta    2.000    0,10 

Desde    2.000,01  hasta       5  000  ...  .  0,25 

Desde    5.000,01  hasta     10.000  ....  0,50 

Desde  10  000,01  hasta    100. 1 00  .  .  .  .  0,50  pesetas  por  cada  10.000  o  fracción 

Desde  100.000,01  hasta  1.000.000  .  ...  Se  aumentarán  dos  pesetas  por  cada 

100.000  o  fracción. 

Desde  1.000.000  en  adelante   25,00 


Depósitos  indistintos  no  comprendidos  en  la  escala  anterior 

TIMBRE 

,  ,  Constituidos       Constituidos  Constituidos  por 

CUANTIA  DEL  DEPOSITO  por  por  '  cuatro  o  mas 

dos  personas,     tres  personas.  personas. 

Pesetas.  Pesetas.  Pesetas. 


0,20 

0,30 

0,40 

0,50 

0,75 

1,00 

1,00 

1,50 

2,00 

Desde  10.000,01  hasta  100.000: 

Por  cada  10.000  pesetas  o  fracción.  ;  . 

2.00 

3,00 

4.00 

Por  cada  100  000  ídem  

10,00 

15.00 

20,00 

Desde  1  000.000  en  adelante  

150,00 

225,00 

300,00 

Para  el  pago  de  este  impuesto'  se  emplearán,  en  las  clases  de  0,10  y  0,25 
pesetas,  los  timbres  que  en  grupo  especial,  y  con  referencia  a  este  precepto, 
se- comprenden  en  el  artículo  12,  y  para  las  demás  clases  los  timbres  mó- 
viles establecidos  para  los  efectos  de  comercio,  inutilizándolos  como  se 
dispone  en  el  artículo  9o-  de  esta  ley. 

Vigésimoséptima.  El  artículo  188  se  ampliará  con  el  siguiente  párrafo : 
«Cuando  los  depósitos  a  que  se  refiere  el  artículo  anterior  se  hubieran 
constituido  a  favor  de  diferentes  personas  indistintamente,  la  devolución 
que  de  los  mismois  se  haga  a  uno  solo  o  Varios,  no  siendo  todos  de  loa 
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depositantes,  estará  igualmente  sujeta  al  reintegro  del  timbre  gradual  es- 
tablecido en  la  escala  del  artículo  22,  tomando  por  base  del  impuesto  la 
cuantía  de  lo  que  representen  los  otros  partícipes,  suponiendo  dividido 
el  depósito  en  partes  iguales  entre  todos  los  que  figuran  como  depositantes.» 

Disposiciones  fiscales  que  regulan  la  retirada  de  valores  deposita- 
dos en  los  Bancos  en  forma  indistinta,  o  de  los  objeto  de  endoso, 
tanto  por  parte  de  los  apoderados  de  los  titulares  como  por  parte 

de  sus  herederos 

(R.  D.  de  20  de  septiembre  de  1922) 

CAPÍTULO  III 
Presunción  de  propiedad  en  caso  de  endoso  de  valores 

Artículo  7q  Se  presumirá,  a  tenor  de  lo  establecido  en  la  regla  ter- 
cera del  artículo  72  de  la  ley,  quie  forman  parte  del  caudal  hereditario^ 
exclusivamente  a  los  efectos  de  la  liquidación  y  pago  del  impuesto  de 
Derechos  reales : 

1°  Los  valores  o  efectos  depositados  y  cuyos  resguardos  se  hubieran 
endosado,  si  con  anterioridad  al  fallecimiento  del  endosante  no  se  han  reti- 
rado aquéllos  o  no  se  ha  tomado  razón  del  endoso  en  los  libros  del  depo- 
sitario; y 

2q  Los  valores  nominativos  que  hubieran  sido  objeto  de  endoso,  si  la 
transferencia  no  se  ha  hecho  constar  en  los  libros  de  la  entidad  emisora 
con  anterioridad  también  al  fallecimiento  del  endosante. 

Arr.  82  No  tendrá  aplicación  lo  prevenido  en  el  artículo  anterior 
cuando  la  retirada  de  valores  o  efectos  o  la  toma  de  razón  del  endoso  no 
haya  podido  verificarse  con  anterioridad  al  fallecimiento  del  causante 
por  causas  independientes  de  la  voluntad  del  endosante  y  del  endosatario. 
La  justificación  de  estos  extremos  sólo  será  admisible  mediante  ¡prueba  do- 
cumental, cuya  apreciación  se  hará  discrecionalmente  por  la  Administración. 

Lo  dispuesto  en  este  capítulo  se  entenderá  sin  perjuicio  de  las  presuncio- 
nes de  propiedad  a  que  se  refieren  los  apartados  a)  y  b)  del  artículo  5* 

Tampoco  tendrá  lugar  la  presunción  establecida  en  el  precedente  artículo 
cuando  conste  de  un  modo  fehaciente  que  el  precio  o  equivalencia  del 
valor  de  los  bienes  o  efectos  transmitidos  se  ha  incorporado  al  patrimonio 
del  vendedor  o  cedente  y  figure  en  el  inventario  de  su  herencia  que  ha  dé 
ser  tenido  en  cuenta  para  la  liquidación  del  impuesto  de  Derechos  reales. 

Art.  92  Lo  prevenido  en  el  artículo  6Q  sobre  obligación  de  los  intere- 
sados de  incluir  en  el  inventario  determinados  bienes,  y  sobre  la  forma 
de  imputar  el  valor  de  los  mjismos  en  la  distribución  del  caudal  hereditario, 
será  de  aplicación  en  los  casos  a  que  se  contrae  el  artículo  72. 

El  endosatario,  si  fuere  persona  distinta  del  heredero,  será  considerado 
como  legatario. 
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CAPITULO  IV 
Depósitos  indistintos  y  demás  contratos  análogos 

Artículo  10.  Se  presumirá,  según  lo  dispuesto  en  la  regla  cuarta  del 
artículo  72  de  la  ley,  que  los  bienes  y  valores  de  todas  clases  entregados1 
la  particulares,  Asociaciones  o  Sociedades  en  depósito,  cuenta  corriente  o 
bajo  cualquier  otra  forma  de  contrato  civil  o  mercantil,  reconociendo  a  dos 
o  más  personas,  individual  e  indistintamente,  iguales  derechos  sobre  la 
totalidad  de  aquéllos,  pertenecen  en  propiedad  y  por  iguales  partes  a  cada 
uno  de  los  cotitulares,  salvo  prueba  en  contrario,  que  podrá  practicarse 
tanto  por  la  Administración  como  por  los  particulares,  y  resultante  parai 
estos  últimos  del  contrato  mismo  o  de  documento  fehaciente  adecuado  a  la 
naturaleza  de  los  bienes  y  anterior  a  la  fecha  de  abrirse  la  sucesión,  conY 
arreglo  a  lo  establecido-  en  el  párrafo  14  del  artículo  30  del  vigente  Re- 
glamento del  impuesto  de  Derechos  reales. 

Art1.  11.  Los  interesados  están  obligados  a  incluir  en  el  inventario 
de  los  bienes  relictos  para  el  solo  efecto  de  la  liquidación  y  pago  del  im- 
puesto de  Derechos  reales,  los  bienes  y  valores  que,  según  lo  establecido! 
en  el  artículo  anterior,  se  presume  que  pertenecen  en  propiedad  al  causante, 
indicando,  no1  sólo  la  relación  individual  de  dichos  bienes  y  valores,  sino! 
también  la  índole  de  la  operación  a  que  estuvieren  afectos  el  nombre  y  do- 
micilio de  la  persona  o  entidad  depositaría  y  los  de  los  cotitulares  de  la 
cuenta  o;  depósito  respectivo. 

Art.  12.  Los  interesados  en  sucesiones  hereditarias,  al  solicitar  la  liquida- 
ción provisional  o  definitiva  del  impuesto  de  Derechos  reales  deberán  pre- 
sentar, en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  art.  anterior,  juntamente  con 
las  escrituras  de  partición  o  descripción  de  los  bienes  hereditarios  o,  en. 
su  caso,  con  los  documentos  prevenidos  en  el  art.  107  del  Reglamento  de 
dicho  impuesto,  una  declaración  jurada  en  la  que,  por  su  honor,  afirmen 
que  el  causante  no  figuraba  en  operación  alguna  contratada  en  forma  in- 
distinta o  colectiva  con  relación  a  bienes  o  valores  diferentes  de  los  conv 
prendidos  en  el  inventario. 

Esta  declaración  deberá  ir  firmada  por  los  herederos  o  sus  legítimos 
representantes  o  por  quien  tenga  la  representación  legítima  de  la  herencia 
yacente  y  deberá  estar  concebida  en  estos  términos :  «Juramos  por  nuestro 

honor  y  bajo  nuestra  responsabilidad,  que  D        (el  causante)  no  figuraba 

en        de        de        (fecha  del  fallecimiento),  como  cotitular  en  operación 

alguna  contratada  en  forma  indistinta,  de  las  citadas  en  la  regla  cuarta, 
art.  7q  de  la  ley  dle  26  de  Julio  de  1922,  que  no  haya  sido  comprendidas 
en  el  inventario  de  su  herencia  que,  juntamente  con  esta  declaración,  se- 
presenta  a  la  liquidación  del  impuesto  de  Derechos  reales  y  transmisión 
de  bienes»,  fecha  y  firmas. 

Art.  13.  Las  oficinas  liquidadoras  practicarán  las  diligencias  de  inves* 
tigación  que  sean  procedentes,  y  si,  como  consecuencia  de  ellas  o  de  los> 
expedientes  de  denuncia  que,  en  su  caso,  se  tramiten,  resultare  compro- 
bado que  se  ha  faltado  a  la  verdad  en  las  declaraciones  juradas  prevenidas- 
en  el  artículo  anterior,  sin  perjuicio  de  imponer  las  responsabilidades  ad- 
ministrativas correspondientes,  darán  también  cuenta  al  Juzgado,  con  re- 
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misión  de  testimonio  de  los  particulares  oportunos,  para  la  persecución  y 
castigo  del  delito,  con  arreglo  al  Código  penal. 

Art.  14.  Para  la  comprobación  de  las  declaraciones  juradas  que  presenten 
los  interesados  y  para  aportar  los  datos  necesarios  a  los  expedientes  de 
investigación  o  a  los  de  denuncia  que  tramiten,  las  oficinas  liquidadoras 
y,  en  su  caso,  las  Abogacías  del  Estado,  deberán  dirigirse  a  los  Bancos, 
Asociaciones,  Sociedades  o  particulares,  reclamando  las  noticias  que  sean 
oportunas  acerca  de  la  existencia  de  operaciones  contratadas  en  forma  in- 
distinta por  el  causante  de  una  sucesión  y  del  saldo  que  en  ellas  resulta 
en  la  fecha  del  fallecimiento. 

Dichas  entidades  o  particulares  no  podrán  negarse  o  resistirse  por  causa 
ni  pretexto  alguno,  bajo  su  responsabilidad,  a  facilitar  los  datos  pedidos, 
dentro  del  plazo  que  la  misma  oficina  señale  al  reclamarlos,  que  no  deberá 
ser  mayor  de  quince  días  hábiles. 

Art.  15.  El  procedimiento  establecido  en  los  tres  artículos  anteriores 
podrá  ser  substituido,  cuando  el  Ministro  de  Hacienda  lo  estime  oportuno, 
por  la  creación,  en  la  Dirección  general  de  lo  Contencioso,  de  un  Registro 
central  de  cotitulares  de  cuentas,  operaciones  y  depósitos  indistintos,  a 
cuyo  efecto  podrán  reclamarse  noticias  de  la  constitución  o  cancelación 
de  dichas  cuentas,  depósitos  y  operaciones  desde  el  momento  en  que  una 
y  otra  se  verifiquen  y  con  independencia  de  la  fecha  del  fallecimiento 
de  alguno  o  algunos  de  los  cotitulares,  sin  perjuicio  de  las  que  podrá  exigir 
también,  una  vez  ocurrido  este  hecho. 

Art.  16.  El  importe  de  los  bienes  y  valores  que,  según  lo  prevenido 
en  el  art.  10,  se  presume  que  pertenecen  en  propiedad  al  causante,  for- 
mará parte,  a  los  efectos  de  la  liquidación  y  pago  del  impuesto  de  Dere- 
chos reales,  del  caudal  hereditario  propiamente  dicho,  imputándose  a  todos 
los  herederos  en  la  proporción  de  su  respectiva  participación  hereditaria. 

Art.  17.  A  los  efectos  establecidos  en  los  arts.  12,  13,  14  y  15,  y  para 
facilitar  la  comprobación  administrativa  a  que  se  contrae  el  25,  los  Bancos, 
Asociaciones,  Sociedades  o  particulares  llevarán  un  libro  especial,  con  las 
formalidades  prevenidas  en  el  Código  de  Comercio,  en  el  que  consten  los 
nombres,  apellidos,  vecindad  y  domicilio  de  los  cotitulares,  así  como  la  índole 
y  fecha  de  la  operación  de  que  se  trate  y  de  la  cancelación  de  la  misma. 

Eiste  libro  deberá  estar  siempre  a  disposición  de  los  liquidadores  del 
impuesto  para  comprobar  la  exactitud  de  las  declaraciones  formuladas  por 
la  persona  o  entidad  depositaría,  sin  perjuicio  de  las  demás  comprobaciones 
e  investigaciones  que  procedan. 

CAPÍTULO  V 
Disposiciones  comunes  a  los  Capítulos  III  y  IV 

Art.  18.  De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  la  regla  5a  del  art.  7e  de 
la  ley,  no  podrá  llevarse  a  efecto  por  los  interesados  la  retirada  de  la  parte 
de  bienes  o  valores  que,  según  la  presunción  establecida  en  el  art.  10,  co- 
rresponda al  cotitular  premuerto  o  la  de  bienes  o  valores  por  el  endosatario 
después  del  fallecimiento  del  titular,  sin  ponerlo  previamente  en  conocimien- 
to de  la  correspondiente  oficina  liquidadora  del  impuesto  de  Derechos 
reales,  a  fin  de  que  se  practique  la  liquidación  que  proceda. 
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En  los  resguardos  o  documentos  que  se  expidan  por  la  apertura  de  la 
cuenta,  constitución  del  depósito1  o  de  la  prenda,  o  en  justificación  del 
contrato  de  que  se  trate,  se  mencionarán  las  obligaciones  consignadas 
en  el  párrafo  anterior  y  la  responsabilidad  que,  por  incumplimiento  de  las! 
mismas,  se  contrae,  según  la  regla  5a  del  art.  7»  dé  la  ley  y  los  artículos! 
28  y  29  de  este  Decreto. 

Art.  19.  No  obstante  lo  prevenido  en  el  párrafo  primero  del  artículo 
anterior,  podrá  llevarse  a  efecto  la  retirada  de  valores  después  del  falleci- 
miento del  causante,  acudiendo1  los  interesados  a  la  Abogacía  del  Estado 
de  la  provincia  en  que  se  halle  constituido  eü  depósito  para  qUe,  mediante 
la  formación  de  un  sumarioi  expediente,  autorice  concretamente  la  retirada 
de  los  mismos,  fijando,  según  las  circunstancias  dé  cada  caso  y  de  modo* 
que  queden  totalmente  garantidos  los  intereses  del  Tesoro,  la  fianza  que 
deba  prestarse,  la  cual  habrá  de  consistir  bien  en  la  afección  expresa  da 
la  parte  que  se  señale  del  depósito,  haciéndolo  constar  en  los  libros  de  la 
persona  o  entidad  depositaría  y  en  el  resguardo  del  mismo  depósito,  bien 
en  la  previa  constitución  en  la  Caja  de  Depósitos  o  en  un  Banco  inscrito, 
en  la  Comisaría  de  la  Banca  privada,  de  otro  depósito  distinto  en  la  cuantía1 
que  también  se  precise. 

CAPÍTULO  VI 
De  la  retirada  de  valores  por  apoderados 

Art.  20.  Los  Bancos,  Asociaciones,  Sociedades  o  particulares  deposita- 
rios de  bienes  o  valores  en  virtud  de  contratos  que  no  sean  de  los  com- 
prendidos en  el  artículo  10,  tendrán  las  mismas  obligaciones  consignadas; 
en  los  la'rts.  14,  15  y  17,  para  los  casos  de  los  depósitos  ú  otros:  contratos 
indistintos,  siempre  que  los  depositantes  hayan  conferido  poder  a  un  tercero 
para  la  retirada  de  los  bienes  oi  valores,  salvo  lo  dispuesto  en  el  artículo 
siguiente. 

Lo  prevenido  en  el  precedente  párrafo  no  supone  presunción  de  copropie- 
dad entre  el  poderdante  y  el  apoderado. 

El  Registro  central  de  ootitulares  a  que  se  refiere  el  art.  15,  si  llegare 
a  implantarse,  se  complementará  con  un  Registro  de  los  apoderamientos  a 
jme  se  contrae  este  artículo: 

Art.  21.  Se  exceptúan  de  lo  dispuesto'  en  el  párrafo  primero  del  artículo 
anterior,  los  poderes  o  autorizaciones  en  que  la  facultad  de  retirar  los  bienes 
o  valores  se  limite  a  un  día  único  y  determinado.  El  poder  deberá  otorgarse 
en  escritura  pública,  y  si  lo  fuese  en  documento  privado,  sólo  será  válido,  a 
este  efecto,  cuando  el  poderdante  haya  escrito  de  su  puño  y  letra  la  firma} 
y  las  fechas  del  otorgamiento  y  del  día  en  que  debe  hacerse  uso  de  la 
facultad  de  retirar  los  bienes  o  valores. 

En  todos  los  casos,  incluso  los  comprendidos  en  el  párrafo  anterior  de 
este  artículo,  la  retirada  de  los  bienes  o  valores  sólo  podrá  llevarse  a  efecto; 
en  vida  del  poderdante,  bajo  la  responsabilidad  del  apoderado. 

Art.  22.  Las  oficinas  liquidadoras  cumplirán,  en  los  casos  a  que  se 
contrae  este  capítulo,  las  mismas  obligaciones  especificadas  en  el  cuarto 
respecto  a  los  depósitos  y  a  los  contratos  indistintos. 

Art.  23.    El  importe  de  los  bienes  o  valores  retirados  en  virtud  de  poder 
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o  autorización,  con  posterioridad  al  fallecimiento  del  poderdante,  se  adicio- 
nará al  caudal  líquido  hereditario  propiamente  dicho ;  y,  en  consecuencia, 
los  interesados  están  obligados  a  incluir  dichos  bienes  en  el  inventario  de 
los  relictos  sin  que  ello  les  releve  de  las  responsabilidades  en  que,  como 
consecuencia  de  haberlos  retirado  fuera  de  las  condiciones  legales,  hayan 
podido  incurrir,  en  su  caso.  La  imputación  se  hará  en  la  forma  que  de- 
termina el  art.  16. 

CAPÍTULO  VII 
Disposiciones  generales  aplicables  a  los  Capítulos  II,  III,  IV  y  V 

Art.  24.  Los  Bancos,  Asociaciones,  Sociedades  o  particulares,  así  como 
los  funcionarios  del  Estado  o  del  Municipio,  tendrán  la  obligación  de  fa- 
cilitar a  la  Administración,  dentro  del  plazo  de  quince  días,  a  contar 
desde  el  requirimiento  que  al  efecto  se  les  haga,  notificándoles  el  falleci- 
miento de  la  persona  de  que  se  trate,  cuantos  datos  y  noticias  les  pida 
acerca  del  metálico,  valores,  efectos  y  bienes  de  todas  clases  que,  cons- 
tituidos en  cuenta  o  depósito  o  bajo  cualquier  otro  concepto,  figuren  a 
nombre  de  dicha  persona,  ya  individualmente,  ya  colectiva  o  indistinta- 
mente con  otras  personas. 

Esta  obligación  será  extensiva  a  los  bienes  a  que  se  contraen  los  apar- 
tados a)  y  b)  del  artículo  5o,  y,  en  todo  caso,  a  los  retirados  ipor  ej 
endosatario  o  apoderado  con  posterioridad  al  fallecimiento  del  causante. 

Art.  25.  La  Administración,  siempre  que  lo  estime  conveniente,  podrá 
comprobar  los  datos  y  noticias  que  se  le  faciliten,  en  cumplimiento  de  lo 
prevenido  en  los  arts.  14,  15  y  24,  con  los  libros  y  documentos  de  la 
entidad  correspondiente. 

Este  derecho  no  podrá  ejercitarse  salvo  lo  dispuesto  en  el  último  párrafo 
del  art.  17,  sin  previa  autorización  de  la  Dirección  general  de  lo  Conten- 
cioso para  cada  caso  particular. 

Al  efecto,  el  liquidador  que  estime  necesaria  la  práctica  de  la  expresada 
comprobación,  lo  pondrá  en  conocimiento  de  dicho  Centro,  directamente 
si  se  trata  de  una  Abogacía  del  Estado  o  por  conducto  de  ésta  si  de  un 
liquidador  de  partido,  exponiendo  detalladamente  las  razones  que,  a  su 
juicio,  justifiquen  tal  medida. 

La  Dirección  general  de  lo  Contencioso  resolverá,  en  el  plazo  máximo 
de  quince  días,  sobre  la  petición  formulada.  Si  la  resolución  fuere  con- 
forme con  ésta,  la  misma  Dirección  designará  el  funcionario  que  haya  de 
practicar  el  reconocimiento  de  los  libros  y  documentos,  o  bien  autorizará 
al  Delegado  de  Hacienda  respectivo  para  que  haga  dicha  designación, 
en  cuyo  caso  habrá  de  recaer  ésta  en  persona  perita  en  contabilidad. 

Transcurridos  los  citados  quince  días  sin  que  la  Dirección  general  re- 
suelva acerca  del  particular,  se  entenderá  denegada  la  autorización  pedida, 
y,  tanto  en  este  caso  como  en  el  de  que  expresamente  se  niegue  aquélla, 
el  reconocimiento  de  los  libros  y  documentos  no  podrá  llevarse  a  efecto. 

Art.  26.  En  el  caso  en  que  los  Bancos,  Asociaciones,  Sociedades  o  par- 
ticulares, en  la  visita  que  a  los  efectos  prevenidos  en  el  artículo  anterior 
se  les  gire,  no  presenten  los  libros  y  documentos  necesarios  para  la  com- 
probación administrativa  de  sus  declaraciones  u  ofrezcan  cualquier  género 
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de  (resistencia  que  dificulte  o  imposibilite  aquélla,  el  funcionario  encargado, 
de  la  visita  extenderá  acta  por  duplicado,  haciéndolo  constar  así,  y  se 
dirigirá,  con  remisión  de  uno  de  los  ejemplares,  a  la  Abogacía  del  Estado 
o  a  la  Oficina  liquidadora  correspondiente,  para  que  solicite  del  Juzgado, 
con  expresión  determinada  y  concreta  de  los  hechos  sobre  los  que  la  com- 
probación administrativa  haya  de  versar,  el  auxilio  correspondiente,  que 
deberá  serle  prestado  a  tenor  de  lo  dispuesto  en  la  regla  -la  del  art.  7a 
de  la  ley. 

Art.  27.  Los  preceptos  que  en  este  capítulo  se  contienen,  así  como 
los  que  forman  parte  de  los  capítulos  IV,  V  y  VI,  son  de  aplicación  en 
todo  el  territorio  español.  En  su  consecuencia,  los  Bancos,  Asociaciones, 
Sociedades  O'  particulares  de  las  Provincias  Vascongadas  y  Navarra  cum- 
plirán con  las  'obligaciones  señaladas  en  aquéllos,  remitiendo  los  datos 
correspondientes  a  las  Abogacías  del  Estado  respectivas,  a  las  cuales  será 
también  de  aplicación  lo  prevenido*  en  los  referidos  capítulos  respecto  de 
las  Oficinas  liquidadoras. 

CAPÍTULO  VIII 
Sanciones  administrativas  y  penales 

Art.  28.  La  retirada  de  la  parte  de  bienes  o  valores  que,  según  la  pre- 
sunción establecida  en  el  art.  10,  corresponda  al  cotitular  premuerto,  o 
la  de  los  bienes  o  Valores  por  el  mandatario  o  endosatario  después  del  fa- 
llecimiento del  titular,  sin  el  previo  cumplimiento  de  los  requisitos  prevenidos, 
en  los  arts.  18  y  19,  se  castigará  con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  el  número  la 
de  la  regla  5a  del  art.  7 2  de  la  ley,  con  la  multa  de  1.000  a  10.000 
pesetas,  sin  perjuicio  de  las  demás  responsabilidades  establecidas  por  la 
ley  y  Reglamento  del  impuesto  de  Derechos  reales  y  de  la  responsabilidad 
definida  en  el    Código  penal. 

La  referida  multa  de  1.000  a  10.000  pesetas  se  regulará  atendiendo  a  las 
circunstancias  que  en  cada  caso  concurran,  y  se  impondrá  por  los  Dele- 
gados de  Hacienda,  a  propuesta  de  las  Abogacías  del  Estado,  bien  directa- 
mente, cuando  se  trate  de  documentos  que  hayan  de  liquidarse  en  las 
mismas,  o  previa  la  propuesta  del  liquidador  respectivo,  cuando  aquéllos 
se  hubieren  presentado  en  Oficinas  de  partido. 

Las  responsabilidades  establecidas  por  la  ley  y  Reglamento  del  citado 
impuesto  se  exigirán  en  los  casos,  forma  y  cuantía  que  sus  preceptos  de- 
terminan. 

En  cuanto  a  las  responsabilidades  de  índole  penal,  las  Abogacías  del 
Estado,  por  $í  o  a  propuesta  de  las  Oficinas  liquidadoras,  instarán  el 
procedimiento  judicial  correspondiente  con  sujeción  a  las  disposiciones  del 
Reglamento  orgánico  del  Cuerpo. 

Las  responsabilidades  pecuniarias  señaladas  en  los  párrafos  anteriores 
serán  exigibles  solidariamente  de  las  personas  que  hayan  realizado  la  ope- 
ración y  de  aquéllas  en  cuyo  provecho  se  hiciera  la  retirada  de  los  valores, 
oien  sean  el  cotitular  o  endosatario  los  herederos  del  titular  fallecido'  o 
cualquiera  otra  que  directamente  interviniera  en  la  operación. 

Art.  29.  La  negativa  o  resistencia  de  los  particulares,  Asociaciones  o 
Sociedades  a  facilitar  los  datos,  a  autorizar  las  comprobaciones  acordadas 
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por  la  autoridad  judicial  o  a  llevar  los  libros  a  que  se  refieren  los  arts.  17 
y  20  de  este  Decreto,  se  castigará,  según  lo  dispuesto  en  el  núm.  2»  de 
la  regla  5*  del  artículo  7»  de  la  ley,  con  multa  de  1.000  a  10.000  pesetas, 
sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  penal  en  que  hubieran  incurrido. 

La  referida  multa  se  impondrá,  atendiendo  a  las  circunstancias  que 
en  cada  caso  concurran,  por  la  Dirección  general  de  lo  Contencioso,  a 
propuesta  de  la  Abogacía  del  Estado,  y  previo  informe  de  la  Oficina 
liquidadora  correspondiente. 

En  cuanto  a  las  responsabilidades  de  índole  penal,  las  Abogacías  del 
Estado,  por  sí  o  a  propuesta  de  las  Oficinas  liquidadoras,  instarán,  en 
su  caso,  el  procedimiento  judicial  correspondiente,  con  arreglo  a  los  pre- 
cedentes de  su  Reglamento  orgánico. 

Impuesto  sobre  las  Cajas  de  Seguridad  en  poder  de 
segunda  persona 

(Artículo  3  °  de  la  Ley  de  26  de  julio  de  1922) 

Se  establece  un  impuesto  sobre  el  uso  de  cajas  de  seguridad  en  poder 
de  segunda  persona  con  arreglo  a  las  siguientes  bases : 

Primera.  Quedan  sujetas  a  este  impuesto  las  llamadas  cajas  de  segu- 
ridad, cofres  fuertes  u  otros  análogos,  cuyo  uso  sea  pedido  por  una  per- 
sona para  que  otra  pueda  depositar  en  él,  bajo  llave,  los  objetos  de  su 
pertenencia  que  estime  conveniente. 

Segunda.  El  impuesto  será  trimestral  y  se  exigirá  conforme  a  la  ta- 
rifa adjunta.  El  usufructuario  de  la  caja  es  la  persona  sujeta  al  impuesto. 

Tercera.  En  los  casos  de  apoderamiento  o  autorización,  el  apoderado 
o  autorizado  para  abrir  la  caja  se  considerará  como  un  nuevo  titular, 
excepto  cuando  el  poder  o  autorización  se  contraiga  a  un  día  determinado 
en  que  haya  de  utilizarse,  y  siempre  en  vida  del  poderdante,  quien  para 
serlo  con  validez  a  este  objeto  necesitará  la  intervención  de  quien  tenga 
la  fe  pública,  o  habrá  de  consignar  con  su  propia  mano  las  fechas  y 
la  firma. 

Ouerta.  El  impuesto  se  devenga  por  trimestres,  al  momento  de  cons- 
tituirse el  contrato,  y  subsistirá  mientras  éste  esté  en  vigor.  Los  arren- 
datarios de  cajas  de  seguridad,  cualquiera  que  sea  el  título  del  arrenda- 
miento, quedan  obligados  a  cobrar  a  los  arrendatarios,  por  cuenta  de  la 
Hacienda,  el  importe  adelantado  de  la  cuota  trimestral  del  impuesto,  lo 
mismo  al  otorgar  el  arrendamiento  que  a  su  renovación  periódica,  siendo 
solidariamente  responsables  con  el  contribuyente  de  las  cuotas  correspon- 
dientes. Por  el  servicio  de  recaudación  podrán  retener  el  5  por  100  de 
las  sumas  devengadas,  y  el  resto  lo  ingresarán  en  las  cajas  del  Tesoro 
en  el  trimestre  siguiente  al  en  que  haya  teñido  lugar  la  percepción,  me- 
diante relaciones  nominativas,  con  los  requisitos  que  el  Reglamento  es- 
tablezca. 

Quinta.  Los  establecimientos  donde  hubiere  cajas  de  seguridad  para 
uso  de  otras  personas  darán  conocimiento  a  la  Administración  del  número 
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de  cajas  que  tienen,  en  disponibilidad,  de  las  dimensiones  de  cada  una 
y  de  las  condiciones  y  precio  en  que  las  ceden  o  arriendan. 

Sexta.  En  las  cajas  a  nombre  de  un  solo  titular,  al  fallecer  éste,  la 
Administración  podrá,  en  cada  caso-  especial,  exigir  del  establecimiento 
que  no  pueda  precederse  a  la  apertura  de  aquéllas  sin  hacer  inventario 
ante  Notario  de  los  valores,  billetes  o  metálico'  que  contengan,  extendién- 
dose acta  por  duplicado,  uno  de  cuyos  ejemplares  se  remitirá  a  la  Ad- 
ministración de  Contribuciones  de  la  provincia  donde  radique  la  caja. 
Igual  inventario  podrá  exigirse  a  la  apertura  de  la  caja  cuando,  siendo 
varios  los  titulares,  constase,  a  éstos  o  al  arrendador  de  la  caja  el  fa- 
llecimiento de  uno  de  ellos.  En  el  inventario  se  exceptuarán  de  la  investi- 
gación los  paquetes  cerrados  y  lacrados,  con  intervención  notarial,  y  en  que 
el  Notario  certifique  que  no  contienen  metálico  ni  valores  de  ninguna  clase. 

Séptima.  A  los  efectos  fiscales,  se  entenderá  que  los  titulares  de  la 
caja  son  los  propietarios  de  los  valores,  billetes  o  metálico  existentes1, 
en  la  misma,  que  se  estimarán  divididos  en  tantas  porciones  iguales  cuantosi 
sean  dichos  titulares,  salvo  prueba  documental  en  contrario.  Se  exceptúan  de 
tal  prevención  las  cajas  a  cargo  de  Agentes  de  Bolsa  o  Corredores  de  Co- 
mercio y  Sociedades  legalmente  constituidas  y  sometidas  a  las  prevenciones 
que  establezca  en  cada  caso  la  Administración. 

Octava.  Las  defraudaciones  que  se  cometieren  por  infracción  de  lo  pre- 
venido en  esta  ley,  se  corregirán  con  una  multa  del  triplo  al  quíntuplo  de 
la  cantidad  defraudada,  siendo  solidariamente  responsable  de  ellas  los  arren- 
dadores y  los  arrendatarios,  cuando  no  hubiera  para  unos  u  otros  un 
motivo  personal  de  exculpación.  Las  faltas  reglamentarias,  cuando  no  dieren 
lugar  a  fraude,  se  corregirán  con  multas  de  50  a  500  pesetas. 

Novena.  Los  arrendadores  de  cajas  de  seguridad  serán  responsables  di- 
rectamente del  impuesto  debido  por  los  contribuyentes,  y  subsidiariamente 
de  las  multas  en  que  éstos  incurrieren  cuando  por  parte  de  aquéllos  hubiera 
habido  acción  u  omisión  contraria  a  las  prescripciones  de  esta  Ley  o  de  su 
Reglamento. 

Tarifa:  Un  titular,  10  céntimos  de  peseta  por  decímetro  cúbico.  Dos 
titulares,  dos  pesetas  ídem  id.  Tres  titulares,  cuatro  pesetas  ídem  id.  (Ar- 
tículo 8  de  la  ley  de  26  de  Julio  1922). 

Real  Decreto  de  25  de  septiembre  de  1922 

Aplicación  del  nuevo  impuesto  sobre  cajas  de  seguridad : 
i    Art.  1q    Se  aprueba  la  adjunta  instrucción  para  la  administración  y 
cobranza  del  impuesto  sobre  el  uso  de  cajas  de  seguridad,  que  empezará  a 
regir  el  primero  de  Octubre  próximo. 

Instrucción  para  la  administración  y  cobranza  del  impuesto  sobre  uso  de 
cajas   de   seguridad : 

Art.  lo  El  impuesto  sobre  el  uso  de  cajas  de  seguridad  establecido  por 
el  artículo  octavo  de  la  ley  de  reforma  tributaria  de  26  de  julio  de  1922, 
será  exigible  a  partir  del  tercer  trimestre  del  corriente  año  económico, 
o  sea  desde  primero  de  octubre  próximo. 

Art.  22  Todo  contrato  que  desde  dicho  día  se  mantenga,  otorgare  o 
renovare,  queda  sujeto  al   devengo   del  impuesto  conforme  a  la  cuota 
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anual  señalada  en  la  tarifa  divisible  sólo  por  trimestres  completos  del  año 

económico. 

La  cuota  trimestral  se  considera  por  consiguiente  irreductible  y  se  de- 
vengará por  entero,  aunque  la  existencia  del  contrato  alcance  un  solo  día 
del  trimestre. 

Art.  3a  Toda  prórroga  de  un  contrato  de  uso  o  alquiler  de  cajas  de 
seguridad  estará  sujeta  al  impuesto. 

Art.  4o  Los  establecimientos  de  particulares  o  sociedades  que  posean 
cajas  de  seguridad  para  uso — sea  oneroso  o  gratuito — de  otra  persona, 
deberán  dar  cuenta  antes  del  16  de  Octubre  próximo  a  la  administración 
de  contribuciones  de  la  provincia  donde  radique,  de  todas  las  cajas  que 
tengan  instaladas  y  su  número  y  cubicaciones,  estén  arrendadas  o  no,  o  sea 
de  todas  las  que  comprende  el  local  del  establecimiento.  Cuando  aumentare 
o  disminuyere  el  número  de  cajas  instaladas  y  declaradas  deberá  igual- 
mente remitir  a  la  administración  la  correspondiente  relación  de  altas  y 
bajas.  El  plazo  para  cumplir  con  tales  obligaciones  vencerá  a  los  diez 
días  de  hecha  la  instalación  y  antes  de  comenzar  el  alquiler  de  las 
nuevas  instalaciones  y  en  igual  tiempo  para  las  bajas. 

Art.  5a  Los  mismos  establecimientos  deberán  declarar  ante  la  adminis- 
tración de  Contribuciones  de  la  provincia  respectiva  los  contratos  de  uso 
de  cajas  que  tuvieran  al  empezar  a  regir  del  impuesto.  También  deberán 
dar  parte  de  alta  o  baja  de  los  contratos  que  hubiesen  celebrado  o 
cancelado. 

Art.  6a  Dichos  establecimientos  presentarán  en  las  administraciones  de 
Contribuciones  respectivas  y  en  la  primera  quincena  de  cada  trimestre  una 
declaración  jurada  de  las  cantidades  en  suma  que  habrá  debido  liquidar  y 
exigir  por  razón  de  los  contratos  o  cesiones  de  cajas  de  seguridad  que  tenían 
subsistentes  en  el  trimestre  anterior,  tomando  los  datos  de  su  contabilidad 
mercantil,  acompañando  al  propio  tiempo  el  ingreso  de  las  cantidades 
liquidadas  o  debidas  liquidar  en  el  trimestre  de  referencia,  con  una  re- 
lación numérica  nominal  de  las  cantidades  parciales  que  integran  la  de- 
claración. El  ingreso  s  erá  admitido  en  el  acto  en  concepto  de  provisional. 

La  Hacienda  podrá  comprobar  por  uno  de  sus  funcionarios  dicha  rela- 
ción en  la  contabilidad  de  la  entidad  recaudadora. 

Art.  7a  Las  declaraciones  son  obligatorias  aun  cuando  en  el  tri- 
mestre no  se  hubiera  celebrado  contrato  o  cesión  o  devengado  cuota. 
En  tales   casos   la   declaración  correspondiente  será  «negativa». 

Art.  8°  Los  establecimientos  deben  presentar  las  declaraciones  y  re- 
laciones por  duplicado,  exigiendo  que  la  administración,  previo  cotejo 
de  ambos  ejemplares,  les  devuelva  uno  de  ellos  para  su  garantía,  fechado, 
firmado  y  sellado  con  el  sello  de  la  oficina. 

Art.  9a  La  publicación  se  hará  a  la  base  de  las  medidas  que  se  ob- 
tengan de  las  paredes  interiores  fijadas,  o  sea  de  construcción  de  depar- 
tamento individual  numerado. 

Art.  10.  Fallecido  el  titular  de  una  caja,  el  establecimiento  respec- 
tivo deberá  dar  cuenta  de  ello  a  la  administración  de  Contribuciones  de 
la  provincia  tan  pronto  llegue  la  defunción  o  su  noticia,  para  que  aquélla 
en  término  de  ocho  días,  pueda  hacer  uso  del  derecho  que  le  otorga  la 
base  sexta  de  la  ley,  para  exigir  que  no  se  proceda  a  la  apertura  de  la 
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caja  sin  la  formación  de  inventario  absteniéndose  mientras  tanto  el  esta- 
blecimiento de  autorizar  la  apertura  de  la  caja.  Si  la  administración 
dejase  de  transcurrir  los  ocho  días  sin  contestar,  se  podrá  proceder 
libremente  a  dicha  apertura  del  aviso  de  los  fallecimientos  indicados  po- 
drá pedirse  y  deberá  darse  recibo.  Caso  de  haber  lugar  a  la  apertura 
de  la  caja  con  inventario  se  procederá  en  la  forma  que  expresa  la  base 
sexta  de  la  ley.  El  inventario  deberá  formarse  dentro  de  los  plazos  se- 
ñalados para  la  liquidación  de  los  actos  «mortis  causa»  en  el  impuesto 
de  derechos  reales  y  se  comunicará  a  la  administración  de  Contribu- 
ciones en  el  término  de  quince  días. 

Art.  11.  Los  mismos  establecimientos  quedan  también  obligados  a  par- 
ticipar trimestralmente  a  la  administración  de  Contribuciones  el  número 
clase  y  duración  de  las  Cajas  que  tengan  cedidas  a  agentes  de  Bolsa,  co- 
rredores de  Comercio  y  Sociedades  legalmente  constituidas.  En  estos  casos, 
al  fallecer  el  titular  o  disolverse  la  Sociedad  se  procederá  siempre  a  inven- 
tariar circunstanciadamente  los  bienes  o  efectos  relictos  em  la  caja,  expre- 
sando las  personas  a  quienes  pertenezcan  o  puedan  pertenecer  los  valores 
depositados  en  ella,  según  las  anotaciones  respectivas  de  los  libros  del  ti- 
tular cesado.  Cuando  de  los  libros  no  resultare  justificada  la  propiedad  a 
favor  de  otra  persona,  se  entenderá  que  los  bienes  o  efectos  existentes5 
en  la  caja  corresponden  al  caudal  del  titular  o  causante,  salvo  siempre 
prueba  documental  en  contrario. 

Art.  12.  Las  multas  a  que  se  refiere  la  base  octava  de  la  ley  se  impon- 
drán por  el  delegado  de  Hacienda  graduando  las  circunstancias ;  las  que 
no  puedan  hacerse  efectivas  de  los  incursos  directamente  en  ellas  lo  serán 
en  los  responsables  o  solidarios  o  subsidiarios  con  arreglo  a  la  misma  ley. 
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CAPÍTULO  XVII 


Tributación  a  que  está  sujeto  el  negocio  bancario 

A)  .  Banqueros  particulares.)—  Antecedentes  del  actual  sistema.  —  Legislación  actual. —Ley  de  22  de 

septiembre  de  1922. 

B)  .  Sociedades  Bancarias  españolas.  —  Utilidades  procedentes  del  trabajo  juntamente  con  el  capitfü. 

C)  Sociedades  Bancarias  extranjeras.  —  Cuota  imponible  a  los  Bancos  extranjeros  establecidos  en 
España. 

Tributación  a  que  C6tán  sujetos  los  sueldos,  etc.  de  los  empleados  de  Banca. 

A)   Banqueros  particulares.  Antecedentes  del  actual  sistema. 

— Los  banqueros  privados  considerados  como  comerciantes  particu- 
lares, dedicados  principalmente  a  operaciones  de  giro,  cambio,  des- 
cuento, apertura  de  créditos,  cuentas  corrientes,  compras  y  ventas, 
descuento  de  efectos  públicos  y  otras  operaciones  análogas,  tributa- 
ban por  razón  de  la  tarifa  2a  A.  37,  aprobada  por  R.  D.  de  21  de 
playo  de  1896,  revisada  por  R.  D.  de  2  de  agosto  de  .1900,  y  modi- 
ficada por  diversas  Reales  órdenes,  ninguna  de  las  cuales  interesa 
a  la  materia  que  nos  ocupa. 

Dicha  tarifa  obligaba  a  pagar  la  cuota  superior  a  los  banqueros 
que  ejercían  en  las  poblaciones  no  expresadas  nominalmente  er>  la 
tarifa,  que  reunieran  las  condiciones  de  puerto  con  Aduana  de  Ia 
(o  2a  clase,  o  sea  puntos  en  cuyo  término  municipal  bifurquen, 
arranquen  o  empalmen  líneas  férreas  con  estación. 

Los  comerciantes  banqueros  de  dicho  epígrafe,  estaban  faculta- 
dos para  realizar  operaciones  de  préstamo  con  garantía  de  valores 
del  Estado  y  mercantiles,  entendiéndose  por  tales  los  títulos  de  la 
Deuda  y  las  acciones  y  obligaciones  de  Sociedades  mercantiles  que 
cotizan  en  la  Bolsa  de  Comercio. 

Estos  industriales  podrán  efectuar  toda  clase  de  operaciones  ban- 
carias con  la  garantía  de  conocimientos,  cartas  de  porte  y  demás 
efectos  representativos  de  mercancías  y  con  la  consiguiente  de  estas, 
de  las  cuales  podían  disponer  en  su  caso,  conforme  a  los  respectivos 
contratos. 

El  importe  de  la  contribución  asignada  a  estos  Banqueros  pri- 
vados, fué  gravada  con  dos  décimos,  por  la  ley  de  28  de  junio  de 
1898.  La  de  Presupuestos  de  29  de  diciembre  de  1910  la  volvió  a  re- 
cargar en  dos  décimos  más,  y  la  de  29  de  abril  de  1920,  dispuso 
que  las  cuotas  vigentes  con  excepción  de  los  epígrafes  136  de  la 


tarifa  2a  y  178  de  la  3S,  se  recargasen  a  partir  de  iQ  de  abril  de 
1920,  en  un  50  por  ciento. 

Por  sobre  de  todo  ello,  la  cuota  del  Tesoro,  venía  recargada  con 
un  32  0/0  en  las  capitales  de  provincia  y  poblaciones  de  más  de  30.000 
habitantes  y  en  un  13  °/o  en  las  demás  poblaciones.  La  ley  de  supre- 
sión del  impuesto  de  consumos  (12  junio  191 1),  reconoció  a  los 
¡Ayuntamientos  ¡de  las  poblaciones  que  noi  fuesen  capitales  de  pro*- 
vincia,  la  facultad  de  recargar  hasta  el  32  0/0  la  contribución  indus- 
trial (art.  32),  y  asimismo  concedía  a  los  municipios  en  que  fuera 
suprimido  el  impuesto,  una  participación  del  20  por  100  de  los  in- 
gresos del  Estado  por  cuota  de  la  contribución  inndustrial. 

Legislación  actual 

Ley  de  22  de  septiembre  de  1922  (Tarifa  2.a,  párrafo  2.°,  apartado  C) 

Tributarán  los  banqueros  particulares  a  través  de  las  disposiciones  del 
apartado  C  del  párrafo  2s  de  la  tarifa  2a  que  dice  así: 

C)  A  razón  del  tipo  correspondiente  de  la  siguiente  escala  los  benefi- 
cios obtenidos  por  los  comerciantes  e  industriales  individuales  que  se  ha- 
llen en  alguno  de  los  siguientes  casos,  cuando  aquéllos  provengan  del  ejer- 
cicio de  profesión,  arte  o  industria,  gravados  en  la  contribución  industrial 
y  de  comercio,  en  cuanto  dichos  beneficios  no  fueren  capitalizados  en  el 
mismo  negocio  o  en  otros  análogos  del  titular  sujetos  también  a  aquella 
imposi  ción : 

a)  Cuando  el  capital  empleado  en  el  negocio  exceda  de  100.000  pesetas. 

b)  Cuando  la  cuota  anual  del  Tesoro  por  la  contribución  industrial  y 
de  comercio  exceda  de  1.500  pesetas. 

c)  Cuando  el  volumen  global  de  ventas  exceda  de  250.000  pesetas. 

d)  Cuando  el  número  medio  de  obreros  empleados  en  los  negocios  que 
determina  la  imposición  exceda  de  50.  No  se  computarán  nunca  a  este 
efecto  los  trabajadores  a  domicilio.  Cada  dos  personas  cuyo  trabajo  esté 
sometido  a  restricciones  por  razón  de  edad  o  sexo,  a  tenor  de  la  legislación 
protectora  de  los  trabajadores,  se  contarán  por  una.  En  las  industrias  de 
trabajo  discontinuo  o  por  campañas  se  computará  la  duración  de  éstas  y  el 
número  de  obreros,  a  los  efectos  de  determinar  la  base  de  imposición  por 
este  aspecto.  Este  apartado  no  será  nunca  aplicable  a  los  contratistas  de 
obras. 

e)  Cuando  el  contribuyente,  ejerciera  la  profesión  de  banquero.  Las  estima- 
ciones de  las  tarifas  a  que  se  refieren  los  apartados  a)  y  c)  serán  referidas; 
siempre  al  primer  día  del  período  de  la  imposición.  La  del  apartado  c  a 
los  doce  meses  anteriores  a  esa  fecha.  En  los  casos  de  agremiación  se  com- 
putará siempre  la  cuota  gremial. 
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BASE  DE  IMPOSICIÓN 


Excediendo 

Sin  pasar 

Tipo  de 

Grados 

de 

de 

imposición 

pesetas 

pesetas 

por  100 

1 

5.000 

6.000 

0,33 

2 

6.000 

7.000 

0,55 

3 

7.000 

8.000 

0,77 

4 

8  000 

9.000 

0,99 

5 

9.000 

10.000 

1,21 

0 

10.000 

12  000 

1,54 

7 

12.090 

14  000 

1,87 

8 

14  000 

17.000 

2.31 

9 

17.000 

20.000 

2,75 

10 

20.000 

25  000 

3,30 

11 

25  000 

30  000 

3,85 

12 

.-JO.  000 

35.000 

4,29 

13 

35.000 

40.000 

4,73 

14 

40.000 

45  000 

5,17 

i  k 

10 

40  UUU 

0U  UUU 

o,ou 

16 

50.000 

60.000 

6,16 

17 

60.000 

70  000 

6,71 

18 

70  000 

80.000 

7,15 

19 

80.000 

90.000 

7,92 

20 

100.000 

120.000 

8,58 

21 

120.000 

150.000 

9,24 

22 

150  000 

200  000 

9,90 

23 

200  000 

11,00 

Estarán  exentos  los  beneficios  que  no 
excedan  de  5.000  pesetas. 


En  las  liquidaciones  por  este  epígrafe  deberán  observarse  las  reglas  si- 
guientes : 

Primera.  Se  considerarán  capitalizados  los  beneficios  aplicados  a  la  ad- 
quisición de  terrenos,  edificios,  máquinas  e  instalaciones,  provisión  de  ma- 
terias primeras  y  auxiliares,  acopios  de  almacén  y  al  aumento  de  disponi- 
bilidades en  dinero,  en  cuanto*  sea  requerido  por  la  explotación  regular  del 
negocio.  Estas  sumas  se  llevarán  a  una  reserva  especial  del  pasivo.  Toda 
liberación  ulterior  de  un  caudal  invertido  en  las  condiciones  precedentes, 
ya  sea  por  enajenación,  ya  por  separación  del  negocio,  y  que  no  fuera  in- 
vertido nuevamente  en  las  mismas  condiciones,  se  reputará  como  beneficio, 
a  los  efectos  de  la  imposición,  en  cuanto  su  importe  no  exceda  del  que 
tuviere  en  aquel  momento  la  reserva  especial.  La  decisión  de  las  cuestiones 
de  hecho  que  se  susciten  sobre  la  capitalización  de  beneficios  y  la  libera- 
ción de  inversiones  compete  a  los  Jurados  de  estimación,  y  en  su  caso,  al 
Jurado  de  Utilidades. 

Segunda.  La  cuenta  y  razón  de  los  negocios  comprendidos  en  este  epí- 
grafe deberá  llevarse  con  absoluta  independencia  de  los  demás  ingresos, 
rentas,  gastos  e  inversiones  del  titular.  Para  la  determinación  de  la  base 
no  se  computarán  nunca  como  gastos  los  intereses  de  los  capitales  pertene- 
cientes al  contribuyente  o  a  las  personas  cuya  administración  le  esté  legal- 
mente confiada,  ni  las  retribuciones  de  servicios  prestados  en  el  negocio 
por  aquél  o  por  éstas. 
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En  todo  lo  demás,  la  estimación  del  capital  y  de  los  beneficios  se  ajus- 
tará a  los  preceptos  de  las  disposiciones  cinco  y  seis  de  la  tarifa  tercera 
de  esta  contribución. 

Tercera.  Para  la  aplicación  de  la  escala  se  observarán  siempre  los  dos 
preceptos  siguientes : 

a)  Se  acumularán,  para  determinar  la  cuantía  de  los  beneficios  impo- 
nibles, los  de  todos  los  negocios  comprendidos  en  el  nuevo  epígrafe,  que 
el  titular  posea  en  las  provincias  no  aforadas,  admitiéndose  la  compensa- 
ción de  pérdidas  y  beneficios  entre  los  dichos  negocios ;  y 

fc)  Cuando  la  cifra  de  la  base  de  imposición  no  exceda  del  límite  infe- 
rior del  grado  de  la  escala  en  que  se  halle  comprendida  en  más  del  quín- 
tuplo de  la  diferencia  entre  la  cuota  liquidada  por  el  tipo  correspondiente 
y  la  que  resultaría  de  aplicar  el  inmediatamente  inferior,  solamente  se 
impondrá  esta  diferencia  en  cuanto-  quepa  en  la  quinta  parte  de  aquel  ex- 
ceso. Las  cuotas  por  este  epígrafe  serán  liquidadas  en  un  solo  acto  por 
cada  período  de  imposición,  y  se  entenderán  devengadas  en  el  último  día 
del  mismo. 

Cuarta.  El  período  de  imposición  comenzará  el  primer  día  del  año  natu- 
ral para  todas  las  personas  sujetas  en  esa  fecha  a  la  obligación  de  contri- 
buir, y  el  día  en  que  nazca  dicha  obligación,  en  otro  caso.  Se  entenderá 
fenecido  el  período  de  imposición  el  último  día  del  año  natural  o  en  la  fe- 
cha en  que  cesare  el  contribuyente  en  el  ejercicio  de  la  profesión,  arte  o 
industria  en  que  se  funde  la  obligación  de  contribuir. 

No  obstante  lo  previsto  en  el  párrafo  anterior,  cuando  por  las  condicio- 
nes especiales  del  negocio  o  las  personales  del  contribuyente  conviniese  a 
éste  ajustar  su  contabilidad  a  un  período  distinto  del  año  natural,  podrá 
solicitarlo  de  la  Administración,  la  cual  accederá  a  la  petición  si,  a  juicio 
del  Jurado  de  estimación,  estuviere  justificado. 

Concedido  un  período  especial  de  imposición,  no  podrá  ser  modificado 
sin  acuerdo  de  la  Administración,  recaído  en  las  condiciones  previstas  para 
su  otorgamiento.  No  podrá  otorgarse  concesión  que  implique  la  existencia 
de  más  de  un  período  de  imposición,  en  el  espacio  de  doce  meses. 

Quinta.  De  la  cuota  liquidada  con  arreglo  a  los  preceptos  anteriores  de 
este  epígrafe  se  deducirá  siempre  el  importe  de  las  cuotas  del  Tesoro  de 
la  Contribución  territorial,  de  la  industrial  y  de  comercio,  en  los  términos 
previstos  en  el  párrafo  primero  de  la  disposición  4a  de  la  tarifa  3a,  y  la 
que  satisfagan  los  alquiladores  de  carruajes  de  lujo  y  de  automóviles,  de 
Patentes  y  de  la  que.  grava  el  producto  bruto  de  la  Minería,  devengadas  de 
Ja  Empresa  en  el  período  de  la  imposición. 

Si  en  los  casos  del  epígrafe  A  de  este  número,  el  dividendo  o  la  parti- 
cipación fueran  repartidos  con  cargo  a  los  beneficios  de  un  período*  menor 
de  doce  meses,  o<  en  los  casos  del  epígrafe  C,  el  período  de  imposición  fue- 
ra menor  de  este  tiempo,  se  elevará  proporcionalmente  la  cifra  base  de  la 
imposición,  a  los  efectos  de  la  determinación  del  tipo  de  gravamen.  Las 
disposiciones  reglamentarias  fijarán  la  forma  en  que  deban  hacerse,  en  su 
caso,  las  rectificaciones  correspondientes. 

3&  A  razón  del  tipo  correspondiente  de  la  siguiente  escala  las  retribu- 
ciones de  los  capitales  dados  a  préstamo,  y  en  particular  de  los  intereses 
de  las  Deudas  públicas  de  los  Estados  extranjeros  y  de  las  Corporaciones 
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administrativas  cualquiera  que  sea  su  nacionalidad;  los  intereses  de  Obli- 
gaciones de  Compañías  o  de  particulares;  los  de  cédulas  hipotecarias;  los 
de  préstamos,  tengan  o  no  garantía  real,  incluso  los  intereses  de  los  intere- 
ses; las  primas  de  amortización  de  obligaciones  con  interés  o  sin  él;  las 
rentas  vitalicias  u  otras  temporales  que  tengan  por  causa  la  imposición  de 
capital  y  las  demás  utilidades  de  naturaleza  análoga : 

Tipo 

de  gravamen  por  100 

En  las  retribuciones  de  capitales,  inferiores  al  6  por  100 

del  valor  nominal   5,50 

Del  6  por  100  del  mismo  valor  en  adelante   5,75 

En  las  retribuciones  de  cuantía  indeterminada  ....  5,75 

La  imposición  en  este  número  se  ajustará  a  las  siguientes  reglas: 

Primera.  Estarán  exentos :  los  intereses  de  los  préstamos  que  constitu- 
yan negocios  regulares  de  Bancos  o  Banqueros  sujetos  como  tales  a  la  im- 
posición directa  del  Estado;  de  los  Sindicatos  agrícolas  que  gocen  de  los 
beneficios  d<e  la  Ley  de  28  de  Enero  de  1906;  de  los  Montes  de  Piedad; 
de  las  Cajas  de  Ahorro  de  patronato  del  Gobierno;  de  los  Pósitos;  las  ren- 
tas constituidas  en  el  régimen  legal  del  Instituto  Nacional  de  Previsión,  y 
las  que  tengan  por  causa  accidentes  del  trabajo. 

Las  exenciones  a  que  se  refiere  esta  regla  no  serán  extensivas  a  los  in- 
tereses de  las  cédulas,  obligaciones,  bonos  u  otros  títulos  emitidos  por  las 
referidas  Empresas. 

Segunda.  Cuando  no  apareciese  pactado  el  interés  del  préstamo,  se 
computará  dicho  interés  al  tipo  legal,  excepto  en  el  caso  en  que  el  presta- 
tario aparezca  obligado  a  devolver  cantidad  superior  a  la  recibida  y  esta 
diferencia  represente  interés  mayor  que  el  legal. 

Tercera.  La  base  de  imposición  de  las  rentas  vitalicias  y  de  las  demás 
temporales  se  estimará  siempre  en  una  cantidad  igual  a  las  cuatro  quintas 
partes  de  su  importe  anual. 

Cuarta.  A  los  efectos  del  art.  2s  de  esta  ley,  se  entenderá  obtenida  en 
el  territorio  español  una  parte  de  los  intereses  de  las  obligaciones  de  Em- 
presas extranjeras  sujetas  a  tributación  en  la  Tarifa  3a,  que  guarde  con 
el  importe  total  de  los  intereses  de  las  obligaciones  de  la  respectiva  Em- 
presa, la  misma  proporción  que  los  beneficios  asignados  a  España,  a  loa 
efectos  de  su  tributación  en  dicha  Tarifa,  guarden  con  los  beneficios  to- 
tales. 

B)  Sociedades  Bancarias  españolas.  Utilidades  procedentes  del 
trabajo  juntamente  con  el  capital.  —  (Igual  ley.)  Tarifa  3a. 

Estarán  sujetas  a  la  obligación  de  contribuir  en  esta  tarifa  la? 
siguientes  Empresas  de  nacionalidad  española  

II.  Las  Compañías  anónimas,  las  comanditarias  por  acciones  y 
cualesquiera  otras  sociedades  que  de  algún  modo  limiten  la  res- 
ponsabilidad de  los  socios  por  las  obligaciones  sociales,  excepto 
las  comanditarias  que  no  tengan  acciones. 
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VI.  Las  Compañías  regulares  colectivas,  las  Comanditarias,  sin 
acciones  y  las  demás  mercantiles,  y  las  Sociedades  y  asociaciones 
que  tengan  por  fin  la  realización  de  algún  lucro,  en  cuanto  no  se 
hallen  comprendidos  en  alguno  de  los  números  anteriores. 

Disposición  cuarta.  Las  Empresas  emprendidas  en  los  números  II, 
IV  y  VI  de  la  Disposición  primera  de  esta  Tarifa,  serán  gravadas,  en  todo 
caso,  con  la  contribución  industrial  y  de  comercio,  más  los  recargos  mu- 
nicipales correspondientes,  a  tenor  de  los  acuerdos  que  tomen  los  res- 
pectivos Ayuntamientos,  dentro  de  los  límites  fijados  en  las  leyes,  en  la 
misma  forma  que  las  personas  naturales.  Cuando  el  importe  de  la  cuota  que 
les  correspondiere  al  tipo  respectivo  de  esta  Tarifa  sea  mayor  que  el  de  la 
cuota  del  Tesoro  por  contribución  industrial,  liquidada  conforme  a  esta 
Disposición,  se  estará  a  lo  prescripto  en  la  Disposición  duodécima.  Estas 
Empresas  no  serán  en  ningún  caso,  objeto  de  agremiación.  Ninguna  EmL 
presa  que  tribute  por  esta  tarifa,  ni  ningún  comerciante  o  industrial  in- 
dividual incluido  en  el  epígrafe  C  del  núm.  2a  de  la  tarifa  2a,  serán  ob- 
jeto de  agremiación. 

Las  prescripciones  de  esta  Disposición  no  serán  aplicables  a  las  So- 
ciedades anónimas  que  tengan  un  capital  superior  a  500.000  pesetas. 

Disposición  quinta.  Constituirá  la  base  de  imposición  en  esta  Tarifa 
el  importe  del  beneficio  neto,  en  el  período  de  la  imposición. 

Para  la  determinación  del  beneficio  neto  se  deducirá  de  la  suma  de  los 
ingresos  brutos  obtenidos  por  la  Empresa  en  el  período1  de  la  imposición, 
ya  procedan  de  la  explotación  directa,  ya  del  arrendamiento  del  negocio, 
el  importe  de  los  gastos  necesarios  para  la  obtención  de  aquéllos,  los  dei 
administración  y  conservación  de  los  bienes  de  que  los  ingresos  procedan, 
y  los  de  seguro  de  los  dichos  bienes  y  de  sus  productos. 

En  particular,  se  observarán,  para  la  estimación  de  los  beneficios,  las 
siguientes  reglas : 

la    Se  comprenderán  entre  los  ingresos : 

a)  Las  subvenciones  del  Estado'  o  de  las  Corporaciones  administrati- 
vas que  tengan  carácter  de  garantía  de  interés  o,  de  otro  modo  contribu- 
yan a  la  renta  de  la  Empresa,  y 

b)  Los  beneficios  provenientes  del  incremento  del  valor  de  los  efectos 
u  otros  elementos  de  activo,  en  cuanto  se  realicen  por  la  enajenación  da 
los  valores,  o  de  otra  manera  luzcan  en  cuentas,  o  se  destinen  a  alguno  de 
los  fines  expresados  en  los  apartados  A  a  H,  ambos  inclusive)  de  esta 
Disposición. 

2a    Se  comprenderán  como  gastos : 

a)  Las  cantidades  empleadas  en  la  reparación  del  material,  pero  no 
las  destinadas  a  su  ampliación,  las  cuales  habrán  de  liquidarse  por  la 
cuenta  del  capital,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  apartado  siguiente. 

b)  Las  cantidades  destinadas  a  la  amortización  de  los  valores  del  acti- 
vo, por  depreciación  y  pérdida  de  los  mismos. 

Las  depreciaciones  y  las  pérdidas,  para  ser  computables  a  estos  efec- 
tos, habrán  de  reunir  las  dos  condiciones  siguientes : 
Primera.    Que  sean  efectivas;  y 

Segunda.    Que  se  haga  constar  por  la  Empresa  en  los  documentos  de 
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su  contabilidad,  mediante  la  reducción  de  los  valores  correspondientes,  o 
mediante  la  creación  y  dotación,  comprobada  o  inequívoca,  de  fondos  es- 
peciales de  depreciación  en  él  pasivo  siempre  que  las  dotaciones  de  dichos 
fondos  sean  exactamente  equivalentes  a  la  depreciación  real  de  las  cuen- 
tas correspondientes  del  activo. 

Las  cantidades  percibidas  por  la  Empresa  en  concepto  de  indemniza- 
ción de  los  valores  perdidos,  se  reducirán  siempre  del  importe  de  las  pér- 
didas, a  los  efectos  de  este  apartado. 

c)  Las  participaciones  de  los  gestores,  administradores,  consejeros  y 
empicados  en  los  beneficios  de  la  Empresa,  siempre  que  sean  obligatorias 
por  contrato  o  por  precepto  de  Estatuto  u  Ordenanza. 

d)  Las  asignaciones  de  la  Empresa  a  las  instituciones  de  previsión  y 
beneficencia  de  sus  empleados,  en  cuanto-  no  excedan  del  10  por  100  del 
importe  de  los  sueldos  de  dicho  personal. 

e)  Las  cantidades  invertidas  en  él  seguro  de  los  valores  de  la  Empre- 
sa y  en  el  de  los  accidentes  del  trabajo  de  su  personal,  en  cuanto  fueren 
obligatorias  para  la  misma.  Cuando  la  Empresa  fuese  aseguradora  de  sí 
misma,  se  deducirá  como  gasto,  en  vez  del  importe  de  la  prima,  la  asig- 
nación correspondiente  a  la  reserva  desrinada  a  cubrir  el  riesgo  asegurado. 
Esta  deducción  no  podrá  exceder  en  ningún  caso  del  costo  medio  en  plaza 
de  la  prima  neta  correspondiente  al  riesgo. 

f)  Los  intereses  de  las  deudas  procedentes  de  la  gestión  normal  del 
negocio;  los  de  las  obligaciones,  sean  o  no  hipotecarias  y,  en  general, 
los  de  los  capitales  ájenos  empleados  en  el  negocio  por  cuenta  y  riesgo 
de  la  Empresa  sujeta  a  la  imposición,  salvo  siempre  lo  dispuesto  en  el 
apartado  B  de  la  regla  3a  de  esta  Disposición. 

g)  Las  cantidades  destinadas  a  la  amortización  de  las  obligaciones 
hipotecarias,  legalmente  emitidas,  de  las  Empresas  que  exploten  concesio- 
nes que  hayan  de  revertir  al  Estado  libres  de  aquéllos  gravámenes. 

h)  Mientras  subsista  el  privilegio  del  Banco  Hipotecario  de  España, 
las  cantidades  destinadas  a  la  amortización  de  sus  cédulas  hipotecarias. 

i)  Tratándose  de  Cooperativas  de  producción,  se  comprenderá  siempre 
como  gasto  el  valor  corriente  de  las  prestaciones  o  suministros  de  los  aso- 
ciados, aunque  no  figure  por  cantidad  alguna  en  las  cuentas  o  se  estimasen 
en  ellas  por  un  valor  inferior;  y  se  computarán  como  beneficios  las  sumas 
distribuidas  entre  los  socios  a  cuenta  de  aquéllos  y  la  cantidad  en  que 
eventualmente  exceda  el  valor  asignado  en  las  cuentas  a  los  referidos  su- 
ministros o  prestaciones,  de  su  valor  corriente. 

j)  Tratándose  de  Sociedades  o  Asociaciones  que  no  tengan  carácter 
mercantil,  no  se  computarán  como  ingresos,  a  los  efectos  de  la  letermina- 
cion  del  lucro  obtenido,  los  que  procedan  de  cuotas  o  repartos  a  cargo  de 
los  socios. 

3a  Tendrán  siempre  la  consideración  de  beneficios,  a  los  efectos  de 
la  imposición,  las  cantidades  que  de  los  rendimientos  del  ejercicio  se  des- 
tinen : 

A)  A  los  dividendos  de  las  acciones,  y,  en  general,  a  remuneraciones 
de  las  participaciones  en  el  capital  social,  bonos  de  disfrute,  partes  de 
fundador  y  cualesquiera  participaciones  de  los  beneficios  sociales,  por  tí- 
tulo que  no  sea  remuneración  directa  de  los  servicios  prestados  a  la  So- 
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ciedad  como  gestores,  Directores,  Administradores,  Consejeros  o  emplea- 
dos de  las  mismas; 

B)  A  los  partícipes  en  cuentas; 

C)  Al  aumento  de  capital  de  la  Empresa,  ya  sea  por  asignación  a  las 
reservas,  a  la  amortización  de  deudas,  a  la  ampliación  del  negocio  o  al 
saneamiento  del  activo,  salvo  las  amortizaciones  a  que  se  refiere  el  apar- 
tado b  de  la  regla  2a  de  esta  Disposición ; 

JD)  Al  auxilio  de  otras  Empresas,  sea  sufragando  sus  gastos,  sea  como 
garantía  del  interés  del  capital  empleado  en  sus  explotaciones,  excepto  en 
el  caso  en  que  la  Empresa  que  recibiere  el  auxilio  estuviere  sujeta  a  tri- 
butación en  el  Reino  por  esta  misma  Tarifa; 

E)  A  donativos  en  favor  de  tercero,  siempre  que  no  estén  exigidos 
por  la  explotación  del  negocio.  Se  considerará  como  donativo,  a  estos  efec- 
tos, el  pago  con  cargo  a  los  beneficios,  de  la  contribución  de  utilidades 
que  la  Empresa  está  obligada  a  retener; 

F)  A  restablecer  en  las  cuentas  valores  que  hubieran  sido  amortizados; 

G)  Al  pago  de  contribución  directa  sobre  el  capital  y  sobre  los  be- 
neficios ; 

H)  A  la  nueva  cuenta. 

A  los  efectos  de  lo  dispuesto  en  esta  regla,  no  tendrán  la  consideración 
de  saneamiento  del  activo  las  reducciones  del  valor  en  cuenta  de  los  efec- 
tos en  cartera  o  de  otros  elementos  del  activo  de  la  Empresa,  cuando  la 
depreciación  corresponda  al  envilecimiento  de  los  valores  en  el  mercado. 

Siempre,  sin  perjuicio  de  k>  dispuesto  en  el  apartado  A  de  esta  regla, 
no  se  gravarán  como  beneficios  las  cantidades  obtenidas  por  la  negocia- 
ción de  las  propias  acciones  de  las  Compañías  a  tipo  superior  al  nominal, 
si  dichas  cantidades  se  constituyeran  en  reserva ;  ni  las  cantidades  des- 
tinadas a  dividendos  de  las  acciones  de  trabajo  en  los  casos  en  que  re- 
vista esta  forma  la  participación  de  los  obreros  en  los  beneficios  de  la 
Empresa.  La  calificación  de  las  acciones  de  trabajo  competerá  al  Jurado 
de  Utilidades. 

áa    No  se  deducirán  nunca  de  los  beneficios : 

a)  Los  intereses,  asignados  a  los  títulos  representativos  del  capital  de 
la  Empresa. 

b)  Los  intereses  exigidos  por  las  Empresas  matrices  extranjeras  a  sus- 
filiales  o  sucursales  establecidas  en  el  Reino,  por  razón  de  los  capitales 
invertidos  por  aquéllas  en  los  negocios  de  éstas,  ni  por  contribución  a  los 
gastos  de  otros  establecimientos,  ni  por  ningún  otro  concepto  análogo  que 
permita  reducir  el  beneficio  obtenido  en  España. 

Disposición  sexta.    Se  entenderá  por  capital : 

A)  Tratándose  de  Sociedades  con  capital  determinado,  la  suma  de 
las  aportaciones  de  los  socios  y  las  reservas  efectivas. 

A  este  efecto,  las  aportaciones  de  los  accionistas  se  estimarán : 

aj  Respecto  de  los  Bancos  y  Sociedades  de  crédito,  en  una  cantidad] 
igual  al  valor  nominal  de  las  acciones  en  circulación. 

b)  Tratándose  de  las  demás  Sociedades,  en  una  cantidad  igual  al  va- 
lor nominal  de  las  acciones,  deducida,  en  su  caso,  la  suma  por  que  su 
tenedor  fuere  responsable  para  con  la  Sociedad  por  razón  del  título. 

La  Administración  queda  facultada  para  prescindir  de  la  estimación 
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de  las  reservas  tácitas,  cuando  éstas  no  excedan  de  20  por  100  de  la  su- 
ma de  las  aportaciones  y  reservas  expresas. 

B)  Tratándose  de  Sociedades  que  no  tengan  capital  determinado,  la 
diferencia  entre  el  importe  del  activo  y  el  de  las  obligaciones  de  la  Com- 
pañía para  con  tercero,  deducido,  en  su  caso,  de  dicha  diferencia  el  sal- 
do de  la  cuenta  de  pérdidas  y  ganancias. 

C)  Tratándose  de  explotaciones  de  las  Corporaciones  administrativas, 
la  suma  del  capital  fijo  y  circulante  invertido  en  la  Empresa,  abstracción 
hecha  de  la  forma  en  que  se  realizara  su  aportación.  En  consecuencia,  se 
incluirán  en  el  cómputo  los  capitales  obtenidos  mediante  la  emisión  de 
obligaciones,  aun  en  el  caso  de  que  éstas  estuvieran  nominalmente  asig- 
nadas a  la  explotación  misma. 

Disposición  séptima.  La  imposición  de  los  beneficios  netos,  se  ajus- 
tará a  los  tipos  de  la  siguiente  escala : 


15 


SI  EL  BENEFICIO  REPRESENTA 


POR  100  DEL  CAPITAL: 

I 

Más  de 

Sin  exceder  de 

1 

0 

5 

2 

5 

5,5 

3 

5,5 

6 

4 

6 

6,5 

5 

6,5 

7 

6 

7 

7.5 

7 

7,5 

8 

8 

8 

9 

9 

9 

10 

10 

10 

11 

11 

11 

12 

12 

12 

13 

13 

13 

14 

14 

14 

15 

Si  los  beneficios  excediesen 
del  15  por  100  del  capital,  se 
gravarán  en  la  siguiente 
forma: 

a)  Una  suma  igual  al  refe- 

rido 15  por  100  al  tipo 
del  núm.  14  y 

b)  El  resto  del  beneficio  a 

razón  del  

La  suma  de  entrambos  pro- 
ductos parciales  constituirá 
la  cuota  correspondiente. 


TIPO 

de 

gravamen 
por  100  del 
beneficio. 


6 
7 

7,8 
8,6 
9,3 

10 

10,6 

11,1 

12 

12,6 

13 

13,5 

13,8 

14 


15 


Se  exceptúa  de  lo  dispuesto  anteriormente: 

a)  Los  beneficios  de  las  Sociedades  regulares  colectivas  y  de  las  co- 
manditarias que  no  tengan  acciones  comprendidas  en  el  número  VI  de  la 
disposición  primera,  cuyo  tipo  de  imposición  no  excederá  de  12  por  100, 
entendiéndose  en  consecuencia  cortada  en  aquel  tipo  la  escala  de  esta  dis- 
posición, y 
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b)  Los  beneficios  de  los  Bancos  de  Emisión,  los  cuales  serán  grava- 
dos al  tipo  uniforme  de  16,50  por  100. 

•  Disposición  octava.  No  obstante  lo  preceptuado  en  las  disposiciones 
quinta  y  séptima,  la  cuota  de  esta  Tarifa  no  podrá  ser  inferior  al  3  por 
1.000  del  capital  de  la  Empresa. 

Estarán  exentas  de  la  imposición  mínima  establecida  en  el  párrafo  an- 
terior : 

a)  Las  Empresas  comprendidas  en  los  núrrieros  L  IV,  V,  VI  y  VII 
de  la  Disposición  primera  de  esta  Tarifa,  cualquiera  que  sea  la  cuantía  de 
los  respectivos  capitales,  y  las  del  II,  cuando  su  capital  no  exceda  de  500.000 
pesetas. 

b)  Las  Empresas  que  gozasen  de  subvención  en  capital  o  de  garantía 
de  interés,  otorgadas  por  el  Estado  español,  en  cuanto  a  los  negocios  por, 
razón  de  los  cuales  les  fueron  concedidos  aquellos  auxilios,  y 

c)  Las  demás  Empresas,  mientras  no  den  comienzo  a  sus  operaciones 
industriales  o  comerciales. 

Siempre  que  una  Empresa  realice  simultáneamente  negocios  por  los 
cuales,  a  tenor  de  lo  establecido  anteriormente,  no  proceda  la  exacción 
do  la  cuota  mínima  sobre  el  capital,  y  otro  u  otros  no  exentos,  se  limitará 
la  contribución  mínima  a  la  parte  de  capital  realmente  empleada  en  es- 
tos últimos,  la  cual  será  determinada,  a  este  efecto,  por  el  Jurado^  de 
Utilidades.  Sin  embargo,  no  se  exigirá  la  cuota  mínima  en  estos  casos  si 
la  parte  de  capital  empleada  en  los  negocios  no  exentos  fuese  inferior  a  un 
quinto  del  total  de  la  Empresa,  y  su  cifra  absoluta  a  200.000  pesetas!. 

Disposición  duodécima.  De  la  cuota  por  la  tarifa  3a  y  de  la  que  corres- 
ponda a  los  comprendidos  en  el  epígrafe  c)  de  la  segunda,  se  deducirá 
siempre  el  importe  de  las  cuotas  del  Tesoro  de  la  contribución  territorial, 
de  la  industrial  y  de  'comercio,  de  la  que  satisfagan  los  alquiladores  de 
carruajes  de  lujo  y  automóviles,  de  patentes  y  de  la  que  grave  el  pro- 
ducto bruto  de  la  minería,  devengada  por  la  Empresa  en  el  período  de  la 
imposición. 

C)  Sociedades  bancarias  extranjeras.  —  (Disposición  2a  de  la 
Tarifa  3a  de  la  ley  de  22  de  septiembre  de  1922.) 

Están  sujetas  a  la  obligación  de  contribuir  por  la  tarifa  3a  las  em- 
presas extranjeras  que  realicen  negocios  en  el  Reino.  A  los  efectos 
de  esta  disposición  se  entenderá  que  una  Empresa  extranjera  rea- 
liza negocios  en  España  siempre  que  tenga  en  alguna  o>  en  algunas 
de  las  provincias  del  Reino,  oficinas,  fábricas,  talleres,  instalacio- 
nes, almacenes,  tiendas  o>  establecimientos,  sucursales,  agencias  O 
representaciones  autorizadas  piara  contratar  en  nombre  y  por  cuenta' 
de  la  Empresa. 

Las  operaciones  realizadas  en  España  por  entidades  extranjeras! 
mediante  organizaciones  especiales  para  la  venta  o  simplemente  para 
la  centralización  de  los  pedidos  que  deban  suministrar  varias  empre- 
sas, crean  para  estas  la  obligación  de  contribuir  en  España,  aún  en 
el  caso  de  que  la  organización  de  venta  o  centralización  de  pedidos 
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tenga  personalidad  jurídica*  propia  y  se  halle  sujeta  a  contribuir  en 
el  Reino  en  esta  misma  tarifa.  La  decisión  sobre  el  hecho  de  que 
una  Compañía  funcionará  como  organización  de  venta  o  centrali- 
zación de  pedidos  compete  al  jurado  de  Utilidades. 

Cuota  imponible  a  los  Bancos  Extranjeros  establecidos  en  Es- 
paña.—  (Disposición  undécima  de  la  tarifa  3a  de  la  misma  ley.) 
La  cuota  mínima  sobre  el  capital  de  los  Bancos  extranjeros  estable- 
cidos en  España,  se  compondrá  de  la  suma  de  las  partidas  siguientes : 

a)  El  3  por  1 .000  de  la  parte  dedicada  a  los  negocios  en  España. 

b)  El  1  por  1.000  del  capital  total  de  la  Empresa,  deducida  la 
parte  correspondiente  a  los  negocios  en  España,  y  quedando  auto- 
rizado el  Gobierno  para  reducir  este  tipo  cuando  se  trate  de  Bancos 
pertenecientes  a  naciones  que,  por  pacto  expreso,  concedan  a  Espa- 
ña las  mismas  ventajas  tributarias. 

Tributación  a  que  están  sujetos  los  sueldos,  etc.»  de  los  emplea- 
dos de  Banca.  —  (Ne  2.  A.  de  la  Tarifa  Ia  de  la  ley  de  22  de  septiem- 
bre de  1922. 

«29  Los  sueldos,  dietas,  asignaciones,  retribuciones  o  gratifica- 
ciones ordinarias  o  extraordinarias  que  disfruten: 

A)  Los  empleados  de  Bancos,  Compañías,  Sociedades,  Montes 
de  Piedad,  Cajas  de  Ahorro,  Corporaciones,  excepto'  las  referidas 
(en  el  número  62  de  esta  tarifa.  Casas  de  Banca,  de  Comercio  y 
particulares,  al  tipo  correspondiente  de  la  siguiente  escala,  si  las 
retribuciones  fuesen  fijadas  por  su  cuantía  y  periódicas  en  su  ven- 
cimiento : 


IMPORTE  ANUAL  DE  LAS  UTILIDADES  Tipo  de  gravamen 

Pesetas  por  100 


Más  de   1.500  sin  exceder  de  2.U00   2,80 

—  2.000  —          2.500    3,20 

—  2.500                      3.000    3,78 

3.000  -          4.000    4,20 

—  4.000  —          5.000    4,62 

—  5.000  —          6.000    5,28 

6.000  -           7.000    5,72 

—  7.000  -           7.500    6,16 

—  7.500  -           8.000    6,44 

_      8.000  —          9  000    6,90 

—  9.000  -  10.000    7,36 

—  10.000  —  11.000    7,82 

—  11.000  —  12.000    8,28 

—  12.000  —  12.500    8,74 

—  12.500  13.000    9,12 

—  13.000  15.000    9,60 

—  15.000  —            —    10,00 
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Estarán  exentas  las  utilidades  que  no  excedan  de  1.500  pesetas 
anuales. 

Lias  retribuciones  eventuales  se  gravarán  al  tipo  uniforme  del 
6  por  100. 

Estarán  exentos  los  jornales,  cualquiera  que  sea  su  cuantía.»! 

Es  de  advertir  también  que  en  el  textoi  refundido  de  19  de  octu- 
bre de  1920  del  epígrafe  A  del  número-  2Q  de  la  tarifa  primera  noi 
figuraba  la  indicación  que  se  ha  adicionado  ¡ahora,  y  es  la  de  que 
los  tipos  de  gravamen  son  aplicables  «si  las  retribuciones  fuesen 
fijadas,  por  su  cuantía,  y  periódicas,  en  su  vencimiento»., 

Esto  excluye,  por  consiguiente,  en  cuanto  a  los  empleados  de 
Bancos,  Compañías,  etc.,  a  que  el  epígrafe  A  del  número  2Q  se  refiere, 
el  concepto  de  gratificación,  y  esa  adición  se  ha  realizado  por  ha- 
berlo así  dispuesto  la  ley  de  26  de  juho,  la  que  también  dispone  que 
en  la  escala  correspondiente  había  de  incluirse,  la  prevención  de 
que  «las  retribuciones  eventuales  se  gravarán  al  tipo  uniforme  de 
6  por  100». 

Por  consiguiente,  ya  no  puede  tenerse  en  cuenta,  respecto  a  esa 
clase  de  empleadas,  el  importe  de  las  gratificaciones  o  retribuciones 
eventuales  para  determinar  el  tipo-  de  gravamen  aplicable  a  los  suel- 
dos, como  venía  haciéndose,  por  cierto  con  dificultades  enormes, 
por  el  enrevesado  procedimiento  establecido  en  1920  por  la  Real 
orden  llamada  de  «acumulaciones»,  que  hacía  elevar,  indebidamente,, 
el  tipo  correspondiente  a  los  sueldos  por  la  manera  de  computar  las 
gratificaciones  a  los  efectos  de  fijación  del  tipo  de  gravamen. 


CAPÍTULO  XVIII 


La  anormalidad  en  la  vida  bancaria 

Causas  de  las  recientes  crisis  bancarias.  —  Instituciones  legales  que  regulan  las  anormalidades  de 
la' vida  bancaria.  —  Problemas  jurídicos  bancarios  que  han  planteado  las  recientes  crisis. — 
Qué  operaciones  están  autorizadas  a  los  Bancos  en  estado  de  suspensión.'— Consecuencias  ju- 
rídicas de  la  suspensión  de  pagos  en  orden  a  los  títulos  y  valores  dados  en  comodato.  —  La 
compensación  en  régimen  de  suspensión  de  pagos.  —  Sobre  si  pueden  devengar  intereses  las 
deudas  del  suspenso. 

Causas  de  las  recientes  crisis  bancarias.  —  La  economía  produc- 
tora atrae  en  el  mundo  industrial  abundantes  capitales,  deseosos  de 
participar  en  los  grandes  beneficios  que  producen  las  actividades 
industriales.  Cuando  el  crédito  recogido  públicamente  no  responde 
suficientemente,  precisa  acudir  a  un  intermediario^  que  es  la  Banca, 
que  se  constituye  por  decirlo  así,  fiadora  de  un  lado  del  depositante 
ahorrador  que  le  ha  entregado;  sus  capitales  y  de  otro  del  industrial 
mutuatario. 

Esta  función  de  intermediario^  es  relativamente  nueva  y  ha  trans- 
formado completamente  la  Banca  moderna  que  va  evolucionando 
lentamente  desde  el  tipo  primitivo  de  Instituto  de  depósito  y  de  des- 
cuento a  breve  plazo,  al  tipo*  de  ente  regulador  de  la  grande  industria, 
a  través  de  las  garantías  de  las  emisiones,  el  dominio  del  cambio, 
el  comercio  de  las  divisas  y  las  interferencias  internacionaleb.  E& 
inútil  empeñarse  en  pensar  que  la  Banca  moderna  pueda  vivir  de  de- 
pósitos y  de  descuentos.  El  margen  de  lucro,  a  consecuencia  de  estas 
operaciones,  no  bastaría  para  saldar  el  importe  de  los  gastos  generales. 

No  se  puede  reprochar  a  la  industria  de  dirigirse  a  la  Banca  y] 
a  esta  de  regir  a  la  industria  a  través  de  las  operaciones  financieras, 
cuando  el  Estado,  órgano  del  derecho,  acude  constantemente  a  la 
Banca  para  colocar  los  empréstitos  públicos.  El  ideal  de  evitar  la 
confusión  entre  los  cometidos  que  incumben  a  la  Banca  Comercial 
con  los  peculiares  de  la  Banca  Industrial,  a  la  cual  se  ha  atribuido 
la  causa  primordial  de  las  crisis  bancarias  de  estos  últimos  años, 
se  desvanece  cada  día  más  por  la  fuerza  de  las  corrientes  económi- 
cas que  empujan  a  las  organizaciones  bancarias  a  buscar  en  otras 
actividades  industriales  los  beneficios  que  antes  modestamente  reti- 
raban de  las  operaciones  tradicionales  de  la  Banca  Comercial.  Exis- 
te indudablemente  en  el  mundo  de  los  Institutos  de  Crédito,  la  ley 
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de  la  gravedad.  En  la  esfera  del  régimen  mercantil  capitalista  del 
cual  el  hombre  no  acierta  a  'dominar  las  probabilidades,  se  es  domina- 
do en  la  misma  forma  que  el  cuerpo  físico  está  dominado  por  la  ley 
de  la  gravitación  universal. 

Se  puede  ser  severo  con  los  Institutos  que  han  aprovechado; 
de  las  circunstancias  anormales  de  la  guerra,  para  sustraer  de  la  in- 
dustria y  de  las  obras  públicas  los  ciapitales  de  sus  depósitos  y  de 
sus  reservas  para  ponerlas  al  servicio  de  la  finanza  y  de  la  especula- 
ción agiotista.  Para  estos  Institutos,  para  sus  Consejos,  toda  sanción 
es  poca,  toda  condena  es  leve.  No  se  pueden  confundir  cuando  menos 
en  tesis  general,  tales  Institutos  con  aquellos  que  se  han  visto  en* 
vueltos  en  el  vórtice  del  huracán,  por  el  hecho  de  tener  empeñadlo 
en  obras  industriales  una  parte  de  su  capital  financiero  y  puramente 
crediticio. 

«En  épocas  de  crisis  de  subproducción  del  capital  industrial,  es 
«ridículo  —  die  Emioo  Leone  —  recriminar  al  banquero,  si  no  ob- 
»  serva  los  dictados  de  una  pretendida  ciencia  bancaria  que  aconseja 
»la  inmobilización  a  los  organismos  crediticios.  Llegado  este  casoi  el 
» margen  de  inmobilización  se  extiende  por  el  hecho  de  la  restric- 
»  ción  de  la  circulación  efectiva  y  de  las  necesidades  de  caja  que  ex- 
»perimentan  las  empresas  de  cortos  capitales,  de  lo  que  resulta  que 
»el  han  quero  se  persuade  por  la  corriente  de  las  cosas,  de  la  conve- 
niencia de  seguir  la  línea  de  una  relativa  mayor  inmobilización. 
»  Lo  cual  sirve  naturalmente  para  aumentar  el  riesgo  del  accionista ; 
»  pero  está  en  la  índole  del  régimen  capitalísticoi  que  en  los  períodos 
»de  subproducción,  los  riesgos  de  los  Bancos  aumentan,  como  en  la 
»  marcha  del  mundo  natural,  las  sombras  se  agrandan  cuando  el  sol 
»va  a  la  puesta.» 

Por  cuanto  se  refiere  a  nuestro  país,  las  garantías  contenidas 
en  la  ley  de  Ordenación  Bancaria,  constituyen  frenos  que  si  fun- 
cionan imperfectamente,  será  culpa  de  los  órganos  creados  para 
el  control  y  de  los  públicos  funcionarios  encargados  de  los  servicios. 
Pero  no  podrá  culparse  a  la  ley  y  al  legislador,  que  ha  dado  al  pú- 
blico que  acude  a  formar  y  a  sostener  los  Institutos  bancarios  el 
máximum  de  garantía  de  sus  intereses. 

Instituciones  legales  que  regalan  las  anormalidades  de  la  vida 
bancaria.  —  Los  estados  de  crisis  pasajeros  o  definitivos  en  el  mundo 
del  comercio,  han  dado  origen  a  instituciones  legales  destinadas  a! 
remediar  en  lo  posible  los  estragos  que  en  la  masa  creditora  pueden 
causar  aquellos,  evitando,  como  ideal  supremo¡  la  pérdida:  de  la  ha- 
cienda real  con  que  cuenta  aun  el  Instituto  caído,  y  encauzando  lía 
marcha  de  sus  operaciones  hasta  el  convenio  con  sus  acreedores. 
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Francia  cuenta  con  la  ley  de  28  de  abril  de  1922  que  modificó  y 
completó  la  ley  de  2  de  julio  de  191 9,  sobre  el  llamado  reglement 
transactionnel  cuya  finalidad  era  esta :  Ofrecer  a  comerciantes  y  a 
industriales  afectados  por  las  consecuencias  de  la  guerra,  un  medio 
de  evitar  las  formalidades  prolijas  y  la  publicidad  a  las  cuales  la' 
quiebra  y  la  liquidación  judicial  someten  la  forma  de  un  convenio. 
Apesar  de  marcar  esta  legislación  un  positivo  avance  sobre  la  legis- 
lación de  ante  guerra,  el  elemento  legal  francés  pide  constantemente 
que  entre  el  reglement  transactionnel  demasiado  amplio,  y  la  quiebra, 
excesivamente  rígida,  se  provea  al  comercio  de  la  institución  belga 
o  italiana  del  concordato  preventivo  que  permite  a  un  deudor  ani- 
moso y  honrado,  víctima  de  una  crisis  económica,  escapar  de  las 
contingencias  dé  una  quiebra. 

Italia  cuenta  en  esta  fecha  con  las  dos  instituciones,  el  concordato 
preventivo  y  la  moratoria,  hoy  de  nuevo  puesta  en  vigor. 

El  concordato  preventivo,  supone  la  existencia  de  un  patrimonio  co- 
mercial incapaz  de  hacer  frente  al  pasivo.  Mediante  él  se  autoriza 
al  comerciante  o  Sociedad  para  convenir  con  los  acreedores  un  con- 
venio de  pago  no  superior  al  ,40  0/0 . 

La  moratoria  que  había  sido  por  derogación  del  art.  827  del  Có- 
digo de  Comercio  italiano,  completamente  dejada  en  desuso,  fué 
de  nuevo  puesta  en  vigor  por  Decreto  de  28  de  diciembre  de  1021, 
limitadamente  para  los  Sociedades  Cooperativas  que  ejercitaran  el 
crédito,  las  Sociedades  Anónimas,  las  Comanditarias  por  acciones, 
siempre  que  su  capital  consignado  en  el  último  balance;  exceda 
de  cinco  millones  y  la  cesación  de  los  pagos  sea  debida  a  extraordi- 
narios acontecimientos  imprevistos  y  excusables  o  bien  concurran 
razones  de  evidente  interés  en  favor  de  la  masa  acreedora.  La  mora- 
toria deja  siempre  abierta  la  esperanza  de  una  completa  extinción 
de  deudas  y  de  una  reempresa  de  la  actividad  del  ente  suspenso. 

¡En  España  hasta  la  promulgación  de  la  ley  de  26  de  julio  de 
1922,  no  contábamos  con  otra  legislación,  que  regulase  la  suspensión 
de  pagos,  que  la  contenida  en  los  artículos  8,70  y  siguientes  del  Có- 
digo de  Comercio,  para  el  comercio  en  general  y  la  de  los  artículos 
930  y  siguientes,  aplicables  exclusivamente  a  las  Compañías  y  Em- 
presas de  Ferrocarriles  y  demás  obras  públicas. 

Todo  lo  que  era  simplismo  y  sencillez  en  la  tramitación  de  los 
expedientes  de  suspensión  de  pagos  en  la  legislación  antigua,  se  ha 
trocado  en  complicación  en  la  nueva  ley.  La  innovación  de  la  llama- 
da tramitación  escrita  en  las  suspensiones,  cuyo  número  de  acreedo- 
res exceda  de  200,  favorece  grandemente  a  aquellos  comerciantes 
y  Sociedades,  cuyos  acreedores  es  imposible  materialmente  ser  reu- 
nidos en  unidad  de  acto  para  hacer  constar  su  adhesión  al  convenio. 
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Problemas  jurídicos  b anearlos  que  han  planteado  las  recientes 
crisis.  Qué  operaciones  están  autorizadas  a  los  Bancos  en  estado 
de  suspensión. — -Aparte  de  las  operaciones  genéricas  que  especifica 
la  nueva  ley  de  suspensión  de  pagos  en  su  artículo  sexto;,  podemos 
enumerar  en  la  especialidad  bancaria  las  siguientes: 

a)  Exigir  y  cobrar  todas  las  cantidades  que  en  cualquier  forma 
le  fuesen  debidas. 

b)  Cobrar  efectos  y  cheques  a  cargo1  de  otros  Bancos,,  mediante 
endosos  en  forma. 

c)  Entregar  los  correspondientes  recibos. 

d)  Aceptar  renovaciones  parciales  y  totales  de  efectos  cambia- 
rlos sea  directamente  o  cedidos  por  terceros. 

e)  Aceptar  y  renovar  tanto  parcial  corno  totalmente,  los  efectos 
descontados  cerca  de  oíros  Bancos,  sea  por  aceptaciones  directas, 
sea  por  las  de  terceros. 

f)  Restituir  los  títulos  y  valores  recibidos  en  garantía  y  a  título 
de  reporte  después  de  extinguida  la  deuda  por  la  cual  la  garantía 
había  sido  dada. 

g)  Restituir  títulos  ,y  valores  dados  en  simple  custodia  y  a  dossier 
y  en  general  todos  los  títulos  y  valores  depositados  y  acreditados  a 
terceros  que  se  hallen  libres  de  todo  compromiso. 

h)  Efectuar  el  pago-  dé  los  emolumentos  debidos  al  personal  del 
Banco  y  cualquier  otro  reembolso  a  título1  de  indemnización  o  de 
gasto,  los  impuestos,  tasas  y  las  cantidades  necesarias  para  los  gas- 
tos ordinarios  que  fueren  precisos  para  el  funcionamiento  normal 
del  Banco  y  de  sus  diversos  servicios. 

i)  Reembolsar  a  terceros  las  cantidades  relativas  a  los  efectos 
remitidos  al  cobro  y  efectivamente  cobrados  y  seguir  en  orden  a  los 
indicados  efectos  las  instrucciones  y  mandatos  recibidos. 

j)    Abrir  cuentas  corrientes  libres  de  suspensión  de  pagos. 
k)    Formalizar  operaciones  de  cambio  por  cuenta  de  terceros. 

I)  Cobrar  efectos  por  cuenta  de  terceros. 

II)  Comprar  y  vender  títulos  y  valores  por  cuenta  de  terceros 
contra  cobertura  suficiente. 

m)  Renovar  las  operaciones  de  reporte,  en  cuanto  se  trate  de 
títulos  de  Estado. 

n )  Practicar  el  servicio  de  pago  de  cupones,  reembolso  de  títulos 
(amortizados,  etc.,  por  cuenta  de  terceros  hasta  concurrencia  de  las 
sumas  entregadas  por  terceros  a  tal  efecto1. 

ñ)  Practicar  el  servicio  de  depósito  de  acciones,  etc.,  a  los  efec- 
tos de  celebración  de  Juntas  generales  de  Sociedades  anónimas ., 

o)  Practicar  aperturas  de  crédito  por  cuenta  de  terceros  contra 
cobertura. 

25 
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Consecuencias  jurídicas  de  la  Suspensión  de  pagos  en  orden  a 
los  títulos  y  valores  dados  en  comodato.  —  Pueden  en  Banca  ser 
prestados  a  ésta,  títulos  y  valores  en  garantía  de  operaciones  de  cré- 
dito, del  buen  fin  de  efectos,  etc.  Pueden  asimismo  ser  prestados  a, 
un  Banco  títulos  y  valores  para  usar  de  ellos,  sin  pagar  por  este 
uso  emolumento  alguno.  Y  finalmente  pueden  serle  prestados,  me- 
diante pacto  de  pago  de  emolumento  por  el  uso.  En  el  primer  caso 
tenemos  la  constitución  de  prenda,  en  el  segundo  el  comodato  que 
para  ser  tal  debe  (art.  1740  del  Código  civil),  ser  siempre  gratuito. 
En  el  tercer  caso  nos  hallamos  delante  de  un  mutuo. 

En  caso  de  suspensión  de  pagos,  debe  examinarse  ante  todo, 
enf  rente  de  una  reclamación  de  devolución  de  títulos,  si  la  operación 
de  entrega  de  títulos  efectuada  entre  cliente  y  Banco,  importa  o  no 
una  transmisión  de  propiedad,  o  si  se  trata  simplemente  de  la  conce- 
sión de  un  derecho  de  uso  y  disfrute  gratuito  o  remunerado,  porque 
las  consecuencias  jurídicas  han  de  ser  muy  distintas  para  los  acree- 
dores. 

Debe  ante  todo  tenerse  presente  que  los  títulos  dados  en  depó- 
sito con  facultad  concedida  al  Banco  para  usar' de  elllos  mediante 
una  compensación  prefijada,  no  pueden  calificar  la  operación  de ' 
comodato  porque  este  es  esencialmente  gratuito.  Con  dicha  compen- 
sación el  acreedor  queda  equiparado  a  todos  los  demás  depositantes 
de  dinero,  ya  sea  en  cuenta  corriente,  cuenta  de  ahorro,  etc.  Por 
consiguiente  estos  acreedores  no  tienen  derecho  a  la  restitución  de 
los  respectivos  títulos,  ni  aún  cuando  probasen  haberlos  reclamado 
con  anterioridad  a  la  fecha  de  la  suspensión  de  pagos. 

De  ello  se  sigue  que  no  existiendo  el  verdadero  comodato,  Los 
¡acreedores  por  consigna  de  títulos  a  mutuo,  tienen  simplemente 
un  derecho  de  crédito  de  su  valor,  y  deben  ser  considerados  acreedo- 
res de  suma  de  dinero  al  igual  que  los  demás  depositantes. 

Se  pregunta  en  tal  caso  ¿de  qué  valor?  A  nuestro  entender  con- 
vertido el  derecho  en  crédito  de  dinero  líquido,  el  valor  debe  ser 
el  del  día  en  que  vino  constituido  el  contrato,  ya  que  en  el  acto  del 
contrato  viene  fijado  el  premio  o  compensación  que  ha  convenido 
el  Banco  y  viene  fijado  el  valor  del  título  consignado,  con  cuyos 
datos  se  puede  precisar  el  importe  del  crédito  del  consignante  y  por 
tanto  el  tanto  por  ciento  que  puede  percibir.  En  el  caso  de  que  en  el 
acto  de  la  entrega  no  hubiese  sido  fijado  el  valor  de  los  títulos,  fácil- 
mente podría  averiguarse  por  la  cotización  de  Bolsa.  Para  el  caso 
de  que  la  suspensión  de  pagos  del  Banco  que  recibió  los  títulos,  pro- 
vocase a  su  vez  la  suspensión  de  pagos  de  la  Sociedad  titular  de  los 
valores  dados  en  depósito,  la  eventual  pérdida  o  depreciación,  debe- 
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ría  venir  a  cargo  del  Banco  deudor,  de  la  misma  manera  que  si  hu- 
biese aumento  cedería  en  su  beneficio. 

En  cambio,  las  Sociedades,  Compañías  y  particulares  que  pres- 
taron en  garantía  títulos  y  valores,  o  bien  los  consignaron  gratuita- 
mente al  Banco,  tienen  derecho  a  la  restitución,  si  la  entrega  se 
prueba  que  fué  hecha  en  cuenta  títulos  a.  título  de  prenda  o  garantía, 
sin  explícita  transferencia  dé  propiedad  y  sin  pacto  de  intereses  o 
de  premio  por  su  disfrute. 

La  compensación  en  régimen  de  suspensión  de  pagos.  —  Una  dé 

las  cuestiones  que  bancariamente  pueden  presentarse  en  régi- 
men de  suspensión,  es  la  siguiente :  si  un  acreedor  del  Banco  suspen- 
so en  virtud  de  cuenta  corriente  no  vinculada,  es  al  mismo  tiempo 
deudor  respecto  del  Banco  en  virtud  de  cambiales  o  por  razón  de 
cualquier  otro  título,  puede  al  vencimiento  de  su  deuda,  negarse  al 
pago,  oponiendo  la  compensación  con  su  crédito  hasta  concurrencia 
de  lo  que  este  alcance? 

En  régimen  normal  tal  derecho  de  compensación  no:  sería  ni  dis- 
cutible, pero  entendemos  que  en  régimen  de  suspensión  de  pagos 
la  solución  no  debe  cambiar,  porque  subsisten  todos  los  requisitos! 
necesarios  para  que  la  compensación  pueda  operarse.  El  beneficiad 
de  la  suspensión  de  pagos  constituye  un  régimen  de  favor^que  no 
puede  ser  obstáculo  para  verificarse  la  compensación  que  se  opera  de 
derecho,  en  virtud  de  ley  y  representa  asimismo  un  acto  que  ayuda! 
el  intento  del  Banco  suspenso1  de  llegar  fácilmente  al  cumplimiento 
de  sus  obligaciones  pasivas. 

Los  sostenedores  de  la  opinión  contraria  replican  que  la  le"y  en 
el  art.  1 196  del  Código'  civil,  exige  que  para  que  proceda  la  com- 
pensación, es  preciso  que  las  cantidades  sean  líquidas  y  exigibles. 
Si  el  Banco  por  efecto  de  la  suspensión  de  pagos,  goza  del  .privilegioj 
de  tener  en  suspenso-  los  pagos  por  el  tiempo  que  dure  el  convenio,,; 
se  sigue  que  no  pueden  calificarse  de  prontamente  exigibles  los  cré- 
ditos de  los  terceros  respecto  del  mismo.  Por  contra  los  terceros; 
acreedores  no  hallándose  en  estado  de  suspensión  de  pagos,  deben 
pagar  al  Banco  suspenso,  las  deudas  que  con  él  tienen  a  su  venci- 
miento, bajo  pena  de  ejecución. 

Durante  la  vigencia  del  privilegio  de  suspensión  —  añaden — no! 
pueden  establecerse  alteraciones  en  el  estado  patrimonial  de  la  ha- 
cienda del  suspenso,  salvo  las  eventuales  disposiciones  que  en  ma- 
teria de  pagos  para  funcionamiento  del  negocio  vienen  autorizados 
por  la  ley  o  por  los  interventores  (art.  6Q  regia  2a,  ley  26  jju¡lito| 
1922).  La  compensación  extingue  la  deuda,  y  por  consiguiente,  cons- 
tituye un  verdadero  y  propio  pago  y  como  tal  prohibido  por  la  ley. 
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Sobre  si  pueden  devengar  intereses  las  deudas  del  suspenso. — 

La  disposición  contenida  en  el  artículo  804  del  Código  de  Comercio, 
Isegún  la  cual  desde  la  fecha  de  la  declaración  de  quiebra,  dejarán 
de  devengar  interés  todas  las  deudas  del  quebrado,  salvo  los  créditos 
hipotecarios  y  pignoraticios  hasta  donde  alcance  la  respectivo  garan- 
tía, ha  sido  por  algunos  autores  C1)  considerada  aplicable  a  las  suspen- 
siones de  pagos,  entendiendo  con  ella,  que  es  un  derecho  del  sus- 
penso el  de  cesar  en  el  pago  de  intereses  de  los  créditos  que  tiene 
pendientes  de  pago  desde  el  día  de  la  declaración  del  estado  legal 
de  suspensión  de  pagos. 

Sin  embargo  esta  razón  de  analogía  no  tiene  un  fundamento 
jurídico  sólido,  porque  así  como  la  quiebra  abraza  en  conjunto  el 
patrimonio  del  deudor  y  lo  estabiliza  en  la  fecha  de  la  declaración 
de  quiebra,  en  relación  a  cuya  fecha  deben  determinarse  en  su 
cuantía  los  elementos  del  pasivo,  siendo  absurdo  de  un  patrimonio 
muerto  y  sin  vida  esperar  frutos,  en  la  suspensión  de  pagos  se  trata 
sólo  de  ampararse  de  un  privilegio  legal  para  salir  de  una  dificultad 
momentánea,  vencida  la  cual,  el  patrimonio  del  suspenso  recobra 
todo  su  vigor  y  su  normal  funcionamiento'. 

Aparte  de  este  razonamiento  que  atañe  a  la  entraña  de  ambas 
instituciones,  existe  el  fundamento  legal  contenido  en  el  artículo 
1101  del  Código  civil.  Dice  este:  «Quedan  sujetos  a  la  indemniza- 
»ción  de  los  daños  y  perjuicios  causados,  los  que  en  el  cumplimiento 
»de  sus  obligaciones,  incurriesen  en  dokx  negligencia  o  morosidad, 
»y  los  que  de  cualquier  modo  contraviniesen  al  tenor  de  aquellas,» 
y  define  la  mora  el  art.  1100,  diciendo  que  «incurren  en  mora  los 
» obligados  a  entregar  o  a  hacer  alguna  cosa  desde  que  el  acreedor 
» les  exija  judicial  o  extrajudicialmente  el  cumplimiento  de  su  obliga- 
ción». Aclarando  esta  tesis  dice  el  Tribunal  Supremo  en  Sentencia 
de  13  de  diciembre  de  1905,  que  es  constante  jurisprudencia  la  de 
que,  cuando  los  intereses  no  son  pactados,  solamente  se  devengan 
desde  que  el  deudor  incurrió  en  mora,  no  constituida  por  el  ven- 
cimiento de  la  obligación,  sino  por  el  requerimiento  del  acreedor^ 
hecho  judicial  o  extrajudicialmente. 

De  lo  cual  se  deduce  que  ha  de  hacerse  una  distinción  concreta 
entre  intereses  pactados  e  intereses  legales.  Los  primeros  son  exigi- 
bles  con  independencia  de  la  situación  de  mora  del  deudor,  en  cam- 
bio los  segundos  no  forman  parte  integrante  de  la  obligación,  porque 
isolamente  decorren  desde  el  momento  en  que  el  deudor  está  en 
mora,  por  consecuencia  de  la  interpelación  del  acreedor. 


(1)  Francisco  de  P.  Rives  y  Martí:  Teoría  y  práctica  de  las  actuaciones  judiciales  en  ma- 
teria de  concurso  de  acreedores,  y  quiebras  con  sus  preliminares  cuita  y  espera  y  suspensión  do 
pagos».  —  Maurus  Miquel  Romero:  ^Manual  de  suspensiones  de  pagos  y  quiebras». 
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Así  pues  el  Banco  suspenso  que  concierta  en  situación  de  suspen- 
sión un  convenio  con  sus  acreedores,  viene  obligado'  a  satisfacer 
&  lots  mismos  conjuntamente  con  el  crédito,  el  importe  de  los  intere- 
ses pactados  devengados  hasta  el  día  de  la  extinción  de  la  deuda. 
Toda  renuncia  de  estos,  implicaría  evidentemente  una  quita  o¡  re- 
baja de  crédito,  en  tanto*  que  no  implica  una  rebaja  la  no  percepción 
de  los  intereses  legales  nacidos  de  una  situación  de  mora,  que  no 
puede  atribuirse  a  la  voluntad  del  deudor. 


APÉNDICES 


I.  Exención  del  timbro  en  los  cheques  cruzados  (Real  Ordon  do  H  de  febrero  de  1923)  —  II.  Bases  para  la  creación 
de  las  Cámaras  de  Compensación  (Roal  Orden  de  10  de  febrero  do  1!)2;!)- 

Exención  del  timbre  en  los  cheques  cruzados 

(R.  O.  de  8  de  febrero  de  1925) 

Resolviendo  una  consulta  del  Consejo  Superior  Bancario  acerca  del  al- 
cance de  los  preceptos  contenidos  en  el  Real  decreto  de  9  de  enero  último 
sobre  exención  del  Timbre  en  los  cheques  cruzados,  el  ministro  de  Hacien- 
da ha  declarado,  por  Real  orden  de  hoy,  lo  siguiente: 

Primero.  Que  a  los  efectos  del  cumplimiento  del  requisito  que  para 
la  exención  del  Timbre  del  Estado  sobre  los  cheques  exige  el  párrafo 
letra  A  del  artículo  primero  del  Real  decreto  de  9  de  enero  pasado  en  los 
cheques  librados  en  el  extranjero  para  convertirlos  en  cruzados,  se  enten- 
derá asimilado  el  librador  al  primer  tenedor  legal  que  dentro  del  Reino 
haya  de  presentarlo  a  la  negociación  o  al  cobro. 

Segundo.  Que  la  compensación  mediante  la  que  ha  de  realizarse  el 
pago  del  cheque  cruzado,  conforme  a  lo  exigido  en  el  párrafo  letra  C 
del  mismo  artículo  de  aquella  disposición,  puede  efectuarse  en  las  Cáma- 
ras compensadoras  cuando  se  trate  de  plazas  en  las  que  aquéllas  funcionen, 
o  por  Bancos  o  banqueros  inscritos  en  la  Comisaría  ¡regia  de  la  Banca 
privada  en  las  plazas  en  que  esta  institución  no  funcione,  conforme  a  las 
fórmulas  y  procedimientos  que  establezca  el  Consejo  Superior  Bancario 
para  uno  y  otro  caso  a  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  Real  decreto;  pero  de- 
biendo entenderse  que  la  exención  tampoco  será  aplicable  a  esa  segunda 
forma  de  compensación  por  Bancos  o  banqueros,  cuando  en  virtud  de  lo 
preceptuado  en  el  artículo-  segundo  del  Real  decreto  quede  automática- 
mente anulada  en  todo  el  territorio  de  la  zona  bancaria  por  no  haberse 
conseguido  la  creación  y  funcionamiento  de  la  Cámara  de  compensación 
correspondiente  dentro  del  plazo  en  el  mismo  fijado. 

Bases  para  la  creación  de  las  Cámaras  de  Compensación 

(R  O.  de  10  de  febrero  de  1923) 

BASE  PRIMERA 
Creación  de  tres  Cámaras  de  Compensación 

El  Consejo  Superior  Bancario,  en  cumplimiento  de  lo  que  se  dispone 
en  la  base  5a  del  artículo  2e  de  la  ley  de  Ordenación  bancaria;  del  apar- 


—  391  — 


tado  52  del  artículo  19  del  Reglamento  para  la  ejecución  de  dicha  ley, 
fecha  13  de  Junio  de  1922,  y  del  artículo  4q  del  Real  decreto  de  9  de 
Enero  de  1923,  creará  una  Cámara  de  Compensación  en  cada  una  de  las 
plazas  de  Madrid,  Bilbao  y  Barcelona.  El  territorio  a  que  se  extenderá 
la  acción  de  estas  Cámaras  será  el  de  la  zona  bancada  de  que  cada  una, 
de  dichas  plazas  es  capitalidad,  según  lo  establecido  por  el  Real  decreto 
de  3  de  Febrero  de  1922.  En  el  Reglamento  de  las  Cámaras  quedará  reco- 
nocido el  derecho  a  compensar  exclusivamente  de  todos  los  Bancos  y  ban- 
queros inscritos  en  la  Comisaría,  y  se  determinarán  concretamente  las  con- 
diciones a  que  se  subordine  el  ejercicio  de  este  derecho. 

Regirán  en  concepto  de  disposiciones  estatutarias  en  todas  las  Cáma- 
maras  los  preceptos  contenidos  en  estas  bases. 

BASE  2.a 

De  las  condiciones  jurídicas  y  económicas  de  las  Cámaras  de  Compensación 

Las  Cámaras  de  Compensación  son  Asociaciones  creadas  por  el  Con- 
sejo Superior  Bancario  para  que  los  Bancos  y  banqueros  inscritos  en  la 
Comisaría  realicen  sus  pagos  por  compensación.  En  caso  de  disolución,  los 
bienes  que  constituyan  el  patrimonio  de  una  Cámara  serán  distribuidos! 
entre  los  Bancos  y  banqueros  inscritos  en  la  misma  como  miembros  acti- 
vos, en  proporción  a  la  cuota  que  cada  uno  hubiere  pagado  a  ella  duran- 
te los  dos  últimos  años. 

Las  Cámaras  de  Compensación  no  repartirán  beneficios  por  ningún  con- 
cepto y  estarán  sostenidas  por  los  Bancos  y  banqueros  inscrito  en  ellas, 
con  arreglo  a  lo  que  se  determina  en  la  base  11. 

BASE  3.a 

De  la  significación  que  en  las  Cámaras  corresponde  al  Consejo  Superior  Banca- 
rio  y  a  los  Bancos  y  Banqueros  inscritos  en  la  Comisaría 

A)  Corresponde  al  Consejo  Superior  Bancario : 

I2  La  creación  de  las  Cámaras  de  Madrid,  Bilbao  y  Barcelona  y  de  las 
que  puede  establecerse  en  lo  futuro. 

2q  Resolver  las  consultas  que  las  Cámaras  le  sometan  y  conocer  en 
alzada  de  los  recursos  que  todo  Banco  o  banquero  podrá  interponer  contra 
los  acuerdos  de  expulsión  tomados  por  la  Junta  de  Gobierno. 

El  Presidente  del  Consejo  Superior  Bancario  será  Presidente  nato  de  las 
Cámaras  de  Compensación.  La  presidencia  efectiva  corresponderá  a  uno  de 
los  Vocales  de  la  Junta  de  Gobierno,  elegido  por  la  Junta  misma. 

B)  Corresponde  a  los  Bancos  y  banqueros  inscritos  en  la  Comisaría 
que  a  tenor  de  la  base  Ia  se  hallen  en  el  ejercicio  de  sus  derechos  de  Ban- 
cos compensadores : 

Elegir  por  sufragio  directo  y  entre  personas  que  sean  banqueros,  Direc- 
tores o  Consejeros  de  Bancos  inscritos,  un  número  de  Vocales  no  inferior  a 
tres  ni  superior  a  cinco,  para  que  constituyan  la  Junta  de  Gobierno  de  la 
Cámara  respectiva.  Esta  Junta  de  Gobierno  asumirá  !a  gestión  de  la  Cá- 
mara, tendrá  su  representación  legal  y  serán  atribuciones  suyas  todas  las 
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que  se  reputen  útiles  o  necesarias  para  el  funcionamiento  y  desarrollo  de 
estos  Institutos. 

Velará  por  el  cumplimiento  de  estas  bases,  de  los  acuerdos  del  Conse- 
jo Superior  Bancario  y  de  las  disposiciones  del  Gobierno  en  cuanto  se 
refieran  a  las  Cámaras  de  Compensación,  y  funcionará  como  Tribunal  ar- 
bitral en  las  cuestiones  que  se  susciten  dentro  de  las  Cámaras.  Nombrará 
al  Director  y  al  personal  necesario  para  los  servicios  de  la  Cámara. 

La  Cámara,  como  tal,  personificará  la  entidad  compensadora,  y  en  su 
consecuencia,  será  el  titular  de  las  cuentas  corrientes,  que  podrá  llevar  con 
el  Banco  de  España  y  con  los  Bancos  y  banqueros  compensadores. 

BASE  4.a 

De  los  fines  propios  de  las  Cámaras  de  Compensación 

Las  Cámaras  de  'Compensación  se  proponen  facilitar  la  máxima  compen- 
sación de  las  obligaciones  comprobadas  y  reconocidas  entre  los  Bancos 
y  banqueros  inscritos  en  la  Comisaría  que  resulten  tenedores  o  pagadores 
de  cheques  y  demás  efectos  mencionados  en  la  base  8a,  ya  en  nombre  pro- 
pio, ya  en  el  de  sus  clientes,  Sucursales,  Agencias  o  en  representación  de 
otros  Bancos  y  .banqueros. 

Para  el  cumplimiento  de  dichos  fines  los  Bancos  y  banqueros  inscritos, 
atenderán :  primero,  a  la  concentración  de  aquellos  cheques  y  efectos  que 
para  su  cobro  contra  otro  Banco  o  banquero  inscrito  sean  tenidos  por  ellos 
mismos,  sus  clientes,  sus  representantes  o  sus  sucursales ;  segundo,  a  la  pre- 
sentación de  documentos  en  las  Cámaras  clasificados  por  Bancos  pagado- 
res; tercero,  a  la  admisión  a  compensación  de  los  documentos  de  los  cua- 
les ellos  sean  pagadores;  cuarto,  a  la  determinación,  previas  las  comproba- 
ciones precisas,  de  los  saldos  activos  o  pasivos  que  al  finalizar  el  día  tengan 
cada  Banco  o  banqueros  inscrito  contra  cualquier  otro  Banco  o  banquero 
también  inscrito,  en  vista  de  una  primera  compensación  de  las  obligaciones 
recíprocas;  quinto,  a  la  reducción  de  todos  los  saldos  anteriores  activos  o 
pasivos  a  un  solo  saldo  definitivo  y  determinación  del  signo  y  cuantía  de 
este  saldo;  sexto,  a  la  expedición  de  los  cheques  necesarios,  que  serán  cru- 
zados, para  que  resulten  abonados  y  cargados  en  el  Banco  de  España,  pre- 
cisamente en  el  mismo  día  en  que  se  realicen  las  operaciones  de  compensa- 
ción en  las  cuentas  de  los  establecimientos  compensadores. 

La  Cámara  de  Compensación  podrá  funcionar  como  acreedora  de  todos 
los  saldos  definitivos  pasivos  y  como  deudora  de  todos  los  saldos  definitivos 
activos  de  los  Bancos  y  banqueros  compensadores,  o  apelar  a  otros  proce- 
dimientos que  conduzcan  a  la  compensación. 

Podrán  ser  distinguidas  en  los  Reglamentos  las  siguientes  clases  de  com- 
pensaciones : 

lo  Compensación  local,  que  es  la  que  se  realiza  en  las  Cámaras  de  cada 
zona  entre  Bancos  y  banqueros  sin  oficina  abierta  en  la  plaza  donde  la 
Cámara  esté  establecida. 

2«  Compensación  de  la  zona,  que  es  la  que  se  realiza  a  través  de  las  Cá- 
maras entre  Bancos  y  banqueros  sin  oficina  abierta  en  la  plaza  donde  la 
Cámara  se  halle  establecida,  pero  con  oficina  abierta  en  otras  plazas  den- 
tro de  la  zona. 
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32  Compensación  nacional,  que  es  la  que  se  realiza  a  través  de  una  Cá- 
mara entre  Bancos  y  banqueros  domiciliados  en  localidades  o  plazas  per- 
tenecientes a  diferentes  zonas. 

Las  sucursales  con  servicio  regular  se  considerarán,  a  los  efectos  de 
estas  bases,  como  establecimientos  bancarios. 

Las  Cámaras  de  Compensación  formarán  sus  horarios  y  procurarán 
que  las  operaciones  particulares  dentro  de  las  horas  hábiles  de  cada  día 
produzcan  su  efecto  en  las  cuentas  corrientes  afectadas  por  la  compensación, 
sin  pérdida  de  intereses  para  los  Bancos  y  banqueros  compensadores. 

BASE  5.a 

De  las  operaciones  permitidas  a  las  Cámaras  de  Compensación 

La  presentación  de  documentos  hecha  por  un  Banco  o  banquero  a  otro 
Banco  o  banquero  dentro  de  las  Cámaras  se  considerará,  a  los  efectos  jurí- 
dicos, como  si  hubiera  sido  hecha  en  el  domicilio  del  pagador.  La  primera 
presentación  y  la  primera  recepción  de  documentos  equivalen  a  un  reco- 
nocimiento provisional  de  créditos  y  deudas  por  todo  el  valor  a  que  ascien- 
den lo5  documentos  presentados  y  recibidos.  No  se  considerará  definitivo 
el  reconocimiento  de  deudas  o  créditos  hasta  que  se  llegue  a  la  compensa- 
ción definitiva  del  día.  Hasta  ese  momento  los  Bancos  conservan  sus  dere- 
chos de  reivindicación  sobre  los  efectos  presentados.  Los  documentos  de- 
vueltos con  reparo  a  consecuencia  de  las  operaciones  diarias  de  comproba- 
ción, serán  tratados  como  documentos  presentados  a  compensación  en  un 
sentido  contrario  al  que  primitivamente  tuvieran.  Los  documentos  se  pre- 
sentarán a  compensación  precisamente  en  sus  vencimientos,  determinándose 
la  fecha  del  vencimiento,  con  arreglo  a  las  disposiciones  del  Código*  de| 
Comercio. 

Serán  consideradas  como  operaciones  de  compensación,  no  solamente 
las  que  se  practiquen  dentro  de  los  locales  de  las  Cámaras,  sino  también 
aquellas  preparatorias  o  complementarias  que  sea  necesario  realizar  por 
cada  Banco  o  banquero  en  su  propio  local  para  preparar  la  clasificación  de 
los  documentos,  así  como  para  recibirlos  y  comprobarlos. 

BASE  b.a 
De  las  operaciones  prohibidas 

Quedan  prohibidas  en  todas  las  Cámaras : 

lo  Las  operaciones  con  numerario. 

2b  Las  operaciones  litigiosas. 

3s  Las  diligencias  de  protesto. 

4s  Los  pagos  parciales. 

52  Los  afianzamientos  ;  y 

62  Los  endosos. 
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BASE  7.a 

De  las  condiciones  para  el  ejercicio  por  los  Bancos  y  Banqueros  inscritos  en  la 
Comisaría  del  derecho  a  compensar  en  las  Cámaras  de  Compensación 

La  Junta  de  Gobierno  de  las  Cámaras  de  Compensación  determinará,  en 
vista  de  la  solución  práctica  dada  a  la  compensación  de  zona  y  a  la  compen- 
sación nacional,  las  condiciones  a  que  estará  subordinado  el  ejercicio  del 
derecho  en  principio  reconocido  para  compensar  a  todo  Banco  o  banquero 
inscrito  en  la  Comisaría.  En  ningún  caso  dejará  de  exigirse  a  los  Bancos  o 
banqueros :  estar  inscrito  en  la  Comisaría ;  pagar  las  cuotas  lijadas  por  la 
Junta  de  Gobierno  de  las  Cámaras;  aceptación  previa  de  estas  Bases  y  fi- 
gurar en  el  Registro  de  Bancos  y  banqueros  con  derecho  a  compensación 
que  cada  Cámara  llevará  de  sus  asociados. 

Cada  Cámara  llevará  un  Registro  donde  figurarán,  agrupados  por  cate- 
gorías, los  Bancos  y  banqueros  que  tengan  derecho  a  compensar  y  los  nom- 
bres de  todos  aquellos  establecimientos  bancarios  de  los  cuales  sean  agen- 
tes a  los  efectos  de  la  compensación. 

BASE  8.a 

De  los  documentos  admitidos  a  compensación 

Todo  Banco  o  banquero,  miembro  activo  de  las  Cámaras,  podrá  presen- 
tar o  admitir  a  compensación  los  efectos  siguientes : 
la    Talones  contra  cuentas  corrientes. 
2°  Cheques. 
3c    Letras  de  cambio. 
4°  Vales. 
5a  Pagarés. 
6Q  Libranzas. 

La  Junta  de  Gobierno  de  la  Cámara  podrá  ampliar  las  listas  de  los  docu- 
mentos compensables. 

BASE  9.a 
De  la  pérdida  del  derecho  a  compensar 

Se  perderá  por  los  Bancos  y  banqueros  inscritos  en  la  Comisaría  el  de- 
recho a  compensar : 

le  Por  perder  la  condición  de  Banco  inscrito  a  la  Comisaría  regia  de 
la  Banca  privada. 

2«  Por  la  no  aceptación  o  por  el  incumplimiento  de  las  condiciones  es- 
tablecidas para  una  Cámara  por  su  Junta  de  Gobierno. 

3»  Por  el  no  ejercicio  del  derecho  durante  un  plazo  de  un  mes,  a  contar 
desde  la  creación  de  la  Cámara,  o  por  la  interrupción  del  derecho  posterior- 
mente durante  un  período  de  tiempo  que  fijará  la  Junta  de  Gobierno. 

42  Por  fusión  o  inteligencia  con  otro  Banco  o  banquero  inscrito  cuan- 
do se  llegue,  a  virtud  de  la  inteligencia,  a  una  unidad  de  intereses  y  de 
dirección.  La  nueva  entidad  que  nazca  por  fusión  o  inteligencia  de  Ban- 
cos que  tuvieran  derecho  activo  de  compensación,  gozará  del  derecho  a 
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compensar  subordinado  a  la  condición  de  que  como  tal  entidad  nueva  se 
inscribía  en  la  Comisaría  regia  de  la  Banca  privada  en  un  plazo  de  dos 
meses. 

BASE  10 

Obligaciones  de  las  Juntas  de  gobierno  y  de  los  Bancos  y  banqueros 

Las  Juntas  de  Gobierno  estarán  obligadas  a: 

Publicar  las  estadísticas  que  recojan  el  movimiento  de  las  operaciones, 
clasificadas  de  cada  Cámara  (los  cheques  se  clasificarán  en  tres  grupos : 
cruzados  exentos,  cruzados  no  exentos  y.  no  cruzados)  y  conservar  a  dispo- 
sición de  los  funcionarios  o  Inspectores  del  impuesto  del  Timbre,  por  el 
tiempo  que  se  determine,  las  relaciones  autorizadas  de  los  documentos 
compensados. 

En  los  Reglamentos  de  las  Cámaras  se  consignarán  como  obligaciones,  de 
los  Bancos  y  banqueros : 

Sumisión  a  estas  bases  y  al  Reglamento ;  cumplimiento  de  los  acuerdos 
de  la  Junta  de  Gobierno  ;  cuidar  de  que  los  documentos  presentados  a  com- 
pensación sean  previamente  marcados  o  sellados,  de  tal  manera  que  pueda 
reconocerse  siempre  la  procedencia  de  todo  documento;  asistir  puntualmen- 
te, por  medio  de  empleados  nombrados  al  efecto,  a  las  sesiones;  obediencia 
de  éstos  a  los  acuerdos  de  la  Junta  de  Gobierno;  satisfacer  las  cuotas  que 
acuerde  la  Junta  de  Gobierno;  comunicar  previamente  a  ésta  el  nombre 
del  empleado  o  empleados  que  hayan  de  representarlos  en  las  operaciones 
interiores  y  la  naturaleza  de  sus  poderes;  retirar  del  local,  sustituyéndole 
por  otro,  al  empleado  o  empleados  que  fueran  objeto  de  tres  amonestaciones 
sucesivas  por  parte  del  Director,  o  de  una  censura  fundada  del  Consejo  de 
Administración;  comunicar  al  Director  de  la  Cámara  el  nombre  y  domicilio 
de  los  Bancos  y  banqueros  en  cuyo  nombre  presenten  o  reciban  documen- 
tos a  compensación. 

BASE  ll 

De  los  gastos  e  ingresos  de  las  Cámaras  de  Compensación 

Gastos  de  establecimiento.— A  los  gastos  de  establecimiento  de  las  Cá- 
maras contribuirá  cada  uno  de  los  Bancos  adscritos  con  la  cuota  de  entra- 
da que  fije  la  Junta  de  Gobierno. 

Gastos  ordinarios. — -Los  gastos  anuales  serán  sufragados  por  los  Bancos 
y  banqueros  con  las  cuotas  necesarias  para  cubrir  el  total  de  los  mismos. 
Las  cuotas  estarán  formadas  por  dos  elementos :  uno  fijo  igual  para  todos 
los  Bancos  o  banqueros,  y  otro  proporcional  al  valor  de  la  cifra  total  de  las 
operaciones  de  compensación  que  cada  uno  de  ellos  realice. 

BASE  TRANSITORIA 

De  la  constitución  de  las  primeras  Cámaras  de  Compensación  por  el  Consejo 

Superior  Bancario 

En  el  plazo  de  ocho  días,  a  contar  desde  la  aprobación  oficial  de  estas 
normas,  el  Comisario  regio  de  la  Banca  privada  delegará  en  un  Vocal  del 


—  396  — 

Consejo  las  facultades  necesarias  para  convocar  en  la  capital  de  cada  zona, 
dentro  de  los  diez  días  siguientes  a  su  nombramiento,  a  una  Asamblea 
de  los  Bancos,  Banqueros  y  Sucursales  que,  contando  con  oficina  abierta 
en  las  plazas  de  Madrid,  Barcelona  y  Bilbao,  tengan  por  estas  bases  dere- 
cho a  formar  parte  del  Instituto  compensador.  En  dicha  Asamblea  se  pro- 
cederá al  nombramiento  de  una  Junta  de  Gobierno  provisional,  compuesta 
por  cinco  Vocales  que  sean  Banqueros  o  Consejeros  o  Directores  de  Ban- 
cos. Cada  Banco,  Banquero  o  Sucursal  tendrá  derecho  a  un  voto,  y  el 
resultado  de  la  elección  será  comunicado  sin  demora  al  Comisario  regio  de 
la  Banca  privada. 

La  Junta  provisional  así  nombrada  adoptará  cuantas  medidas  sean  ne- 
cesarias para  asegurar,  de  acuerdo  con  el  Real  decreto  de  9  de  Enero  de 
1923,  la.  constitución  y  funcionamiento  de  una  Cámara  de  compensación, 
y  someterá  el  Reglamento,  que  de  acuerdo  con  estas  bases  formulará,  a 
la  aprobación  del  Consejo  Superior  Bancario.  Aprobado  que  sea  dicho  Re- 
glamento por  el  Consejo  Superior  Bancario,  se  procederá,  de  acuerdo  con 
lo  que  disponga  dicho  Reglamento,  al  nombramiento  de  la  Junta  de  Go- 
bierno definitiva. 

La  creación  de  otras  Cámaras  de  compensación  se  acordará  por  el  Con- 
sejo Superior  Bancario,  a  petición  de  los  elementos  bancarios  establecidos 
en  una  plaza  española.  La  petición  estará  suscrita,  por  lo  menos,  por  tres 
Bancos  o  banqueros  con  oficina  abierta  en  la  plaza.  Si  el  Consejo  Superior 
Bancario  considerara  conveniente  la  creación  de  una  Cámara,  procederá  el 
Comisario  regio  de  la  Banca  privada,  de  acuerdo  con  lo  que  se  dispone  en 
esta  base  para  Madrid,  Bilbao  y  Barcelona  y  en  los  plazos  que  estime  pru- 
dentes, al  libre  nombramiento  de  la  persona  que,  por  delegación  del  Con- 
sejo Superior  Bancario,  convocará  la  Asamblea  de  los  Bancos,  Banqueros  y 
Sucursales  de  la  plaza  inscritos  en  la  Comisaría  Regia  de  la  Banca  privada 
y  con  derecho  a  formar  parte  de  una  Cámara  de  compensación,  y  practicará 
las  medidas  precisas  hasta  asegurar  la  creación  y  funcionamiento  de  la' 
Cámara  o  Cámaras  en  cuestión. 

Madrid,  10  de  Febrero  de  1923. 
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